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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y el de Justicia, señor Teodoro Ribera Neumann.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 51ª, ordinaria, en 2 de octubre del año en curso, que no ha sido observada.



(Véase en los Anexos el acta aprobada).

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de ley que crea en la Región Metropolitana los hospitales clínicos que indica (boletín Nº 8.618-11) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Salud y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 20.305, sobre condiciones de retiro de los funcionarios públicos con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, reconoce pagos y otorga beneficios (boletín N° 8.059-13).



Con el siguiente retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “suma”, al proyecto de ley sobre plebiscito y consultas de carácter comunal (boletín N° 7.308-06).



Con el último retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (boletín Nº 8.369-04).



2.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



3.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín N° 7.765-07).



4.- Proyecto de ley que crea el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile y le destina recursos (boletín N° 8.272-08).



5.- Proyecto que modifica la ley N° 19.419, en materia de ambientes libres de humo de tabaco (boletín Nº 7.914-11).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que informa que dio su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado a los siguientes proyectos:



1.- El que modifica la ley N° 20.599, que regula la instalación de torres soporte de antenas emisoras (boletín N° 8.366-15).



2.- El que adecua el decreto con fuerza de ley N° 1, de Salud, de 2006, a la ley N° 20.575, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales (boletín N° 8.222-11). 



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



De la señora Directora Regional (s) del Servicio de Evaluación Ambiental de Atacama:



Atiende solicitud de información, enviada en nombre del Honorable señor Prokurica, sobre proceso sancionatorio seguido en contra de la Compañía Minera Nevada Ltda. por incumplimiento del plan de monitoreo de glaciares y medidas de mitigación de material particulado, iniciado por la Dirección General de Aguas.



Del señor Director Jurídico del Consejo para la Transparencia:



Remite copia de decisión de inadmisibilidad recaída en solicitud de amparo al derecho de acceso a la información en contra de esta Corporación, por no ser asuntos de competencia de ese organismo.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto que modifica la ley N° 20.305, sobre condiciones de retiro de los funcionarios públicos con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, reconoce pagos y otorga beneficios (boletín N° 8.059-13) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 2).



De las Comisiones de Hacienda y Especial de Zonas Extremas, unidas, recaído en el proyecto de ley que establece incentivos especiales para las zonas extremas (boletín N° 8.011-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 3).



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, de acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y de regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura, contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (boletín N° 8.091-21) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo que aprueba las enmiendas a la Constitución de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), adoptadas el 24 de noviembre de 1998 mediante Resolución Núm. 997 (LXXVI) del Consejo de la Organización Internacional para las Migraciones, en Ginebra, Suiza (boletín N° 8.237-10) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables señores Muñoz Aburto, Bianchi, Escalona, Larraín Peña y Navarro, con la que dan inicio a un proyecto modificatorio de la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, el cual obliga a los candidatos a cargos de elección popular a identificar en su propaganda electoral el partido político o pacto electoral que haya declarado la candidatura o, si fuere el caso, su calidad de independiente (boletín N° 8.617-06) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Honorables señores Horvath, Cantero y Gómez, con la que dan inicio a un proyecto que modifica la ley Nº 19.974, sobre el sistema de inteligencia del Estado y que crea la Agencia Nacional de Inteligencia, en materia de responsabilidad penal del funcionario público (boletín N° 8.619-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Proyectos de acuerdo



De la Honorable señora Allende, con el que pide a Su Excelencia el Presidente de la República una reforma integral, a nivel constitucional y legal, con el objeto de delimitar el alcance de los contratos especiales de operación para las sustancias minerales no concesibles (boletín Nº S 1.519-12) (Véase en los Anexos, documento 8).



De los Honorables señor Bianchi, señoras Allende y Rincón y señores Horvath, Larraín Peña, Muñoz Aburto y Zaldívar, con el que piden a Su Excelencia el Presidente de la República que declare zona geográfica aislada a las provincias de la Antártica Chilena, Tierra del Fuego y Última Esperanza y autorice la instalación en ellas de una zona franca, en especial para la venta de combustibles (boletín Nº S 1.520-12) (Véase en los Anexos, documento 9).



De los Honorables señora Pérez San Martín y señores Horvath, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Sabag y Tuma, con el que piden a Su Excelencia el Presidente de la República la inclusión, en la Partida presupuestaria del Ministerio de Vivienda y Urbanismo para el año 2013, de una glosa especial que dé solución a los deudores habitacionales cuya situación no ha sido resuelta satisfactoriamente por los mecanismos establecidos (boletín Nº S 1.521-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Saludo a los estudiantes del Segundo Medio del Colegio Amalia Errázuriz, de la comuna de Ovalle, quienes se encuentran en la tribuna por invitación del Senador señor Pizarro.


Bienvenidos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Agricultura, pido que se fije un plazo especial para presentar indicaciones, hasta las 16:45, al proyecto que modifica la ley Nº 19.419, en materia de ambientes libres de humo de tabaco, para poder llegar a un buen acuerdo y despacharlo a la brevedad.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá.



--Así se acuerda.

)-------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Educación, solicito fijar hasta mañana en la mañana un término para formular indicaciones acerca del proyecto de ley que modifica la ley Nº 20.000, con el fin de imponer a los establecimientos educacionales el deber de impartir cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, el plazo será hasta las 12 del jueves 11 de octubre.



--Así se acuerda.
HOMENAJE A PRESENTADOR Y CONDUCTOR DE TELEVISIÓN

SEÑOR MARIO KREUTZBERGER BLUMENFELD

El señor ESCALONA (Presidente).- Señoras y señores Senadores e invitados, corresponde rendir homenaje, por acuerdo de los Comités de la Corporación, al destacado presentador y conductor de televisión señor Mario Kreutzberger Blumenfeld, quien nos acompaña en las tribunas junto con su familia y colaboradores.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Ninguno de nosotros ignora lo que significan 50 años de trayectoria pública. Es un camino muy largo, complejo, con momentos gratos pero también con sinsabores, de manera que la sola continuidad de la presencia de Mario Kreutzberger en la vida nacional durante un lapso de tiempo tan dilatado corrobora su talento y capacidad como comunicador social.



Es preciso destacar que fueron pocos los que, como él, supieron aquilatar, en su momento, la importancia decisiva que tendría para la vida nacional el rol de la televisión como instrumento de comunicación, de difusión, de entretención y de información. Y haber logrado mantener el programa más antiguo de la televisión a nivel global implica un mérito sobresaliente y un orgullo para Chile.



Sin embargo, también nos mueve a brindar este reconocimiento el hecho de que Mario Kreutzberger tuvo la visión, cuando ello era una tarea difícil en nuestro país, de rescatar la dignidad de las personas con discapacidad y de impulsar el gran momento de unidad nacional que es la Teletón.



Sabemos que, desde la segunda parte de los años setenta a la fecha, se modificó cardinalmente la mirada de los chilenos hacia los afectados por diferentes tipos de discapacidad.



Permítaseme hacer un recuerdo tal vez ingrato. Cuando en los años sesenta me dirigía a la escuela primaria, un vecino tenía hijos con discapacidad y los escondía. La sociedad no sabía tratarlos.



Desde entonces hasta ahora, esa actitud se modificó completamente. Y no cabe ninguna duda de que Mario Kreutzberger efectuó un aporte esencial para que hoy mantengamos una visión humanista al respecto.



Y no solo mantenemos una visión humanista, sino que, además, hay un día en que los chilenos nos unimos y juntamos nuestros corazones para realizar una contribución modesta, para aportar un grano de arena -en algunos casos, puede que sea un poco más-, a fin de que la vida de todos sea mejor.



En eso le corresponde a usted, Mario Kreutzberger Blumenfeld, una responsabilidad inmensa, y estoy seguro de que es algo que le enorgullece, al igual que a su familia y a sus colaboradores más cercanos.



Asimismo, ante lo que ocurre de tanto en tanto en este territorio chileno, que se mueve por los vaivenes del subsuelo y resulta afectado por diferentes fenómenos, usted tiene también la capacidad de convocar a la población a concurrir en apoyo de muchas familias que lo pierden todo en algún terremoto o tsunami o alguna tragedia natural de distinta índole.



Es muy difícil encontrar otra figura o personalidad con esa aptitud. El Senado quiere reconocerla hoy en usted.



Ello lo hemos visto muchas veces. Inmediatamente después del 27 de febrero de 2010, motivado por esa energía que brota de su ser más profundo, usted fue capaz, cuando temblaba aún por el efecto propio del enorme trastorno de la naturaleza que nos conmovió, de impulsar a muchos de nosotros a vencer el temor, la incertidumbre de las réplicas, y ayudar a las familias que lo necesitaban, además de colaborar eficientemente, en esas horas, con el Gobierno de Michelle Bachelet, y luego, con el del Presidente que asumió, Sebastián Piñera. Lo anterior habla, además, de una singularidad de su personalidad pública, cual ha sido la de mantener una posición de ir más allá de la contingencia y proyectar una mirada nacional, razón por la cual -de eso no me cabe ninguna duda- estamos brindando hoy, en nuestra Corporación, este tributo.



En resumen, no creo que sea posible, en verdad, encontrar otra figura chilena que haya estado tan presente en cada uno de nuestros hogares durante el curso de más de medio siglo.



Reciba usted, en consecuencia, con mucha sinceridad, el reconocimiento del Senado de la República.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Alvear.



La invitamos a hacer uso de la tribuna.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, Honorables colegas, deseo comenzar saludando cariñosamente a don Mario Kreutzberger, a su familia y a sus amigos.



Resulta un honor dirigir estas palabras, en nombre de la bancada de la Democracia Cristiana, en agradecimiento a tan excepcional chileno y servidor público: a nuestro querido Don Francisco.



Hoy, en la Sala del Senado de la República, rendimos un justo homenaje a este gran hombre.



Nos convoca una persona que, gracias a su talento y capacidad, ha llevado el nombre de Chile hasta los lugares más apartados del mundo.



Él, con sus programas de televisión, nos presentó a todos los tipos de chilenos: a gente humilde, a trabajadores, a artistas, a deportistas, e internacionalmente, a importantes dignatarios.



Quizás podríamos decir que Don Francisco, entre sus muchas virtudes y características, es la persona que más veces ha entrado a un número significativo de hogares chilenos como invitado especial. Esto es tan así que él, después de más de 50 años de carrera artística, ha pasado a formar parte de cada una de nuestras familias.



Mario ha mostrado fuertemente lo que es Chile y nos ha abierto, además, una ventana al mundo; ha sido un orfebre que busca la materia prima allá y acá para darnos una alegría, para hacernos reír y llorar, en algunas ocasiones siendo una especie de viejo pascuero o de rey midas; otras, incentivando nuestra solidaridad, siguiendo la máxima del padre Alberto Hurtado: “Dar hasta que duela”.



Es un chileno que convirtió su nombre artístico en sinónimo de entretención, que le puso color a lo que la tecnología nos negaba al principio.



Gracias a sus programas de televisión, conocimos los talentos de miles de compatriotas, que encontraron allí la oportunidad tan deseada de mostrarse al resto.



Hoy quiero referirme no solo a su obra, vastamente conocida y de la cual millones de connacionales podrían dar testimonio, sino también a cómo la hizo.



Si hiciéramos el esfuerzo de resumir en una frase su dilatada trayectoria, me atrevería a decir que Mario destaca por su humildad y por contar siempre y en todo momento con un férreo respaldo familiar. Ello, sin duda, gracias a la comprensión y al amor de su querida Temmy y de sus hijos Patricio, Vivi y Francisco.



Por cierto que su misión en la televisión, tanto en Chile como en el extranjero, significó ceder parte del tiempo que debía destinar a su familia. Quizás, a menor escala, ese es también el principal dilema de todos quienes estamos en la Sala, de los que nos dedicamos a la vida pública. Las 24 horas del día no alcanzan para cumplir y estar en todos los lugares, como quisiéramos.



Pero Mario ha podido sobrellevar esa complicación gracias a la tremenda mujer que ha tenido a su lado durante toda la vida: su señora, Teresa Muchnick (Temmy), quien en más de alguna entrevista ha mencionado que en ciertos momentos debió suplir la ausencia del marido, del padre, reconociendo que la labor de Mario implicaba tales sacrificios. En esas mismas entrevistas ella recordaba una de las alternativas de solución encontradas por él: los llamados “martes especiales”, día completo dedicado a disfrutar en familia al aire libre.



Mario es un creador innato que siempre está pensando en cuál será su nuevo proyecto. Esta característica la ha tenido desde el comienzo. 



Permítanme recordar una situación personal: en una ocasión, junto a mi familia, tuve la oportunidad de compartir con él, entre Navidad y Año Nuevo, en un hotel de Arica, donde estaba hospedado con su señora descansando. Pero Don Francisco lo hacía con un papel, un lápiz y un celular, y cada vez que en su “descanso” -entre comillas- le surgía una idea pescaba su celular -en ese entonces no eran tan modernos como los actuales- o escribía en ese papel, pues se hallaba permanentemente pensando en nuevos aportes para sus diferentes trabajos o programas.



Esa característica Mario la ha tenido desde el comienzo.



Como la televisión llegó tarde a nuestro país, salió a conocer lo que ya se había realizado, y tuvo el talento de aprenderlo y, luego, de adaptarlo a nuestra realidad. Hoy él hace escuela en otros países.



Desde sus inicios, Mario hizo del trabajo en equipo una de sus principales características, confiando en sus periodistas, músicos, productores y en los especialistas en cada tema.



Siempre incorporó orientaciones sencillas para su público, entregándoles elementos para mejorar la vida de los hogares.



Ha sido un trabajador tenaz, meticuloso, hijo del rigor, porque nada le resultó fácil, nada le regalaron. Todo lo conquistó con esfuerzo y dedicación.



También es un agradecido de la vida. Y justamente ese sentimiento lo llevó a traernos la Teletón, su obra más trascendental, exportada hoy a muchos otros países de América Latina. 



Al respecto, permítanme detenerme en un hecho poco destacado, acerca de lo cual algo ya dijo el Presidente del Senado. La Teletón no solo significó unir al mundo del espectáculo a fin de obtener los recursos necesarios para dar mejor atención médica a miles de niños y niñas, a quienes les cambió la vida, sino que también provocó un cambio en nuestra sociedad: ahora las familias ya no esconden a sus miembros con capacidades especiales -yo también conocí a esos niños escondidos-, estos hoy se integran a la vida social, forman parte de nuestro diario vivir, reciben trabajo de algunas empresas, son acogidos por la sociedad.



Ese profundo cambio, a lo mejor no pensado o no buscado originalmente, es un hecho social tan importante como el nuevo trato a la mujer, los esfuerzos por erradicar la violencia intrafamiliar o la igualdad de los hijos. 



Ese cambio cultural en nuestra sociedad chilena se lo debemos a Mario Kreutzberger, y de ahí lo merecido y justo del homenaje que hoy le rendimos.



Mario, con su aporte, ha transformado a nuestro país; lo ha hecho más igualitario para niños y jóvenes, adultos y ancianos, y también, por cierto, para esos niños que cada año vemos en las “27 horas de amor”. Ha logrado que vivan con alegría y con la esperanza de que el futuro les deparará un mejor vivir.



Él es un orgullo para todos los chilenos, y ha recibido un merecido reconocimiento de toda la ciudadanía. 



Este homenaje recoge ese clamor popular y permite darle el agradecimiento público de la institución más antigua de la democracia chilena: el Senado.



¡Gracias, Mario, por su invaluable aporte a la sociedad chilena!



¡Gracias, Mario, por abrirnos la mentalidad a los chilenos y mostrarnos los más recónditos rincones del mundo!



¡Gracias, Mario, por exportar Chile al mundo!



¡Gracias, Mario, por darnos alegría y entretención en todo momento, incluso cuando el odio y la división eran parte de nuestro diario caminar!



¡Gracias, Mario, por mostrarnos que la televisión es no solo un instrumento de entretención, sino también un medio para cumplir una misión social trascendental!



Estimado Mario, por último, quiero solicitarle un favor: que le transmita a Don Francisco nuestra gratitud por todo lo que ha hecho por Chile y su gente.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, Honorables señoras y señores Senadores, en representación del Comité Unión Demócrata Independiente, tengo el honor de concurrir a entregar nuestro homenaje a Mario Kreutzberger.



Lo hago en nombre de nuestra colectividad política, pero también en el de los millones de chilenas y chilenos que representamos en este Congreso Nacional.



No se trata de cualquier homenaje, sino de un justo, merecido y oportuno reconocimiento a la vida y obra de un hombre bueno que, en palabras de Julio Verne, pudo hacer realidad lo que muchos imaginaban.



Nuestro homenajeado le ha cumplido a Chile. Y a los chilenos, como pueblo agradecido, nos corresponde homenajearlo en el convencimiento de que tenemos el deber de reconocer ahora a quienes forjaron aquellas obras de las cuales todos nos sentimos orgullosos.



Son tantos los ámbitos en los que Mario Kreutzberger nos ha deslumbrado que quiero concentrarme en tres de ellos que no siempre ocupan un lugar destacado en los muchos reconocimientos recibidos por él.



El primero es la dimensión amplia de la acción solidaria que ha desarrollado. Se suele poner el acento en los niños beneficiarios de la Teletón, con toda razón. Pero yo agrego y destaco aquí el valor del trabajo de las familias que hay detrás de cada niño. Por eso, rindo un homenaje a Mario Kreutzberger en nombre de las madres, de los padres, de los hermanos, de las tías, de los sobrinos, de los primos de los menores que han pasado por la Teletón; de sus vecinos y profesores; de las comunidades en que cada uno de ellos vive.



El segundo reconocimiento es al cambio de concepto. Del inicial concepto de “lisiado” o “discapacitado”, Mario Kreutzberger nos ha enseñado a hablar de personas con capacidades diferentes y talentos distintos, mas todos hermanados por nuestra condición de seres humanos.



Y, finalmente, rindo homenaje por Chile. Junto al cobre y al salmón, a nuestra fruta y a nuestro vino, la Organización Internacional de Teletones es hoy una exportación no tradicional. Esto nos llena de orgullo, y por eso le otorgamos nuestro reconocimiento.



Pero hay más.



Rindo también un homenaje por la eficiente administración de los recursos; por la capacidad de convocar a los mejores administradores para que integren el directorio de las respectivas instituciones y colaboren en sus programas; por la capacidad de convocatoria que Don Francisco ha tenido.



Por lo anterior y por lo que representa Mario Kreutzberger para todos los chilenos, quiero expresar ante el Honorable Senado que para la UDI hablar de su persona es motivo de orgullo y de admiración.



Se trata, como pocos, de un conocedor de personas y de emociones; de un hombre integral y equilibrado que mira al mundo desde la razón y la emoción, que fusiona culturas con la misma facilidad con la que logra unir el hemisferio norte con el hemisferio sur.



Para terminar, no puedo dejar de rendir un tributo también a su esposa Temmy, a sus hijos y a toda su familia, porque sin ellos Mario Kreutzberger no habría podido desarrollar en el mundo su inagotable obra y honrar a nuestro país y a cada uno de nosotros con tanto brillo como lo ha hecho.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).  

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente; señores invitados de Canal 13, de la Fundación Teletón y del programa Sábados Gigantes; señora Teresa Muchnick; Patricio, Vivi y Francisco, hijos de don Mario; estimado Don Francisco; Honorable Senado:



Rindo este homenaje en nombre de los Senadores del Partido Por la Democracia y del Partido Socialista.



Cuando se propuso realizar un homenaje a don Mario Kreutzberger, me acordé del escritor uruguayo Eduardo Galeano, quien en el Libro de los abrazos relata un hecho acontecido en la Amazonía ecuatoriana: el que indios shuar lloraran a una abuela moribunda. 



“Lloraban sentados -relata Galeano- a la orilla de su agonía. Un testigo, venido de otros mundos, preguntó: -¿Por qué lloran delante de ella si todavía está viva? Y contestaron los que lloraban: -Para que sepa que la queremos mucho”.



Entonces, nosotros rendimos este solemne homenaje a Mario Kreutzberger, Don Francisco, para que sepa, afortunadamente mucho antes de que llegue el ocaso de su vida, QUE LOS CHILENOS LO QUEREMOS MUCHO.



¡Y cómo no querer a un hombre de las características de Don Francisco! Amable, cercano, sencillo, de risa fácil y chiste a flor de piel, serio cuando la ocasión lo amerita y alegre todo el resto del tiempo. Un hombre entregado por completo a una noble y difícil profesión como es la de comunicador social, que lo llevó, al ejercerla con criterio e inteligencia, a ser uno de los más importantes comunicadores de nuestro país y, luego, del mundo hispanoamericano.



Mario Kreutzberger fue hijo, como tantos otros chilenos, de inmigrantes llegados al país bajo circunstancias amargas. Sus padres, que en el año 1940 ya sufrían la persecución del régimen nazi, encontraron en Chile una tierra amable y generosa que, al corto tiempo de su arribo, vio nacer en Talca, en diciembre de 1940, al pequeño Mario. 



Niño de espíritu inquieto y aventurero, siendo adolescente comenzó a recorrer el país vendiendo ropa y muy rápidamente mezcló su actividad comercial con la de animador de diversos eventos, entre los que destacan sus actuaciones en el Club Israelita Maccabi donde, según cuentan, surgió el nombre de “Don Francisco”.



Tras viajar a Estados Unidos para aprender el oficio de sastre, quedó verdaderamente deslumbrado con la naciente televisión, en la que vio su futuro, por lo que decidió destinar sus mejores esfuerzos para formar parte de la pantalla chica.



Como todo inicio, el suyo no estuvo exento de dificultades y anécdotas que reflejan su carácter. A los 21 años, ya de vuelta en Chile y completamente decidido a trabajar en la televisión, durante un año entero esperó todos los días en la antesala de la oficina del director ejecutivo de Canal 13 que se le presentara una oportunidad, y ello ocurrió finalmente cuando se le permitió conducir un show dominical, de cortísima duración, pero suficiente para que el público fuera de inmediato conquistado y verdaderamente encantado con su particular manera de animación.



Fue de esa forma que, luego de ser despedido de la estación televisiva, una naciente audiencia exigió la recontratación del animador que, gracias al apoyo de los telespectadores, en abril de 1962 dio vida al programa de televisión más largo y exitoso de la historia mundial: Sábados Gigantes.



Tuvo tal éxito el programa que, a poco andar, no había hogar en Chile que los sábados dejara de sintonizar el Canal 13 y de tener entre sus invitados en las tardes sabatinas a Don Francisco, quien nos hacía reír y nos dejaba en suspenso frente a un concurso o nos alegraba por el triunfo de un participante.



Mario Kreutzberger, hombre de nobles sentimientos, no sufrió el vértigo ni las entendibles sensaciones que el éxito genera en muchas personas. Muy por el contrario, continuó y aún continúa siendo el mismo hombre simpático y querendón, capaz de emocionarse hasta las lágrimas con las más sencillas anécdotas de la vida cotidiana.



Filántropo por vocación, en 1978, cuando ya había logrado un posicionamiento profesional destacado, dio vida a otra de sus más grandes obras: la Teletón, que conozco muy de cerca gracias a su instituto de Temuco. 



Esta obra, que se ha convertido en un desafío permanente, que recauda muchos recursos y saca lo mejor de los chilenos, ha permitido ir en ayuda de miles de niños con capacidades especiales a lo largo y ancho del territorio nacional. Y sus módulos, que a veces duran solo algunas semanas en el año, constituyen la única oportunidad de rehabilitación real para muchos de ellos.



Hombre de un desarrollado compromiso social e integrador, Mario Kreutzberger no ha escatimado recursos ni esfuerzos para generar campañas de ayuda solidaria de diversa índole no solo en nuestro país, mediante emblemáticas iniciativas como “Chile ayuda a Chile”, sino también, por ejemplo, para auxiliar a las personas afectadas por aluviones en Perú.



Con un claro conocimiento de sí mismo y una todavía más clara noción de su espacio, Don Francisco ha sabido ocupar un envidiable lugar de respeto en la esfera pública, y sin haber optado por convertirse en un referente, se encuentra investido de la autoridad propia de los hombres sabios y sensatos.



Hijo, esposo, padre; hombre solidario, respetuoso, sensible y cariñoso: Don Francisco, reciba este homenaje como una muestra de agradecimiento que, al mismo tiempo, es muestra del orgullo y satisfacción de un pueblo que lo ha llegado a querer como a un padre.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Anuncio que en algunos momentos más vamos a entregar la Condecoración al Mérito del Senado, en el Grado de Comendador, a don Mario Kreutzberger.



Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- En nombre de los Senadores de Renovación Nacional, quiero comenzar recordando una frase de Martin Luther King: “Si supiera que el mundo se acaba mañana, yo, hoy todavía, plantaría un árbol”. Esas palabras, sin duda, le calzan perfectamente a don Mario Kreutzberger.



¡Qué diferencia hay entre aquellos que miran la vida desde una esquina y los que la protagonizan todos los días y no se quedan atrás, sino que están atentos al presente y al futuro!



Por esa razón, porque tú, Mario, te has ganado el respeto por tu liderazgo y carisma, probablemente, no se encuentra en el país mejor líder positivo que tú al cual le podamos hacer un reconocimiento como este.



Hoy rendimos homenaje a Mario Luis Kreutzberger Blumenfeld, mundialmente conocido como “Don Francisco”, animador, conductor por más de 50 años de “Sábados Gigantes”. Cuando muchos de nosotros abrimos nuestros ojos por primera vez, tal programa ya se televisaba. Por eso, te damos las gracias, porque tú has sido parte de la vida de cada uno de nosotros. No es fácil, seguramente -imagino que es prácticamente imposible-, mantenerse 50 años al aire, en forma ininterrumpida ni llegar a ser parte tan importante de la familia chilena.



Sin duda, tu obra fundamental, la Teletón, que conduces desde 1978, ha unido mucho al país. 



Una de las personas que más ha ayudado en la lucha contra la discriminación en Chile ha sido, precisamente, Don Francisco. Porque Mario enseñó a través de las pantallas de televisión, durante todos estos años, a no mirar distinto a quienes se veían distintos; a no observar diferente a quienes podían sentirse diferentes.



Por eso es tan importante el aporte. Por eso es tanta la influencia. Por eso es tanta la sabiduría.



Mario nació un 28 de diciembre de 1940, en la ciudad de Talca, actual Región del Maule. Tuvo tres hijos, que nos acompañan hoy día: Vivian (nuestra “Vivi”), Patricio y Francisco.



Sus padres fueron don Erich Kreutzberger y doña Annie Blumenfeld, matrimonio de alemanes, de origen y religión judía, que llegaron a nuestro territorio, escapando del nazismo y de la guerra. Ellos se instalaron en Talca y posteriormente se vinieron a Santiago.



Mario cursó su educación primaria en el Liceo Comunal de Ñuñoa. Dejó sus estudios por un breve período y se dedicó a trabajar en el negocio de su padre, la sastrería. Al retomarlos, llegó a ser presidente de su curso.



Su padre quería que siguiera en los negocios y en la tienda, y lo envió a Estados Unidos para perfeccionarse en el arte de la costura. Pero el joven Mario pasaba horas leyendo su libro favorito, Tom Sawyer, cruzándole ya por la mente crear algún día un show televisivo. 



A su regreso a Chile, recargado de creatividad y con un carácter reconocidamente alegre (cuentan sus más cercanos que eso lo heredó de su madre), se le abren las puertas para animar eventos en sus ratos libres, llegando a actuar en el Club Israelita Maccabi, del cual era miembro. Es allí donde nace el personaje “Don Francisco”, cuyo origen tuvo que ver con la dificultad de pronunciar su apellido. 



En ese mismo club conoce a Teresa Muchnick, con quien se casaría y tendría tres hijos. Cuenta él mismo que, cuando se unió con “Temmy” -como le dicen sus más cercanos-, también lo hizo con la televisión.



Alguien que ha jugado un rol muy preponderante en la carrera de Mario es Eugenio Tironi, quien en esa época ejercía como Director Ejecutivo de Canal 13. Según las anécdotas, Mario lo esperó casi un año afuera de su oficina. Una vez que Tironi conoció sus habilidades, no dudó un minuto del éxito seguro que tendría.



Su comienzo no fue fácil. Su primera misión fue conducir el “Show Dominical”, que se transmitió durante  menos de un mes, tras lo cual fue despedido. El público lo pedía de vuelta a gritos, por lo que fue recontratado. Luego creó un late show de variedades, concursos, juegos, entrevistas y humor cuyo nombre fue “Sábados Gigantes”. Aun así, los productores no estaban del todo convencidos del impacto que podría producir el programa. Pero Mario, como buen capricornio, seguía insistiendo. Y, con los meses, pasó a ser un espacio con el mejor nivel de sintonía y a emitirse incluso en los Estados Unidos.



En Chile, durante los años setenta y ochenta, tal espectáculo logró promediar un nivel de sintonía cercano a los 80 puntos, que es el rating más alto de la época. Pocos saben que, incluso, posee un registro en los premios Guinness, por tener más de 15 mil horas de transmisión durante los últimos 50 años.



En su mayor época de éxito -en la década de los ochenta-, “Sábados Gigantes” dio paso a la realización de un nuevo programa, con formato nocturno, conducido por Don Francisco. Su nombre fue “Noche de Gigantes” y se transmitió en Chile desde 1980 hasta 1987, y en Estados Unidos, desde 1988 hasta 1993.



Producto de todos estos éxitos indiscutidos, Sábados Gigantes se internacionalizó y cambió a “Sábado Gigante” -le quitaron las “s”- para el público latino de Estados Unidos, transformándose en un importantísimo producto de exportación. Durante todo el período que va desde 1986 a 1992, Mario debió viajar constantemente entre Miami y Santiago para realizar las dos versiones de su programa. Y desde 1994 se radica en el País del Norte, donde graba “Sábado Gigante” en forma íntegra en los estudios de Univisión en Miami, distribuyendo hasta el día de hoy los contenidos a distintas televisoras de 43 naciones.



Una de las secciones más reconocidas y valoradas del programa es, probablemente, la “Cámara Viajera”, que lo llevó a recorrer más de 110 países y entrevistar a un sinnúmero de personalidades mundialmente reconocidas. El show de Don Francisco llegó a transmitirse en tres versiones: una para el público chileno, otra para el estadounidense y una tercera internacional.



Mario ha escrito dos libros autobiográficos: ¿Quién soy?, en 1987, y Entre la espada y la TV, en 2002. Además, ha editado tres discos musicales. Pero, sin duda, Mario, lo más noble ha sido tu gran labor social. De ahí que todo el dinero recaudado por esos libros y discos haya sido donado a campañas solidarias.



Es así como, de la mano del éxito televisivo, ha ejercido una labor social inigualable hasta el día de hoy, siempre luchando por los más necesitados, tanto aquí como en el extranjero.



Por esa razón, hoy día te hacemos este reconocimiento en el Senado. Sabemos que ya has recibido diversos premios internacionales: la Estrella del Paseo de la Fama en Hollywood, que te consagró como el animador latinoamericano más famoso de la historia; la distinción que recibiste de Su Santidad el Papa Juan Pablo II en 2002: el premio “Benemerenti”; o el haber ingresado al Salón de la Fama de la Televisión en Estados Unidos, en fin. 



Has ganado gran cantidad de premios, galardones, reconocimientos, medallas, y homenajes quizás te han hecho muchísimos.



Quiero finalizar mis palabras señalando lo siguiente: Mario, tú has sido parte de nuestras familias en los últimos 50 años, uniéndonos como chilenos.



Y yo, no solamente como Senadora, sino como mujer, te quiero dar las gracias, porque contigo muchos nos hemos emocionado, hemos llorado, hemos reído, nos hemos muerto de la risa; hemos estado con nuestras familias compartiendo y aprendiendo mucho de ti, de tu historia, de tu valor, de la nobleza que tienes para enfrentar la vida y de tu coraje. 



Por eso, desde esta tribuna, te damos las gracias. Te damos las gracias, Mario, por ser todo lo que eres y por existir.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, estimados colegas, querido Mario, Temmy, hijos y amigos: el 20 de noviembre de 2007,  como Presidente del Senado,  me correspondió encabezar una reunión solemne en el Salón de Honor del edificio del ex Congreso en Santiago para celebrar los 50 años de la televisión chilena. 



En esa oportunidad, con la colaboración de la Pontificia Universidad Católica, el diario “El Mercurio”, la empresa VTR y Fernando Acuña, entregamos un documento que resumía dicho período de la televisión chilena.



Y en esa ocasión otorgamos a Mario la Medalla de Honor de la Corporación.



Por lo tanto, señor Presidente, desde hoy Mario tendrá dos reconocimientos del Senado, lo que no creo que se haya repetido.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



En esa oportunidad, también premiamos a dos destacados chilenos: Nibaldo Mosciatti, por su contribución a la televisión regional, y Julio Martínez, quien en esos momentos ya estaba en sus últimos días.



Por eso me he querido sumar esta tarde a este homenaje.



Aunque ya se ha repetido, quiero reafirmar que la obra de la Teletón, creada por Mario, es el reflejo de lo que es capaz de hacer un auténtico líder: unir a millones de personas tras un objetivo común y, en este caso, ir en ayuda de los niños discapacitados del país. 



A través de estas largas jornadas, Don Francisco nos ha enseñado que la solidaridad también es un medio por el cual se construye una nación. Con su inmensa capacidad para convocar y motivar ha sacado lo mejor de lo nuestro. 



También quiero señalar que Chile tiene un compromiso. Mario lo ha solicitado en diversas oportunidades, y creo que ha llegado el momento de hacerlo: que la Teletón cuente, definitivamente, con un financiamiento público de parte del Estado. Sería una respuesta del país al esfuerzo de Mario durante más de 50 años.



En esa oportunidad -hace cinco años-, recordábamos los 45 años (hoy día son 50) del programa más antiguo de la televisión chilena, que nos ha entregado, como se manifestó, sana entretención y la posibilidad de saber un poco más acerca de nuestro territorio, de su gente y del resto del mundo. 



Su trascendencia es innegable. Muchas generaciones han crecido escuchando su nombre, viendo “Sábados Gigantes” y uniéndose a las innumerables campañas solidarias que ha impulsado cuando a muchos de nuestros compatriotas los afligía una desgracia.



De este modo, su nombre se hizo familiar para todos, crecieron las audiencias y traspasó nuestras fronteras para convertirse en un ícono no solo para los chilenos, sino también para los latinoamericanos, quienes al igual que nosotros lo aprendieron a conocer y a querer.



Hoy, creo que Mario forma parte de la historia de Chile. De ahí los múltiples reconocimientos que se le han entregado, tanto en nuestro país como en el extranjero. Por eso, como indiqué, a partir de hoy día tendrá un doble reconocimiento de esta rama del Parlamento: la Medalla de Honor de la Corporación y, según entiendo, la Gran Medalla del Senado, en grado de Comendador.



Finalmente, gracias a Mario y a su familia, a Temmy y a sus hijos, por la amistad; pero sobre todo, gracias por tu esfuerzo, por tu perseverancia y por tu consecuencia a través de toda una vida.



¡Felicitaciones!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, Honorable Sala, quiero adherir al homenaje que se rinde a Mario Kreutzberger -Don Francisco-, y extender mis saludos a su señora esposa, a su familia y a los amigos que los acompañan.



Deseo reconocer en él a un ser multifacético, a un hombre público que ha sabido enseñar la inmensa potencia de los medios de comunicación, marcando generaciones con su impronta, contagiándonos con su persona, con  lo que ha sido su formación, su trayectoria. 



Mario Kreutzberger encarna la esencia del comunicador, en este caso, del comunicador social. Pero, además, representa la esencia del hombre y del servidor público. Yo diría que Mario, en Chile, también simboliza el sentido de la solidaridad, el volcar las capacidades y las intenciones de acción hacia otros. 



Nos ha marcado con sus “Sábados Gigantes” y con su Teletón. Pero, sobre todo, nos ha marcado al reconocer y señalar la importancia que reviste como medio de comunicación la televisión, que tiene tanta potencia, que es de alcance global, de ubicuidad, de transversalidad.



Disfruté de una conversación durante una maravillosa cena hace algunos meses, cuando me planteó su tremenda preocupación por lo que pasa ahora en la televisión: ¡cómo un instrumento de cultura, de promoción, de servicio y de entretención, de repente cae en un enfoque tan liviano! Esa era una mirada crítica que se efectuaba acerca del rol actual de la televisión.



Reconozco en Mario Kreutzberger al gestor de un cambio cultural en Chile. De hecho, ello se encuentra expresado en este mismo acto. Habitualmente, el Senado rinde homenaje a las personas cuando parten: ¡Cómo no va a ser maravilloso rendir tributo a quien está aquí de cuerpo presente y decirle que lo admiramos, que nos ha marcado a nosotros y a nuestras familias y que lo valoramos como un referente cultural!



Mario Kreutzberger es un chileno de excelencia que genera orgullo por su trayectoria, pero, sobre todo, es un ser humano de calidad, un hombre bueno.



Me llamó mucho la atención su historia -la cual me relató- y  lo difícil que le fue partir, esperar durante largas jornadas y por mucho tiempo una oportunidad y cómo, cuando la tuvo, supo sacar provecho de ella y usarla adecuadamente para proyectar toda una carrera que lo ha acompañado a lo largo de su vida y que nos hace sentir tan orgullosos de su persona.



De otra parte, me llama la atención que sea un hombre preocupado por los problemas de su tiempo. Y quiero dar testimonio de que el encuentro que tuvimos fue porque él nos pidió que escucháramos sus inquietudes mientras se discutía la ley de televisión digital en la Sala del Senado. Está preocupado de los temas actuales y de los asuntos que considera relevantes.



Admiro su persona, su figura, pero, por sobre todo, me hace reflexionar respecto de la importancia del sentido y el concepto de autoridad.



Muchas autoridades -investidas como tales a veces por decreto- no saben ponderar o aquilatar su rol. Mario Kreutzberger, en cambio, nos muestra que el sentido de autoridad surge de la base y del reconocimiento de una sociedad, de sus compatriotas, y de la proyección que él ha tenido y que ha sido capaz de consolidar hacia el mundo global.



Mario Kreutzberger encarna lo que en el Parlamento nosotros intentamos representar: el liderazgo para producir un cambio en el país; un cambio en el aspecto positivo.



Me siento muy contento; me siento muy orgulloso. Siento que estamos haciendo un acto de reconocimiento tremendamente legítimo, que va a motivar a muchas otras instancias a adoptar la misma actitud de grandeza y generosidad.



Me siento orgulloso de que el Senado, residencia de la democracia y de la voluntad soberana del pueblo -quienes estamos aquí hemos sido elegidos por él-, de que en esta Casa, que es la casa de todos los chilenos, se reconozca la tremenda trayectoria de Mario Kreutzberger, junto a su señora, a su familia, a sus seres queridos, a su canal televisivo.



Felicidades y muchas gracias por la oportunidad de efectuar esta intervención.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, le entregaremos la condecoración al señor Mario Kreutzberger en el Hemiciclo.



Acordado.



Para tal efecto, lo invitamos a él y a su señora a bajar de las tribunas y subir a la testera del Senado. 



--El señor Escalona (Presidente del Senado) impone al señor Mario Kreutzberger Blumenfeld la Gran Medalla del Senado de la República en grado de Comendador. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra al señor Mario Kreutzberger.

El señor KREUTZBERGER.- Señor Presidente del Senado, don Camilo Escalona Medina, muchísimas gracias por esta distinción.



Señores Senadores, señor Secretario General, don Mario Labbé Araneda:



Uno se siente empequeñecido frente a las conceptuosas palabras de personas tan importantes como ustedes, los Senadores elegidos por todos los chilenos.



Sin embargo, sería impropio de mi parte recibir esta condecoración solo. La recibo conjuntamente con mi esposa, porque yo he sido bígamo: me casé con la televisión y con mi señora. Con ambas cumplo los mismos 50 años. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Ella dice que la televisión ha sido su rival.



Quiero aprovechar la ocasión para felicitar a los Senadores y Diputados del Congreso de Chile por la aprobación de la Ley Antidiscriminación.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Porque nuestros niños, nuestras niñas, como asimismo los adultos con capacidades diferentes, van a tener la oportunidad de sentir los beneficios de dicha normativa.



Tampoco puedo recibir solo esta condecoración porque también le corresponde a la televisión chilena, a las comunicaciones, a los artistas, a los empresarios y, principalmente, a todos los chilenos, que durante años (desde 1978) nos han permitido realizar un acto solidario, hermoso, que nos distingue como seres humanos. Gracias a ello, hemos podido construir once centros de rehabilitación en el país y hay tres más en construcción (en Valdivia, en Calama y pronto otro en Coyhaique). Y estamos tratando de llegar prácticamente a todo el territorio.



Aquello se debe a cada uno de los chilenos, pero también, en forma importante, a ustedes, por cuanto, después de la primera Teletón, han ayudado a que se aprueben muchas leyes en favor de las personas con capacidades diferentes.



Además, la instancia de la Teletón ha servido para unirnos en ocasiones lamentables como terremotos, aluviones. 



Quizás hoy día nuestra gran preocupación es tratar de traspasar, a la próxima generación, el concepto de la Teletón como se hace en Chile, que es único. Así, los compatriotas del 2020, 2030, 2040, 2050, podrán seguir con esta causa. Seguramente entonces habrá nuevas tecnologías de comunicación y los chilenos y el mundo entero usarán -aunque suene redundante- nuevas formas para comunicarse.



Les agradezco esta condecoración, que recibo con mucho orgullo.



Dicen que las coincidencias no existen. Cuando yo llegué acá, traía un gorrito en la mano. Acá me lo están pasando.



Y les quiero hablar al respecto, porque esto me pasó hace solo 48 horas.



Me encontraba en Concepción, con mi hija y con Ximena Casarejos, tomándonos un café, y de pronto se me acercó una chilena y me dijo: “Don Francisco, acabo de comprar este gorrito en la plaza y se lo quiero regalar”. Yo le pregunté por qué me lo quería regalar. Y ella me contestó: “Porque gracias a usted yo puedo caminar”.



Por supuesto, sentí mucha emoción, y no quise frustrarla. Le agradecí con un beso y un abrazo, pues ella venía con su hijo, jovencito, quien estaba también ilusionado de ese momento.



Sin embargo, a esta chilena -llamada Wilma Echeverría, si no me equivoco- le había mentido, ya que en realidad yo no la hice caminar: a ella la hicieron caminar los chilenos, quienes masivamente nos han apoyado en cada una de las Teletones, ya sea comprando productos o yendo al banco.



Una hora después me tocó ir a un lugar donde debía participar de un lanzamiento de campaña de la Teletón. Allí conté lo que me había ocurrido con esta persona. Y les dije a quienes se hallaban en el lugar que muchos de ellos no tenían idea de que también merecían este gorrito. Porque gracias a esta gran obra hemos atendido a 70 mil familias en todo este tiempo. Pero mucho más que eso: todas las personas con capacidades diferentes han tenido una nueva oportunidad, gracias a las leyes que hemos mencionado, y también a lo que ha logrado promover la Teletón durante todos estos años.



Y como el 30 de noviembre y el 1° de diciembre tenemos una Teletón muy importante, porque, debido a las elecciones presidencial y parlamentaria que se llevarán a cabo en la misma época, no la podremos realizar en el 2013, y porque imagino que los señores Senadores saben que el 80 por ciento de su obra se financia con la recaudación que se logra en esos dos días, quiero decirles que ustedes igualmente merecen este gorrito, al igual que la mayoría de los chilenos, que han hecho caminar la esperanza de mucha gente, y no solo físicamente.



Por eso, el 30 de noviembre y el 1° de diciembre pónganse este gorrito, y ayúdennos a recolectar el doble, porque -reitero- durante dos años no habrá Teletón. Tengan la seguridad de que ese dinero será muy bien administrado bajo la presidencia de Carlos Alberto Délano y todos quienes lo secundan, y de que la Teletón será muy bien organizada por Ximena Casarejos.



Y cuando les digo “Pónganse el gorrito”, lo hago en todo sentido. Porque el Senador Eduardo Frei por ahí señaló también que quizás merecemos un poco más de financiamiento para poder ampliar esta obra, que nos enorgullece a todos, que nos distingue como seres humanos y que nos diferencia como nación.



Somos un país distinto, diferente. Ayer no más escuchaba en la televisión que somos el país más sísmico. Pero también somos el más solidario: que yo sepa, en ningún otro se logra recolectar, per cápita, la cantidad de dinero que conseguimos reunir aquí con la Teletón.



Esperamos seguir con esta obra; traspasar ese bastón lo más suave posible, con el objeto de que esta campaña jamás se vea afectada, y que las próximas generaciones igualmente puedan disfrutar de algo tan hermoso y tan solidario como la Teletón, que también está muy relacionada con el servicio y el trabajo público que los parlamentarios realizan. Porque, aunque tengan diferencias, especialmente políticas, en el fondo lo que todos ustedes buscan es beneficiar a la mayoría de los chilenos.



¡Muchas gracias por esta oportunidad!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Se suspende la sesión por 20 minutos.

)------------(



--Se suspendió a las 17:29.



--Se reanudó a las 17:59.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Continúa la sesión.

El señor KUSCHEL.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Para una cuestión de Reglamento?

El señor KUSCHEL.- Más bien para formular una solicitud.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, se dio cuenta de que las Comisiones de Hacienda y Especial de Zonas Extremas, unidas, evacuaron el informe sobre el proyecto que establece incentivos especiales para las zonas extremas. 



Por ello, solicito la anuencia a fin de que se pueda tratar en la presente sesión.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lamentablemente no existe acuerdo, porque hay una solicitud de plazo para presentar indicaciones.

El señor BIANCHI.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- No se puede abrir debate sobre el punto, Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- No voy a abrir debate ni nada parecido, señor Presidente. 



Lo que pasa es que entiendo que la urgencia vence el lunes y que el Ejecutivo no ha querido modificarla. Entonces -por favor, corríjame-, si es así (obviamente, estos instrumentos de excepción son vitales para las Regiones que representamos), la petición que se acaba de formular tiene por objeto ver el proyecto hoy sobre tabla dada la preocupación por el cumplimiento del plazo. Y el Gobierno, hasta este momento, que yo sepa, no ha manifestado interés alguno en cambiar la urgencia. 



Eso es lo grave, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Lo vamos a consultar con el Ejecutivo. 

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LEY N° 20.305, SOBRE CONDICIONES DE RETIRO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS CON BAJA TASA DE REEMPLAZO DE PENSIONES

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.305, sobre condiciones de retiro de los funcionarios públicos con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, reconoce pagos y otorga beneficios, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (8059-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 33ª, en 10 de julio de 2012.


Informes de Comisión:


Trabajo y Previsión Social: sesión 52ª, en 3 de octubre de 2012.


Hacienda: sesión 52ª, en 3 de octubre de 2012.


Trabajo y Previsión Social (segundo): sesión 54ª, en 10 de octubre de 2012.


Discusión:



Sesión 52ª, en 3 de octubre de 2012 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 3 de octubre del presente año.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia en su segundo informe de que, atendido el acuerdo de la Sala de considerar el proyecto en el primer lugar de la tabla de la sesión de hoy y de que le fue informada la urgencia de “discusión inmediata” con que este ha sido calificado, analizó una indicación presentada por el Ejecutivo durante el desarrollo de la discusión en particular, la que fue signada con el número 2.



Del mismo modo, dicho órgano técnico deja establecido que por la unanimidad de sus integrantes resolvió que el informe sobre la incidencia presupuestaria de las normas del proyecto y la fuente de los recursos para atender al gasto implicado ya fue cumplido, oportunamente, en la Comisión de Hacienda.



Asimismo, deja constancia, para efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 1° a 8° permanentes, por lo que corresponde darlos por aprobados, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su votación o discusión.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social realizó una enmienda al texto aprobado en general -recae en el inciso primero del artículo segundo transitorio-, la cual acogió por unanimidad, por lo que debe ser votada sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de ella.



Sus Señorías tienen a su disposición un boletín comparado en que se consignan, en la tercera columna, la modificación introducida por la Comisión de Trabajo y Previsión Social en el segundo informe y, en la cuarta, el texto que quedaría de ser aprobada.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Se ha inscrito, en primer lugar, el Honorable señor Andrés Zaldívar. 



No se halla en la Sala.



Tiene la palabra, entonces, el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, Honorable Senado, ante todo, quiero destacar la responsabilidad del Gobierno del Presidente Piñera, quien, aun en momentos en que existe preocupación por los efectos de la crisis económica internacional en nuestro país, ha asumido el compromiso con los funcionarios públicos en edad de retiro de que puedan recibir un bono que complemente sus ingresos en un período de transición difícil para toda persona, como es el alejamiento de sus labores. 



Sé que algunos señores Senadores van a pronunciar el discurso que siempre hemos escuchado aquí: “Que, francamente, esto es una migaja”, “que es una miseria”. Y puedo hasta compartir con ellos que lo que se otorga mediante el proyecto no implica una gran cantidad de dinero.



Sin embargo, constituye una ayuda para la gente que, sin tener responsabilidad alguna, recibió y recibe hoy pensiones miserables producto de un Estado irresponsable, que por largos años no le impuso por el total de las remuneraciones que percibía. ¡Digamos la verdad! Y eso significó que su bono de reconocimiento fuera bajo y que, por lo tanto, en la actualidad obtenga pensiones misérrimas.



La iniciativa en análisis plantea los siguientes objetivos, que fueron discutidos por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.



En primer lugar, regularizar la situación de aquellas personas a las que les fue rechazado o suspendido el pago del denominado bono “poslaboral”, en el período comprendido entre el 1º de enero de 2009 y la fecha de publicación de la ley en proyecto.



Con esta medida, nos hacemos cargo de quienes por motivos a veces ajenos a su voluntad fueron excluidos de recibir de forma oportuna este beneficio.



En segundo término, establecer que el pago del bono poslaboral se realizará a contar del día primero del mes subsiguiente al de la dictación del decreto o resolución correspondiente. Esto permitirá tener certeza acerca del plazo para percibir estos recursos.



En tercer lugar, posibilitar, excepcionalmente, la presentación de la solicitud de acceso al bono por parte de las personas que obtuvieron pensión de invalidez o de vejez y que no postularon de manera oportuna, como también por parte de los funcionarios que sí presentaron a tiempo la solicitud y de los profesionales de la educación.



Esta medida permite acceder al incentivo a funcionarios postergados. En particular, hablo del caso de profesionales de la educación en Regiones, quienes, habiendo cumplido los requisitos exigidos por la ley para obtener este beneficio, fueron excluidos de él por razones distintas. Y hoy, con la aprobación de la ley en proyecto, podrían iniciar el proceso para ser beneficiarios.



Finalmente, establecer la responsabilidad administrativa de la autoridad que no efectúe o realice extemporáneamente las gestiones para acceder al bono poslaboral. Aquí se ha terminado perjudicando a profesores, a funcionarios que no presentaron en su momento los antecedentes, pero no por culpa de ellos, sino de los organismos municipales u otros que lo hicieron mal o no lo hicieron oportunamente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, estaba mirando el texto comparado que se puso a nuestra disposición para ser analizado. Y quiero consultar si no habrá un error, puesto que existe una referencia a la ley Nº 20.305, que mejora las condiciones de retiro de ciertos trabajadores en el sector público, y luego, en la página 9, se alude a la ley Nº 19.041, que condona recargos por impuestos morosos, dicta normas sobre administración tributaria, otorga asignaciones que indica y modifica diversos cuerpos legales. En consecuencia, me encuentro un poco confundido. No sé si se trata de un problema de compaginación o si es producto de algún trabajo de Comisiones.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Qué página, señor Senador?

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Estoy viendo el boletín que se refiere a la ley Nº 20.305. Avanzo hasta la página 9, y aquí surge una ley, la Nº 19.041, que condona recargos por impuestos morosos, y en particular dice relación con el rol de la Tesorería General de la República, agregándole algunas facultades que merecerían cierto examen. No sé si esta normativa está sometida a discusión ahora. En el fondo, la pregunta es esa.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Puedo dar una explicación preliminar, pues ya llamamos a la Secretaria de la Comisión.



Sin perjuicio de que el proyecto introduce enmiendas a la ley sobre incentivo al retiro, la Nº 20.305, también se estaría modificando la Nº 19.041 en relación con las atribuciones del Servicio de Tesorerías.



No sé si eso resuelve la duda de Su Señoría.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Gracias, señor Secretario. Pero, en realidad, no, porque el encabezamiento está referido a la ley Nº 20.305, que tiene que ver con las condiciones de retiro de funcionarios públicos con bajas tasas de reemplazo, etcétera. Y en la página 9 del texto comparado surge como título una alusión a la ley Nº 19.041, a mi juicio sin continuidad. Aunque puedo estar equivocado; no lo niego. Entonces, ello me confunde un poco.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Lo que pasa es lo siguiente.



Los proyectos reciben su denominación cuando ingresan al Congreso Nacional. Ahora bien, a veces el título no necesariamente es tan explicativo. Y, además, puede haber sucedido que en el curso de la tramitación se haya introducido esta modificación. En todo caso, no está vedado que en una iniciativa se efectúe una enmienda a otra ley no consignada en el título. En ciertas ocasiones la Comisión, o la Sala misma, cambia la denominación al proyecto cuando eso sucede. Ello no ha ocurrido en esta oportunidad.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Gracias.



¿Puedo continuar, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Prosiga con su intervención, señor Senador.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- En cuanto al encabezamiento, que estaba dirigido a la ley Nº 20.305, creo entender que en el curso de la tramitación la iniciativa pudo desembocar en una modificación a la ley Nº 19.041. Conforme. Yo doy por bueno eso.



Sin embargo, hago ver que aquí se agrega al artículo 13 de la ley Nº 19.041 una facultad especial para la Tesorería, que induce a preguntarse si ello está bien hecho. Porque se plantea que dicho Servicio podrá “suspender o rechazar el pago respectivo cuando los antecedentes lo ameriten”. Esto se refiere a los egresos de carácter no tributario.

El señor BIANCHI.- Los bonos.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Entonces, aquello tendría relación con los bonos de la ley Nº 20.305. ¿Esa es la referencia?



Aquí se están expandiendo las facultades a la Tesorería. ¿Hay conciencia sobre eso?



Yo me planteo la interrogante acerca de si esto es legal y procedente. Porque la Tesorería, hasta donde yo entiendo -sin ánimo de disminuir su importancia-, es efectivamente una caja que recibe tributos y paga las deudas del Fisco. Lo pregunto porque la situación me complica un poco. No puedo agregar más que eso.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, hago mía también la prevención constitucional que ha planteado el Senador señor Carlos Larraín.



Ahora bien, entrando al fondo de la materia en debate, la indicación que presentó el Ejecutivo -aprobada esta mañana por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Trabajo- apunta a otorgar un plazo especial de postulación al bono poslaboral de la ley Nº 20.305. Ello, para que los ex profesionales de la educación que ya hubieren terminado sus servicios y obtenido las bonificaciones por retiro consideradas en otros cuerpos legales también puedan aprovechar el beneficio en cuestión. De no existir esta disposición, verían frustrados sus intentos de postular a los beneficios del proyecto.



En el caso de estos últimos, el plazo otorgado para estos efectos es de 90 días, contado desde la publicación de la ley en proyecto, como ya lo dijo el señor Secretario General.



Para los funcionarios aún activos, se establece que el plazo de postulación es también de 90 días, pero contado desde el cese de las funciones en el respectivo establecimiento.



Por último, lo más rescatable de la solución planteada es la capacidad de diálogo, la capacidad de acuerdo sectorial que demostró en esta oportunidad la Dirección de Presupuestos, aspecto que vale la pena resaltar, por cuanto contamos con la presencia del Colegio de Profesores; en verdad, daba gusto ver cómo sus representantes felicitaban la medida en comento.



Por todo lo dicho, señor Presidente, y sin perjuicio de las prevenciones hechas, votaremos favorablemente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pedro Muñoz.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, la semana pasada se trató esta iniciativa, que pretende corregir un lamentable problema registrado en el pago del bono poslaboral de la ley N° 20.305.



Como recordarán Sus Señorías, se trata de un beneficio largamente esperado por miles de funcionarios públicos afiliados a las administradoras de fondos de pensiones, que ayuda a mejorar, aunque mínimamente, sus deficitarias y miserables pensiones, derivadas de la subcotización que el Fisco realizó por tantos años.



Según se ha expresado, uno de los requisitos para acceder al bono individualizado consistía en postular como funcionario activo.



Ello no fue entendido en muchos servicios, los cuales informaron a los trabajadores, equivocadamente, que debían acogerse a jubilación o renunciar previo a solicitar el beneficio. Y ese error es tan evidente que muchos de ellos aparecen renunciando solo días o semanas antes de requerir el bono.



La Contraloría General de la República objetó los pagos pertinentes, y son numerosos los afectados.



El propio Órgano Contralor planteó la vía legal como el mecanismo idóneo para remediar el problema. Asimismo, emitió una serie de dictámenes mediante los cuales rechazó algunas postulaciones por haberse efectuado fuera de los plazos indicados en la ley N° 20.305.



El proyecto en debate otorga un nuevo término para que los interesados impetren el beneficio en cuestión.



En todo caso, señor Presidente, quiero puntualizar que la enmienda mencionada se venía solicitando desde hacía más de un año.



En mayo de 2011, con los Senadores señora Allende y señores Escalona y Ruiz-Esquide presentamos una moción que resolvía el problema. Por cierto, el proyecto pertinente se declaró inadmisible.



Entonces, le pedimos al Ejecutivo que patrocinara una iniciativa sobre el particular. Y, además, diversos Senadores enviamos oficios al Ministro de Hacienda; hubo proyectos de acuerdo, en fin.



Ahora bien, lo que yo lamento es que en el mensaje con que se envió esta iniciativa no se haya hecho mención de los parlamentarios que estuvimos pidiendo la solución del problema en referencia, que afectaba a miles de funcionarios públicos.



Es un reclamo legítimo, que formulo en nombre de los parlamentarios que realizamos una serie de gestiones para que se resolviera la situación expuesta y para que las cosas se pusieran en su debida dimensión: si bien es cierto que este proyecto fue remitido por el Presidente Sebastián Piñera, no lo es menos que lo hizo a petición de los Senadores que llevamos a cabo las gestiones ya señaladas.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala abrir la votación?



--Así se acuerda.

El señor ESCALONA (Presidente).- En primer término, corresponde aprobar los artículos 1° a 8° permanentes, que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones.



¿Hay acuerdo?



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde votar la modificación consistente en sustituir por otro el inciso primero del artículo segundo transitorio, que fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, tal como acaba de señalar el colega Uriarte, esta mañana en la Comisión de Trabajo, que integro, tuvimos un muy grato encuentro con el gremio de los profesores, quienes nos pedían sancionar este proyecto en dicha instancia, para resolverlo por la tarde en la Sala, lo que estamos haciendo en este instante.



Ahora bien, más allá del nuevo plazo especial de 90 días; más allá del bono poslaboral, es necesario indicar cuál es el fondo de la discusión que debiéramos tener sobre la materia que nos ocupa.



Podemos graficar de la siguiente manera el fondo del problema: personas que trabajaron en el sector público durante 40 años, por ejemplo, y que percibían remuneraciones de 700 mil u 800 mil pesos o de un millón de pesos o más terminaron con pensiones de 170 mil, 190 mil, 240 mil pesos.



¡Tal es la cuestión de fondo!



Se trata de un mecanismo perverso, en virtud del cual el Estado otorga bonos no imponibles a sus servidores, quienes, por tal motivo, concluyen su vida laboral con jubilaciones que no se condicen con las necesidades que habrán de satisfacer posteriormente, en una etapa muy especial de su existencia.



Estamos, pues, ante un vicio respecto del cual debemos votar de vez en cuando -lo grave es que en torno a él nos estamos pronunciando en forma cada vez más seguida-, pero sin remediar el problema central: el Estado es un mal empleador y usa -repito- un mecanismo perverso, consistente en no hacer imponibles determinados ingresos, los cuales, si bien constituyen una ayuda cuando se ejerce la función, al concluir la vida laboral deriva en el otorgamiento de un bono.



Ahora, aquí se da una situación más delicada todavía. Y me tocó verla en la Región de Magallanes, donde algunas maestras, por ineficiencia de las corporaciones municipales, simplemente quedaron fuera del plazo y no pudieron obtener el “beneficio”.



Bueno: hoy se corrige aquello, afortunadamente, a través de una indicación del Ejecutivo; por lo tanto, todos los maestros que habían perdido el “beneficio” podrán realizar de nuevo el trámite y conseguir el bono poslaboral.



Empero, señor Presidente, no resolvemos el problema de fondo.



Hemos presentado varios proyectos de ley, como el destinado a crear una AFP estatal con carácter social. Los gobiernos anteriores, simplemente, no los recogieron; el actual, tampoco.



Hemos dicho: “Año trabajado, año pagado”. ¿Por qué debe existir el límite de 11 años de servicios? 



¡Año trabajado, año pagado! ¡Se trata de gente que ha dedicado 30, 40 años de su vida a una función pública!



Por consiguiente, sentimos que mientras no se corrija tal situación en su génesis, en el fondo, lo que estamos haciendo hoy día a través de este proyecto de ley se va a seguir repitiendo, por desgracia, ad eternum.



A Dios gracias, algunos de quienes estamos acá probablemente no vamos a pasar esa penuria. Pero ello no significa que no seamos humanamente solidarios con las personas que -insisto- han entregado una vida entera al servicio público y terminan recibiendo pensiones que no les permiten tener una mediana calidad de vida.



Esa situación me parece deshumanizada.



El Estado de Chile, señor Presidente, no ha resuelto algo tan esencial como posibilitarles a quienes trabajaron largamente en el sistema público mejorar su calidad de vida.

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación se halla inscrito el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, a lo ya indicado quiero agregar que mediante este proyecto se pretende suplementar la normativa sobre bono poslaboral, pues en su momento no se proporcionó la información apropiada. Esta fue equivocada; en algunos casos los jefes de servicio no dieron debido curso a las solicitudes y se retuvieron los documentos.



Ahora se amplían los plazos requeridos, se acomodan las condiciones para obtener el beneficio y se facilita su tramitación, especialmente tratándose de diversas instituciones que aparecen en un listado que tengo en mi poder, entre las que figuran varias municipalidades de la Décima Región -las de Puqueldón, Dalcahue, Hualaihué, etcétera-, la Contraloría General de la República (es un solo caso), en fin, con un total de 354 personas (nos decían que hoy debe de haber sobre 700).



No sé si el señor Presidente estima conveniente incorporar dicho documento en las actas de esta sesión. 



Desde ya, anuncio mi voto favorable.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, estimados colegas, el proyecto que estamos analizando esta tarde tiene por objeto introducir modificaciones en la ley N° 20.305, que mejora las condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones.



Esta iniciativa enmienda dicho cuerpo legal, que estableció para tales funcionarios una compensación en dinero, conocida comúnmente con el nombre de “bono poslaboral”.



En síntesis, el proyecto que nos ocupa busca regularizar la situación en que se encuentran las personas a quienes la Tesorería General de la República les rechazó o suspendió el pago del bono anteriormente señalado por no haber acreditado el requisito que contempla el número 1 del artículo 2° de la ley N° 20.305.



Señor Presidente, durante este tiempo, muchos de nosotros hemos recibido en nuestras oficinas visitas y solicitudes de reunión vinculadas con la materia.



Para contextualizar el debate y hacer un poco de historia legislativa, quiero partir expresando que, con la finalidad de dar respuesta a inquietudes planteadas por los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones que se encontraban prestando servicios cuando entró a regir el nuevo sistema previsional, se tramitó una iniciativa donde se hacía un esfuerzo para resolver este problema, la cual luego se convirtió en la ley N° 20.305, que fue publicada en 2008. 



Desde el inicio de la vigencia de esa normativa y hasta la fecha, si bien los beneficios que contempla se han otorgado a un importante número de personas, otras tantas han quedado excluidas por cuestiones de orden administrativo; por interpretaciones erróneas de la ley, y por las complejidades que su aplicación ha dejado de manifiesto.



La aplicación de la ley en comento ha presentado diversos problemas y situaciones anómalas desde su entrada en vigor, partiendo (como se ha dicho ya) por el hecho de que entre su publicación en el Diario Oficial y la puesta en marcha definitiva del procedimiento de postulación por parte de los servicios, ministerios y municipalidades transcurrieron más de 5 meses, ya que, además del desconocimiento de sus disposiciones por tales entidades, no existía un procedimiento uniforme para recibir y tramitar las solicitudes, ni tampoco un proceso suficiente de información a los eventuales beneficiarios sobre su contenido y alcance. Esta situación fue resuelta finalmente por la Tesorería General de la República, organismo que creó un formulario único para las postulaciones.



En lo que dice relación con el trámite legislativo del texto que nos ocupa, el 12 de septiembre del año en curso nuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social procedió a analizarlo, aprobándolo en general y en particular por unanimidad; el 3 de octubre lo conoció la Comisión de Hacienda, que hizo lo propio; finalmente pasó a la Sala, donde fue objeto de una indicación.



Durante su discusión en este Hemiciclo, la Senadora Lily Pérez y el Senador Ignacio Walker, a solicitud de los Diputados Cerda y Venegas, pidieron abrir plazo para formular indicaciones, ante una situación especial que afectaba a los profesores y que paso a explicar.



La referida indicación buscaba solucionar las problemáticas verificadas en el pago del denominado “bono poslaboral” en particular respecto a los profesores que no pudieron acogerse al beneficio oportunamente debido a la negligencia del funcionario municipal encargado de proveer las solicitudes pertinentes. 



Al respecto, el artículo primero transitorio del proyecto  aprobado en general por el Senado establece que solo podrán acceder al bono los funcionarios “que acrediten haber presentado en el plazo legal la solicitud” (...) “mediante copia timbrada y firmada”.



Hoy, en sesión de nuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social, en la que estuvieron presentes representantes del Colegio de Profesores a nivel nacional y dirigentes de Quillota, así como el Diputado Eduardo Cerda, el Subdirector de Presupuestos presentó, en nombre del Ejecutivo, una indicación para reemplazar el inciso primero del artículo segundo transitorio por otro donde se incluye como beneficiarios del bono poslaboral a los profesionales de la educación que hayan sido o sean beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario prevista en el artículo noveno transitorio de la ley N° 20.501, y en seguida manifestó que la aprobación de dicha norma resuelve adecuadamente el conjunto de los problemas registrados en este ámbito.



Señor Presidente, estimados colegas, la ley en proyecto es parte de un trabajo conjunto entre el Ejecutivo y el Colegio de Profesores. Ella no es antojadiza, ni mucho menos carente de fundamento. Muy por el contrario. Las cifras son claras y decidoras, y nos muestran que los profesores jubilados en el sistema de AFP perciben pensiones que fluctúan entre 120 mil y 230 mil pesos al mes, mientras las de aquellos que lo hicieron a través del IPS superan los 390 mil pesos mensuales.



Con pensiones de aquellos montos, evidentemente, resulta difícil (por no decir imposible en muchos casos) afrontar los elevados gastos que demanda la vida de los mayores. De ello podemos dar fe nosotros, que escuchamos a diario los alegatos de nuestros profesores y de otros trabajadores del sector público.



En atención a lo expuesto, este Honorable Senado conformó una Comisión, que preside el Senador Tuma, encargada de revisar esta y otras situaciones derivadas del actual sistema de pensiones.



En el entretanto, señor Presidente, manifiesto mi beneplácito por la aprobación de esta iniciativa, que va en ayuda de miles de funcionarios públicos y profesores que han visto disminuidos sus ingresos de manera notable.



Formulo votos en tal sentido, y espero que corrijamos los aspectos de nuestro sistema previsional que motivan que los trabajadores, después de largos y duros años de labor, deban conformarse con recibir pensiones que no les permiten vivir su vejez en forma digna.



Por ello, voto a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, yo estoy de acuerdo con este proyecto del Ejecutivo, que mejora la suerte de muchos jubilados.



Es notable que, habiendo tenido este problema tantos años de gestación, solo venga a ser corregido por un Gobierno que ha sido calificado de egoísta, reaccionario, mezquino, y caracterizado de diversas formas terribles.



En consecuencia, voy a votarlo favorablemente.



Sin embargo, vuelvo a levantar la inquietud ante la ampliación, a mi juicio desmedida, de las facultades que se le otorgan al Tesorero General de la República en virtud de la referencia que se hace a la ley N° 19.041.



Se agrega una frase cuya finalidad, según creo comprender, es realizar una especie de blanqueo de pensiones pagadas a personas que no cumplían con la totalidad de los requisitos que se exigían. Eso podría hacerse en forma retroactiva. Pero existe un efecto hacia el futuro, en cambio, que significa, en definitiva, darle al Tesorero General de la República un grado de autonomía que estimo reñido con la Constitución, e incluso, con la ley orgánica de su Servicio, en la medida en que al final del inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.041 se añadiría: “en especial suspender o rechazar el pago respectivo cuando los antecedentes lo ameriten”.



Dicha disposición se refiere a los egresos de carácter no tributario, entre los cuales se comprende, por ejemplo, la distribución del Fondo Común Municipal -algunos municipios podrán recibir recursos de ese origen, otros no-; las subvenciones; las bonificaciones; los subsidios; los incentivos para fomento y desarrollo, lo cual incluye al Fondo Nacional de Desarrollo Regional; el pago directo de algunas prestaciones previsionales, como pensiones, premios nacionales, montepíos de guerra, pensiones de gracia, de invalidez, de defensa y otras.



Por lo tanto, me atrevo a sugerir que el Ejecutivo, al que le correspondió la iniciativa del proyecto, considere el envío de un veto para clarificar la norma, la cual -repito- le entrega a la Tesorería un grado de autonomía que puede ponerla fuera del control del Congreso.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet se dictó la ley Nº 20.305 con el objeto de aminorar, en parte, el daño sufrido por los trabajadores cuando los obligaron a someterse a un régimen de previsión que no recogió los defectos originados por el hecho de que el propio Estado no pagó las imposiciones correspondientes a las remuneraciones del personal del sector público. Por tanto, lo que hizo la Primera Mandataria fue otorgar un bono para mejorar la situación de bajas pensiones que exhibe el actual sistema.



Los señores Senadores que han intervenido expusieron, en su mayoría, los objetivos de la iniciativa, y no me voy a extender en estos, pues creo que la idea es resolver algunos problemas administrativos que impiden a los trabajadores acceder al beneficio por la brevedad de los plazos, o por haberse cometido errores, o por no acreditarse a tiempo el cumplimiento de los requisitos, en fin.



Sin embargo, aunque todas estas modificaciones son correctas y voy a votar a favor del proyecto, la cuestión de fondo es el daño sufrido por los trabajadores -repito- que se involucraron, en la década de los ochenta, en un modelo que no es de carácter previsional, sino económico: constituye un buen negocio para quienes administran.



Mi querido amigo Carlos Larraín se halla siempre muy entusiasmado con el funcionamiento del sistema, y uno de los puntos en que recaen nuestras divergencias tiene que ver con que Su Señoría lo defiende a ultranza, en circunstancias de que, en mi opinión, tiene que ser revisado.



En estos días se ha acordado la compra de las acciones de Cuprum, una de las administradoras de fondos de pensiones. El precio es de mil millones de dólares. El adquirente es Principal Financial Group.



Pregunto: ¿cuáles son los activos de la entidad objeto de la operación? ¿Tiene una industria, maquinarias, derechos de agua, hectáreas de tierras, bosques, plantaciones, productos?



¡Pero si no tiene nada!



Y, entonces, ¿cuál es el capital de una empresa adquirida en mil millones de dólares?



Después de ser comprada en esa suma, ahora subió un 40 por ciento. ¡Vale mil 400 millones de dólares!



¿Qué tiene? ¿Qué produce?



¡Nada!



Con lo que sí cuenta es con una concesión para administrar recursos, en la medida en que el Estado, a través del decreto ley Nº 3.500, obliga a los trabajadores a permanecer cautivos en una determinada administradora de fondos de pensiones.



Fíjense Sus Señorías que el proyecto que nos ocupa le otorga por primera vez al Estado, a la Tesorería General, la administración de los recursos de que se trata, con cargo a mantener su poder adquisitivo y a utilizarlos de la misma manera que los propios del país, a los cuales cautela por la vía de la colocación en bonos del Tesoro. De la misma manera se va a proteger el Fondo que va a cubrir los bonos de pensiones del sector laboral.



En conclusión, aquí tenemos una alternativa para el beneficio.



¿Y lo que es incipiente en un modelo de administración de un pequeño fondo por qué no podría serlo para administrar los recursos de los trabajadores? ¿Por qué no podría ser una posibilidad?



“¡Ah! Es preciso considerar la libertad de elegir”.



Dejemos que se elija con libertad, entonces, si se quiere seguir en el actual sistema previsional. Pero demos la otra alternativa a quienes confíen en la administración de sus recursos por el Estado.



La Comisión formada para estudiar un diagnóstico a fin de hacer un planteamiento de modificación del sistema previsional, la cual me honro en presidir, tiene contempladas entrevistas a toda la industria, a los críticos del modelo; pero el Senado tendrá que terminar con alguna propuesta tendiente a corregir, en definitiva, todas las distorsiones que se observan o a crear también, paralelamente y al mismo tiempo, una posibilidad viable de asegurar pensiones más dignas para los trabajadores.



Ello, sin perjuicio de considerar que es muy baja la cotización de estos últimos. Los miembros de las Fuerzas Armadas, quienes no se cambiaron y están aportando un 20 por ciento con el sistema antiguo, obtienen pensiones dignas, pero con cargo al déficit del Estado. El resto de la población recibe pensiones indignas y aporta menos, de modo que si se requiere una contribución mayor, entonces también pueden hacer un esfuerzo los empleadores, como antes, y el Estado.



Estimo que el fondo del asunto tiene que ver con la forma en que dejamos de estar haciendo el corte del salame todas las semanas o cada 15 días en el Congreso para mejorar las pensiones indignas de los trabajadores y creamos un sistema previsional de verdad, no del carácter económico a que he hecho referencia.



A mi juicio, la iniciativa corrige algunos vicios y hace justicia al mejorar la situación de los bonos del sector laboral, pero no en cuanto a asegurar pensiones dignas para los trabajadores.



A pesar de ello, me pronunciaré a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, me voy a abstener de votar el punto específico de que se trata, debido, básicamente, a una cuestión reglamentaria.



No sé si al modificarse el artículo se está aumentando el universo de personas que pueden beneficiarse con el bono. De ser así, ello implica un mayor gasto fiscal, y no observo un segundo informe de la Comisión de Hacienda ni de la Dirección de Presupuestos relativo a la materia.



No voy a hacer mayor cuestión al respecto, salvo dejar una constancia.



Gracias.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión de Trabajo y Previsión Social respecto del inciso primero del artículo segundo transitorio (23 votos a favor, uno en contra y una abstención) y queda despachado en particular el proyecto.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


Votó por la negativa el señor Girardi.



Se abstuvo el señor Novoa.

El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito el acuerdo unánime de la Sala a fin de tratar a continuación la iniciativa que establece incentivos especiales para las zonas extremas, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



Acordado.



Se suspende la sesión por cinco minutos para que se pueda distribuir el informe.

)-----------------(



--Se suspendió a las 18:44.



--Se reanudó a las 18:49.

)---------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Continúa la sesión.

INCENTIVOS ESPECIALES PARA ZONAS EXTREMAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a lo acordado, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece incentivos especiales para las zonas extremas, con informe de las Comisiones de Hacienda y Especial de Zonas Extremas, unidas, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8011-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 44ª, en 29 de agosto de 2012.


Informe de Comisión:


Hacienda y Especial de Zonas Extremas, unidas: sesión 54ª, en 10 de octubre de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo de la iniciativa es establecer incentivos especiales para las zonas extremas, de modo que se regulan diversas medidas de estímulo económico, especialmente de fomento a las inversiones, entre las que se cuentan la bonificación a la contratación de mano de obra; el crédito tributario para la producción de bienes o la prestación de servicios; acciones para incentivar el desarrollo, etcétera.



Las Comisiones de Hacienda y Especial de Zonas Extremas, unidas, discutieron el proyecto en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y acogieron la idea de legislar por 8 votos a favor, uno en contra y 5 abstenciones. Se pronunciaron por la aprobación los Senadores señores García, Horvath, Kuschel, Novoa, Orpis, Rossi y Patricio Walker, este último como miembro de ambas Comisiones, y lo hizo en contra el Honorable señor Carlos Larraín, en tanto que los Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Lagos, como integrante de los dos órganos técnicos, y Muñoz Aburto se abstuvieron.



En cuanto a la discusión particular, las Comisiones unidas realizaron diversas enmiendas, las cuales fueron sancionadas por unanimidad, con excepción de tres de ellas, que serán sometidas a debate y votación oportunamente.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado cuya tercera columna consigna las modificaciones propuestas, y la cuarta, el texto resultante.



Hago presente que el Honorable señor Bianchi ha pedido la votación separada del artículo primero y que se ha presentado una indicación respecto del artículo sexto.



De consiguiente, se podría seguir el orden del proyecto para resolver las distintas situaciones.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, el proyecto en análisis persigue el propósito de prorrogar la vigencia de diversas normas de fomento, conocidas como “leyes de excepción”, para las Regiones extremas del país.



Es positivo que esos articulados -y lo sostuve así incluso durante los Gobiernos de la Concertación, cuando las disposiciones respectivas se extendían solo por unos años- se mantengan y proyecten en el tiempo por períodos largos, pues requieren estabilidad para producir efectos. De ello no tengo dudas. Incentivos por tres o cuatro años no consiguen detonar sino las inversiones ya decididas. Estímulos aplicables por 10 o más años, en cambio, permiten que nuevos inversionistas evalúen las potencialidades de la Región.



Sin embargo, el estudio de la iniciativa me deja un sabor amargo. El Ejecutivo insiste en replicar lo que se ha venido haciendo por décadas en la zona que represento, es decir, en aplicar medidas puntuales que no abordan íntegramente la problemática local. Los efectos -ahora no los conocemos- son cuestionables y se demuestran en las cifras de crecimiento poblacional, siempre negativas, y en indicadores económicos como el IMACEC.


La experiencia recogida es que el mero fomento productivo no basta. Así lo han comprobado otras Regiones, como la de Antofagasta, con alta empleabilidad, remuneraciones sobre la media y enorme desarrollo en la minería y servicios asociados. Sin embargo, hoy se clama por soluciones y mayores recursos fiscales para pavimentación, hospitales y obras de adelanto.



Si queremos, como país, cambiar los resultados en las zonas extremas, debemos apuntar a objetivos más ambiciosos. En ese entendido he planteado que sería relevante que acciones como la prórroga de las leyes de excepción se enmarcaran en una carta de navegación global, en un plan de desarrollo de la Patagonia, en una política de Estado acordada por todos los sectores que articule inversiones y medidas multisectoriales y de largo plazo.



Necesitamos soluciones en otras materias, como la conectividad, el mejoramiento de las condiciones y el abastecimiento de los suministros básicos y el perfeccionamiento de las prestaciones de servicios, por ejemplo, la educación y la salud.



Por ya varias décadas se ha demostrado que la mera vigencia de leyes de excepción solo sirve para mantener lo que hay, retener empresas y empleos o conseguir una inversión moderada preferentemente para la renovación de infraestructura deteriorada. Pero poco o casi nada para el crecimiento, el desarrollo y, sobre todo, el mejoramiento de la calidad de vida.



Lamento, en consecuencia, que la propuesta del Ejecutivo, si bien avanza en asegurar una mayor estabilidad de las leyes de excepción, adolezca de condiciones, a mi juicio, imprescindibles para potenciar nuestra Región y la Patagonia en general.



La primera de ellas es que estas medidas deben complementarse con otras decisiones que apunten a un desarrollo económico más sostenido y a un mejoramiento de la calidad de vida.



La inversión en conectividad debería crecer sustantivamente para acometer la construcción de obras viales relevantes, como la ruta Manantiales-Porvenir; avanzar en la senda de penetración en Tierra del Fuego; potenciar territorios en Última Esperanza o seguir potenciando el sur de Punta Arenas.



Es imprescindible, asimismo, asegurar el abastecimiento de insumos básicos domiciliarios a precios razonables. Se ha señalado que queda gas solo para unos años, y el esfuerzo estatal en la materia es muy pobre o, por lo menos, no se nota.



Además, requerimos enfrentar, de una vez por todas, las carencias en salud, como la eterna falta de especialistas que transforman el hermoso Hospital Regional de Punta Arenas en un elefante blanco, y acelerar las inversiones que se necesitan en los establecimientos asistenciales de Natales y de Porvenir.



En educación, la oferta en enseñanza superior sigue siendo pobre. Una universidad ubicada en una zona extrema y apartada no puede depender del autofinanciamiento. Y menos aún pueden crearse carreras por planteles de dudosa calidad y seriedad, como la Universidad del Mar, cuyo futuro en la zona es incierto y genera incertidumbre en cientos de jóvenes y sus familias.



Un segundo orden de materias dice relación con superar las desigualdades producidas en la aplicación de estas normas especiales al interior de nuestras propias Regiones. Por ejemplo, la provincia de Última Esperanza no puede seguir siendo el pariente pobre al no contar con algunos de los incentivos existentes para otras comunas de Magallanes (Porvenir, Cabo de Hornos y Punta Arenas), como la categoría de zona franca y el otorgamiento de bonificaciones especiales.



Si se quiere potenciar ciertas actividades y territorios, ello debe hacerse suplementando un nivel mínimo e igual para todos.



Resultaría relevante, por último, que algunos incentivos se tradujeran en un incremento efectivo de las remuneraciones de los trabajadores, a fin de permitir atenuar, en parte, el mayor costo de la vida. 



En tal sentido, he venido sosteniendo desde hace largos años la necesidad de establecer un piso mínimo como requisito para la obtención de la bonificación a la mano de obra, que implique un aumento en los sueldos. ¿Y qué ha ocurrido? Una modificación aprobada en la Cámara de Diputados, cuyo propósito era lograr un incremento en las remuneraciones de los trabajadores de Magallanes y del resto de las zonas extremas a través de la impetración de la bonificación a la contratación de mano de obra, fue eliminada en forma mañosa -diría yo- mediante una indicación que presentó el Ejecutivo.



Mi planteamiento apunta a la creación de un sueldo mínimo diferenciado, como tantas veces lo hemos solicitado. Se trata, estimados colegas, de velar por que el trabajo tenga un poder adquisitivo equivalente. No es un beneficio adicional.



He insistido en que deben existir salarios regionalizados por macrozonas. Sin embargo, el Subsecretario de Hacienda me ha contestado que ello es imposible de implementar. Pero, si las Regiones son distintas y las condiciones y características de cada una no son iguales, ¿por qué no se puede tener un salario regionalizado?



Con ello resolveríamos los problemas de inequidad que afectan a los salarios de los trabajadores de las zonas extremas.



El actual sueldo mínimo homogéneo en todo el país genera una enorme injusticia. El alto costo de la vida en nuestra Región hace que, si un trabajador gana los mismos 193 mil pesos que recibe otro en Santiago o en el Maule, su esfuerzo valga menos; trabaja las mismas 45 horas semanales en condiciones mucho más crudas por una remuneración que sirve para comprar menos.



Eso no puede seguir ocurriendo. Tenemos los medios técnicos para establecer sueldos mínimos por macrozonas, como ya señalé.



Establecer el requisito de pagar salarios 20 por ciento superiores al mínimo vigente en el país a fin de obtener la bonificación a la contratación de mano de obra apuntaba a ello. Eliminar ese requisito -como indiqué anteriormente- puede ser muy útil en Arica, pero significa una injusticia para nuestros trabajadores.



Tenemos que cambiar la forma en que hemos venido haciendo las cosas como país en la Patagonia, e impulsar acciones más integrales.



Por tal motivo, votaré en contra de este proyecto, y le solicito al Ejecutivo instalar una Comisión de especialistas que estudie esta materia y elabore una política de Estado para la Patagonia. Y si ella no es similar a la impulsada por los Gobiernos argentinos en las provincias australes, al menos miren al frente.



¡Observen el despoblamiento de la Región de Magallanes frente al poblamiento de otras zonas de Tierra del Fuego! Mientras nuestra provincia tiene más o menos 8 mil habitantes -a lo mejor, menos- la capital argentina de Río Grande llega a más de 60 mil. Puerto Williams, capital de la comuna de Cabo de Hornos, tiene 2 mil 200 habitantes, en circunstancias de que comenzó con una mayor cantidad poblacional que Ushuaia, que hoy supera los 80 mil.



Lo que nosotros queremos es poblamiento, equidad, justicia.



Pero para ello necesitamos un plan integral de desarrollo de la Patagonia, tanto austral como central, y que comprenda a Aysén y a Coyhaique.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha solicitado la palabra el señor Ministro, quien tiene derecho preferencial.



Inmediatamente después le corresponde intervenir al Senador señor Horvath.



Debo recordar que nos hallamos en la discusión general, de modo que a cada Senador le corresponden diez minutos.



De aquí a las 20 horas no estoy seguro de que la lista de inscritos se alcance a agotar. Pero eso lo veremos en su oportunidad.


Tiene la palabra el señor Ministro.  

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, el proyecto en debate es de suma relevancia para las Regiones extremas del país por su significancia desde el punto de vista geopolítico, estratégico y de su desarrollo integral.



La iniciativa fue estudiada durante varios meses en la Cámara de Diputados y ahora la tramitamos en el Honorable Senado.



Quiero mencionar como antecedente que, sin lugar a dudas, este proyecto significa, desde el punto de vista de las Regiones extremas, un cambio sustancial en la dirección de fortalecer el desarrollo de esas zonas, por cuanto cambia en un aspecto central la legislación vigente.



Desde hace ya muchos años, los beneficios o incentivos a la inversión o a la contratación de mano de obra que contempla la legislación vigente relativa a las zonas extremas se han ido renovando anualmente mediante la correspondiente Ley de Presupuestos. Pero nadie puede pensar que habrá un desarrollo estable y sostenido en estas Regiones en materia de inversión y de contratación de mano de obra si el beneficio queda sujeto a la incertidumbre de una renovación anual.



Y, por eso, el Presidente Sebastián Piñera decidió hacer un cambio sustancial para apoyar el desarrollo de las Regiones extremas, el cual consiste en garantizar los beneficios para la contratación de mano de obra y para la inversión hasta el año 2025. La idea es que se puedan hacer contratos de trabajadores a largo plazo, acompañados de capacitación; y proyectos de inversión a largo plazo, con valor agregado, que efectivamente permitan el desarrollo de las zonas extremas.



Por eso, tanto en materia de incentivos para el capital como para la mano de obra estamos proponiendo este cambio legal sustancial.



Además de lo anterior, se duplican los recursos contenidos en el DFL N° 15, el Fondo de Fomento y Desarrollo, respecto a lo que existe en la legislación vigente.



Asimismo, se mejora el crédito tributario a la inversión. ¿De qué manera? Junto con extenderlo hasta el año 2025, se le permite dar mayor liquidez a través de poder imputar estos beneficios con la cancelación de los pagos provisionales mensuales.



Se aumenta la cobertura. ¿Cómo? Disminuyendo los mínimos, de tal forma que empresas más pequeñas, microempresas, también se puedan incorporar a este beneficio.



Se eliminan algunas restricciones. Por ejemplo, el requisito de metros cuadrados mínimos para las construcciones y la exigencia de número mínimo de unidades para las edificaciones destinadas a oficinas o al uso habitacional. Es decir, el crédito tributario se extiende a empresas más pequeñas y se suprime una serie de restricciones que hoy día inhabilitan o dificultan la inversión en las zonas extremas.



En seguida, el proyecto contiene dos elementos muy importantes en lo relativo a las zonas francas.



En primer lugar, incluye una serie de perfeccionamientos a la legislación en torno a la Zona Franca de Arica. Sus Señorías saben que esta es industrial y que ha tenido ya desde hace muchos años un resultado insatisfactorio para la población. Pues bien, a través de esta iniciativa, se va a permitir, de manera categórica, como han señalado las propias entidades gremiales de la Región, un desarrollo industrial definitivo, con valor agregado para la Zona Franca de Extensión de Arica.



Otro elemento fundamental de este proyecto de ley es algo muy deseado y anhelado por la Región de Aysén: contar definitivamente con una zona franca no de extensión, sino con todos los beneficios en materia de exención del impuesto a la renta, de IVA, de aranceles. Y esa zona franca de Región aislada que existirá en Aysén va a ser administrada por el gobierno regional, como sucede en otras partes del país.



Por último, señor Presidente, quiero señalar que este proyecto ha tenido tal impacto que hoy día existen cientos de millones de dólares esperando su pronta materialización. Y de ahí que el Ejecutivo le pusiera la urgencia que le colocó. Porque nos parece fundamental que tengamos luego esta disposición legal. De tal manera que el catastro de 300 millones de dólares -o más- que hay en la zona de Arica; el catastro de aproximadamente otros 300 millones de dólares que existen en la zona de Magallanes, que acabo de visitar; y así sucesivamente, en Aysén, en Iquique y en las otras Regiones favorecidas, permitan de frentón producir el salto que las zonas extremas necesitan.



Esta iniciativa de ley viene a complementar los planes de desarrollo regional, en donde hoy día, para información del Honorable Senado, estamos haciendo un esfuerzo de inversión muy grande a través del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, con un incremento significativo de recursos. Para que tengamos una referencia, hablamos de un aumento en el FNDR que representa, aproximadamente, un 50 por ciento más de lo que había en el período del Gobierno anterior, en promedio anual. Es decir, de nuevo, nos encontramos ante una inyección de recursos sustantivos para estimular el desarrollo de nuestras zonas extremas.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- A usted, señor Ministro.



Corresponde el uso de la palabra al Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, desde luego, deseo destacar la importancia de las zonas extremas en nuestro país -me refiero a la zona norte, al sector insular de Isla de Pascua y del Archipiélago Juan Fernández, y a la Patagonia chilena por el sur-, no solamente por su posición geoestratégica, sino también por los recursos naturales y la diversidad cultural que guardan.



Sin embargo, si uno mira el asunto desde una perspectiva histórica, advierte que la Patagonia chilena se ha visto disminuida drásticamente en su territorio, mantiene conflictos o problemas de límites pendientes, como en el caso de Campo de Hielo Sur, y ha tenido un crecimiento muy bajo si se lo compara con la población de Argentina.



Los indicadores son claros.



Comparemos, por ejemplo, localidades como El Chaltén y Villa O’Higgins. El Chaltén tenía cero habitantes en 1985; hoy en día recibe del orden de 60 mil turistas, mientras que Villa O’Higgins, alrededor de 600. En el caso de Ushuaia y Puerto Williams las diferencias son, desde el punto de vista de las dimensiones, incluso mayores, aun más significativas. 



Y aquí están las bellezas más singulares del mundo. Doy solo un ejemplo más: en turismo, en torno al Campo de Hielo Patagónico Sur la Argentina recibe del orden de 350 mil turistas, extranjeros en su gran mayoría, y en la parte de Aysén de esa zona, que es el equivalente, recibimos cerca de 2 mil, teniendo una mayor diversidad y accesibilidad que ellos en este minuto.



Es importante rescatar en esta iniciativa del Gobierno que los beneficios para las zonas extremas se extienden hasta el 2025. Como bien señalaba el Ministro, prácticamente en todas las Leyes de Presupuestos se analizaba su prórroga de un año a otro. Sin tener un horizonte razonable, importante de tiempo, la posibilidad de apalancar recursos, gatillar proyectos no es muy atractiva.



Aquí se mencionan cuatro instrumentos. Pero la bonificación a la contratación de la mano de obra en 17 por ciento, contemplada en el decreto ley N° 889, en la realidad se hizo tributable y bajó al 14 por ciento. Además, es incompatible con otros beneficios, aunque sea en áreas distintas, como el decreto ley N° 701.



En lo que se refiere al crédito tributario, se bajó el piso a 500 UTM de inversión, lo cual es altamente atractivo. Lo relevante, eso sí, es tener la cobertura de los distintos giros, no solamente de algunos.



En cuanto al decreto que bonifica las inversiones, el DFL N° 15, que también se prorroga, se ha planteado que no sea concursable o, en subsidio, que se pueda seguir concursando de un año a otro, para dar alguna posibilidad real de participar.



Y en lo relativo a la zona franca geográficamente aislada, la idea es que ella tenga una repercusión en la Región completa, como explicaré en detalle en algún momento.



En lo que dice relación con la Región de Aysén, aquí inciden dos puntos, que permitieron en su minuto bajar el grado de conflicto que se tuvo con el movimiento social en esa zona, que realizó peticiones justas ante demandas, en su gran proporción, históricas. Y es muy importante señalar que cada una de esas peticiones tenía posibilidades reales de resolverse. Lo que pasa es que nuestro centralismo cultural, político hace que no se entiendan ni siquiera los lenguajes, los códigos regionales, y no se advirtió que aquí había solución. Y esto escaló a un nivel de conflictividad en el cual, gracias a Dios, no hubo víctimas por lado y lado. Me refiero a las fuerzas especiales que se llevaron de Santiago y a las organizaciones ciudadanas de la Región de Aysén.



Una de las fórmulas para resolver el conflicto fue lograr que los dirigentes del movimiento social -representan a 24 organizaciones, tienen transversalidad política y cuentan con una larga trayectoria en la Región- fuesen recibidos en La Moneda por los Secretarios de Estado políticos: el Ministro Larroulet, acá presente, y los Ministros Chadwick y Hinzpeter, quien además era Vicepresidente de la República en ese momento.



Y, conociéndose frente a frente, entendiendo mejor los lenguajes, se resolvió este conflicto con dos soluciones firmadas solemnemente en el Palacio de La Moneda. Una de ellas se refiere a la creación de la zona franca con combustibles en la Región de Aysén; y la segunda establece que la bonificación que los empleadores otorgan a los trabajadores, en virtud del decreto ley N° 889, se vea reflejada en sus ingresos.



En alguna medida dicho aspecto lo recoge el proyecto. Sin embargo, hay que tener claro que la fórmula que se nos plantea no la logramos aclarar ni votar favorablemente en las Comisiones unidas. Porque aquí se habla de “modificaciones introducidas por la Comisión de Hacienda”, pero en realidad se trata de las enmiendas realizadas por las Comisiones de Hacienda y Especial de Zonas Extremas, unidas. 



El que hubiese un piso superior de incentivo de 20 por ciento sobre el sueldo cercano al mínimo -lo que se plantea es menor- obedece al deseo de que este beneficio llegue a los empleadores y de que les será traspasado a los trabajadores.



Voy a señalar brevemente la necesidad de diferenciar lo que son los beneficios para la zona norte con relación a los que se dan para el extremo austral del país.



En la zona norte, no se dan los problemas de energía, de costos y de restricción energética que hay en la zona austral. Desde luego, esta presenta un mayor aislamiento, carece de conexión territorial y el costo de vida es significativamente mayor. Basta recordar la necesidad de calefaccionarse o contar con servicios mínimos. En cambio, en el norte los techos se usan más bien con fines de sombra y no para protegerse de la lluvia.



En tal sentido, pedimos en la Comisión diferenciar el caso que señalo -tiene que ver con el decreto ley N° 889- respecto de la fórmula que se propone para la zona austral y que dice relación al 20 por ciento que no aceptaba la zona norte.



Por lo tanto, junto con insistir en tal posición, me sumo a la petición de votación separada.



En la zona austral, los problemas no solo se resuelven a través de leyes especiales -reconocemos sus beneficios, en términos generales-, sino que se requiere el cumplimiento de obras en paralelo, como el camino austral sin transbordo. Nosotros no podemos tener una zona que comprende 34 por ciento de la superficie territorial de Chile desconectada del resto del país. Además, contamos con proyectos de ingeniería completos desde el año 1985, pero no se realizan debido a que no se quiere enfrentar el problema con las reglas del juego vigentes; es decir, mediante las expropiaciones a valor comercial de las fajas fiscales reservadas para estos efectos.



Del mismo modo, la energía es tremendamente cara en la zona austral. Está en manos de empresas monopólicas su generación, transmisión y distribución y no hay manera de obtener beneficios de las energías renovables considerados para los sistemas inferiores a 200 megavatios. Por eso, una fórmula que permita resolver el problema sería la que propone la que se conoce como “ley 20/20”, ya aprobada en el Senado y que ahora se halla pendiente su discusión en la Cámara de Diputados. Desde luego, pedimos al Ejecutivo su impulso, por lo menos por parte del quinto Ministro que tenemos en el ramo.



Y el último punto -sin pretender cubrirlos todos- se refiere al transporte marítimo en la Región de Aysén, el cual debe tener un flujo de carácter permanente. No puede estar sometido a una licitación, ya que el operador en su minuto discrimina efectuar el servicio mínimo a la zona austral y le da preferencia, por ejemplo, a las temporadas altas de turismo, cambiando el recorrido de las naves hacia otros sectores.



Aquí hay proyectos de presupuestos asegurados para resolver la situación.



En esta materia, me permito solicitar a la Sala que se vote de manera separada el numeral 3) del artículo segundo del ex decreto ley N° 889, con el objeto de revivir la fórmula aprobada en la Cámara de Diputados, conforme a la cual se aplica para las personas que tienen el mínimo, más 20 por ciento.



Del mismo modo, es necesario que la Zona Franca no sea constreñida a la Región de Aysén, sino que se amplíe. Puede ser por extensión, sin que necesariamente haya que hacer otra en la provincia de Palena, pero esta presenta la misma situación de aislamiento geográfico. De allí que en vez de que tenga camino o pase a pertenecer a la Región de Aysén, es preferible dejarla al alero de los beneficios de esta ley.



Por estas razones, desde luego votaré a favor de la iniciativa en términos generales.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, que me honro en representar, dados los accidentes geográficos que la separan del resto del país, tiene la condición de isla. Se encuentra a 2.500 kilómetros de Santiago: ¡2.500 kilómetros!



Cuando el Ministro Larroulet -aquí presente- señala que para el Gobierno esto es de máxima relevancia e importancia, en lo personal, y con el debido respeto, pienso que en definitiva ello se escucha muy bien, pero en la práctica, durante todo el debate nunca -¡nunca, señor Presidente!- vi el ánimo de avanzar en una verdadera descentralización para permitir que las Regiones extremas, como la que represento, puedan tener en justicia lo que hemos venido reclamando históricamente: un sueldo diferenciado y un reconocimiento del mayor costo de vida que hay en lugares apartados del centro del país.



Fue el Subsecretario de Hacienda, no el Ministro, quien, mandatado para estos menesteres, no tuvo jamás la sensibilidad -¡jamás!- ni la voluntad para acceder, no solo a nuestros requerimientos, sino a lo que paso a expresar.



Hace más de un año siete u ocho Senadores recorrimos las Regiones extremas del país y entregamos un trabajo al Ejecutivo. Sin embargo, ni siquiera dieron las gracias por ese gesto que pretendía aportar, apoyar y proponer que el Gobierno recogiera las legítimas reclamaciones de las zonas más alejadas.



Yo escuchaba atentamente algunas intervenciones. Aquí se olvida que hubo demandas ciudadanas que obligaron al Gobierno a llegar a un acuerdo. ¿Y qué ha pasado? ¡No se ha cumplido! Ayer o anteayer se le preguntó al Subsecretario de Hacienda su parecer con respecto al sueldo diferenciado que se había concordado con nuestros hermanos de Aysén. Pero eso no viene en este proyecto. Y ocurre que había una indicación, tal cual se señaló, que hubiera permitido establecer que el empleador que pagara más de 20 por ciento tendría derecho a una retribución de 17 por ciento, de acuerdo al ex decreto ley N° 889. Le solicitamos al Ejecutivo que esa devolución no fuera tributable, para que efectivamente fuese de 17 por ciento. ¡Ni siquiera escucharon! Le sugerimos que subiera el guarismo de 182.000 pesos a 193 mil. ¡Nada! Agregamos: “Haga que al empleador que pague el 20 por ciento se le devuelva el mismo porcentaje, para que así no se afecte a los más pequeños y no haya distintas categorías de trabajadores”. Nada, señor Presidente. ¡Nada!



Por eso he pedido votación separada de ese artículo del ex decreto ley 889, el que seguramente irá a tercer trámite. Pero no es un capricho ni un deseo del momento: es reclamar en justicia lo que históricamente hemos solicitado para las Regiones extremas del país, a las cuales Chile les está dando la espalda con una mirada centralista, que es inaceptable.



¡Excúseme, señor Presidente, pero esto lo siento en el alma! ¡Excúseme, porque este es el reclamo de todo un pueblo, de toda una Región austral y de otra del extremo norte que no se sienten interpretadas por estas políticas centralistas!



Debo decirlo. No tengo cara para bajarme del avión habiendo aprobado un artículo que atenta contra nuestros trabajadores y contra el acuerdo al que se iba a llegar. ¡Me cuesta entender que no haya sucedido así!



Con nuestros amigos parlamentarios de Aysén, con toda justicia y razón, como acaba de sostener el Senador señor Horvath, vamos a seguir defendiendo la existencia de un sueldo diferenciado. 



¡No estamos pidiendo migajas, señor Presidente! ¡Es 35 por ciento más caro vivir allá que vivir aquí! ¡Nuestros jubilados no comen ni la carne ni la fruta que se consume aquí! ¡No es lo mismo la vida allá! ¡La calefacción en la zona austral se usa todo el año! ¡La distancia de aquella a la Capital es enorme: 2.500 kilómetros!



Cuando alguien se enferma o cuando debe viajar por estudios, tiene que pagar a los señores de LAN Chile y a los de Sky, 300 mil pesos por un pasaje. Y como las familias son de cinco personas, entonces, lo pedido no es un capricho.



Pero el Ejecutivo ha hecho vista gorda del problema, a pesar de que el Ministro Larroulet -se lo transmito con respeto y afecto; usted estuvo en Magallanes- diga que el Gobierno está preocupado. ¡Ni las Administraciones anteriores ni la actual han tenido la mirada de Estado necesaria! ¡Esa es la verdad!



¡Ninguno de los Gobiernos de los últimos años ha tenido una actitud, no digo generosa, sino de justicia con las Regiones. Y no solo con las extremas: ¡con todas!



Hemos hecho reformas constitucionales y aprobado proyectos de ley para incentivar aún más las quince Regiones de Chile. ¡Pero las zonas extremas no resisten más!



Me alegro, sí, de algunos avances. 



Con relación al DFL Nº 15, el Gobierno propone 2.500 millones de pesos para ser distribuidos entre tres Regiones, por la vía de proyectos concursables. Adivine, señor Presidente, dónde se hace el concurso. ¿En la Región de que se trata? No. ¡En Santiago!



Nosotros expresamos al Ejecutivo que diera a esas tres Regiones lo que se planteó originalmente: 1.500 millones de pesos para cada una, a fin de que postularan los mejores proyectos. ¡No fue posible!



No obstante, sí se logró algo importante: en diciembre del año pasado, venció la vigencia de la llamada “Ley Austral”. Y este Gobierno efectivamente la prorrogó hasta el año 2025. ¡Y eso es bueno!



Asimismo, es verdad que se bajó la línea de corte a 500 UTM. ¡Eso también es bueno, porque podrán beneficiarse las empresas más pequeñas!



Se rebajaron las exigencias relativas a metros cuadrados. ¡Ello también es verdad! 



Es el único instrumento -¡el único!- que fue mejorado. Todos los demás recibieron cero perfecciones. ¡Cero perfección! ¡Y llevan 30 años en aplicación! En ese lapso ha quedado demostrado que se necesita un perfeccionamiento legislativo para que las zonas extremas se desarrollen realmente.



La Región de Magallanes (con todas las riquezas: acuícola, gasífera, maderera, ganadera, turística, pesquera, carbonífera) es la que menos crece en comparación con el desarrollo de las otras. ¿Por qué? Lo señaló el Senador señor Horvath: problemas de conectividad. No tenemos puertos, sino un muelle. ¡La entrada a la Antártica es un muelle, señor Presidente! 



Entonces, ¿dónde está la mirada generosa del Gobierno para sostener que tiene la mayor preocupación por las Regiones apartadas? Suena bien, pero había que pasar la prueba de la blancura, lo que no ha sucedido. ¡Esa prueba no se pasó! 



No se modificó nada más allá de lo que acabo de expresar. Bien, por lo que se enmendó; pero muy mal por haberles dado la espalda a las zonas extremas.



¡Eso se hizo anteriormente y se sigue aplicando ahora!



Quiero pedir votación separada respecto de lo concerniente al ex DL Nº 889. Con gusto votaré en contra, porque no tengo cara para darles a nuestros trabajadores una explicación que no es real. En el resto de las normas nos pronunciaremos como debemos hacerlo, pues queremos el desarrollo de las Regiones. Sin embargo, no me vengan con discursos que señalan una cosa absolutamente distinta de lo que se hace.



¡En verdad no hubo voluntad para legislar en esta materia! ¡Y caramba que la peleamos! 



Abordamos un trabajo de más de un año. Constituimos una Comisión Especial de Zonas Extremas. En fin, hicimos todo lo posible -¡todo!-, con gran voluntad. Pero, a última hora, llegó al Senado este proyecto de ley, que estuvo meses en la Cámara de Diputados. Se le aplicó la urgencia de “discusión inmediata”, y debe votarse en un par de días, con el resultado que estamos conociendo.



¡Es lamentable! 



Pido perdón a las Regiones extremas de nuestro país.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, creo que este proyecto de fomento a las actividades de las zonas extremas -o, más bien, de extensión de algunos beneficios- significa un importante paso adelante, a pesar de lo que se ha escuchado aquí.



Destaco el incremento del horizonte para la actividad económica. La bonificación a la contratación de mano de obra, que se renovaba año a año, al igual que el crédito tributario a la inversión y la bonificación consignada en el decreto con fuerza de ley Nº 15 prolongan su vigencia hasta el año 2025. 



Esos instrumentos estaban orientados a favorecer a los inversionistas grandes y, de preferencia, de fuera de la Región. Ahora se propone ampliar la cobertura: podrán participar inversionistas pequeños (en lo posible, incluso, de la misma Región), quienes antes no accedían a los beneficios o accedían en escaso número, por la baja envergadura de sus actividades.



Destaco ese aumento en la cobertura. Gracias a ello, se incrementará considerablemente el número de pequeñas y medianas empresas favorecidas. 



Se bajó el piso, como lo señaló un señor Senador.



Tengo el orgullo de representar aquí a la provincia de Palena, la cual se encuentra integrada plenamente con Aysén. Por lo mismo, hemos presentado una indicación para pedir que dicha provincia sea una extensión de la Zona Franca de la Undécima Región, como hoy día lo es de la de Magallanes. Se lo planteamos al Ejecutivo. Ojalá acceda.



De hecho, la gente de Palena actualmente adquiere e intercambia mercadería con Iquique, aunque no somos plenamente extensión de esa Zona Franca.



El ser Zona Franca nos significa diversas exenciones de impuestos, lo que aquí se ha explicado en detalle.



Otro tema fundamental que afecta a las zonas extremas, regiones apartadas o fronteras interiores es el relativo a la conectividad y a la infraestructura.



Las zonas distantes tienen menos y peores caminos; menor cantidad de aeropuertos y malos puertos. En ellas el flete, el transporte, los pasajes de locomoción, valen mucho más. 



Aquí se ha descrito la realidad de Punta Arenas. En Palena la situación no es tan grave, pero creo que la energía es más cara aun que en Coyhaique o en Punta Arenas. Hicimos presente esto muchas veces, con motivo de la condena a muerte de Chaitén, en su momento, ciudad que, en parte, se está recuperando. En definitiva, en dicha provincia pagamos precios muy altos por los combustibles y la energía.



Otro aspecto importante que afecta a las zonas extremas, además de la distancia, el flete y el transporte, se refiere a la estacionalidad, como ya se indicó. La ganadería, en invierno, es cara y poco rentable. Y la temporada de verano dura poco.



Por esas razones, insisto en la solicitud que cinco Senadores hicimos al Ejecutivo: que se considere extender la Zona Franca de Aysén a la provincia de Palena. Porque hoy día esta es extensión de Magallanes.



Por último, quiero mencionar que, si Dios y el clima lo permiten, a finales de este Gobierno, casi la totalidad de la Ruta 7 estará pavimentada entre Puerto Montt y Coyhaique. 



Hoy día se está pavimentando en tres tramos importantes: de Chaica a La Arena; de Puelche a Contao y de Pichicolo a Hornopirén. Y después se avanzará en tres tramos más en la comuna de Chaitén.



Además, en la Undécima Región, también se ha trabajado en vías importantes. Ojalá a fines de este año se terminen de pavimentar cerca de 200 kilómetros. 



Todavía nos sigue penando el escaso avance que ha tenido la construcción de los últimos 64 kilómetros que quedan entre las caletas Pichanco y Gonzalo. Pero, una vez que estos trabajos se ejecuten -lo cual está programado-, el paisaje humano y económico de la provincia de Palena, y espero que el de toda la Región de Aysén, cambiará considerablemente.



Nos quedará pendiente una conexión más eficaz y expedita con la Duodécima Región.



Por ello, a pesar de que hay algunos aspectos que me parecen de menor importancia, que pueden mejorarse con el tiempo -así lo creo-, votaré muy contento a favor de esta iniciativa de ley, porque significa un gran avance.



Desde ya podemos avisarles a los inversionistas y a los propios habitantes que cuentan con un horizonte claro, de aquí al 2025, para realizar sus inversiones y proyectos. Porque antes ellos no tenían ninguna seguridad de que año a año se les prolongarían las franquicias laborales y de inversión, aspectos que ahora se resuelven ampliamente.

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación, corresponde el uso de la palabra al Senador señor Orpis.

El señor CANTERO.- ¿Se puede pedir segunda discusión, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- El proyecto se halla en discusión general y particular, aunque primero debemos votarlo en general.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, tal como se ha señalado en el curso de este debate, las zonas extremas viven realidades distintas. Y me gustaría plantear la visión que tengo respecto del norte y lo que históricamente ha ocurrido allí, con el fin de engarzar aquello con la iniciativa legal que ahora nos ocupa.



El norte es tremendamente contradictorio. Porque, por un lado, uno constata una Arica muy deteriorada, y por el otro, un Tarapacá en pleno auge.



Deberíamos plantearnos, pues, por qué se genera esa suerte de contradicción, en circunstancias de que ambas Regiones se encuentran, relativamente, en un territorio anexo.



Y la respuesta, señor Presidente, se encuentra, en parte, en la historia. Y ella se inicia con decisiones geopolíticas.



En la década de los cincuenta, Arica vivió su esplendor a través del llamado “puerto libre”, el cual fue una decisión geopolítica. Más adelante,  se toma otra decisión del mismo carácter: crear la zona franca en Iquique, y se va cerrando todo el puerto libre en Arica.



Entonces, Iquique surge; Arica se deteriora. Existen intentos posteriores para tratar de reactivar a esta última, mediante dos “leyes Arica”, que en definitiva no han dado resultados.



Señor Presidente, si uno quisiera encontrar las razones por las cuales hoy Tarapacá está viviendo un auge (pleno empleo, una de las Regiones de mayor crecimiento), tendría que concluir que aquello se debe, al final, a que se ha generado una mezcla entre las potencialidades de la Región y un instrumento como la zona franca.



No pueden entenderse las leyes de excepción, especiales, que necesitan las zonas extremas, sin que paralelamente se desarrollen las potencialidades de la Región.



El auge minero ha sido impresionante en el caso de Tarapacá. Pero, simultáneamente, en la zona franca, a pesar de la baja de aranceles y de los tratados de libre comercio, se generó un know-how en materia de comercio exterior que la ha proyectado mucho más allá de esa baja arancelaria.



Por eso se está viviendo ese ciclo virtuoso.



En síntesis, las Regiones extremas no surgen única y exclusivamente con normas de excepción si al mismo tiempo no se potencia su base productiva. Por lo tanto, debe haber un complemento entre ambos elementos.



En tal sentido, quiero profundizar en el tema de Arica con relación a la legislación que ahora se nos propone.



El actual Gobierno ha tenido la virtud de proyectar la base productiva con proyectos estratégicos, que deberán dar resultados en el mediano y largo plazos.



Una gran potencialidad de Arica es la agricultura, por su clima. Se acaba de abrir la licitación del proyecto que busca crear un nuevo valle: Pampa Concordia. Son más de mil hectáreas. Afortunadamente, hay oferentes. Y se trata de una concesión a 25 años.



El valle Concordia viene a complementar los valles de Lluta y de Azapa.



En estos días esperamos llegar a un acuerdo, para que se firme dentro de la próxima semana, respecto de otro proyecto estratégico vinculado con el desarrollo agrícola: el entubamiento del canal Azapa. Se trata de un proyecto equivalente a cuando se construyó dicha obra Azapa, a fin de aprovechar mejor los recursos hídricos.



Igualmente, dentro de la perspectiva de la base productiva, uno se pregunta por qué, teniendo un mismo territorio geográfico, una misma franja en materia mineralógica, en Tarapacá existen recursos minerales y en Arica no se ha desarrollado la minería.



Gran parte de la respuesta va por el lado de las áreas protegidas que existen allí. Pero, felizmente, ya entró en operación la primera compañía minera, Pampa Camarones, con un potencial interesante: el yacimiento Salamanqueja.



Se ha empezado, pues, a desarrollar la minería en la Región de Arica.



A ello debe sumarse la implementación de embalses, en particular el de Chironta.



Lo que acabo de señalar nos permitirá potenciar nuestra base productiva.



A continuación, señor Presidente, voy a entrar a analizar la legislación y las modificaciones que ahora nos ocupan, que son importantes.



¿Por qué?



Primero, porque se refieren a los plazos. 



El hecho de que este tipo de instrumentos deba renovarse año a año impide que ellos se incorporen en los flujos de los diversos inversionistas que se establecen en la Región. Por eso es muy valioso que el decreto ley N° 889, el crédito tributario y el DFL 15 tengan un horizonte distinto, de alrededor de 20 años.



Ese es un cambio fundamental en relación con lo que teníamos.



¿Pero cuál es el alma del proyecto, señor Presidente? Y quiero profundizar en ello, porque aquí no se ha destacado lo suficiente.



La esencia del proyecto está dada por un beneficio: el crédito tributario.



¿Y por qué lo señalo? Por dos razones.



Para que una empresa pueda acceder al crédito tributario debe obtener utilidades; si no, no habrá crédito.



¿Qué significa eso? Que, para acceder al crédito tributario en la Región, deben presentarse proyectos bien estudiados, exitosos, pues, de lo contrario, no podrá impetrarse el beneficio.



El problema del DFL 15, que establece una bonificación directa del Estado a las empresas para la materialización de inversiones en las zonas extremas, es que se otorga independiente del resultado posterior que se obtenga.



Me gustaría que tuviéramos el listado de empresas que han cerrado y que fueron beneficiarias del decreto con fuerza de ley N° 15.

El señor BIANCHI.- ¡La mayoría!

El señor ORPIS.- La inmensa mayoría. ¿Por qué? Porque presentaban los proyectos, y el Estado les entregaba los recursos independientemente del resultado obtenido.



El crédito tributario planteado es distinto. Aquí tiene que haber proyectos bien evaluados, bien estudiados, y para que reciban el crédito deben exhibir utilidades.



¿Cuál es la ventaja y la razón por la cual digo que es el alma del proyecto? Porque, a partir de las modificaciones propuestas, en la práctica, el crédito tributario se hace extensivo a la pequeña y mediana empresas.



Hasta hoy, el monto de las inversiones que da derecho a crédito tributario es de 60 millones para arriba: mil UTM. Se propone rebajarlo a la mitad, de manera que, a partir de ahora, proyectos de 20 millones de pesos puedan acceder al crédito tributario.



Al igual que el decreto ley N° 889, la ventaja de este crédito tributario es que no tiene límite. Por estar ubicada en una zona extrema, la empresa puede impetrar el beneficio.



En el caso del crédito tributario ocurrirá exactamente lo mismo: la pequeña empresa, y no solo la gran empresa, recibirá el aporte sin topes de ninguna naturaleza.



Y creo que ahí se halla la esencia del proyecto. Porque, al permitirse una cobertura mucho mayor del crédito tributario, se apunta directamente a fortalecer la base productiva, por tratarse de un crédito a la inversión. Por lo tanto, no se restringe solo a la gran empresa, sino que se extiende a las pequeñas y medianas con inversiones de 20 millones de pesos, sin límites -como ocurre con el decreto ley N° 889-, pues el beneficio, en este caso, opera de manera automática.



Insisto en que aquí está la esencia del proyecto para fortalecer la base productiva de las Regiones.



Y en relación con el debate que ha surgido respecto al decreto ley N° 889, puedo manifestar que su objetivo principal es la empleabilidad, generar empleos. Y lo segundo es la formalización de la relación laboral, porque se exige que las cotizaciones estén al día. De lo contrario, no opera. Y tal como decía el Subsecretario de Hacienda, cuando se requiere, por ejemplo, un 20 por ciento adicional al ingreso mínimo mensual para impetrarlo, se le está pidiendo demasiado a un instrumento: se le está pidiendo empleabilidad, formalización y aumento de salario. Y ese no es el objetivo.



En Arica, el 95 o 98 por ciento de la base productiva está constituido por pequeñas empresas. Entonces, exigirles que en vez de pagar 17 por ciento sobre 182 mil pesos ahora lo hagan sobre 230 mil pesos, distorsiona completamente el objetivo y, lejos de generar empleo...

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor ORPIS.- Le pido un minuto más, señor Presidente, para terminar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.

El señor ORPIS.- Muchas gracias.



Como estaba diciendo, lejos de generar empleo, lo que va a ocurrir es que se va a reducir. Y yo no puedo aprobar un “889” que, en lugar de aumentar la empleabilidad, al final termine disminuyéndola. Porque la pequeña y la mediana empresas no pueden pagar eso. E insisto en que el 95 por ciento de la base productiva de Arica se encuentra radicado en ellas.



Habrá que buscar otros instrumentos. Yo no estoy dispuesto, en una zona con serios problemas de ocupación, a sacrificar la empleabilidad. Lo primero que hay que procurar es el trabajo formal, y después, en una etapa distinta, si eso se da, mayores niveles de ingreso.



Reitero que no voy a sacrificar la empleabilidad en mi Región por una modificación que exija 230 mil pesos en vez de 182 mil para poder impetrar la bonificación.



En síntesis, señor Presidente, creo que beneficios de este tipo están muy bien orientados, pues complementan la potencialidad de una Región con su base productiva. 



Así que, señor Presidente, por los fundamentos que he entregado, votaré a favor de la iniciativa.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, voy a mencionar algunos de los aspectos positivos del presente proyecto de ley.



Principalmente, me refiero a la ampliación de la vigencia de la Ley Austral hasta el año 2025, pudiendo devengarse los créditos hasta el 2045. 



Otros son los siguientes:



Se baja el piso de las inversiones para acogerse a la normativa. 



Se mejora la liquidez al permitir la suspensión de los PPM.



Se eliminan algunos requisitos en lo que respecta a metros cuadrados instalados para poder hacer las inversiones y utilizar el beneficio.



Lo anterior resulta muy importante para Regiones como Aysén, donde el fuerte de la economía se mueve gracias al sector público y no al sector privado. Por lo tanto, fomentar, crear instrumentos para el incentivo de la inversión privada es claramente provechoso.



Respecto a la zona franca en Aysén, presenté una indicación, que fue aprobada, y le agradezco al Ejecutivo que la haya acogido. La redacción de este último establecía, básicamente, que la norma iba a regir en las zonas geográficamente aisladas que no gozaran de los beneficios del decreto con fuerza de ley N° 341. Pero en Aysén tenemos zona franca de extensión, por lo que con ese texto no hubiera podido regir allí una zona franca propiamente tal. 



Pues bien, arreglamos la indicación, el Ejecutivo la aceptó y pudimos enmendar dicho error.



Va a ser muy relevante para nuestra Región, que no tiene conectividad terrestre, poder estar exenta del impuesto a la renta, del IVA, de aranceles. Y también se recoge una demanda histórica planteada por el Movimiento Social de Aysén, en cuanto a contar con una zona franca como la que tienen Iquique, Magallanes y otras Regiones de Chile.



Hay que hacer presente, eso sí, que su administración deberá licitarse por parte de la autoridad. 



Es importante que se cumpla el compromiso de incluir los combustibles y, por supuesto, de establecer zonas remotas. Porque, ¿qué nos dice la gente de Coyhaique?: “Senador, yo no voy a ir a echar bencina a Puerto Aysén o a Puerto Chacabuco, porque en ese caso la vaina me va a salir más cara que el sable”. 



Los habitantes de Cochrane pagan un costo muy alto por el combustible. Y para qué hablar de Villa O’Higgins: 1.200 pesos por el litro de bencina. 



Por ello, es muy relevante que se faculte a la autoridad política para decretar zonas remotas, a fin de que la gente de localidades aisladas pueda disfrutar de los beneficios de la zona franca. 



No obstante, falta lo vinculado al subsidio interregional e intrarregional, que compensará el aislamiento geográfico de Aysén. Entiendo -me lo adelantaba el Subsecretario de Hacienda- que eso viene en la Ley de Presupuestos.



Es importante también el DFL N° 15. Comprendo que en Magallanes no tenga tanto impacto, pero en Aysén sí lo tiene. Con dicho instrumento se subsidia el 20 por ciento en proyectos de inversión o reinversión, especialmente de la pequeña y mediana empresas. Se bajan los pisos de ventas anuales para poder postular al beneficio. Sin embargo, lamento que este no se haya establecido como automático. En su inicio lo fue, lo mismo que el ex 889. Es decir, queríamos que en nuestras Regiones se financiara el 20 por ciento de los proyectos de inversión o de reinversión de manera automática, para no tener que ir a un concurso. 



Se van a aumentar los recursos del DFL N° 15 a 2 mil 500 millones de pesos. Este año se entregaron 750 millones en la Región de Aysén. Con todo, lo considero insuficiente.



El gran inconveniente -aquí se da el famoso “si bien es cierto (...), no es menos cierto”- se centra en el ex 889. 



Se prorroga la vigencia del subsidio a la contratación de mano de obra, de un 17 por ciento, por un monto un poco menor al salario mínimo, hasta el 2025. Pero hay un problema de inequidad que no estamos resolviendo: el costo de la vida en Aysén es 30 por ciento más alto que en el resto de Chile. El agua, la luz, cuestan el doble que en otras Regiones. El valor de la leña: altísimo. Desgraciadamente, el subsidio que se está aplicando en este ítem (fue una buena intención) debe ser modificado. Porque, ¿qué hicieron los proveedores? Subieron el precio de la leña. ¡Salió más caro el remedio que la enfermedad! Y hemos tenido que resolverlo a través de un voucher, para que la gente pueda comprar gas o comprar leña con cualquier proveedor.



Señor Presidente, una indicación de la Diputada Goic -aprobada en la otra rama del Parlamento-  establecía que se iba a otorgar el subsidio de contratación a la mano de obra a los que pagaran 20 por ciento más que el salario mínimo vigente. Se nos dijo que eso iba a crear problemas en Arica, por el alto desempleo existente allí y porque en Tacna pagan el equivalente a 100 mil pesos chilenos como sueldo mínimo. Atendimos la inquietud, y presenté una indicación para disponer que este salario regionalizado rigiera solo para Aysén y Magallanes.



¿Por qué hicimos aquello? Porque dicha propuesta no nació del Movimiento Social de Aysén, sino de la CUT y de la Multigremial de la Región, de la CUT y su equivalente en Magallanes. Fuimos a las sesiones de la Comisión Especial de Zonas Extremas en Coyhaique y Punta Arenas. Y había un acuerdo entre empleadores y trabajadores -¡un acuerdo entre empleadores y trabajadores!- histórico. 



Acá están los Senadores Bianchi y Muñoz Aburto, quienes lideraron la sesión en Punta Arenas. Y en Coyhaique estuvimos con el Senador Horvath. 



¡Estaban todos de acuerdo!



Y presenté una indicación para precisar que el salario mínimo regionalizado regiría únicamente en Aysén y Magallanes para no afectar a Arica.



Pero el Ejecutivo presentó una indicación para eliminar lo que había aprobado la Cámara de Diputados y lo que estábamos proponiendo nosotros. Y perdimos por 6 votos contra 4. Me acuerdo que los Senadores Bianchi y Muñoz Aburto me acompañaron en la votación.



Eso es muy lamentable. Porque -insisto- esto viene de antes del Movimiento Social de Aysén. Y corresponde a una propuesta del Gobierno, suscrita por los Ministros de La Moneda a fines de marzo, que permitió terminar con el conflicto. ¿Qué dicen los ayseninos ahora?: “Han pasado siete meses y no se ha cumplido el compromiso de crear un salario regionalizado”.



¿Qué aseguró el Gobierno? Que el subsidio iba a ir al trabajador. Pero hubo reclamos: se podía afectar el empleo. 



¿Qué salida se logró? Que se pagara al doble. 



¿Sabe, señor Presidente, cuánto le cuesta al Fisco financiar el subsidio a la contratación de mano de obra en la Región de Aysén? ¡5 mil 350 millones de pesos: menos de 11 millones de dólares!



Se le quieren instalar centrales hidroeléctricas; se le quiere pedir agua para suministrarla al resto de Chile -yo tengo una postura contraria-, ¿y no se está dispuesto a entregarle 11 millones de dólares para el subsidio a la mano de obra, para pagarle un 17 por ciento al empleador y al trabajador? 



Algunos dicen: “¡Es mucho!”. Pero hasta 1975 dicho subsidio era de 35 por ciento. No estamos pidiendo mucho.



Además, la propuesta que presentamos en orden a que fuera no tributable tampoco fue aceptada. Porque hoy el subsidio, como expresó el Senador Bianchi, es de 14 y no de 17 por ciento.



Aysén representa un 14 por ciento del territorio nacional. Posee una densidad poblacional de 0,9 por ciento: 108 mil kilómetros cuadrados, 98 mil habitantes.



Señor Presidente, cuando uno va a pedir pavimentación de Cerro Castillo hacia el sur, ¿sabe cuál es la pregunta que le hacen?: ¿Cuánta gente vive? Si hubiesen actuado igual en Argentina, no irían 60 mil turistas a El Chaltén todos los años, 300 mil a El Calafate; no estaría pavimentada toda la provincia de Santa Cruz. Y nosotros seguimos esperando. “No existe rentabilidad económica y social” nos dice el organismo encargado, porque hay poco flujo vehicular. Así no se hace soberanía. De esa manera no se tiene un concepto geopolítico y geoestratégico de la Patagonia de Chile.



Aysén posee la tercera reserva de agua dulce, cuenta con paisajes únicos en el mundo. Y, como decía el Senador Horvath, recibimos dos mil turistas al año en Villa O’Higgins, mientras llegan 60 mil a El Chaltén.



Señor Presidente, debe priorizarse la carretera Austral. Dependemos de un avión (300 mil pesos el valor del pasaje), de una barcaza (ojalá esté bueno el tiempo), de Argentina para conectarnos con el resto de Chile. El Jefe de Estado ha anunciado estudios para avanzar en esta materia. Bien por los estudios. Pero, perdónenme, para el puente sobre el Chacao no están los estudios, y se dice: “Acá hay 700 millones de dólares para construir el puente”. ¿Por qué no se hace lo mismo con Aysén? ¿O vamos a seguir partiendo el país en dos? ¿Por qué no conectamos Aysén con el resto de Chile por el continente?



En verdad nos hace falta una visión geoestratégica.



Por lo expuesto, votaré a favor de los beneficios, de lo positivo. Pero claramente me pronunciaré en contra -en su momento pediré votación separada del numeral 3), que modifica el artículo 2º de la ley vigente- de la indicación presentada por el Ejecutivo  (lamentablemente fue aprobada), que elimina el texto despachado por la Cámara de Diputados, donde se establecía el salario mínimo regionalizado. Nosotros intentamos reponer esto último a través de una indicación.



La gente de Aysén, la gente de la Patagonia, la gente de las zonas extremas merecen una atención permanente, no solo cuando hay erupción en el Hudson, no solo cuando se produce un movimiento social, no solo cuando se registra un maremoto en Puerto Aysén. La Patagonia de Chile también es parte de Chile. Y por eso pedimos apoyo, política de Estado.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, hemos escuchado atentamente las intervenciones de los distinguidos Senadores. Algunos han hecho presente la importancia y el valor de este proyecto de ley. En tal sentido, yo quiero ratificar el compromiso de nuestro Gobierno con las zonas extremas.



Un ejemplo de ello es que, en comparación con la situación que existía previamente, estamos produciendo un avance sustancial, ¡sustancial!, en cuanto a la legislación relativa a beneficios para las zonas extremas.



En segundo lugar, estamos llevando adelante un esfuerzo de inversión que se refleja en los planes de desarrollo de Magallanes, de Aysén; en los acuerdos que hemos alcanzado con la mesa social de Aysén; en los planes de desarrollo para Arica y Parinacota y para la zona de Tarapacá. Todo ello implica una cantidad significativa de recursos. Pero no solo eso, sino que, además, se consideran las potencialidades, las ventajas de cada una de las Regiones para ese progreso.



Y es cosa de ver las cifras, los resultados, lo que está pasando hoy en esas Regiones. Actualmente experimentan un crecimiento económico, una caída en el desempleo, una inversión en infraestructura, en conectividad, en salud, en educación que hace muchos años no se registraba. Y esa es la realidad.



Y por eso hoy, como representante del Gobierno, ratifico nuestro compromiso con las Regiones extremas, por razones estratégicas, geopolíticas. Pero, además, por el profundo compromiso social que tenemos hacia ellas.



El Ejecutivo le ha puesto a este proyecto urgencia de “discusión inmediata”. Entendemos que no se ha podido terminar su análisis, por diferentes razones. Y por eso estamos abiertos a retirar la urgencia, para que la iniciativa sea discutida y concluya su tramitación el próximo martes, si fuera posible.



Reitero que hay cientos de millones de dólares a la espera. Pero lo más importante es que detrás de esa cifra hay gente, trabajadores, familias, personas que están aguardando un puesto de trabajo de mejor nivel de calificación, con mayores remuneraciones. Por lo tanto, a ellos debemos estar atentos. Esa es nuestra preocupación como Gobierno.



Por consiguiente, pido que podamos tramitar a la brevedad -la próxima semana- este proyecto, que las Regiones extremas y sus habitantes llevan tanto tiempo esperando, para que de una vez por todas se materialice un esfuerzo de estímulo hacia esas zonas que dé los resultados que esta iniciativa plantea.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha llegado la hora de término de la presente sesión, de manera que el debate de esta iniciativa proseguirá el próximo martes.



--Queda pendiente la discusión del proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Director Ejecutivo de Televisión Nacional de Chile, para que informe en cuanto a INGRESOS ESPERADOS Y EGRESOS DE PROGRAMA “LAS ARGANDOÑA” y a PLANES Y PROYECTOS EN ÁREA EDUCATIVA Y CULTURAL PARA 2013.



De la señora ALVEAR:



A los señores Ministros de Obras Públicas, de Desarrollo Social y de Transportes y Telecomunicaciones, solicitándoles diversos antecedentes sobre CONSTRUCCIÓN DE NUEVO TRAZADO DE FUTURA AUTOPISTA VESPUCIO ORIENTE.



Del señor GARCÍA:



Al señor Secretario Regional Ministerial de Medio Ambiente de La Araucanía, pidiéndole información acerca de DENUNCIA DE EVENTUAL CONTAMINACIÓN POR INDUSTRIA MADERERA MOLCO EN PITRUFQUÉN; y al señor Director de Obras Hidráulicas de La Araucanía, a fin de que informe sobre ESTUDIO DE EVACUACIÓN DE AGUAS DE LAGO BUDI, COMUNA DE SAAVEDRA.



De los señores FREI (don Eduardo) y Larraín (don Carlos):



A los señores Ministros del Interior y de Hacienda y Subsecretario del Trabajo, a fin de que consideren PROGRAMAS PROEMPLEO Y CAPACITACIÓN A TRABAJADORES AFECTADOS POR INCENDIO, Y OTORGAMIENTO DE CRÉDITOS CORFO A EMPRESAS SINIESTRADAS, EN CIUDAD DE VALDIVIA.

)--------(



--Se levantó la sesión a las 20:1.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO
LEGISLATURA NÚMERO 360

ACTA APROBADA

SESIÓN 51ª, ORDINARIA, EN MARTES 2 DE OCTUBRE DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Economía, Fomento y Turismo, señores Cristián Larroulet y Pablo Longueira, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 48ª, ordinaria, de 11 de septiembre, 49ª, especial, y 50ª, ordinaria, ambas de 12 de septiembre, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Cuatro de S. E. el Presidente de la República: 


Con el primero, retiró, en su momento, las urgencias que había requerido para la tramitación de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11).


2.- Proyecto de ley que modifica ley N° 20.599, que regula la instalación de torres soporte de antenas emisoras (Boletín N° 8.366-15).


- Se tienen presentes dichos retiros y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con el segundo hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para el despacho de los siguientes proyectos de ley: 


1.- El que establece incentivos especiales para las zonas extremas del país (Boletín N° 8.011-05).


2.- El que modifica la ley N° 20.305, sobre condiciones de retiro de los funcionarios públicos con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, reconoce pagos y otorga beneficios (Boletín N° 8.059-13).


Con el tercero, por una parte, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11).


2.- Proyecto de ley que modifica ley N° 20.599, que regula la instalación de torres soporte de antenas emisoras (Boletín N° 8.366-15).


Por otra parte, el mismo Mensaje retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales (Boletín Nº 8.155-01).


2.- Proyecto de ley que regula el contrato de seguro (Boletín   N° 5.185-03).


3.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).


4.- Proyecto de ley sobre protección de ecosistemas marinos (Boletín N° 6.485-03).


5.- Proyecto de ley que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (Boletín N° 8.091-21).


6.- Proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletín N° 8.324-03).


7.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín Nº 8.041-04).


8.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (Boletín Nº 8.085-29).


9.- Proyecto de ley que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (Boletín        Nº 7.761-24).


10.- Proyecto de ley sobre plebiscito y consultas de carácter comunal (Boletín N° 7.308-06).


11.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


12.- Proyecto de ley que elimina el inciso cuarto del artículo 32 de la ley N° 18.556, sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral, que establece la obligación de publicar en su sitio web el padrón electoral y la nómina auditada de inhabilitados (Boletín N° 8.345-06).


13.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).


14.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


15.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


16.- Proyecto de ley que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile, en materias de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (Boletín N° 8.563-07).


17.- Proyecto de ley que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia, para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas (Boletín Nº 8.150-09).


18.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo sobre Tránsito Vecinal Fronterizo entre la República de Chile y la República Argentina”, suscrito en Buenos Aires, Argentina, el 6 de agosto de 2009 (Boletín Nº 8.154-10).


19.- Proyecto de ley que adecua el decreto con fuerza de ley    N° 1, de Salud, de 2005, a la ley N° 20.575, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales (Boletín 8.222-11).


20.- Proyecto de ley que establece penas para la fabricación, tenencia, transporte, comercialización y utilización del “hilo curado” (Boletín Nº 8.579-25).


21.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).


22.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (Boletine N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


23.- Proyecto de ley que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural, modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las Direcciones de Obras Municipales (Boletín Nº 8.139-14).


24.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


25.- Proyecto de ley que incorpora en el artículo 78 de la ley   N° 18.290, de Tránsito, requisitos para el uso de chaleco reflectante (Boletín N° 8.348-15).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley, modificatorio de la ley Nº 18.700, que tipifica como delitos la entrega de regalos y dádivas por parte de los candidatos a elección popular y la emisión del sufragio por dinero u otra dádiva (Boletín N° 8.531-06).


2.- Proyecto de ley que aumenta la penalidad de las lesiones causadas a periodistas en el ejercicio de sus funciones (Boletín N° 7.326-07).


3.- Proyecto de ley que modifica diversos artículos de la ley N°19.327, de Violencia en los Estadios (Boletines N°s 5.877-07, 6.205-25, 7.251-07, 7.509-07, 7.718-25, 7.600-25, 7.721-25, 6.055-25, 6.175-25, 6.210-25, 7.229-07, 7.603-25 y 7.741-25, refundidos).


4.- Proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (Boletín N° 8.201-09).


También, este Mensaje hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que regula la carretera eléctrica (Boletín N° 8.566-08). 


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional, durante los días 1 y 2 del mes en curso, lapso en el que acudirá en visita oficial a la República del Perú, para asistir a la III Cumbre de Jefes de Estado y Gobierno de América del Sur y los Países Árabes (ASPA).


Informa, además, que durante su ausencia lo subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.


- Se toma conocimiento.


Seis de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, remite el Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público del año 2013 (Boletín N° 8.575-05).


Asimismo, para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que dicho Mensaje fue recibido, en esa Corporación, el día 30 de septiembre del año en curso.


- Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Con el segundo, comunica que prestó su aprobación a las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley     N° 20.027 (Boletín Nº 7.898-04).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Con los tres siguientes, informa que dio su aprobación a los siguientes proyectos de ley:


1.- El que establece penas para la fabricación, tenencia, transporte, comercialización y utilización del “hilo curado” (Boletín Nº 8.579-25).


- Pasa a la Comisión de Salud.


2.- El que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (Boletines N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


3.- El que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley   N° 20.251 (Boletín Nº 7.818-14).


- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


Con el último, da a conocer la conformidad de S. E. el Presidente de la República, compartida por esa Honorable Cámara, con la solicitud de archivo, planteada por esta Corporación, respecto del proyecto de ley que modifica causal de término de funciones de los trabajadores de la atención primaria de salud (Boletín N° 2.840-11).


- Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de la resolución recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 207, letra b), de la ley N° 18.290, de Tránsito, y 39 y 40 de la ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.


- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Envía copia autorizada de las sentencias dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:


1. Artículo 53, inciso tercero y quinto, parte última, del Código Tributario, contenido en el decreto ley Nº 830, de 1974 y sus modificaciones, y


2. Artículo 5°, inciso segundo, de la ley N° 20.285, de 2008, sobre Acceso a la Información Pública, en la parte que señala.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Adjunta informe que responde petición efectuada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, para continuar operaciones de búsqueda de los funcionarios de la Dirección de Aguas desaparecidos en el Río Huemules, Región de Aysén.

Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia (S)


Responde consulta, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, sobre la circular N° 9, de 2012, del Director del Servicio de Impuestos Internos, en materia de tributación de iglesias y entidades religiosas con personalidad jurídica, y su consistencia con los 30 compromisos suscritos por S. E. el Presidente de la República con las iglesias evangélicas y protestantes, durante su campaña presidencial.

Del señor Ministro de Justicia


Da respuesta a petición de antecedentes, remitida en nombre de los Honorables Senadores señores Horvath y Chahuán, respecto de la situación de la señora María Elena Andonie Araque y sus hijas adoptivas.


Comunica que se requirió al señor Director Nacional del Servicio Médico Legal que informe sobre solicitud, remitida en nombre del Honorable Senador señor Coloma, relativa a necesidad de un médico legista en la provincia de Curicó. 

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Adjunta respuesta del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social a la consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, sobre número de solicitudes acogidas en materias de Bono por Hijo y Bono Bodas de Oro, en la Región de Los Lagos.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Envía respuesta a consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre opción habitacional para las familias del sector Aurora de Chile que serán erradicadas debido a la construcción del nuevo Puente Chacabuco, en la comuna de Concepción.

Del señor Ministro de Salud


Da respuesta a solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, acerca del estado de avance de los proyectos de esa Secretaría de Estado en las diversas comunas de la Región de Los Lagos.


Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Bianchi, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio y Zaldívar, con el que se solicita corregir la exclusión de la modalidad de libre elección del Fondo Nacional de Salud, que afecta a los adultos mayores (Boletín N° S 1.484-12).

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Adjunta respuesta a solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la operación del Fondo Solidario de Elección de Vivienda en las labores de reconstrucción, a raíz del terremoto de febrero de 2010.


Remite respuesta del señor Director (S) del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Los Lagos, referente a consulta, hecha en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, sobre factibilidad de proyecto de evacuación de aguas lluvias, desde el sector del Liceo de Caremalpu, hacia el mar, en la comuna de Maullín.

Del señor Ministro de Agricultura


Comunica la actualización en el sitio web del Servicio Agrícola y Ganadero de los antecedentes sobre ubicación de las siembras con transgénicos desglosada por comunas, materia consultada, en su oportunidad, en nombre del Honorable Senador señor Letelier. 

Del señor Ministro de Minería


Remite informe que atiende petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor Escalona, para que esa Secretaría de Estado resguarde la sustentabilidad del proceso de explotación de la turbera en la provincia de Chiloé.

Del señor Comandante en Jefe del Ejército


Da contestación a solicitud de antecedentes, requerida en nombre del Honorable Senador señor Navarro sobre diversos aspectos del funcionamiento y costos del sistema de salud de los pensionados de dicha institución castrense.

De la señora Subsecretaria de Obras Públicas


Remite respuesta del señor Director General de Aguas (S) a solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre uso de los derechos de aguas, por actividades productivas y por regiones, y en el caso de la Región de Atacama, desglosándolo por cuencas y subcuencas. 

Del señor Secretario General de Carabineros de Chile


Da respuesta a petición, enviada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, para que se revise la dotación de la Tenencia “Puerto Cisnes” y de las otras comunas de la Región de Aysén.

Del señor Gerente General de la Empresa Nacional del Petróleo


Informa, en atención a solicitud cursada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, las reservas probadas de petróleo, condensado y gas, en la Región de Magallanes y la Antártica Chilena.

Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental


Contesta solicitud de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre existencia de permiso ambiental u otra resolución que autorice la disposición de las cenizas que genera la Central Termoeléctrica Bocamina, en la comuna de Coronel.

Del señor Intendente de Regulación, Superintendencia de Pensiones


Atiende solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativa a vicisitudes que han afectado el monto de la jubilación de doña Nora Huircalaf Gajardo, ex imponente de la Caja Nacional de Empleados Públicos.

Del señor Alcalde de la I. Municipalidad de Valparaíso


Remite antecedentes técnicos y administrativos que fundamentan la solicitud de que se gestione la incorporación de recursos presupuestarios para financiar los gastos de operación y mantención del Museo de Bellas Artes Pascual Baburizza, de esa comuna. 

Del Concejo Municipal de la I. Municipalidad de Talcahuano


Expone petición de integrantes de esa Corporación para que se respalde, en el marco del debate presupuestario, la entrega de los recursos necesarios para concluir la reconstrucción de Asmar Talcahuano y la construcción de un tercer dique en dicho astillero.  

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Contesta petición de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre los gastos realizados por esa Secretaría de Estado en publicidad o difusión, durante los años 2010, 2011 y 2012.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre interés máximo convencional (Boletines N°s 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).


Informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adecua el decreto con fuerza de ley     N° 1, de Salud, de 2005, a la ley N° 20.575, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales (Boletín 8.222-11) (con urgencia calificada de “suma”).


Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución N° 2391 (XXIII), el 26 de noviembre de 1968 (Boletín N° 1.265-10).


- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Horvath y Chahuán, con la que inician un proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura con el objeto de prohibir el uso de alambres en los palangres en la pesca de pez espada (Boletín N° 8.597-03).


- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores y el Código Aeronáutico, con el fin de someter la sobreventa de pasajes en los vuelos a los procedimientos de la ley N° 19.496 (Boletín N° 8.602-03).


- Pasa a la Comisión de Economía.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Chahuán y Lagos, con el que piden a S. E. el Presidente de la República el envío de una iniciativa de ley que autorice la aplicación de tributos de clara identificación local a la recuperación patrimonial y el desarrollo integral de la ciudad de Valparaíso, incluida en el listado de sitios que forman parte del “Patrimonio Cultural de la Humanidad” (Boletín Nº S 1.515-12).


Dos del Honorable Senador señor Chahuán, con los que propone dirigir sendas peticiones a las autoridades que se señalan a continuación:


1.- A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, con el objeto de pedir que adopte las resoluciones conducentes para el reconocimiento de los beneficiarios del Programa de Inversión en la Comunidad, que se encuentren contratados por las municipalidades ejecutoras, como trabajadores para todos los efectos legales (Boletín Nº S 1.516-12).


2.- Al señor Ministro de Salud, referente a la derogación de la norma que obliga a los médicos especialistas, que se inscriban como tales en el Arancel del Fondo Nacional de Salud, a contar con una antigüedad de once años en el ejercicio de su profesión (Boletín Nº S 1.517-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Girardi, para ausentarse del territorio de la República, a contar del día 29 de septiembre pasado.


- Se accede a lo solicitado.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Dejar sin efecto la sesión especial citada para mañana, 3 de octubre, con el objeto de "analizar los peligros y riesgos sísmicos a que está expuesto nuestro país, en especial a propósito de la llamada Falla de San Ramón ubicada en la Región Metropolitana".


2) Fijar un nuevo plazo para formular indicaciones a los siguientes proyectos de ley:


- El que modifica la ley sobre donaciones con fines culturales contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (Boletín N° 7.761-24), hasta las 12:00 horas del lunes 8 de octubre, en la Secretaría de la Comisión de Hacienda. 


- El que sanciona la comercialización del “hilo curado” (Boletín N° 8.576-11), hasta las 13 horas del lunes 8 de octubre, en la Secretaría de la Comisión de Salud.


- El que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19), hasta el lunes 8 de octubre a las 12:00 horas, en la Secretaría de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas.


- El relativo a la protección de ecosistemas marinos (Boletín   N° 6.485-03), hasta el miércoles 3 de octubre a las 12:00 horas en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.

- - -


A continuación, el señor Presidente solicita a la Sala y al público en las tribunas, guardar un minuto de silencio por la memoria del funcionario del Senado, don Patricio Acevedo Muñoz, fallecido ayer.


La Sala guarda un minuto de silencio.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

CONMEMORACIÓN DEL “DÍA INTERNACIONAL DE LA NO VIOLENCIA”.


Enseguida, el señor Presidente señala que los Comités acordaron, unánimemente, conmemorar el “Día Internacional de la No Violencia”.


Agrega que, con dicho propósito, se suscribirá por parte de los Honorables Senadores la Carta para un mundo sin violencia. En el documento se reafirma el compromiso con la Declaración Universal de los Derechos Humanos.


Luego, los Honorables Senadores presentes suscriben la Carta, cuyo texto final se contiene en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado y, finalmente, el señor Presidente agradece a la organización Mundo sin Violencia, por impulsar este compromiso y saluda a los jóvenes que se encuentran en las tribunas.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide y de los ex Senadores señores Arancibia y Ominami, en primer trámite constitucional, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos, con segundo informe de la Comisión de Salud e

informe de la Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse, en segunda discusión en particular, de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto que tiene el Boletín N° 6.499-11 y urgencia “suma”.


Recuerda que este proyecto fue aprobado en general en sesión del 1° de junio del 2011, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la Comisión de Hacienda.


Asimismo, señala que la Comisión de Salud deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones y de que efectuó una serie de enmiendas al texto aprobado en general, las que aprobó por unanimidad, con excepción de cuatro de ellas, que serán puestas en discusión y votación oportunamente.


La Comisión de Hacienda, por su parte, realizó diversas enmiendas al texto despachado por la Comisión de Salud, aprobándolas todas ellas por la unanimidad de sus miembros presentes.


Resalta que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respectiva o existan indicaciones renovadas. De estas enmiendas unánimes, las recaídas en los artículos 20, 25, inciso segundo, 28 y 30 son normas de rango orgánico constitucional. 

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación las enmiendas unánimes, las que son aprobadas por 24 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 20, 25, inciso segundo, 28 y 30 del proyecto.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable, el Honorable Senador señor Novoa.

- - -


Enseguida, y con la misma votación anterior, la Sala aprueba en particular el artículo 31 del proyecto.

- - -


Posteriormente, el señor Secretario General señala que la Comisión de Salud propone reemplazar el nombre del proyecto para que tenga mayor relación con su contenido y, para ello, sugirió que se denominara “proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía”.


El señor Presidente pone en votación dicha propuesta, la que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Luego, se consideran las enmiendas aprobadas por mayoría en la Comisión de Salud.


En primer término, se vota la relativa al artículo 4°, que es aprobada por la unanimidad de los 24 Senadores presentes, de un total de 37 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del inciso tercero de aquella norma.

- - -


En segundo lugar, se pone en votación la enmienda relativa al artículo 5°, que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Seguidamente, se pone en votación la enmienda relativa al artículo 6° del proyecto, que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Finalmente, el señor Presidente pone en votación la enmienda relativa al artículo 21, la que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

Objeto y Definiciones


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer normas destinadas a:


1) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía.


2) Proteger la salud pública, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía, a fin de evitar un impacto negativo en la salud de las personas.


3) Proteger la salud animal y promover su bienestar mediante la tenencia responsable.


4) Determinar las obligaciones y derechos de los responsables de mascotas o animales de compañía.


Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Mascotas o animales de compañía: aquellos animales domésticos o domesticados, cualquiera sea su especie, que sean mantenidos por las personas para fines de recreación, compañía o seguridad. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales. 


2) Animal abandonado: toda mascota o animal de compañía que se encuentre sin la vigilancia de la persona responsable de él o que deambule suelto, sin dispositivos externos o internos que permitan su identificación.


3) Animal potencialmente peligroso: todo animal que ha sido calificado como tal por la autoridad competente, de acuerdo a los criterios y los parámetros establecidos en el artículo 4° y de conformidad al procedimiento que fije el reglamento correspondiente.


4) Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía: conjunto de obligaciones que contrae una persona cuando decide mantener una mascota o animal de compañía y que consisten, entre otras, en registrarlo ante la autoridad competente cuando corresponda, proporcionarle alimento, albergue y buen trato, brindarle los cuidados veterinarios indispensables para su bienestar y no someterlo a sufrimientos a lo largo de su vida.


La tenencia responsable comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean aplicables, así como a las reglas sobre responsabilidad a que están sujetas las personas que incurran en infracción de ellas, y la obligación de adoptar todas las medidas necesarias para evitar que la mascota o animal de compañía pueda causar daños a la persona o propiedad de otro.

TÍTULO II

De las atribuciones de los órganos de la Administración del Estado para el fomento de la tenencia responsable de las mascotas o animales de compañía


Artículo 3°.- Los órganos de la Administración del Estado, y en especial la autoridad municipal, en ejercicio de sus respectivas atribuciones, promoverán la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en concordancia con lo establecido en el artículo 2° de la ley    N° 20.380, sobre protección de animales, a fin de asegurar el bienestar del animal y de su dueño, y así evitar eventuales daños causados por los animales. 


Artículo 4°.- Mediante un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública se establecerá la forma y condiciones en que se aplicarán las normas sobre tenencia responsable respecto de aquellos animales de la especie canina calificados como potencialmente peligrosos en conformidad a esta ley.


El reglamento señalado en el inciso precedente calificará como potencialmente peligrosos a ejemplares de la especie canina que: 


a) Pertenezcan a ciertas razas, y sus cruces o híbridos, o


b) Por sus características físicas, tales como su tamaño o potencia de mandíbula, o por episodios anteriores de agresión o por su carácter agresivo, puedan causar lesiones leves a personas o daños de consideración a otros animales de su misma especie. Todo ello basado en la información científica disponible y en la evaluación de expertos en conducta animal.


Asimismo, el juez competente podrá calificar como potencialmente peligroso a aquel ejemplar de la especie canina que haya causado lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma especie.


El responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso conforme a lo dispuesto en este artículo deberá adoptar las medidas especiales de seguridad y protección que determine el reglamento respecto del ejemplar, tales como la circulación de éste con bozal o arnés, la esterilización del mismo, la restricción a la circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes públicos y la prohibición de dejarlo al cuidado de menores de 18 años de edad.


El reglamento fijará condiciones de tenencia especiales, tales como prohibición de adiestramiento para la agresión; obligación de mantener a los animales en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a sus características fisiológicas y etológicas; contar con un seguro de responsabilidad civil, y esterilización obligatoria, en su caso. De ser necesario, se podrá exigir evaluaciones sicológicas de los dueños de dichos animales, por parte de un médico siquiatra, para establecer si sufren alguna patología siquiátrica grave, a fin de determinar si en la especie la tenencia representa un riesgo para la seguridad de las personas o para el bienestar de los animales.


El animal que sea calificado como potencialmente peligroso será considerado animal fiero, para todos los efectos legales.


Artículo 5°.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía en el territorio comunal, la que deberá ajustarse a la normativa legal que regula la materia y al reglamento que se dicte a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


Sin perjuicio de lo anterior, las ordenanzas municipales no podrán permitir la utilización de métodos que admitan el sacrificio de animales como sistema de control de la población animal.

TÍTULO III

De la responsabilidad en la tenencia de mascotas o animales de compañía


Artículo 6°.- Será responsable de las mascotas o animales de compañía su dueño o poseedor. Sin perjuicio de lo anterior, quien tenga un animal bajo su cuidado responderá como fiador de los daños producidos por éste, en los términos establecidos en el Título XXXVI del Libro Cuarto del Código Civil. 


El responsable de una mascota o animal de compañía estará obligado a la adecuada identificación del mismo y de su dueño y a su inscripción en el registro respectivo, cuando corresponda; como, asimismo, a su alimentación, manejo sanitario, especialmente a la recolección y eliminación de heces, y al cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.


Será obligación del responsable de una mascota o animal de compañía mantenerlo en su domicilio, residencia o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá cumplir en todo momento con las condiciones de higiene y seguridad que fije un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud, que deberá sujetarse a las disposiciones pertinentes del Código Sanitario.


Artículo 7°.- Se prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía el adiestramiento dirigido a incentivar la agresividad del animal.


La organización, promoción o difusión de espectáculos, competencias o desafíos que involucren peleas de animales serán castigadas de acuerdo al artículo 291 bis del Código Penal.


Artículo 8°.- El abandono de animales en bienes públicos, parques, plazas y en sitios eriazos o baldíos será sancionado con la multa establecida en el artículo 23.


Las municipalidades retirarán de los lugares mencionados en el inciso anterior a todo animal abandonado y lo entregarán a alguna de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona que asuma su tenencia responsable.


Artículo 9°.- Todo responsable de un animal en los términos de esta ley deberá responder civilmente de los daños causados por éste, conforme lo establecen los artículos 2.326 y 2.327 del Código Civil, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda.


Artículo 10.- En los eventos en que participen o se exhiban mascotas o animales de compañía, el organizador será solidariamente responsable de las lesiones o daños que pudieren ocasionar los animales en las personas, la propiedad o el medio ambiente.


Artículo 11.- Se prohíbe todo acto o convención que tenga por objeto la transferencia o la entrega a cualquier título de un animal perteneciente a una especie protegida o en peligro de extinción. Asimismo, se prohíbe la venta ambulante de toda clase de animales.

TÍTULO IV

De los Registros


Artículo 12.- Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública mantener y administrar:


1°. Un registro de animales potencialmente peligrosos de la especie canina.


2°. Un registro de organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de animales.


3°. Un registro de criadores y vendedores de razas consideradas potencialmente peligrosas.


Para estos efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá licitar la elaboración, administración y mantención de los registros recién señalados. 

§ 1. Del Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la Especie Canina


Artículo 13.- Los dueños de mascotas o animales de compañía de la especie canina que sean calificados como potencialmente peligrosos de conformidad a lo dispuesto por esta ley deberán inscribirlos en el Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la Especie Canina, en la forma y plazos que fije el reglamento establecido en el artículo 4°.


Artículo 14.- El Registro señalado en el artículo precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del animal.


2. El nombre del animal, género, especie, color y raza animal, si la tuviere.


3. El número que se asigna al animal para su debida identificación.


El Registro contemplará un sistema de identificación único, estandarizado e incorporado al animal de manera inseparable. Dicho sistema podrá incluir el uso de dispositivos externos, la implantación o aplicación de un microchip o mecanismo interno y otras medidas que permitan la identificación del animal.

§ 2. Del Registro Nacional de Organizaciones No Gubernamentales Promotoras de la Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía


Artículo 15.- Las organizaciones no gubernamentales con personalidad jurídica cuyo objeto principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas podrán postular a recursos fiscales concursables que se dispongan para fines de seguridad u orden público.


Para estos efectos, las instituciones señaladas en el inciso precedente deberán inscribirse en el Registro Nacional de Organizaciones No Gubernamentales Promotoras de la Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía, en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.


El Registro señalado en el inciso anterior contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. Nombre completo, rol único tributario y domicilio de la entidad.


2. Nombre completo, cédula de identidad y domicilio de su representante legal.


3. Indicación de la ubicación y capacidad de cada uno de los recintos o lugares destinados a la mantención de mascotas que se encuentren bajo la dependencia o cuidado de la respectiva entidad, si correspondiere.


4. Las demás que determine el reglamento respectivo.


Artículo 16.- En el caso de que se modificare cualquiera de las menciones señaladas en el artículo precedente, corresponderá al representante legal de la organización informar el nuevo antecedente a la entidad encargada del Registro Nacional de Organizaciones No Gubernamentales Promotoras de la Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía, en un plazo no superior a treinta días.

§ 3. Del Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas


Artículo 17.- Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina que pertenezcan a razas calificadas como potencialmente peligrosas, o de cruces o híbridos de ellas, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas, en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.


Además, corresponderá a los dueños de criaderos y a los vendedores de mascotas o animales de compañía calificados como potencialmente peligrosos esterilizarlos antes de su transferencia o entrega a cualquier título, a menos que el adquirente o receptor sea otro criadero que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional, el que podrá destinarlos a la reproducción.


Artículo 18.- El Registro indicado en el artículo precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del criadero o del representante legal de la persona jurídica propietaria del establecimiento. En este último caso, además, se deberá indicar el nombre o razón social, rol único tributario y domicilio de la entidad propietaria.


2. La indicación de las razas de canes potencialmente peligrosos, o los cruces o híbridos derivados de las mismas, que el criadero reproduzca.


3. Las demás que determine el reglamento.


Artículo 19.- Los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía tendrán la obligación de llevar un registro en que consten los datos que determine el reglamento, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales. 


Corresponderá al vendedor entregar los animales esterilizados, a menos que el adquirente o receptor sea otro criador que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas, el que podrá destinarlos a la reproducción. Además, el vendedor deberá asegurar que los animales cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie de que se trate.


Se deberá entregar por escrito al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.

TÍTULO V

Del Consejo Nacional de Protección Animal y la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal


Artículo 20.- Créase el Consejo Nacional de Protección Animal, en adelante el Consejo, como instancia multisectorial responsable de la elaboración de la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal, teniendo en consideración lo dispuesto en la ley N° 20.380, sobre protección de animales.


El Consejo estará integrado por:


a) El Subsecretario del Interior, quien lo presidirá.


b) Un Subsecretario del Ministerio de Salud.


c) El Subsecretario de Educación.


d) El Subsecretario de Agricultura.


e) El Subsecretario de Hacienda.


Las modalidades de operación y el funcionamiento del Consejo Nacional de Protección Animal serán establecidos por un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito también por los Ministros de las otras Secretarías de Estado que componen el Consejo.


Artículo 21.- La Estrategia Nacional de Protección de Población Animal, en adelante la Estrategia Nacional o la Estrategia, establecerá los lineamientos de política pública en materia de control y protección de la población animal, especialmente canina, teniendo en consideración lo señalado en esta ley y en la ley N° 20.380, sobre protección de animales. Dicha Estrategia Nacional deberá considerar, a lo menos, el desarrollo de lo siguiente:


1°. Campañas de educación en tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, para toda la población.


2°. Herramientas que permitan y faciliten a la población una adecuada tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.


3°. Programas para fomentar el cuidado de la salud animal y el control sanitario de mascotas o animales de compañía, y para prevenir su abandono e incentivar la adopción de los mismos.


4°. Programas de esterilización masiva y obligatoria de mascotas o animales de compañía.


5°. Sistemas de registro e identificación de mascotas o animales de compañía.


6°. Mecanismos para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de mascotas o animales de compañía. 


7°. Asociaciones estratégicas con organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, con el objeto de generar asociatividad y colaboración para el diseño e implementación de las distintas materias vinculadas con la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.


Dentro de los treinta días siguientes a la dictación del acto administrativo que establezca la Estrategia Nacional, los Subsecretarios del Interior y el de Salud respectivo deberán presentarla ante la Comisión permanente de la Cámara de Diputados que dicha Corporación acuerde en sesión de Sala.


La Estrategia Nacional se revisará cada cinco años, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para modificarla o actualizarla en cualquier momento y de las proposiciones que en tal sentido formulen los Ministerios responsables. 


Las modificaciones o actualizaciones que se realicen a la Estrategia Nacional deberán ser informadas a la Comisión permanente de la Cámara de Diputados ante la que se presentó la original, dentro del plazo de treinta días, contado desde su aprobación. 

TÍTULO VI

De las infracciones y sanciones


Artículo 22.- El incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 13 será sancionado con una multa de hasta quince unidades tributarias mensuales.


Artículo 23.- El dueño o poseedor de un animal potencialmente peligroso que incumpliere las obligaciones que se le hayan impuesto conforme al artículo 4° será sancionado con una multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.


Artículo 24.- El criadero o el vendedor de mascotas o animales de compañía potencialmente peligrosos que incumpliere las obligaciones establecidas en la presente ley y sus reglamentos será sancionado con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, será sancionado con el doble de la multa. 


Si el criadero incurriere por tercera vez en la misma conducta, se le impondrá una multa de treinta a noventa unidades tributarias mensuales y la autoridad fiscalizadora procederá a clausurarlo.


Artículo 25.- Toda otra contravención a esta ley se sancionará con multa de una a treinta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 291 bis y 491, inciso segundo, del Código Penal.


En caso de reincidencia en las infracciones establecidas en este Título, salvo las contenidas en el artículo anterior, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y determinar su destino. Las entidades inscritas en el registro establecido en el artículo 15 podrán recibir a los animales decomisados hasta encontrar un nuevo tenedor. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios del animal.


Artículo 26.- Las multas que se recauden por aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva.


Artículo 27.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de sus reglamentos corresponderá a las municipalidades, y a la autoridad sanitaria en las materias de su competencia, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.


Las infracciones al Código Sanitario y sus normas complementarias serán sancionadas de acuerdo con lo establecido en el artículo 174 de dicho Código.


Artículo 28.- El juez competente en materia penal deberá autorizar la incautación de los perros declarados potencialmente peligrosos que hayan causado lesiones graves o la muerte de una persona, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales del dueño, poseedor o cuidador del animal. El perro incautado será puesto a disposición de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, las que se harán cargo de él para efectos de que sea rehabilitado, si fuere posible, y para sanitizarlo, esterilizarlo y, si finalmente se decreta su comiso, reubicarlo en un hogar apto, previo examen de expertos, de forma que no constituya un peligro para las personas. Los costos derivados de la resolución judicial serán de cargo del dueño o poseedor del animal.


No se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior al ejemplar canino que diere muerte o causare lesiones graves al que se encontrare en la situación prevista y sancionada por el artículo 144 del Código Penal, así como al que se introdujere a un domicilio, residencia o morada sin autorización de los moradores ni justificación alguna o con el propósito de cometer delito.

TÍTULO VII

Disposiciones Generales


Artículo 29.- La autoridad competente y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, o con otros organismos públicos o privados, para el cumplimiento de las disposiciones de esta ley.


Artículo 30.- Los jueces de policía local serán competentes para conocer de las infracciones de que trata esta ley, de conformidad con las normas de la ley N° 18.287, quedando facultados para disponer todas las medidas que estimen pertinentes, de acuerdo a sus atribuciones, a fin de asegurar el bienestar de las personas y del animal.


Artículo 31.- Toda persona que sea amenazada o perturbada en su vida, su salud o su integridad por acción de un animal de los que trata esta ley podrá denunciar el hecho, sin mayor formalidad, ante el juez de policía local competente, a fin de que éste, en el más breve plazo, adopte las medidas que estime necesarias para eliminar dicha amenaza o perturbación.


El juez podrá decretar la inspección personal del tribunal o requerir de la autoridad sanitaria, profesionales u organismos que estime pertinentes, los informes que sean necesarios para determinar las medidas a adoptar en relación con la mascota o animal de compañía.


Artículo 32.- Las disposiciones contenidas en esta ley se aplicarán supletoriamente, en especial respecto de lo dispuesto en la ley         N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura; la ley N° 18.755, sobre el Servicio Agrícola y Ganadero; la ley N° 19.473, sobre Caza; la ley N° 19.162 que establece sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos; el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, del Ministerio de Hacienda, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y sus normas complementarias; la ley N° 20.380, sobre protección de animales, y otras leyes especiales.


Artículo 33.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


a) Agréganse, en el artículo 291 bis, los siguientes incisos segundo y tercero: 


“Se impondrá, además, la pena accesoria de prohibición absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, al que sea condenado por el delito sancionado en el inciso anterior y al que infrinja lo dispuesto en el artículo 7° de la ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos. Esta pena accesoria no podrá ser sustituida ni rebajada y se aplicará en todo caso.


Podrán querellarse en los procesos por los delitos de este artículo las organizaciones con personalidad jurídica que tengan por finalidad la protección de los animales y que se hallen inscritas en el Registro a que se refiere el artículo 15 de la ley indicada en el inciso precedente.”.


b) Incorpórase, en el número 18 del artículo 494, la siguiente oración final: “En el caso de los animales de la especie canina considerados potencialmente peligrosos, se aplicará lo dispuesto por la legislación especial sobre la materia.”.


Artículo 34.- Agrégase, en el artículo 13 de la ley N° 20.380, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“Además de las sanciones señaladas en el inciso precedente, podrá imponerse la clausura temporal del establecimiento hasta por tres meses. En caso de reincidencia en alguna de esas conductas, procederá la clausura definitiva.”.


Artículo 35.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público y, en los años siguientes, con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.

Disposiciones Transitorias


Artículo primero.- Los reglamentos contemplados en la presente ley deberán ser dictados dentro del plazo de ciento ochenta días, contado desde su publicación.


Artículo segundo.- Los registros señalados en el artículo 12 deberán estar disponibles para su utilización por los usuarios en el plazo de noventa días, contado desde la fecha de entrada en vigencia de los reglamentos respectivos.


Las personas naturales y jurídicas que deban inscribirse en ellos deberán hacerlo en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha en que los registros se encuentren disponibles para su utilización.


Artículo tercero.- Las municipalidades, dentro del plazo de sesenta días contado desde la publicación del reglamento establecido en el artículo 4°, deberán dictar la ordenanza municipal contemplada en el artículo 5°. 


Aquellas municipalidades que a la fecha de publicación de esta ley ya hubieren dictado ordenanzas referidas a esta materia deberán adaptarlas al reglamento, dentro del mismo plazo contemplado en el inciso precedente.”.

____________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica ley Nº 20.599, que regula la instalación de torres soporte de antenas emisoras, con segundo informe de la Comisión de Transportes y

Telecomunicaciones


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.366-15 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 29 de agosto de este año y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 1º del proyecto no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conserva el mismo texto aprobado en general. Esta disposición debe darse por aprobada, salvo que algún Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobado el referido precepto.

- - -


Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones efectuó enmiendas al proyecto aprobado en general, las que fueron acogidas por la unanimidad de sus miembros presentes.


Cabe recordar que estas enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador solicite su discusión y votación o existan indicaciones renovadas.


Hace presente que el literal c) del artículo 2° del proyecto es de rango orgánico constitucional.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

ARTÍCULO 2º


Intercalar, como letra a), nueva, la siguiente:


“a) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 7° de la ley    N° 18.168:


“Además le corresponderá controlar y supervigilar el funcionamiento de los servicios públicos de telecomunicaciones y la protección de los derechos del usuario, sin perjuicio de las acciones judiciales y administrativas a que éstos tengan derecho.”.”.

Letra a)


Pasa a ser letra b), sin enmiendas.

Letra b)


Pasa a ser letra c), sin modificaciones.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación la modificación consistente en incorporar una letra a), nueva, al artículo 2°, la que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Seguidamente, pone en votación la letra b) (que pasa a ser c)), del artículo 2°, que es aprobada por 23 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Quintana.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Reemplázase, en el inciso duodécimo del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.599, la palabra "sexto" por "noveno".


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


a) Agrégase, en el artículo 7°, el siguiente inciso final:


“Además le corresponderá controlar y supervigilar el funcionamiento de los servicios públicos de telecomunicaciones y la protección de los derechos del usuario, sin perjuicio de las acciones judiciales y administrativas a que éstos tengan derecho.”.


b) Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 15 el guarismo "10", la primera vez que aparece, por "30".


c) Agréganse los siguientes incisos sexto y séptimo al artículo 19 bis, pasando los actuales incisos sexto, séptimo y octavo a ser octavo, noveno y décimo, respectivamente:


"En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto a que deben ascender los pagos por la colocalización, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Para los efectos del fallo, el árbitro considerará que el concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres, todo ello calculado según la tasa de descuento correspondiente.  Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación.”.”.

_________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la República de Honduras sobre Reciprocidad en el Libre Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares, suscrito en Santiago de Chile el 15 de noviembre de 2011, con informe de la

Comisión de Relaciones Exteriores


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 8.238-10.


Agrega que el objetivo principal de la iniciativa es facilitar la contratación de los familiares dependientes del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de las misiones diplomáticas y consulares en el Estado receptor.


Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto de acuerdo, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo, que se aprueba, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Honduras sobre Reciprocidad en el Libre Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares”, suscrito en Santiago, Chile, el 15 de noviembre de 2011.”. 

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

TIEMPO DE VOTACIONES


La Sala acuerda incluir en la Tabla de esta sesión, el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Chahuán, Gómez y Lagos, con el objeto de pedir a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social que adopte las resoluciones conducentes para el reconocimiento de los beneficiarios del Programa de Inversión en la Comunidad, que se encuentren contratados por las municipalidades ejecutoras, como trabajadores para todos los efectos legales (Boletín Nº S 1.516-12).

- - -

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Allende y señores Bianchi, Gómez y Orpis, para requerir a S.E. el Presidente de la República la eliminación del arancel aduanero a la

importación de crudos


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.495-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que Chile es un país que importa más del 95% del combustible que consume, por lo que su precio y la volatilidad del mismo impacta en la actividad económica;

2. Que entre los diversos factores que se aplican para calcular el precio neto del combustible figura el arancel aduanero; 

3. Que las importaciones en Chile, en general, se encuentran gravadas con un arancel ad valorem del 6%, lo que significa que esta tasa se aplica sobre el valor aduanero de las especies y, una vez aplicado dicho arancel, se calculan los impuestos internos; 

4. Que en el caso específico de los combustibles, los precios se determinan según la alternativa de importación, lo que se conoce como paridad de importación;

5. Que durante el año 2011 el mercado chileno consumió más de 18 millones de metros cúbicos de combustible, de los cuales, el 65.5% fue abastecido por la Empresa Nacional de Petróleos (ENAP), mientras que el 34,5% restante fue cubierto mediante importaciones directas de las compañías distribuidoras privadas de refinerías de petróleos del extranjero;

6. Que ENAP cubrió casi la totalidad de sus requerimientos de petróleo crudo con importaciones provenientes de Sudamérica (90%) y Europa (10%), siendo sus principales abastecedores Brasil, Venezuela, Argentina, Ecuador y Perú;

7. Que si bien es cierto que existen tratados internacionales suscritos con la mayoría de los países lo que ha permitido reducir o eliminar el arancel aduanero a la importación de combustibles, no es menos cierto que no existen acuerdos en este sentido con grandes países productores, como por ejemplo con los de África y Asia, y

8. Que eliminar el arancel aduanero respecto de la totalidad de las importaciones de combustibles permitiría ampliar el mercado al que ENAP podría acceder para abastecerse, rebajando con ello sus costos y permitiendo, por otro lado, una disminución en los precios finales del producto, favoreciendo a la comunidad en general.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que elimine el arancel aduanero a la importación de crudos.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Girardi, señora Rincón y señores

Cantero y Rossi, sobre el Litio


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.472-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que la Comisión de Desafíos del Futuro del Senado ha analizado la situación actual y perspectivas de desarrollo de la industria del litio y la incorporación del país a la cadena de valor agregado, la creación de nuevas tecnologías y aplicaciones tecnológicas que utilicen este mineral y sus derivados, y la creación del denominado Instituto del Litio;

2. Que es oportuno proceder a un estudio del uso y destino que se ha dado al royalty pagado a CORFO por las empresas concesionarias, dado que se advierte que la formación de conocimiento y la capacitación del personal son áreas hasta ahora deficientes;

3. Que siendo la determinación del modelo de negocios vinculado al litio un asunto de trascendencia para la economía nacional y su desarrollo futuro, no puede quedar entregada a la sola decisión administrativa. A fin de permitir un diálogo amplio que dé cuenta de la importancia del litio para el país, el debate debe radicarse en sede legislativa para permitir una reflexión en la que participen las distintas corrientes de pensamiento con representación parlamentaria, y

4. Que se hace necesario adecuar la industria para incorporarse a la cadena de valor del litio. Lo anterior supone, además, establecer un espacio transversal de análisis, coordinación e investigación en la materia, como sería el Instituto del Litio.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República lo siguiente:


1) No innovar en el anuncio que hiciera el Supremo Gobierno de proceder a la licitación de contratos de explotación de litio por la vía administrativa, para generar un amplio y consistente debate en sede legislativa tendiente al establecimiento de una política de Estado en la materia, que coloque como piedras angulares, por una parte, la incorporación de Chile a la cadena de valor agregado en la industria del mineral (que permita evitar una dedicación exclusivamente extractiva y de producción de materia prima) y, por otra, la formación de conocimiento y capital humano en ciencia y tecnología para el desarrollo de aplicaciones avanzadas mediante la utilización del litio y sus derivados.


2) Incorporar a la industria nacional a la cadena de valor, para que sea nuestro país el que transforme el litio en productos con valor, como, por ejemplo, las baterías, para lo cual se estima necesario, por una parte, diseñar una estrategia al efecto con la colaboración de especialistas de los sectores público y privado y, por otra, aumentar significativamente los recursos que el país invierte y destina para investigación y formación de conocimiento y capital humano en relación con el mineral.


3) Disponer que se revisen los acuerdos y contratos originales que fueron suscritos entre el Estado y las concesionarias en los que se estipulaba la creación del Instituto del Litio, así como examinar el uso y destino que se ha dado al royalty pagado a CORFO por las empresas concesionarias. Al respecto, se solicita disponer la creación del referido Instituto, con un enfoque regional, capaz de constituir y operar en redes institucionales, a objeto de generar sentimientos de pertenencia respecto del lugar en que se produce la riqueza, y que reciba directa y anualmente respaldo financiero vía Ley de Presupuestos del Sector Público, de manera de precaver que quede supeditado en su funcionamiento sólo a los recursos que CORFO o CONICYT le puedan aportar de manera esporádica, que le impedirían proyectar su labor en el tiempo.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Girardi, señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Rossi y Sabag, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República la creación del Ministerio de Ciencia, Tecnología e

Innovación


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.473-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que se han establecido diversas iniciativas para fomentar el desarrollo de la ciencia, la tecnología y la innovación. Entre ellas, los programas Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico (FONDECYT) y Fondo de Fomento al Desarrollo Científico y Tecnológico (FONDEF), las Cátedras Presidenciales en Ciencias, los Centros del Fondo de Financiamiento de Centros de Excelencia en Investigación (FONDAP), los Institutos y Núcleos Milenio, los Centros Regionales y el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad. Destacan, también, las becas para aumentar los recursos humanos con formación a nivel doctoral. Lo anterior ha permitido duplicar la cantidad de ciencia y tecnología chilena en los últimos años. Sin embargo, el número total de científicos es aún reducido, y Chile sólo invierte el 0,5% del PIB en estos rubros;

2. Que la institucionalidad del sector es frágil, dispersa y muestra cierta obsolescencia. Su configuración actual no cumple la tarea de diseñar estrategias y políticas nacionales en áreas que puedan guiar los esfuerzos del país hacia metas de desarrollo cultural y socioeconómico;

3. Que se estima fundamental e imprescindible aumentar el número de investigadores en Chile, favoreciendo su inserción laboral en tareas de alta complejidad y su establecimiento en regiones;

4. Que dada la actual interacción entre el mundo analógico y el mundo digital y las transformaciones permanentes de la sociedad, cabe exigir de las organizaciones estatales situarse a la vanguardia en la adopción de medidas que faciliten la adecuación y adaptación a cambios sociales vertiginosos. Se requiere agilidad en la toma de decisiones. Esa capacidad de adaptación debe caracterizarse por su constancia y dinamismo, de manera tal que las propuestas de modificación que se requieran se formulen con un sentido de oportunidad y efectividad;

5. Que el diseño de un ente que asuma una política de Estado en ciencia y tecnología debe incorporar los rasgos distributivos y colaborativos que se observan en las nuevas visiones sistémico-relacionales de las redes digitales, y responder a la necesidad de promover la noción de excedente cognitivo, esto es, la circunstancia de que las personas pasan de ser meros consumidores de políticas públicas o de mercado a generadores y constructores de entornos sociales para compartir información. Los ciudadanos se empoderan y contribuyen a la construcción de la sociedad civil, con miras a la realización del interés colectivo. Este hecho se da simultáneamente con una inmersión del individuo en la llamada multimedialidad, esto es, la convergencia tecnológica de audio, vídeo y data, y de la compenetración de las plataformas digitales y los servicios hacia la Internet. En un ambiente semejante sería inaceptable que el ente estatal que en definitiva se proponga, por problemas de diseño, sea incapaz de reconocer la labor que los ciudadanos efectúan en la construcción de la sociedad en que desean vivir, y la promoción del uso colectivo de los medios tecnológicos disponibles para la realización del bien común. Entre los ciudadanos existe un contagio memético que incluye las ideas y los estados de ánimo, lo cual aumenta el tiempo disponible para los esfuerzos colaborativos en línea;

6. Que haciéndose necesaria la existencia de una política de Estado en ciencia, tecnología e innovación, su concreción requiere de una estructura capaz de planificar y coordinar tales políticas en la materia. Una Secretaría o Agencia de Estado debe ser ágil, con capacidad ejecutiva y liderada por profesionales expertos, con una ubicación estructural dependiente directamente de la Presidencia de la República, y

7. Que por sobre un enfoque verticalista y tradicional, que entiende las estructuras institucionales en un sentido estrictamente jerárquico y normativo, debe pensarse en un órgano de rango ministerial que incorpore los avances y se haga cargo colaborativamente de los retos que emergen de la nueva sociedad del conocimiento, la globalización y la revolución de las tecnologías de la información y las comunicaciones.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República lo siguiente:


1) Disponer la creación de un Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, con capacidad ejecutiva, recursos suficientes y dirigido por un Ministro, que responda con agilidad y eficacia a las vertiginosas transformaciones sociales en la época de la sociedad del conocimiento y de las tecnologías de la información y capaz de establecer condiciones que posibiliten, mejoren y profundicen el diálogo ciudadano en torno a la construcción de una sociedad libre, informada y democrática. Este órgano ha de estar revestido de atribuciones consistentes para dar cuenta de los sucesos del entorno social e incorporar en su estructura la evaluación que las personas hagan de su funcionamiento, lo cual exige habilidades de adaptación y de cambio acordes con las transformaciones comunicacionales y tecnológicas globales.


A manera referencial, entre sus funciones cabría contemplar las de asesorar al Presidente de la República y a los Poderes del Estado en materias de ciencia, tecnología e innovación; generar y proponer políticas y estrategias de Estado en tales materias; impulsar la ciencia básica y la formación de investigadores en las universidades e institutos de investigación, propugnando la formación de redes en las que científicos y ciudadanos puedan interactuar eficientemente y con un sentido de regionalización y distribución del centro a la periferia del conocimiento y la información; propender al incremento sustancial de la cantidad de investigadores en un horizonte de tiempo razonable pero relativamente breve, y coordinar la acción de los diferentes elementos e instrumentos del Estado que participan en el desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación de manera de decidir fundada y eficazmente sobre los recursos disponibles para el cumplimiento de los objetivos de las políticas de Estado en esta área.


Además, debería corresponderle incentivar el diálogo y crear los mecanismos de interacción entre los actores en investigación e innovación y la sociedad en su conjunto. Este aspecto sería un criterio orientador en la función que cabría entregarle al órgano que en definitiva se proponga de administración y asignación de los recursos del Fondo de Desarrollo de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación que debería crearse, financiado anualmente vía Ley de Presupuestos del Sector Público.


2) Crear una institucionalidad para la ciencia, tecnología e innovación, cuyas funciones, entre otras, serían asesorar directamente al Ministro y proponer la ejecución de las políticas de Estado en la materia.


3) Derogar los decretos leyes Nos 116, de 1973, y 668, de 1974, que declararon en receso el Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), para que el Ejecutivo cuente nuevamente con una asesoría directa en materias de desarrollo científico y tecnológico para el país.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Rincón y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Frei, García, Gómez, Lagos, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker, don Patricio y Zaldívar, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley sobre regularización del pago de derechos de

aseo domiciliario


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.474-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que en nuestro país existe un número creciente de contribuyentes que no cumple sus obligaciones en materia de derechos municipales, principalmente en lo que dice relación con el pago de los derechos de aseo. De acuerdo a datos de un estudio de la Universidad lberoamericana aproximadamente serían unos 500 mil los chilenos que se verían afectados por este problema, que complica tanto a los vecinos como a los propios municipios. De acuerdo a lo señalado por el informe en comento, de un total de 20 municipios a nivel nacional, más del 80% arrojó la existencia de deudores morosos por concepto de derechos de aseo. Este problema lo padecen muchos vecinos de distintas comunas de la Región Metropolitana como, por ejemplo, La Florida, Maipú, Peñalolén, La Granja, Melipilla y Calera de Tango, como también sucede en varias ciudades de las restantes regiones del país, entre ellas Chillán, Concepción, Constitución, Valparaíso y Valdivia, por nombrar los municipios que tienen mayor cantidad de deudores. Por ejemplo, en el caso de la comuna de Maipú son aproximadamente 88 mil los deudores;

2. Que tal situación se produce por diversas razones en las cuales existen responsabilidades compartidas, tanto de los contribuyentes como de los propios municipios. En el caso de los contribuyentes, el problema se genera porque no conocen sus obligaciones o no fueron informados oportunamente por el municipio que sus casas y propiedades están afectas a pago de acuerdo a lo que determina el Servicio de Impuestos Internos  según el avalúo fiscal de las mismas, producto de la poca claridad que hubo en la normativa desde que comenzó su aplicación. A lo anterior, se suma que muchos contribuyentes no saben o no son informados de sus deudas municipales por parte de los propios municipios, de manera, que cuando toman conocimiento de ellas, ya son deudores morosos con montos elevadísimos que no pueden pagar y, adicionalmente, estas deudas han acumulado altos intereses y multas, lo que impide doblemente que puedan regularizar sus pagos;

3. Que otro de los problemas que se observa dice relación con los municipios, los cuales no asumen su responsabilidad por la falta de información a los contribuyentes y por el no envío de las cuentas oportunamente y, dado que no tienen facultades legales para condonar intereses y multas, son los vecinos quienes tienen que asumir estos recargos por el atraso en el pago de unas deudas de las que no han sido informados;

4. Que al no existir un criterio común por parte de las municipalidades para que los contribuyentes regularicen su situación de morosidad, cada municipio aplica su propia fórmula, lo que perjudica a los vecinos y produce una evidente falta de certeza jurídica. Entre los riesgos a los que se pueden ver expuestas las personas en este ámbito están los convenios de repactación con pago de intereses al final del período, con el consiguiente incremento de la deuda, la transacción extrajudicial a fin de obtener la recuperación, y la eventual cobranza judicial de las obligaciones impagas, lo que implica que pueden ser ingresadas a registros de deudores morosos como Dicom u otros. La situación señalada produce un doble efecto muy perjudicial tanto para los vecinos como para los municipios, no resultando al final nadie favorecido con el vacío legal existente en la materia. En numerosas visitas a terreno ha sido posible conocer la situación de personas que quieren regularizar sus pagos y no lo pueden hacer por los intereses y multas que han acumulado en el período. En muchos casos sólo los intereses y las multas acumuladas ascienden el doble de la cuota respectiva, lo que acrecienta día a día las deudas, llegando muchas veces a hacer inviable el pago de las mismas. Desde la perspectiva de los municipios, en tanto, éstos no tienen atribuciones legales para condonar intereses y multas, lo que impide que los vecinos puedan pagar sólo el capital adeudado. Por otra parte, tampoco están facultados para pactar en cuotas los saldos insolutos, lo que confirma la necesidad de legislar en esta materia;

5. Que teniendo en consideración el problema planteado, resulta necesario legislar en este orden y, para ello, es preciso que el Ejecutivo envíe un proyecto de ley sobre regularización de pago de derechos de aseo domiciliario, que cumpla con los siguientes objetivos: 

a) Rebajar la morosidad existente, especialmente aquella mayor a 5 años, para lo cual se propone declarar las respectivas obligaciones como “deudas incobrables” y, de esta forma, sustraerlas del sistema contable de los municipios y descargarlas de los derechos municipales de aseo. 

b) Normalizar las deudas inferiores a 5 años, para lo cual se propone facultar a los municipios para condonar multas e intereses en las deudas por concepto de derechos de aseo y, asimismo,  eximir del pago de estos derechos a las personas de la tercera edad. 

c) Otorgar a los contribuyentes facilidades para el pago del capital y descontar las multas e intereses, y

6. Que con una iniciativa legal como la propuesta, se solucionaría la situación que afecta a miles de chilenos que desean pagar sus deudas por concepto de derechos municipales de aseo y que no lo pueden hacer por los altos montos que éstas han alcanzado por efecto de los intereses y las multas aplicadas. De esta forma, se evitaría, además, que muchos contribuyentes que tienen ese derecho impago terminen incorporados en registros como Dicom, ya que muchos municipios, en razón de la imposibilidad de llevar a cabo la ejecución de estas deudas, han entregado a empresas de cobranza su cartera de deudores, lo que agravará en muy poco tiempo más este problema social.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley sobre regularización de pago de derechos municipales de aseo domiciliario, que permita rebajar la morosidad existente en este rubro, normalizando y ordenando su cobro, para lo cual se propone facultar a los municipios para condonar en estas deudas multas e intereses, eximir del pago de estos derechos a las personas de la tercera edad y permitir a los contribuyentes pagar con facilidades el capital adeudado, descontando las multas o intereses. Lo anterior, con el objeto de solucionar la situación que afecta a miles de chilenos que desean cumplir sus obligaciones por concepto de derechos municipales de aseo y que no pueden hacerlo por los altos montos que tales deudas han alcanzado con motivo de las multas y los intereses aplicados.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Lagos, Navarro, Sabag, Tuma, Walker, don Patricio y Zaldívar, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República enviar un proyecto de ley que regule la forma de financiamiento del incentivo al retiro de los funcionarios de las universidades estatales, mediante una fórmula de corresponsabilidad entre las Universidades y el

Fisco


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.476-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que para el funcionamiento de un sistema de educación de calidad resulta vital la existencia de una estructura fuerte que soporte y potencie dicho sistema. En ese sentido, se espera que el Estado ofrezca las condiciones que permitan contar con tal estructura;

2. Que, en dicho contexto, un tema central es el incentivo al retiro, como también lo es la indemnización por años de servicio. Respecto de esta última se ha presentado un proyecto de acuerdo para reconocer de modo general dicha figura, ya que con ello se subsanarían diversos problemas, entre los cuales está la desigualdad en el tratamiento del retiro de los funcionarios del sector público;

3. Que, en este orden, los funcionarios de las universidades estatales han reclamado que, como sucede en otros ámbitos, el Estado se haga cargo íntegramente del pago de la suma en unidades de fomento que corresponde a cada trabajador por concepto de beneficio adicional al incentivo al retiro, en lugar de aplicar una fórmula que, finalmente, va en desmedro de los trabajadores, y

4. Que el ámbito de la educación también atraviesa un período de falta de recursos suficientes, lo que conduce a plantear, como fórmula, que cada universidad se haga cargo del pago del incentivo al retiro cuyo tope es de once meses de remuneraciones y el Estado de la suma correspondiente al beneficio adicional en unidades de fomento, solicitando que se aplique este mecanismo mientras no se reconozca el derecho de cada trabajador a recibir una indemnización equivalente a los años de servicios efectivamente prestados.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que modifique la ley N° 20.374 en lo que respecta a la forma de financiamiento del mecanismo de incentivo al retiro aplicado a los funcionarios de las universidades estatales.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Rossi, Sabag, Tuma, Walker, don Patricio y Zaldívar, sobre incorporación en el Estatuto Administrativo de un régimen de indemnización por

años de servicio efectivo en el sector público


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.477-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que en diversas oportunidades se ha invocado la frase “el Estado es el peor empleador”, y es que ella grafica muy bien una de las mayores paradojas existentes, cuyo efecto es expansivo pues afecta no sólo a miles de personas sino que también a sus familias; 

2. Que, en efecto, el Estado es, por un lado, el ente llamado a proteger al individuo y sus derechos y, por el otro, puede llegar a ser el principal vulnerador de los mismos;

3. Que en esta oportunidad no se aborda la ya conocida forma que tiene el Estado de contratar al personal que presta servicios permanentes como funcionario, ni la ilegalidad que significan los porcentajes de quienes prestan servicios bajo el régimen de contrata;

4. Que, lo que sigue, apunta a aquel trabajador que pertenece a la planta de funcionarios y que, contando con ciertos beneficios, permanece en una situación desmejorada en relación a lo previsto en el Código del Trabajo, el cual, en el título V de su Libro Primero trata sobre la terminación del contrato de trabajo y la estabilidad en el empleo;

5. Que dicho cuerpo normativo establece para el sector privado que si el empleador pone término a un contrato vigente por un año o más, invocando la causal de necesidades de la empresa, deberá pagar al trabajador, al tiempo de la terminación, la indemnización por años de servicio que las partes hayan convenido individual o colectivamente y, a falta de estipulación, una indemnización equivalente a treinta días de la última remuneración mensual devengada por cada año de servicios y fracción superior a seis meses, prestados continuamente para dicho empleador, con un tope de trescientos treinta días de remuneración;

6. Que, sin perjuicio de disentir en cuanto a la limitación prevista en la ley, es rescatable que exista una norma que asegure de manera permanente, a todo trabajador que posea un contrato laboral, una indemnización. No obstante, tanto en el sector privado como en el sector público debería existir un mecanismo en la materia, sin limitaciones y que reconozca la dignidad del trabajador;

7. Que, sin embargo, el Estatuto Administrativo no contempla una disposición semejante, generando un vacío legal en el campo del término de la relación laboral del funcionario público;

8. Que lo anterior en la práctica no sólo ha significado grandes esfuerzos para lograr la necesaria renovación de la dotación de funcionarios públicos a través de proyectos de ley que incentiven al retiro en áreas y tiempos determinados. Esto suele generar un desgaste entre los representantes de los distintos organismos, pérdida de tiempo y recursos en la discusión de dichas leyes, procedimientos de escasa igualdad en estos casos -dado que se negocia por ámbitos y por períodos- lo que contribuye a crear mayores conflictos e incertezas, además de entorpecer la renovación natural del personal, y

9. Que es por esto que se propone regular con alcance general la denominada indemnización por años de servicio, tomando como referencia un régimen que ya fue expuesto con anterioridad a propósito de una solicitud en igual sentido respecto de las relaciones laborales regidas por el Código del Trabajo. Se trata de establecer una indemnización por años de servicio que sea equivalente a los períodos efectivamente trabajados, sin establecer una limitante, pues el propósito es beneficiar al trabajador y crear para él una situación de retiro digno que le permita enfrentar su nueva vida de manera tranquila y optimista.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que modifique la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, incorporando una norma que establezca la indemnización por años de servicios efectivamente prestados respecto del personal que se desempeña en el sector público.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor García-Huidobro, señora Von Baer y señores Sabag y Uriarte, para solicitar la implementación de un sistema de pago, mediante el uso de tarjetas de crédito y de débito, por los bienes

y servicios que presta la Administración Pública


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.478-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que hoy en día existen más de 15 millones de tarjetas de crédito y de débito activas en el país;

2. Que dichas tarjetas mueven más de US$ 1.200 millones mensuales;

3. Que el uso de tales tarjetas de crédito y de débito significan un medio seguro y eficiente de pago;

4. Que el uso de estas tarjetas permite a las personas pagar en cuotas y, en muchos casos, sin intereses, lo que a veces es indispensable para ellas a fin de mantenerse dentro del presupuesto mensual;

5. Que ha sido posible observar que los organismos públicos, en general, no permiten a los particulares pagar sus obligaciones legales o los servicios prestados por aquéllos mediante sus tarjetas de crédito o de débito, sino que sólo mediante dinero en efectivo;

6. Que lo anterior afecta a las personas en la medida que les impide acceder a las ventajas descritas precedentemente en la realización de estos pagos; 

7. Que, por otra parte, el uso de tarjetas de crédito y de débito implicaría una mayor seguridad para los funcionarios públicos, ya que de esta forma no manejarían recursos en efectivo, y

8. Que la implementación de un sistema de pago mediante tarjetas de crédito y de débito en los organismos públicos podría, incluso, incidir en los índices de delincuencia.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República se sirva instruir a los organismos de la Administración del Estado a fin de implementar un sistema de pago de los servicios que prestan, de los derechos que cobran o de las obligaciones legales que deban cumplirse ante ellos, que incluya el uso de tarjetas de crédito y de débito.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Bianchi, Cantero, Escalona y Lagos, para solicitar a S.E. el Presidente de la República la participación del país en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Desarrollo Sostenible (Río+20) con el fin de respaldar en dicha Conferencia los Derechos de los

Pueblos Indígenas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.480-12.


Acto seguido, indica que este proyecto ha sido retirado por sus autores.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Bianchi, Cantero, Escalona, García-Huidobro, Lagos y Sabag, para solicitar a S.E. el Presidente de la República que preste su apoyo al programa Censo de la Vida Marina-Chile y considere en el Presupuesto

Nacional 2013 los recursos necesarios


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.481-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Horvath, Lagos, Pizarro, Prokurica, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el Programa Censo de la Vida Marina-Chile (CVM-Chile) está integrado y es desarrollado por 62 investigadores de 20 universidades del país, más distintos centros que practican la investigación y la educación en biología marina, el Museo Nacional de Historia Natural, así como por un número similar de investigadores nacionales y extranjeros comprometidos en colaborar con esta iniciativa;

2. Que el Consejo Asesor Científico de este programa está integrado por un representante de las siguientes entidades: Agency for Marine and Earth Science and Technology, de Japón; Centre for Marine Ecosystem Acoustics, Institute of Marine Research, de Noruega; J. Craig Venter Institute, de Estados Unidos de América; IFREMER, de Francia; Deutsches Zentrum fur Marine, Biodiversitatsforschung Forschungsintitut Senckenberg, de Alemania; Universidad de Massachussets y Rockefeller University, ambas de Estados Unidos de América; 

3. Que el Programa CVM-Chile -a implementarse durante una década y cuyo costo estimado es de 157 millones de dólares- tiene entre sus objetivos alcanzar 37 productos científicos del más alto nivel, como por ejemplo, un banco de genes de especies marinas seleccionadas, una red nacional de museos y gabinetes de la biodiversidad marina del país, la creación de un Programa Nacional de Doctorado en Biodiversidad Marina, la capacitación del personal que participará del Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, la preparación de quienes participen en la Plataforma Intergubernamental sobre Biodiversidad y Servicios Ambientales de la ONU y, asimismo, contribuir a que Chile cumpla sus compromisos dentro del Convenio de la Biodiversidad Biológica;

4. Que el Programa CVM-Chile y su estructura tienen como modelo, en gran medida, el programa internacional denominado “Census of Marine Life”, que se desarrolló durante la pasada década a partir de la iniciativa de los destacados académicos estadounidenses señores Fred Grassle (Rutgers) y Jesse Asusubel (Rockefeller University);

5. Que el Programa CVM-Chile pretende estudiar la biodiversidad marina desde la frontera con el Perú hasta el extremo sur de Chile, cubriendo los principales y menos conocidos ámbitos marinos bajo la jurisdicción chilena, incluyendo los fiordos, canales, islas oceánicas y montes submarinos. También incursionará en el Mar Presencial por la interdependencia que existe entre nuestro ecosistema marino costero y las zonas adyacentes más allá de las aguas jurisdiccionales. La exploración cubrirá desde las aguas interiores y costeras hasta las planicies abisales e investigará la biodiversidad, distribución y abundancia de la vida marina, desde microbios a predadores tope, incluyendo parásitos de animales marinos;

6. Que entre las cartas de apoyo institucionales recibidas por el Programa CVM-Chile se encuentra la de la Subsecretaría de Pesca, que ha señalado que aunque este mega-proyecto escapa a las posibilidades de financiación sectorial “debiera ser abordada como parte de una política de Estado” y sugiere “oficializar el apoyo a través de un acto administrativo del Ministerio correspondiente, que reconozca el Censo de la Vida Marina-Chile como una actividad inserta en las acciones que debe realizar el Estado de Chile para responder y cumplir adecuadamente los requerimientos que tendrá de parte de la comunidad internacional y nacional en materia de acceso a recursos genéticos y conservación de la biodiversidad nacional”;

7. Que el Ministerio del Medio Ambiente ha señalado al respecto que la propuesta de realizar un Censo de la Vida Marina en las costas e islas del mar de Chile “se encuadra en la filosofía y objetivos” de esa Cartera de Estado y que cuenta con su apoyo. Asimismo, dicho Ministerio ha señalado que durante el 2012 espera encontrar “los apoyos efectivos que se requieren para financiarla”;

8. Que otras cartas de apoyo que ha recibido el citado proyecto son: la del Comité Oceanográfico Nacional; de la Universidad de Concepción; de la Universidad Católica del Norte; del Centro de Estudios Avanzados en Zonas Áridas; de la Universidad de Los Lagos; de la Universidad Católica de Valparaíso; de la Universidad Austral; de la Universidad de Chile; de la Universidad Católica de la Santísima Concepción; de la Universidad de Magallanes; de la Universidad de Valparaíso; de la Bavarian State Natural History Collections; de la Rockefeller University, y de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura del Senado, y

9. Que la realización del Programa CVM-Chile contribuiría a satisfacer los requerimientos que tendrá el Estado de Chile para otorgar acceso a sus recursos genéticos, producto de la suscripción del Protocolo de Nagoya.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República se sirva evaluar, junto a los Ministerios pertinentes, la posibilidad de otorgar el respaldo oficial y formal de Supremo Gobierno al Programa Censo de la Vida Marina-Chile y, asimismo, incluir a partir de la Ley de Presupuestos del Sector Público correspondiente al año 2013, los aportes de recursos fiscales que permitan iniciar este importante proyecto científico.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Rossi, Sabag y Zaldívar, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República incorporar en el proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país disposiciones que garanticen el respeto a la carrera funcionaria, la capacitación y homologación de

remuneraciones en los gobiernos regionales


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.485-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el Senado está conociendo un proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país que propone dotar a los gobiernos regionales de facultades para ejercer nuevas competencias y aumentar así la autonomía de las regiones;

2. Que el señalado propósito de acrecentar las potestades de las regiones en pro de su desarrollo requiere de estamentos funcionarios altamente capacitados para abordar en mejor forma las complejas tareas del gobierno y de la administración de las regiones;

3. Que estos años de funcionamiento de los gobiernos regionales dan cuenta de que sus funcionarios han ido desarrollando satisfactoriamente sus propias capacidades para asumir con eficiencia tareas en nuevas materias respecto de las cuales se carecía de experiencia previa;

4. Que a la aludida capacitación para enfrentar la diversidad y complejidad de los asuntos que debe atender el gobierno regional, han de sumarse garantías laborales básicas como son remuneraciones justas y respeto por la carrera funcionaria;

5. Que parte importante del contingente de funcionarios de los gobiernos regionales presta servicios a honorarios o bajo la modalidad de la contrata, situación que resta seguridad a la estabilidad del empleo, y

6. Que, a su turno, un número significativo de los funcionarios adscritos a las plantas de los servicios regionales ejerce sus funciones en cargos dispersos, no bien definidos, lo que trae o puede traer consecuencias arbitrarias en la asignación de los mismos y en la determinación de sus remuneraciones.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que disponga el estudio de proposiciones para incorporar en la legislación normas de resguardo laboral que beneficien a los funcionarios que prestan servicios en los gobiernos regionales, a fin de:


a) Garantizarles oportunidades de capacitación que les permitan ejercer con mayor propiedad las funciones y atribuciones derivadas de las nuevas competencias que se entregan a los gobiernos regionales.


b) Ampliar las plantas y dotaciones de personal de los servicios de los gobiernos regionales y estudiar fórmulas alternativas para vincular a estos trabajadores con la Administración mediante el régimen del Código del Trabajo, con las adecuaciones necesarias que permitan aplicarles determinadas normas del sector público.


c) Garantizar el respeto irrestricto par la carrera funcionaria y por la concursabilidad de los cargos.


d) Homologar y uniformar sus remuneraciones, de modo que a cada función o cargo de la Administración Regional correspondan los mismos beneficios que la ley reconoce a igual cargo o función en otras reparticiones o empresas del Estado.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Letelier y Walker, don Patricio, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Larraín Fernández, Sabag y Tuma, con el fin de solicitar a  S. E. el Presidente de la República que remita una iniciativa legal de Protección Integral de los Derechos de la Infancia y la creación de un Defensor

de los Derechos del niño, niña y adolescentes


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.486-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor y uno en contra. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Escalona, Frei, Horvath, Lagos, Pizarro, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Espina, quien fundamenta su decisión.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que en la actualidad no existe en Chile ningún un cuerpo legal integral que reconozca y garantice los derechos de todos los niños, niñas y adolescentes que viven en el país;

2. Que el Comité de los Derechos del Niño de la Organización de las Naciones Unidas ha recomendado a Chile derogar su actual Ley de Menores y promulgar una Ley de Protección Integral a los Derechos de la Infancia en concordancia con la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño y, asimismo, crear un órgano autónomo de defensa de tales derechos, recomendación que sirvió de base para la formación de una mesa de trabajo y de la elaboración de un texto preliminar;

3. Que estando en conocimiento de que existe el propósito de presentar ante el Congreso Nacional un proyecto de ley destinado a reformar el Servicio Nacional de Menores (SENAME), surge la preocupación de que este proceso no vaya acompañado de un marco normativo integral y global en favor de los derechos de los niños, niñas y adolescentes;

4. Que en este sentido se propone que, junto a la creación de un Servicio en materia de protección de derechos de la infancia, que reemplace al actual Servicio Nacional de Menores (SENAME), separando su función en dos servicios especializados, uno en materia penal adolescente y otro para niños, niñas y adolescentes que requieren protección especial por su condición de vulnerabilidad, se incorporen además a la discusión legislativa los proyectos de ley que permitan contar con una Ley de Protección Integral de los Derechos de la Infancia y con un Defensor de los Derechos del niño, niña y adolescente;

5. Que, asimismo, resulta necesario adecuar la legislación vigente en pro del reconocimiento de los derechos universales de los menores. En este sentido, es preciso avanzar hacia la derogación de la ley N° 16.618, de Menores, pues este cuerpo legal no se adecua al principio de pleno reconocimiento de los niños y niñas en su calidad de sujetos de derechos como lo demanda la Convención de la Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, ratificada por Chile el año 1990, y

6. Que, de acuerdo a lo expuesto, resulta necesario propiciar desde el Congreso Nacional un acuerdo que tenga por objeto avanzar hacia la pronta discusión de un proyecto de ley sobre protección integral a los derechos de la infancia, que contemple, entre otros elementos esenciales, los siguientes:

a) Principios, derechos y garantías expresos para todos los niños.

b) Un sistema de protección integral que genere y coordine la política sobre la infancia y los derechos de los niños a nivel nacional y comunal.

c) Mecanismos de participación infanto-adolescente y tutela judicial y administrativa frente a la violación de los derechos.

d) La prohibición de toda forma de maltrato contra los niños, incluso dentro del hogar. 

e) La creación del Defensor de los Derechos del niño, niña y adolescentes, como figura autónoma para la defensa de los derechos de los menores.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que, previo al envío y debate parlamentario del proyecto de ley que tiene por objeto reformar al actual Servicio Nacional de Menores (SENAME), se remita al Congreso Nacional una iniciativa legal referida a la protección integral de los derechos de la infancia y la creación de un Defensor de los Derechos del niño, niña y adolescentes.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, señora Alvear y señores Chahuán, Larraín Fernández, Letelier y Sabag, que propone el aumento del presupuesto actualmente destinado a niños, niñas y adolescentes incorporados en programas ambulatorios o

residenciales


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.487-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 12 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Horvath, Lagos, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Walker (don Ignacio).

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que, según estudios especializados -entre ellos el realizado por la Fundación Rodelillos, el informe confeccionado por la Magistrado señora Mónica Jeldres Salazar, el trabajo elaborado por la Corporación Simón de Cirene para la Fundación San Carlos del Maipo y los antecedentes proporcionados por el Servicio Nacional de Menores (SENAME)-, es posible señalar que actualmente en Chile existen alrededor de 5.157.168 niños, niñas y adolescentes, de los cuales el 21,6% vive en situación de vulnerabilidad social, lo que significa que 1.115.030 niños, niñas y adolescentes se encuentran en condiciones de indigencia o de pobreza;

2. Que de estos niños, niñas y adolescentes en situación de vulnerabilidad, el 7,3% se encuentra bajo la cobertura de la acción del SENAME. Sin embargo, dicho Servicio no logra cubrir todas las necesidades en este ámbito, existiendo cerca de 7.000 niños, niñas y adolescentes que requieren atención de urgencia por haber sido maltratados, abusados, violados o involucrados en la drogadicción, pero que no cuentan con la protección del sistema;

3. Que, paralelamente, en la actualidad existe una alarmante cifra de hogares de niños, niñas y adolescentes que están siendo cerrados. En efecto, en los últimos años se han cerrado 76 de los 281 hogares dependientes del SENAME, lo que conlleva la redistribución de estos niños, niñas y adolescentes a otros hogares, provocando una sobrepoblación de tales establecimientos;

4. Que el SENAME reconoce un evidente déficit presupuestario toda vez que los recursos correspondientes a las actuales subvenciones únicamente cubren el 58% de los requerimientos, lo que se traduce en deficiencia de infraestructura, ausencia de medidas de seguridad al interior de los establecimientos residenciales, carencia de plazas o cupos en los recintos, mala alimentación, personal insuficiente e inidóneo, déficit de evaluaciones periciales, junto a otras graves vulneraciones que el propio Estado le estaría provocando entonces a estos niños, niñas y adolescentes;

5. Que lo anterior significa que existe un déficit del 42% de los recursos para subvenciones, lo que se traduce en alrededor de $ 50.000 millones anuales para poder implementar mejoras en los centros y programas ambulatorios o residenciales destinados a los niños, niñas y adolescentes, y

6. Que en virtud de lo expuesto y atendidas las alarmantes deficiencias que existen actualmente en el sistema de protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes, resulta necesario propiciar desde el Congreso Nacional un acuerdo que tenga por objeto solicitar al Ejecutivo que considere dentro del presupuesto correspondiente al año 2013, un aumento real y efectivo de los recursos destinados a los hogares de menores dependientes del SENAME, lo que implica un incremento en $ 50.000 millones anuales.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que considere dentro del presupuesto correspondiente al año 2013, un aumento de $ 50.000 millones anuales en los recursos destinados a los programas ambulatorios o residenciales para niños, niñas y adolescentes, con el objeto de poner fin al déficit presupuestario que actualmente afecta a dichos programas.”.

________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Larraín Fernández, Prokurica, Sabag y Tuma, que respalda la política de Estado de ceñimiento estricto a las disposiciones del Tratado de Paz y Amistad suscrito con Bolivia, en el año 1904, y ratifica la disposición

de Chile a promover un diálogo bilateral fructífero


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.488-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 17 votos a favor.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Prokurica, Quintana, Sabag y Walker (don Ignacio).

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el Estado de Chile, en el transcurso de su historia institucional, se ha caracterizado por respetar invariablemente las normas del Derecho Internacional, así como la totalidad de los tratados internacionales de los que ha sido Parte;

2. Que el límite fronterizo entre la República de Chile y el Estado Plurinacional de Bolivia está explícitamente establecido en las disposiciones del Tratado de Paz y Amistad suscrito el año 1904;

3. Que el señor Presidente del Estado Plurinacional de Bolivia, en el contexto de la 42a Asamblea Ordinaria de la Organización de los Estados Americanos (OEA), señaló que los tratados pueden ser revertidos y que el tema marítimo entre Chile y Bolivia no tiene carácter bilateral;

4. Que la Organización de los Estados Americanos no constituye una instancia jurisdiccional destinada a revisar temas territoriales de antigua data que, por lo demás, han tenido una solución jurídica bilateral por la vía de la suscripción de un tratado, como es el caso de la delimitación fronteriza entre Chile y Bolivia;

5. Que, en un acto de prudencia política, el señor Ministro de Relaciones Exteriores de Chile no asistió a la ceremonia inaugural de la 42a Asamblea Ordinaria de la OEA, evitando una escalada de declaraciones y actos hostiles, y 

6. Que, asimismo, el Canciller chileno, al inicio de su intervención ante la Asamblea General de la OEA, declaró que el respeto a los tratados y el diálogo son los caminos para avanzar en el progreso de nuestros pueblos.


El Senado acuerda:


Manifestar a Su Excelencia el Presidente de la República su respaldo a la política de Estado de ceñimiento estricto a las disposiciones del Tratado de Paz y Amistad suscrito con Bolivia en el año 1904, y ratificar la disposición de Chile a promover un diálogo bilateral fructífero.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán y Sabag, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República que envíe a tramitación una iniciativa legal que establezca los tribunales especiales para el juzgamiento de la conducta ética de profesionales no

asociados a colegios de su orden


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.489-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 12 votos a favor.


Votan a favor, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Escalona, Espina, Gómez, Horvath, Lagos, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag y Zaldívar.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable la Honorable Senadora señora Alvear.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que, con fecha 22 de marzo de 2007, la Honorable Cámara de Diputados aprobó el proyecto de acuerdo N° 298 mediante el cual dicha Corporación solicitó a la Presidenta de la República de la época el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 19, N° 16°, de la Constitución Política de la República, estableciera los tribunales especiales para juzgar la conducta ética de los profesionales que no estén asociados a los colegios de su orden;

2. Que, mediante Oficio Ord. N° 585, de 26 de abril de 2007, el Ministerio Secretaría General de la Presidencia respondió a dicha solicitud manifestando que, para tal propósito, esa Secretaría de Estado había formado una comisión de trabajo, con representantes de los colegios profesionales, la que se encontraba revisando el texto de un proyecto de ley al que arribaron y que sería enviado próximamente al Congreso Nacional;

3. Que, no obstante lo expuesto en el citado documento, hasta la fecha y después de cinco años de recibida la señalada respuesta, aún no se ha ingresado al Parlamento ningún proyecto de ley que se refiera a esta materia;

4. Que, en consecuencia, se sigue aplicando hasta ahora la disposición vigésima transitoria de la Carta Fundamental, incorporada a su texto el año 2005 mediante la reforma constitucional de la ley N° 20.050, por lo que en la actualidad las reclamaciones motivadas por la conducta ética de los profesionales que no pertenezcan a los colegios profesionales respectivos son juzgados por los tribunales ordinarios justicia;

5. Que atendido el tiempo transcurrido desde que entró en vigencia la señalada reforma constitucional, resulta necesario que se establezcan los tribunales especiales ya referidos, toda vez que las reclamaciones que con dicho fin se presentan ante los tribunales ordinarios no tienen la tramitación expedita que se requiere, implican costos económicos para los afectados y, además, no existe un procedimiento uniforme para la tramitación de estas causas, lo que provoca situaciones disimiles para los reclamantes que no logran obtener una satisfacción plena para sus pretensiones, y

6. Que, en virtud de estas consideraciones, se requiere que el Ejecutivo, al que corresponde la iniciativa exclusiva en esta materia, envíe al Congreso Nacional el proyecto de ley que establezca los tribunales especiales para juzgar la conducta ética de los profesionales no asociados a los colegios profesionales de su orden.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe al Congreso Nacional un proyecto de ley con el objeto de establecer, al tenor de lo dispuesto en el artículo 19, N° 16°, de la Constitución Política de la República, los tribunales especiales para juzgar la conducta ética de los profesionales no asociados a los colegios profesionales de su orden.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán y Sabag, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República, que Chile ratifique los convenios internacionales que señalan, relativos al tráfico ilícito de bienes culturales y medidas para lograr la restitución de los

mismos en caso de robo o exportación ilegal


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.490-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el creciente intercambio entre países del patrimonio cultural mueble con el objeto de incrementar la valoración de la diversidad cultural, también provoca la pérdida de aspectos relevantes del patrimonio cultural de las naciones y, asimismo, da lugar a las operaciones ilícitas de importación, exportación y transferencia de dominio de los bienes culturales, constituyendo actualmente una de las principales causas del empobrecimiento del patrimonio cultural de los países de donde éstos provienen;

2. Que el tráfico ilícito de bienes culturales se sitúa como el tercero más grande del mundo, después del de armas y el de drogas, estimándose que supera los seis millones de dólares al año. Este tráfico se sustenta en la existencia de un mercado ilegal que fomenta diversos delitos respecto del patrimonio cultural, tales como robos, saqueos, contrabandos y falsificaciones que se concentran, en el caso de América Latina, en los bienes arqueológicos;

3. Que a raíz de esta situación, a partir de la década de los años 50, la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) y, para el caso de los países americanos, la Organización de los Estados Americanos (OEA) han dictado varias normas que establecen un marco de cooperación internacional para la restitución de bienes culturales robados o exportados ilícitamente. Esto se traduce en que los Estados parte garantizan una defensa del patrimonio cultural de los países mediante los sistemas previstos en dichos convenios internacionales y, adicionalmente, se insta a los países signatarios a adoptar las medidas necesarias para proteger los bienes culturales dentro de sus territorios;

4. Que Chile sólo ha ratificado, en el año 2008, la Convención de la UNESCO de 1954, sobre protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado, en virtud de la cual se prohíbe la exportación de bienes culturales de un territorio ocupado durante el conflicto armado, así como se establece la obligación de restituir todos los bienes culturales de la parte ocupada, una vez concluidas las hostilidades;

5. Que, además, existe la Convención de la UNESCO de 1970, sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la exportación, importación y transferencia de propiedad ilícitas de bienes culturales, que ya ha sido ratificada por ciento veinte países, pero que Chile aún no ratifica. Mediante este instrumento se requiere a los Estados parte que cooperen en la devolución del patrimonio de los otros Estados parte que han sido víctimas de robo o exportación ilegal, y se establece que los Estados deben adoptar, además, medidas adecuadas para proteger los bienes culturales en sus territorios mediante una legislación apropiada, el levantamiento de inventarios nacionales y el establecimiento de servicios nacionales que resguarden el patrimonio cultural;

6. Que, posteriormente, en 1995, la UNESCO emitió el Convenio de UNIDROIT sobre los bienes culturales robados o exportados ilícitamente, que se aplica a las demandas de carácter internacional de restitución de bienes culturales exportados ilícitamente, estableciendo que los poseedores o tenedores de tales bienes deben restituirlos, fijando un plazo de prescripción de hasta setenta y cinco años contado desde que se efectuó el robo o la exportación ilícita. Esta convención tampoco ha sido ratificada por Chile;

7. Que, por su parte, en el año 1976, la OEA acordó la Convención de San Salvador, sobre defensa del patrimonio arqueológico, histórico y artístico de las naciones americanas, que establece medidas para prevenir y reprimir la exportación, importación y enajenación ilícitas de bienes culturales y para restituir los bienes del Estado a que pertenecen, en caso de haberle sido sustraídos. Esta convención ha sido ratificada por trece Estados americanos, pero Chile aún no la ratifica;

8. Que, en virtud de lo anteriormente señalado, es posible concluir que Chile no forma parte de la lista de países que colaboran entre sí para recuperar los bienes culturales robados o exportados ilegalmente, no cuenta con catastros que informen sobre los mismos ni tampoco ha adoptado las medidas contempladas en dichas convenciones para proteger el patrimonio cultural mueble ante el tráfico ilícito, y

9. Que por estas razones resulta necesario que Chile ratifique las Convenciones de la UNESCO de 1970 y de 1995 ya mencionadas, como asimismo la Convención de San Salvador, de 1976, de modo que pueda contar con normas claras para proteger y prevenir el robo de bienes culturales y para obtener la restitución de los que sean robados o exportados ilegalmente.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que disponga la ratificación por parte de Chile de la Convención de la UNESCO, de 1970, sobre medidas que deban adoptarse para prohibir e impedir la exportación, importación y transferencia de propiedad ilícitas de bienes culturales, el Convenio de UNIDROIT, de 1995, sobre los bienes culturales robados o exportados ilícitamente, y la Convención de la OEA, de 1976, sobre defensa del patrimonio arqueológico, histórico y artístico de las naciones americanas (Convención de San Salvador).”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, García-Huidobro, Larraín Fernández, Prokurica, Rossi y Sabag, con el que se solicita al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones informar si se constituyó la mesa de diálogo con los dirigentes gremiales de dueños de camiones y el grado de

avance en las materias comprometidas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.491-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que con fecha 20 de diciembre de 2011, cuando diversas organizaciones gremiales de transportistas de camiones se encontraban en paro, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones sostuvo una reunión con dirigentes de dichas organizaciones, en la cual se analizó el alcance del proyecto de ley sobre recuperación de impuesto selectivo a los combustibles -que está en tramitación en el Congreso Nacional-, revisándose los efectos de sus normas en relación a las empresas de transporte de carga, tras lo cual se alcanzó un acuerdo con la Confederación Nacional de Dueños de Camiones, el que fue reconocido por la autoridad como un acuerdo válido para el Gobierno;

2. Que en esa misma reunión se acordó constituir una mesa de trabajo que, durante el mes de enero de 2012, estudiaría los siguientes aspectos:

a) La estructura de descuentos incorporada en el mencionado proyecto de ley, a fin de revisar la factibilidad de un nuevo acuerdo global, definiendo de una manera distinta los montos considerados en dicha iniciativa legal.

b) La factibilidad de que los tramos de recuperación de impuesto selectivo se determinen en función del petróleo consumido y no de la facturación de las empresas.

c) El establecimiento de una fórmula que permita revisiones periódicas más espaciadas que la actual revisión semanal del precio de los combustibles, para asegurar una mayor estabilidad del mismo en el tiempo, de modo que las empresas de transporte no se vean afectadas por fluctuaciones semanales en sus costos, los que, por su constante variación, son difíciles de traspasar mediante fórmulas de indexación a los generadores de carga;

3. Que el señalado acuerdo se concretó en una declaración emitida con igual fecha, suscrita por el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, a la cual concurrieron los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa, Francisco Chahuán Chahuán, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes y Hernán Larraín Fernández, y dirigentes de cinco organizaciones gremiales de dueños de camiones con representación en diversas regiones del país;

4. Que en mérito de lo anterior, se depusieron las movilizaciones que hasta ese momento se llevaban a cabo por parte de transportistas de carga, y 

5. Que resulta necesario conocer si, conforme a lo acordado, dicha mesa de trabajo se constituyó efectivamente en el mes de enero del presente año y el grado de avance alcanzado respecto de las materias que serían estudiadas en la misma, para lo cual es preciso solicitar un informe al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones sobre el particular. 


El Senado acuerda:


Solicitar al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones se sirva informar si la mesa de trabajo acordada el 20 de diciembre de 2011, entre la Secretaría de Estado a su cargo y los dirigentes gremiales de dueños de camiones, acuerdo al cual concurrieron también los señores Senadores antes individualizados, se constituyó efectivamente en el mes de enero del presente año 2012, conforme a lo convenido, y el grado de avance alcanzado en las materias comprometidas.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi, Prokurica y Chahuán, para requerir a S.E. el Presidente de la República la presentación de un proyecto de ley que extienda el beneficio de asignación de zonas extremas a los trabajadores de jardines infantiles municipales y homologue sus condiciones laborales con las del personal de la Junta Nacional de Jardines

Infantiles e instituciones de actividad similar


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.494-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el personal que presta servicios en jardines infantiles municipales se encuentra sujeto al régimen del Código del Trabajo, situación que no se condice con la delicada función que cumple e implica, además, que se desempeña en condiciones laborales distintas a quienes lo hacen en los jardines infantiles a cargo de la Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI), no obstante responder a los mismos objetivos;

2. Que, por otra parte, el personal de los jardines infantiles de los municipios tampoco recibe los beneficios que asisten a los funcionarios municipales como, por ejemplo, el bono de zonas extremas, el cual se hace cargo parcialmente del mayor costo de vida y de las dificultades propias de vivir en las regiones más lejanas, como el aislamiento y el clima, entre otros, y

3. Que estos trabajadores deben cumplir con sistemas de turnos para cubrir los horarios que exige la labor de cuidado de menores y, asimismo, son objeto de fiscalización y están sujetos al cumplimiento de los mismos objetivos que las otras instituciones del rubro. 


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que extienda el beneficio de asignación de zonas extremas a los trabajadores de jardines infantiles municipales y homologue sus condiciones laborales con las del personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles e instituciones de actividad similar.


Asimismo, solicitar al Primer Mandatario que disponga la elaboración de un informe al Senado respecto de la cobertura de atención que alcanzan los jardines infantiles pertenecientes a la Junta Nacional de Jardines Infantiles, a la Fundación Integra, a los Municipios y a otras instituciones con análoga función.”.

__________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Gómez, Letelier, Prokurica, Tuma y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que modifique el decreto ley N° 3.500, de 1980, para liberar a las personas que reciben más de una

pensión de la doble cotización en salud


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.496-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que la ley N° 20.531 eximió, total o parcialmente, de la obligación de cotizar en un 7% para salud a un importante porcentaje del universo de los adultos mayores que perciben algún tipo de pensión;

2. Que, en relación a esta obligación de cotizar un 7% para salud, es necesario insistir en un tema ya planteado en el año 2010 mediante un proyecto de acuerdo que, en lo pertinente, solicitaba la revisión y modificación de dicha cotización respecto de aquellos casos en que existe una doble cotización para salud, situación que se produce cuando una persona recibe en forma simultánea una pensión de sobrevivencia y otra de vejez;

3. Que la pensión de sobrevivencia es aquella a la que tienen derecho los integrantes del núcleo familiar del causante, esto es, el o la cónyuge con los hijos del causante, sólo estos últimos en caso de faltar ambos cónyuges o, a falta de todos los anteriores, los progenitores del causante, si a la fecha del fallecimiento generaban asignación familiar;

4. Que la pensión de sobrevivencia es compatible con la pensión de vejez, dando lugar a una situación particular que es preciso revisar toda vez que, no obstante la eliminación de la obligación de cotizar, ya sea parcial o total, dispuesta por la ley N° 20.531, dado que el artículo 85 del decreto ley N° 3.500 señala que todas las pensiones que establece dicho cuerpo legal estarán afectas a una cotización uniforme del 7%, hasta un límite de sesenta unidades de fomento, todavía existe un universo no determinado de pensionados que deben cotizar doblemente por concepto de salud, si es que perciben una pensión de vejez y otra de sobrevivencia, y

5. Que esta situación se produce porque el citado decreto ley N° 3.500 prescribe de manera expresa que todas las pensiones que dicha normativa establece estarán afectas a una cotización uniforme, lo que provoca, en los hechos, que una persona deba cotizar por todas las pensiones que percibe, no obstante recibir los mismos beneficios de salud que quien cotiza por sólo una pensión.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que modifique el artículo 85 del decreto ley N° 3.500, a fin de establecer una norma que impida la doble cotización de salud respecto de las personas que tienen derecho a recibir más de una pensión.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República el envío de un proyecto modificatorio de la ley Nº 19.664, en materia del procedimiento de

acreditación que se contempla en su artículo 16


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.497-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el artículo 16 de la ley N° 19.664 -que establece normas especiales para profesionales funcionarios que indica de los Servicios de Salud y modifica la ley N° 15.076-, dispone que los profesionales funcionarios que pertenezcan a la Etapa de Planta Superior deberán someterse a un sistema de acreditación en el o los cargos que sirvan, cada nueve años, cuando corresponda;

2. Que la misma norma prescribe que el sistema de acreditación evaluará cualitativa y cuantitativamente los logros alcanzados durante el período por los profesionales funcionarios en el ejercicio de sus funciones, considerando aspectos técnicos, clínicos y organizacionales, y comprenderá tanto la superación profesional como el aporte de su gestión a la calidad de los servicios proporcionados a la población usuaria;

3. Que el referido artículo 16 establece, asimismo, que durante el curso del noveno año en un cargo de planta, en los Niveles I y II, dichos profesionales estarán obligados a presentar sus antecedentes para acreditación, y que la falta de presentación de tales antecedentes, cuando corresponda hacerlo, hará incurrir al profesional en la pérdida de requisitos para continuar ejerciendo la función, declarándose vacante el respectivo cargo dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que debió someterse a acreditación;

4. Que, por su parte, el artículo 20 del citado cuerpo legal dispone que a los profesionales que hubieren aprobado la acreditación en un Servicio de Salud y postulen a otro cargo en el mismo u otro Servicio de Salud, se les considerará favorablemente dicho antecedente en el respectivo concurso;

5. Que, no obstante las exigencias que este texto normativo contempla respecto de los profesionales funcionarios de los Servicios de Salud, en la actualidad un profesional funcionario de Nivel III que por razones de carácter personal o familiar debe trasladarse desde un determinado Servicio de Salud a otro, pierde el nivel de acreditación obtenido en el servicio en el cual ejercía su profesión;

6. Que, de igual modo, si se agregan horas a la jornada de un profesional funcionario de Nivel II o III, éstas se asignan en un nivel inferior, no reconociéndose la experiencia obtenida, y

7. Que para reparar esta situación resulta necesario modificar la ley en referencia, a fin de que el proceso de acreditación que exige el artículo 16 sea de carácter único y personal, aplicable a todos los cargos que ejerza un profesional funcionario, en cualquiera de los Servicios de Salud en que se desempeñe.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que modifique la ley N° 19.664, a fin de que el proceso de acreditación que contempla su artículo 16 sea de carácter único y personal, aplicable a todos los cargos que ejerza un profesional funcionario de los Servicios de Salud, en cualquiera de ellos en que se desempeñe.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Pérez San Martín y señores Bianchi, García, Girardi, Horvath, Larraín Peña y Prokurica, con el que reiteran petición a S.E. el Presidente de la República de envío de un proyecto de ley sobre fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile, en las

condiciones que indica


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.498-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que, con fecha 22 de marzo de 2011, el Senado aprobó el proyecto de acuerdo correspondiente al Boletín N° S 1.323-12, en virtud del cual solicitó a Vuestra Excelencia el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley sobre fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile, que incluyera medidas tales como el otorgamiento de una asignación de riesgo para su personal y la calificación de la Escuela de Gendarmería como establecimiento de educación reconocido oficialmente por el Estado;

2. Que mediante Oficio Ord. N° 3.781, de fecha 27 de mayo de 2011, el señor Ministro de Justicia de la época informó que la mencionada institución había conformado una mesa de trabajo, integrada por sus Departamentos de Personal y Jurídico, destinada a analizar la factibilidad de crear una asignación de riesgo para el personal de Gendarmería, de características similares a la que perciben los funcionarios de Carabineros de Chile;

3. Que dicho documento señalaba, asimismo, que una antigua aspiración del Servicio de Gendarmería ha sido que su escuela institucional sea catalogada como establecimiento de educación reconocido por el Estado, para lo cual se encontraba en una etapa de modernización de las mallas curriculares de los cursos de formación de Aspirantes a Oficiales y Gendarmes Alumnos, a fin de contar con un plan de estudios acorde a las exigencias que un reconocimiento de este tipo impone, y

4. Que, atendido el tiempo transcurrido desde la recepción del mencionado documento sin que hasta la fecha haya ingresado al Congreso Nacional un proyecto de ley, iniciado en mensaje, que contemple las señaladas materias, resulta necesario reiterar tal solicitud, a fin de contar con una institución penitenciaria moderna y plenamente fortalecida, que cumpla en óptimas condiciones la misión que le encomienda la ley.


El Senado acuerda:


Reiterar a Su Excelencia el Presidente de la República la solicitud elevada mediante oficio N° 354/SEC/11, de 22 de marzo de 2011, en virtud del acuerdo aprobado por esta Corporación en igual fecha, a fin de que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley sobre fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile, que incluya medidas tales como el otorgamiento de una asignación de riesgo para su personal y la calificación de la Escuela de Gendarmería como establecimiento de educación reconocido oficialmente por el Estado.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señoras Alvear y Rincón y señores Girardi, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag y Tuma, con el que piden a esta Corporación expresar su reconocimiento al señor Juan Somavía por su notable gestión como Director General de la Organización Internacional del Trabajo, cargo desde el que ha dado un impulso sostenido al concepto de “trabajo decente” en el marco de la globalización de

los procesos productivos


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.499-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el señor Juan Somavía Altamirano anunció que, debido a razones personales, dejaría su cargo como Director General de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) el 30 de septiembre del presente año, expresando sentir “la necesidad interior” de dar ese paso ya que tras nueve años como embajador de Chile ante la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y trece años al frente de la OIT, consideraba necesario “regresar a casa y estar más cerca de la familia”;

2. Que como Director General de la OIT y primer representante de un país en desarrollo en ocupar ese cargo, impulsó la tesis del “trabajo decente” como concepto central de las estrategias de dicha organización del sistema de la ONU;

3. Que en los últimos meses el señor Somavía ha insistido en la necesidad de una “Nueva Era de Justicia Social”, como lo enfatizó durante la 100a Conferencia Internacional de la OIT, antes en la reunión del Fondo Monetario Internacional y en la Conferencia de Ministros del Trabajo;

4. Que este año el señor Somavía ha tenido como tarea organizar las conferencias regionales de la OIT en África y Asia, participar en la Cumbre del G-20 y conducir la Conferencia Internacional de la OIT, cuya agenda incluyó la situación del empleo juvenil, la protección social y los derechos de los trabajadores en el marco de la crisis económica mundial. Otro reto antes de dejar su cargo es la aplicación del Pacto Mundial por el Empleo, como plataforma de acción frente a la crisis;

5. Que el señor Somavía fue el noveno Director General elegido por el Consejo de Administración de la OIT, el 23 de marzo de 1998, asumiendo su mandato de cinco años el 4 de marzo de 1999 y convirtiéndose así en el primer representante del hemisferio sur en dirigir dicha organización. En marzo de 2003 fue elegido para un segundo mandato de cinco años y, para un tercer período, el 18 de noviembre de 2008;

6. Que desde que asumiera sus funciones en la OIT, el señor Somavía aceptó el desafío que supone la rápida evolución de la economía. En 1999 presentó a la Conferencia Internacional del Trabajo su Programa de Trabajo Decente, que fue posteriormente aprobado por el Consejo de Administración y la Conferencia. La organización adoptó el concepto de “trabajo decente” como una expresión contemporánea de su mandato histórico;

7. Que atendiendo a dicha iniciativa la OIT, en el año 2002, creó la Comisión Mundial sobre la Dimensión Social de la Globalización, integrada por Jefes de Estado y representantes de empleadores y trabajadores, responsables de políticas, académicos y actores provenientes de diferentes áreas de la sociedad. La Comisión fue el primer organismo oficial establecido para analizar sistemáticamente el impacto social de la globalización. Entre sus recomendaciones operativas destaca su llamado a convertir el trabajo decente en un medio para alcanzar una globalización justa que conduzca a la creación de oportunidades para todos;

8. Que en junio de 2008, la Conferencia de la OIT adoptó la Declaración sobre la Justicia Social para una Globalización Equitativa, la cual reimpulsó la misión de la OIT de enfrentar los desafíos de la globalización a través de la agenda del trabajo decente;

9. Que con un fuerte apoyo de Jefes de Estado y de Gobierno, Ministros del Trabajo, representantes de trabajadores y de otros líderes, la OIT adoptó, en 2009, con ocasión de la Cumbre de Trabajo Global, el Pacto Global del Empleo, el cual fue apoyado posteriormente por los líderes del G-20 en la Cumbre de Pittsburg;

10. Que el señor Somavía posee una vasta trayectoria. Entre los años 1968 y 1970 fue embajador y asesor en Asuntos Económicos y Sociales del Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile, a cargo de materias multilaterales; entre 1970 y 1973 fue Secretario Ejecutivo de la ALALC en Chile, embajador de Chile ante el Pacto Andino, y presidente de la Junta Ejecutiva de dicha instancia; entre 1990 y 1999 fue representante permanente de Chile ante la ONU; entre 1990 y 1991 fue presidente de la Tercera Comisión de la Asamblea General de la ONU; entre 1991 y 1992 fue presidente del Comité Social del Consejo Económico y Social de la ONU (ECOSOC); entre 1993 y 1994, y entre 1998 y 1999 fue presidente del referido Consejo; entre 1993 y 1995 fue presidente del Comité Preparatorio de la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social de Copenhague, y entre 1996 y 1997 fue representante de Chile y presidente del Consejo de Seguridad de la ONU;

11. Que a lo largo de su carrera el señor Somavía recibió numerosos galardones y premios. Entre ellos, el Premio a la Paz Leonidas Proaño, de la Asociación Latinoamericana para los Derechos Humanos; el premio internacional Paloma de Oro por la Paz, concedido por la ONG italiana Archivio Disarmo, y el premio Rosa de Plata otorgado por SOLIDAR en reconocimiento a su visión precursora del trabajo decente y a su labor en defensa de los derechos y libertades de los trabajadores. También recibió el premio Lifetime Achievements Awards, por su trabajo en favor de los “Objetivos de Desarrollo del Milenio” y de la promoción del desarrollo social, y

12. Que, asimismo, el señor Somavía fue miembro del Directorio y Vicepresidente para Latinoamérica de la Agencia Noticiosa InterPress Service, con sede en Roma, entre 1976 y 1982. Junto con Gabriel García Márquez representó a Latinoamérica como miembro de la Comisión MacBride para las Comunicaciones Internacionales, entre 1980 y 1982. También fue presidente del Comité de la ONU de los Parlamentarios para la Acción Global. Además, ha recibido Doctorados Honoris Causa del Connecticut College, en 1996; de la Universidad Católica de Lima, en 1999; de la Universidad de Turín, en 2001; de la Universidad de Paris I Panthéon Sorbonne, en 2003; de la Universidad de Coimbra, Portugal y la Universidad de Kassel, Alemania, en 2009.


El Senado acuerda:


Expresar su reconocimiento y valoración al destacado e importante trabajo que, durante más de trece años, ha realizado al frente de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) su Director General, el chileno señor Juan Somavía Altamirano, especialmente por ser el primer representante de un país en desarrollo en ocupar dicho cargo, desde el cual ha impulsado con fuerza la tesis del “trabajo decente” como concepto central de las estrategias de la referida organización y como un medio para alcanzar una globalización justa que conduzca a la creación de oportunidades para todos.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Uriarte, señora Von Baer y señores Coloma, Espina, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Sabag, Walker, don Patricio, y Zaldívar, con el que se pide a S. E. el Presidente de la República que solicite al Gobierno de la República de Cuba esclarecer las circunstancias en que se produjo la muerte del dirigente político señor Oswaldo Payá, entregar los antecedentes sobre aquel hecho al Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas y a Amnistía Internacional, y autorizar la participación de estos organismos internacionales en

la investigación pertinente


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.501-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el señor Oswaldo Payá, dirigente cubano y líder del Movimiento Cristiano de Liberación, murió recientemente en un choque automovilístico en circunstancias que no son del todo claras;

2. Que el señor Payá ha sido considerado un símbolo de la disidencia en Cuba, uno de los más importantes defensores de los derechos humanos del pueblo cubano, un protector de los principios cristianos y un luchador por una Cuba libre y democrática;

3. Que el señor Payá fue un opositor al Gobierno cubano reconocido internacionalmente, recibiendo el Premio Sájarov del Parlamento Europeo el año 2002;

4. Que, al acontecer el hecho en cuestión, el señor Payá viajaba desde La Habana a la ciudad de Bayamo acompañado del Vicesecretario General de Nuevas Generaciones (NNGG) en Madrid, señor Ángel Carromero, quien conducía el vehículo, y un miembro del Movimiento Cristiano de Liberación, señor Jens Aron Modig. Asimismo, lo acompañaba otro ciudadano cubano, que también murió;

5. Que la señora María Payá, hija del disidente fallecido, ha denunciado que, según el testimonio de los sobrevivientes del hecho, un segundo coche embistió varias veces el vehículo en que viajaban su padre y las demás personas mencionadas, intentando sacarlo de la carretera;

6. Que, no obstante lo anterior, el Gobierno cubano se ha limitado a señalar que el vehículo en que se trasladaba el señor Payá perdió el control e impactó contra un árbol;

7. Que, a pesar de que el Gobierno cubano estima que se trata sólo de un accidente, mantiene detenido al español señor Carromero por el delito de homicidio;

8. Que, hasta el momento, el Gobierno de Cuba no ha realizado una investigación que permita determinar en forma clara, transparente y precisa los detalles sobre las circunstancias en que se produjo la muerte del señor Oswaldo Payá ni las causas de su fallecimiento, y 

9. Que el Gobierno de Cuba no ha permitido que un organismo internacional pueda iniciar o participar en una investigación conducente a aclarar los hechos mencionados.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que oficie al Gobierno de Cuba a fin de requerir que se esclarezcan las circunstancias en que se produjo la muerte del dirigente político, señor Oswaldo Payá; que se entreguen al Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas y a Amnistía Internacional los antecedentes que arroje la investigación que se efectúe para aclarar tales hechos, y que se autorice la participación de los mencionados organismos internacionales en la referida investigación.”.

________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Gómez y Lagos, con el objeto de pedir a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social que adopte las resoluciones conducentes para el reconocimiento de los beneficiarios del Programa de Inversión en la Comunidad, que se encuentren contratados por las municipalidades ejecutoras, como trabajadores para

todos los efectos legales

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.516-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, fundamentando su voto el Honorable Senador señor Chahuán.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el artículo 2° de la ley Nº 20.128 dispuso la creación de un Programa de Contingencia contra el Desempleo con el objeto de financiar iniciativas o programas intensivos en el uso de mano de obra, bonificar la generación de empleos y, en general, todas las demás medidas que se definan para paliar situaciones de desempleo a nivel nacional, regional, provincial o comunal;

2. Que el artículo 3º del referido cuerpo legal prescribe las condiciones en que dicho programa debe operar, en tanto que, por su parte, el decreto supremo Nº 1, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, de 2009, establece que el Programa de Inversión en la Comunidad tiene por objeto el financiamiento de obras o acciones en el ámbito local, mediante proyectos intensivos en el uso de mano de obra, contratada al efecto y que presenten un claro beneficio comunitario;

3. Que dicho texto reglamentario considera, entre los componentes o líneas de acción del referido Programa, la ejecución de proyectos tanto por transferencia directa de recursos como a través de convenios. En el primer caso, la línea de acción se ejecuta por medio de las distintas Intendencias del país y dicha ejecución puede realizarse en forma directa por la Intendencia o por ésta mediante convenios con organismos públicos o contratos con agentes privados. En el segundo, la ejecución se desarrolla vía convenio con el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo;

4. Que la mayoría de estos proyectos se ejecutan por intermedio de los diversos municipios y, de acuerdo al mismo reglamento, se orientan a beneficiarios entre 18 y 65 años de edad, que sean trabajadores desempleados, que tengan la calidad de jefes de hogar y que vivan, preferentemente, en regiones o comunas que presenten tasas de desocupación superiores al promedio del desempleo nacional;

5. Que para dicho efecto, las municipalidades suscriben contratos de trabajo con los beneficiarios del Programa, quienes pertenecen a los sectores más vulnerables de las comunas en que éste opera, siendo contratados para desarrollar actividades que benefician a dicha comunas, especialmente relacionadas con el barrido de calles y la mantención de áreas verdes;

6. Que no obstante la existencia de estos contratos, que les otorga la calidad de trabajadores y, por ende, los deja afectos a la legislación laboral pertinente, es del caso señalar que no se les hace acreedores de los beneficios ordinarios o extraordinarios que distintos cuerpos legales contemplan, lo que constituye una discriminación que no resulta aceptable;

7. Que en este orden de ideas cabe destacar que la Contraloría General de la República, mediante su dictamen Nº 0056633N05, de fecha 2 de febrero de 2005, señaló que los municipios, cuando actúan como ejecutores de programas de absorción de cesantía financiados con recursos fiscales, pueden contratar mano de obra con sujeción a las normas del Código del Trabajo, como es el caso en análisis, y

8. Que, en tal virtud, no cabe sino concluir que los beneficiarios del Programa de Inversión en la Comunidad que se encuentren contratados por las municipalidades tienen la calidad de trabajadores, para todos los efectos legales, no obstante lo cual resulta necesario que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social así lo precise para evitar interpretaciones disímiles o erróneas que los perjudiquen y los discriminen frente a otros trabajadores.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social para que adopte las resoluciones conducentes al reconocimiento de los beneficiarios del Programa de Inversión en la Comunidad, que se encuentren contratados por las municipalidades ejecutoras, como trabajadores para todos los efectos legales.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Rossi y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de una iniciativa que modifique el decreto ley N° 3.500, de 1980, para establecer la exención total de la cotización previsional de salud que afecta

a las pensiones que señala su artículo 85


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.502-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que la ley N° 20.531 eliminó, en forma total o parcial, el cobro de la cotización previsional del 7% para salud respecto de los pensionados que al efecto detalla;

2. Que los principales beneficiarios de la mencionada ley son los pensionados del Sistema de Pensiones Solidarias, tanto los que perciben la Pensión Básica Solidaria como quienes reciben el Aporte Previsional Solidario;

3. Que, sin embargo, dicho universo resulta insuficiente para dar cabal cumplimiento al compromiso asumido para con los adultos mayores del país;

4. Que el reconocimiento a toda una vida de trabajo y de aporte a la sociedad debería ser transversal, sin distinciones y, en consecuencia, la eliminación del referido descuento del 7% debería beneficiar a todos los pensionados adultos mayores de Chile;

5. Que lo anterior demanda no hacer exclusiones y, por ende, garantizar a todo aquel que tenga el carácter de pensionado y que sea adulto mayor el derecho a la salud sin mediar descuentos al efecto, con independencia de la fuente legal que otorga el carácter de pensionado;

6. Que, de esta forma, se daría cumplimiento real a una aspiración de antigua data de miles de chilenos que, en retribución a una vida de esfuerzos, merecen un descanso y un reconocimiento a su contribución al desarrollo del país desde sus diversos oficios y hogares, y

7. Que el universo de que se trata comprende a todos los pensionados del sistema previsional, con el sólo requisito de ser adultos mayores, de manera tal que el compromiso en esta materia se cumpla respecto de todos ellos. 


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que modifique el decreto ley N° 3.500, de 1980, a fin de establecer la exención total de la cotización previsional de salud que afecta a las pensiones que señala su artículo 85.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Prokurica y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío de una iniciativa legal que exija el empadronamiento por la Junta Nacional de Jardines Infantiles de los establecimientos particulares de esta clase, y su acreditación de carácter temporal conforme a

estándares de seguridad y calidad


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.503-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que, de acuerdo a los conceptos aplicados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI), se entiende por jardín infantil el establecimiento que recibe durante el día niños y niñas, desde los 84 días de vida hasta la edad de su ingreso a la Educación General Básica, proporcionándoles atención integral, alimentación adecuada y educación correspondiente a su edad. A su vez, considera como salas cunas aquellos establecimientos especialmente dirigidos a menores de hasta dos años;

2. Que el proceso para instalar establecimientos de esas características está regulado en diversos cuerpos legales y en la creación de los mismos participan en forma coordinada distintos organismos, tales como las municipalidades, los Servicios de Salud, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y el Ministerio de Educación por intermedio de la propia JUNJI, donde se solicitan los diferentes documentos a fin de certificar que el proyecto inmobiliario, sanitario y comercial cumple con la normativa vigente;

3. Que de lo anterior resulta que existe una variada legislación referida al tema de los centros de cuidado y enseñanza de los infantes, lo que exige una especial atención en torno al tema de la fiscalización. Así, por ejemplo, no resulta claro cómo opera la fiscalización cuando estos establecimientos funcionan de manera particular, ya que si bien de acuerdo al artículo 4° del decreto supremo N° 1.574, del Ministerio de Educación, de 1971 -que reglamenta la ley          N° 17.301-, la JUNJI tiene la función de fiscalizar la organización y funcionamiento de todos los jardines infantiles, sean éstos públicos o privados y, por consiguiente, debe informar las irregularidades observadas a los organismos pertinentes y puede empadronar a los jardines particulares, este empadronamiento es voluntario y la coordinación entre los distintos organismos puede resultar ineficiente;

4. Que, por otro lado, las sanciones a las infracciones que se cometan en este ámbito tampoco son claras por cuanto también existe una profusa legislación sobre la materia. A modo de ejemplo, si se infringen las normas que regulan las condiciones sanitarias de los establecimientos educacionales, se hacen aplicables las disposiciones del Código Sanitario. Este entramado normativo resulta en perjuicio de una eficaz fiscalización y sanción de las infracciones, poniendo en peligro la vida de los niños;

5. Que un tema particularmente sensible es el cuidado, protección y desarrollo de los niños, por ello es importante hacer un llamado de atención respecto de una situación preocupante que representa un riesgo para muchas personas y sus familias, esto es, la existencia de establecimientos irregulares que funcionan como salas cunas, jardines infantiles e, incluso, como casas de acogida para cientos de niños;

6. Que el problema derivado de lo anterior es complejo, ejemplo de lo cual son los riesgos a la seguridad física que implica atender niños en un ambiente no preparado para tal efecto, exponiéndolos a accidentes vinculados a estufas, cocinas, tomas de corriente, escaleras, entre otras situaciones de peligro. A ello se suma el tema de la salud e higiene que, claramente, pueden verse en riesgo en establecimientos clandestinos;

7. Que aún más sensible resulta el tema de la integridad física, síquica y sexual del niño, asunto que lamentablemente hace noticia a diario y que, si bien es dramático en colegios y establecimientos regulares y supervisados, puede llegar a ser más grave todavía en las dependencias de entidades que no están sujetas a control alguno, siendo, finalmente, deber del Estado el evitar dichas situaciones, y

8. Que otro aspecto a considerar en esta materia es el desarrollo de los infantes, pues los establecimientos reconocidos regulan no sólo el espacio en el que se desenvuelven los niños, sino que también se ocupan del personal que en ellos se desempeña, de los profesionales docentes encargados del cuidado de los menores y, asimismo, de los implementos y materiales necesarios para formar niños sanos, con un adecuado desarrollo intelectual y social, todo lo cual no puede quedar al arbitrio de un particular.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que exija el empadronamiento por parte de la Junta Nacional de Jardines Infantiles de los establecimientos particulares de esta clase, y su acreditación de carácter temporal conforme a estándares de seguridad y calidad.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Allende y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Letelier, Muñoz Aburto, Rossi, Sabag, Tuma y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República y al Ministro de Relaciones Exteriores la revisión de la política exterior chilena en relación a los Estados de Israel y

Palestina


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.504-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que existe una completa paralización de los procesos de diálogo internacional, tanto bilaterales como multilaterales, en torno al término de la ocupación militar de Palestina por parte del Estado de Israel;

2. Que los diálogos derivados del denominado Proceso de Madrid, de 1991, y de los Acuerdos de Oslo están absolutamente suspendidos y no existe voluntad ninguna por parte de las autoridades israelíes en orden a avanzar en el cumplimiento de los mismos, lo que hace prever un agravamiento aún mayor de las inhumanas condiciones de vida de la población palestina;

3. Que el Ejército y otras fuerzas de orden y seguridad israelíes conculcan a diario los derechos de la población palestina en Gaza y Cisjordania, impidiendo su desplazamiento y el desarrollo de actividades económicas productivas, privándolos asimismo de su propiedad y sometiéndolos a tratos denigrantes en los múltiples puntos de control que cubren todo el territorio palestino;

4. Que en el plano económico también hay graves limitaciones impuestas por Israel a las importaciones y exportaciones palestinas, que vulneran todas las normas sobre libre comercio, tan valiosas para la política comercial internacional;

5. Que actualmente existen más de cinco mil prisioneros políticos palestinos en cárceles israelíes, la mayoría de los cuales han sido detenidos en Palestina por aplicación extraterritorial de leyes israelíes que autorizan la privación de libertad por la vía administrativa, sin derecho a juicio ni a revisión judicial posterior, cuando la autoridad militar del Estado ocupante considere que la libertad de los ciudadanos palestinos constituye una amenaza para la seguridad del Estado de Israel;

6. Que es especialmente sensible a nivel internacional el hecho que entre los privados de libertad de manera indefinida se encuentren 26 diputados del Consejo Legislativo de Palestina, lo que en la práctica impide el normal funcionamiento del órgano legislativo del Estado Palestino;

7. Que Chile sostiene relaciones políticas y diplomáticas plenas con Israel, sin embargo, por informaciones recibidas del personal diplomático chileno destinado a la zona, se ha tomado conocimiento de que existe una prohibición por parte de la Cancillería de Israel, que impide a Chile tener un consulado u oficina consular en Palestina, situación que constituye una medida de interdicción inaceptable para un país soberano y una grave vulneración de los principios más esenciales sobre los cuales se estructuran las relaciones diplomáticas y consulares entre los Estados de la comunidad jurídica de naciones, y

8. Que, por otra parte, existe una grave asimetría entre las relaciones que Chile sostiene con Israel y con Palestina. Así, por ejemplo, con Israel celebró un Convenio de Promoción del Turismo que exonera de visa previa a los ciudadanos de ambos Estados para visitar, hasta por 30 días renovables, el territorio del otro Estado. Con Palestina, en cambio, no existen acuerdos suscritos de este tipo, lo que dificulta que muchos palestinos puedan viajar a Chile pues deben enfrentar las dificultades que supone trasladarse a territorio israelí para obtener un visado en el Consulado de Chile, ante la imposibilidad de contar con consulado chileno en Palestina.


El Senado acuerda:


1.- Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Relaciones Exteriores para que se adopten las siguientes medidas en relación a la política exterior chilena respecto de los Estados de Israel y Palestina:


a) Que Chile exprese de manera clara y firme, en todos los foros multilaterales de los cuales forma parte, la urgencia de retomar el proceso de diálogo en torno a la solución del conflicto israelí-palestino, a fin de poner término a la ocupación militar israelí de Gaza y Cisjordania, y permitir el pleno y normal desenvolvimiento del Estado de Palestina, condición que es esencial para lograr la estabilización política del Medio Oriente.


b) Instar, en el seno de la Organización de las Naciones Unidas, a acelerar las acciones de las agencias especializadas tendientes a promover el respeto de los derechos humanos en los territorios ocupados y, especialmente, a atender la situación de los prisioneros palestinos recluidos en Israel.


c) Iniciar un proceso formal de negociaciones con el Estado de Palestina para concordar un convenio bilateral que permita liberar de la exigencia de visa a los nacionales de ambos países que deseen realizar actividades turísticas.


d) Demandar del Estado de Israel el cese inmediato de su prohibición que pesa sobre la Cancillería chilena de contar con un consulado u oficina consular en los territorios ocupados, y disponer su apertura a la brevedad.


2.- Mandatar a los Honorables Senadores que participen en foros interparlamentarios internacionales, de carácter regional o global, para incorporar en las agendas de discusión de dichos organismos, acuerdos que promuevan la liberación de los diputados palestinos privados de libertad en Israel, con la finalidad de permitir el normal funcionamiento de la Asamblea Legislativa Palestina.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Allende y señores Cantero, Girardi, Gómez, Letelier, Pizarro, Rossi, Tuma, Walker, don Patricio, y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío de una iniciativa legal que declare exentas de la cotización de salud establecida en el decreto ley Nº 3.500 las pensiones no contributivas establecidas

a favor de los exonerados políticos


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.505-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que la ley N° 19.234 otorgó a los ex funcionarios de la Administración Pública centralizada y descentralizada, de las instituciones semifiscales y de administración autónoma, y de las empresas autónomas del Estado, de las Municipalidades, de las Universidades del Estado, del Banco Central de Chile, del Congreso Nacional, parlamentarios en ejercicio al 11 de septiembre de 1973 y del Poder Judicial, que fueron exonerados por motivos políticos durante el lapso comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, el derecho a solicitar del Presidente de la República, por intermedio del Ministerio del Interior, una serie de beneficios, entre ellos, las pensiones no contributivas que dicha ley establece;

2. Que, por su parte, la ley N° 20.531 eximió, total o parcialmente, de la obligación de cotizar un 7% para salud a un porcentaje del universo de los adultos mayores que reciben algún tipo de pensión;

3. Que esta ley se refirió a todas las pensiones que se encuentren percibiendo o que en el futuro reciban los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de la ley N° 20.255, estableciendo respecto de ellas una exención total de la cotización legal del artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980;

4. Que la señalada cotización legal fue reducida de un 7% a un 5% para los pensionados del sistema previsional establecido en el citado decreto ley         N° 3.500 y para las pensiones contempladas en las leyes N°s 16.744 y 19.234;

5. Que, para acceder a esta rebaja, dichas pensiones deben cumplir los requisitos establecidos en las letras a) y c) del artículo 3° de la ley N° 20.255 y sus beneficiarios deben integrar un grupo familiar que pertenezca a los cuatro primeros quintiles de la población de Chile conforme al instrumento técnico de focalización señalado en el artículo 32 de esa misma ley, y

6. Que todas las condiciones que se requieren para obtener un descuento parcial de la cotización legal consagrada en el artículo 85 del decreto ley       N° 3.500, de 1980, permiten considerar que respecto de las pensiones no contributivas establecidas en favor de los exonerados políticos en la ley         N° 19.234 debería promoverse una modificación legal que las exima del total de dicha cotización, tal como acontece en la actualidad con las pensiones que se encuentran percibiendo o que en el futuro reciban los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de la ley N° 20.255, ya que los destinatarios de tales pensiones no contributivas, en muchos casos, reciben una pensión que no corresponde a la que efectivamente deberían percibir de acuerdo al grado que poseían al momento de ser exonerados, razón por la cual la exención total de la señalada cotización legal representaría una mínima compensación ante tan injusta situación.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que modifique la ley           N° 20.531 a fin de que las pensiones no contributivas establecidas en favor de los exonerados políticos en la ley N° 19.234 se encuentren totalmente exentas de la cotización legal del 7% para salud contemplada en el artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Chahuán, con el que pide a S. E. el Presidente de la República el envío de una iniciativa legal que modifique la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, con el objeto de crear un servicio especializado de protección del patrimonio

cultural


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº S 1.508-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el patrimonio cultural de una nación es la genuina expresión de la memoria de su pueblo y constituye su propia identidad;

2. Que actualmente, en una sociedad donde reina el inmediatismo, la búsqueda de los orígenes y el conocimiento del patrimonio cultural se convierten en una necesidad;

3. Que atendido el significado que la memoria cultural tiene para la sociedad, el Estado debería formular políticas públicas para su conservación; 

4. Que esta realidad compromete al Estado a enfrentar en forma inmediata las amenazas y riesgos que atentan contra la seguridad del patrimonio cultural, emprendiendo acciones dirigidas a la toma de conciencia, la formación, la capacitación, el fortalecimiento institucional y el debido tratamiento del tráfico ilícito de bienes culturales, siendo ello razón suficiente para que el Gobierno implemente políticas públicas en dicho ámbito;

5. Que en este orden de ideas y siguiendo el ejemplo de otros países, resulta necesario que la policía uniformada, constituida por Carabineros de Chile, cuente con una Unidad de Policía Patrimonial encargada del resguardo y protección de la integridad de los bienes culturales, tanto muebles como inmuebles, y especializada en el combate contra el tráfico ilícito de los tesoros que conforman el patrimonio artístico y arqueológico del país;

6. Que así como dicho cuerpo policial cuenta en la actualidad con diversas unidades especializadas -tales como el Servicio de Encargo y Búsqueda de Vehículos o la Policía Forestal, entre otras-, podrá contar, además, con una unidad conformada por efectivos debidamente capacitados en la protección y resguardo integral del patrimonio cultural, y

7. Que, para este efecto, se propone modificar el artículo 3° de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, a fin de establecer que a dicha institución policial le corresponderá cumplir la función descrita.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que modifique el artículo 3° de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, a fin de establecer que dicha institución tendrá a su cargo el resguardo y protección de la integridad de los bienes culturales, tanto muebles como inmuebles y, con tal objeto, disponer la creación de una Unidad de Policía Patrimonial especializada en el combate al tráfico ilícito de los tesoros que conforman el patrimonio artístico y arqueológico del país.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath, Prokurica, Rossi y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República enviar una iniciativa de ley para perfeccionar el régimen de Garantías Explícitas en Salud en materias de tratamiento psicológico a pacientes de cáncer de mamas, ampliación de cobertura de los exámenes preventivos y especificación de las prestaciones de reconstrucción

mamaria en el listado correspondiente


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.510-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el cáncer de mama es la neoplasia maligna de mayor frecuencia en la mujer occidental y la principal causa de muerte por cáncer en la mujer en muchos países. La detección de cáncer de mama ha aumentado de manera considerable por el acceso a mejores métodos de diagnóstico, mediante imágenes, lo que ha permitido desarrollar programas de detección precoz de la enfermedad;

2. Que en Chile se conoce parcialmente la incidencia de este padecimiento ya que la notificación obligatoria de los casos es relativamente reciente en los Servicios Públicos;

3. Que en relación a la mortalidad general por cáncer en la población chilena -hombres y mujeres-, el cáncer de mama constituye la tercera causa de muerte, registrándose una tasa de mortalidad de aproximadamente 13 por cada 100.000 mujeres;

4. Que desde el año 2000 el cáncer de mama en Chile ocupa el segundo lugar entre las causas de muerte por cáncer en la mujer, después del cáncer de vesícula y vías biliares. El año 2006 alcanzó una tasa de mortalidad total de 13,8 por cada 100.000 mujeres. La tasa de Años de Vida Potenciales Perdidos (AVPP) por cáncer de mama en la mujer es de 100 por 100.000, ocupando el segundo lugar después del cáncer cervicouterino;

5. Que el Programa Nacional de Pesquisa y Control del Cáncer de Mama nació en el año 1995 y comprende estrategias y actividades de prevención, pesquisa, diagnóstico, tratamiento y seguimiento de esta enfermedad; 

6. Que la pesquisa contemplada en dicho programa se planteó en dos fases:

- La primera, dirigida a mujeres entre los 35 y 64 años de edad, a través de la realización de Examen Físico de Mama (EFM) y la enseñanza del Autoexamen de Mama (AEM) cada 3 años, y anual en mujeres con factores de riesgos; este examen debe realizarlo un profesional capacitado, bajo un protocolo estandarizado.

- La segunda, mediante la realización del screening mamográfico en mujeres de 35 a 65 años, y cuya implementación progresiva, según los recursos disponibles, fue trazado como objetivo en el año 1998. Además, se establecieron algunos objetivos a corto plazo como fueron el aumento de la cobertura con examen físico mamario protocolizado en la Atención Primaria también en mujeres beneficiarias de 35 a 65 años y el aumento de la pesquisa del cáncer en estados precoces (I y II) desde el 50% hasta, al menos, el 70%;

7. Que lo anterior se ha traducido en la realización del examen físico mamario y la enseñanza de AEM a toda mujer a contar de los 35 años de edad, no obstante lo cual el problema es que esto se sigue realizando cada 3 años, salvo que se detecte en un paciente algún síntoma o que éste tenga antecedentes familiares de la enfermedad. En efecto, cuando se sospecha una probable patología maligna, independiente de la edad, se realiza una mamografía o se deriva a la Unidad de Patología Mamaria para confirmar el diagnóstico. Sin embargo, dada la importancia de la detección temprana de la enfermedad y por los largos períodos que median entre un examen y otro, esta mamografía suele ser tardía. A pesar de ello, el diagnóstico del cáncer de mama en etapas más precoces (In Situ, I y II) ha aumentado de 42,9 a 70,1% entre los años 1999 y el 2006 y, en el mismo período, se ha producido una importante reducción de los casos diagnosticados en etapas avanzadas, lo cual significa que, siendo aún insuficientes las medidas preventivas, ellas han contribuido a una notable mejora en la materia, revelando la importancia de completar las tareas pendientes en este ámbito, ya que ello permitirá la detección precoz de la enfermedad, en el mejor de los escenarios, en un 100% de los casos;

8. Que, desde el 1 de julio de 2005, el cáncer de mama fue incorporado al Sistema de Acceso Universal de Garantías Explícitas, en tanto que el Examen de Medicina Preventiva incorporó una mamografía gratuita para toda mujer, pero sólo a los 50 años de edad y, a contar del año 2009, se amplió al grupo de mujeres de 50 a 54 años, independientemente del régimen de salud al que se encuentren adscritas. Sin embargo, esto resulta insuficiente si se considera el objetivo planteado -ya en 1998- de implementar ciertos exámenes de detección temprana, debiendo avanzarse progresivamente en ello según rango etario, que suele ser un factor importante de riesgo para esta enfermedad;

9. Que en el tratamiento de la enfermedad se han agregado nuevas prestaciones como la reconstrucción mamaria pero reservada para casos especiales, lo que resulta errado por constituir una distinción reprochable. Al contrario, la regla general debería ser la reconstrucción a fin de devolver la salud de manera íntegra a quien ha padecido tal patología;

10. Que el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 19.966 dispone que: “Las Garantías Explícitas en Salud serán constitutivas de derechos para los beneficiarios y su cumplimiento podrá ser exigido por éstos ante el Fondo Nacional de Salud, las Instituciones de Salud Previsional, la Superintendencia de Salud y las demás instancias que correspondan.”. Por consiguiente, siendo el cáncer de mama una de las enfermedades cubiertas por el plan, su tratamiento es un derecho consagrado en el ordenamiento jurídico y su finalidad es la recuperación y mantención de la salud de las personas afectadas;

11. Que, en concordancia con lo anterior, el protocolo de tratamiento es el siguiente:

- Toda persona respecto de la cual, luego de una mamografía o ecografía mamaria, se sospeche que padece cáncer de mama tendrá garantizada la atención por un médico especialista dentro de 30 días desde la solicitud de interconsulta. En caso de evidencia clínica de la patología no será exigible la mamografía para la interconsulta de especialista.

- Dentro de 45 días desde la consulta con el especialista, la persona accederá a los exámenes para confirmar el diagnóstico y completar el estudio de avance de la enfermedad cuando corresponda.

- Se garantiza que, dentro de 30 días desde confirmado y etapificado el cáncer de mama, la persona iniciará el tratamiento indicado por el Comité Oncológico, el cual puede considerar cirugía, radioterapia, quimioterapia u hormonoterapia.

- Se garantiza que, dentro de 90 días desde terminado el tratamiento, la persona será evaluada por un médico especialista, el que le solicitará los exámenes para el seguimiento del problema de salud;

12. Que para una revisión más acuciosa de las prestaciones que quedan cubiertas por el sistema de salud, existe un listado de prestaciones específicas comprendidas por el plan AUGE, que está disponible en la página web del Ministerio de Salud. Algunas de estas prestaciones dicen relación con el diagnóstico de la enfermedad (Confirmación Cáncer de Mama Nivel Especialidad), donde figuran exámenes tales como la mamografía, la proyección complementaria de mamas, la ecotomografía mamaria, entre otros, y con el tratamiento a seguir (Intervención Quirúrgica Cáncer de Mama), punto en el cual existen dos códigos que representan ciertas prestaciones sobre las cuales es importante poner especial énfasis, el 1502052-GES Reconstrucción mamaria, Prótesis mamaria interna, y el 1502018-GES Colgajos musculares o musculo cutáneos, Prótesis mamaria externa, y

13. Que, dicho lo anterior, es importante destacar una serie de aspectos que merecen una reflexión más profunda y un nuevo análisis en cuanto al tratamiento de la enfermedad en referencia:

- Entre las prestaciones asociadas a este padecimiento no se contempla ningún tipo de ayuda sicológica de manera explícita, lo que constituye una herramienta trascendental para el éxito del tratamiento, la reinserción en la vida emocional, afectiva y sexual del paciente y para la posibilidad de recuperar una vida íntegra y plena. 

- Por otra parte, es necesario resaltar y extender el rol de la medicina preventiva. Ello significaría un alivio tanto para cientos de personas que contarán con una detección temprana, mejorando así su prognosis, como para la propia hacienda pública, que podrá ahorrarse importantes sumas si disminuyen las tasas de personas afectadas por esta patología. Además, es un hecho que una persona sana es más eficiente y productiva, pierde menos horas laborales y logra una mejor calidad de vida. En resumen, una política preventiva exitosa trae bienestar económico y emocional a las familias y un mejor desarrollo de la sociedad en su conjunto.

- Para lograr los objetivos de recuperación y mantención de la salud es imprescindible contar con los recursos humanos y tecnológicos necesarios, ya que así será posible, por ejemplo, reducir el plazo de 90 días desde terminado el tratamiento para que la persona sea evaluada por un médico especialista, solicitándole los respectivos exámenes para el seguimiento del problema de salud. 

- Los apartados de reconstrucción, si bien aparecen considerados, resultan inadecuados o insuficientes según los datos obtenidos de las propias pacientes que suelen mencionar, entre sus mayores problemas e inconvenientes, el hecho que la decisión de la reconstrucción queda a criterio de los médicos quienes, dada la escasez de profesionales, tienden a privilegiar el tratamiento de la enfermedad aplazando y, muchas veces, negando la etapa reconstructiva, lo cual tiene importantes consecuencias psicológicas para la persona en recuperación y su entorno familiar y laboral.

- Asimismo, entre las prestaciones que considera el sistema AUGE figura el suministro de prótesis exteriores, cuyo protocolo de entrega no resulta muy claro y es insuficiente y lento.

Tales puntos se transforman, por tanto, en los requerimientos mínimos para el desarrollo del sistema de salud y un real progreso como sociedad.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que modifique el régimen de Garantías Explícitas en Salud a fin de atender los siguientes temas:


a) Incluir dentro de las prestaciones la garantía de tratamiento psicológico necesario para el apoyo de la persona enferma de cáncer de mamas.


b) Ampliar la cobertura de los exámenes preventivos del modo que se indica: 


1) Examen físico de mama, anual, a partir de los 20 años y enseñanza del auto-examen mamario.


2) Examen de mamografía, cada 3 años, respecto de personas entre los 20 y los 35 años de edad. 


3) Examen de mamografía, anual, a contar de los 35 años de edad. 


4) Ecografía mamaria, como complemento de la mamografía, a partir de los 50 años de edad.


c) Modificar el listado de prestaciones contemplado en el sistema, distinguiendo entre el tratamiento de la enfermedad y la reconstrucción mamaria posterior, con el fin de facilitar la intervención de equipos especializados en una y otra materia, logrando mayor eficiencia en los respectivos protocolos médicos.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Horvath, Prokurica, Rossi y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República remitir un Mensaje legislativo que le dé carácter de imponibles a las bonificaciones otorgadas en diversas leyes al sector salud y que, además, equipare su bonificación de zonas extremas con las

que perciben los demás empleados del Estado


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.511-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que la recientemente publicada ley N° 20.612 otorga, a los funcionarios del sector salud que indica, una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional;

2. Que dicha ley establece las referidas bonificaciones respecto de un universo de beneficiarios constituido por 7.700 funcionarios de planta o a contrata que se desempeñan en los Servicios de Salud, en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, y por los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nos 29, 30 y 31, del Ministerio de Salud, del año 2001;

3. Que, además, el referido texto legal consagra la compatibilidad de sus beneficios con el denominado bono post laboral establecido para el personal del sector salud por la ley N° 20.305;

4. Que la ley N° 20.209, como una manera de mejorar la política de recursos humanos en el sector salud, incrementó los incentivos económicos al desempeño instaurados por la ley Nº 19.937, así como también creó otras bonificaciones especiales para una parte del personal del mencionado sector;

5. Que los textos legales precedentemente referidos, así como otros que dicen relación con las condiciones laborales del personal del ámbito de la salud, han establecido una serie de bonificaciones las cuales, sin perjuicio de mejorar en alguna medida los ingresos de estos trabajadores, han provocado, por otro lado, una continuación de la política seguida durante años por parte del Estado en cuanto a perpetuar la situación de “daño previsional” que ha afectado a muchos de sus trabajadores;

6. Que, efectivamente, el origen del denominado “daño previsional” está en que todas estas bonificaciones son otorgadas con el carácter de “no imponibles”, lo que afecta la posibilidad de que el incremento en los ingresos de los trabajadores redunde en un aumento de sus ahorros previsionales, lo que finalmente afecta el monto de la pensión que recibirán al acogerse a jubilación;

7. Que si bien, en el corto plazo, esta política genera un término de los conflictos laborales que el Estado tiene como empleador, a largo plazo produce una situación que perjudica a miles de trabajadores que, al momento de retirarse, no reciben una pensión acorde con sus ingresos efectivos, puesto que la mayor parte de ellos corresponde a la entrega de bonificaciones que tienen el carácter de no imponibles;

8. Que en esta materia los trabajadores del sector de la salud de las zonas extremas experimentan una doble discriminación y perjuicio en relación a los demás trabajadores del sector público que se desempeñan en dichas zonas;

9. Que el primer perjuicio es que el bono de zona extrema al que tienen derecho es muy inferior al que reciben otros trabajadores del sector público, como por ejemplo, el personal de las Fuerzas Armadas o del Poder Judicial;

10. Que, además, dicho bono no es otorgado a todos los funcionarios de la salud, sino que sólo a algunos de ellos;

11. Que al igual que otras bonificaciones que recibe el sector salud, esta bonificación de zona extrema no tiene el carácter de imponible, a diferencia de otras bonificaciones de zona extrema que sí revisten dicho carácter, y

12. Que, conforme a lo anterior, resulta necesario que la bonificación de zona extrema sea equiparada, en cuanto a su monto, a la que percibe el resto de los funcionarios del sector público, y que, además, se le otorgue el carácter de imponible.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que otorgue el carácter de imponible a las bonificaciones legales establecidas para el sector salud y, en especial, que disponga la equiparación del monto de la bonificación de zona extrema contemplada para los trabajadores del sector salud con la que percibe el resto del sector público, otorgándole, además, el carácter de imponible.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Horvath, Prokurica, Rossi y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República instruir al señor Ministro de Hacienda para que actualice su resolución exenta N° 698, de 2006, sobre normas de condonación de deuda para contribuyentes, con el objeto de adecuarlas a las situaciones de las empresas pequeñas y medianas y de las personas

naturales que indican


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.512-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el inciso segundo del artículo 192 del Código Tributario faculta al Tesorero General de la República para condonar total o parcialmente los intereses y sanciones por la mora en el pago de los impuestos sujetos a la cobranza administrativa y judicial, mediante normas o criterios de general aplicación que se determinen para estos efectos por resolución del Ministro de Hacienda;

2. Que en virtud de dicha facultad legal, el Ministerio de Hacienda dictó la resolución exenta N° 698, de 28 de julio de 2006, sobre normas de condonación de deudas para contribuyentes;

3. Que la mencionada resolución ha sido modificada en diversas oportunidades, por ejemplo, mediante las resoluciones exentas Nos 108, de 31 de enero de 2007; 1.160, de 29 de agosto de 2007; 303, de 7 de abril de 2008, y 506, de 2 de mayo de 2009;

4. Que el objetivo de dichas modificaciones ha sido, por una parte, actualizar el contenido de la referida resolución exenta N° 698 a fin de incorporar a nuevos deudores en el ámbito de su aplicación, así como también incrementar en algunos casos el porcentaje de condonación y mejorar la forma en que estas condonaciones pueden ser hechas valer ante el Servicio de Tesorería;

5. Que, transcurrido algún tiempo desde la última modificación efectuada, parece de toda justicia y necesidad social que el Ministerio de Hacienda y la Tesorería General de la República inicien un proceso de reactualización de la mencionada resolución exenta N° 698 a fin de ajustar sus disposiciones ante la situación de deuda tributaria que miles de chilenos tienen con el Servicio de Tesorería, y

6. Que, además de lo anterior, en virtud de dicha nueva normativa, deberían establecerse porcentajes especiales de condonación y facilidades de pago para aquellos contribuyentes que correspondan a pequeñas y medianas empresas, y para aquellas personas naturales que perciban rentas que correspondan a los sectores bajos y medios de la población.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Hacienda para que dicte una resolución que modifique la resolución exenta N° 698, de 28 de julio de 2006, sobre normas de condonación de deudas para contribuyentes, a fin de actualizar sus disposiciones ante la situación de deuda tributaria que miles de chilenos tienen con el Servicio de Tesorería y, además, establecer porcentajes especiales de condonación y facilidades de pago para aquellos contribuyentes que correspondan a pequeñas y medianas empresas, y para aquellas personas naturales que perciban rentas que correspondan a los sectores bajos y medios de la población.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Chahuán, con el que impetra de S. E. el Presidente de la República que remita a tramitación una iniciativa legal que modifique el Estatuto Administrativo para que los directores de Asociaciones de Funcionarios, que cumplan tareas en sistemas de turno, puedan percibir la asignación de turno cuando ejercen el permiso a que les da

derecho la ley Nº 19.296


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº S 1.513-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que, de conformidad con las normas del Estatuto Administrativo, para el cálculo de los días de feriado legal a que tienen derecho los servidores de la Administración Pública se consideran como inhábiles los días sábado. Sin embargo, de acuerdo a la interpretación emitida por la Contraloría General de República en reiterados dictámenes, para los funcionarios que se desempeñan en sistemas de turno, todos los días son hábiles para efectos del cálculo de dicho descanso legal;

2. Que tal interpretación implica que el desempeño en sistema de turno genera, en la práctica administrativa, una disminución sustancial del descanso efectivo de los mencionados funcionarios, que ya tienen un ejercicio laboral más gravoso;

3. Que para superar esta inequidad es preciso establecer explícitamente que para la contabilización de los días de feriado legal a que tienen derecho estos funcionarios deben aplicarse íntegramente las normas contempladas al efecto en el Estatuto Administrativo;

4. Que en lo que respecta a los directores de asociaciones de funcionarios que se desempeñan bajo el sistema de turno y que, además, hagan uso de los permisos para actividades gremiales contemplados en el artículo 31 de la ley N° 19.296, el ente contralor ha establecido un criterio similar al señalado anteriormente al declarar que la percepción de la asignación derivada de dichos turnos requiere de un desempeño efectivo de la jornada bajo tal sistema, y

5. Que para solucionar esta situación se debería establecer expresamente en la ley que los directores de las asociaciones de funcionarios tienen derecho a percibir la asignación por turno, por los períodos en que hubieren hecho uso de los permisos a que se refiere el mencionado artículo 31 de la ley N° 19.296.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que modifique las normas pertinentes del Estatuto Administrativo a fin de establecer que los directores de asociaciones de funcionarios del sector público que laboran en sistemas de turno tienen derecho a percibir la respectiva asignación asociada a los mismos, por los períodos en que hubieren hecho uso de los permisos contemplados en el artículo 31 de la ley N° 19.296.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Letelier, Muñoz Aburto y Walker, don Ignacio, con el que piden a S.E. el Presidente de la República el envío de una iniciativa de ley que otorgue el derecho a cuota mortuoria a las mujeres perceptoras del bono por hijo nacido vivo

que se encuentren en las situaciones que indica


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.514-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que la ley N° 20.255, que estableció la reforma previsional, contempló, entre los beneficios que instauró, el denominado bono por hijo nacido vivo;

2. Que dicho beneficio consiste en un aporte en dinero por cada hijo nacido vivo o adoptado destinado a todas las madres chilenas, sin importar su condición social, laboral o económica, a fin de mejorar sus pensiones;

3. Que el monto del referido bono es el equivalente al 10% de dieciocho ingresos mínimos mensuales, lo que al 1 de julio de 2009 -fecha en que entró en vigencia la señalada reforma- correspondía a 300 mil pesos, aproximadamente;

4. Que respecto a los hijos nacidos después de esa data, el monto del ingreso mínimo a considerar al efecto será el que corresponda al mes de nacimiento del hijo;

5. Que tienen derecho a este bono las mujeres afiliadas al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, 1980, las beneficiarias de la Pensión Básica Solidaria y las mujeres que, sin estar afiliadas a un régimen previsional, perciban una pensión de sobrevivencia o viudez de una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) o del Instituto de Previsión Social (IPS);

6. Que las mujeres que reciben pensión de viudez o sobrevivencia de CAPREDENA o DIPRECA también tienen derecho al bono, siempre que cumplan los requisitos exigibles a las restantes beneficiarias, como haber cotizado al menos una vez en el nuevo sistema previsional;

7. Que dentro de este universo que tiene derecho al bono por hijo nacido vivo existe en la actualidad una diferenciación que afecta a un determinado grupo de mujeres en relación a la denominada cuota mortuoria o asignación por causa de muerte, que es un beneficio pecuniario que tiene por objeto financiar los gastos funerarios de un trabajador afiliado o pensionado;

8. Que, en primer lugar, no tienen derecho a la referida cuota mortuoria las mujeres mayores de 65 años de edad que se adscriban al sistema previsional del decreto ley N° 3.500, como afiliadas voluntarias, y que con sólo cotizar por una vez tienen derecho al bono por hijo nacido vivo;

9. Que tampoco tienen derecho a la cuota mortuoria las mujeres beneficiarias del bono por hijo nacido vivo que perciban una Pensión Básica Solidaria y que sean calificadas como no carentes de recursos;

10. Que, sin embargo, la cuota mortuoria es un derecho básico y social cuyo acceso debería ser ampliado para beneficiar a todas las mujeres, puesto que los gastos que dicho beneficio cubre por concepto de servicios funerarios y de sepultación son, generalmente, de un alto costo, y

11. Que, en consecuencia, tanto las mujeres mayores de 65 años de edad afiliadas al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500 por una sola cotización, así como también las mujeres que reciben una Pensión Básica Solidaria y que no son carentes de recursos deberían acceder al derecho a cuota mortuoria en referencia.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que otorgue el derecho a cuota mortuoria a las mujeres que perciben el bono por hijo nacido vivo, que son mayores de 65 años de edad y están afiliadas al régimen previsional del decreto ley N° 3.500, de 1980, por una sola cotización, así como también a las mujeres que reciben una Pensión Básica Solidaria y que no son carentes de recursos.”.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores García y Muñoz Aburto, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
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MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY que crea los hospitales clínicos que indica

(8618-11)
SANTIAGO, 12 de septiembre de 2012.-

MENSAJE Nº 206-360/
Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente proyecto de ley, que crea los establecimientos de salud “Hospital Clínico Metropolitano de La Florida” y “Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada”, centros que actualmente se encuentran en la fase final de su construcción en las comunas de La Florida y Maipú, en la ciudad de Santiago.
I.
ANTECEDENTES

Ante las demandas en materia de salud, se ha impulsado la construcción de infraestructura hospitalaria a través del sistema de concesiones. Dicho antecedente da cuenta de la importancia de este proyecto de ley, pues la discusión parlamentaria a que dé lugar, así como la ley que sea fruto de aquélla, constituirá un precedente del máximo valor técnico, jurídico y político a la hora de diseñar e implementar los nuevos hospitales que el país requiere. 

En particular, la iniciativa que someto a vuestra consideración constituye un avance en la implementación y gestión de la infraestructura hospitalaria de nuestra nación, por lo que esperamos que sea el primero de otros proyectos de ley a debatir en el futuro, en la misma línea. 

En efecto, ante el actual escenario y teniendo a la vista la experiencia de los establecimientos de autogestión en red y de los establecimientos de salud de carácter experimental, estimamos que resulta indispensable contar con un nuevo marco jurídico que permita implementar un sistema de gestión centrado en la satisfacción del usuario.

II.
OBJETIVOS

A través del presente proyecto de ley, se propone crear dos nuevos establecimientos de salud bajo un nuevo modelo, denominado “hospitales clínicos”, a saber, los establecimientos de salud Hospital Clínico Metropolitano de La Florida y Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada.

En la especie, los referidos establecimientos estarán sujetos a sistemas de gestión por resultados, cuyo diseño y ejecución se realizará teniendo a la vista las necesidades de sus usuarios. Por tanto, considerarán la consecución de objetivos y metas de producción de servicios y de gestión sanitaria. 

Por ende, esta iniciativa tiene por finalidad consagrar las herramientas necesarias para potenciar en los hospitales clínicos un mejor uso de la infraestructura hospitalaria, dedicándose más horas a resolver los problemas de salud de una población que suma más de dos millones de personas.

En particular, los hospitales clínicos a crear serán servicios públicos funcionalmente descentralizados, dotados de personalidad jurídica y patrimonio propio, distintos de los servicios de salud a que se refiere el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud. No obstante, se sujetaran a las políticas, normas, planes y programas que el Ministerio del ramo imparta. Además, formarán parte de la red asistencial de los Servicios de Salud Metropolitano Central y Sur Oriente, según corresponda, debiendo ejecutar las respectivas acciones de salud de forma coordinada.

III.
CONTENIDO DEL PROYECTO
1.
Creación de hospitales clínicos

De conformidad a lo precedentemente expuesto, a través de esta iniciativa se propone la creación de los Hospitales Clínicos Metropolitanos “El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada” y de “La Florida”.

Como ya se indicó, los hospitales en comento tendrán la calidad de servicios públicos descentralizados, relacionándose con el Presidente de la República a través del Ministerio de Salud. Asimismo, formarán parte de la Red Asistencial de los Servicios de Salud Metropolitano Central y Sur Oriente y de la Red Asistencial del Sistema para la atención integral de las personas, a cargo del Subsecretario de Redes Asistenciales.


Además, los hospitales clínicos antes mencionados tendrán la función de ejecutar acciones de fomento, protección, recuperación y rehabilitación; labor que deberán realizar de manera coordinada con la Red Asistencial del Servicio de Salud que corresponda.

Ahora bien, es menester señalar que el Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada será el sucesor, para todos los efectos legales, del “Establecimiento de salud de carácter experimental Centro de Referencia de Salud de Maipú”, organismo que pasará a suprimirse de conformidad a las disposiciones de esta iniciativa.

2.
Sistemas de gestión por resultados de salud

De conformidad a lo antes manifestado, una vez más cabe hacer presente que los establecimientos cuyo estatuto se crea a través de esta iniciativa estarán sujetos a sistemas de gestión por resultados, los que incluirán la fijación de objetivos y metas de producción de servicios y de gestión sanitaria.

3.
Atribuciones del Director Ejecutivo


El jefe superior de los hospitales clínicos en referencia se denominará Director Ejecutivo. Al efecto, se le asignan las atribuciones que actualmente nuestro ordenamiento jurídico le concede al Director del Hospital Padre Alberto Hurtado. 


 A su vez, dado que resulta central para obtener los objetivos trazados la implementación de un sistema de gestión por resultado centrado en la satisfacción del usuario, se precisa que los Directores Ejecutivos podrán disponer el establecimiento de auditorías periódicas obligatorias, debiendo velar por la implementación de los mecanismos de participación de su población usuaria, de conformidad a la ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes de las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.

4.
Dotación y régimen estatutario

Teniendo a la vista la experiencia obtenida tras la dictación de la ley N° 19.650 y  posteriormente la de los de decretos con fuerza de ley N°s. 29, 30 y 31, de 2000, todos del Ministerio de Salud, normativa que regula el estatuto de los establecimientos de salud experimental existentes; diversas disposiciones del presente proyecto de ley regulan la delegación de facultades en el Presidente de la República a través de la dictación de decretos con fuerza de ley. Ello con la finalidad de fijar las normas estatutarias y dotaciones de personal necesarias para ambos hospitales.

Para estos efectos, el proyecto que someto a vuestra consideración regula el traspaso de funcionarios desde el Centro de Referencia de Salud de Maipú y el Servicio de Salud Metropolitano Central al establecimiento “Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada”, y desde el Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente al “Hospital Clínico Metropolitano de La Florida”.  

Del mismo modo, esta iniciativa prescribe que el personal traspasado será contratado, sin solución de continuidad, en los nuevos hospitales clínicos. Además, dispone que dicha contratación no podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerada causal de término de servicios o cese de funciones; tampoco podrá significar pérdida del empleo o disminución de remuneraciones.

En este orden de materias, mención especial merece la posibilidad que este proyecto de ley concede a los funcionarios cuyo traspaso se disponga, de acogerse a las bonificaciones por retiro voluntario y beneficios consagrados en la ley N° 20.612, en caso que cumplan con los requisitos exigidos en dicho cuerpo legal.

5.
Establecimientos de salud de carácter experimental

Por otra parte, dado que ha transcurrido más de una década desde la publicación de la ley N° 19.650, la que dio lugar a la creación de tres establecimientos de salud de carácter experimental cuyo estatuto se reguló a través de los decretos con fuerza de ley N°s. 29, 30 y 31, de 2000, del Ministerio de Salud; hemos estimado que resulta pertinente, como un reconocimiento a su gestión y evolución, modificar sus denominaciones. 

Al efecto, los referidos organismos pasan a denominarse “Hospital Clínico Metropolitano San Alberto Hurtado” y “Centro de Referencia de Salud de Peñalolén Cordillera Oriente”, es decir, se propone eliminar las alusiones a su carácter experimental.

En mérito de lo anteriormente expuesto, someto a vuestra consideración el siguiente:

PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- Créanse los establecimientos de salud que se denominarán “Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada” y “Hospital Clínico Metropolitano de La Florida”. 

Los establecimientos señalados en el inciso anterior, serán servicios públicos funcionalmente descentralizados, dotados de personalidad jurídica y patrimonio propio, con domicilio en la ciudad de Santiago, distintos de los Servicios de Salud a que se refiere el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud; se relacionarán con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Salud, sujetándose a las políticas, normas, planes y programas que éste imparta; formarán parte de la Red Asistencial de los Servicios de Salud Metropolitano Central y Sur Oriente, respectivamente y de aquella a la que se refiere el inciso primero del artículo 8° del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud.

Artículo 2°.- La función de los establecimientos de salud señalados en el artículo 1° será la ejecución de acciones de fomento, protección, recuperación de la salud y rehabilitación de las personas enfermas, para cuyo desarrollo deberán coordinarse entre sí y con los establecimientos y entidades de derecho público y privado que conforman la Red Asistencial del servicio de salud correspondiente, en conformidad a lo establecido en el inciso quinto del artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud.

Para el continuo fortalecimiento y eficiente empleo de los recursos de que disponen los referidos establecimientos, las acciones a que se refiere este artículo, se determinarán o modificarán previo informe y coordinación con el servicio de salud a cuya Red Asistencial pertenezcan.

Artículo 3°.- Los establecimientos de salud señalados en el artículo 1° estarán afectos al decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de  la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la administración del estado, al decreto ley Nº 1.263, de 1975, ley orgánica de la administración financiera del estado, al Código Sanitario, y al sistema de alta dirección pública del título VI de la ley N° 19.882. 

Los establecimientos señalados en el artículo 1° estarán a cargo de un jefe superior de servicio denominado Director Ejecutivo.

Artículo 4°.- Los establecimientos señalados en el artículo 1° estarán sujetos a sistemas de gestión por resultados de salud, que incluyan la fijación de objetivos y metas de producción de servicios y de gestión sanitaria y los correspondientes procedimientos e instrumentos de medición y evaluación de los mismos. Ambos establecimientos deberán orientar su actividad hacia un continuo fortalecimiento y mejoramiento en la calidad, oportunidad y cobertura de las prestaciones de salud que proporcionen a sus usuarios y deberán emplear eficientemente los recursos de que dispongan, para cuyos efectos se realizarán las auditorías que correspondan. 

Para efectos de la aplicación del sistema de gestión por resultados señalado en el inciso anterior, antes del 10 de septiembre de cada año, por resolución del Ministro de Salud, se fijarán las metas sanitarias a las que deberá ajustarse cada establecimiento. Para el cumplimiento de dichas metas, los Directores Ejecutivos, antes del 30 de noviembre de cada año, determinarán las metas específicas del respectivo hospital, los indicadores de actividad y los objetivos de mejor atención a la población beneficiaria. Asimismo, en dicha oportunidad, establecerán las normas que regularán los procesos y procedimientos del mencionado sistema de gestión por resultados.

Artículo 5°.- Para el desempeño de sus funciones, el Director Ejecutivo de cada establecimiento ejercerá las atribuciones establecidas en los literales a) y siguientes del artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2000, del Ministerio de Salud. Además, tendrá las siguientes atribuciones específicas:
a) Disponer el establecimiento obligatorio de auditorías periódicas e integrales de la gestión clínica y administrativa para los Hospitales Clínicos, y

b) Establecer mecanismos de participación de la población usuaria del establecimiento, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 30 de la ley N° 20.584.
Artículo 6°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, y suscritos por el Ministro de Hacienda, establezca las normas necesarias para regular las siguientes materias en cada establecimiento de salud señalado en el artículo 1°:

a) Fijar la planta directiva del establecimiento. Asimismo, en el ejercicio de dicha atribución, podrá establecer los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N° 19.882 y las denominaciones de dicha planta;

b) Fijar la primera dotación máxima de personal, y

c) Fijar el régimen estatutario aplicable al personal, cuyo régimen de ingreso a un empleo será a través de un contrato de carácter indefinido o a plazo fijo; las causales de cesación de funciones en sus cargos; el sistema de remuneraciones; el sistema de calificaciones del personal vinculado a la calidad y productividad del desempeño del mismo; los incentivos de carácter no remuneratorio que se consideren apropiados a la función y fines del establecimiento; y los procedimientos para el acceso a programas de capacitación. Asimismo, señalar la legislación que se aplicará supletoriamente en estas materias.

El sistema de remuneraciones que se fije deberá consultar incentivos económicos aplicables al personal del establecimiento, los que podrán ser diferenciados en atención a la aplicación de criterios que, a lo menos, consideren aspectos, tales como, las funciones a desempeñar y el desempeño por unidades de gestión e institucionales. Además, deberá señalarse la fecha en que comenzará a aplicarse.

Artículo 7°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, y suscritos por el Ministro de Hacienda, disponga el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata, en servicio a la fecha de la publicación de los referidos actos administrativos, desde el ”Establecimiento de salud de carácter experimental Centro de Referencia de Salud de Maipú” y del Servicio de Salud Metropolitano Central al establecimiento que se cree con el nombre de “Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada”. En tanto el personal a ser traspasado no sea designado en el nuevo establecimiento, continuará sometido a la misma normativa estatutaria y remuneracional vigente a la época de su traspaso. En todo caso, no podrán traspasarse profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076 que se hayan acogido a lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N° 19.230.

El o los respectivos decretos con fuerza de ley determinarán el número de funcionarios a ser traspasado por estamento y calidad jurídica. La individualización de este personal se llevará a cabo mediante resolución dictada por el Subsecretario de Redes Asistenciales, dentro del plazo que se señalará en los referidos actos administrativos.

El personal del ”Establecimiento de salud de carácter experimental Centro de Referencia de Salud de Maipú”, que sirva cargos afectos al Sistema de Alta Dirección Pública, nombrado en virtud de lo dispuesto en los artículos quincuagésimo séptimo o quincuagésimo noveno de la ley N°19.882, será traspasado al nuevo establecimiento y nombrado en un cargo del mismo nivel jerárquico de la planta de directivos que se fijará de conformidad a la letra a) del artículo 6° de esta ley. El nombramiento se extenderá hasta la fecha de término del nombramiento anterior en la misma calidad, sin perjuicio de su remoción conforme al artículo quincuagésimo octavo de la ley N° 19.882.

A contar de la fecha en que se encuentre totalmente tramitada la resolución a que hace referencia el inciso segundo, los cargos de planta que sirvan los funcionarios traspasados, se entenderán suprimidos de pleno derecho en la planta del establecimiento de salud de carácter experimental Centro de Referencia de Salud Maipú y en la planta del Servicio de Salud Metropolitano Central, según corresponda. 
Las dotaciones máximas de personal del Servicio de Salud Metropolitano Central, se rebajarán acorde el número de funcionarios traspasados.
Artículo 8°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, y suscritos por el Ministro de Hacienda, disponga el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata, en servicio a la fecha de la publicación de los referidos actos administrativos, desde el Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente al establecimiento que se cree con el nombre de “Hospital Clínico Metropolitano de La Florida”. En tanto el personal a ser traspasado no sea designado en el nuevo establecimiento, y pase a regirse por las normas estatutarias y remuneracionales que se dicten de conformidad al artículo 6° de esta ley, continuará sometido a la misma normativa estatutaria y remuneracional vigente a la época de su traspaso. En todo caso, no podrán traspasarse profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076 que se hayan acogido a lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N° 19.230.

El o los respectivos decretos con fuerza de ley determinarán el número de funcionarios a ser traspasado por estamento y calidad jurídica. La individualización de este personal se llevará a cabo mediante resolución dictada por el Subsecretario de Redes Asistenciales, dentro del plazo que se señalará en los referidos actos administrativos.

A contar de la fecha señalada en el inciso primero, los cargos de planta que sirvan los funcionarios traspasados, se entenderán suprimidos de pleno derecho en la planta del Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente.

Las dotaciones máximas de personal del Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente, se rebajarán acorde el número de funcionarios traspasados.

Artículo 9°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, también, suscritos por el Ministro de Hacienda, determine la fecha de supresión del establecimiento de salud de carácter experimental denominado Centro de Referencia de Salud de Maipú, y disponga la transferencia de todos los bienes pertenecientes a dicho establecimiento al “Hospital Clínico El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada”. Al efecto, mediante decreto supremo del Ministerio de Salud se deberán individualizar los bienes que se traspasen, así como los vehículos motorizados para su transferencia mediante su anotación en el correspondiente Registro.

Artículo 10.- Los traspasos de personal conforme a lo dispuesto en los artículos 7° y 8°, se sujetarán a las siguientes restricciones:

a) No podrán tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral; 
b) No podrán significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad de aquella de las remuneraciones que compensa, y
c) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento, cuando corresponda.
Artículo 11.- En el evento que a la fecha de dictación de las resoluciones mencionadas en los artículos 7° y 8°, un cargo de planta a traspasar, quede vacante por cualquier causa, éste igual pasará a integrar la dotación máxima de personal del hospital clínico que corresponda, suprimiéndose de pleno derecho en la planta de personal de origen. Asimismo, si a la fecha antes mencionada ha cesado en funciones un empleado a contrata a traspasar, el cargo pasará a integrar la dotación máxima de personal del hospital clínico que proceda. En ambos casos se rebajará en el mismo número la dotación en la institución de origen.
Artículo 12.- El personal individualizado en los decretos a que se refieren los incisos segundo de los artículos 7° y 8°, será contratado, sin solución de continuidad, en forma indefinida o a plazo fijo, según fuere titular de planta o a contrata, conforme a la regulación que se establezca en el régimen estatutario de administración de personal que se fije en virtud del artículo 5°, con un nivel de remuneraciones acorde a la función que desempeñará en el hospital clínico.
En todo caso, la contratación referida en el inciso anterior deberá considerar las restricciones indicadas en los literales a) y b) del artículo 10. 

Artículo 13.-  Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2000, del Ministerio de Salud, del siguiente modo:

a) Sustitúyase la denominación “Establecimiento de salud de carácter experimental Hospital Padre Alberto Hurtado”, por la de “Hospital Clínico Metropolitano San Alberto Hurtado”, y 

b) Agrégase en el inciso tercero de su artículo 4°, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración “Para el continuo fortalecimiento y eficiente empleo de los recursos de que dispone el establecimiento, las acciones y prestaciones de salud a que se refiere el artículo anterior, se determinará o modificará previo informe y coordinación con el Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente.”.

Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga al “Establecimiento de salud de carácter experimental Hospital Padre Alberto Hurtado”, deberán entenderse, en lo sucesivo, referidas al “Hospital Clínico Metropolitano San Alberto Hurtado”.

Artículo 14.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 30, de 2000, del Ministerio de Salud, del siguiente modo:

a) Sustitúyase la denominación “Establecimiento de salud de carácter experimental denominado Centro de Referencia de Salud de Peñalolén Cordillera Oriente”, por la de “Centro de Referencia de Salud de Peñalolén Cordillera Oriente”.
 

b) Sustitúyase el inciso final de su artículo 21 por el siguiente: 

“Los empleos a contrata del personal afecto al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, se proveerán previo proceso de selección.”.

Artículo 15.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del “Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada” y del “Hospital Clínico Metropolitano de La Florida”, y traspasará a ellos los recursos presupuestarios que correspondan desde el Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente y del “Establecimiento de salud de carácter experimental denominado Centro de Referencia de Salud Maipú” y del Servicio de Salud Metropolitano Central, respectivamente, para que cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo 16.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo 6° de la presente ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $7.756.907 miles. 

Artículo 17.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el primer año de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente del Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente y del Servicio de Salud Metropolitano Central y “Establecimiento de salud de carácter experimental denominado Centro de Referencia de Salud Maipú”, en tanto éste último no se suprima, conforme lo establecido en el artículo 9° de la presente ley. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con estos recursos.

Artículo 18.-
El “Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada” será el sucesor, para todos los efectos legales, reglamentarios y contractuales del “Establecimiento de salud de carácter experimental Centro de Referencia de Salud de Maipú” y le corresponderá hacerse cargo de los derechos y obligaciones de los que aquel organismo fuera titular y que existieren o se encontraren pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta norma. Toda mención que se haga en leyes, reglamentos y otros instrumentos jurídicos respecto al “Establecimiento de Carácter Experimental Centro de Referencia de Salud de Maipú” se entenderá referida, a partir de esa fecha, al “Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada”.

Artículo 19.- El personal de los establecimientos creados por el artículo 1° de esta ley, que sea traspasado de conformidad a este cuerpo legal o contratado según el artículo 12, podrá acogerse a los beneficios consagrados en la ley N° 20.612, cumpliendo las mismas exigencias y requisitos estipulados en dicha normativa.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Julio Dittborn Cordua, Ministro de Hacienda (S).- Jaime Mañalich Muxi, Ministro de Salud

2

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.305, SOBRE CONDICIONES DE RETIRO DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS CON BAJAS TASAS DE REEMPLAZO DE SUS PENSIONES, RECONOCE PAGOS Y OTORGA BENEFICIOS

(8059-13)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique. 

-------


Cabe señalar que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 3 de octubre de 2012.


Asimismo, corresponde dejar constancia que la Comisión, atendido el acuerdo de la Sala de considerar este proyecto de ley en el primer lugar de la Tabla de la sesión del día de hoy, 10 de octubre de 2012 y de ser informada de la urgencia de “discusión inmediata” con la que será calificado, analizó junto a la indicación número 1, de los Senadores señora Pérez San Martín y señor Walker, don Ignacio, la indicación presentada por el Ejecutivo durante el desarrollo de la discusión en particular, la que fue signada con el número 2.


Del mismo modo, la Comisión por la unanimidad de sus integrantes resolvió dejar constancia de que el informe sobre la incidencia presupuestaria de las normas del proyecto y la fuente de los recursos para atender al gasto implicado ya fue cumplido oportunamente por la Comisión de Hacienda.

Asistentes

 
A la sesión en que la Comisión estudió en particular esta iniciativa de ley asistió, además de sus miembros, el Diputado señor Eduardo Cerda García.

  
Igualmente, concurrieron el Subdirector de Presupuestos, señor Hermann Von Gersdorff; los asesores legislativos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señores Francisco Del Río y Fernando Villalobos; la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señorita Francesca Cotroneo; el Coordinador del Programa Asesoría Legislativa Del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente; la asesora de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez y los asesores de la Senadora Rincón, señora Labibe Yumha y Josué Vega.


Especialmente invitados a expresar su opinión respecto del proyecto de ley en análisis asistieron el Presidente del Colegio de Profesores, señor Jaime Gajardo; la Vicepresidenta, señora Verónica Monsalve; el dirigente, señor Carlos Bastías, y la periodista de dicha entidad, señora Lilian Contreras; los profesores retirados de Quillota: señora María Angélica Echeverría, señora Ana María Cubillos y señora Margot Letty Correa.

-------


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículos 1° a 8° permanentes.

2.-
Indicación aprobada 


sin modificaciones: número 2.

3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: 

4.-
Indicación rechazada: número 1.

5.-
Indicaciones retiradas: 

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

INDICACIONES PRESENTADAS

INDICACIÓN NÚMERO 1


Respecto del artículo primero transitorio se presentó la indicación signada con el número 1, de la Senadora señora Pérez San Martín y del Senador señor Walker, don Ignacio, para suprimir la frase que aparece subrayada en el texto de dicho artículo que se transcribe a continuación:


Artículo primero.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3º de la ley N° 20.305, los funcionarios que habiendo cesado en funciones con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, que por motivos no imputables a ellos no hubiesen accedido al bono a que se refiere esa norma, que acrediten haber presentado en el plazo legal la solicitud al referido bono, mediante copia timbrada y firmada de la misma, tendrán un nuevo plazo de 90 días, contado desde la fecha de publicación de esta ley, para impetrar el citado beneficio, si cumplen con los demás requisitos legales. En este caso, el respectivo bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente de ocurrido el cese de funciones del trabajador.

INDICACIÓN NÚMERO 2


Respecto del artículo segundo transitorio se presentó la indicación signada con el número 2, de S. E. el Presidente de la República, para sustituir su inciso primero, con la finalidad de comprender a los profesionales de la educación que hayan sido o sean beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo noveno transitorio de la ley N° 20.501.


El inciso primero del artículo segundo transitorio aprobado en general señala lo siguiente:

“Artículo segundo.- Los profesionales de la educación que desde la entrada en vigencia de la presente ley sean beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo noveno transitorio de la ley N° 20.501, tendrán un plazo especial de 90 días, contado desde la fecha de término efectivo de la relación laboral con sus respectivos empleadores, para postular al bono establecido en la ley N° 20.305, no siendo aplicables a su respecto los plazos de 12 meses señalados en los artículos 2°, N° 5, y 3°, de la ley N° 20.305.”.


Por su parte, el texto del inciso primero del artículo segundo transitorio que propone la indicación del Ejecutivo es el siguiente:


“Artículo segundo.- Tratándose de los profesionales de la educación que hayan sido o sean beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo noveno transitorio de la ley N° 20.501, tendrán un plazo especial de 90 días, para postular al bono establecido en la ley N° 20.305, ante sus ex empleadores o empleadores, según sea el caso; no siendo aplicables a su respecto los plazos de 12 meses señalados en los artículos 2°, N° 5, y 3°, de la ley N° 20.305. Para estos efectos, y en forma excepcional, el plazo de postulación para los funcionarios, se contará desde la fecha de término efectivo de la relación laboral. Respecto a los ex funcionarios, el referido plazo se computará exclusivamente desde la entrada en vigencia de la presente ley y dicho bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente de ocurrido el cese de funciones del trabajador.”.

-------

 
Al iniciarse el estudio de las indicaciones números 1 y 2, el Diputado señor Cerda explicó que el objetivo de la indicación presentada por la Senadora señora Lily Pérez y el Senador señor Ignacio Walker radica en solucionar las problemáticas que se han verificado en el pago del denominado bono post laboral, particularmente respecto de aquellos profesores que no pudieron acogerse a dicho beneficio oportunamente debido a la negligencia del funcionario municipal encargado de proveer las respectivas solicitudes. Al efecto, reseñó que el artículo primero transitorio del texto aprobado en general por el Senado establece que sólo podrán acogerse al bono aquellos funcionarios que acrediten la presentación dentro del plazo legal de la solicitud mediante copia timbrada y firmada. Habida cuenta de ello, añadió, la indicación número 1 propone eliminar dicho requisito, con el objeto de ampliar el número de ex funcionarios que pueden acceder al bono.

 
Con todo, señaló que dicha problemática puede ser resuelta mediante una modificación al artículo segundo transitorio del proyecto de ley en estudio, toda vez que tal disposición concede un plazo de 90 días, contado desde la fecha de término efectivo de la relación laboral, para que los funcionarios puedan postular al bono que establece la ley N° 20.305. Sin embargo, agregó que se debe considerar que existen ex funcionarios a cuyo respecto se haya ampliamente vencido el plazo de 90 días desde el término de su relación laboral. 
 
Asimismo, enfatizó que las pensiones que reciben los ex funcionarios del sector público son del todo insuficientes, sobre todo de aquellos que se han  incorporado al sistema de capitalización individual, por lo que resulta necesario resolver dicha situación.
EXPOSICIÓN DEL COLEGIO DE PROFESORES

 
A continuación, el Presidente Nacional del Colegio de Profesores, señor Jaime Gajardo, dio cuenta de las observaciones de dicha entidad al proyecto de ley en análisis. Acompañó un documento a su presentación, el que queda a disposición de las señoras Senadoras y de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

 
Primeramente explicó que el Colegio de Profesores planteó ante las autoridades correspondientes la necesidad de introducir una serie de mejoras relativas al pago del bono post laboral, toda vez que, indicó, existen una serie de vacíos en la legislación que lo consagra. En ese sentido, informó que se recibieron una serie de denuncias de ex funcionarios que postularon al referido beneficio pero que no pudieron acceder a él. Al respecto, detalló que existen cerca de doce mil profesores que cumplen los requisitos para optar al bono post laboral pero sólo cinco mil lo han recibido, por lo que se requiere garantizar el acceso al beneficio para los ex funcionarios y para los mil profesores que se jubilan cada año.

 
Enseguida, coincidió con el Diputado señor Cerda en las problemáticas que deben afrontar los profesionales de la educación como consecuencia del bajo monto de sus pensiones, situación que se debe analizar en conjunto con la realidad previsional de los demás trabajadores del país.

 
Finalmente, manifestó su conformidad con el contenido de la iniciativa legal en estudio, toda vez que permite eliminar la eventual incompatibilidad existente entre el bono post laboral y el bono de retiro, junto a las soluciones que provee respecto de los vacíos existentes en la actual legislación, particularmente respecto de las sanciones administrativas que contempla para el funcionario que no tramite adecuadamente las solicitudes de acceso al bono y el efecto retroactivo que ella consagra respecto a los ex funcionarios que postulan. Habida cuenta de ello, enfatizó que la iniciativa resuelve adecuadamente los problems que se han verificado en este ámbito, sin perjuicio de las mejoras que puedan introducirse al sistema de pensiones en su conjunto.

 
A continuación, la Vicepresidenta Nacional del Colegio de Profesores, señora Verónica Monsalve, añadió que, en el contexto del diálogo que se ha sostenido con el Ejecutivo, se han resuelto las dificultades reseñadas precedentemente. Al efecto agregó que, además de lo indicado, el artículo 6° de la iniciativa legal en estudio incorpora al bono post laboral a los trabajadores que hubieren obtenido la pensión de invalidez, quienes se encontraban excluidos de su aplicación.

EXPOSICIÓN DEL SUBDIRECTOR DE PRESUPUESTOS

 
Seguidamente, el Subdirector de Presupuestos, señor Hermann Von Gersdorff, explicó las dificultades que se detectaron respecto de la tramitación del bono post laboral, particularmente respecto de aquellos profesores que se acogieron al bono por incentivo al retiro, junto a una serie de casos en que las solicitudes no fueron aceptadas por defectos formales. En consecuencia, explicó que el Ejecutivo propone una indicación para remplazar el inciso primero del artículo segundo transitorio, con miras a incorporar, como beneficiarios del bono post laboral, a aquellos profesionales de la educación que se hubieren acogido a la ley N° 20.501 -que establece el bono por incentivo al retiro-, tanto respecto de aquellos funcionarios que actualmente se desempeñan en tales labores como también respecto a los ex funcionarios. Enfatizó que la aprobación de dicha disposición resuelve adecuadamente el conjunto de los problemas que se han verificado en este ámbito. 

 
A continuación, el Senador señor Muñoz Aburto sostuvo que, mediante dicha disposición, el Ejecutivo ha dado respuesta a una serie de Mociones parlamentarias destinadas a resolver las problemáticas derivadas de la errónea tramitación del beneficio del bono post laboral. Con todo, consultó respecto del régimen aplicable a los funcionarios del Consejo de Rectores que accedieron al bono por incentivo al retiro.

 
El Subdirector de Presupuestos, señor Hermann Von Gersdorff, detalló que se denegó el pago del bono post laboral a algunos funcionarios de las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores que habían accedido anteriormente al bono por incentivo al retiro. No obstante, enfatizó que, mediante la aprobación del proyecto en estudio, dichos pensionados podrán acceder a ambos beneficios, específicamente respecto de aquellos que pertenecieron a la Universidad de Chile, Universidad de Playa Ancha y Universidad Tecnológica Metropolitana.

 
El Diputado señor Cerda coincidió en que la indicación propuesta por el Ejecutivo resuelve adecuadamente las dificultades que se habían detectado en esta materia.

 
El Senador señor Uriarte consultó acerca de las comunas en que en mayor medida se ha detectado dificultades en la concesión del beneficio. Al respecto, el Subdirector de Presupuestos entregó un documento que contiene dicha información.

 
La Vicepresidenta Nacional del Colegio de Profesores, señora Verónica Monsalve, acotó que tales contingencias se han presentado en todas las comunas del país.

 
El Senador señor Bianchi sostuvo que la situación general del nivel de pensiones de los profesionales de la educación debe ser abordada en detalle. En esa misma línea, enfatizó que es preciso satisfacer la demanda legítima que dichos profesionales han manifestado en ese sentido, en cuyo contexto se enmarcaría la aprobación de la iniciativa en análisis, sin perjuicio de las modificaciones que correspondería introducir al sistema de pensiones en su conjunto.


Por su parte, la Senadora señora Rincón destacó la disposición de los integrantes de la Comisión por resolver la situación de aquellos profesionales de la educación que habían quedado al margen del bono post laboral contemplado en la ley N° 20.305.

 
-Puesta en votación la indicación número 1, de la Senadora señora Pérez San Martín y del Senador señor Walker, don Ignacio, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte, teniendo en consideración que la finalidad de la misma se recoge en la indicación presentada por el Ejecutivo.

 
-Puesta en votación la indicación número 2, de S.E. el Presidente de la República, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.

MODIFICACIÓN


En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponer la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:


ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO


Ha sustituido el inciso primero por el siguiente:


“Artículo segundo.- Tratándose de los profesionales de la educación que hayan sido o sean beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo noveno transitorio de la ley N° 20.501, tendrán un plazo especial de 90 días para postular al bono establecido en la ley N° 20.305, ante sus ex empleadores o empleadores, según sea el caso, no siendo aplicables a su respecto los plazos de 12 meses señalados en los artículos 2°, número 5, y 3° de la ley N° 20.305. Para estos efectos, y en forma excepcional, el plazo de postulación para los funcionarios, se contará desde la fecha de término efectivo de la relación laboral. Respecto de los ex funcionarios, el referido plazo se computará exclusivamente desde la entrada en vigencia de la presente ley y dicho bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente de ocurrido el cese de funciones del trabajador.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 2. Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte).

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 20.305, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, del siguiente modo:

a) Incorpórase en el artículo 3°, el siguiente inciso final:

“El Jefe superior del servicio o la jefatura máxima que corresponda que no efectúe o efectúe extemporáneamente las gestiones necesarias para que los funcionarios accedan a los beneficios de esta ley, incurrirá en responsabilidad administrativa conforme a las normas generales.”.

b) Reemplázase en el artículo 8°, inciso final, en la segunda oportunidad en que aparece mencionado, el vocablo “siguiente”, por “subsiguiente”.

Artículo 2°.- Las leyes que se dicten para un determinado sector de la administración pública, referidas a bonificaciones al retiro voluntario, que dispongan plazos especiales de postulación y cesación en el cargo para efectos del bono establecido en la ley N° 20.305, prevalecerán sobre los plazos establecidos en aquélla.

Artículo 3°.- Decláranse bien pagados por el Servicio de Tesorerías los bonos establecidos en la ley N° 20.305 percibidos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2009 y la fecha de publicación de esta ley, por los funcionarios que postularon al beneficio dentro del plazo legal o en los 60 días siguientes, a quienes les fue suspendido el pago del referido bono por no haber acreditado el requisito exigido en el numeral 1 del artículo 2° de dicha ley. 

El Servicio de Tesorerías, en el plazo de 60 días contado desde la publicación de la ley, enviará a los respectivos empleadores un oficio en el que deberá individualizar a las personas que se encuentren en la situación descrita en el inciso anterior. 

El empleador, dentro de los 60 días siguientes a la notificación del oficio señalado en el inciso precedente, deberá certificar el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el inciso primero del presente artículo y dictar el decreto o resolución respectiva. Además, en el mismo plazo, deberá remitir un ejemplar de dicho acto administrativo y de sus antecedentes a la Tesorería General de la República, como asimismo del decreto o resolución respecto del cual se suspendió el beneficio. El bono se devengará a contar de la fecha de suspensión del pago y se pagará a contar del día primero del mes subsiguiente de la resolución o decreto que se dicte de conformidad con la facultad conferida por esta ley.

Artículo 4°.- El Servicio de Tesorerías, en el plazo de 60 días contado desde la publicación de la ley, deberá notificar a los respectivos empleadores de aquellos trabajadores que, habiendo presentado la solicitud para postular al bono establecido por la ley N° 20.305 dentro del plazo legal,  aquél no hubiere dado curso al pago por no haberse acreditado el requisito exigido en el número 1 del artículo 2° de la citada ley. Lo anterior se aplicará a los actos administrativos remitidos por los empleadores entre el 1 de enero de 2009 y la fecha de publicación de esta ley.

Facúltase a los empleadores mencionados en el inciso anterior para que, dentro del plazo de 60 días siguientes a la fecha de la notificación, procedan a dictar la resolución o decreto que conceda el beneficio establecido en la ley N° 20.305, a los trabajadores que se encuentren en la situación descrita en el inciso primero de este artículo. Excepcionalmente esta facultad podrá ser ejercida respecto de aquellos trabajadores que encontrándose en la situación descrita en el inciso primero de este artículo, hubieren postulado con justa causa de error dentro de los 60 días siguientes al vencimiento del plazo legal para presentar la solicitud al bono.

Dentro del plazo señalado en el inciso segundo, el empleador deberá remitir al Servicio de Tesorerías el acto administrativo que otorgue el bono de la ley N° 20.305, de conformidad con lo establecido en esta ley.  Asimismo, deberá adjuntar el acto administrativo respecto del cual no se dio curso al pago y sus antecedentes. 

El bono se devengará a contar del mes subsiguiente a la fecha de presentación de la solicitud de éste y se pagará a contar del día primero del mes subsiguiente de la resolución o decreto que se dicte de conformidad con la facultad conferida por esta ley.

Artículo 5°.- Agrégase al final del inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.041, a continuación del vocablo “fiscal”, la siguiente expresión: “, en especial suspender o rechazar el pago respectivo cuando los antecedentes lo ameriten”.

Artículo 6°.- Los trabajadores señalados en el artículo 1° de la ley N° 20.305, que hubieren obtenido la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que, cumpliendo los requisitos del artículo 12 de la citada ley, no hubiesen presentado la solicitud para acceder al bono dentro del plazo indicado en su inciso segundo, podrán excepcionalmente presentar la solicitud para acceder al bono, a contar de la fecha de vigencia de esta ley. Para ello, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de esta ley, los referidos trabajadores deberán presentar una solicitud ante su ex empleador, quien deberá requerir a la Superintendencia de Pensiones la estimación acerca de la tasa de reemplazo líquida del trabajador, de conformidad con lo señalado en el artículo 3°. Asimismo, el ex empleador verificará el cumplimiento de los demás requisitos legales necesarios para dictar la resolución o decreto que conceda el beneficio.

Facúltase a los empleadores mencionados en el inciso anterior, para que  procedan a dictar la resolución o decreto que conceda el beneficio establecido en la ley N° 20.305, de conformidad con las normas de este artículo, a los trabajadores que se encuentren en la situación descrita en el inciso primero.

El bono se devengará a contar de la fecha del decreto o resolución que se dicte de conformidad con la facultad conferida por esta ley y se pagará a contar del día primero del mes subsiguiente a la fecha de dictación de dicho acto administrativo.

Artículo 7°.- Los trabajadores señalados en el artículo 1° de la ley N° 20.305, que hubiesen obtenido la pensión de vejez del decreto ley N° 3.500, de 1980, por aplicación del artículo 68 bis de dicho decreto ley, y que cumpliendo los requisitos del artículo 13 de la citada ley no hubiesen presentado la solicitud para acceder al bono dentro del plazo indicado en su inciso segundo, podrán excepcionalmente presentar la solicitud para acceder al bono a contar de la fecha de vigencia de este cuerpo legal. Para ello, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de esta ley, los referidos trabajadores deberán presentar una solicitud ante su ex empleador, quien deberá requerir a la Superintendencia de Pensiones la estimación acerca de la tasa de reemplazo líquida del trabajador, de conformidad con lo señalado en el artículo 3° de la ley N° 20.305. Asimismo, el ex empleador verificará el cumplimiento de los demás requisitos legales necesarios para dictar la resolución o decreto que conceda el beneficio.


Facúltase a los empleadores mencionados en el inciso anterior para que  procedan a dictar la resolución o decreto que conceda el beneficio establecido en la ley N° 20.305, de conformidad con las normas de este artículo, a los trabajadores que se encuentren en la situación descrita en el inciso primero.


El bono se devengará a contar de la fecha del decreto o resolución que se dicte de conformidad con la facultad conferida por esta ley y se pagará a contar del día primero del mes subsiguiente a la fecha de dictación de dicho acto administrativo.

Artículo 8°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Fondo Bono Laboral establecido en el artículo 6° de la ley N° 20.305. El aporte fiscal que se establece en la letra c) del citado artículo, en caso de ser requerido, se financiará con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público de la ley de presupuestos.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3º de la ley N° 20.305, los funcionarios que habiendo cesado en funciones con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, que por motivos no imputables a ellos no hubiesen accedido al bono a que se refiere esa norma, que acrediten haber presentado en el plazo legal la solicitud al referido bono, mediante copia timbrada y firmada de la misma, tendrán un nuevo plazo de 90 días, contado desde la fecha de publicación de esta ley, para impetrar el citado beneficio, si cumplen con los demás requisitos legales. En este caso, el respectivo bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente de ocurrido el cese de funciones del trabajador.

 
Artículo segundo.- Tratándose de los profesionales de la educación que hayan sido o sean beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo noveno transitorio de la ley N° 20.501, tendrán un plazo especial de 90 días para postular al bono establecido en la ley N° 20.305, ante sus ex empleadores o empleadores, según sea el caso, no siendo aplicables a su respecto los plazos de 12 meses señalados en los artículos 2°, número 5, y 3° de la ley N° 20.305. Para estos efectos, y en forma excepcional, el plazo de postulación para los funcionarios, se contará desde la fecha de término efectivo de la relación laboral. Respecto de los ex funcionarios, el referido plazo se computará exclusivamente desde la entrada en vigencia de la presente ley y dicho bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente de ocurrido el cese de funciones del trabajador.


El requisito establecido en el numeral 4 del artículo 2° de la ley N° 20.305, respecto de los profesionales de la educación que sean beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo noveno transitorio de la ley N° 20.501, se entenderá cumplido para todos los efectos legales.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 10 de octubre de 2012, con asistencia de la Senadora señora Ximena Rincón González (Presidenta) y de los Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pedro Muñoz Aburto y Gonzalo Uriarte Herrera.


Sala de la Comisión, a 10 de octubre de 2012.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y ESPECIAL DE ZONAS EXTREMAS, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE INCENTIVOS ESPECIALES PARA LAS ZONAS EXTREMAS DEL PAÍS

(8011-05)
HONORABLE SENADO:
Vuestras Comisiones de Hacienda y Especial de Zonas Extremas, unidas, tienen el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A una o más de las sesiones en que las Comisiones unidas se ocuparon de este asunto asistieron, además de sus miembros, los Honorables Diputados señores Alinco y Baltolu. 

Del mismo modo, concurrieron: 
Del Ministerio de Hacienda: el Subsecretario, señor Julio Dittborn; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Ramón Delpiano; el Asesor de Políticas Tributarias, señor José Domingo Peñafiel; y el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno.

De la Corporación de Desarrollo de Arica y Parinacota: el Presidente, señor Edward Gallardo; el Vicepresidente (y Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores de Arica), señor Julio Olivares; el Gerente General, señor Sergio Giaconi; el Director de la Asociación de Industriales de Arica, señor Davor Razmilic; y el asesor de la Asociación de Industriales de Arica, señor Luis Aranibar.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: las asesoras, señoritas Constanza Castillo, Francesca Cotroneo, Carol Parada y Constanza Segels.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): el abogado del Programa Legislativo, señor Sebastián Pavlovic.
De la Biblioteca del Congreso Nacional: el analista del Área Economía, señor Andrés Muñoz.

De la Confederación de la Producción y el Comercio de Magallanes: el Presidente, señor Alejandro Kusanovic; y el periodista, señor Gonzalo Espina.

De la Cámara Chilena de la Construcción: el Past President, señor Hernán del Canto; y el abogado, señor Gonzalo Bustos.

De la Multigremial Aysén, el Presidente, señor Raúl Vernal.

Los asesores de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha y señor Josué Vega.

Los asesores del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señorita Paz Anastasiadis y señor Nicolás Gutiérrez.

El asesor del Honorable Senador señor Bianchi, señor Manuel José Benítez.

- - -


Se hace presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
El proyecto de ley pretende establecer incentivos especiales para las zonas extremas del país.
- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS





- Ley N° 19.853, crea una bonificación a la contratación de mano de obra en las regiones I, XI, XII y provincias de Chiloé y Palena.






- Decreto ley N° 3.529, de 1980, del Ministerio de Hacienda, sobre normas complementarias de administración financiera y de incidencia presupuestaria.





- Decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, orgánico de administración financiera del Estado.


- Decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que establece el estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo creado por el artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980. 





- Ley N° 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota y modifica los cuerpos legales que indica, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Hacienda.





- Ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.





- Decreto ley N° 825, de 1974, sobre impuesto a las ventas y servicios.





- Ley N° 19.606, que establece incentivos para el desarrollo económico de las regiones de Aysén y de Magallanes, y de la provincia de Palena.





- Ley N° 18.841, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 341, del Ministerio de Hacienda, de 1977, la ley N° 13.039, el decreto ley N° 825, de 1974, y establece sistema simplificado de exportaciones que indica.





- Decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas y su normativa complementaria.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley se basa en las siguientes consideraciones:

Entre sus fundamentos refiere, en primer lugar, la particular situación geográfica de nuestro país, que califica de privilegiada en el contexto geopolítico del continente sudamericano y que le permite, además, gozar de prácticamente todos los climas y paisajes que existen en la tierra. Dichas bondades, empero, contrastan con las dificultades naturales del territorio de Chile continental. La primera de ellas, la conectividad, agravada por las largas distancias que separan a los polos de desarrollo, situados en el centro geográfico del territorio. No obstante haberse logrado una conectividad prácticamente total, por distintos medios, resta aún mucho por hacer. 

Una segunda dificultad, agrega, está dada justamente por el hecho que el principal polo de impulso no sólo económico, sino también social y demográfico, se encuentra radicado en la zona central del país, muchas veces en desmedro de otros lugares y localidades extremas, lo que ha llevado a que distintos gobiernos, entre ellos el actual, se hayan abocado a adoptar medidas tendientes a impulsar zonas que, por su lejanía con el centro, han visto demorado su desarrollo.

A todo lo anterior se debe sumar que las referidas zonas extremas, particularmente las del sur del país, en muchos casos ofrecen condiciones de vida difíciles en comparación con aquellas de clima más templado. De ahí que la necesidad de impulsar su desarrollo sea aún más patente, contexto en el que una herramienta efectiva de estímulo es, sin dudas, la económica, ya sea a través de franquicias tributarias que incentiven el desarrollo de inversiones en las zonas extremas, o mediante el pago de bonificaciones que cumplan el mismo fin.

El segundo fundamento que el Mensaje describe, reseña las medidas de estímulo económico para fomentar la inversión que, en el último tiempo, el Estado de Chile ha implementado a favor de las zonas  extremas, a saber:

- Bonificación a la contratación de mano de obra en zonas extremas. La ley Nº 19.853, de 2003, estableció una  bonificación a los empleadores actuales o futuros de las I, XI y XII regiones, así como de las provincias de Chiloé y Palena, en la X Región, equivalente a un 17% de las remuneraciones imponibles que no excedan de $147.000, por los trabajadores con domicilio y trabajo permanente. Más tarde, por aplicación del artículo 11 de la ley Nº 20.175, que creó la Región de Arica y Parinacota (XV), quedó ésta también incluida dentro del beneficio inicialmente contemplado para la I Región. Dicha bonificación, en tanto, remplazó un beneficio similar consagrado en el decreto ley Nº 889, de 1975, que se mantuvo en vigencia hasta el 31 de diciembre de 2002.

Sin perjuicio que el artículo 1º de la ley Nº 19.853, dispuso que la bonificación se aplicaría hasta el 31 de diciembre de 2006, las posteriores leyes de presupuestos para el sector público han mantenido la vigencia del beneficio.

- Bonificación a las inversiones y reinversiones en zonas extremas, prevista en el decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que establece el Estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo creado por el artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980. Este Fondo bonifica hasta en un 20% el monto de las inversiones y reinversiones productivas de los pequeños y medianos inversionistas de la I, XI y XII regiones, y de las provincias de Chiloé y Palena. Si bien tiene ya más de 30 años de existencia, desde el año 2008 se ha venido renovando cada año en la ley de presupuestos.

- Crédito tributario para las inversiones destinadas a la producción de bienes o la prestación de servicios en las zonas extremas, contenido en las leyes N° 19.606 y N° 19.420, que establecen un crédito tributario para las inversiones y reinversiones que se realicen en la I, XI y XII regiones, y en la provincia de Palena. Este beneficio existe desde 1995 para las provincias de Arica y Parinacota (actual XV Región) y la I Región, y desde 1999 para las XI y XII regiones y la provincia de Palena. Ha desempeñado, además, un importante rol en la atracción de nuevas inversiones y en el incremento de la actividad económica para las zonas que beneficia.

La duplicidad de leyes se explica en que la ley Nº 19.606 contempla este beneficio para las inversiones en las regiones de Aysén y de Magallanes y en la provincia de Palena, mientras que la ley Nº 19.420 lo establece para las que se hagan en la región de Arica y Parinacota.

El crédito tributario puede ser utilizado por aquellos contribuyentes del impuesto de primera categoría de la ley sobre impuesto a la renta, que declaren su renta efectiva según contabilidad completa, que realicen inversiones en activo fijo inmovilizado destinadas a la producción de bienes o a la prestación de servicios en cualquiera de los señalados territorios. El porcentaje del crédito varía dependiendo de las regiones o provincias donde se ejecuten las inversiones y el objeto que tengan éstas, abarcando un rango de entre 10% y 40%. El plazo para que los contribuyentes puedan acogerse al beneficio se extiende, en la propuesta inicial, hasta el 31 de diciembre de 2011, pudiendo recuperar el crédito no utilizado hasta el año 2034, en el caso de la ley Nº 19.420, y el año 2030, en el de la ley Nº 19.606.

Prosigue el Mensaje desarrollando el tercer fundamento de la iniciativa, que da cuenta del diagnóstico de las medidas adoptadas para incentivar el desarrollo de las regiones extremas del país. Si bien, expresa, las medidas antes señaladas han significado un sólido y decidido impulso para el desarrollo de las zonas extremas, los beneficios en ellas contemplados han quedado formalmente derogados a partir del año 2006, en el caso de la bonificación a la mano de obra, y el año 2007, en el caso de las bonificaciones del Fondo de Fomento y Desarrollo. La expiración de los créditos tributarios, en tanto, fue fechada para el 31 de diciembre de 2011.

La vigencia de las leyes de incentivo a las zonas extremas, profundiza, se ha venido prorrogando mediante modificaciones a las mismas leyes para extenderla acotada y limitadamente, o a través de las respectivas leyes de presupuestos. Esto ha conspirado contra una estabilidad que permita dar certeza a las empresas y generar un real estímulo a las inversiones en las zonas extremas a las que pretenden beneficiar. La incertidumbre acerca de la mantención de los beneficios, a mayor abundamiento, ha deteriorado la capacidad de las regiones extremas para atraer nuevas inversiones y mano de obra, ya que las empresas no pueden considerar este instrumento en sus evaluaciones de largo plazo, 

Enseguida, se extiende el Mensaje acerca del contenido del proyecto de ley propiamente tal, declarando que el Gobierno se ha propuesto, a la vez que generar un marco de mayor estabilidad para los reseñados instrumentos, llevar a cabo un perfeccionamiento y ampliación de las medidas de estímulo, con miras a beneficiar a más inversionistas y contribuir al desarrollo de un mayor número de proyectos de inversión en las zonas extremas. Para tales efectos, se han contemplado las siguientes medidas:

1.
Bonificación a la mano de obra, prevista en la ley Nº 19.853. Se garantizará que opere hasta el año 2025, manteniéndose la bonificación equivalente a un 17% sobre la parte de la remuneración imponible que no exceda de $182.000. Se estima que este subsidio beneficiará anualmente a aproximadamente 160.000 trabajadores y a cerca de 16.000 empresas, aumentando y mejorando significativamente los incentivos al empleo en las regiones extremas. Adicionalmente, se espera que contribuya a un incremento considerable del número de futuras inversiones, permitiendo a las empresas incluir dentro de sus flujos de largo plazo este aporte adicional que hace el Estado.

2.
Bonificación a las inversiones que se realicen en las zonas extremas, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1980, del Ministerio de Hacienda. Se propone extender el período de vigencia del Fondo de Fomento y Desarrollo, garantizando los recursos a él destinados hasta el año 2025, es decir, por un horizonte de tiempo de 14 años, más del doble de lo que jamás ha tenido.

3.
Crédito tributario para las inversiones en zonas extremas, regido por las leyes N° 19.606 y N° 19.420. Se propone mejorar sustancialmente sus alcances para las inversiones que se realicen a partir del 1 de enero de 2012, ampliando su plazo de vigencia y cobertura hasta el año 2025, es decir, por un plazo de 14 años, el mayor que se ha dado desde su existencia. Complementariamente, se permitirá que las empresas que se acojan puedan imputar los créditos generados por estos nuevos proyectos de inversión hasta el año 2045. El plazo total, así, será de 33 años.

Para los señalados efectos, se propone la mantención de las tasas de crédito vigentes: 30% del monto de la inversión en la provincia de Arica; 40% en Parinacota y en las que se hagan en inmobiliario turístico; y 10% a 32% en las regiones de Aysén y Magallanes y en la provincia de Palena.  

4.
Medidas adicionales:

- Que las empresas que efectúen inversiones bajo el amparo de las leyes N° 19.420 y N° 19.606, en virtud de proyectos de inversiones que se materialicen a partir del 1 de enero de 2012, puedan suspender el monto de los pagos provisionales mensuales obligatorios del ejercicio, en función del monto del crédito estimado por las inversiones en zonas extremas que proyecten realizar en el ejercicio.

Constituye esta una gran innovación del proyecto de ley, que busca precaver una situación que actualmente aqueja a gran cantidad de empresas, consistente en que independientemente del hecho que tengan remanentes de crédito considerables, y que muchas de ellas en la práctica no se encuentran afectas al impuesto de primera categoría, de todas formas están obligadas a efectuar pagos provisionales mensuales obligatorios, lo que atenta directamente contra su liquidez.

Para poder acogerse al beneficio, los contribuyentes que cumplan con los requisitos legales para gozar del crédito tributario, deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, a través de una declaración jurada, acerca del detalle del proyecto de inversiones que llevarán a cabo, los desembolsos que planean realizar durante el ejercicio y el crédito estimado a que tendrán derecho por dichos desembolsos.

- Disminución del monto mínimo de las inversiones en zonas extremas que dan derecho a los créditos tributarios. Actualmente, el beneficio se aplica solamente a inversiones superiores a 2.000 UTM, en el caso de la provincia de Arica, 1.500 UTM para las XI y XII regiones, y 1.000 UTM para la provincia de Parinacota y ciertas comunas del extremo sur del país.  A contar del año 2012, se propone rebajar el monto de las inversiones mínimas que dan derecho al crédito desde 2.000 UTM a 1.000 UTM; desde 1.500 UTM a 1.000 UTM; y desde 1.000 UTM a 500 UTM, respectivamente.

Se estima que el incremento en cobertura permitirá aumentar en cuatro veces el número de empresas contribuyentes acogidas al beneficio, atrayendo nuevos flujos de inversión a las zonas extremas, los que se proyecta superen los US$2.500 millones durante el período de vigencia del beneficio, generando un poderoso impacto en la economía local de las regiones beneficiadas.

- Incremento en 100% del monto actualmente asignado al Fondo de Fomento y Desarrollo, superando los $2.500 millones en bonificaciones a ser asignadas por año, beneficiando a más de 7.000 proyectos de inversión y apalancando más de US$400 millones durante el período de vigencia del Fondo.

- Beneficios para las empresas industriales manufactureras instaladas o que se instalen en Arica. Actualmente, las industrias acogidas al régimen de Zona Franca del decreto con fuerza de ley Nº 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, al expedir al extranjero o exportar mercancías de su propia producción, están facultadas para recuperar el IVA recargado en los servicios o suministros utilizados en los procesos industriales necesarios para elaborar sus mercancías. Dado que la exportación está exenta de IVA, la posibilidad de recuperar el tributo incurrido en el proceso industrial constituye un gran alivio para estos contribuyentes, pues de otra forma el costo financiero del impuesto sería absorbido por el comprador extranjero, encareciendo los productos y haciendo menos competitiva la industria de esta zona del país.

El precitado decreto con fuerza de ley, no obstante, acota el beneficio solamente para la expedición de las mercancías al extranjero o su exportación, excluyendo la transferencia de mercancías hacia la Zona Franca de Extensión, y también a otros usuarios de Zona Franca. Esto ha limitado considerablemente las ventajas para las empresas industriales instaladas en Arica, al no poder recuperar el IVA en las ventas que hagan a la Zona Franca de Extensión y a otros usuarios de Zonas Franca.

Para solucionar el problema, el proyecto hace extensivo el beneficio de recuperación del IVA a las industrias instaladas o que se instalen en Arica y sean usuarias de Zona Franca, que vendan las mercancías de su propia producción tanto hacia la Zona Franca de Extensión, como a otros usuarios de Zona Franca.

- Disminución del valor mínimo de las mercancías que pueden adquirir los turistas con derecho a devolución de IVA. El artículo 4º de la ley Nº 18.841, que entre otros aspectos establece un sistema simplificado de exportaciones, permite a las personas naturales sin domicilio ni residencia en Chile, que porten y exporten mercancías compradas en una Zona Franca de Extensión, solicitar la devolución del IVA y del impuesto específico a los alcoholes y a las bebidas analcohólicas recargados, siempre que el valor de las mercancías supere el equivalente a 1 UTM.

Se propone rebajar dicho monto al equivalente a 0,5 UTM, con el objeto de estimular el comercio al interior de las Zonas Francas de Extensión y la llegada de turistas extranjeros.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL


En primer lugar, el Honorable Senador señor Bianchi consignó que más allá de la premura con que en estos momentos determinados sectores pretenden se lleve a cabo la tramitación del presente proyecto, lo cierto es que desde fines del año 2011 la Región de Magallanes ya no cuenta con un régimen especial que fomente su desarrollo. Tomando en cuenta que el objetivo del Ejecutivo pasa esencialmente por prorrogar dicho régimen hasta el año 2025 en los mismos términos en que existió, es claro que lo que en realidad se requiere es darse el tiempo suficiente para escuchar a los actores sociales interesados e intentar, así, enmendar la propuesta del Gobierno. Todo esto, culminó, con mira a contar con herramientas e instrumentos que efectivamente posibiliten soluciones de futuro para las zonas extremas.     


El Honorable Senador señor Rossi expresó que sin perjuicio de las propuestas que deben hacerse para modificar y perfeccionar la iniciativa, no se puede desatender la creciente y justificada inquietud que hoy existe en las zonas extremas, particularmente en Arica y Parinacota y Tarapacá, ante la tardanza de su tramitación legislativa y, al cabo, la incertidumbre acerca de la vigencia de los beneficios en ella contemplados. 


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, hizo presente que particularmente en lo que atañe al Movimiento Social de la Región de Aysén, existen importantes demandas, en su oportunidad comprometidas por el Gobierno, que esperan por verse satisfechas. Entre ellas, por ejemplo, la creación de un salario regionalizado o la automaticidad del mecanismo previsto en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que establece el estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo creado por el artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980. 


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, sostuvo que el proyecto de ley que están conociendo las Comisiones unidas adolece de un limitado alcance, pues básicamente consiste en la prórroga de una serie de instrumentos que, en su opinión, sólo han funcionado regular o derechamente mal durante su vigencia. En tal sentido, consultó a los representantes del Ejecutivo por la disposición a abordar en esta oportunidad, por ejemplo, un esquema tributario distinto para las regiones extremas, que se haga cargo de su especial situación y de sus circunstancias geopolíticas.


El Honorable Senador señor Muñoz añadió que la prórroga de instrumentos a que se ha hecho referencia se está realizando no obstante no haber demostrado ser efectivos. Esto, señaló, denota la ausencia de una política de Estado en relación con las zonas extremas, que repercuta de manera eficaz en la población de todas ellas y no solamente en un aumento de los índices de inversión o rentabilidad. Se preguntó, a vía ejemplar, por qué no considerar la medida de exención del IVA para los habitantes de la Región de Magallanes.  


Del Gobierno argentino, prosiguió, se podrán decir muchas cosas, pero no se puede desconocer que sí ha tenido una preocupación sostenida por sus provincias australes, mientras que las del Estado de Chile se encuentran prácticamente despobladas y abandonadas.


Más allá de los limitados beneficios que en la presente iniciativa se puedan contemplar, finalizó, y de que el marco que por sí misma constituye desde ya acota las posibilidades de mayores enmiendas,  lo cierto es que la necesidad de contar con políticas que verdaderamente fortalezcan y potencien a las regiones extremas es cada vez mayor.  


El Honorable Senador señor Bianchi puso de relieve la enorme trascendencia que las regiones extremas  tienen en un país unitario como el nuestro, cuestión que exige la consecuente elaboración de políticas estatales de igual magnitud. Tal ha sido, justamente, el espíritu con el que se creó la Comisión Especial de Zonas Extremas en el Senado, que ha participado de la elaboración de propuestas concretas de perfeccionamiento del régimen que se aplica a dichas zonas, para que se haga cargo, por ejemplo, de que la bonificación a la mano de obra de la ley N° 19.853 (que remplazó al beneficio similar consagrado en el decreto ley N° 889, de 1975) sirva de verdadero incentivo para los empleadores. Esto traería aparejado, por la posibilidad de aumentar las remuneraciones, el poblamiento de las regiones extremas, donde el costo de vida es por lejos superior al del resto del país.


De acuerdo con lo expuesto, consultó específicamente por la voluntad del Ejecutivo para llevar a cabo una política de Estado para las regiones extremas, y no para simplemente prorrogar unos determinados beneficios.


El Honorable Senador señor Horvath manifestó que es indudable que las zonas extremas del país (Arica y Parinacota, Tarapacá, Aysén, Magallanes, Juan Fernández e Isla de Pascua), son distintas entre sí, lo que exige tratamientos también diferenciados. Así, graficó, la Patagonia chilena requiere de una serie de medidas que pongan fin a la ceguera que el Estado chileno ha mantenido ante la desmedrada situación que vive en comparación con la Patagonia argentina. En este, como en otros casos, resultaría del todo pertinente avanzar en la dirección de esquemas tributarios especiales que reconozcan esa diversidad.


Con todo, hizo ver, no se puede desconocer que sí han existido instrumentos que han tenido efectos positivos en las regiones extremas, como la creación de zonas francas o la bonificación a la mano de obra. Esto en oposición a la idea en su momento planteada por los gobiernos de la Concertación de Partidos por la Democracia, que afortunadamente no prosperó, de someter todos los recursos disponibles en esas zonas a proyectos concursables.


Recordó, además, el compromiso adquirido por el actual Gobierno con el Movimiento Social de la Región de Aysén para incluir, en la iniciativa legal en estudio, materias como contar con una zona franca con combustibles o el efectivo traspaso de los beneficios de la ley N° 19.853 a los trabajadores. 


Finalmente, hizo hincapié en que no todos los problemas que aquejan a las zonas extremas requieren de una ley para ser resueltos. Existe, en efecto, una serie de obras que pueden ser llevadas a cabo de manera independiente, como, por ejemplo, el camino austral sin transbordo en la Patagonia chilena.

El Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn dio a conocer que la intención del Ejecutivo es que la discusión en el Senado del presente proyecto de ley se verifique con la serenidad y en los tiempos que merece, en el entendido, por cierto, de que existe una cierta urgencia, entre sus potenciales beneficiarios, por su pronta aprobación. Puntualizó, en todo caso, que el marco y contexto de dicha discusión no debe ser otro que el proyecto que se está conociendo, respecto del cual el Gobierno no se encuentra disponible para que sea revisado y eventualmente enmendado por completo. Si lo que se quiere hacer es un debate más profundo sobre aspectos relevantes no considerados en esta oportunidad, lo recomendable, sostuvo, sería aprobar primero la presente iniciativa y posteriormente abordar los demás.


Por otra parte, explicó que entre las medidas que se proponen en el proyecto, se encuentra la reducción a 500 UTM del monto de inversiones necesario para que las empresas de zonas extremas puedan acogerse a crédito tributario, lo que debiera sextuplicar el número de las que resultarán beneficiadas.


En relación con la demanda por contar con regímenes tributarios especiales para las zonas extremas, precisó que el país ya cuenta con algunos esquemas específicos, como las leyes de zonas francas, la denominada ley Navarino o ciertos tratamientos pro pymes. Sin embargo, advirtió, hacer extensivos los regímenes de especialidad a otras áreas revestiría una complejidad no sólo desde el punto de vista de sus alcances financieros. Pondría, además, en entredicho una definición que para el Ejecutivo no puede ser alterada: que en pos de una adecuada asignación de los recursos, para el país es bueno contar con un sistema tributario lo más parejo posible, que tome desde luego en cuenta las diversidades, pero que no propenda a la proliferación de esquemas especiales. Las distorsiones tributarias, resaltó, generan incentivos para que  los agentes económicos se esmeren por acceder a los beneficios, pero sin generar valor agregado. No resulta, en consecuencia, gratuito para los países adoptar regímenes especiales, pues siempre se terminan pagando otros costos. 

El Honorable Senador señor Kuschel destacó que en lugares como Palena y Chiloé, en la X Región, sí se han llevado a cabo obras de integración física, como carreteras o pavimentación de vías. 


Del mismo modo, consignó que los problemas de distorsión se generan no tanto en los especiales regímenes tributarios que puedan existir, sino en el aislamiento que sufren los habitantes de las zonas extremas del país.


El Honorable Diputado señor Alinco hizo presente que lo que en su momento, a inicios del presente año, constituyó el Movimiento Social de la Región de Aysén, se encuentra en la actualidad prácticamente desarticulado y no tiene representatividad, producto del retiro de las organizaciones que lo conformaban.


Enseguida, la Comisión recibió a los representantes de la Corporación de Desarrollo de Arica y Parinacota: su  Presidente, señor Edward Gallardo; el Vicepresidente (y Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores de Arica), señor Julio Olivares; el Director de la Asociación de Industriales de Arica, señor Davor Razmilic; y el asesor de la misma Asociación, señor Luis Aranibar.


El Presidente de la Corporación de Desarrollo de Arica y Parinacota, señor Edward Gallardo, dio a conocer, en primer lugar, sus reparos al hecho que en el mismo proyecto de ley se pretenda abordar la situación de zonas extremas tan disímiles como las que se encuentran en el norte y sur de nuestro país, sin contener, además, la política de Estado potente sobre la materia que durante 30 años el país ha estado esperando.


En segundo lugar, indicó que sin desconocer los beneficios que la iniciativa en estudio contiene, la Corporación a la que representa mantiene sus discrepancias, en relación con el texto despachado en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados, respecto de los siguientes asuntos:

   
- Bonificación a la contratación de mano de obra de la ley N° 19.853 (que remplazó al beneficio similar consagrado en el decreto ley N° 889, de 1975). En los términos actuales del proyecto, las pequeñas empresas deberán pagar 20% (aproximadamente $40.000) por sobre el ingreso mínimo nacional para poder acceder a la bonificación. Esto supone un castigo para aquéllas, que, como es sabido, suelen tener problemas de caja y que en el caso de Arica y Parinacota representan más del 80% del empleo. Para subsanar esta situación y hacer extensivo el beneficio, las soluciones pasarían por no hacer aplicable a las pequeñas empresas la obligación de pago de un 20% extra, o por que sea el Estado el que se haga cargo del aumento del ingreso mínimo regional. 


- Antidumping. La zona franca de la I y XV regiones, explicó, tiene carácter comercial, industrial y de extensión comercial, y debe competir con los importadores de productos extranjeros que, en algunos casos (como en los mercados harinero, avícola o de aceitunas del Valle de Azapa), lo hacen subsidiados por sus respectivos gobiernos, generando una competencia desleal que resulta perjudicial para los productores nacionales. Se requiere, de esta manera, la reposición en el proyecto de ley de una cláusula antidumping.


Con todo, valoró el hecho de que el Ejecutivo haya comprendido las implicancias propias de una zona franca industrial, y consecuentemente incluido en el proyecto de ley que el IVA por suministros y servicios va a ser devuelto a las empresas.


-  Decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que establece el estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo creado por el artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980. Se trata de una herramienta que subvenciona la inversión y es muy utilizada por pequeños empresarios, para quienes sería muy beneficioso que el monto fuese el máximo posible.

El Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT) de Arica, señor Julio Olivares, agregó que el presente proyecto de ley constituye una oportunidad para que los colegisladores introduzcan las reformas que Arica requiere luego de 30 años de abandono. En relación con la bonificación a la mano de obra, en particular, hizo hincapié en lo relevante que sería perfeccionarla para que pueda ser debidamente aprovechada.


El Honorable Senador señor Bianchi reiteró que la iniciativa en estudio no puede aspirar simplemente a prorrogar la existencia de los instrumentos por años vigentes, sin incorporar perfeccionamientos que supongan mejoras reales. A modo de ejemplo, citó el caso del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que comenzó como un fondo de cerca de $2.500 millones para ser distribuido entre dos regiones, pero que hoy debe ser repartido entre cuatro, y además por la vía de proyectos concursables. Lo esperable, resaltó, sería que para cada una de las regiones extremas se estableciera un monto determinado de recursos para que, ahí sí, en cada una de ellas se verificaran los concursos.


Coincidió, del mismo modo, con la oportunidad histórica que tiene hoy el Gobierno para atender, con una visión de Estado, a las necesidades de las zonas extremas y a su trascendencia estratégica y geopolítica.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó a los representantes de la Corporación de Desarrollo de Arica y Parinacota qué evaluación hacen del funcionamiento de los respectivos gobiernos provinciales y regionales de su región.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se declaró de acuerdo con la demanda de modificar los alcances del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que también tiene un alto impacto en la Región de Aysén. En su génesis, recordó, este instrumento entregaba automáticamente los fondos una vez satisfechos los requisitos, mecanismo que, a su juicio, debiera volver a operar de igual manera, pues no supone un mayor gasto para el Estado.


Solicitó, asimismo, información desglosada de la bonificación a la contratación de mano de obra de la ley N° 19.853 (que remplazó al beneficio similar consagrado en el decreto ley N° 889, de 1975), por región, trabajadores a los que beneficia, en base a qué remuneraciones y a qué costo para el Estado.

El Honorable Senador señor Orpis expresó su convicción de que la mejoría de la realidad de las regiones extremas no pasa solamente por extender los plazos de los beneficios que han regido por ya largo tiempo. Pasa, además, por la adopción de medidas más profundas, como los pagos previsionales mensuales que dan liquidez a los créditos tributarios.


Asimismo, sostuvo que la manifestación más palmaria de las diferencias entre las zonas extremas del país, está constituida por las zonas francas: la de Arica tiene un enfoque industrial, a diferencia de la de Aysén y Magallanes, fundamentalmente comercial. De ahí que la necesidad de incorporar al proyecto de ley una cláusula antidumping como la reseñada por los representantes de la Corporación de Desarrollo de Arica y Parinacota, adquiera sentido sólo en relación con la zona franca del norte del país.


Finalmente, indicó que un estímulo apropiado para incentivar la inversión extranjera, podría ser que el crédito tributario no se hiciera efectivo solamente contra el impuesto de primera categoría, sino también contra el impuesto adicional.


El Honorable Senador señor Rossi, luego de coincidir con los planteamientos del Honorable Senador señor Orpis, rescató la existencia de un consenso acerca de la necesidad de perfeccionar la bonificación a la contratación de mano de obra, que en las condiciones actuales ha permitido beneficiar a más de 70.000 trabajadores en las Regiones de Arica y Parinacota y Tarapacá.


En lo concerniente al Estatuto de Fomento y Desarrollo (contenido en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1981, de la misma cartera), estuvo también conteste en que los US$ 2.500 millones que contempla resultan exiguos, a lo que se añade que, por la concursabilidad, sólo favorecen a determinadas empresas.


Concluyendo su intervención, sugirió revisar la eficacia del mecanismo de devolución del IVA a los turistas extranjeros por las compras que realicen, que se plantea rebajar de 1 a ½ UTM. Hecho esto, agregó, cabría además estudiar la posibilidad de hacerlo extensivo a los turistas nacionales, como una manera de potenciar a las zonas extremas que tienen actividad turística como polos de desarrollo regional.


El Honorable Senador señor Muñoz solicitó a los representantes del Ejecutivo información sobre el rendimiento del IVA y del impuesto a la renta en las regiones extremas, particularmente en Aysén, Magallanes, Chaitén, Palena y Arica y Parinacota.


Asimismo, consultó a los representantes de la Corporación de Desarrollo de Arica y Parinacota si para los trabajadores de esa región se ha hecho efectivo un aumento en sus remuneraciones en virtud de la bonificación a la contratación de mano de obra. Al menos en el caso de la Región de Magallanes, hizo ver, la experiencia enseña que, más que los trabajadores, son las empresas las más beneficiadas con esta herramienta.


El señor Subsecretario de Hacienda comprometió la entrega de la información solicitada por los Honorables Senadores señores Muñoz y Walker, don Patricio.


El Presidente de la Corporación de Desarrollo de Arica y Parinacota, señor Gallardo, expresó que la creación de la Región de Arica y Parinacota ha sido una de las políticas de Estado más relevantes, en relación con la zona norte del país, en los últimos 20 años. Esto pues, entre otras cosas, ha posibilitado el contacto directo del nivel local con las autoridades nacionales.


Por otra parte, consignó que, sin perjuicio de no ser materia del presente proyecto de ley, los representantes de la comunidad de Arica y Parinacota mantienen la expectativa de llegar a concretar la autonomía de su zona franca respecto de la de la ciudad de Iquique, en la Región de Tarapacá. 

El Presidente de la CUT de Arica, señor Olivares, señaló que la posición de los trabajadores es que la bonificación a la contratación de mano de obra debe ir en beneficio de ellos. Para que esto sea posible, es necesario efectuar alguno de los perfeccionamientos a que se ha hecho referencia, de manera que pueda ser efectivamente aprovechado, además, por los pequeños y medianos empresarios (pymes). En este sentido, reseñó que el año 2010 la Junta de Desarrollo Vecinal de Arica y Parinacota elaboró una propuesta que, considerando el endeudamiento con las cotizaciones previsionales que afecta a muchas pymes, planteaba que la bonificación a la contratación de mano de obra se destinara directamente al pago de dicha deuda.


Finalmente, el Director de la Asociación de Industriales de Arica, señor Davor Razmilic, puso de relieve que la creación de una zona franca en la Región de Aysén, como propone el proyecto, genera una gran preocupación en los agricultores y molineros de la zona sur, pues el hecho de no contar con una normativa antidumping aplicable en la práctica supondrá entregar ese mercado a Argentina, país que subsidia las harinas. Cuando se importa harina subsidiada y se vende en Chile, advirtió, el 90% de lo que se paga se percibe en el extranjero, y sólo el 10% puede ser destinado a sueldos, comisiones y utilidades en nuestro país.


El contexto de pleno empleo que hoy vive Chile, prosiguió, implica que no es sencillo encontrar fuerza laboral disponible. Si, además, no es posible ofrecer sueldos atractivos, se acentuará un efecto que ya se ha estado produciendo en el norte: la industria minera acaparará a todos los trabajadores.   

En la siguiente sesión celebrada por las Comisiones unidas, fue recibida, en primer lugar, la presentación del Presidente de la Confederación de la Producción y el Comercio de Magallanes, señor Alejandro Kusanovic.
Incentivos especiales XII región
CPC Magallanes

Nuestra realidad
- Aislamiento derivado de accidentes geográficos que la separan del resto de Chile, condición de “Región Isla” (a 2.500 Km. de Santiago. Arica está a 1.700 Km. de Santiago, no aislada). 
- Mantiene una desintegración física, tanto con el resto del país como interna.
- Déficit de conectividad y comunicaciones.
- Bajo crecimiento y densidad poblacional. (0.94% de la población, 1_hab./Km2, Santiago 440 hab./Km2).
- Mercado pequeño.

- Condiciones climáticas adversas y rigurosas durante gran parte del año.
- Extensa superficie. (16% de la superficie de Chile).
- Condiciones geopolíticas estratégicas (conexión oceánica y proyección antártica).
- Históricamente la región ha contado con diversos instrumentos que incentivan la inversión y/o buscan fortalecer el asentamiento humano. (Puerto Libre, Zona Franca, etc.).
	N°
	Región
	Capital
	Superficie Km2
	%
	Población
	%
	Hab x Km2

	XII
	Magallanes
	Pta. Arenas
	132.297,2
	17,5
	157.574
	0,94
	1,2

	II
	Antofagasta
	Antofagasta
	126.049,1
	16,67
	561.604
	3,35
	4,5

	XI
	Aysén
	Coyhaique
	108.494,4
	14,35
	102.632
	0,61
	0,9

	III
	Atacama
	Copiapó
	75.176,2
	9,94
	276.480
	1,65
	3,7

	X
	Los Lagos
	Puerto Montt
	48.583,6
	6,43
	815.395
	4,86
	16,8

	I
	Tarapacá
	Iquique
	42.225,8
	5,58
	300.301
	1,79
	7,1

	IV
	Coquimbo
	La Serena
	40.579,9
	5,37
	698.018
	4,16
	17,2

	VIII
	Bíobío
	Concepción
	37.068,7
	4,90
	2.009.549
	11,99
	54,2

	IX
	La Araucanía
	Temuco
	31.842,3
	4,21
	953.835
	5,69
	30,0

	VII
	Maule
	Talca
	30.296,1
	4,01
	991.542
	5,91
	32,7

	XIV
	Los Ríos
	Valdivia
	18.429,5
	2,44
	376.704
	2,25
	20,4

	XV
	Arica y Parinacota
	Arica
	16.873,3
	2,23
	187.348
	1,2
	11,1

	V
	Valparaíso
	Valparaíso
	16.396,1
	2,17
	1.720.588
	10,26
	104,9

	VI
	Bernardo O'higgins
	Rancagua
	16.387,0
	2,17
	866.249
	5,17
	52,9

	RM
	Metropolitana
	Santiago
	15.403,2
	2,04
	6.745.651
	40,24
	437,9

	
	
	TOTALES
	756.102,4
	
	16.763.470,0
	
	


Una mirada a la historia.
- 1868 Llegada de colonos, expansión del comercio (Estrecho de Magallanes) y explotación del carbón.

- 1880 Inicio de la ganadería y navegación.

- 1912 Quiebre virtual de la autonomía, se instala la Aduana, fin primer puerto libre.

- 1914 Apertura del Canal de Panamá, desplazando al Estrecho de Magallanes.

- 1945 Descubrimiento del Petróleo.

- 1950 Creación de ENAP.

- 1952 Planta Manantiales – Introducción del Gas Licuado en Matriz Energética Regional y posteriormente dando paso a Refinerías de Concón y Concepción.

- 1956 Se decreta Puerto Libre.

- 1962 Termino del Puerto Libre en Magallanes (se generan protestas sociales).

- 1970 Se dicta la Ley Lorca para descentralizar Zonas Extremas del país. Nace CORMAG financiada por distintos impuestos (compraventa, combustibles, derechos aduaneros, etc.).

- 1975 Se elimina la Corporación de Magallanes (CORMAG).

- 1975 DL 889 (Compensación) Bonificación a la Mano de Obra con una tasa 35% hasta el tope imponible, con un Capitulo de Bonificación a la Inversión del orden del 20% sin límite de fondo.

- 1977 Ley de Zona Franca, sin impuestos y aranceles. Objetivo: insumos menor costo.

- 1981 Explotación de Carbón de Mina Pecket (COCAR).

- 1982 Se modifica el DL 889, bajando la tasa a 17% y disminuyendo el tope bonificación cercano al ingreso mínimo. Además se elimina la bonificación a la Inversión.

- 1983 Se repone la Bonificación a la Inversión siendo precaria copia de la ley anterior con un fondo limitado, que es actual incentivo vigente al 31 de diciembre 2011. (Nace realmente el DFL 15).

- 1988 Puesta en marcha 1° Planta Metanol (100% Gas Enap, con un Contrato 20 años con termino 2009).

- 1996 Finaliza explotación del Carbón (COCAR).

- 1997 Puesta en marcha 2° Planta Metanol, importación Gas Argentino (50% Gas Enap, con un Contrato 20 años con termino 2017).

- 1999 Crédito tributario para la inversión, mejor conocido como Ley Austral con una tasa del 40%, 15% y 10%.

- 1999 Puesta en marcha 3° Planta de Metanol (25% Gas Enap, con un Contrato 20 años con termino 2019).

- 2004 Se modifica la Ley Austral disminuyendo la tasa a 32%, 15% y 10% vigente hasta 31 de diciembre de 2011.-

- 2005 Puesta en marcha 4° Planta de Metanol. (5% Gas Enap, con un Contrato 20 años, termino 2025.
- 2007 Nueva licitación Zona Franca, la cual pierde su espíritu original, por cobro indirecto de tributos a través de la administración ZF.

- 2007 Se interrumpen totalmente las importaciones de Gas Argentino.

- 2007 Licitación CEOPs en Magallanes.

- 2011 Termino de la Ley Austral.
Una fotografía regional
Producto Interno Bruto por región a precios constantes, 2003-2008 (Millones de pesos de 2003).

[image: image2.emf]Región 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 (1)

I         De Tarapacá  1.910.023 1.987.521 1.962.290 2.099.952 2.247.383 2.294.077 2.254.297

II        De Antofagasta 3.611.890 3.761.863 3.828.905 3.894.854 4.026.283 3.983.992 3.911.377

III       De Atacama 928.200 933.193 953.754 1.049.716 1.132.528 1.179.577 1.182.913

IV       De Coquimbo 1.169.582 1.225.199 1.272.202 1.321.888 1.399.550 1.508.462 1.452.714

V        De Valparaíso 4.153.434 4.395.857 4.603.733 4.866.472 4.873.998 5.114.921 5.027.897

RMS  Región Metropolitana de Santiago 21.770.457 23.110.997 24.459.264 25.518.617 27.010.760 28.104.803 27.650.632

VI       Del Libertador General Bernardo O'Higgins 1.899.667 2.064.317 2.181.285 2.247.056 2.260.947 2.329.951 2.360.325

VII      Del Maule 1.799.450 1.899.088 2.055.308 2.179.263 2.125.466 2.196.908 2.185.100

VIII     Del Biobío 4.836.088 5.118.647 5.469.454 5.649.004 5.741.048 5.824.317 5.729.637

IX       De La Araucanía 1.213.085 1.280.005 1.367.011 1.431.395 1.518.246 1.548.619 1.504.754

X        De Los Lagos 2.346.629 2.503.564 2.586.698 2.687.564 2.758.379 2.858.718 2.798.495

XI       Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo 310.277 328.643 367.183 359.641 389.892 397.637 379.993

XII      De Magallanes y de la Antártica Chilena 862.908 855.119 891.198 934.685 847.400 805.786 787.999

Extra Regional (2) 48.638 38.583 45.797 50.670 46.046 54.138 56.195

Subtotal regionalizado 46.860.327 49.502.596 52.044.081 54.290.776 56.377.926 58.201.905 57.282.329

IVA , Derechos de Importación  4.296.089 4.744.223 5.218.563 5.600.195 6.268.200 6.738.527 6.565.877

Producto Interno Bruto 51.156.415 54.246.819 57.262.645 59.890.971 62.646.126 64.940.432 63.848.206


(1) Cifras provisionales.

(2) Extraregional  corresponde a servicios en el exterior del Sector Administración Pública.

Fuente: Banco Central de Chile.
Comparación IMACEC vs INACER Magallanes 2005-2011
[image: image1.png]



Participación Regional en el Producto Interno Bruto Total, 2003-2008 (Millones de pesos de 2003)
[image: image3.png]Region 2003 2004 2005 2006 2007 2008 (1)
I De Tarapaca 3,7 3,7 3.4 3.5 3,6 3.5
I De Antofagasta 7,1 6.9 6,7 6.5 6.4 6,2
I  De Atacama 1,8 1,7 1,7 1,8 1,8 1,8
IV De Coquimbo 2,3 2,3 2,2 2,2 2,2 2,3
Vv De Valparaiso 8.1 8.1 8.0 8.1 7.8 7,9
RMS Region Metropolitana de Santiago 42,6 42,6 4277 42,6 43,1 432
VI Del Libertador General Bernardo O'Higgins 3,7 3,8 3,8 3,8 3,6 3,6
VII  Del Maule 3,5 3,5 3,6 3,6 3,4 3,4
VIII Del Biobio 9,5 9,4 9,6 9,4 9,2 8,9
IX De La Araucania 2.4 2.4 2.4 2.4 2.4 2.4
X De Los Lagos 4,6 4,6 4,5 4,5 4.4 4.4
XI  Aisén del General Carlos Ibaiez del Campo 0,6 0,6 0,6 0,6 0,6 0,6
XII De Magallanes y de la Antartica Chilena 1,7 1,6 1,6 1,6 1,4 1,2
Extra Regional (2) 0,1 0,1 0,1 0,1 0,1 0,1
Subtotal regionalizado 91,6 91,3 90,9 90,6 90,0 89.6
IVA , Derechos de Importacion 8.4 8,7 9,1 9.4 10,0 10,4
Producto Interno Bruto 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0




1) Cifras provisionales.

(2) Extraregional  corresponde a servicios en el exterior del Sector Administración Pública.

Fuente: Banco Central de Chile.
Tasa de Crecimiento Promedio anual, 1960-1992
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Fuente: “Magallanes: Dinámica Económica y Demográfica 1960-2006; Leyes de Excepción para el Desarrollo; Qué Hacer y Qué Evitar.”, 

José Vera Justi, 2008.

Índice de Actividad Económica Regional (*) (Base Promedio 1996 = 100)
(*) Valores Promedios anuales

Fuente: Elaboración propia en base a datos INE.
PIB País y Regional, por Actividad Económica Año 2008
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(1) Incluye servicios financieros, seguros, arriendos de inmuebles y servicios prestados a empresas

(2) Incluye educación y salud, pública y privada y otros servicios. 

(3) Valores y Calculo de participación porcentual, en miles de pesos del año 2003.

(4) No incluye: Imputaciones bancarias, IVA Neto Recaudado, y Derechos de Importación, 

(5) No incluye: Imputaciones bancarias.

Fuente: Elaboración propia, base de datos, Banco Central de Chile.
Inversión pública efectiva Magallanes Monto v/s participación país.
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Crecimiento y proyección de la población en Magallanes 2005-2020
[image: image7.png]Poblacion proyectada por region 2005-2020

Region Poblacién 2005 Poblacién 2020 Tasa exponencial
I 469.9 550.4 1.06
1l 541.1 635.8 1.08
11 2704 300 0.69
vV 666.9 818 1.4 (mas dindmica)
Y 1.662.7 1.934.9 1.02
Vi 840.6 964.3 0.92
VIl 967.1 1.083.3 0.76
VIII 1.969.2 2.154.1 0.6
1X 929 1.046.8 0.8
X 1.156.3 1.323.5 0.9
XI 99.3 1.14.3 0.94
XII 156 163.1 0.3(la mas débil)
RM 6.538.9 7.460.7 0.9
Pais 16.267.2 18.549.1 0.9

Fuente: Proyecciones de poblacion INE.





Costo de vida en Magallanes: la región más cara de Chile.

[image: image8.png]Table 3.7 Cost of Living Index, 2001
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Source: Ministry of Finance,




Fuente: Ministerio de Economía

Comparación del crecimiento demográfico. Patagonia Regional Chile y Argentina
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Incentivos de desarrollo.

Ley Austral (Ley Nº19.606 del 14 de abril de 1999)
- Crédito tributario para las inversiones que se efectúen en la Región, destinadas a la producción de bienes o servicios, vigente hasta el 31 de diciembre del 2011.
- El crédito será equivalente a un porcentaje sobre el valor de los bienes físicos del activo fijo que correspondan a construcciones, maquinarias y equipos, directamente vinculados con la producción de bienes o la prestación de servicios del giro o actividad del contribuyente, adquiridos o terminados de construir en el ejercicio.
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La Inversión debe ser por un monto superior a 1.500 ó 1000 UTM, en actual proyecto 500 UTM 
Cualidades de la ley austral
- Premia los proyectos exitosos, es decir, se obtiene el crédito cuando existen utilidades tributables, lo que del punto de vista del Fisco es óptimo.

- Abarca la totalidad de un territorio, es decir, se aplica a toda la XII Región, lo que evita distorsiones territoriales, como la Ley Navarino.

- Tiene presupuesto asegurado.

- La obtención del beneficio no está sujeta a discreción administrativa, basta con cumplir los requisitos establecidos en la ley.

- Interviene directamente el SII, y el resto de los servicios u organismos público lo hacen a través de dicha institución.

- Es de fácil fiscalización. (Activo Fijo).

- Ha probado ser efectiva. La inversión inducida supera los US$ 400 Millones, ha actuado como un poderoso detonante para expandir y diversificar la inversión privada y productiva.

Áreas de Desarrollo
Construcción de viviendas y urbanizaciones; muelle mecanizado; lanchas, ferrys, barcazas y remolcadores; aerogeneradores eléctricos; remolcador alta mar; bodegas; maquinaria extracción minerales; naves de turismo; hoteles de turismo; excavadoras, motoniveladoras y betoneras; construcción y equipamiento centro acuícola; maquinarias de juego para casinos; planta embotelladora.
Proyectos paralizados, montos y N° de empleos.
	I.
	SALMONICULTURA
	 
	 $               70.000.000 
	300

	1
	PISICULTURA
	$ 23.000.000
	 
	 

	2
	PISICULTURA
	$ 19.000.000
	 
	 

	3
	CENTRO CULTIVO
	$ 14.000.000
	 
	 

	4
	PLANTA PROCESO SALMONES
	$ 9.000.000
	 
	 

	5
	EQUIPOS
	$ 3.000.000
	 
	 

	6
	VARIOS
	$ 2.000.000
	 
	 

	II.
	PLANTA PROCESO SALMONES
	 
	 $               50.000.000 
	600

	1
	VIVIENDAS, BODEGAS, EQUIPOS
	$ 18.000.000
	 
	 

	2
	INMOBILIARIOS
	$ 12.000.000
	 
	 

	3
	INMOBILIARIA
	$ 9.000.000
	 
	 

	4
	INMOBILIARIA
	$ 4.000.000
	 
	 

	5
	BODEGAS, VIVIENDA
	$ 3.000.000
	 
	 

	6
	VARIOS
	$ 4.000.000
	 
	 


	III.
	MARÍTIMO
	 
	 $               46.000.000 
	150

	1
	FERRYS
	$ 15.000.000
	 
	 

	2
	LANCHAS
	$ 10.000.000
	 
	 

	3
	REMOLCADORES
	$ 9.000.000
	 
	 

	4
	REMOLCADORES
	$ 9.000.000
	 
	 

	5
	VARIOS
	$ 3.000.000
	 
	 

	6
	 
	 
	 
	 

	IV.
	MINERIA - ENERGIA
	 
	 $               31.000.000 
	200

	1
	MAQUINARIA, CAMIONES.
	$ 8.000.000
	 
	 

	2
	EQUIPOS
	$ 11.000.000
	
	 

	3
	ENERGIA
	$ 12.000.000
	
	 

	V.
	TURISMO
	 
	 $               35.000.000 
	450

	1
	HOTELES, COMPLEJOS TURISTICOS
	$ 20.000.000
	 
	 

	2
	LODGE Y HOTEL EN TORRES DEL PAINE
	$ 15.000.000
	 
	 


	VI.
	PESCA
	 
	 $               18.000.000 
	200

	1
	PLANTAS INDUSTRIALES
	$ 10.000.000
	 
	 

	2
	VARIOS
	$ 8.000.000
	
	 

	VII
	SERVICIOS FINANCIEROS, OTROS.
	 
	 $               15.000.000 
	350

	1
	SERVICIOS FINANCIEROS, OTROS.
	$ 15.000.000
	 
	 

	VIII
	AGROINDUSTRIAL Y GANADERO
	 
	 $                 1.200.000 
	60

	1
	AMPLIACIÓN PLANTA RENDERING
	$ 600.000
	 
	 

	2
	SISTEMA PRODUCTOR DE FERTILIZANTES ORGÁNICOS
	$ 350.000
	 
	 

	3
	ESCALAMIENTO DE SISTEMA PRODUCTOR DE FORRAJE HIDROPÓNICO
	$ 250.000
	 
	 

	
	
	
	
	

	 
	 
	 
	 
	 

	VIII.
	REGIÓN DE AISÉN DEL GRAL CARLOS IBANEZ DEL CAMPO
	 
	 $               60.000.000 
	250

	1
	TODOS SECTORES
	$ 60.000.000
	 
	 

	
	
	
	 $              326.200.000 
	2.560

	
	
	$ 326.200.000
	
	Ed. Junio 2012


Renovar Urgente
- Actualmente existen más de US$ 300.000.000.- en proyectos paralizados en espera de la renovación de la ley austral.

- Incluso 10 meses antes de su vencimiento existían proyectos paralizados (31 dic. 2011).

Mejoras sugeridas

- Disminuir el límite inferior Inversión para acceder a beneficio tributario (Pequeña y Medianas Empresas) a 500 UTM.

- Eliminación de la restricción de un mínimo de M2 en inversiones de construcción.

- Como mínimo igualar la Tasa del Crédito Tributario a la Región de Arica Parinacota (XV), que es de un 40%.

- Nuestra Región está a una distancia 47% mayor de Santiago que Arica (1.700Km v/s 2.500Km).

- Incluir maquinarias, camiones y camionetas.

Bonificación a la contratación de mano de obra (Decreto Ley 889 del 21 de Febrero de 1975).
- Establece una bonificación a empleadores en un porcentaje de las remuneraciones que pague a sus trabajadores. Vigencia hasta el 31 de Diciembre del 2011. 
- Por Ley de Presupuesto corresponde a la bonificación equivalente al 17% de la remuneración imponible que no exceda de $191.583, con un máximo $32.569 por trabajador.
Monto límite establecido por ley cada año en diciembre (ley 19.853). 

Reajustado por IPC.

Trabajador gana $400.000 = subsidio $ 32.569.-

Trabajador gana $ 182.000. = aplica 17% sueldo = subsidio $ 30.940.).

- Compensa 5 días adicionales: Vacaciones.

Mejoras sugeridas
- Cambiar 182.000, al sueldo mínimo para cálculo bonificación 17%.
- Dejarlo no tributable, como originalmente.

Incentivo a la inversión Ex DFL 15 (Ley Nº 19.669 del 05 de mayo del 2000)
- Establece un Fondo para la bonificación de inversiones y reinversiones productivas de pequeños y medianos inversionistas, con un máximo de bonificación del 20%. Este fondo depende de la Ley de Presupuesto anual.
- Empresas con ventas máximas de 40.000 UF.

- Fondo ex DFL 15 año 2010 XII Región $190 millones.

Mejoras sugeridas:
- Eliminación del límite o aumento del Fondo Anual con objeto de dar un impulso a la inversión del segmento de actividad productiva que genera la mayor cantidad de contratación de mano de obra, evitándose concursos que impiden evaluar los proyectos.




Seguidamente, las Comisiones unidas escucharon los planteamientos del Past President de la Cámara Chilena de la Construcción, filial Magallanes, señor Hernán del Canto quien hizo énfasis en las modificaciones que requiere el proyecto de ley con miras a situar en su justo punto a las pequeñas y medianas empresas. La ley de excepción, argumentó, funcionó muy bien con las grandes empresas, mas  no así con las pequeñas, que en el caso de Magallanes son las que dan la mayor cantidad de empleos.





Actualmente, agregó, la inversión pública en Magallanes alcanza a un 32% de cumplimiento, lo que ha impactado en que  las pequeñas empresas se están viendo afectadas en sus trabajos. Ahora, resaltó, si el proyecto de ley en tramitación es aprobado, con certeza la inversión privada, y con ello el desempeño de las pequeñas empresas, mejorarán.





Culminó su intervención señalando que el mecanismo de la bonificación a la contratación de mano de obra es una buena herramienta, cuya utilidad, en todo caso, pasa por que se utilice con el salario mínimo como sueldo base. De lo contrario, el reajuste se pierde. 





El Honorable Senador señor Rossi consultó por los alcances de la enmienda introducida en la Cámara de Diputados que estableció, como requisito adicional para impetrar la bonificación a la contratación de mano de obra, que el empleador debe pagar un 20% más sobre el salario mínimo.





El señor del Canto señaló que la finalidad de la citada enmienda fue propiciar una mejora de los salarios. Como en el área de la construcción se pagan sueldos mayores que el mínimo, explicó, no se espera que se generen problemas para las pequeñas empresas.





El abogado de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Gonzalo Bustos, acotó que la letra d) del número 2) del artículo primero del proyecto, fija en $182.000 el guarismo en base al cual se ha de determinar la bonificación a la contratación de mano de obra, en circunstancias que lo apropiado sería aludir directamente al salario mínimo, que es lo que permitiría una reajustabilidad automática. Estaría, además, en consonancia con el literal ii) del número 3) del mismo artículo, que contiene la aludida enmienda aprobada por la Cámara de Diputados y, justamente, establece que la bonificación se pagará por las remuneraciones superiores en 20% al salario mínimo mensual vigente en el país. 





A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia al Presidente de la Mutigremial de Aysén, señor Raúl Vernal, quien expuso la siguiente presentación:

Visión Estratégica del Desarrollo Regional de Aysén
Multigremial de Aysén
Esta organización agrupa a siguientes gremios productivos regionales: Cámara de Comercio, Turismo e Industria, Cámara de la Construcción, Asociación Forestal ARFOAYSEN, Salmón Chile, Cámara de Turismo, Asociación Ganadera OGANA.
Actualmente está en proceso de incorporación de otros sectores.
La Multigremial de Aysén representa, a través de sus gremios integrantes, a la mayoría de las empresas locales de la región y es la instancia de discusión y consenso de todos los temas que influyen y repercuten en el crecimiento y desarrollo regional. La sinergia que se genera en la organización, la sitúa como un referente con respaldo y validado por todo el sector privado regional. 
Contexto Regional
Antecedentes

- Población actual: 92.000 habitantes, aproximadamente.

- Superficie : 108.490 km cuadrados.

- 50% superficie cubierta de bosques

- 37% del bosque nativo de Chile está en esta región. 48% de la superficie total la administra CONAF

- 35% de la superficie total en bienes nacionales

- 17 % de la superficie total es privada (10% es realmente productiva hoy.

Ocupación del territorio (Laguna del Desierto).
Es prioritario proteger y mantener la soberanía y las tradiciones de las comunidades rurales.

Mejorar las condiciones en cada localidad para disminuir la migración hacia las ciudades.

Brechas
- Pavimento total en Chile es de 16.400 km de un total de 82.000 km (20%) v/s pavimento total en Aysén es de 400 km de un total de 3.600 km (11%).
- Conectividad inconclusa, aún permanecemos aislados hacia el norte y hacia el sur. 
- Energía al doble del costo de KW de Santiago. 
- El costo del transporte muy alto: 15% del precio del kg de carne - 50% de un paquete turístico básico.
- Infraestructura portuaria inadecuada o inexistente.
- Comunicaciones: 70% de las localidades pobladas de la región hoy no cuentan con señal de celulares y banda ancha.
- Dependencia de la actividad económica del Estado: Estado 70% - Privados 30%.
- El 83% del territorio está en manos del Estado y en evidente abandono. No hay gestión ni inversión fiscal.

- Dentro del territorio privado productivo, se han desarrollado proyectos de conservación sin un desarrollo económico sustentable asociado y afectando la vida de los pequeños pobladores.
Vocación y potencialidades de la Región de Aysén
Aysén Reserva de Vida

- Turismo Intereses Especiales: 

Naturaleza y Cultura. Con mayor crecimiento y menor impacto ambiental. Desarrollado por PYMES.

- Silvoagropecuario: Ganadería y productos agrícola de exportación con potencial de crecimiento asociado a un mercado de productos naturales, orgánicos y producción limpia.

Forestal de madera nativa con valor agregado. 

- Acuicultura (Pesca y Acuicultura). Las condiciones de calidad de sus aguas y su litoral hacen de esta región la principal productora de productos del mar de exportación.

- Minería En el año 2008, había una superficie aprox. de 599.998 hectáreas amparadas en concesiones mineras de exploración y explotación.

- Energía Potencialidad regional superior a los 8.000 MW asimilable a la capacidad instalada actualmente en el país.







Aysén Reserva de Vida
Minería
Acuicultura

 y Pesca
Turismo de 

Intereses Especiales
Agrícola, Forestal

 y Ganadero
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Visión Sectorial Turismo (Turismo Intereses Especiales)
Ecoturismo: apreciación de la naturaleza y de las culturas tradicionales.
- La región es una de las zonas más diversas del Planeta cruzada por la Cordillera de los Andes.

- Menos contaminada del mundo, con inmensas riquezas de agua.
- La Patagonia Chilena - Palena -Aysén y Magallanes, tiene un potencial que puede superar los ingresos de Nueva Zelanda en turismo que son más de 12.000 millones de dólares, de los cuales 6.100 millones de dólares provienen de turismo receptivo extranjero.
- El gasto promedio de un turista receptivo en N.Z es de U$2.500, en Chile es de U$ 740. 

- Podemos llegar a crear más de 18.000 Pymes con 200.000 empleos de calidad como hay en N. Zelanda.

- El Ecoturismo se ve como una actividad armónica con  la naturaleza y la sociedad preservando las bellezas de la Patagonia Aysén lo que la hace una opción natural de desarrollo para la Región.
Turismo de Aventura y Aventura suave: actividades que tengan exigencia física - mental y un elemento de riesgo real o percibido por el turista, deporte en agua, montañismo, trekking y otras.
Reserva de Agua 
La 2da a 3ra mayor Reserva de Agua Dulce del mundo 
Visión Sectorial Acuícola y Pesquero
Reconversión de la Industria del Salmón, sistema de barrios. La industria del salmón ha sido golpeada primero por el virus ISA en junio del 2007 y luego por la crisis energética mundial. Al día de hoy, ambos temas son relevantes para el desarrollo y crecimiento del sector.

Industria de importancia Mundial, Chile es el segundo productor de salmón y primero de Trucha.

Uno de cada cuatro salmones que se consumen en el mundo es chileno.
Desarrollo Industria Complementaria.
- Aprobación del EIA para la instalación del Vertedero Industrial en Aysén, de manera que tanto RILES y Lodos no deban ser trasladados a la X región encareciendo los costos de producción. Aprobado por Corema el 21 de Septiembre del 2010.
- Incentivar el desarrollo de cluster en el sector pesquero industrial y artesanal.
- Promover inversiones a través de incentivos de fomento para crear plantas de proceso, talleres de redes, laboratorios, etc.
- Se requiere desarrollar una infraestructura de soporte con bajos costos de operación para el sector, que permita que los procesos se desarrollen en la región y no fuera de ella. “Lo que se engorde aquí que se procese aquí.”
Potencia Mundial

Desarrollo Sostenible
Visión Sectorial Forestal
- Los bosques nativos cubren una superficie de 4,8 millones de hás, la mayor concentración de bosques nativos del país (37%).
- 1,2 millones de hás corresponden a suelos libres de vegetación arbórea donde es posible invertir en coníferas de rápido crecimiento.
- Existen 30.000 hectáreas de plantación con especies coníferas exóticas acumuladas  los últimos 40 años.
- El 83% del bosque se encuentra en manos del Estado y marginado del proceso productivo de la Industria de la Madera.
- Necesidad de infraestructura básica como caminos secundarios y de acceso a los bosques.
- Generar una Industria Manufacturera de la Madera, donde se fabriquen productos de madera nativa con valor agregado para exportación.
- Dado que no contamos con niveles de producción competitiva para llegar a mercados de interés, se requiere implementar Estrategias de Diferenciación aprovechando sistemas de producción limpia y el sello verde que la región persigue.
- Fomentar la asociatividad de pequeños productores para la Industria Manufacturera
- Alcanzar un desarrollo sectorial acorde a su potencial 
- Fomentar la forestación modificando la tabla de costos para incentivos.
- Concesionar los bosques fiscales para explotarlos.
Cabe destacar que la tabla de costos utilizadas para entregar bonificaciones para reforestación esta sub valoradas lo que ha hecho inviable cumplir con las metas de 7.000 hectáreas anuales (2001)
Patrimonio subexplotado 
Recurso sin reconocer 
Visión Sectorial Agrícola
- En la Región de Aysén existe un importante potencial edafoclimático, localizado en Chile Chico y otras áreas.

- Su condición de oferente en contra estación facilita las posibilidades de colocar una mayor cantidad de productos (cerezas, arándanos, semillas, frutos secos, flores de corte u otro) en diversos mercados. Esto es de especial importancia ya que por la época de cosecha de cada uno, se podría colocar el producto a fines de temporada cuando los precios tienden a aumentar.
- La Región de Aysén, tiene buenas posibilidades de dar un mayor valor agregado al producto, considerando las características agroecológicas que presenta la zona por ser una zona libre de enfermedades y con ello de menor uso de agroquímicos.
Visión Sectorial Ganadera
- El sector ganadero de Aysén es reconocido por proveer al mercado nacional e internacional carnes rojas altamente diferenciadas, principalmente naturales y orgánicas.

- Llegar a mercados con un producto de alta calidad y diferenciado, destacado por un sello de producción orgánica o limpia.
- Contar con una planta faenadora que permita aumento de masa y competitividad de la producción regional exportada desde Aysén. 
- El mejoramiento de praderas constituye una herramienta básica, pudiendo multiplicar seis veces la productividad de la pradera natural sin mejoras.
- Estimular las obras de riego y drenaje.
- Potenciar la actividad silvopastoral.
- Limpia de palizada muerta y habilitación de predios no agrícolas.
Producción Limpia
Buscando el Sello Verde
Visión Sectorial Conectividad
- La superficie de nuestra región podría contener a tres regiones de nuestro país, sin embargo la inversión en infraestructura es muy inferior a cualquiera de ellas.
- La conectividad no responde al potencial desarrollo de la región.
Conectividad Aeroportuaria:
- Falta de incentivos reales para mantener el servicio permanente de traslado aéreo interno hacia algunas localidades.
- Aeropuerto regional no responde adecuadamente a las necesidades de transporte de carga, no contando con un puerto seco y cámara de frío para asegurar la cadena de frío de algunos productos.
Conectividad terrestre:
- Necesidad de mantener adecuadamente la red interna secundaria de manera de mejorar la accesibilidad.
- Construcción definitiva de camino contínuo a Puerto Montt.
Conectividad marítima:

- Necesidad de infraestructura portuaria adecuada para atender requerimientos de transporte de carga y pasajero diferenciado.
- Comunicaciones de última generación, internet por fibra óptica, banda ancha, telefonía celular en todas las localidades.
¿Cuál es nuestro proyecto de Región?

- El desarrollo sustentable de Aysén y sus comunidades

- Todos los proyectos deben ser o hacerse compatibles con el Proyecto Región




En consonancia con lo expuesto, el señor Vernal  dio a conocer las siguientes propuestas de la Multigremial de Aysén para mejorar los instrumentos de las leyes de excepción.

1.- Decreto con fuerza de ley N° 15 
Este instrumento ha tenido mucho éxito en nuestra Región favoreciendo principalmente a las Mypyme y Pyme y da un estímulo para el emprendimiento. Sin embargo, se solicita hacer algunos cambios en su parte reglamentaria y que van en el sentido de dar una mayor certeza al inversionista. 

Propuestas.
1.- Se propone que la postulación sea automática y durante todo el año, de tal forma que si el postulante y su proyecto cumplen con los requisitos reglamentarios exigidos para ser elegible y seleccionado, el proyecto obtenga de forma inmediata el beneficio de bonificación a la inversión. Con esta modificación reglamentaria se elimina el actual sistema de concurso, que no da la certeza al inversionista y, por lo tanto, no incentiva a la inversión. 

2.- En subsidio a lo planteado en el punto anterior, en el sentido de que no se tengan los recursos necesarios para financiar todos los proyectos presentados y con el fin de dar certeza a los pequeños inversionistas, se les permita volver a postular por una vez al año siguiente, para complementar los recursos (listas de Espera). Esta indicación es válida tanto para el actual sistema de concurso como para el automático propuesto. Multigremial de Aysén Página 2 de 3 junio 2012 

2.- Ley Austral
Este instrumento para la Región de Aysén no ha tenido un gran impacto en nuevas inversiones. Sin embargo, creemos que es un instrumento de incentivo a la inversión muy atractivo en la medida que se le introduzcan algunas modificaciones, permitiendo que este beneficio también llegue a la mediana empresa que hoy no puede calificar por los montos exigidos de inversión. 

Propuesta 
1.- Reducir la exigencia de inversión a 500 UTM para toda la Región.

2.- Aumentar el crédito al 40 %.

3.- Eliminar la exigencia de un mínimo de superficie de construcción, favoreciendo con esto proyectos medianos habitacionales y de infraestructura. El único requisito es cumplir con la inversión exigida. 

4.- Ampliar el beneficio a más sectores económicos, exceptuando aquellos sectores que actualmente no pueden optar al beneficio del 889, esto es, entre otros, Sector Minero, Sector Financiero, etc. 
3.- Decreto ley N° 889.
Este es un instrumento que ha sido muy beneficioso para el incentivo a la contratación de Mano de Obra y ha funcionado con mucho éxito. Por otra parte hay que indicar que la bonificación que actualmente se recibe se ve disminuida en su monto líquido, por efecto tributario ya que es un monto afecto al Impuesto a la Renta. 

Propuesta.
1.- Aumentar el monto tope a bonificar a $225.000, libre de impuestos y reajustable. 

Este aumento en el tope a bonificar se solicita primeramente para compensar en parte el mayor costo de contratación que tienen los empleadores en la Región de Aysén, Magallanes y provincia de Palena por el mayor período de vacaciones que tienen derecho los trabajadores de estas regiones, que representan 5 días hábiles adicionales, costo que no tienen los empleadores del resto del país. En segundo lugar, para seguir siendo un instrumento para incentivar la contratación de Mano de Obra.


A continuación, los integrantes de las Comisiones unidas hicieron uso de la palabra.


El Honorable Senador señor Horvath hizo ver que el efecto de las legislaciones especiales con que puedan ser dotadas las zonas extremas, se ve relativizado si no se levantan algunas restricciones que han venido operando por años. Entre ellas, por ejemplo, la tardanza en la concreción del camino austral continuo, que cuenta con proyectos de ingeniería en su totalidad recibidos por el Ministerio de Obras Públicas desde 1986 y, sin embargo, no ha visto avances.


En relación con el aumento de costo de la energía,  resaltó que en el caso de la Región de Aysén se encuentra en manos de una empresa que monopoliza su generación, transmisión y distribución, lo que sumado a que se trata de un sistema de menos de 200 MW, impide que nuevos agentes se puedan incorporar al mercado. Al efecto, solicitó al Ejecutivo incluir en la iniciativa en estudio medidas que permitan resolver este problema.


En materia de la bonificación a la contratación de mano de obra de la ley N° 19.853 (que remplazó al beneficio similar consagrado en el decreto ley N° 889, de 1975), criticó el hecho de que sea incompatible con el acceso a otros beneficios, como la bonificación a la forestación, por cuanto en la medida que puedan operar respecto de actividades diferentes, no tiene sentido restringir su aplicación. Del mismo modo, cuestionó que la reforestación pueda ser objeto de beneficios por proyectos de hasta 100 hectáreas, toda vez que las extensiones de los predios susceptibles de serlo exceden con mucho dicha dimensión.


Por otra parte, señaló que corresponde que tanto el Gobierno como las regiones realicen una evaluación del impacto que han tenido las zonas francas a lo largo del tiempo. En el caso de la zona franca para Aysén que se propone, solicitó información acerca del efecto que se espera produzca sobre las actividades comerciales ya establecidas, pues si éstas, y sus comercios asociados, no son incluidas, terminarán siendo absorbidas por aquélla. Solicitó, asimismo, que en la zona franca de Aysén se incluyan recintos remotos que permitan la aplicación de beneficios asociados a los combustibles.


Culminó su intervención planteando la disímil visión estratégica que tienen Chile y Argentina en relación con su Patagonia. Lo que nuestro país requiere, sostuvo, es un plan integral que valore el potencial de dicha zona, para lo cual hace falta mirar cuáles han sido los resultados que el vecino país ha tenido desde todo punto de vista.


El Honorable Senador Walker, don Patricio, junto con reclamar la presencia de las autoridades del Ministerio de Hacienda  durante todo el debate de las Comisiones unidas, y no sólo en forma parcial, reiteró la solicitud de información detallada sobre los beneficiarios de la bonificación a la contratación de mano de obra, agregando poder conocer igual desglose respecto de la aplicación de la denominada ley austral.


Insistió, asimismo, en que el acceso al Fondo de Fomento y Desarrollo del decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, debe ser automático y no estar sujeto a concursos. Si el monto que se propone para el Fondo asciende a $2.500 millones, al quitar la concursabilidad el aumento de los recursos requeridos podría aumentar, proyectó, hasta unos $5.000 millones, que de verdad serían de máxima utilidad para las zonas extremas y que, en realidad, para el Estado no representarían una erogación significativa.   


En relación con el crédito tributario para los contribuyentes del impuesto de primera categoría por las inversiones que realicen en las regiones de Aysén y Magallanes y en la provincia de Palena, indicó que es de toda lógica que la tasa sea la misma que rige en las regiones de Arica y Parinacota, donde asciende al 40%.

En lo que concierne a la bonificación a la mano de obra de la ley N° 19.853 (que remplazó al beneficio similar consagrado en el decreto ley N° 889, de 1975), se manifestó, en primer lugar, de acuerdo en que no debiera tener carácter tributable. Por el hecho de serlo, explicó, el porcentaje del beneficio, 17%, termina en realidad disminuyendo al 14%. En segundo término, respecto de la exigencia incorporada en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, para que la bonificación sólo se pague por las remuneraciones superiores en 20% al salario mínimo vigente en el país, razonó que se requiere arribar a una fórmula que compatibilice el incentivo a los empresarios para dar empleo, de un lado, con el interés de los trabajadores por ver incrementadas sus remuneraciones, del otro. Para ello, en todo caso, debe tenerse en cuenta que la realidad enseña que en las zonas extremas no se puede vivir con el sueldo mínimo. 

Antiguamente, añadió, el porcentaje de la bonificación a la mano de obra alcanzaba al 35%. Sobre el particular, durante las negociaciones habidas en la Mesa Social de Aysén en algún momento se propuso subir hasta un porcentaje parecido, en el que el 17% concurriera en beneficio de los empleadores, y otro 17% aprovechara a los trabajadores.

Dio a conocer, enseguida, las siguientes inquietudes acerca de la zona franca que será posible establecer a partir de lo dispuesto en el artículo séptimo del proyecto de ley en estudio:

- Su artículo 1° prescribe que dicho establecimiento operará en “zonas geográficamente aisladas del país, que a la fecha de la publicación de esta ley no gocen de los beneficios establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas, y su normativa complementaria.”. La Región de Aysén, advirtió, goza hoy del beneficio de zona franca de extensión, de manera que cabe preguntarse si no hará falta, en la redacción del artículo 1°, realizar alguna precisión que, a la postre, contribuya a entender inequívocamente que en Aysén sí se podrá constituir una zona franca.

- Atendiendo a la definición de zona geográficamente aislada (la que no cuente con conectividad vial terrestre íntegra y por rutas nacionales con el resto del territorio nacional) que contiene el mismo artículo 1°, llamó la atención sobre qué pasaría si, en el futuro, Aysén se conecta con el resto de Chile por la carretera Austral. ¿Perderá entonces su zona franca?

- Se ordena que será un decreto del Ministerio de Hacienda el que establecerá las zonas que cumplan con el requisito de ser geográficamente aisladas (artículo 1°). Esto, en circunstancias que las otras zonas francas que existen en el país han sido creadas por ley. Tal distinción, preguntó, ¿no tornaría en más precaria la calidad de la zona franca de Aysén? 

- El artículo 2° entrega la administración y explotación de la zona franca a las personas jurídicas que cumplan las bases, mientras el artículo 5° encarga la administración y supervigilancia al respectivo Intendente regional. Pareciera, apuntó, existir cierta contradicción si se encomienda una misma tarea a dos actores diferentes.


Hizo referencia, por otra parte, a algunos temas pendientes del acuerdo suscrito el presente año entre el Gobierno y el Movimiento Social por Aysén, a saber:


- Que dentro de las zonas francas se iban a considerar los combustibles. Si bien el Ejecutivo ha manifestado que no es necesario mencionarlos de modo expreso, pues se encuentran incorporados, lo cierto es que, para no dar espacio a dudas, lo ideal sería así explicitarlo.


- El establecimiento de recintos remotos en zonas más alejadas dentro de la misma Región de Aysén, que se hagan cargo de la realidad que, por más beneficioso que sea contar con una zona franca, un habitante de Coyhaique no va a ir a Puerto Chacabuco o Puerto Aysén a cargar combustible, por ejemplo.


Asimismo, consultó si los beneficios que en materia de devolución del IVA se han establecido para Arica y Parinacota, han sido también previstos para la Región de Aysén. Además, resaltó la relevancia que para esta última región supone la actividad ganadera, por lo que sería de suma utilidad que la inversión en activos físicos asociados a ella, fuera también objeto de los beneficios de la ley austral.   



Finalmente, puso nuevamente de manifiesto la necesidad de contar con una ruta estratégica entre Puerto Chacabuco y Puerto Montt, que mientras no cuente con carretera austral, sí sea subsidiada por el Estado.


En relación con la posibilidad de establecer una zona franca en la Región de Aysén, en virtud de lo previsto por el artículo séptimo del proyecto de ley, el Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda, señor Ramón Delpiano, expresó, en relación con el artículo 1° del artículo séptimo del proyecto, que no habría inconvenientes en realizar la aclaración pertinente para que no se abra espacio a una interpretación equívoca que ponga en entredicho que en Aysén se pueda establecer una zona franca.


Por otra parte, aclaró que lo que se ha intentado plasmar en el articulado del artículo séptimo, es que sea la autoridad regional la que otorgue la concesión de zona franca, lo que no significa que la administre, previo visto bueno del Ejecutivo a través del Ministerio de Hacienda. Esto, con el objeto de garantizar la calidad jurídica de las bases de licitación y prevenir la existencia de vacíos que posibiliten disputas entre los usuarios y la administradora. Posteriormente, una vez otorgada la concesión, corresponderá a la autoridad regional la supervigilancia de la zona franca. En este punto, consignó, se introduce una innovación respecto de la norma general de zonas francas, al prescribir que dicha autoridad deberá, y no sólo podrá, establecer procedimientos de control y fiscalización al efecto.


Enseguida, explicó que el artículo 7° del mismo artículo séptimo del proyecto, hace supletoriamente aplicables las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda. El artículo 5° de este último cuerpo normativo, en tanto, es el que establece la posibilidad de instalación de recintos remotos fuera de las zonas francas, potestad que se encuentra en manos del Ejecutivo a través de un acto administrativo. Al respecto, puso de relieve que el acuerdo en su oportunidad alcanzado en la Mesa Social de Aysén consistió en autorizar la instalación de una zona franca primaria en esa región, en la que, como en todo recinto franco, se ha de permitir la venta de combustible. Si bien, agregó, varios parlamentarios han instado por que este específico punto se contemple explícitamente, en opinión del Ejecutivo es innecesario, porque ya está incluido y porque obligaría a hacer una enumeración taxativa de todos los productos, cuestión, de nuevo, que carece de sentido. 


El precitado acuerdo, enfatizó, no incluyó un pronunciamiento sobre los recintos remotos. Sólo se extendió hasta la creación de una zona franca primaria, desde luego con todos sus beneficios, entre los cuales se encuentra la posibilidad de un recinto remoto. Pero acceder o no, reiteró, corresponde a una decisión del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Bianchi observó que, de acuerdo con lo expuesto, el establecimiento de una zona franca en Aysén probablemente causará perjuicios en los comercios hoy establecidos como zona de extensión. Algo similar, hizo ver, ocurrió en Magallanes. 


El Honorable Senador señor Muñoz afirmó que   se ha desperdiciado la oportunidad de hacer un amplio debate acerca de qué es lo que realmente necesitan las zonas extremas del país, que de acuerdo con lo señalado por el Banco Interamericano de Desarrollo, debieran en realidad denominarse “zonas estratégicas”. Las leyes especiales que el Estado de Chile ha dictado a lo largo de los años, no han resuelto los principales problemas, pues no han dado cuenta de una política integradora ni de una visión geopolítica que permita su desarrollo no sólo desde el punto de vista económico, sino también poblacional. En este último sentido, consultó a los representantes de las regiones extremas si, en su opinión, dichas leyes especiales han contribuido integralmente al crecimiento de las regiones de Aysén y Magallanes, desde perspectivas tan diversas como el aumento de sus exportaciones, un mayor poblamiento o el cumplimiento de los fines de soberanía que por su ubicación geográfica están llamadas a desempeñar.


Por otro lado, reiteró la solicitud de información realizada al Ejecutivo sobre los ingresos por concepto de impuesto de primera categoría e IVA en la Región de Magallanes. Además de los regímenes especiales que se puedan establecer, señaló, debieran también analizarse otra clase de incentivos para que el desarrollo no sea sólo económico, sino también humano y social, para abordar situaciones, ejemplificó, como la del Hospital Clínico de la región, que cuenta con equipamiento de excelencia pero carece de especialistas para operarla.


El Honorable Senador señor Rossi planteó su preocupación respecto del requisito de pagar remuneraciones superiores al 20% del sueldo mínimo para acceder a la bonificación del 17% a la mano de obra de la ley N° 19.853. En la práctica, advirtió, importa que se está estableciendo un salario mínimo distinto para las regiones extremas, del orden de los $230.000. Sin perjuicio de la existencia de empresas que pagan remuneraciones por sobre el mínimo, argumentó, no se puede desatender que en el rango de las micro y pequeñas empresas puede hacerse muy difícil alcanzar dicha suma como sueldo mínimo, por lo que no accederán al beneficio y, a la larga, podría generarse el indeseado efecto de aumento del desempleo. Muy distinto, previno, sería si en Chile existieran sueldos mínimos regionalizados, porque en tal caso operarían subsidios estatales.


Coincidió, asimismo, en la conveniencia de que el Fondo de Fomento y Desarrollo del decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1981, de la misma cartera, opere de manera automática, tal como lo hace la bonificación a la contratación de mano de obra.


Reprodujo, además, su inquietud por el escaso impacto, fundamentalmente por su engorroso procedimiento, de la devolución del IVA a los turistas extranjeros en Arica. Pero más allá de eso, lo que la ciudad precisa, habida cuenta de su situación geopolítica, es contar con una zona franca turística y de servicios cuyos establecimientos estuviese exentos del citado impuesto. 


Consignó, enseguida, que la ausencia de una política estatal hacia las zonas extremas ha sido una característica transversal a todos los gobiernos del país. De ello, quiso dejar constancia, da cuenta la ausencia del señor Ministro de Hacienda y la sólo ocasional presencia del señor Subsecretario del ramo durante la discusión que se está llevando a cabo en las Comisiones unidas. Como fuere, el sustrato de buena parte del debate habido guarda relación con el escaso poder de decisión local que tienen las regiones extremas, es decir, con la ausencia de una efectiva transferencia de competencias y atribuciones hacia dicho nivel.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, destacó la poco habitual concordancia que existe entre distintos sectores políticos respecto de las demandas que durante la discusión se han hecho saber, lo que da cuenta de que se está en presencia de un gran problema, de carácter nacional, de regiones (Aysén, Magallanes y de Arica y Parinacota) que representan cerca de la tercera parte de la superficie del territorio chileno. Se trata, observó, de una cuestión de la mayor trascendencia, en la que existe un objetivo geopolítico involucrado, y que choca sin embargo con la comparación no satisfactoria con la conducta de Argentina sobre la materia, y con el comportamiento centralista del país, que sin mayor problema asume el gasto de ingentes recursos, por ejemplo, para financiar el costo del aire acondicionado del Metro o el del sistema Transantiago.

Se preguntó, asimismo, por la razón por la que el actual Gobierno no apuesta más decididamente por la libertad y por el rol subsidiario del Estado, eximiendo del impuesto a la renta a todas las utilidades reinvertidas en las empresas y preocupándose solamente de la conectividad de la Región de Aysén, por ejemplo. Apuntó que cada año la aplicación de la bonificación a la mano de obra de la ley N° 19.853 (que remplazó al beneficio similar consagrado en el decreto ley N° 889, de 1975) resulta más compleja y, en definitiva, termina en un 14%, que se pretende compensar con una remuneración un 20% más alta que el sueldo mínimo. Recogió, del mismo modo, la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Muñoz para conocer cuánto rinden los impuestos de aplicación general y los impuestos de categoría en estas zonas, cuestión que nadie sabe y que podría perfectamente dar lugar a una nueva variante al artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, de aplicación específica para estos sectores geográficos que se encuentran apremiados.

Concluyó manifestando que los Senadores pertenecientes a Renovación Nacional quisieran impulsar una mayor apertura y libertad, en que no se diga que la distancia justifica el retraso, y se permita flexibilidad como para apoyar el desarrollo tecnológico de la ganadería, por ejemplo. 

El Honorable Senador señor Bianchi hizo un llamado al señor Subsecretario de Hacienda para identificar y acoger  algunos de los planteamientos que a lo largo de la discusión se han hecho, con miras a agilizar la tramitación del proyecto de ley. En particular, los siguientes:

- La bonificación a la mano de obra, para que no termine afectando a las micro y pequeñas empresas, principalmente comercio, que debieran entonces ser diferenciadas del resto de las empresas que pagan remuneraciones más altas que el mínimo. Se evitaría, así que tengan la obligación de llegar al 20% adicional para obtener la devolución del 17%. Este instrumento, además, no puede ser tributable, pues se ha demostrado que la devolución final alcanza sólo al 14,3%, que se aleja bastante del índice inicial que busca reintegrar al empleador el 17%.

- La llamada Ley Austral, cuya expiración a fines de 2011 ha implicado un entorpecimiento al desarrollo de Magallanes, con gente desempleada e inversiones paralizadas. Planteó, al respecto, que se podría votar por separado lo relativo a dicha ley, que reúne absoluto consenso, del resto de las disposiciones del proyecto.

- En qué consisten y cómo se implementarán determinados acuerdos a los que llegó el Gobierno respecto de la región de Aysén, como en materia de combustibles y salario diferenciado por ejemplo, y conocer si serán homologados para la Región de Magallanes. 

El Honorable Senador señor Orpis formuló un llamado a situar el debate en perspectiva, toda vez que las leyes de excepción son una de las formas de desarrollar las zonas extremas, pero no son la única ni son absolutamente determinantes. Así, por ejemplo, en la Región de Arica y Parinacota es fundamental desarrollar la minería y todo el potencial agrícola que requiere de proyectos hídricos.

Planteado lo anterior, consideró que la propuesta del Ejecutivo constituye un avance significativo en lo que se refiere a las leyes de excepción, por lo pronto al solucionar el problema de los acotados plazos de vigencia de los instrumentos. En materia de la bonificación a la mano de obra, en tanto, puso en evidencia la disyuntiva que se presenta entre agregar un 20% de bonificación, como se aprobó en la Cámara de Diputados, y el temor de que se distorsione en relación a su operatoria actual, que es automática y sin distinciones.

En cuanto al decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que establece el estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo creado por el artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980, sostuvo también que antes no era concursable y operaba de una forma similar a la bonificación a la mano de obra. La gran diferencia, sin embargo, es que en esa época no existía el crédito tributario, el cual estimó de mayor importancia frente a otros mecanismos de apoyo, en razón de que para poder impetrarlo las empresas tienen que ser exitosas y generar utilidades. Al efecto, destacó que el proyecto de ley tiene la virtud de solucionar dos inconvenientes que afectan al crédito tributario, a saber: lo hace accesible a proyectos de inversión más pequeños, inferiores a $60 millones, primero, y permite, segundo, que inversiones más pequeñas en cuanto a superficie puedan también hacerlo.

Sobre el particular, solicitó conocer cuántas inversiones que han concursado al mecanismo del decreto con fuerza de ley que establece el estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo han sobrevivido. Muy probablemente, indicó, se trata de un número muy marginal, toda vez que las empresas que postulan no tienen nada que perder (pues si son seleccionadas se embolsan el beneficio, y si no tienen éxito, no ocurre absolutamente nada). 

Otro problema del crédito tributario, agregó, es su liquidez, que puede ser abordada mediante dos mecanismos: imputarlo a los pagos provisionales mensuales o al IVA. El proyecto de ley, resaltó, logra el objetivo a través del primer mecanismo.

Celebró, asimismo, que la iniciativa legal en estudio proponga la eliminación del IVA para los servicios que se generan dentro de las zonas francas, pues así se contribuirá a su potenciamiento.

Concluyó su intervención razonando que sin perjuicio que siempre se aspirará a más, el presente proyecto de ley da cuenta de una arquitectura que mejora sustancialmente lo actualmente en vigor. Por tal motivo, y por las cuantiosas inversiones que se encuentran paralizadas por el no despacho de la iniciativa legal y la falta de certeza jurídica, se declaró partidario de proceder a su aprobación y despacho a la brevedad posible.

El Honorable Senador señor Lagos hizo presente que además de las zonas extremas del país que el proyecto de ley en estudio incluye, existe otra que no ha sido incorporada: Rapa Nui. Sin desconocer el especial régimen que a esta isla se aplica, sería deseable  explorar la posibilidad de considerarla también en al menos algunos de los beneficios que en esta oportunidad se están analizando. Más aún, consignó, teniendo en cuenta que, como incluso ha acontecido recientemente, cada tanto en diversas partes del mundo se pone en entredicho la autoridad del Estado de Chile para seguir ejerciendo soberanía en ella.      

El Presidente de la Confederación de la Producción y el Comercio de Magallanes, señor Kusanovic, manifestó que respecto de la bonificación a la mano de obra de la ley N° 19.853, efectivamente puede existir un problema si es que las micro y pequeñas empresas, para acceder al beneficio del reintegro del impuesto, tienen que pagar un 20% adicional para el caso de los trabajadores que perciben el ingreso mínimo.

En relación con el régimen de zona franca, observó que la que opera en su región no lo está haciendo de forma deseable, fundamentalmente debido a una licitación que no fue bien manejada. Una zona franca, indicó, básicamente implica que el Estado se abstiene de cobrar aranceles aduaneros y tributarios, con el fin de que las empresas y las personas de la región accedan a insumos más baratos, e incluso se pueda desarrollar un polo tecnológico. Con todo, añadió, no es bueno que se establezcan cobros a favor de la administración municipal, por cuanto se encarece el costo de operación del área.

Sostuvo, asimismo, que a su juicio no ha existido una planificación de zonas extremas como política de Estado, tan solo leyes específicas. En materia de desarrollo de infraestructura, ejemplificó,  actualmente en Magallanes existen muelles pero no puertos, lo que imposibilita ser vía de entrada a la Antártica. En Tierra del Fuego, prosiguió, hacia 1915 en la parte argentina habitaban 1.500 personas, y en la chilena más de 3.500; en la actualidad, son 140.000 en la parte argentina y 9.000 en la chilena. A todo esto se añaden los serios problemas de energía que hoy sufre Magallanes, lo que importa un problema de seguridad nacional.

El Presidente de la Multigremial de Aysén, señor Vernal, planteó, respecto de la bonificación a la mano de obra, que la propuesta que ha dado a conocer, a diferencia de lo aprobado en la Cámara de Diputados, implica llegar desde el piso actual hasta $225.000. De este modo es posible promover mejores rentas pagadas por las pymes, que podrán apostar a mejorar las condiciones remuneracionales en razón de que el Estado les devolverá parte de lo que pagan.

En relación con el Fondo de Fomento y Desarrollo creado por el artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980, expresó compartir algunas de las aprensiones manifestadas por el Honorable Senador señor Orpis respecto de las empresas iniciadas con capital tipo semilla, que pueden tener una vida breve. En general, todos los indicadores muestran que de 10 nuevos emprendimientos, sólo 3 son exitosos, constatado lo cual, sin embargo, lo que corresponde es seguir creyendo y potenciar esa clase de emprendimientos, y no prescindir de la herramienta. Coincidió, del mismo modo, en la conveniencia de realizar mejoras en materia de crédito tributario, teniendo presente, en todo caso, que la Ley Austral no incluye a todos los sectores involucrados, situación que debe ser enmendada. 

Acerca de la existencia de una estrategia de desarrollo regional, estuvo también de acuerdo con la carencia de una política pública a nivel nacional. Así se produjo, ilustró, la pérdida de Laguna del Desierto, por la falta de una política de poblamiento. Hoy en día, destacó, para su región cobra singular preponderancia el desarrollo en infraestructura, especialmente la conectividad mediante la ruta estratégica que debe unir Puerto Montt con Chacabuco.

En cuanto a la zona franca que se acordó entre el Gobierno y la Mesa Social de Aysén, expresó que el sector productivo al que representa se manifiesta de acuerdo, pues puede significar un alivio para el costo de vida de los habitantes. Al mismo tiempo, supone una oportunidad para nuevas inversiones privadas, que es su aspiración principal, con miras a tratar de cambiar la proporción de 70%-30% en la relación inversión pública e inversión privada en la región. Al efecto, han propuesto que Coyhaique sea declarado como recinto remoto, especialmente en lo que se refiere a las plantas donde se procesa el gas, que actualmente es importado desde Argentina, lo que implicaría la exención del pago del IVA y produciría una rebaja casi inmediata de un 20% en el precio del insumo. Además, dicha medida se alinearía con el objetivo de convertir los taxis para que usen como combustible el gas licuado.

Finalmente, en relación a la inquietud planteada por el  Honorable Senador señor Bianchi sobre el acuerdo para la mejora del sueldo regionalizado en Aysén, recordó que consistió en el traspaso de la bonificación a la mano de obra a los trabajadores, cuestión que, para la Multigremial que representa, constituye un retroceso. A lo que se debe apostar, resaltó, es a mejorar las condiciones de los trabajadores por otra vía, teniendo presente que el citado bono no es universal, por lo que no llega a todos los trabajadores. Por ello, concluyó, han propuesto que se debe  atender directamente a los sectores más necesitados mediante un bono directo entregado por los organismos sociales del Estado, focalizado en las personas que se encuentren bajo la línea del ingreso mínimo.

El Honorable Senador señor Horvath insistió en el escaso tiempo que se está tomando el Senado para despachar el presente proyecto, máxime si se compara con el período que estuvo en la Cámara de Diputados. El potencial de desarrollo natural de las zonas involucradas, sostuvo, no guarda proporción con los incentivos que se pretenden entregar mediante la ley que el proyecto propone. No obstante el avance que importa el establecimiento de reglas claras hasta el año 2025, consignó, si el Ejecutivo no analiza los distintos planteamientos que se han realizado, se hace muy difícil aprobar un proyecto que, además, ha sido calificado con urgencia para su tramitación. 

Puso de relieve, por otra parte, que si en el proyecto de ley no están considerados algunos de los temas acordados con el Movimiento Social de Aysén, es necesario que el Ejecutivo entregue otras fórmulas que respeten esos puntos que permitieron una solución pacífica del conflicto. Entre ellos, el establecimiento de una zona franca completa que incluya los combustibles y una mejora de las condiciones de los trabajadores.

El Honorable Senador señor Bianchi hizo ver a los representantes del Ejecutivo que la discusión se traba cuando se abordan las materias que en su momento fueron objeto del acuerdo del Gobierno con el Movimiento Social de Aysén, que al parecer requieren mayor discusión para ser afinadas. Cosa distinta ocurre en lo que concierne a la denominada Ley Austral y a la Región de Arica y Parinacota, asuntos estos últimos respecto de los que existe pleno acuerdo y que podrían, propuso, ser votados separadamente para agilizar su aprobación. 

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio expresó que sin perjuicio de ser también su intención aprobar lo antes posible la iniciativa, incluida la Ley Austral, hay un punto que amerita ser previamente abordado: por qué si existe un crédito tributario de 40% para Arica y Parinacota, no se da el mismo tratamiento para Aysén y Magallanes. Del mismo modo, hizo ver que a lo largo del debate se ha realizado una serie de planteamientos respecto de los cuales aún se aguarda una respuesta por parte del Ejecutivo, e igual cosa en relación con diversos antecedentes de información solicitados.

A continuación, el señor Subsecretario de Hacienda hizo referencia a las siguientes materias abordadas a lo largo de la presente discusión:

- Solicitudes de información:

Información sobre recaudación tributaria de IVA e impuesto de primera categoría en las distintas regiones del país.

Recaudación de IVA e impuesto de primera categoría por región.
[image: image11.emf]Montos [MM$] declarados en IVA e Impuesto de 1ª  Categoría  

   

     

Año   2011  

Región/Tipo de Impuesto   IVA   Impuesto 1ª Categoría  

     I REGION DE TARAPACA    0,8%   1,3%  

    II REGION DE ANTOFAGASTA    2,7%   4,3%  

   III REGION DE ATACAMA    1,2%   0,9%  

    IV REGION COQUIMBO    1,6%   2,3%  

     V REGION VALPARAISO    6,6%   3,0%  

    VI REGION DEL LIBERTADOR GENERAL BERNARDO O'HIGGINS    2,5%   1,1%  

   VII REGION DEL MAULE    1,9%   0,9%  

  VIII REGION DEL BIO BIO    4,4%   2,7%  

    IX REGION DE LA ARAUCANIA    1,5%   0,9%  

     X REGION LOS LAGOS    2,1%   1,3%  

    XI REGION AYSEN DEL GENERAL CARLOS IBAÑEZ DEL CAMPO    0,2%   0,1%  

   XII REGION DE MAGALLANES Y LA ANTARTICA CHILENA    0,7%   0,2%  

  XIII REGION METROPOLITANA    72,6%   80,5%  

   XIV REGION DE LOS RIOS    0,7%   0,3%  

    XV REGION ARICA Y PARINACOTA    0,4%   0,2%  

  Sin Región    0,0%   0,0%  

  Total general    100%   100%  

 


Se aprecia una baja recaudación de  primera categoría en las zonas extremas, lo que se puede explicar desde una doble perspectiva: primero, la baja actividad empresarial que existe en esas regiones, que es precisamente lo que hace necesario contar con leyes especiales como la que se está tramitando; y, segundo, la distorsión de origen que importa el que muchas empresas de carácter nacional que operan en zonas extremas, tienen dirección comercial en la Región Metropolitana.

Información sobre el decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1981, de la misma cartera, que establece el estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo creado por el artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980.

Distribución DFL 15 por regiones (miles de pesos)
[image: image12.emf]Región   2010   2011   2012  

I  325.000   321.100   574.715  

Chiloé y 

Palena  

185.000   166.500   233.100  

XI  400.000   408.800   750.336  

XII  190.000   198.300   277.620  

XV   400.000   405.300   664.229  

Total   1.500.000   1.500.000   2.500.000  

 


Información sobre bonificación a la mano de obra de la ley N° 19.853 (que remplazó al beneficio similar consagrado en el decreto ley N° 889, de 1975).

Remuneraciones promedio para las regiones donde existe la bonificación a la mano de obra.

	MONTO PROMEDIO DE SUELDO BASE IMPONIBLE TRABAJADORES ZONAS EXTREMAS


	TESORERÍA
	2008
	2009
	2010
	2011

	REGIONAL DE ARICA
	 $ 266.624 
	 $ 283.247 
	 $ 305.029 
	 $ 325.429 

	REGIONAL DE IQUIQUE
	 $ 351.519 
	 $ 372.320 
	 $ 400.381 
	 $ 427.755 

	PROVINCIAL DE CASTRO
	 $ 313.289 
	 $ 331.675 
	 $ 347.926 
	 $ 368.182 

	REGIONAL DE AYSEN
	 $ 323.151 
	 $ 346.332 
	 $ 366.510 
	 $ 388.671 

	 PROVINCIAL DE  ULTIMA ESPERANZA
	 $ 327.455 
	 $ 354.531 
	 $ 362.977 
	 $ 401.121 

	 REGIONAL DE PUNTA ARENAS
	 $ 383.883 
	 $ 403.251 
	$ 426.583
	 $ 450.121 

	PROMEDIO NACIONAL
	 $ 327.654 
	 $ 348.560 
	 $ 368.234 
	 $ 393.547 


*Valores en pesos corrientes de cada año.

Cifras bonificación a la mano de obra.
	  TESORERÍA
	Empleadores
 beneficiados 

2010
	Empleadores beneficiados
2011 
	Nº Trabajadores
2010
	Nº Trabajadores*
2011
	Monto Pagado
2010
	Monto Pagado
2011*
	 

	 REGIONAL DE ARICA  
	 3.579   
	 4.722   
	 26.085   
	 24.647   
	 $ 8.601.466.016 
	 $ 8.392.459.170 
	 

	 REGIONAL DE IQUIQUE  
	 3.687   
	 4.965   
	 45.999   
	 48.720   
	 $ 15.804.492.600 
	 $ 17.137.989.899 
	 

	 REGIONAL DE PUERTO MONTT  (Palena)
	 128   
	 178   
	 1.561   
	 1.343   
	 $ 538.602.457 
	 $ 476.745.586 
	 

	 PROVINCIAL DE CASTRO  
	 2.598   
	 3.420   
	 29.964   
	 29.392   
	 $ 10.264.203.418 
	 $ 10.406.151.199 
	 

	 REGIONAL DE AYSEN  
	 1.549   
	 2.102   
	 14.453   
	 15.242   
	 $ 4.939.759.966 
	 $ 5.354.060.841 
	 

	 PROVINCIAL DE ULTIMA ESPERANZA  
	 447   
	 584   
	 2.820   
	 2.865   
	 $ 960.228.450 
	 $ 1.005.128.220 
	 

	 REGIONAL DE PUNTA ARENAS  
	 2.776   
	 3.653   
	 29.768   
	 31.766   
	 $ 10.291.028.230 
	 $ 11.229.137.779 
	 

	TOTAL
	 14.764   
	 19.624   
	 150.648   
	 153.974   
	 $ 51.399.781.137 
	 $ 54.001.672.694 
	 

	*La cantidad indicada corresponde al promedio de trabajadores por los cuales se efectuó una solicitud, dividiendo la cantidad total de trabajadores incluidos en las solicitudes del beneficio en 12 (en relación al total de meses). Lo anterior debido a que el sistema no permite obtener la estadística por rut de los trabajadores, de modo tal que no es posible identificar por cuantos rut solicito el beneficio la empresa en el transcurso de un año.






- Propuestas para modificar el proyecto. Varias de ellas, razonó, implicarían prácticamente comenzar desde cero la discusión, cuestión para que el Ejecutivo no se encuentra disponible, en la convicción de que se trata de una buena iniciativa legal y atendiendo a que los beneficios que contiene están siendo esperados con expectación en las zonas extremas.

- Tardanza de la tramitación del proyecto en la  Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional. No se debió, sostuvo, a una intención del Ejecutivo. Lo que ocurrió fue que una vez ingresado en dicha cámara política se desató el conflicto en la Región de Aysén, y los integrantes de la Comisión de Hacienda no estuvieran dispuestos a proseguir  la discusión mientras no se resolviera.

- Herramientas contempladas en el proyecto. El Ejecutivo, indicó, estudió profundamente el impacto que han tenido el crédito tributario, la bonificación a la mano de obra y el Fondo de Fomento y Desarrollo en las regiones extremas, que fueron evaluadas positivamente.  La única crítica que existía radica en la distribución algo inequitativa de ellas, por encontrarse básicamente concentradas en las empresas grandes y medianas y no en las pequeñas. A partir de ese diagnóstico, un cambio fundamental es la propuesta de rebajar para todas las regiones extremas, incluidas todas sus comunas sin distinción, a 500 UTM la cifra para acceder al crédito tributario (aproximadamente $20 millones). De este modo, lo que en el fondo se hace es masificar el beneficio del Fondo de Fomento y Desarrollo, haciéndolo automático, sin límite presupuestario, sin monto máximo de gasto y sin límite de beneficiarios. Con esta reglas, añadió, se calcula que el número de beneficiarios del crédito tributario va a aumentar por seis, o incluso por más. 

Por otra parte, se perfecciona el régimen de los  pagos provisionales mensuales, para que las empresas acogidas puedan contar con liquidez con anterioridad al mes de abril. 

En cuanto a la bonificación a la contratación de  mano de obra, precisó que sus objetivos son la empleabilidad y la formalización de las relaciones laborales, cuyo cumplimiento, producto  de la evaluación realizada, se ha constatado. Para impetrar el beneficio, el empleador debe demostrar que ha pagado las imposiciones. La Cámara de Diputados, sin embargo, ha decidido añadirle un tercer objetivo, que es permitir el aumento del nivel de remuneraciones. El problema, advirtió, es que este tercer objetivo va a afectar a los primeros dos, pues puede significar un incremento en los costos del empleador. En la zona norte, graficó, la formalización se vería desmedrada, toda vez que allí existe una gran cantidad de inmigrantes de países vecinos dispuestos a emplearse informalmente y por salarios inferiores.

Finalmente, en relación con la distinta tasa del crédito tributario, que alcanza a 40% para Arica y Parinacota, hizo presente que la génesis del distinto tratamiento se encuentra en leyes y objetivos diferentes. En el norte, explicó, existen tasas de 40% y 30%, mientras que en la zona austral alcanzan a 32% para proyectos de inversión de hasta 200.000 UTM. Más del 90% de los proyectos se ubica en esta última, lo que implica que las tasas de 15% y 10% sólo sean aplicadas a una mínima cantidad de proyectos. De tal modo que, finalmente, los beneficios son muy parecidos entre las zonas norte y sur.





El Honorable Senador señor Orpis anunció, para la discusión en particular, la presentación de sendas indicaciones al proyecto de ley, en concreto el artículo cuarto, que establece los requisitos para suspender los pagos provisionales mensuales. Una para que los beneficiarios puedan acceder a partir del segundo año comercial, y no del cuarto, contado desde que han presentado su declaración jurada de inicio de actividades. Otra para que en la declaración jurada que se debe realizar no quede sujeta a decisiones discrecionales de la autoridad de turno.
Por otra parte, puso de manifiesto que no despachar a la brevedad la iniciativa en estudio importará una postergación de su entrada en vigencia, muy probablemente, hasta el venidero mes de noviembre, con el consecuente perjuicio para quienes esperan por su pronto despacho.

El señor Subsecretario de Hacienda puntualizó que no existe, desde el Ejecutivo, sesgo alguno a favor de las regiones de uno u otro extremo del país. Por el contrario, el proyecto de ley que se ha presentado se ha nutrido de los planteamientos realizados por parlamentarios de todos las zonas y de todos los sectores, configurando una propuesta con cambios sustanciales dentro del contexto de herramientas que históricamente se han venido aplicando, de las que el Gobierno ha hecho una buena evaluación.

El Honorable Senador señor Muñoz solicitó dejar expresa constancia del sentir de los habitantes de la Provincia de Última Esperanza, quienes no se sienten partícipes de las cláusulas contenidas en las leyes de excepción que se han dictado para favorecer a la región de Magallanes. En concreto, solicitan la instalación de una zona franca en Puerto Natales, o algún instrumento distinto que les permita el desarrollo de sus actividades productivas y de servicio. 

En la siguiente sesión celebrada por las Comisiones unidas, el señor Subsecretario de Hacienda informó de la elaboración, por parte del Ejecutivo, de determinadas indicaciones para ser presentadas durante el transcurso del debate.

El Honorable Senador señor Bianchi manifestó que desconociendo aun si las indicaciones que el señor Subsecretario ha anunciado guardan relación con los problemas planteados a lo largo de la discusión, resta por saber si lo que el Ejecutivo desea es que se vote sin mayores modificaciones, o no. Como fuere, insistió en la necesidad de corregir el hecho que la bonificación a la contratación de mano de obra deba ser pagada por las remuneraciones que sean superiores en un 20% al salario mínimo mensual vigente en el país. Ello, advirtió, generaría un gran daño a los pequeños empresarios, y menos emprendedores tendrían acceso al beneficio, cambiando negativamente las condiciones actuales. Además, implicaría que el Estado incurra en desembolsos inferiores, porque serían menos las bonificaciones que deba pagar.

En el reseñado escenario, propuso que, al menos, debieran exceptuarse de la señalada exigencia las empresas que no sobrepasen un cierto nivel de ventas o un cierto número de trabajadores.

En relación con la misma materia, el Honorable Senador señor Novoa puso de manifiesto, en primer lugar, que el beneficio en cuestión es una bonificación al empleo, vale decir, un beneficio estatal al empleador. De modo que si se dispusiera que algunos empleadores no pueden percibir la bonificación y otros sí, se estaría estableciendo una discriminación que, en su opinión, no se justifica, pues perjudicaría a los dadores de trabajo que por alguna razón pagan el mínimo. 

En segundo término, cuestionó la admisibilidad de la indicación que introdujo la disposición en comento en la Cámara de Diputados, porque tratándose de una bonificación se refiere sin duda a la  administración de recursos del Estado, materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República con prescindencia de si irroga mayor o menor gasto para el Estado.

El Honorable Senador señor Rossi sugirió, como manera efectiva de mejora de remuneraciones, utilizar mecanismos similares al subsidio al empleo femenino y al empleo juvenil, en los que se entrega una parte al empleador y otra directamente al trabajador, promoviendo la contratación y mejorando el nivel remuneracional.

El Subsecretario de Hacienda, señor Dittborn, explicó que las indicaciones abordan cuatro materias. La primera, justamente la que se ha discutido precedentemente, para eliminar la exigencia de que la bonificación se pagará por las remuneraciones que sean superiores en un 20% al salario mínimo mensual vigente en el país, volviendo a la norma original.

Habiéndose evaluado, añadió, la posibilidad de distinguir según el tamaño de la empresa, se ha concluido que no es conveniente hacerlo, puesto que la experiencia del Ministerio con la concentración de los beneficios en las empresas pequeñas, enseña que se provoca un cambio en su conducta, que tienden a fraccionar la propiedad y la estructura societaria.

Agregó que, como se ha expuesto, la bonificación ha sido un mecanismo exitoso en cumplir dos objetivos, a saber, empleabilidad y formalidad del empleo. Ahora se le quiere adicionar que sirva también para aumentar las remuneraciones, ignorando que ello tenga costos precisamente en los objetivos mencionados.

El Honorable Senador señor Bianchi consultó a los representantes del Ejecutivo por la forma en que dará cumplimiento al compromiso asumido con el Movimiento Social de Aysén sobre un sueldo diferenciado, lo que tiene gran relevancia para la Región de Magallanes.

Además, recordó que se hizo ver el inconveniente de que el 17% de bonificación sea tributable, y nada se dice sobre ello en las indicaciones que refirió el señor Subsecretario. Acotó, en fin, que también se ha pedido que el beneficio sea asimilado al ingreso mínimo de $193.000 y que así se vaya reajustando año a año.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que aún a sabiendas de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo en estas materias, hubiese esperado una propuesta distinta a la descrita, al tenor de lo expresado por el Honorable Senador señor Bianchi sobre la tributación del beneficio. Se presenta entonces, enfatizó, un problema político, por cuanto el Movimiento Social de Aysén propuso al Gobierno que se estableciera el cálculo del subsidio desde $225.000, de modo de provocar que se paguen remuneraciones más altas, en razón del costo de vida 20% a 30% más alto de la zona. El Ejecutivo, empero, propuso que el beneficio de 17% sea percibido directamente por el trabajador.

En el escenario planteado, argumentó, sólo puede votar a favor de lo aprobado por la Cámara de Diputados, en base a una propuesta de la Honorable Diputada señora Goic, en cuanto al pago de la bonificación por las remuneraciones que sean superiores en un 20% al salario mínimo mensual vigente. Su preferencia, en todo caso, hubiese sido que se hiciera una distinción a favor de las pymes, o que se duplicara el monto del subsidio, que hubieran significado $5.000 millones adicionales de gasto.

El Honorable Senador señor Muñoz recordó que los trabajadores de la zona austral han solicitado el salario mínimo diferenciado desde la década de los ´80, habida cuenta que en los ´70 los trabajadores del sector privado contaban con una asignación de zona que, si bien era inferior a la de los funcionarios públicos, llegaba al 35%. Por lo mismo, recalcó, es que los trabajadores esperan que parte de la bonificación mejore sus remuneraciones. Al efecto, hizo presente una propuesta formulada por la CUT hace ya varios años para transformar el beneficio de transitorio en permanente, con carácter de apoyo al empleo, la innovación y la productividad, incrementado como un derecho a zona equivalente a un 50% del ingreso mínimo vigente. Todo ello acompañado de la exigencia de cumplimiento de las obligaciones laborales del empleador para acceder al beneficio.

Por otra parte, resaltó que la propuesta de contar con un ingreso mínimo regionalizado por macro zonas se ha planteado a todos los últimos gobiernos, que aunque la han considerado una buena medida, no la han concretado.

El Honorable Senador señor Horvath manifestó que el conflicto en la región de Aysén se gatilló por once demandas, en gran parte históricas, que requieren soluciones de carácter regional y no elaboradas a nivel central sin conocimiento de la realidad del área. Agregó que las peticiones respondían a compromisos asumidos en un 70% a 80% por gobiernos anteriores y el resto durante el actual Gobierno, y el conflicto finalmente se resolvió en el palacio de La Moneda con los ministros políticos y el Vicepresidente de la República, una vez que se entendieron las claves del problema.

Respecto de la bonificación a la mano de obra, indicó que se asumió el compromiso de que parte del beneficio llegara a los trabajadores, escalando paulatinamente hasta llegar a una suerte de sueldo mínimo regionalizado, por lo que, en cuanto a los fondos necesarios, no se requerían recursos adicionales del Estado, sino tan solo que los existentes fueran traspasados directamente a los trabajadores. Observó que en la región de Aysén, salvo contadas excepciones de empresas familiares, prácticamente no se pagan remuneraciones por el mínimo.

El segundo punto fundamental, prosiguió, es el referido al establecimiento de una zona franca que incluya los combustibles, lo que permitiría una rebaja de los mismos, más un subsidio al transporte de ellos hacia y dentro de la región. Ilustró la necesidad de la medida mencionada con el caso de Villa O’Higgins, donde el litro de gasolina puede costar $1.500. Además, se crearían zonas remotas para que las personas no tuvieran que recorrer cientos de kilómetros para cargar combustible en la zona franca.

Concluyó expresando que, a estas alturas, sin desconocer las mejoras que implica el proyecto de ley propuesto, es necesario que los mencionados puntos de acuerdo queden reflejados en la ley, o que se asegure que se concretarán en otra instancia. Mas no pueden permanecer sin una solución consistente con lo que en su momento se firmó en La Moneda. Por eso es que, en conjunto con el  Honorable Senador señor Walker, han presentado algunas indicaciones en las que se incluye, por su condición de aislamiento, a la provincia de Palena.

El Honorable Senador señor Bianchi sostuvo que la materia que se viene discutiendo es lo único que impide aprobar la iniciativa legal, pues en el resto el acuerdo es prácticamente total. Solicitó, al efecto, dejar constancia de lo planteado en cuanto a que el  no cumplimiento de los compromisos adquiridos puede generar que un asunto menor termine en una exacerbación de los ánimos de los habitantes.

Señaló que, además, algunos actores hicieron ver a los dirigentes de las regiones afectadas que la disposición discutida, que exige el pago de una remuneración un 20% superior al salario mínimo mensual vigente, consagraba o cumplía el acuerdo de avanzar a un sueldo mínimo regionalizado. Esto, sin embargo, no es efectivo y, más aún, tiene un efecto indeseado respecto de las pequeñas empresas.

Anunció que una indicación de su autoría, que sabe inadmisible, propondrá que a aquel empleador que pague un 20% por sobre el ingreso mínimo, el Estado le devuelva dicho porcentaje, dejando de cierto modo la situación en el estado original respecto de quienes pagan el mínimo y estableciendo, al cabo, de alguna manera el sueldo regionalizado que se ha prometido.

En cuanto a la zona franca, en tanto, indicó que existe otro compromiso no cumplido, la venta de combustibles al interior de las mismas, que en la actualidad se podría implementar en las zonas francas y áreas remotas existentes, evitando el recargo que se paga en razón de los impuestos aplicados.

Finalmente, consultó derechamente si en la bonificación a la contratación de mano de obra es posible o no elevar el guarismo de 182.000 a 193.000, hacer no tributable el beneficio y rembolsar el 20% que se pague sobre el mínimo al empleador.

El Honorable Senador señor Rossi insistió en  que la discusión del proyecto de ley es la oportunidad de debatir varias materias y hacer modificaciones, porque difícilmente en el corto plazo vuelva a proponerse un proyecto de similares características. Más allá de la urgencia existente, previno, debiera aprovecharse la ocasión para generar cambios que realmente ayuden al progreso de las zonas extremas. En este sentido, recalcó que la devolución del IVA al turista extranjero se ha mostrado completamente insuficiente. 

Sobre la bonificación a la mano de obra, reiteró la necesidad de un diálogo fructífero con el Ejecutivo, por ejemplo, acerca de la propuesta de entregar un subsidio mixto que en parte se paga al empleador y en parte al trabajador, o para conocer la razón de que el beneficio del 17% sea tributable, disminuyéndolo a un 14% aproximadamente, o el motivo de que el monto de las remuneraciones imponibles a considerar sea 182.000 y no 193.000, y no se ajuste automáticamente año a año a la que se fije para el ingreso mínimo.

El señor Subsecretario de Hacienda puntualizó que el Gobierno nunca ha sido partidario de fijar los sueldos mínimos por macro zonas, sino en base a la productividad que tiene el trabajador en las distintas actividades, como ocurre, por ejemplo, actualmente en la minería.

Aseveró, del mismo modo, que el Gobierno cumplirá los compromisos asumidos con el Movimiento Social de Aysén, lo que hará de diversas formas, de las que se tendrá noticia próximamente. Hizo ver, al respecto, que el presente proyecto de ley abarca materias que exceden el ámbito de la referida región, por lo que no es el mejor instrumento para cumplir el acuerdo, pues obligaría a discriminar en razón de las distintas áreas geográficas involucradas. 

En cuanto a la propuesta relativa a que parte de la bonificación a la mano de obra se entregue al trabajador, señaló que se concretará por medio de otro mecanismo legal más apropiado. Respecto a la idea de variar en la tributación de la bonificación, puso de relieve que  conllevaría costos que el Ejecutivo no ha contemplado asumir en el presente proyecto de ley.

Prosiguió, a continuación, reseñando el contenido de las indicaciones preparadas por el Ejecutivo. La segunda materia abordada recoge un punto expuesto por el Honorable Senador señor Orpis, orientado a quitar al Servicio de Impuestos Internos la facultad de  determinar si conceder o no el crédito tributario, que aparece algo confusa. Lo mismo se replica respecto de la llamada Ley Austral.

El Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda, señor Delpiano se refirió al tercer tema que abordan las indicaciones, la creación de la zona franca de Aysén. Las condiciones que deben cumplirse para dicha declaratoria, explicó, son que se trate de una zona aislada y no cuente con los beneficios de ser zona franca. El espíritu de la norma es que el área no goce de los beneficios de zona franca primaria (como las de Iquique y Punta Arenas), pero ante la prevención realizada por el Honorable Senador señor Walker sobre que sí es una zona franca de extensión, se ha acogido la idea de restringir el requisito. 

El Subsecretario de Hacienda, señor Dittborn, manifestó que la cuarta materia tratada guarda relación con otra indicación aprobada en la Cámara de Diputados que, a juicio del Ejecutivo, es claramente inadmisible, que cambió la denominación de “región geográficamente aislada” por “zona geográficamente aislada”, lo que permitiría ampliar la declaratoria de las mismas a muchas zonas más que las que tiene como objetivo el Ejecutivo, con los consiguientes beneficios que corresponden. Por ello, enfatizó, es que se plantea volver a los términos de “región geográficamente aislada”. Para el caso que la indicación resulte rechazada, hizo presente que el Ejecutivo recurrirá al Tribunal Constitucional. 

El Honorable Senador señor Lagos consultó sobre la correspondencia de que si uno de los objetivos del proyecto de ley es crear una zona franca en Aysén, no se establece explícitamente dicha creación en sus disposiciones, sino que se recurra a un mecanismo indirecto en que se otorga la facultad al Ejecutivo, con consideración de la opinión del Ministerio de Obras Públicas. Más apropiado sería, consignó, crear en este proyecto de ley la referida zona franca.

El señor Delpiano expuso que cuando se logró el acuerdo con el Movimiento Social de Aysén se estableció que se trataría de una zona franca bajo la condición de ser un área geográficamente aislada, lo que implica que si en el futuro la región abandona la condición de aislamiento, dejará de tener el beneficio. Acotó que las actuales zonas francas tienen un plazo de duración establecido en la ley, y para dar mayor certeza sobre el plazo en el caso de Aysén, prevalecerá el plazo de duración contemplado en la licitación, que es de 35 años. Todo lo anterior, acotó, fue objeto del acuerdo alcanzado, y la mejor forma de concretarlo fue incluyendo una condición. Indicó que la referencia al Ministerio de Obras Públicas sólo busca garantizar celeridad en la declaración de que se trata de una zona geográficamente aislada. 

El Honorable Senador señor Lagos observó que la duración de las zonas francas de Iquique y Punta Arenas se ha renovado recientemente por plazos superiores a los 30 años, y reiteró la consulta de la razón por la cual no se explicita todo lo anteriormente señalado en la ley, incluyendo la declaratoria de la zona franca de Aysén.

El Subsecretario de Hacienda, señor Dittborn, explicó que la razón de hacerlo como se propone actualmente, es que el Ejecutivo decidió ligar la creación de la zona franca a una condición de aislamiento, lo que implica que no está unida vía terrestre al resto del país.

Agregó que la única región, aparte de la de Magallanes que ya cuenta con una zona franca, que puede considerarse aislada por falta de comunicación vía terrestre es Aysén.


Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por 8 votos a favor, 1 en contra y 5 abstenciones. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Horvath, Kuschel, Novoa, Orpis, Rossi y Walker, don Patricio (como miembro de ambas comisiones), se abstuvieron los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Lagos (como miembro de ambas comisiones) y Muñoz, y votó en contra el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos. 

Sin perjuicio de la precedente votación, el Honorable Senador señor Novoa expresó sus dudas acerca de la competencia que una Comisión Especial, como, en la especie, la de Zonas Extremas, pueda tener para entrar a conocer proyectos de ley. 

Al efecto, las Comisiones unidas tuvieron presente que la creación de la Comisión Especial de Zonas Extremas tuvo su origen en un proyecto de acuerdo (S 1.255-12) aprobado por la Sala del Senado con fecha 13 de julio de 2010, y que un acuerdo de los Comités de la Corporación, de 31 de julio de 2012, dispuso que el proyecto ley en estudio debía ser sometido a la consideración de las Comisiones de Hacienda y Especial de Zonas Extremas, unidas. Del mismo modo, tomaron conocimiento de la existencia de diversos precedentes, como la Comisión Especial del Adulto Mayor, en los que comisiones especiales se han abocado al conocimiento de proyectos de ley.
DISCUSIÓN PARTICULAR

Artículo primero
Introduce, a través de 4 numerales, una serie de modificaciones en la ley Nº 19.853, que crea una bonificación a la contratación de mano de obra en las regiones I, XI, XII y provincias de Chiloé y Palena:

Número 1)

Intercala, en el título de la ley, la expresión “XV,” entre “las Regiones I,” y “XI, XII y Provincias de Chiloé y Palena”.

Número 2)

Introduce una serie de enmiendas en el artículo 1º, que establece el beneficio y dispone que será aplicado sobre la parte de las remuneraciones imponibles que no exceda de $147.000, que sea pagado a trabajadores con domicilio y trabajo permanente en la región o provincia que corresponda:

i)
 En el inciso primero:

a) Sustituye el guarismo “2003” por  “2012”.

b) Sustituye el guarismo “2006” por  “2025”.

c) Intercala la expresión “XV Región,” entre “actuales o futuros de la Primera Región,” y “de las provincias de Chiloé y Palena”.

d) Sustituye el guarismo “147.000” por “182.000”.

e) Intercala, entre las expresiones “domicilio y trabajo permanente” y “en la Región o provincia respectiva”, la siguiente: “, incluso aquellos con jornadas parciales,”.

f) Sustituye el guarismo “2004” por  “2013”.

ii) Suprime, en el inciso segundo, la frase “para los años 2003, 2004, 2005 y 2006,”.





El numeral 2) fue objeto de las indicaciones números 1 y 2, ambas del Honorable Senador señor Bianchi.

La indicación número 1, para sustituir la letra d) por la siguiente letra d) nueva:

“d) Sustitúyase el guarismo “147.000” por la expresión “salario mínimo mensual vigente en el país”.”

La indicación número 2, para agregar un literal iii), nuevo, del siguiente tenor:

“En el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 19.853 sustitúyase el guarismo “17%” por el guarismo “20%”.”

Cabe hacer presente que 17% es el porcentaje vigente de la bonificación a la contratación a la mano de obra, que la indicación número 2 propone aumentar.
Las indicaciones números 1 y 2 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de las Comisiones unidas, en virtud de que su aprobación irrogaría un mayor gasto para el Fisco, en circunstancias que dicha atribución se inserta dentro de las facultades exclusivas del Presidente de la Republica para la administración financiera o presupuestaria del Estado, establecidas en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
Número 3)

Incorpora una serie de enmiendas en el artículo 2°, relativo, en general, a la forma de pago del beneficio y su fiscalización:                            

i)
Remplaza, en el inciso cuarto,  la expresión “medios magnéticos” por “cualquier medio de soporte”.

ii)
Agrega el siguiente inciso final, nuevo: 

“Dicha bonificación se pagará por las remuneraciones que sean superiores en un 20% al salario mínimo mensual vigente en el país.”.





El numeral 3) fue objeto de las indicaciones números 3, 4, 5 y 6.

La indicación número 3, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente: 

“3) En el inciso cuarto del artículo 2º, sustitúyase la expresión “medios magnéticos” por “cualquier medio de soporte”.

El señor Subsecretario de Hacienda hizo ver que la indicación, además de corregir el tipo de soporte en que deberá realizarse la entrega de antecedentes al Servicio de Tesorerías, cumple la finalidad de eliminar el inciso, agregado por la Cámara de Diputados, que dispone que la bonificación a la contratación de mano de obra se pagará por las remuneraciones que sean superiores en un 20% al salario mínimo mensual vigente en el país.

El Honorable Senador señor Rossi manifestó sus reparos al aludido inciso aprobado por la Cámara de Diputados, pues, de acuerdo  con lo sostenido por los gremios de las regiones de Arica y Parinacota y de Tarapacá, puede aparejar la indeseada consecuencia de afectar la empleabilidad en las pequeñas empresas de la Región de Arica y Parinacota. Éstas, agregó, no cuentan con la capacidad necesaria para asumir los costos de una medida que importaría, en la práctica, pagar un salario mínimo del orden de los $230.000.

El Honorable Senador señor Orpis añadió que entre el 80% y el 90% del empleo de la ciudad de Arica, que ofrecen más de 3.000 pequeñas empresas, se vería seriamente impactado de mantenerse la disposición en debate, ya que, además, se debe enfrentar a la fuerte competencia de la ciudad peruana de Tacna. 

El Honorable Senador señor Bianchi señaló que en lo que respecta a Aysén y Magallanes, el nuevo inciso agregado en la Cámara de Diputados se acerca a la idea del sueldo diferenciado, que merece ser defendida. Insistió, en este sentido, en solicitar al Gobierno que avance en la dirección de no someter a las pequeñas empresas a la obligación de tener que pagar el 20% adicional, cuestión que podría ser también de interés para las regiones de la zona norte. 

El Honorable Senador señor Novoa se remitió a los argumentos que sostuviera durante la discusión en general del proyecto, en los que diera a conocer sus reparos a que la bonificación se entregara por el pago de salarios superiores al mínimo. 

El Honorable Senador señor Larraín razonó que el proyecto de ley en estudio no aborda las zonas extremas del país por separado, sino que en forma conjunta. Ya llegará, en consecuencia, la oportunidad de hacerse cargo, ojalá haciendo un mayor esfuerzo, de los problemas que en particular afectan a la Región de Aysén. 

Por otra parte, afirmó que la obligación de pagar un 20% adicional de salario para acceder a la bonificación, no asegura que se produzca un aumento en las remuneraciones de los trabajadores. Por el contrario, impactaría a la baja en el número de personas que puedan acceder a empleos, que es el objetivo primordial de esta herramienta. Con el añadido que serviría de incentivo para la división de empresas y la generación de multirut. 

El Honorable Senador señor Muñoz dio por reproducidos los argumentos exteriorizados con motivo de la discusión en general para fundar su rechazo a la indicación. A su juicio, agregó, no se ha realizado un adecuado análisis del beneficio de bonificación a la contratación de mano de obra, que no sólo se aplica a las actividades comerciales, sino también a otras como las que realizan las corporaciones municipales, que planifican sus presupuestos teniéndolo en cuenta.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se remitió asimismo a la argumentación desarrollada cuando se abordó, en la discusión general, la bonificación a la contratación de mano de obra, como fundamento para rechazar la indicación.

El Honorable Senador señor Bianchi sostuvo que el Estado de Chile no ha logrado comprender que el costo de vida es, a lo menos, 35% más elevado en zonas extremas. Al contrario de lo manifestado por el señor Subsecretario de Hacienda, justamente en virtud de diferencias como esta es que debieran ser establecidas tres macrozonas a nivel nacional que reconozcan las distintas realidades que, por diferentes motivos, conviven en nuestro país.

Si bien, admitió, el tenor del nuevo inciso final que aprobó la Cámara de Diputados no es el ideal, tiene el mérito de establecer una diferenciación con el costo que tiene la vida en el resto del país. 

Del mismo modo, dejó expresa constancia de la atención con que sigue la discusión acerca del compromiso que el Gobierno habría suscrito con la Región de Aysén para establecer un sueldo regional diferenciado. De ser efectivo, deberá también extenderse a la Región de Magallanes.

El Honorable Senador señor García señaló, primeramente, que la materialización de los acuerdos logrados con el Movimiento Social de Aysén se realizará no necesariamente en este proyecto, sino también en otros instrumentos. Igualmente, razonó que la enmienda aprobada por la Cámara de Diputados, perjudica la contratación de mano de obra. 

La indicación número 3 fue aprobada por 6 votos contra 4. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García (como miembro de ambas comisiones), Larraín, Novoa (como miembro de ambas comisiones) y Rossi, y en contra los Honorables Senadores señores Bianchi, Muñoz y Walker, don Patricio (como miembro de ambas Comisiones).
La indicación número 4, del Honorable Senador señor Horvath, para agregar en el inciso final que se agrega por el numeral ii), a continuación del vocablo “país”, la expresión “en las regiones de Aysén y Magallanes y Provincia de Palena”.

La indicación número 5, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para reemplazar la letra ii), por la siguiente:

“En las regiones de Aysén y de Magallanes, esta bonificación se pagará sólo en los casos que las remuneraciones sean superiores en un 20% al salario mínimo mensual vigente en el país.”.
La indicación número 6, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker, don Patricio, para agregar el siguiente inciso final, nuevo:

“Esta bonificación se verá reflejada en el salario de los trabajadores”.

Las indicaciones números 4, 5 y 6 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de las Comisiones unidas, por incidir en las facultades exclusivas del Presidente de la Republica en la administración financiera o presupuestaria del Estado, establecidas en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Número 4)

Incorpora el siguiente artículo 5°, nuevo:

“Artículo 5°.- Para optar al pago de la bonificación, los empleadores deberán presentar una declaración jurada en la cual declararán no haber sido condenados, en los últimos seis meses, por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador.”.

Artículo segundo





Introduce, a través de tres numerales, una serie de enmiendas en el artículo 38 del decreto ley Nº 3.529, de 1980, sobre normas complementarias de administración financiera y de incidencia presupuestaria. Dicho artículo crea el Fondo de Fomento y Desarrollo de las regiones extremas de Tarapacá, Aysén del Presidente Carlos Ibáñez del Campo y Magallanes y Antártica Chilena y provincias de Chiloé y de Palena.

Número 1)

Intercala la expresión “Arica y Parinacota,” entre “regiones extremas de” y “Tarapacá, Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo”.

Número 2)

Sustituye los guarismos “2000” y “2007” por “2012” y “2025”, respectivamente.

Número 3)

Incorpora los siguientes incisos segundo y tercero:

“Durante los años señalados en el inciso precedente, el fondo podrá destinar anualmente hasta 2.500 millones de pesos a bonificar las inversiones y reinversiones productivas que los pequeños y medianos inversionistas realicen en las antes mencionadas regiones y provincias. Dicha cantidad se reajustará anualmente en la Ley de Presupuesto, considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor.

La distribución de los recursos del fondo se efectuará mediante uno o más decretos del Ministerio de Hacienda expedidos en la forma dispuesta en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado.”.

Artículo tercero

Introduce, mediante 6 numerales, diversas modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que establece el Estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo creado por el artículo 38 del decreto ley Nº 3.529, de 1980:





Las Comisiones unidas tuvieron presente que el precitado decreto con fuerza con ley N° 15 forma parte, en rigor, del decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de aquél.





En mérito de esta advertencia, y con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, las Comisiones unidas acordaron realizar la enmienda de referencia pertinente, de la que se dará cuenta en su oportunidad. Lo hicieron con el voto unánime de los Honorables Senadores señores Bianchi, García (como miembro de ambas comisiones), Muñoz, Novoa, Orpis, Rossi y Walker, don Patricio (como miembro de ambas Comisiones).
Número 1)

Intercala en el encabezado, antes del Título I, entre las expresiones “regiones extremas de” y “Tarapacá, Aysén del Presidente Carlos Ibáñez del Campo”, la siguiente: “Arica y Parinacota,”.

Número 2)

Suprime el inciso segundo del artículo 1º.

Número 3)

Sustituye, en el inciso primero del artículo 3°, la expresión “artículo 1°” por la frase “artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980.”.

Número 4)

Reemplaza, en el inciso primero del artículo 4°, la expresión “artículo 1° de este estatuto,” por “artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980,”. 

Número 5)

Sustituye el inciso final del artículo 6º por el siguiente: 

“Para determinar criterios de evaluación en la calidad de los proyectos, se considerará la capacidad para ejecutarlos, su mérito innovador, el grado de ejecución, la incorporación de valor agregado y su impacto regional. En el caso de proyectos que contemplen más de una etapa de desarrollo, también se considerará el incremento del monto de las inversiones respecto de las etapas previas.”.

Número 6)

Introduce las siguientes modificaciones en el artículo 9º (relativo al procedimiento para acceder a la bonificación que el cuerpo normativo establece):

a) Sustituye el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 9º.- En cada año calendario se recibirán desde el 15 de noviembre hasta el 31 de diciembre, ambas fechas inclusive, las peticiones de bonificación que se pagarán con cargo al presupuesto del año calendario siguiente.”.

b) Reemplaza, en el inciso quinto, la frase “en un plazo no superior al 15 de enero siguiente.” por “en un plazo no superior al último día hábil del mes de febrero siguiente.”.

Número 7)

Incorpora dos enmiendas en el artículo 11 (que se refiera a la modalidad de pago de la bonificación):  

a) Suprime, en el inciso primero, las oraciones que vienen a continuación del primer punto seguido (.), que pasa a ser punto aparte. 

b) Elimina, en el inciso segundo, la oración que va a continuación del punto seguido.

Número 8)

Sustituye inciso primero del artículo 12 por el siguiente: 

“Artículo 12º.- El Comité Resolutivo estará integrado por el Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, quien lo presidirá; por el Director Regional de la Corporación de Fomento de la Producción, quien será el responsable técnico; por el Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Hacienda, o quien haga sus veces; y por el Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Desarrollo Social. Adicionalmente, el Comité estará también integrado por tres empresarios, nombrados por el Intendente según el procedimiento que esta autoridad determine. Estos representantes del sector privado no podrán postular a la bonificación, ni tampoco empresas o personas relacionadas, en las que ellos tengan interés.”.

Número 9)

Introduce dos modificaciones en el artículo 17 (relativo a la modalidad de pago de la bonificación):                        

a)
Incorpora, en el inciso primero, a continuación de la expresión “cheques nominativos”, la siguiente frase: “, vale vista bancario o transferencia electrónica a la cuenta bancaria que señale en su postulación”.                              

b)
Suprime, en el inciso final, la frase “, así como sobre la pertinencia del cobro o devolución de boletas de garantía”.

Artículo cuarto
Introduce, por medio de 8 numerales, una serie de modificaciones en la ley Nº 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota y modifica los cuerpos legales que indica, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001, del Ministerio de Hacienda:

Número 1)

Sustituye el epígrafe del Título I por el siguiente: “Normas aplicables para la XV Región”.

Número 2)

Introduce cuatro enmiendas en el artículo 1º (que establece el crédito tributario a la inversión para los contribuyentes que declaren el impuesto de Primera Categoría de la Ley de Impuesto a  la 
Renta sobre renta efectiva determinada según contabilidad completa):

a) Reemplaza, en el inciso primero, la expresión “las provincias de Arica y Parinacota” por “la XV Región”; y los vocablos “esas provincias” por “dicha región”.

b) Suprime, en el inciso cuarto, las frases “, de más de 5 unidades” y “, con una superficie construida no inferior a 1.000 m2”.

c) Sustituye el inciso sexto por el siguiente:

“Sólo podrán acceder a este beneficio los contribuyentes cuyos proyectos de inversión superen las 500 unidades tributarias mensuales.”.

d) Sustituye, en el inciso séptimo, los guarismos “2011” y “2034” por “2025” y “2045”, respectivamente.

Número 3)

Introduce el siguiente artículo 1º bis:

“Artículo 1º bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los contribuyentes que efectúen inversiones al amparo de la presente ley, podrán suspender sus pagos provisionales obligatorios de acuerdo a las siguientes reglas y por los períodos que a continuación se indican:

1. Beneficio. 

Cuando el monto del crédito estimado para el ejercicio, de acuerdo a lo señalado en la declaración que contempla el número 3 de este artículo, por las inversiones a que se refiere la presente ley, sea igual o exceda del promedio del impuesto de primera categoría que el contribuyente haya determinado durante los tres últimos años tributarios, podrá suspender totalmente sus pagos provisionales obligatorios. Para el cálculo de dicho promedio, se considerará que el impuesto de primera categoría es igual a cero, cuando el contribuyente hubiese determinado una pérdida tributaria como resultado del respectivo ejercicio.

En caso que el crédito estimado para el ejercicio fuere inferior al promedio del impuesto de primera categoría señalado en el inciso anterior, el contribuyente podrá suspender los pagos provisionales mensuales obligatorios hasta por un monto equivalente al 25% de los desembolsos totales destinados a las inversiones a que se refiere esta ley, estimados para el correspondiente año comercial.

En los casos indicados anteriormente, el crédito estimado corresponderá al remanente de los créditos de que trata esta ley que puedan imputarse en los años tributarios siguientes, más el crédito que se estime para el ejercicio respectivo, determinándose éste en función de la tasa de crédito que corresponda de acuerdo al artículo anterior, aplicada sobre los desembolsos proyectados para el ejercicio, que se destinen a las inversiones a que se refiere esta ley, independientemente de que dicho crédito se encuentre o no devengado al término del mismo.

Para calcular el promedio indicado, el impuesto de primera categoría se convertirá a unidades tributarias mensuales según su valor vigente al término del año comercial a que corresponda el impuesto. El número de unidades tributarias mensuales así obtenido se reconvertirá al valor en pesos que aquéllas tengan a la fecha en que se presente la declaración jurada indicada en el número 3 de este artículo.

2. Beneficiarios. 

Los contribuyentes podrán acceder a lo dispuesto en el numeral anterior, a partir del cuarto año comercial contado desde aquel en que hayan presentado su declaración jurada de inicio de actividades afectas al impuesto de primera categoría. Los demás contribuyentes podrán suspender los pagos provisionales mensuales obligatorios durante todo el plazo señalado en el número 4, hasta por un monto equivalente al 25% de los desembolsos totales destinados a las inversiones a que se refiere esta ley, estimados para el correspondiente año comercial, sin perjuicio de que a partir del cuarto año comercial señalado precedentemente, aplicarán íntegramente lo dispuesto en el número anterior.

3. Declaración jurada y deberes de información. 

Para los efectos de acogerse a lo dispuesto en este artículo, los contribuyentes deberán presentar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, una declaración jurada en tal sentido, acompañando un detalle técnico del proyecto de inversión, sus fechas estimadas de inicio y término, una especificación de los bienes que se adquirirán o construirán, el monto total de la inversión y otros antecedentes que establezca dicha autoridad. La declaración jurada referida deberá ser complementada por los contribuyentes, en cada año comercial en que se acogerán al beneficio de este artículo, respecto de un mismo proyecto de inversión, debiendo informar al Servicio de Impuestos Internos, en la misma forma antes indicada, los desembolsos que proyecten efectuar y el monto del crédito estimado para el mismo período, calculado en la forma indicada en el número 1 anterior.

En todo caso, los contribuyentes siempre podrán rectificar, de manera fundada, en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos, la información respecto del crédito estimado y los desembolsos proyectados para el ejercicio, que se destinen a las inversiones a que se refiere esta ley. Del mismo modo, podrán declarar, también fundadamente, que no continuarán desarrollando el proyecto de inversiones que da derecho al beneficio. 

Cuando de lo informado por el contribuyente en su declaración rectificatoria resultare un porcentaje menor de suspensión de los pagos provisionales mensuales obligatorios, o no correspondiere suspensión alguna, deberá, respecto de los ingresos brutos que correspondan al mes de dicha rectificación y a los siguientes, cumplir con la obligación de efectuar pagos provisionales obligatorios mensuales de acuerdo a las reglas generales.

Los contribuyentes informarán también, en la respectiva declaración mensual de impuestos, el monto de los ingresos brutos para efectos del cálculo de los pagos provisionales mensuales obligatorios de cada período en que se hayan suspendido tales pagos conforme a este artículo.

4. Período de aplicación. 

Los contribuyentes podrán hacer uso del beneficio que establece este artículo a contar de los pagos provisionales obligatorios que deban declararse y pagarse por los ingresos brutos obtenidos a contar del mes de la presentación de la declaración jurada antes referida, y hasta el término de ese año comercial.

Con todo, podrán suspender los pagos provisionales obligatorios de los períodos mensuales siguientes, aplicando las reglas establecidas en los números 1 y 2 anteriores, siempre y cuando presenten previamente al Servicio de Impuestos Internos la declaración jurada complementaria establecida en el inciso primero del número 3 anterior. 

5. Sanciones. 

En caso que los contribuyentes hubieren suspendido los pagos provisionales mensuales obligatorios en forma indebida, se considerarán para todos los efectos legales como pagos provisionales obligatorios no declarados ni pagados, por lo que éstos se adeudarán junto con los reajustes, intereses y multas que correspondan. 

Para estos efectos, se considerará indebida la suspensión de los pagos provisionales mensuales obligatorios, cuando el contribuyente hubiere informado en la declaración jurada establecida en el número 3 anterior, o en su declaración complementaria o rectificatoria, en su caso, un crédito estimado superior a aquél que hubiese correspondido en función de los desembolsos destinados a las inversiones a que se refiere esta ley efectivamente realizados en el ejercicio, o cuando se haya invocado una suspensión por un monto superior a la que corresponda de acuerdo a las reglas de este artículo o a los antecedentes en que se funda.

Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de la posibilidad de los contribuyentes para invocar otros regímenes de suspensión de sus pagos provisionales mensuales obligatorios, de acuerdo a otras disposiciones legales vigentes.”.





El numeral 3) del artículo cuarto fue objeto de las indicaciones números 7, 8 y 9.
La indicación número 7, de los Honorables Senadores señores Orpis y Rossi, para reemplazar en el número 2. (Beneficiarios), del nuevo artículo 1° bis) de la ley N° 19.420, la expresión   “cuarto” por “segundo”.





La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, pues incide en la exclusiva iniciativa del Presidente de la Republica en la administración financiera o presupuestaria del Estado, establecida en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la Republica. 
La indicación número 8, de Su Excelencia el Presidente de la República, para suprimir en el párrafo primero del número 3. (Declaración jurada y deberes de información), del nuevo artículo 1º bis) de la ley Nº 19.420, la expresión “y otros antecedentes que establezca dicha autoridad”.

La indicación número 9, de los Honorables Senadores señores Orpis y Rossi, para eliminar en el número 3., del nuevo artículo 1° bis) de la ley N° 19.429, la siguiente frase: “y otros antecedentes que establezca la autoridad”.





La indicación número 8 fue aprobada, con una enmienda formal, por 9 votos a favor y 1 abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Bianchi, García (como miembro de ambas comisiones), Larraín, don Carlos, Novoa, Orpis, Rossi y Walker, don Patricio (como miembro de ambas Comisiones), y se abstuvo el Honorable Senador señor Muñoz. 

Como consecuencia de la aprobación de la indicación número 8, la indicación número 9 fue retirada por sus autores
Número 4)

Remplaza, en el artículo 2º (relativo a la forma en que opera la deducción del crédito), la expresión “artículo anterior” por “artículo 1º”.

Número 5)

Introduce el siguiente inciso segundo en el artículo 6° (que establece la sanción para el caso de utilización de antecedentes falsos al impetrar el beneficio):

“En el caso del artículo 1º bis, para efectos de la aplicación de las sanciones señaladas en este artículo, y sin perjuicio de lo establecido en el número 5 de dicha disposición, se entenderá que el monto defraudado es el equivalente a los pagos provisionales mensuales obligatorios efectivamente suspendidos en exceso de lo informado al Servicio de Impuestos Internos, debidamente reajustados, de acuerdo a lo señalado por el número 3 del mismo artículo.”.

Número 6)

6) Remplaza, en el artículo 7º (que establece el deber de restitución de dineros al Fisco, y una sanción de multa), la expresión “ley N°19.366,” por “ley N°20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas,”.

Número 7)

Introduce, en el artículo 27 (que establece el derecho a recuperar impuestos por las mercancías de su propia producción que reexpidan al extranjero o exporten, para las industrias acogidas al régimen de zona franca), el siguiente inciso segundo:

“Asimismo, las industrias a que se refiere el artículo 27 del señalado decreto con fuerza de ley, podrán acogerse al régimen de recuperación de los impuestos del decreto ley N° 825, de 1974, mencionado en el inciso anterior, por las ventas de mercancías de su propia producción que hagan a la zona franca de extensión o a otros usuarios de zona franca. Estas operaciones deberán documentarse a través del intercambio de mensajes mediante el uso de un sistema tecnológico que determinará el Servicio de Impuesto Internos mediante resolución, la cual fijara además el contenido de dichos mensajes.”.

Número 8)

Sustituye, en el inciso primero del artículo 35 (relativo al derecho a solicitar el reintegro de derechos por parte de las empresas industriales manufactureras instaladas o que se instalen en Arica, que elaboren mercancías que tengan una individualidad diferente de las materias primas), el guarismo “2012” por “2025”.

Artículo quinto
Introduce, a través de dos numerales, enmiendas en la ley Nº 19.606, que establece incentivos para el desarrollo económico de las regiones de Aysén y de Magallanes, y de la provincia de Palena:

Número 1)

En el artículo 1º (que establece el derecho a crédito tributario para contribuyentes del impuesto de primera categoría):

a) Sustituye, en el inciso primero, el guarismo “2011” por “2025”.

b) Reemplaza, en el inciso segundo, el guarismo “2030” por “2045”.

c) Suprime, en el inciso cuarto, las expresiones “de a lo menos 500 m2 construidos” y “, de más de 5 unidades, con una superficie total construida no inferior a 1.000 m2,”.

d) Sustituye el inciso séptimo por el siguiente:

“Este beneficio sólo podrá otorgarse a los contribuyentes cuya inversión en bienes objeto del crédito a que se refiere esta ley, supere las 500 unidades tributarias mensuales.”.

Número 2)

Introduce el siguiente artículo 1º bis:

“Artículo 1º bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los contribuyentes que efectúen inversiones al amparo de la presente ley, podrán suspender sus pagos provisionales obligatorios de acuerdo a las siguientes reglas y por los períodos que a continuación se indican:

1. Beneficio. 

Cuando el monto del crédito estimado para el ejercicio, de acuerdo a lo señalado en la declaración que contempla el número 3 de este artículo, por las inversiones a que se refiere la presente ley, sea igual o exceda del promedio del impuesto de primera categoría que el contribuyente haya determinado durante los tres últimos años tributarios, podrá suspender totalmente sus pagos provisionales obligatorios. Para el cálculo de dicho promedio, se considerará que el impuesto de primera categoría es igual a cero, cuando el contribuyente hubiese determinado una pérdida tributaria como resultado del respectivo ejercicio.

En caso que el crédito estimado para el ejercicio fuere inferior al promedio del impuesto de primera categoría señalado en el inciso anterior, el contribuyente podrá suspender los pagos provisionales mensuales obligatorios hasta por un monto equivalente al 25% de los desembolsos totales destinados a las inversiones a que se refiere esta ley, estimados para el correspondiente año comercial.

En los casos indicados anteriormente, el crédito estimado corresponderá al remanente de los créditos de que trata esta ley que puedan imputarse en los años tributarios siguientes, más el crédito que se estime para el ejercicio respectivo, determinándose éste en función de la tasa de crédito que corresponda de acuerdo al artículo anterior, aplicada sobre los desembolsos proyectados para el ejercicio, que se destinen a las inversiones a que se refiere esta ley, independientemente de que dicho crédito se encuentre o no devengado al término del mismo.

Para calcular el promedio indicado, el impuesto de primera categoría se convertirá a unidades tributarias mensuales según su valor vigente al término del año comercial a que corresponda el impuesto. El número de unidades tributarias mensuales así obtenido se reconvertirá al valor en pesos que aquéllas tengan a la fecha en que se presente la declaración jurada indicada en el número 3 de este artículo.

2. Beneficiarios. 

Los contribuyentes podrán acceder a lo dispuesto en el numeral anterior, a partir del cuarto año comercial contado desde aquel en que hayan presentado su declaración jurada de inicio de actividades afectas al impuesto de primera categoría. Los demás contribuyentes podrán suspender los pagos provisionales mensuales obligatorios durante todo el plazo señalado en el número 4, hasta por un monto equivalente al 25% de los desembolsos totales destinados a las inversiones a que se refiere esta ley, estimados para el correspondiente año comercial, sin perjuicio de que a partir del cuarto año comercial señalado precedentemente, aplicarán íntegramente lo dispuesto en el número anterior.

3. Declaración jurada y deberes de información. 

Para los efectos de acogerse a lo dispuesto en este artículo, los contribuyentes deberán presentar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, una declaración jurada en tal sentido, acompañando un detalle técnico del proyecto de inversión, sus fechas estimadas de inicio y término, una especificación de los bienes que se adquirirán o construirán, el monto total de la inversión y otros antecedentes que establezca dicha autoridad. La declaración jurada referida deberá ser complementada por los contribuyentes, en cada año comercial en que se acogerán al beneficio de este artículo, respecto de un mismo proyecto de inversión, debiendo informar al Servicio de Impuestos Internos, en la misma forma antes indicada, los desembolsos que proyecten efectuar y el monto del crédito estimado para el mismo período, calculado en la forma indicada en el número 1 anterior.

En todo caso, los contribuyentes siempre podrán rectificar, de manera fundada, en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos, la información respecto del crédito estimado y los desembolsos proyectados para el ejercicio, que se destinen a las inversiones a que se refiere esta ley. Del mismo modo, podrán declarar, también fundadamente, que no continuarán desarrollando el proyecto de inversiones que da derecho al beneficio. 

Cuando de lo informado por el contribuyente en su declaración rectificatoria resultare un porcentaje menor de suspensión de los pagos provisionales mensuales obligatorios, o no correspondiere suspensión alguna, deberá, respecto de los ingresos brutos que correspondan al mes de dicha rectificación y a los siguientes, cumplir con la obligación de efectuar pagos provisionales obligatorios mensuales de acuerdo a las reglas generales.

Los contribuyentes informarán también, en la respectiva declaración mensual de impuestos, el monto de los ingresos brutos para efectos del cálculo de los pagos provisionales mensuales obligatorios de cada período en que se hayan suspendido tales pagos conforme a este artículo.

4. Período de aplicación. 

Los contribuyentes podrán hacer uso del beneficio que establece este artículo a contar de los pagos provisionales obligatorios que deban declararse y pagarse por los ingresos brutos obtenidos a contar del mes de la presentación de la declaración jurada antes referida, y hasta el término de ese año comercial.

Con todo, podrán suspender los pagos provisionales obligatorios de los períodos mensuales siguientes, aplicando las reglas establecidas en los números 1 y 2 anteriores, siempre y cuando presenten previamente al Servicio de Impuestos Internos la declaración jurada complementaria establecida en el inciso primero del número 3 anterior. 

5. Sanciones. 

En caso que los contribuyentes hubieren suspendido los pagos provisionales mensuales obligatorios en forma indebida, se considerarán para todos los efectos legales como pagos provisionales obligatorios no declarados ni pagados, por lo que éstos se adeudarán junto con los reajustes, intereses y multas que correspondan. 

Para estos efectos, se considerará indebida la suspensión de los pagos provisionales mensuales obligatorios, cuando el contribuyente hubiere informado en la declaración jurada establecida en el número 3 anterior, o en su declaración complementaria o rectificatoria, en su caso, un crédito estimado superior a aquél que hubiese correspondido en función de los desembolsos destinados a las inversiones a que se refiere esta ley efectivamente realizados en el ejercicio, o cuando se haya invocado una suspensión por un monto superior a la que corresponda de acuerdo a las reglas de este artículo o a los antecedentes en que se funda.

Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de lo señalado en los incisos segundo y tercero del artículo 3º, y de la posibilidad de los contribuyentes para invocar otros regímenes de suspensión de sus pagos provisionales mensuales obligatorios, de acuerdo a otras disposiciones legales vigentes.”.





El número 3. (Declaración jurada y deberes de información) del número 2) fue objeto de la indicación número 10, de Su Excelencia el Presidente de la República, para suprimir, en el párrafo primero  del nuevo artículo 1º bis) de la ley Nº 19.606, la expresión “y otros antecedentes que establezca dicha autoridad”.

Fue aprobada, con una enmienda formal, por 9 votos a favor y 1 abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Bianchi, García (como miembro de ambas comisiones), Larraín, don Carlos, Novoa, Orpis, Rossi y Walker, don Patricio (como miembro de ambas Comisiones), y se abstuvo el Honorable Senador señor Muñoz. 
Número 3)

Sustituye, en el artículo 2º (relativo a la oportunidad en que se deducirá el crédito previsto en el artículo 1°), la expresión “artículo anterior” por “artículo 1º”.

Número 4)

Introduce, en el artículo 7º (que establece la sanción para el caso de utilización de antecedentes falsos en la impetración del beneficio), el siguiente inciso segundo:

“En el caso del artículo 1º bis, y sin perjuicio de lo establecido en el número 5 de dicha disposición, se entenderá que el monto defraudado es el equivalente a los pagos provisionales mensuales obligatorios efectivamente suspendidos en exceso de lo informado al Servicio de Impuestos Internos de acuerdo a lo señalado por el número 3 del mismo artículo.”.

Número 5)

Remplaza, en el artículo 8º (que establece el deber de restitución de dineros al Fisco, y una sanción de multa), la expresión “ley N°19.366,” por “ley N°20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas,”.

Artículo sexto
Sustituye, en el inciso primero del artículo 4º de la ley Nº 18.841, que establece un sistema simplificado de exportaciones, la expresión “1 unidad tributaria mensual” por “cero coma cinco unidades tributarias mensuales”.

Artículo séptimo

Propone la aprobación de la siguiente ley, que autoriza el establecimiento de una Zona Franca en las zonas geográficamente aisladas del país: 





El encabezado de este artículo fue objeto de la indicación número 11, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir la palabra “zonas”, entre las expresiones “Zona Franca en las” y “geográficamente aisladas del país”, por la palabra “regiones”.
Fue aprobada unánimemente por 9 votos, correspondientes a los Honorables Senadores señores Bianchi, García (como miembro de ambas comisiones), Muñoz, Novoa, Orpis, Rossi y Walker, don Patricio (como miembro de ambas Comisiones). 

Artículo 1°





Es del siguiente tenor:

“Artículo 1º.- Autorízase el establecimiento de una Zona Franca en las zonas geográficamente aisladas del país, que a la fecha de publicación de esta ley no gocen de los beneficios establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas, y su normativa complementaria. Lo anterior es sin perjuicio de lo señalado en el artículo 8º de esta ley.

Para estos efectos, se considerará zona geográficamente aislada, aquella que no cuente con conectividad vial terrestre íntegra y por rutas nacionales con el resto del territorio nacional.

Un decreto del Ministerio de Hacienda, expedido previo informe del Ministerio de Obras Públicas, establecerá las zonas que cumplan con el requisito señalado en el inciso anterior. Asimismo, un decreto expedido de la misma forma establecerá la pérdida del carácter de zona geográficamente aislada, y el momento desde el cual se ha producido dicha pérdida.”.





El artículo 1° del artículo séptimo fue objeto de las indicaciones números 12, 13, 14, 15 y 16.

La indicación número 12, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker, don Patricio, para reemplazar el artículo 1° contenido en este artículo séptimo por el siguiente:
“Artículo 1°.- Autorízase el establecimiento de una Zona Franca en las zonas geográficamente aisladas del país, que a la fecha de publicación de esta ley no se encuentren establecidas en virtud del decreto con fuerza de ley N°341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas, y su normativa complementaria. Lo anterior es sin perjuicio de lo señalado en el artículo 8º de esta ley.”.




La indicación fue retirada por uno de sus autores.
La indicación número 13, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir, en el inciso primero del artículo 1º,  la expresión “zonas geográficamente aisladas” por “regiones geográficamente aisladas”; y para sustituir, también en el inciso primero del mismo artículo, la expresión “gocen de los beneficios establecidos en el”, por “tengan la calidad de Zona Franca en los términos del artículo 1º del”.

Las Comisiones unidas tuvieron presente, asimismo, que el citado decreto con fuerza con ley N° 341 forma parte, en rigor, del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de aquél.





En consecuencia, la indicación número 13 fue aprobada, con modificaciones, unánimemente con 9 votos, correspondientes a los Honorables Senadores señores Bianchi, García (como miembro de ambas comisiones), Muñoz, Novoa, Orpis, Rossi y Walker, don Patricio (como miembro de ambas Comisiones). 
La indicación número 14, de los Honorables Senadores señores Horvath, Orpis y Walker, don Patricio para agregar en el inciso primero del artículo 1°, entre las palabras “del país,” y “que a la fecha de publicación” las expresiones “como la Región de Aysén y la Provincia de Palena”.
La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, por incidir en las facultades exclusivas del Presidente de la Republica para la administración financiera o presupuestaria del Estado, establecidas en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
La indicación número 15, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir, en el inciso segundo del artículo 1º, la palabra “zona” por región”.

La indicación número 16, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir, en el inciso tercero del artículo 1º, contenido en este artículo séptimo, la palabra “zonas” por “regiones”, y la palabra “zona” por “región”.
Las indicaciones números 15 y 16 fueron aprobadas unánimemente por 9 votos, correspondientes a los Honorables Senadores señores Bianchi, García (como miembro de ambas comisiones), Muñoz, Novoa, Orpis, Rossi y Walker, don Patricio (como miembro de ambas Comisiones). 
Artículo 2°

Dispone lo siguiente:

“Artículo 2º.- La administración y explotación de las Zonas Francas reguladas en esta ley será entregada por el Estado de Chile, a través del Intendente de la respectiva Región y previa autorización del Ministro de Hacienda, a las personas jurídicas que cumplan con las bases que para tales efectos determinen dichas autoridades, mediante contratos cuyas condiciones serán libremente pactadas con los interesados de conformidad con la legislación nacional. La aprobación de estos contratos deberá efectuarse mediante decreto del Ministerio de Hacienda, el que fijará la fecha de entrada en funcionamiento de cada Zona Franca.

Toda renovación o prórroga de los contratos de concesión deberá siempre someterse a los mismos trámites legales, administrativos y de control que se encuentren vigentes al momento de la prórroga o renovación.”.

Artículo 3°

Su tenor es el que sigue:

“Artículo 3°.- El precio pagado por el concesionario con motivo de la concesión irá en beneficio, en un veinte por ciento, de la municipalidad donde se ubique la Zona Franca; y en el mismo porcentaje, en beneficio de la comuna donde se ubique la capital regional respectiva. En caso que la municipalidad donde se instale la Zona Franca corresponda a la capital regional, la asignación será de un veinte por ciento. En cualquier caso, el monto restante irá en beneficio de las demás municipalidades de la respectiva Región, en partes iguales. Los recursos que reciban los municipios por aplicación de este artículo, sólo podrán destinarse a financiar proyectos de inversión y sus correspondientes estudios.”.

Artículo 4°

Prescribe que el régimen de Zona Franca, su administración y explotación, se extenderá hasta el término de la respectiva concesión, renovación o prórroga que se encuentre vigente, en su caso, incluso cuando la Región deje de cumplir con la condición señalada en el artículo 1°.

Fue objeto de la la indicación número 17, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker, don Patricio, para reemplazar el artículo 4° contenido en este artículo séptimo por el siguiente:

“Artículo 4°.- El régimen de Zona Franca, su administración y explotación, se extenderá hasta el término de la respectiva concesión, renovación o prórroga que se encuentre vigente, en su caso, incluso cuando la zona pierda su carácter de zona geográficamente aislada según lo dispuesto en el artículo 1° de esta ley.”.
La indicación fue retirada por uno de sus autores.
Artículo 5°

Establece que la administración y supervigilancia de las Zonas Francas establecidas por la ley que el presente proyecto propone, corresponderá al Intendente Regional respectivo, quien deberá establecer los procedimientos internos de control y fiscalización que sean necesarios para cautelar el fiel cumplimiento de las disposiciones aplicables a aquéllas.

Artículo 6°

Dispone que los territorios de las regiones donde se instalen las Zonas Francas señaladas en la ley que se propone, serán  considerados, para todos los efectos legales y reglamentarios, Zonas Francas de Extensión, siéndoles aplicables las normas relativas a estas últimas.

Artículo 7°

Prescribe que en todo aquello que no fuere incompatible con la ley que se está proponiendo, se aplicarán a las Zonas Francas del artículo 1° las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas, y su normativa complementaria.

Habida cuenta que el citado decreto con fuerza de ley N° 341 forma parte, en rigor, del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de aquél, las Comisiones unidas estuvieron de acuerdo en efectuar la pertinente enmienda de referencia. Así se acordó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, unánimemente por 9 votos, correspondientes a los Honorables Senadores señores Bianchi, García (como miembro de ambas comisiones), Muñoz, Novoa, Orpis, Rossi y Walker, don Patricio (como miembro de ambas Comisiones). 

Artículo 8°

Señala que aquellas regiones en las que se instale una Zona Franca de acuerdo a lo previsto en la ley que se propone, y que al momento de su instalación se encuentren acogidas al régimen de Zona Franca de Extensión respecto de otra Zona Franca, mantendrán vigente e inalterado su régimen jurídico respecto de esta última.

Artículo octavo
Sustituye, en el inciso primero del artículo 28 del decreto con fuerza de ley Nº 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas, el guarismo “2012” por “2025”.

Habida cuenta que el citado decreto con fuerza de ley N° 341 forma parte, en rigor, del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de aquél, las Comisiones unidas estuvieron de acuerdo en efectuar la pertinente enmienda de referencia. Así se acordó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, unánimemente por 9 votos, correspondientes a los Honorables Senadores señores Bianchi, García (como miembro de ambas comisiones), Muñoz, Novoa, Orpis, Rossi y Walker, don Patricio (como miembro de ambas Comisiones). 
Artículo noveno
Faculta al Presidente de la República para dictar uno o más textos refundidos, coordinados y sistematizados, que contengan todas o algunas de las leyes que se modifican por la presente ley, para su mejor ejecución. En ejercicio de esta facultad, estará habilitado para introducir los cambios de forma que sean indispensables, sin alterar, en modo alguno, su verdadero sentido y alcance. Esta facultad podrá ser ejercida dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la ley que el presente proyecto propone en el Diario Oficial.

Artículo décimo
Sitúa la entrada en vigencia de ley que el proyecto propone en el día 1 de enero de 2012. Las modificaciones introducidas en la ley N° 19.420 y en la ley N° 19.606 se aplicarán respecto de las inversiones consistentes en bienes que sean adquiridos o terminados de construir, también a partir de dicha fecha.

Sin perjuicio de lo anterior, previene en su inciso segundo que lo dispuesto por el número 3) del artículo cuarto, y por el número 2) del artículo quinto, comenzará a regir luego de 90 días corridos desde la fecha de la publicación de la ley que el proyecto propone.

En cuanto al artículo séptimo, finalmente, dispone que comenzará a regir a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.





Enseguida, las Comisiones unidas tomaron conocimiento de las indicaciones números 18 y 19.

La indicación número 18, de los Honorables Senadores señores Orpis y Rossi, para incorporar el siguiente artículo nuevo:

“Modifíquese el Decreto con Fuerza de Ley N° 31 de 2005, del Ministerio de Hacienda, agregando el siguiente artículo 11 nuevo, pasando el actual artículo 11 a ser artículo 12:

“Las sobretasas arancelarias ad valorem, los derechos antidumping y los derechos compensatorios establecidos en los artículos 7° y 8° de esta ley, se aplicarán a todas las importaciones a partir de la fecha de su establecimiento, así como a las mercancías que sean importadas a la zona franca de Iquique u otras zonas que se encuentren exentas del pago de derechos, impuestos, tasas y demás gravámenes, o que gocen de presunción de extraterritorialidad aduanera.”.”.

La indicación número 19, del Honorable Senador señor Bianchi, para incorporar un artículo nuevo del siguiente tenor:

“Artículo …: Suprímase el artículo 10 de la ley N° 19.946.”.

Cabe señalar que el artículo 10 de la ley N° 19.946 dispone, en lo medular, que la bonificación a la contratación de mano de obra de la ley N° 19.853, constituirá renta para los efectos de la ley sobre impuesto a la renta.

Las indicaciones números 18 y 19 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de las Comisiones unidas. La primera, por contravenir la facultad exclusiva del Presidente de la República, del número 1° del artículo 65 de la Constitución Política, para imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza, establecer sanciones o modificar las existentes, y determinar su forma, proporcionalidad o progresión. 

La segunda, por incidir en las facultades exclusivas del Presidente de la Republica para la administración financiera o presupuestaria del Estado, establecidas en el inciso tercero del señalado artículo de la Carta Fundamental.

Sin perjuicio de la declaración de inadmisibilidad recaída sobre la indicación número 18, el Honorable Senador señor Orpis dejó expresa constancia de la necesidad que tiene la zona franca del norte del país de contar con una cláusula antidumping que proteja a los productores nacionales ante los productos extranjeros subsidiados por sus respectivos gobiernos. 

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 12 de octubre de 2010, señala, textualmente, lo siguiente:
“El proyecto de ley que se introduce persigue incorporar herramientas efectivas de estímulo económico, a través de franquicias tributarias que incentiven en desarrollo de inversiones en las zonas extremas, o mediante el pago de las bonificaciones que cumplan el mismo fin.

En concreto, la primera propuesta es la de garantizar la bonificación de la mano de obra en zonas extremas, prevista en la ley N° 19.853, elevando el nivel de remuneración imponible bajo la cual se recibe bonificación desde $147.000 a $182.000. Asimismo, se garantizará que opere la bonificación hasta el año 2025, permitiendo de esta forma que las empresas incluyan dentro de su flujo de largo plazo este aporte adicional que hace el Estado.

La segunda propuesta extiende el período de vigencia del Fondo de Fomento y Desarrollo contenido en el decreto con fuerza de ley N°15, garantizando los recursos destinados a éste hasta el año 2025. Además, incrementa en un 100% el monto actualmente asignado a dicho Fondo, superando los 2.500 millones de pesos en bonificaciones a ser asignadas por año.

La tercera propuesta amplía el plazo de vigencia del Crédito Tributario para las inversiones en zonas extremas que se realicen a partir del 1° de Enero de 2012, regido por las leyes N°19.606 y N°19.420, hasta el año 2025. Además, se extenderá el plazo de recuperación del crédito para las empresas que se acogen al beneficio, hasta el año 2045. Asimismo, el proyecto de ley rebaja el monto de las inversiones mínimas que dan derecho al crédito desde 2.000 UTM a 1.000 UTM; desde las 1.500 UTM a las 1.000 UTM, y desde las 1.000 UTM a las 500 UTM, según los diferentes casos. Adicionalmente, el proyecto de ley suspende los pagos previsionales mensuales obligatorios para las empresas que tengan derecho al crédito tributario. Esto último no genera un gasto fiscal adicional.

La cuarta propuesta extiende el beneficio de recuperación de los impuestos del decreto ley N°825, a las ventas de mercancías de su propia producción que hagan a la Zona Franca de Extensión o a otros usuarios de Zona Franca de la región de Anca. Adicionalmente, se rebaja el monto mínimo de las mercancías que pueden adquirir los turistas con derecho a devolución de IVA, establecido en la Ley N° 18.841, desde 1 UTM a 0,5 UTM.

Las modificaciones que se proponen implicarán un costo fiscal estimado en $ 68,793 millones anuales a partir de 2012. Lo anterior corresponde, en el caso de la extensión del período de vigencia tanto de la bonificación de mano de obra como del Fondo de Fomento y Desarrollo del D.F.L N°15, a un mayor gasto fiscal por $57.287 millones anuales a partir de 2012. Por su parte, para el caso del incremento del plazo de vigencia del Crédito Tributario y su rebaja en el monto de inversiones mínimas con derecho al crédito, como la recuperación del IVA en la Zona Franca y la rebaja del monto mínimo para adquirir el derecho a devolución del impuesto a los turistas, se genera una menor recaudación tributaria esperada por $11,506 millones anuales a partir de 2012. Este último costo presentará aumentos progresivos en la medida que las empresas que se acojan al beneficio del Crédito Tributario recuperen los créditos establecidos.”.

Posteriormente, con fecha 9 de julio de 2012 la Dirección de Presupuestos emitió un nuevo Informe Financiero, a raíz de la presentación de unas indicaciones complementarias durante la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados. Su contenido es el que sigue:

I. Antecedentes
La presente modificación tiene por objeto perfeccionar las siguientes materias del proyecto de ley:

1) Garantizar que los trabajadores de jornadas parciales que cuenten con visa de trabajo, que cumplan con los demás requisitos establecidos en la ley N°19.853, sean considerados para el beneficio de la bonificación a la contratación de mano de obra. Además, define más claramente qué empleadores podrán percibir el beneficio de la bonificación a la contratación de mano de obra.

2) Modificar la fecha de entrega de las peticiones y de la resolución de la bonificación del Fondo de Fomento y Desarrollo, mejoras en la forma de pago de ésta y modificaciones en la composición del Comité Resolutivo.

3) Rebajar el monto de las inversiones mínimas que dan derecho a los contribuyentes al crédito tributario para las inversiones en zonas extremas, a 500 UTM, y reducir algunos de los requisitos para optar al beneficio.

4) Autorizar el establecimiento de una Zona Franca en las regiones geográficamente aisladas del país, entendiéndose como tal aquella que no cuente con conectividad vial terrestre íntegra con el resto del territorio nacional.

5) Extender el plazo de las franquicias tributarias, según lo establece el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N°341, de Zona Franca en la región de Arica.

II. Efecto del Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Lo señalado en el número anterior representa un gasto adicional anual permanente en régimen de MM$7.185, respecto al Informe Financiero original (IF N°120 de 12/10/2011), por menor recaudación tributaria según lo siguiente:

	Materias
	2012
	2013
	2014

(en régimen)

	
	(cifras en millones de pesos)

	Establecimiento de Zona Franca

Reducción de Inversión Mínima con Crédito Tributario

Extensión del plazo de las franquicias tributarias en Zona Franca Arica
	0

551

1.000
	2.817

551

1.000
	5.634

551

1.000

	Gasto Anual Permanente
	1.551
	4.368
	7.185


Se debe considerar que para los años siguientes a la aplicación de la modificación, se hereda el saldo de crédito no imputado, al que se agregaría el crédito generado por nuevas inversiones. Lo anterior presentará aumentos progresivos en el gasto adicional anual.
Más tarde, el 1 de agosto de 2012, la Dirección de Presupuestos acompañó otro Informe Financiero a la iniciativa, motivado en nuevas indicaciones formuladas durante el primer trámite constitucional. Éste señala:

I. Antecedentes 

La presente indicación tiene por objeto perfeccionar las siguientes materias del proyecto de ley:

1) Incorporar la reajustabilidad del monto destinado al Fondo de Fomento y Desarrollo, creado en el artículo 38 del decreto ley N° 3.529, según lo establece el inciso segundo de dicho artículo.

2) Modificar la composición del Comité Resolutivo que establece el estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo, en el decreto con fuerza de ley N° 15, de 1981.

3) Complemento la eliminación de requisitos para acceder al beneficio del crédito tributario para las inversiones en zonas extremas, establecido en la Ley N° 19.420.

II. Efecto del Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Las indicaciones en comento, no implican mayores costos fiscales.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

MODIFICACIONES

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestras Comisiones de Hacienda y Especial de Zonas Extremas, unidas, tienen el honor de proponer la aprobación del presente proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera la Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:

Artículo primero

Número 3)
Sustituirlo por el siguiente: 

“3) En el inciso cuarto del artículo 2º, sustitúyase la expresión “medios magnéticos” por “cualquier medio de soporte”. (Mayoría de votos 6 a favor x 4 en contra. Indicación número 3).
Artículo tercero





Intercalar, en su encabezado, a continuación de las expresiones “en el”, lo siguiente: “decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del”. (Unanimidad 9x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo cuarto

Número 3)

Artículo 1° bis

Número 3. Declaración jurada y deberes de información

Párrafo primero

Antes del punto (“.”) seguido, sustituir la coma (“,”) que sucede a la voz “construirán”, por “ y”, y suprimir la frase “y otros antecedentes que establezca dicha autoridad”. (Mayoría de votos 9 a favor x 1 abstención. Indicación número 8).

Artículo quinto

Número 2)
Artículo 1° bis

Número 3. Declaración jurada y deberes de información.

Párrafo primero

Antes del punto (“.”) seguido, sustituir la coma (“,”) que sucede a la voz “construirán”, por “ y”, y suprimir la frase “y otros antecedentes que establezca dicha autoridad”. (Mayoría de votos 9 a favor x 1 abstención. Indicación número 10).
Artículo séptimo

Sustituir, en su encabezado, entre las expresiones “Zona Franca en las” y “geográficamente aisladas del país”, la palabra “zonas”  por “regiones”. (Unanimidad 9x0. Indicación número 11).
Artículo 1°

Inciso primero 

Sustituir la palabra “zonas” que antecede a “geográficamente”, por “regiones”; y remplazar la frase “gocen de los beneficios establecidos en el”, por “tengan la calidad de Zona Franca en los términos del artículo 1º del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del”. (Unanimidad 9x0. Indicación número 13).
Inciso segundo
Sustituir la palabra “zona” por región”. (Unanimidad 9x0. Indicación número 15).
Inciso tercero

Sustituir la palabra “zonas” por “regiones”, y la palabra “zona” por “región”. (Unanimidad 9x0. Indicación número 16).
Artículo 7°

Intercalar, entre “disposiciones” y “del”, lo siguiente: “del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado”. (Unanimidad 9x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo octavo

Intercalar, entre “artículo 28”” y “del”, lo siguiente: “del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado”. (Unanimidad 9x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -
TEXTO DEL PROYECTO

Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY
“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.853, que crea una bonificación a la contratación de mano de obra en las regiones I, XI, XII y provincias de Chiloé y Palena:

1) Intercálase en el título de la ley la expresión “XV,” entre “las Regiones I,” y “XI, XII y Provincias de Chiloé y Palena”.

2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1º:

i)
 En el inciso primero:

a) Sustitúyese el guarismo “2003” por  “2012”.

b) Sustitúyese el guarismo “2006” por  “2025”.

c) Intercálase la expresión “XV Región,” entre “actuales o futuros de la Primera Región,” y “de las provincias de Chiloé y Palena”.

d) Sustitúyese el guarismo “147.000” por “182.000”.

e) Intercálase, entre las expresiones “domicilio y trabajo permanente” y “en la Región o provincia respectiva”, la siguiente: “, incluso aquellos con jornadas parciales,”.

f) Sustitúyese el guarismo “2004” por  “2013”.

ii) Suprímese en el inciso segundo la frase “para los años 2003, 2004, 2005 y 2006,”.

3) En el inciso cuarto del artículo 2º, sustitúyase la expresión “medios magnéticos” por “cualquier medio de soporte”.
4) Incorpórase el siguiente artículo 5°:

“Artículo 5°.- Para optar al pago de la bonificación, los empleadores deberán presentar una declaración jurada en la cual declararán no haber sido condenados, en los últimos seis meses, por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador.”.

Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 38 del decreto ley Nº 3.529, de 1980, sobre normas complementarias de administración financiera y de incidencia presupuestaria:

1) Intercálase la expresión “Arica y Parinacota,” entre “regiones extremas de” y “Tarapacá, Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo”.

2) Sustitúyese los guarismos “2000” y “2007” por “2012” y “2025”, respectivamente.

3) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero:

“Durante los años señalados en el inciso precedente, el fondo podrá destinar anualmente hasta 2.500 millones de pesos a bonificar las inversiones y reinversiones productivas que los pequeños y medianos inversionistas realicen en las antes mencionadas regiones y provincias. Dicha cantidad se reajustará anualmente en la Ley de Presupuesto, considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor.

La distribución de los recursos del fondo se efectuará mediante uno o más decretos del Ministerio de Hacienda expedidos en la forma dispuesta en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado.”.

Artículo tercero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que establece el Estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo creado por el artículo 38 del decreto ley Nº 3.529, de 1980:

1) Intercálase en el encabezado, antes del Título I, entre las expresiones “regiones extremas de” y “Tarapacá, Aysén del Presidente Carlos Ibáñez del Campo”, la siguiente: “Arica y Parinacota,”.

2) Suprímese el inciso segundo del artículo 1º.

3) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 3° la expresión “artículo 1°” por la frase “artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980.”.

4) Reemplázase en el inciso primero del artículo 4° la expresión “artículo 1° de este estatuto,” por “artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980,”. 

5) Sustitúyese el inciso final del artículo 6º por el siguiente: 

“Para determinar criterios de evaluación en la calidad de los proyectos, se considerará la capacidad para ejecutarlos, su mérito innovador, el grado de ejecución, la incorporación de valor agregado y su impacto regional. En el caso de proyectos que contemplen más de una etapa de desarrollo, también se considerará el incremento del monto de las inversiones respecto de las etapas previas.”.

6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9º:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 9º.- En cada año calendario se recibirán desde el 15 de noviembre hasta el 31 de diciembre, ambas fechas inclusive, las peticiones de bonificación que se pagarán con cargo al presupuesto del año calendario siguiente.”.

b) Reemplázase en el inciso quinto la frase “en un plazo no superior al 15 de enero siguiente.” por “en un plazo no superior al último día hábil del mes de febrero siguiente.”.

7) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 11:  

a) Suprímense en el inciso primero las oraciones que vienen a continuación del primer punto seguido (.), que pasa a ser punto aparte. 

b) Elimínase en el inciso segundo la oración que va a continuación del punto seguido.

8) Sustitúyese el inciso primero del artículo 12 por el siguiente: 

“Artículo 12º.- El Comité Resolutivo estará integrado por el Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, quien lo presidirá; por el Director Regional de la Corporación de Fomento de la Producción, quien será el responsable técnico; por el Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Hacienda, o quien haga sus veces; y por el Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Desarrollo Social. Adicionalmente, el Comité estará también integrado por tres empresarios, nombrados por el Intendente según el procedimiento que esta autoridad determine. Estos representantes del sector privado no podrán postular a la bonificación, ni tampoco empresas o personas relacionadas, en las que ellos tengan interés.”.

9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 17:                        

a)
Incorpórase en el inciso primero, a continuación de la expresión “cheques nominativos”, la siguiente frase: “, vale vista bancario o transferencia electrónica a la cuenta bancaria que señale en su postulación”.                 

b)
Suprímese en el inciso final la frase “, así como sobre la pertinencia del cobro o devolución de boletas de garantía”.

Artículo cuarto.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota y modifica los cuerpos legales que indica, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001, del Ministerio de Hacienda:

1) Sustitúyese el epígrafe del Título I por el siguiente: “Normas aplicables para la XV Región”.

2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1º:

a) Reemplázanse en el inciso primero la expresión “las provincias de Arica y Parinacota” por “la XV Región”; y los vocablos “esas provincias” por “dicha región”.

b) Suprímense en el inciso cuarto las frases “, de más de 5 unidades” y “, con una superficie construida no inferior a 1.000 m2”.

c) Sustitúyese el inciso sexto por el siguiente:

“Sólo podrán acceder a este beneficio los contribuyentes cuyos proyectos de inversión superen las 500 unidades tributarias mensuales.”.

d) Sustitúyense en el inciso séptimo los guarismos “2011” y “2034” por “2025” y “2045”, respectivamente.

3) Introdúcese el siguiente artículo 1º bis:

“Artículo 1º bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los contribuyentes que efectúen inversiones al amparo de la presente ley, podrán suspender sus pagos provisionales obligatorios de acuerdo a las siguientes reglas y por los períodos que a continuación se indican:

1. Beneficio. 

Cuando el monto del crédito estimado para el ejercicio, de acuerdo a lo señalado en la declaración que contempla el número 3 de este artículo, por las inversiones a que se refiere la presente ley, sea igual o exceda del promedio del impuesto de primera categoría que el contribuyente haya determinado durante los tres últimos años tributarios, podrá suspender totalmente sus pagos provisionales obligatorios. Para el cálculo de dicho promedio, se considerará que el impuesto de primera categoría es igual a cero, cuando el contribuyente hubiese determinado una pérdida tributaria como resultado del respectivo ejercicio.

En caso que el crédito estimado para el ejercicio fuere inferior al promedio del impuesto de primera categoría señalado en el inciso anterior, el contribuyente podrá suspender los pagos provisionales mensuales obligatorios hasta por un monto equivalente al 25% de los desembolsos totales destinados a las inversiones a que se refiere esta ley, estimados para el correspondiente año comercial.

En los casos indicados anteriormente, el crédito estimado corresponderá al remanente de los créditos de que trata esta ley que puedan imputarse en los años tributarios siguientes, más el crédito que se estime para el ejercicio respectivo, determinándose éste en función de la tasa de crédito que corresponda de acuerdo al artículo anterior, aplicada sobre los desembolsos proyectados para el ejercicio, que se destinen a las inversiones a que se refiere esta ley, independientemente de que dicho crédito se encuentre o no devengado al término del mismo.

Para calcular el promedio indicado, el impuesto de primera categoría se convertirá a unidades tributarias mensuales según su valor vigente al término del año comercial a que corresponda el impuesto. El número de unidades tributarias mensuales así obtenido se reconvertirá al valor en pesos que aquéllas tengan a la fecha en que se presente la declaración jurada indicada en el número 3 de este artículo.

2. Beneficiarios. 

Los contribuyentes podrán acceder a lo dispuesto en el numeral anterior, a partir del cuarto año comercial contado desde aquel en que hayan presentado su declaración jurada de inicio de actividades afectas al impuesto de primera categoría. Los demás contribuyentes podrán suspender los pagos provisionales mensuales obligatorios durante todo el plazo señalado en el número 4, hasta por un monto equivalente al 25% de los desembolsos totales destinados a las inversiones a que se refiere esta ley, estimados para el correspondiente año comercial, sin perjuicio de que a partir del cuarto año comercial señalado precedentemente, aplicarán íntegramente lo dispuesto en el número anterior.

3. Declaración jurada y deberes de información. 

Para los efectos de acogerse a lo dispuesto en este artículo, los contribuyentes deberán presentar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, una declaración jurada en tal sentido, acompañando un detalle técnico del proyecto de inversión, sus fechas estimadas de inicio y término, una especificación de los bienes que se adquirirán o construirán y el monto total de la inversión. La declaración jurada referida deberá ser complementada por los contribuyentes, en cada año comercial en que se acogerán al beneficio de este artículo, respecto de un mismo proyecto de inversión, debiendo informar al Servicio de Impuestos Internos, en la misma forma antes indicada, los desembolsos que proyecten efectuar y el monto del crédito estimado para el mismo período, calculado en la forma indicada en el número 1 anterior.

En todo caso, los contribuyentes siempre podrán rectificar, de manera fundada, en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos, la información respecto del crédito estimado y los desembolsos proyectados para el ejercicio, que se destinen a las inversiones a que se refiere esta ley. Del mismo modo, podrán declarar, también fundadamente, que no continuarán desarrollando el proyecto de inversiones que da derecho al beneficio. 

Cuando de lo informado por el contribuyente en su declaración rectificatoria resultare un porcentaje menor de suspensión de los pagos provisionales mensuales obligatorios, o no correspondiere suspensión alguna, deberá, respecto de los ingresos brutos que correspondan al mes de dicha rectificación y a los siguientes, cumplir con la obligación de efectuar pagos provisionales obligatorios mensuales de acuerdo a las reglas generales.

Los contribuyentes informarán también, en la respectiva declaración mensual de impuestos, el monto de los ingresos brutos para efectos del cálculo de los pagos provisionales mensuales obligatorios de cada período en que se hayan suspendido tales pagos conforme a este artículo.

4. Período de aplicación. 

Los contribuyentes podrán hacer uso del beneficio que establece este artículo a contar de los pagos provisionales obligatorios que deban declararse y pagarse por los ingresos brutos obtenidos a contar del mes de la presentación de la declaración jurada antes referida, y hasta el término de ese año comercial.

Con todo, podrán suspender los pagos provisionales obligatorios de los períodos mensuales siguientes, aplicando las reglas establecidas en los números 1 y 2 anteriores, siempre y cuando presenten previamente al Servicio de Impuestos Internos la declaración jurada complementaria establecida en el inciso primero del número 3 anterior. 

5. Sanciones. 

En caso que los contribuyentes hubieren suspendido los pagos provisionales mensuales obligatorios en forma indebida, se considerarán para todos los efectos legales como pagos provisionales obligatorios no declarados ni pagados, por lo que éstos se adeudarán junto con los reajustes, intereses y multas que correspondan. 

Para estos efectos, se considerará indebida la suspensión de los pagos provisionales mensuales obligatorios, cuando el contribuyente hubiere informado en la declaración jurada establecida en el número 3 anterior, o en su declaración complementaria o rectificatoria, en su caso, un crédito estimado superior a aquél que hubiese correspondido en función de los desembolsos destinados a las inversiones a que se refiere esta ley efectivamente realizados en el ejercicio, o cuando se haya invocado una suspensión por un monto superior a la que corresponda de acuerdo a las reglas de este artículo o a los antecedentes en que se funda.

Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de la posibilidad de los contribuyentes para invocar otros regímenes de suspensión de sus pagos provisionales mensuales obligatorios, de acuerdo a otras disposiciones legales vigentes.”.

4) Reemplázase en el artículo 2º la expresión “artículo anterior” por “artículo 1º”.

5) Introdúcese el siguiente inciso segundo en el artículo 6°:

“En el caso del artículo 1º bis, para efectos de la aplicación de las sanciones señaladas en este artículo, y sin perjuicio de lo establecido en el número 5 de dicha disposición, se entenderá que el monto defraudado es el equivalente a los pagos provisionales mensuales obligatorios efectivamente suspendidos en exceso de lo informado al Servicio de Impuestos Internos, debidamente reajustados, de acuerdo a lo señalado por el número 3 del mismo artículo.”.

6) Reemplázase en el artículo 7º la expresión “ley N°19.366,” por “ley N°20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas,”.

7) Introdúcese en el artículo 27 el siguiente inciso segundo:

“Asimismo, las industrias a que se refiere el artículo 27 del señalado decreto con fuerza de ley, podrán acogerse al régimen de recuperación de los impuestos del decreto ley N° 825, de 1974, mencionado en el inciso anterior, por las ventas de mercancías de su propia producción que hagan a la zona franca de extensión o a otros usuarios de zona franca. Estas operaciones deberán documentarse a través del intercambio de mensajes mediante el uso de un sistema tecnológico que determinará el Servicio de Impuesto Internos mediante resolución, la cual fijara además el contenido de dichos mensajes.”.

8) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 35, el guarismo “2012” por “2025”.

Artículo quinto.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.606, que establece incentivos para el desarrollo económico de las regiones de Aysén y de Magallanes, y de la provincia de Palena:

1) En el artículo 1º:

a) Sustitúyese en el inciso primero el guarismo “2011” por “2025”.

b) Reemplázase en el inciso segundo el guarismo “2030” por “2045”.

c) Suprímense en el inciso cuarto las expresiones “de a lo menos 500 m2 construidos” y “, de más de 5 unidades, con una superficie total construida no inferior a 1.000 m2,”.

d) Sustitúyese el inciso séptimo por el siguiente:

“Este beneficio sólo podrá otorgarse a los contribuyentes cuya inversión en bienes objeto del crédito a que se refiere esta ley, supere las 500 unidades tributarias mensuales.”.

2) Introdúcese el siguiente artículo 1º bis:

“Artículo 1º bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los contribuyentes que efectúen inversiones al amparo de la presente ley, podrán suspender sus pagos provisionales obligatorios de acuerdo a las siguientes reglas y por los períodos que a continuación se indican:

1. Beneficio. 

Cuando el monto del crédito estimado para el ejercicio, de acuerdo a lo señalado en la declaración que contempla el número 3 de este artículo, por las inversiones a que se refiere la presente ley, sea igual o exceda del promedio del impuesto de primera categoría que el contribuyente haya determinado durante los tres últimos años tributarios, podrá suspender totalmente sus pagos provisionales obligatorios. Para el cálculo de dicho promedio, se considerará que el impuesto de primera categoría es igual a cero, cuando el contribuyente hubiese determinado una pérdida tributaria como resultado del respectivo ejercicio.

En caso que el crédito estimado para el ejercicio fuere inferior al promedio del impuesto de primera categoría señalado en el inciso anterior, el contribuyente podrá suspender los pagos provisionales mensuales obligatorios hasta por un monto equivalente al 25% de los desembolsos totales destinados a las inversiones a que se refiere esta ley, estimados para el correspondiente año comercial.

En los casos indicados anteriormente, el crédito estimado corresponderá al remanente de los créditos de que trata esta ley que puedan imputarse en los años tributarios siguientes, más el crédito que se estime para el ejercicio respectivo, determinándose éste en función de la tasa de crédito que corresponda de acuerdo al artículo anterior, aplicada sobre los desembolsos proyectados para el ejercicio, que se destinen a las inversiones a que se refiere esta ley, independientemente de que dicho crédito se encuentre o no devengado al término del mismo.

Para calcular el promedio indicado, el impuesto de primera categoría se convertirá a unidades tributarias mensuales según su valor vigente al término del año comercial a que corresponda el impuesto. El número de unidades tributarias mensuales así obtenido se reconvertirá al valor en pesos que aquéllas tengan a la fecha en que se presente la declaración jurada indicada en el número 3 de este artículo.

2. Beneficiarios. 

Los contribuyentes podrán acceder a lo dispuesto en el numeral anterior, a partir del cuarto año comercial contado desde aquel en que hayan presentado su declaración jurada de inicio de actividades afectas al impuesto de primera categoría. Los demás contribuyentes podrán suspender los pagos provisionales mensuales obligatorios durante todo el plazo señalado en el número 4, hasta por un monto equivalente al 25% de los desembolsos totales destinados a las inversiones a que se refiere esta ley, estimados para el correspondiente año comercial, sin perjuicio de que a partir del cuarto año comercial señalado precedentemente, aplicarán íntegramente lo dispuesto en el número anterior.

3. Declaración jurada y deberes de información. 

Para los efectos de acogerse a lo dispuesto en este artículo, los contribuyentes deberán presentar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, una declaración jurada en tal sentido, acompañando un detalle técnico del proyecto de inversión, sus fechas estimadas de inicio y término, una especificación de los bienes que se adquirirán o construirán y el monto total de la inversión. La declaración jurada referida deberá ser complementada por los contribuyentes, en cada año comercial en que se acogerán al beneficio de este artículo, respecto de un mismo proyecto de inversión, debiendo informar al Servicio de Impuestos Internos, en la misma forma antes indicada, los desembolsos que proyecten efectuar y el monto del crédito estimado para el mismo período, calculado en la forma indicada en el número 1 anterior.

En todo caso, los contribuyentes siempre podrán rectificar, de manera fundada, en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos, la información respecto del crédito estimado y los desembolsos proyectados para el ejercicio, que se destinen a las inversiones a que se refiere esta ley. Del mismo modo, podrán declarar, también fundadamente, que no continuarán desarrollando el proyecto de inversiones que da derecho al beneficio. 

Cuando de lo informado por el contribuyente en su declaración rectificatoria resultare un porcentaje menor de suspensión de los pagos provisionales mensuales obligatorios, o no correspondiere suspensión alguna, deberá, respecto de los ingresos brutos que correspondan al mes de dicha rectificación y a los siguientes, cumplir con la obligación de efectuar pagos provisionales obligatorios mensuales de acuerdo a las reglas generales.

Los contribuyentes informarán también, en la respectiva declaración mensual de impuestos, el monto de los ingresos brutos para efectos del cálculo de los pagos provisionales mensuales obligatorios de cada período en que se hayan suspendido tales pagos conforme a este artículo.

4. Período de aplicación. 

Los contribuyentes podrán hacer uso del beneficio que establece este artículo a contar de los pagos provisionales obligatorios que deban declararse y pagarse por los ingresos brutos obtenidos a contar del mes de la presentación de la declaración jurada antes referida, y hasta el término de ese año comercial.

Con todo, podrán suspender los pagos provisionales obligatorios de los períodos mensuales siguientes, aplicando las reglas establecidas en los números 1 y 2 anteriores, siempre y cuando presenten previamente al Servicio de Impuestos Internos la declaración jurada complementaria establecida en el inciso primero del número 3 anterior. 

5. Sanciones. 

En caso que los contribuyentes hubieren suspendido los pagos provisionales mensuales obligatorios en forma indebida, se considerarán para todos los efectos legales como pagos provisionales obligatorios no declarados ni pagados, por lo que éstos se adeudarán junto con los reajustes, intereses y multas que correspondan. 

Para estos efectos, se considerará indebida la suspensión de los pagos provisionales mensuales obligatorios, cuando el contribuyente hubiere informado en la declaración jurada establecida en el número 3 anterior, o en su declaración complementaria o rectificatoria, en su caso, un crédito estimado superior a aquél que hubiese correspondido en función de los desembolsos destinados a las inversiones a que se refiere esta ley efectivamente realizados en el ejercicio, o cuando se haya invocado una suspensión por un monto superior a la que corresponda de acuerdo a las reglas de este artículo o a los antecedentes en que se funda.

Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de lo señalado en los incisos segundo y tercero del artículo 3º, y de la posibilidad de los contribuyentes para invocar otros regímenes de suspensión de sus pagos provisionales mensuales obligatorios, de acuerdo a otras disposiciones legales vigentes.”.

3) Sustitúyese en el artículo 2º la expresión “artículo anterior” por “artículo 1º”.

4) Introdúcese en el artículo 7º el siguiente inciso segundo:

“En el caso del artículo 1º bis, y sin perjuicio de lo establecido en el número 5 de dicha disposición, se entenderá que el monto defraudado es el equivalente a los pagos provisionales mensuales obligatorios efectivamente suspendidos en exceso de lo informado al Servicio de Impuestos Internos de acuerdo a lo señalado por el número 3 del mismo artículo.”.

5) Reemplázase en el artículo 8º la expresión “ley N°19.366,” por “ley N°20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas,”.

Artículo sexto.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 4º de la ley Nº 18.841, que establece un sistema simplificado de exportaciones, la expresión “1 unidad tributaria mensual” por “cero coma cinco unidades tributarias mensuales”.

Artículo séptimo.- Apruébase la siguiente ley, que autoriza el establecimiento de una Zona Franca en las regiones geográficamente aisladas del país: 

“Artículo 1º.- Autorízase el establecimiento de una Zona Franca en las regiones geográficamente aisladas del país, que a la fecha de publicación de esta ley no tengan la calidad de Zona Franca en los términos del artículo 1º del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas, y su normativa complementaria. Lo anterior es sin perjuicio de lo señalado en el artículo 8º de esta ley.

Para estos efectos, se considerará región geográficamente aislada, aquella que no cuente con conectividad vial terrestre íntegra y por rutas nacionales con el resto del territorio nacional.

Un decreto del Ministerio de Hacienda, expedido previo informe del Ministerio de Obras Públicas, establecerá las regiones que cumplan con el requisito señalado en el inciso anterior. Asimismo, un decreto expedido de la misma forma establecerá la pérdida del carácter de región geográficamente aislada, y el momento desde el cual se ha producido dicha pérdida.

Artículo 2º.- La administración y explotación de las Zonas Francas reguladas en esta ley será entregada por el Estado de Chile, a través del Intendente de la respectiva Región y previa autorización del Ministro de Hacienda, a las personas jurídicas que cumplan con las bases que para tales efectos determinen dichas autoridades, mediante contratos cuyas condiciones serán libremente pactadas con los interesados de conformidad con la legislación nacional. La aprobación de estos contratos deberá efectuarse mediante decreto del Ministerio de Hacienda, el que fijará la fecha de entrada en funcionamiento de cada Zona Franca.

Toda renovación o prórroga de los contratos de concesión deberá siempre someterse a los mismos trámites legales, administrativos y de control que se encuentren vigentes al momento de la prórroga o renovación.

Artículo 3°.- El precio pagado por el concesionario con motivo de la concesión irá en beneficio, en un veinte por ciento, de la municipalidad donde se ubique la Zona Franca; y en el mismo porcentaje, en beneficio de la comuna donde se ubique la capital regional respectiva. En caso que la municipalidad donde se instale la Zona Franca corresponda a la capital regional, la asignación será de un veinte por ciento. En cualquier caso, el monto restante irá en beneficio de las demás municipalidades de la respectiva Región, en partes iguales. Los recursos que reciban los municipios por aplicación de este artículo, sólo podrán destinarse a financiar proyectos de inversión y sus correspondientes estudios.

Artículo 4°.- El régimen de Zona Franca, su administración y explotación, se extenderá hasta el término de la respectiva concesión, renovación o prórroga que se encuentre vigente, en su caso, incluso cuando la Región deje de cumplir con la condición señalada en el artículo 1°.

Artículo 5°.- La administración y supervigilancia de las Zonas Francas establecidas por esta ley corresponderá al Intendente Regional respectivo, quien deberá establecer los procedimientos internos de control y fiscalización que sean necesarios para cautelar el fiel cumplimiento de las disposiciones aplicables a dichas Zonas Francas.

Artículo 6°.- Los territorios de las Regiones donde se instalen las Zonas Francas señaladas en esta ley, se considerarán, para todos los efectos legales y reglamentarios, Zonas Francas de Extensión, siéndoles aplicables las normas relativas a estas últimas.

Artículo 7°.- En todo lo que no fuere incompatible con esta ley, se aplicarán a las Zonas Francas del artículo 1° las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas, y su normativa complementaria.

Artículo 8°.- Aquellas Regiones en las que se instale una Zona Franca de acuerdo a lo previsto en esta ley y que al momento de su instalación se encuentren acogidas al régimen de Zona Franca de Extensión respecto de otra Zona Franca, mantendrán vigente e inalterado su régimen jurídico respecto de esta última.”.

Artículo octavo.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 28  del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas, el guarismo “2012” por “2025”.

Artículo noveno.- Facúltase al Presidente de la República para dictar uno o más textos refundidos, coordinados y sistematizados, que contengan todas o algunas de las leyes que se modifican por la presente ley, para su mejor ejecución. En ejercicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de forma que sean indispensables, sin alterar, en modo alguno, su verdadero sentido y alcance. Esta facultad podrá ser ejercida dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

Artículo décimo.- La presente ley entrará en vigencia a partir del 1 de enero de 2012. En el caso de las modificaciones introducidas en la ley N° 19.420 y en la ley N° 19.606, éstas se aplicarán respecto de las inversiones consistentes en bienes que sean adquiridos o terminados de construir a partir de dicha fecha.

Sin perjuicio de lo anterior, lo dispuesto por el número 3) del artículo cuarto, y por el número 2) del artículo quinto, comenzará a regir luego de 90 días corridos desde la fecha de la publicación de la presente ley.

El artículo séptimo comenzará a regir a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -
Acordado en sesiones celebradas los días 3, 8 y 9 de octubre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Carlos Bianchi Chelech (Presidente Accidental), Antonio Horvath Kiss, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber, Carlos Larraín Peña, Pedro Muñoz Aburto, Jovino Novoa Vásquez, Jaime Orpis Bouchon, Fulvio Rossi Ciocca y Patricio Walker Prieto. 

Sala de la Comisión, a 10 de octubre de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de las Comisiones unidas
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA EN EL ÁMBITO DE LA SUSTENTABILIDAD DE RECURSOS HIDROBIOLÓGICOS, ACCESO A LA ACTIVIDAD PESQUERA INDUSTRIAL Y ARTESANAL Y REGULACIONES PARA LA INVESTIGACIÓN Y FISCALIZACIÓN, LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA CONTENIDA EN LA LEY N° 18.892 Y SUS MODIFICACIONES

(8091-21)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República,  con urgencia calificada de “suma”.

Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señora Isabel Allende Bussi y señores José García Ruminot, Carlos Küschel Silva, Jaime Orpis Bouchon, Mariano Ruiz- Esquide Jara y Victor Pérez Varela, y los Honorables Diputados señora Clemira Pacheco y señor René Alinco.

Asistieron, especialmente invitados:  del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo:  el Ministro, señor Pablo Longueira Montes;  el asesor legislativo, señor Alejandro Arriagada;  el asesor señor Julio Alonso Ducci y el asesor de Comunicaciones; señor Saúl Obando Argel. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Coordinadora Legislativa, señora Alejandra Voigt Prado.  De la Subsecretaría de Pesca:  el Subsecretario, señor Pablo Galilea Carrillo;  el Jefe de la División Jurídica, señor Felipe Palacio Rives;  la Jefa de la División de Desarrollo Pesquero, señora Edith Saa;  la asesora legal, señora María Alicia Baltierra, y la periodista, señorita Hilda Meyling Tang Ortiz;  del Servicio Nacional de Pesca:  la Directora Nacional (S), señora Ana María Urrutia Garay;  la Jefe del Departamento Jurídico, señora Ana María Ramirez Angely.  Del Instituto de Fomento Pesquero:  el Presidente del Consejo Directivo, señor Luis Pichott;  y el Director Ejecutivo, señor Jorge Toro.  Del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), la Subdirectora de Operaciones, señora Julia Ortúzar.  De la Dirección de Presupuestos:  los asesores, señores José Tanhuz Muñoz y señor Rodrigo Quinteros Botten;  de la Biblioteca del Congreso Nacional:  el Coordinador del Área de Recursos Naturales, señor Leonardo Arancibia.  Del Instituto Libertad y Desarrollo:  el asesor, señor Daniel Montalba Armanet.  Del Instituto Igualdad, el coordinador del Programa Legislativo, señor Gabriel de la Fuente, y la antropóloga, señora Francisca Greene.

En representación de las Organizaciones No Gubernamentales ONG de carácter ambientales, asistieron, especialmente invitados:  de Oceana para Sudamérica: el Vicepresidente, señor Alex Muñoz Wilson.  De Greenpeace:  el Coordinador de Campaña, señor Samuel Leiva, y la Consejera Política de Campaña, señora Elizabeth Soto.  De ECOCEANOS:  el Director Ejecutivo, señor Juan Carlos Cárdenas.  Del Programa de Conservación Marino (WWF):  el Coordinador Regional de Pesquerías, señor Mauricio Gálvez Larach.  De Marine Stewardship Council (MSC):  Latin American Outreach Consultant, señor Rodrigo Polanco.

Asimismo asistieron especialmente invitados por la Comisión, los representantes de las organizaciones de pescadores artesanales que se mencionan:  De la Confederación de Pescadores Artesanales de Chile (CONAPACH), señora Zoila Bustamante Cárdenas.  De la Confederación Nacional de Federaciones de Sindicatos de Pescadores Artesanales de Chile (CONFEPACH), el Presidente, señor Hugo Arancibia Zamorano.  Del Consejo Nacional por la Defensa del Patrimonio Pesquero de Chile A.G., el Presidente, señor Nelson Estrada y los Directores, señores Honorino Angulo y Jorge Bustos.  Del Grupo de Sindicatos Artesanales del Norte, el señor Héctor Souza.

Concurrieron también especialmente invitados, en representación del sector laboral:  de la Federación de Sindicatos de Trabajadores de la Industria Pesquera de la Región del Bío Bío (FESIP), la Presidenta, señora Juana Silva.  De la Asociación Gremial de Oficiales de Pesca Industrial (AGOPESI):  el señor Jaime Acuña.  Del Sindicato de Tripulantes de Arrastre del Bío Bío, el Presidente don Sergio Vera.  Del Sindicato de Tripulantes del Bío Bío, el Presidente, Hugo Roa.  De la Asociación de Armadores Cerqueros de Chiloé (ASARCECHI AG), del Sindicato de Pescadores Artesanales Pelágicos SIPESRAYEN, del Sindicato de Trabajadores Independientes Pescadores Cerqueros (PECERCAL), y Asociación Gremial de Pescadores Artesanales (ASOGPESCA) Ancud de la X Región, representados por el señor Mario Carrillo y el señor Manuel Machuca. Del Sindicato de Tripulantes de Puerto Chacabuco (SINTRINAVES), el Presidente, señor Mariano Villa.  De la Federación de Trabajadores de la Industria Pesquera de la Región del Bío Bío (FETRAPES), el Presidente, señor Juan Montecinos.  De la Federación de Trabajadores de Planta de Consumo Humano (FESTRACH), el Presidente, señor Raúl Morales.  De la Federación de Trabajadores Pesqueros de Coronel (FETRAPEC), señor Raúl Morales.  Del Sindicato Interempresas de Trabajadores Oficiales de Naves Especiales y Regionales de la Marina Mercante Nacional, el Presidente, señor Juan Carlos González.  Del Sindicato Interempresas de Oficiales Motoristas de la Marina Mercante, el Presidente, señor Eric Riffo.  Del Sindicato de Tripulantes de Naves Industriales de la Región del Bio-Bío, el Presidente, señor Mario Carrillo.  De la Federación de Trabajadores de la Industria Pesquera de Aysén (FEDETRAP), el señor Rubén Leal.  Del Grupo de Sindicatos de Personal Embarcado de Arica, Iquique y Mejillones, el señor Luis Saavedra.  De las Plantas de Proceso de la Zona Norte, el señor Raúl Morales.  Del Sindicato de Tripulantes de Naves Arrastreras de la Región del Bío Bío, el Presidente, señor Sergio Vera.  El representante de la Pesca Artesanal de la Región de Coquimbo, señor Pascual Aguilera.  Del Sector Artesanal Crustáceo (SIEPAR), los señores Mario Morozin, Gonzalo Zúñiga y Eric Aravena.

En representación del sector industrial, asistieron:  De la Federación de Industrias Pesqueras del Sur Austral (FIPES), el Presidente, señor Carlos Vial. De la Asociación de Industriales Pesqueros (ASIPES), el Gerente General, señor Luis Felipe Moncada.  De la  Asociación de Industriales Pesqueros (ASIPES), el Presidente, señor Jan Stengel.  De la Sociedad Nacional de Pesca, el Gerente General, señor Héctor Bacigalupo.  De la Asociación de Industriales Pesqueros del Norte, el Presidente, señor Francisco Mujica.  De la Asociación de Armadores de Buques Pesqueros y Empresas Procesadoras de Productos del Mar (ANAPESCA), el Presidente, señor Rodrigo Vial;  y el Gerente, señor Santiago Gacitúa.  De la Empresa Lota Protein S.A.:  La Gerente de Asuntos Corporativos, señora Riola Solano.

Concurrieron, especialmente invitados: De la Asociación Gremial de Funcionarios del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura, el Presidente, señor Ricardo Villalobos, y el Secretario General, señor Eduardo Fuentes.  De la Agrupación de Sindicatos Unidos del Instituto de Fomento Pesquero IFOP, el Presidente, señor Juan Olivares;  el Secretario, señor Renato Céspedes;  y los Directores señora Lorena Canales y señor Guillermo Bendel.  Del Sindicato de Observadores Científicos del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP):  el Presidente, señor Sergio Delgado, y el dirigente, señor Guillermo Bendel.

Asimismo, asistieron, invitados por la Comisión:  De la Comunidad Identidad Lafkenche, el representante, señor Adolfo Millabur;  los dirigentes, señores Miguel Cheuqueman y Rolando Huenchunao.  De la Asociación de Profesionales Indígenas y Coordinadora del Encuentro de Autoridades Tradicionales y Dirigentes de los Pueblos Indígenas Auto Convocados, la Presidenta, señora Sandra Huentemilla.  Del Comité de Defensa del Patrimonio Pesquero y miembro de las Autoridades Tradicionales y Dirigentes de los Pueblos Indígenas Auto Convocados, los representantes señores  Boris Hualme y Juan Valeria Quilapán.

También concurrieron, especialmente invitados:  De Integración Pesquera de la Región de Coquimbo, los gerentes señores José González y Jorge Santos.  De la Asociación Gremial de Pequeños y Medianos Empresarios Pesqueros Región del Bío-Bío (PYMEPES), el Presidente, señor Enrique González;  y el Gerente, señor Alfredo Irarrázaval.

Asistieron asimismo, especialmente invitados el Profesor de la Facultad de Ciencias Biológicas de la Universidad Católica de Chile, doctor Juan Carlos Castilla;  el Profesor de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile, doctor Andrei Tchercnitchin, y el académico de la Facultad de Ecología de la Universidad Católica de Chile y Premio Nacional de Ciencias Naturales, doctor Bernabé Santelices.

En la visita efectuada a las regiones, la Comisión escuchó a las siguientes personas, en representación de las entidades que se indican:

En la ciudad de Punta Arenas:  señor Óscar Muñoz Vera, miembro Consejo Zonal de Pesca de la XII Región de Magallanes y Antártica Chilena;  señor Víctor Aguilar, en representación de los Armadores Artesanales de Puerto Natales;  señor Humberto Camelio Contreras, en representación de los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros;  señor Heraldo Muñoz, Presidente del Sindicato de Trabajadores Independientes de Recursos Demersales-Bentónicos de Punta Arenas;  señora Tamara Oyarzo Montenegro, representante de Pescadores Artesanales de Bahía Chilota, Porvenir;  señor Dalivor Eterovic Díaz, Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT) Provincial Magallanes;  señor José Hernández Villarroel, representante de los tripulantes de naves especiales de Punta Arenas;  señor Juan Carlos Tonko, representante de la comunidad Kawesqar, residente en Puerto Edén;  señora Valeria Carvajal Oyarzo, Gerente General FIPES;  señor Fernando Carmona, Presidente de Asociación Gremial de Punta Arenas y Antártica Chilena y Dirigente del Consejo Nacional por la Defensa del Patrimonio Pesquero (CONDEPP);  señor Andrés Franco Enríquez, miembro del Centro de Estudios Pesqueros (CEPES), y señor Milton Ojeda, Director del Centro General de Padres del Liceo Luis Alberto Barrera.

En la sesión efectuada en la comuna de Puerto Aysén, asistieron: señor Rubén Leal, Presidente del Sindicato de Trabajadores de la empresa Fríosur;  señor Héctor Barría, Presidente del Sindicato de Pescadores Artesanales de Puerto Aysén (Sindicato Aysén);  señor Mariano Villa, Presidente del Sindicato de Tripulantes Naves Especiales de Puerto Aysén;  señor Honorino Angulo, Director de la Comisión Nacional por la Defensa del Patrimonio Pesquero y Presidente de la Asociación Gremial de Organizaciones de Pescadores Artesanales de Puerto Aysén (Puerto Gala, Aguirre, Gaviota, Puyuhuapi, Melinka);  señora Marcia Nahuelquín, representante de los pueblos originarios;  los señores José Ascencio, Néstor Millar y José Mayorga, pescadores artesanales, y el señor Jorge Barría, Presidente Federación de Trabajadores de la Industria Salmonera.

En la sesión efectuada en la ciudad de Puerto Montt participaron las personas que se indican, en representación de los organismos que se señalan:  señor Pablo González, representante de las pequeñas y medianas empresas;  señores Miguel Cheuqueman y Erick Vargas, representantes de la Identidad Territorial Lafkenche;  señores Simón Díaz y Marco Salas, representantes de Prodelmar;  señor Rodrigo Aguilar, Asociación Gremial Pescadores Artesanales Demersal Región de Los Lagos (Puerto Montt, Calbuco, Hualaihué, Palena, Chiloé);  señor Juan García, representante de CooperMontt; señora Zoila Bustamante, Federación Bentónica Bahía Estaquilla, Los Muermos; señor Jorge Bustos, Presidente COREPA; señor Héctor Morales, Presidente del Consejo Provincial de Pescadores Artesanales de Chiloé;  señor Sergio Mayorga, Dirigente de la pesca artesanal de Chiloé;  señor Custodio Serón, Dirigente de la pesca artesanal de Maullín;  señor José Verdugo, Presidente de Confesur;  señor Rubén Castillo, Presidente de la Federación de Pescadores Artesanales de Maullín;  señor Héctor Kol, biólogo marino y los señores José Miguel Chávez y José Montt, Merexport.

El día 26 de septiembre de 2012, la Comisión efectuó una primera reunión en caleta Mehuín, comuna de San José de la Mariquina, Región de los Ríos, a la que asistieron las siguientes organizaciones y personas:  señor Luis Llanquiman, Presidente de Asociación de Comunidades de Mehuín (Rehue-Lafken, Villa Nahuel, Lenfumapu, Huinculmapu, Piutril, Puringue, Nogal, Puringue Pobre y Mehuín Alto);  señor Boris Hualme, representante pueblos originarios, sector Mehuín Alto; señor Jaime Nahuelpan, representante pueblos originarios, sector Rehue-Lafken;  señor Gino Bavestrello, Presidente de la Federación de Pescadores Artesanales de Corral (FEPACOR), y señores René Norambuena, Gustavo Sepúlveda y Elíaf Viguera, pescadores artesanales.

El mismo día 26 de septiembre de  2012, en una segunda reunión, se escuchó en caleta Mehuín a las siguientes organizaciones y personas:  señor Marcos Ide, Presidente de la Federación de Pescadores Artesanales de Valdivia (FIPASUR);  señores Raúl González, Sergio Soulodre y José Mora, Dirigentes de la Asociación de Demersales de Valdivia (ADEMARVAL);  señor Manuel Machuca, Presidente del Sindicato de Tripulantes Cerqueros de Valdivia (ACERVAL);  señor Juan Santana, Presidente del Sindicato de Tripulantes Artesanales de Valdivia (SITCAM);  señor Joaquín Vargas, Presidente de Federación de Pescadores Artesanales de Mehuín (FEPACOM), y señor Sergio Agüero, Presidente del Sindicato Caleta El Piojo, Niebla.

También el día 26 de septiembre de 2012, la Comisión se reunión en Caleta Queule, comuna de Toltén, con las siguientes organizaciones y personas: señor Patricio Olivares, Presidente del Sindicato de Pescadores Artesanales de Queule;  señor Aldo Ulloa, Presidente del Sindicato de Pescadores Artesanales de La Barra;  señor Hernán Machuca, Presidente de la Organización de Armadores y Pescadores Artesanales de Queule (SIARPESCA);  señores Manuel Garrido y César Purquillanca, Dirigentes de la Caleta Queule, y señor Alfredo Caniullán, representante de los pueblos originarios.

El día 27 de septiembre de 2012, la Comisión se reunió en la ciudad de Temuco con las siguientes organizaciones y personas:  señor Moisés Vilches, representante de Identidad Lafquenche, IX Región;  señores Florindo Painecura y Osvaldo Nahuelpan, representantes de Identidad Lafquenche, Puerto Saavedra;  señor José Felipe Huenuman, representante de Identidad Lafquenche, Teodoro Schmidt;  señora Mirta Ñancuñar y señor Juan Manquehuil, representante de Identidad Lafquenche, Toltén;  señores Carlos Fleite, Alcalde (S) Puerto Saavedra y Pedro Vera, Alcalde de Carahue.

Asimismo, el día 27 de septiembre de 2012, la Comisión se reunió en Lebu, Región del Biobío con las siguientes organizaciones y personas:  señores Adolfo Millabur, Carlos Huaiqui, Fernando Fren, Jaime Millán e Iván Carilao, representantes de Identidad Lafquenche, VIII Región;  señor Herminio Castro, Presidente de Pescadores Artesanales de Origen Mapuche;  señor Sergio Maldonado, Presidente de Asociación de Armadores de Pescadores Artesanales de Lebu;  señor Leonel Lucero, Presidente de Federación de Pescadores Artesanales de Arauco (FEPARAUCO);  señor Saúl Lagos, Presidente de la Mesa Comunal de Pesca de Lebu, y señor Lester Chávez, asesor técnico de la Mesa Comunal de Pesca de Lebu.

El día 28 de septiembre de 2012, se escuchó en caleta Lo Rojas, Coronel, a las siguientes organizaciones y personas:  señor Rosendo Arroyo, Presidente de Sindicato de Pescadores Artesanales y Buzos de Coronel (SIPARBUCOR);  señor Claudio Villarroel, Presidente de Asociación Gremial Caleta Lo Rojas, Coronel;  señores Cornelio Vallejos, Miguel Anjarí y Gustavo Sansara y señoras Edita Leiva, Paola Poblete y Sara Garrido, pescadores artesanales de Caleta Lo Rojas, Coronel, Lota y Coliumo;  señor Patricio Santibáñez, Presidente del Sindicato de  Pescadores de Caleta Tumbes; señor Hernán Cortés, Presidente Federación de Tripulantes de Arauco (FENASPAR), Coronel;  señor Manuel Núñez, Presidente del Sindicato de Pescadores de Isla Santa María, y señor Nelson Estrada, Dirigente del Consejo Nacional por la Defensa del Patrimonio Pesquero (CONDEPP).

I. OBJETIVOS DEL PROYECTO.

La iniciativa tiene como objetivo central la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos, para la cual propone un sistema de administración y gestión a largo plazo, que considera la explotación óptima de los recursos pesqueros en armonía con el medio ambiente.

Dentro de ese contexto, se incorporan en la iniciativa nuevos conceptos y principios biológicos no considerados en la normativa pesquera vigente, a saber: el enfoque ecosistémico y el principio precautorio.

En tal sentido, en una primera instancia, el proyecto apunta a la recuperación de las pesquerías que se encuentran en estado de plena explotación o agotadas, y a partir de ello aplicar un enfoque sustentable en un sistema de administración con objetivos a mediano y largo plazo.

II. NORMAS DE QUÓRUM.

Tienen el rango de ley orgánica constitucional las disposiciones que se indican:

Del Artículo 1°:  los números 51 (Artículo 55 K) (artículo 38 Constitución Política);  53 (artículo 55Q) (artículo 77 de la Constitución Política), y 73 (artículos 153 y 154) (artículo 38 de la Constitución Política).

Estas disposiciones deben ser aprobadas por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, conforme lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

En tanto, tienen el carácter de ley de quórum calificado las siguientes normas:

Del Artículo 1°:  los números 3, letras b) y c) (artículo 19 N° 23);  13) (artículo 24) (artículo 19 N° 23 de la Constitución Política);  número 15, letras a) y b) (artículo 19 N° 23);  17 (artículo 28) (artículo 19 N° 23);  18 (Artículo 28 A);  (artículo 19 N° 23);  20 (artículo 30) (artículo 19 N° 23);  21 ( artículo 30 A) (artículo 19 N° 23);  24 (artículo 33) (artículo 19 N° 23 de la Constitución Política);  25 (artículo 34 A) (artículo 19 N° 23 de la Constitución Política);  30 (artículo 39) (artículo 19 N° 23);  31 (artículo 40) (artículo 19 N° 23);  32 (artículo 40 A) (artículo 19 N° 23);  38 (artículo 47) (artículo 19 N° 23);  39 (artículo 47 bis) (artículo 19 N° 23);  41(artículo 48 A) (artículo 19 N° 23);  44 (artículo 50 C) (artículo 19 N° 23); 51 (Artículo 55 I, Artículo 55 J, Artículo 55 L, Artículo 55 M, Artículo 55 N) (artículo 19 N° 23 de la Constitución Política);  y las disposiciones transitorias contenidas en los artículos segundo, quinto, y décimo cuarto (artículo 19 N° 23 de la Constitución Política).

Estas disposiciones deben ser aprobadas por la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -

III. OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA.

De conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República, y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la modificación propuesta en el artículo 1° del numeral 53 (Artículo 55 Q), debe ser consultada a la Excma. Corte Suprema toda vez que ella incide en las atribuciones y organización de los tribunales de justicia.

Mediante oficio N° 10.264, de 10 de julio del presente año, la Honorable Cámara de Diputados consultó el parecer de ese Excmo. Tribunal.

La Corte Suprema mediante oficio N° 73- 2012, comunicó a esa Cámara que acordó informar desfavorablemente las normas consultadas.  En atención a ello y dado que las disposiciones consultadas son de idéntico tenor a las que se someten a consideración de este Senado, se ha estimado innecesario efectuar nuevamente la consulta.

Sin perjuicio de lo anterior, cabe señalar que si en el segundo trámite reglamentario surgieren disposiciones que deban ser objeto de consulta a ese Excmo Tribunal, o bien se modificare el tenor del texto del artículo consultado por la Honorable Cámara de Diputados, la Comisión procederá a recabar la opinión del mencionado Tribunal, conforme lo dispone el artículo 77 de la Carta Fundamental.

- - -

IV. ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La ley N° 18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura, de 23 de diciembre de 1989, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto N °430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

2.- El decreto ley N° 2.222, de 1978 Ley de Navegación.

3.- La ley N° 19.713, que establece como medida de administración el límite máximo de captura por armador de las principales pesquerías industriales nacionales y la regularización del Registro Pesquero Artesanal.

4.- La ley N° 20.416, que fija normas para las empresas de menor tamaño.

5.- La ley N° 20.249, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que da origen a este proyecto de ley, entre sus fundamentos, señala los siguientes:

CONSIDERACIONES PREVIAS

Destaca que el sector pesquero nacional representa el 1% del PIB nacional, generando exportaciones por US$ 1.260 millones de dólares, incluyendo las sumas por la venta de productos congelados, harina de pescado y conservas.  Añade que dicho sector productivo provee más de 120.000 empleos directos en tierra y mar, lo que incluye a 40.000 tripulantes de la flota industrial y más de 80.000 pescadores artesanales, incluyendo buzos, recolectores de orilla y pescadores a lo largo de todo el país, de los cuales cerca de un 25%, esto es, 80.000 pescadores, son mujeres.  Agrega que ello resulta ser aún mas relevante considerando la particular geografía de nuestro país, que, con 4.200 kilómetros lineales de costa, -o 83.850 si consideramos sus islas- hacen que la actividad costera y pesquera resulte ser fundamental para casi todas las regiones del país, considerando el importante numero de personas que participan y dependen de ella.  En tal contexto, sostiene el Mensaje, se debe favorecer el crecimiento sostenido de este sector de la economía, toda vez que constituye una fuente muy relevante para generar ingresos y empleo, y una forma de ocupación territorial y geopolítica de suyo relevante.

Explica que  la iniciativa legal pretende modificar el paradigma sobre el cual se ha basado la explotación de los recursos pesqueros chilenos durante los últimos 15 años, para lo cual se han tenido en consideración los factores positivos de la normativa actualmente vigente, que han permitido el desarrollo de la industria y el trabajo digno de miles de trabajadores artesanales del país.

En efecto, destaca que a nivel mundial la actividad pesquera nacional se ubica en el séptimo lugar en cuanto a desembarques totales, alcanzando 3,1 millones de toneladas en 2010, lo que no se refleja en términos de recaudación de lo capturado, quedando un espacio importante para propender a que el sector pesquero nacional agregue mayor valor a las capturas.

Asimismo, señala que actualmente el estado de las principales pesquerías nacionales es preocupante, toda vez que se encuentran en su mayoría sobrexplotadas, incluyendo algunas en estado de colapso, por lo que se requiere favorecer la sustentabilidad de los recursos como uno de los criterios más relevantes en esta materia, no sólo a objeto de preservar el medio ambiente, sino también para proyectar a un sector que depende de la sustentabilidad de los recursos.

SITUACIÓN ACTUAL

A continuación, el Mensaje refiere que, a objeto de estudiar las respectivas modificaciones que se proponen a la Ley General de Pesca y Acuicultura, se ha analizado el estado del sector pesquero nacional e internacional.  En tal sentido, indica que se han tenido en consideración las siguientes materias:

1 Regulaciones de carácter transitorio.

En este acápite, el Mensaje expone que la regulación de la actividad pesquera en nuestro país ha sido objeto de una serie de modificaciones durante la última década las que, desde su origen, fueron concebidas como transitorias.  Es así como el año 2001 se promulgó la ley N°19.713, que establece los límites máximos de captura por armador, por el plazo de dos años.  Asimismo, destaca que en noviembre de 2002 se envió una iniciativa legal, denominada “Ley Corta de Pesca”, la que fue aprobada en diciembre de dicho año, prorrogando la vigencia de los límites máximos de captura por armador por el plazo de 10 años, es decir, hasta el 31 de diciembre de 2012.

Puntualiza que, bajo la vigencia de dicha ley, una parte muy relevante del sector pesquero ha sido regulado mediante los limites máximos de captura por armador, que son asignaciones de cuotas individuales no transferibles directamente.  Ello implica que sólo es posible realizar tales traspasos de forma indirecta mediante la transferencia de la nave que da origen a dicha asignación.  Asimismo, agrega que en el sector pesquero artesanal se introdujo la regulación de asignaciones de cuota mediante el Régimen Artesanal de Extracción, lo que da cuenta de la amplia diversidad del sector pesquero artesanal, al permitirse que tales asignaciones se efectúen de varias formas.

Así, el proyecto reitera que, desde el año 2001, el sector pesquero ha sido objeto de una normativa transitoria e incompleta, toda vez que la regulación de los limites máximos, si bien constituyó un avance en esta materia, no avanzó respecto de elementos esenciales de la administración pesquera tales como la transferibilidad plena de las cuotas asignadas y la forma de renovación de los respectivos regímenes, lo que generó incertidumbre acerca de la fecha de término de la vigencia de la ley. En materia artesanal extractiva, añade, no se contemplaron mecanismos para el cabal cumplimiento de las cuotas asignadas, elemento que también es de la esencia de este tipo de administración.  Por otra parte, indica que la transitoriedad, al llevar asociada un estado de incertidumbre, genera incentivos perversos para los actores del sector pesquero, lo que incide en una sobreexplotación de los recursos.

2 Pérdida de foco en la sustentabilidad de los recursos pesqueros.

Sostiene el Mensaje que en lo relativo a la sustentabilidad de los recursos pesqueros, en años anteriores no ha habido un entendimiento cabal por parte de la autoridad pesquera, y de los actores del sector artesanal e industrial, acerca de la relevancia de la administración y explotación de los recursos hidrobiológicos.  En ese sentido, explica que se debe concebir como objetivo de mediano y largo plazo el uso sustentable de tales recursos, aun cuando ello podría suponer una baja o estancamiento de las capturas en un inicio, por lo que resulta de suyo complejo implementar tales políticas, atendidos los costos sociales que ello conlleva.

En cuanto a la administración de las pesquerías, explica que tales políticas fueron implementadas con una visión de corto plazo, lo que permitió la generación de empleo e ingresos de forma transitoria, pero que, en el mediano plazo, trajo aparejado pérdidas económicas y sociales y un daño irreparable a la actividad desarrollada en torno a ellas.  Es así como, se ha observado un uso indebido de la pesca de investigación, llegándose a tal extremo que gran parte de la pesca artesanal, y en cierta medida de la pesca industrial, se regulaba mediante este medio, perdiendo eficacia la regulación contenida en la ley de pesca.  Asimismo, agrega que la definición de la cuota global de captura por parte de los propios actores impidió adoptar a tiempo las medidas que permitieran recuperar las pesquerías de los niveles de sobrexplotación en que actualmente se encuentran.

Enfatiza el Mensaje que tal combinación de factores provocó una situación de ingobernabilidad y la pérdida de foco respecto al objetivo central: el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos.  Asimismo, indica que no hubo una real comprensión respecto de que el desarrollo de una actividad pesquera sustentable conlleva beneficios económicos para todos los actores, al reducir costos, mejorar las capturas, proveer estabilidad en el empleo y en los ingresos o mejorar la rentabilidad.  Así, agrega, al no establecerse objetivos de largo plazo en la administración de las pesquerías se permite que predominen variables que atentan contra la consecución del referido objetivo.

3 Inadecuaciones del proceso de toma de decisiones.

En este aspecto, el Mensaje explica que las consideraciones reseñadas precedentemente, relativas a la no sustentabilidad de los recursos, estuvieron, a su vez, acompañadas de un inadecuado proceso de toma de decisiones.  Al efecto, señala que una de las principales medidas de conservación de los recursos hidrobiológicos, consistente en la adopción de la cuota global de captura, no es decidida por la autoridad pesquera en base a la información científica disponible, sino que debe ser aprobada por los Consejos Zonales y Nacional de Pesca, los que, en su condición de órganos auxiliares de la administración pesquera, están integrados por miembros que representan a las organizaciones gremiales de  pescadores artesanales e industriales y trabajadores, junto a representantes de las entidades públicas pesqueras y, en el caso del Consejo Nacional, por representantes del Presidente de la República.  En tal sentido, el Mensaje no contiene un cuestionamiento a la existencia de dichos Consejos, toda vez que han permitido integrar la visión de los regulados a la administración pesquera, lo que resulta ser esencial y que debe rescatarse de la propuesta de modificación.  Con todo, señala que se debe asegurar que en la adopción de una determinada cuota global de captura primen las consideraciones de carácter científico.

4 Insuficiencia de la investigación pesquera.

En el contexto del proceso de toma de decisiones, el Mensaje refiere  que se debe analizar el rol de la investigación pesquera para sustentar científicamente las medidas de administración y conservación que establece la Ley de Pesca, toda vez que la visión de la investigación pesquera actual es parcial y de corto plazo, encontrándose fragmentada entre diversas fuentes de financiamiento. Por otra parte, añade que no hay un control de la calidad, debido a que se carece de un sistema para medirla y para favorecer la transparencia que dicho proceso requiere. Además, se han mantenido por parte del Estado indefiniciones en relación al rol del Instituto de Fomento Pesquero, toda vez que no se consagra expresamente cuál es su cometido. Finalmente, agrega que no ha habido un reconocimiento legal y un marco institucional a la asesoría científica de los Comités Técnicos.

5 Insuficiente fiscalización pesquera.

Agrega que se ha considerado también la falta de fiscalización efectiva y oportuna en el sector pesquero en general, con especial énfasis en la pesca artesanal.  En ese sentido, la iniciativa explica que actualmente el Servicio Nacional de Pesca carece de las herramientas que le permitan fiscalizar adecuadamente la pesca artesanal, lo que resulta ser de suyo complejo si se considera que en el año 2000 el 20% de los desembarques nacionales provenía del sector pesquero artesanal, mientras que en el año 2010 dicha cifra equivale al 50%, evidenciándose a su respecto una tendencia creciente. 

6 Visión de corto plazo.

El Mensaje sostiene que los factores analizados precedentemente comparten una visión a corto plazo en esta materia.  En efecto, indica que la normativa que se ha dictado pretende resolver problemas ante contingencias específicas, pero carecen de una visión de largo plazo con miras a garantizar el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos.

7 Pérdida de ingresos y competitividad del sector pesquero.

En resumen, el Mensaje concluye que, como consecuencia de las consideraciones descritas en los acápites anteriores, el sector pesquero nacional ha perdido competitividad económica, toda vez que las principales pesquerías han sufrido una drástica caída en sus cuotas globales con la consiguiente pérdida de sus beneficios económicos.  En tal sentido, agrega que la explotación de los recursos pesqueros no ha estado centrada en la sustentabilidad de los recursos y no ha asumido que las pesquerías deben iniciar prontamente una fase de recuperación, haciendo primar el círculo vicioso de la explotación irracional por sobre el virtuosismo de la explotación sustentable.

8 Otros elementos considerados.

La iniciativa señala que, además, se han considerado otros elementos que han contribuido y aportado al análisis de esta materia.  Al efecto, detalla los siguientes factores:

a. Recomendación Normativa del Tribunal de la Libre Competencia en la causa Rol ERN N° 12-120 “Sobre Régimen de Acceso a los Recursos Pesqueros”, de 27 de enero de 2011.

Con ocasión de dicha recomendación, originada por un requerimiento de una empresa pesquera nacional, el Mensaje indica que la iniciativa legal contiene una serie de consideraciones que han sido relevantes para el estudio y formulación de la propuesta legislativa.  Tales recomendaciones consideran el nuevo régimen de acceso a los recursos pesqueros mediante elementos tales como la plena transferibilidad de las cuotas asignadas y la duración de los derechos, con lo que se busca promover la libre competencia, a objeto de permitir la entrada de nuevos actores, la asignación eficiente de recursos y el acceso de los consumidores a los beneficios de un sector competitivo y regulado de forma adecuada.

b. Recomendaciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), para la recuperación de las pesquerías.

Dicha entidad ha analizado y efectuado una propuesta para los Gobiernos dirigida a favorecer la recuperación de las pesquerías.  Añade que tales directrices han sido fundamentales al momento de estudiar las modificaciones que la iniciativa pretende introducir a la Ley General de Pesca y Acuicultura, debido a que en ellas se establecen premisas básicas que se deben considerar al momento de elaborar políticas públicas en esta materia.

c. Instrumentos Internacionales.

Finalmente, la propuesta considera las conclusiones y recomendaciones de instrumentos pesqueros internacionales tales como el Código de Conducta de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO), la Resolución sobre Pesca Sustentable de Naciones Unidas, la Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar del Océano Pacífico Sur -que actualmente se encuentra en tramitación parlamentaria en el Congreso Nacional-, y legislación comparada sobre la materia.

OBJETIVOS DE LA PROPUESTA DE 
MODIFICACIÓN

Expresa el Mensaje que para el análisis de la propuesta legislativa se han tenido en consideración los antecedentes reseñados, la experiencia de los actores artesanales e industriales, la normativa internacional aplicable en el ámbito pesquero, las recomendaciones de los principales Foros Pesqueros Internacionales y los principios sociales y económicos que permiten establecer los incentivos correctos para avanzar hacia el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos.

En tal sentido, añade, la referida propuesta de modificación legal se encuentra construida sobre los siguientes ejes:

1. Se debe garantizar el uso sustentable de los recursos pesqueros

Indica que, por las particularidades propias del sector pesquero, éste supone la explotación de un recurso natural cuyo aprovechamiento sustentable debe ser cautelado por la autoridad con el objeto de permitir que las generaciones futuras puedan aprovechar tales recursos, y que dicho aprovechamiento se efectúe en armonía con el medio ambiente.  Por otra parte, agrega, el rendimiento económico y social de las principales pesquerías nacionales se vería incrementado al propender hacia el uso sustentable de los recursos pesqueros, toda vez que ello constituye un requisito previo para garantizar la viabilidad de dicho sector.  En tal contexto, indica que el actual Gobierno ha centrado su administración en la recuperación de las pesquerías que se encuentren en estado de colapso o agotadas.

Asimismo, el Mensaje explica que Chile concurrió en el año 2002 a un compromiso político mundial, en el seno de la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sustentable, celebrada en Johannesburgo.  Dicho compromiso, contenido en el Plan de Implementación de Johannesburgo, consiste en mantener las pesquerías o restablecerlas a niveles que les permitan producir su máximo rendimiento sostenible, debiendo conseguir dichos objetivos con carácter de urgente o, al menos, antes del año 2015.  Con miras a ello, la iniciativa prioriza el eje de su propuesta en la sustentabilidad de los recursos pesqueros.  En efecto, agrega, el proyecto de ley que se presenta al Congreso Nacional pretende constituir una nueva gestión en la actividad pesquera nacional, cuyo objetivo es aplicar este enfoque en un sistema de administración y conservación con objetivos y metas a largo plazo.

A continuación, señala que dicho sistema se centra en la explotación óptima del potencial productivo de los recursos hidrobiológicos sin poner en riesgo su utilización por las generaciones futuras, lo que, junto con la recuperación de las pesquerías a su nivel de rendimiento máximo sostenible-, impone costos mediante la reducción de las cuotas de captura, lo que constituye un proceso que fue iniciado mediante la drástica baja en las cuotas globales vigentes para el año 2011, en cuyo contexto detalla que se han priorizado recomendaciones científicas por sobre otras consideraciones.  Con todo, detalla, dicho proceso sólo tendrá resultados mediante la adopción de aquellas resoluciones que consideren la opinión de todas las partes afectadas por el correspondiente proceso decisorio, debiendo ponderarse los aspectos científicos que se vinculan con dicho proceso.

Por otra parte, explica que un sistema de administración pesquera basado en el rendimiento máximo sostenible es una tarea urgente en nuestro país, toda vez que no se puede permitir que se sigan deteriorando las principales pesquerías, con la consecuente pérdida económica y social que ello conlleva, junto a la pérdida de confianza hacia la regulación pesquera, habida cuenta que ella debe constituirse como el debido resguardo constitucional y legal del principio básico de la sustentabilidad de los recursos.

En suma, el Mensaje explica que el proyecto de ley se inicia con la incorporación de nuevos artículos que establecen en forma explícita dicho objetivo y los principios que deben tenerse en cuenta al momento de aplicar e interpretar la legislación en esta materia, lo que requerirá de una férrea voluntad por parte de todos los actores involucrados.

2. Otras consideraciones de la sustentabilidad de los recursos

A continuación, aborda la problemática relativa a la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos.

En primer término, la propuesta de ley se refiere al descarte, el que constituye uno de los elementos negativos para dicha sustentabilidad.  En efecto, el daño que ello provoca es dramático, debido a que se realizan labores de pesca sin que se informen las correspondientes capturas y sin que éstas sean utilizadas, generando altas tasas de mortalidad por pesca no utilizada y no informada.  Tales consideraciones, añade, han sido consideradas en el proyecto de ley que regula el descarte, el que actualmente se encuentra en tramitación legislativa.

En lo relativo a la regulación de los Ecosistemas Marinos Vulnerables, el Mensaje enfatiza que se debe avanzar en su regulación a objeto de proteger la unidad natural de estructuras geológicas frágiles o particulares -tales como los montes submarinos-, y las poblaciones o especies de invertebrados raros, únicos o de baja productividad biológica, tales como los corales de aguas frías y las esponjas, toda vez que la actividad pesquera no regulada puede generar un daño irreparable en dichos sistemas, lo que ha sido considerado durante la tramitación legislativa del proyecto de ley en actual tramitación, que complementa los conceptos de sustentabilidad planteados precedentemente.

3. Reforma al proceso de toma de decisiones

En esta materia, el proyecto considera que el proceso de toma de decisiones es uno de sus ejes sustantivos, toda vez que sin efectuar las adecuaciones que se han identificado será imposible o, al menos muy complejo, lograr el objetivo ya expresado.

Menciona que se requiere establecer un proceso de toma de decisiones nuevo que, considerando los aciertos de los procesos pasados, y corrigiendo los que han sido considerados negativos o que constituyen elementos que se desvían del fin último, permita implementar un nuevo proceso de toma de decisiones con los siguientes ejes:  a) toma de decisiones adoptadas sobre la mejor información científica disponible;  b) proceso de investigación independiente de dicho proceso; c) 
incorporación de limitaciones a la potestad de la autoridad administrativa en pos de la incorporación de la información científica;  d) creación de un Panel de Expertos Pesqueros que establezca los rangos sobre los cuales se pueden adoptar determinadas medidas de conservación, y e) integración de los actores en el proceso de decisiones.

4. Propuesta de modificación a la regulación del acceso a los recursos hidrobiológicos

En cuanto a la regulación general del acceso a la actividad pesquera en general y, en especial, a la actividad pesquera industrial, el Mensaje señala que se ha tenido en consideración el fallo del Tribunal de la Libre Competencia en la causa Rol ERN N° 12-10, a instancias de una consulta formulada por una empresa pesquera nacional, que ha convocado en su resolución a los principales expertos económicos y juristas expertos en esta materia.

El Mensaje señala que se propone incorporar en la regulación que contiene las cuotas individuales transferibles, el instituto jurídico de las licencias transables de pesca, que presentan dos atributos esenciales:

a)
serán de carácter indefinido, a objeto de corregir las distorsiones que habrían ocurrido en los últimos años a través de regulaciones transitorias, lo que  habría generado alta incertidumbre acerca de la regla bajo la cual se administrará la actividad pesquera.

b)
la plena transferibilidad de las cuotas en forma separada de la nave o naves que han dado origen a la respectiva asignación o con la que son extraídos los recursos hidrobiológicos.

Asimismo, explica que se incluye un mecanismo que permitirá incorporar a nuevos actores a la actividad pesquera industrial, protegiéndose debidamente la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos, para lo cual, agrega, se conjugan dos bienes jurídicos: la sustentabilidad de los recursos pesqueros y el derecho a desarrollar una actividad económica sobre la base de recursos naturales.

Con miras a ello, la propuesta considera el acceso a través de licitaciones sólo en un determinado estadio de las pesquerías, prohibiéndose la incorporación de nuevos actores en el evento que una pesquería se encuentre sobreexplotada o colapsada.  En este sentido, añade que se ha considerado que para recuperar una pesquería se debe involucrar a los actores afectados en dicho programa de recuperación, constituyendo el principal incentivo recibir una parte sustantiva de los beneficios de la recuperación de la pesquería, para lo cual se deben asumir los costos derivados de una estricta administración con bajas cuotas de captura.  Agrega que, para implementar tales recomendaciones, se han tenido en consideración las observaciones  de Organismos Especializados, tales como las Guías para la Recuperación de Pesquerías, aprobadas recientemente por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), que establecen como uno de los principios fundamentales el anterior.

En este apartado, el Mensaje finaliza señalando que, salvaguardado el principio de la sustentabilidad de los recursos, se considera el acceso de nuevos actores a la actividad pesquera nacional mediante un mecanismo de licitación que en un caso será en coeficientes fijos y en otro en toneladas por sobre los excedentes productivos.

5. Modificaciones a la regulación al sector pesquero artesanal.

En este punto, la iniciativa considera que la actividad pesquera en los últimos años ha cambiado sustantivamente, toda vez que a través de regulaciones como el cierre temporal y espacial de las cinco millas y aguas interiores, y el fraccionamiento de las pesquerías adoptado en la renovación de la ley de límites máximos de captura, actualmente los desembarques artesanales superaron los de los industriales, constituyendo alrededor del 50% del total de desembarque nacional.

Con todo, agrega, los desembarques no son el único elemento que debe considerarse para definir el contenido de la propuesta legislativa, toda vez que existen otros elementos de mucha relevancia, tales como la gran heterogeneidad productiva y socioeconómica de la pesca artesanal, y la existencia de un subsector de ella que mayoritariamente no ha percibido los beneficios resultantes de un desarrollo integral, por lo que la propuesta pretende resolver dicha problemática, lo que ha sido abordado a su vez por otras iniciativas que se encuentran en trámite legislativo.

6. Investigación Pesquera

En este ámbito, la iniciativa no pretende establecer una propuesta integral, pero sí consignar algunas bases que considera esenciales.

Explica que durante décadas el Instituto de Fomento Pesquero ha carecido de reconocimiento de su función pública, lo que debe ser corregido, toda vez que no sólo ejerce una destacada labor sino que es el eje de la investigación estratégica en Chile en esta materia, por lo que requiere su reconocimiento en una norma de carácter legal.

Asimismo, destaca que el financiamiento de dicho Instituto debe depender exclusivamente de la ley de presupuestos, debiendo ajustarse a las necesidades de nuestro país y, en especial, del sector pesquero.

7. Acuerdo Pesquero

La expresión de motivos de la propuesta legislativa concibe como otro elemento relevante a la propuesta de fraccionamiento de las principales pesquerías compartidas entre los sectores pesqueros artesanal e industrial.

En este punto, destaca que esta materia constituye una de las más conflictivas en el sector pesquero nacional, por lo que se constituyó a instancias del Ministro de Economía, Fomento y Turismo una Mesa de Trabajo Pesquera con el objeto de recabar la opinión de todos los actores pesqueros, en que estuvo representado el sector laboral, el sector artesanal e industrial y una parte de los miembros del Consejo Nacional de Pesca nominados por el Presidente de la República.  Añade que como consecuencia del trabajo allí realizado hubo relevantes acuerdos entre los actores.

Asimismo, enfatiza que el Ejecutivo, reconociendo la necesidad de incluir en el presente proyecto de ley una propuesta de fraccionamiento de las principales pesquerías compartidas, ha incorporado dicha parte del acuerdo adoptado en la iniciativa legislativa, toda vez que reconoce el valor que tiene un acuerdo de esta naturaleza.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY.

El proyecto de ley, contenido en el Mensaje presidencial, aborda las siguientes materias en la regulación pesquera de la Ley General de Pesca y Acuicultura:

1. Incorporación explícita del objetivo de la ley y los principios que deben tenerse en cuenta en su aplicación e interpretación.

La propuesta plantea como objetivo principal garantizar el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos, a objeto de favorecer que su uso se desarrolle a un ritmo que no ocasione su disminución a largo plazo, a objeto de satisfacer las necesidades de las generaciones presentes y futuras, mediante la incorporación del principio precautorio, el enfoque ecosistémico y la salvaguarda de los ecosistemas marinos.

Asimismo, considera fundamental el reconocimiento del uso sustentable a largo plazo de los recursos pesqueros como objetivo primordial de la legislación pesquera nacional, por lo que resulta necesario adoptar todas las medidas de conservación y administración que apunten en ese sentido. Añade que tal principio se encuentra reconocido en los principales instrumentos de ordenación pesquera internacional tales como el Código de Conducta de FAO, el Convenio sobre la Diversidad Biológica y en la legislación comparada de los principales países pesqueros, y las recomendaciones contenidas en el Código de Conducta de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), así como el objetivo adoptado por la Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar del Océano Pacífico Sur, por lo que la iniciativa pretende aplicar los principios que tales instrumentos contienen. 

Agrega que, para lograr dicho objetivo, se propone incorporar un nuevo artículo en el proyecto de ley que contiene una serie de consideraciones que se deben tener en cuenta al momento de aplicar e interpretar la ley, tales como la implementación de procesos transparentes, responsables e inclusivos, tomando en cuenta las mejores prácticas disponibles, debiendo fundarse siempre las decisiones en materia de conservación, sin embargo la insuficiencia de antecedentes no será causal para aplicar las medidas, una de las bases de la aplicación del principio precautorio.  Se establece, asimismo que las medidas de conservación que se adopten deberán tomar en consideración el impacto de las especies asociadas o dependientes y la preservación del medio ambiente, y la minimización de la captura de fauna acompañante. 

1. 2. Incorporación de nuevas definiciones relacionadas con la consecución del objetivo de la ley.

a. Rendimiento máximo sostenible.

El proyecto de ley incorpora el concepto del rendimiento máximo sostenible.  En efecto, lo define como el mayor nivel promedio de la remoción por captura que se puede obtener de un stock o población en forma sostenible en el tiempo y bajo las condiciones ecológicas y ambientales predominantes. Añade que dicho rendimiento -el que se encuentra en total consonancia con las recomendaciones internacionales de los distintos Foros Pesqueros- debe ser el objetivo a considerar al establecer una cuota global de captura, lo que debe ser fiscalizado por las entidades que operan respecto de las pesquerías.

Por otra parte, enfatiza que, a objeto de determinar el rendimiento máximo sostenible de una pesquería no es suficiente con la incorporación de dicho concepto, toda vez que se requiere, adicionalmente, la incorporación de otros elementos a la regulación pesquera nacional.

b. Estado de las Pesquerías.

Con miras a incorporar las definiciones de los distintos estados en los cuales se puede encontrar el stock o población de una pesquería desde el punto de vista biológico, el Mensaje propone incorporar la definición de pesquería sub-explotada; pesquería en estado de plena explotación; pesquería sobreexplotada y pesquería colapsada o agotada. Añade que tales  definiciones están tomadas de los conceptos consideradas por FAO en el documento “Estado de las Pesquerías Mundiales”.

c. Puntos biológicos de referencia.

El proyecto de ley incorpora una forma de medir los distintos estados en los cuales se encuentran las pesquerías, para lo que considera el concepto de “puntos biológicos de referencia”, toda vez que, indica, se trataría de un concepto ampliamente utilizado en el mundo para esos efectos, entendiéndose por tal un valor o nivel estandarizado que tiene por objeto evaluar el desempeño de un recurso desde la perspectiva de conservación biológica de un stock, pudiendo referirse a biomasa, mortalidad por pesca o tasa de explotación.

2. 3. Modificaciones al proceso de toma de decisiones.

La normativa vigente establece que  las medidas de conservación y manejo son adoptadas por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, requiriéndose un informe técnico de la Subsecretaría de Pesca y una comunicación previa con los Consejos Zonales y consulta o aprobación del Consejo Nacional de Pesca. Añade que, en caso que se trate de la cuota global de captura o de la declaración de algún régimen especial de la ley de pesca para una pesquería industrial, se requiere de la aprobación de ambos Consejos.

En este ámbito, el proyecto propone introducir un cambio sustantivo, estableciendo la independencia de la decisión de las medidas de conservación, de los actores a los cuales afectará y la recomendación científica por sobre cualquier otra consideración.

Habida cuenta de ello, pretende eliminar las facultades resolutivas de los Consejos Nacional y Zonales de Pesca.
4.Modificaciones a las medidas de administración y conservación.
El proyecto propone incorporar modificaciones en el artículo 3° de la Ley General de Pesca y Acuicultura, modificando el literal de veda biológica, con el objeto de establecer la veda extractiva en cualquier pesquería, independiente de donde ella se distribuya.

Por otra parte, agrega una nueva letra f), con el objeto de regular las reservas marinas, las que, de la misma forma que la veda extractiva, se encuentran contenidas en la letra a) del artículo 48 de la ley de pesca, quedando igualmente restringidas a un ámbito de aplicación menor. Considerando lo anterior, la propuesta amplía dicho ámbito al incorporarse, en el artículo 3° de la Ley de Pesca y Acuicultura,  quedando, en consecuencia, en el ámbito de competencia del Ministerio de Medio Ambiente.

3. 5. Limitaciones a la potestad de la autoridad.

Propone incorporar en la regulación pesquera un límite a la potestad de la autoridad en la determinación de la cuota global de captura, toda vez que, enfatiza el Mensaje, la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos es el eje central de la nueva regulación, por lo que este artículo constituye uno de los aspectos medulares para conseguir dicho objetivo.

En efecto, destaca que el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, al determinar la medida de conservación de la cuota global de captura se encontrará mandatado para llevar la pesquería al rendimiento máximo sostenible.

6. Programa de Recuperación de las Pesquerías.
El Mensaje reitera que el estado actual de las pesquerías nacionales requiere de una regulación consistente, para lo cual debe considerarse que no sólo la recuperación del stock es relevante, sino también otros factores sociales y económicos y el incentivo de los respectivos programas de recuperación.

Con miras a ello, incorpora un artículo 9º A.  Dicha norma establece que, cuando una pesquería se encuentre en conformidad con los parámetros biológicos determinados en estado de sobrexplotación o colapso, se debe establecer un programa de recuperación dentro del plan de manejo de la respectiva pesquería, el que debe realizar una evaluación completa de la pesquería, en sus aspectos biológicos y de administración.  El elemento nuevo que se considera en este punto son los factores sociales y económicos, de conformidad con las recomendaciones antes indicadas.

4. 7. Modificaciones al régimen de plena explotación.

El régimen de plena explotación sufre importantes modificaciones, de carácter formal, adecuaciones a las modificaciones del proceso de toma de decisiones, y en cuanto al sistema de acceso al régimen.

a. Modificaciones formales.

En este aspecto, la iniciativa contempla una modificación en el procedimiento para establecer el régimen, sustituyéndose la aprobación de los Consejos Zonales y Nacional de Pesca por una consulta a tales organismos y al Panel de Expertos, lo que resulta coherente con la propuesta de modificación del proceso de toma de decisiones.

Asimismo, propone modificar el artículo 26, al eliminar la aprobación del Consejo Nacional de Pesca en la determinación de la cuota global de captura en pesquerías en estado de plena explotación, y el artículo 24, en el sentido de regular que una vez que una pesquería  se encuentre en estado de plena explotación, el acceso a la pesquería se mantiene cerrado, sin necesidad de efectuar dicho cierre anualmente, tal como ocurre de conformidad con la ley en actual vigor.

b. Regulación de las pesquerías en plena explotación y administradas con cuotas globales de captura.

Por otra parte, el texto del Mensaje incorpora un nuevo artículo 26 bis, que introduce las cuotas individuales transferibles en aquellas pesquerías que están plenamente explotadas y administradas con cuota global de captura, en cuyo caso se otorga a los titulares de autorizaciones de pesca una licencia transable de pesca clase A.  Tales licencias son de carácter indefinido y equivalen a un coeficiente de participación que podrá decrecer hasta en un 15% de su asignación inicial si concurren los supuestos del artículo 27 de la ley.  En cualquier caso, dichos coeficientes de participación no podrán decrecer en más de un 15% del coeficiente original, hasta llegar al punto de rendimiento máximo sostenible.

Para efectos del cálculo del coeficiente de participación, se considerarán los desembarques de todas las naves autorizadas al armador, correspondientes a los tres años calendarios anteriores al establecimiento del régimen, por las capturas totales del mismo período correspondiente a todos los armadores que cuenten con autorización a esa fecha.

Asimismo, señala que, para efectos de la aplicación e interpretación de la ley, se entenderá por captura lo informado por los armadores en el respectivo formulario de desembarque del Servicio Nacional de Pesca y recibido por dicha Institución.  Dicha norma se aplica a todas aquellas pesquerías que al momento de la entrada en vigencia de la ley cumplan con los requisitos -declaración en plena explotación y cuota global de captura- y para aquéllas que cumplan dichos presupuestos en el futuro.

c. Ingreso de nuevos actores al régimen mediante la licitación.

Tratándose de aquellos casos en que una pesquería regulada bajo el régimen de plena explotación y cuota global de captura se encuentre en un nivel igual o superior a un 15% bajo su punto biológico de referencia asociado al rendimiento máximo sostenible, la propuesta legislativa indica que se debe iniciar un proceso de pública subasta de aquellos excesos de cuota por sobre el umbral definido, las que, dependiendo del estado del recurso, originan distintos tipos de licencias transables de pesca.

En efecto, detalla que las licitaciones que se produzcan de la fracción industrial de la cuota desde el 15% bajo el rendimiento máximo sostenible hasta dicho umbral dan origen a licencias transables de pesca Clase B, las que son indefinidas y presentan un coeficiente de participación fijo.  Añade que, para determinar el coeficiente de la fracción industrial que se licitará, se restará de la cuota que corresponda al umbral a licitar por la fracción industrial de la cuota o en el caso que haya habido licitaciones de la fracción industrial de la cuota considerada en la última licitación.  Éstas pagarán por diez años el valor de la licitación al cabo del cual pagarán el impuesto específico contenido en el artículo 43 ter que pagan los titulares de licencias clase A.

Enfatiza que las Licencias transables Clase A, otorgadas de conformidad con el artículo 26 bis o artículo segundo transitorio, decrecerán en el mismo porcentaje licitado hasta un 15% de su coeficiente original, hasta alcanzar el punto de máximo rendimiento sostenible.

Por su parte, las licencias transables Clase C, tendrán una duración de un año y estarán expresadas en toneladas. Para determinar las toneladas a licitar se deberá restar de la fracción industrial de la cuota del año que se licite la fracción industrial de la cuota equivalente al rendimiento máximo sostenible.

Asimismo, detalla que el diseño de la subasta quedará entregado a un Reglamento, sin perjuicio que se eleva a rango legal la limitación consistente en que dicha subasta debe considerar cortes o lotes apropiados a fin de garantizar que las pequeñas empresas definidas en la ley N° 20.416 puedan participar en dichos procesos.

En cuanto al pago del valor de la licitación de las licencias, introduce una modificación al establecer que deberán expresarse en unidades tributarias mensuales y pagarse en una sola cuota anual en el mes de marzo de cada año.

d. Determinación de las toneladas que corresponde capturar a las licencias clase A y B.

Con el objeto de determinar las toneladas que le corresponden a cada licencia transable de pesca clase A y B, el Mensaje explica que la Subsecretaría deberá dictar una Resolución con el universo de titulares al 20 de diciembre de cada año.  Posteriormente, una vez establecida la cuota global de captura, se deberá multiplicar el coeficiente de participación de cada licencia por la fracción industrial de la cuota, a la que se le restará previamente lo que supere del punto biológico del rendimiento máximo sostenible.  Tratándose de las licencias clase C, las toneladas están expresadas en la propia licencia.

En general, la iniciativa enfatiza que, a efectos que el régimen siempre funcione, se garantiza que uno de sus supuestos, consistente en la cuota global de captura, siempre se encuentre disponible, para lo que contempla que si, por alguna razón, ésta no fue establecida, debe aplicarse un 80% de la cuota del año anterior.

e. Regulación a las naves con las que se harán efectivas las licencias transables de pesca y los permisos extraordinarios de pesca.

En esta materia, la iniciativa incorpora la obligación de inscribir en un Registro Público que llevará el Servicio las naves con que se harán efectivas las licencias y permisos, lo que, sostiene, resulta ser sustancial para la fiscalización pesquera, debido a que las licencias transables de pesca no tienen una nave asociada directamente.  Así, añade, se favorece el control de las naves con las cuales se hacen efectivas dichas licencias, para lo cual éstas deben inscribirse en el Registro correspondiente, con miras a dar cumplimiento a las exigencias establecidas en el artículo 11 de la Ley de Navegación, es decir deben estar matriculadas en Chile, cumpliendo previamente dichas exigencias.

f. Regulación de las licencias transables de pesca.

El Mensaje explica que las licencias transables de pesca que se otorgan a sus titulares son derechos sobre los cuales se permite todo negocio jurídico.  Asimismo, asigna a tales licencias un carácter divisible.  De ello se sigue que la Subsecretaría de Pesca deberá llevar un Registro de las licencias y de los actos jurídicos que se celebren y que signifiquen la cesión de sus derechos, además de los embargos y las prohibiciones judiciales que recaigan sobre las licencias, debiendo otorgar los certificados que le sean requeridos sobre el estado en el que se encuentran las licencias de pesca.

Tratándose, en específico de la divisibilidad de las licencias, precisa que la norma establece que la unidad mínima de división de las licencias, equivale a  0,00001 de éstas.

g. La regulación pesquera no garantiza la existencia de los recursos hidrobiológicos.

En este ámbito, se propone modificar una norma de la ley de pesca que señala que las autorizaciones de pesca y los permisos extraordinarios de pesca no garantizan a sus titulares la existencia de los recursos hidrobiológicos asignados.  En ese sentido, la modificación consiste en incorporar las licencias transables de pesca y el título que se otorga, como consecuencia del Régimen Artesanal de Extracción, los que no garantizan los recursos hidrobiológicos.

Añade que dicha norma es de la esencia de la regulación pesquera, toda vez que la incertidumbre y el riesgo es parte de dicha actividad, por lo que los regímenes de asignación no pueden garantizar la existencia de los recursos asignados, debido a que depende de múltiples factores ajenos a la Autoridad Pesquera, e incluso a la voluntad del hombre.

h. Regulación de la fauna acompañante para las licencias transables de pesca.

La iniciativa incorpora una norma relativa a la regulación de la fauna acompañante de los titulares de licencias transables de pesca.  En caso que la fauna acompañante se encuentre administrada con licencias transables o permisos, especifica que el titular deberá adquirir dichas licencias.  Si por el contrario, la fauna acompañante no está administrada con licencias declaradas en plena explotación, desarrollo incipiente o recuperación, establece que el titular podrá capturar las respectivas especies.

i. Otras adecuaciones.

Finalmente, el proyecto pretende conciliar otras normas con las modificaciones ya incorporadas en el régimen, tales como: en el artículo 36, que establece que si hay cambios de titular durante un año calendario el nuevo titular sólo podrá capturar el remanente de cuota para ese año, incorporando a las licencias transables de pesca a dicha norma.  Asimismo, modifica el artículo 38, en el sentido de eliminar la aprobación de los Consejos Zonales y Nacional de Pesca por la consulta al Panel de Expertos Pesqueros. 

5. 8. Adecuaciones al Régimen de Desarrollo Incipiente y de Recuperación.

Tales adecuaciones a estos regímenes son sólo formales, toda vez que, por una parte, debe incorporarse la modificación de todas las medidas de conservación y del establecimiento de los regímenes en que se reemplaza la aprobación de los Consejos por una consulta al Panel de Expertos, y traslada los supuesto de estos regímenes -que se encontraban en el artículo 2° numerales 31) y 32) y 29 inciso primero- al artículo 39, 40 y 40 A nuevo, respectivamente-.  Dichos cambios son sólo formales y no modifica ningún aspecto sustantivo.

6. 9. Patentes pesqueras e impuesto específico

En esta materia, el Mensaje indica que las modificaciones propuestas son sustantivas, las que describe a continuación:

a. Modificaciones a la patente del artículo 43.

Modifica la fecha de pago a una sola cuota en el mes de marzo, a objeto de establecer un solo criterio de pago en toda la ley de pesca.  Asimismo, se elimina el inciso quinto del referido artículo al incorporar una patente para las embarcaciones artesanales.

b. Patente para los titulares de licencias transables de pesca clase A, B y C.

En el caso de los titulares de licencias transables de pesca, incorpora una adecuación al artículo 43 anterior, toda vez que consigna que estos titulares sólo pagarán por las naves que inscriban en el Registro que llevará el Servicio. Añade que sólo se exceptúan de este pago las naves que cuenten con autorización de pesca y paguen de conformidad a la regla del artículo 43.

c. Impuestos específicos para los titulares de licencias transables clase A y B.

En este punto, incorpora un impuesto específico a los titulares de licencias clase A, el que corresponderá al mayor valor entre el 4,2% del valor de sanción del año 2011 por cada tonelada asignada y el resultado de este mismo valor de sanción multiplicado por el Índice de Precios de la FAO para las respectivas especies, dividido por el precio del año 2011, el que es definido y publicado por FAO con un desfase de dos años.  Asimismo, especifica que los titulares de licencias transables de pesca clase B, al cabo de los 10 primeros años, pagarán el impuesto específico de las licencias transables de pesca clase A.

7. 10. Reserva de la primera milla para pescadores artesanales de embarcaciones de una eslora inferior a 12 metros.

Señala el Mensaje que las razones para establecer esta reserva guardan relación con la protección de los procesos biológicos que se efectúan en dicha área así como con la protección de  los pequeños pescadores artesanales que utilicen embarcaciones de una eslora igual o inferior a 12 metros.

11. Diversas regulaciones artesanales.
En este ámbito, explica que se modifica el artículo 48, al eliminar las letras a) y b), pasando la veda al artículo 3° letra a) y la reserva pasa al artículo 3° letra f), y lo relativo al reemplazo de la inscripción pesquera artesanal, a objeto de simplificar la institución del reemplazo, eliminándose, al efecto, el requisito de la habitualidad.  Asimismo, indica que, a objeto de elevar los niveles de transparencia, se incorpora en dicho artículo un Registro que debe llevar el Servicio de las solicitudes y reemplazos autorizados en cada Región.

8. 12. Incorporación de la obligación del seguro de vida para los pescadores artesanales embarcados.

El proyecto pretende establecer la obligación para los pescadores artesanales embarcados de contar con un seguro de vida, por muerte accidental, e invalidez, estableciéndose, al efecto, una prohibición del desarrollo de operaciones de pesca a bordo de embarcaciones si no se cuenta con dicho seguro o la prohibición del zarpe de éstas.

9. 13. Patente pesquera artesanal.





Tratándose de embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros, se incorpora una patente a los respectivos armadores artesanales, la que será equivalente a 0,4 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso de la embarcación que haya efectuado operaciones pesqueras. Asimismo, incorpora una causal de caducidad en caso de no pago por dos años consecutivos.

10. 14. Regulación del Régimen Artesanal de Extracción.

En este ámbito, explica que el régimen artesanal de extracción ha sido cada vez más utilizado en el sector pesquero artesanal, existiendo varias pesquerías importantes que han sido reguladas por este medio en los últimos años, por lo que se requiere de la incorporación de algunos aspectos que deben ser de rango legal.

En ese sentido, en primer término incorpora un párrafo, en el Título IV, que contiene la regulación de dicho régimen en forma íntegra.  Asimismo, establece los criterios por los cuales se puede efectuar la respectiva asignación, para lo cual se debe favorece la flexibilidad de la aplicación, a fin de recoger las particularidades regionales de la pesca artesanal.

En tercer lugar, propone incorporar un procedimiento administrativo para validar la información que se utilizará de conformidad con el criterio de asignación que se adopte, lo que permitirá que la información de la cual se deriva una asignación sea validada por los propios actores.

En cuarto lugar, regula un procedimiento para la determinación de los respectivos regímenes aplicables en esta materia.

Finalmente, incorpora la facultad del Subsecretario para establecer días de captura, limitar el número de viajes de pesca por día y establecer horarios y lugares de desembarque.

11. 15. Sanciones y procedimiento administrativo sancionador.
En este apartado, el proyecto tipifica como infracciones administrativas y sanciona aquellas conductas atentatorias contra la conservación y el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos.  En efecto, sancionan administrativamente al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, y al armador de una asignación individual artesanal o a los armadores artesanales titulares de una asignación colectiva, en los casos en que incurra en cualquiera de las siguientes infracciones:

a)
Sobrepasar las toneladas autorizadas a capturar para un año calendario;

b)
Desembarcar y no informar capturas o no dar cumplimiento al procedimiento de certificación;

c)
Efectuar descarte.

Respecto del titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, tipifica como infracción y sanciona la conducta de efectuar operaciones de pesca extractiva en áreas de reserva artesanal no autorizadas o efectuar capturas en una unidad de pesquería distinta a la inscrita.  Tales conductas ilícitas ya se encontraban descritas en la ley N°19.713, que establece como medida de administración el límite máximo de captura por armador a las principales pesquerías industriales nacionales y la regularización del registro pesquero artesanal.  Con todo, explica que el proyecto pretende modificar lo relativo a las sanciones aplicables, estableciéndose multas proporcionales y el descuento de lo capturado en exceso -lo que constituiría sanciones administrativas más adecuadas en relación a la entidad de las infracciones-, eliminándose como sanción el descuento del porcentaje asignado. 
Asimismo, introduce una innovación en lo relativo al establecimiento de un procedimiento administrativo sancionador, sustrayéndolo del conocimiento del nivel central, ubicándolo dentro de las funciones del Director Regional del Servicio Nacional de Pesca con competencia en el lugar donde se hubiere verificado el principio de ejecución de los hechos que configuran la infracción.  Añade que ello implica que, detectada la comisión de la infracción, se deberá tramitar un procedimiento administrativo que garantiza el debido proceso, y que termina con una resolución de absolución o condena por parte del Director Regional del Servicio.

Finalmente, la iniciativa establece que dicha Resolución, para efectos de su control jurisdiccional, podrá ser reclamada ante la Corte de Apelaciones que corresponda, cuya sentencia sólo podrá ser apelada ante la Corte Suprema. 

12. 16. Obligación del uso de un dispositivo de posicionamiento satelital

En esta materia, amplía la obligación del uso de un dispositivo de posicionamiento satelital a los armadores artesanales de embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros y a las embarcaciones de transporte, lo que, indica, resulta fundamental con miras a favorecer la fiscalización pesquera de una actividad que en la actualidad constituye el 50% de los desembarques nacionales. 

13. 17. Certificación de los desembarques por una entidad auditora externa

El proyecto incorpora, en una norma de carácter permanente, la obligación de entregar la información de captura desembarcada por viaje de pesca, lo que debe ser certificado por una entidad auditora externa acreditada por el Servicio Nacional de Pesca. Añade que tal obligación atinge a los titulares de cualquier instrumento que autorice la extracción industrial, a los armadores artesanales de embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros y a las embarcaciones transportadoras. Asimismo, incorpora la obligación de pesar las capturas antes de otorgar el respectivo certificado, pudiendo exceptuarse sólo de dicha obligación ante casos calificados por el Servicio.

Finalmente, incorpora la obligación del Servicio de evaluar por sí o por un tercero el desempeño de las entidades auditoras, debiendo publicar sus resultados, lo que, enfatiza, resulta fundamental para garantizar la existencia de un proceso exigente, auditable y público.

14. 18. Otras normas de fiscalización pesquera.

Respecto de los buques pesqueros de cualquier eslora, establece la prohibición de mantener a bordo ciertos artes o aparejos.

Asimismo, incorpora una norma dirigida a las pesquerías administradas con cuota global de captura que no esté asignada, facultándose al Servicio para determinar la fecha de cumplimiento de la cuota global y, conforme a ella, regular las actividades de desembarque, traslado y transbordo de dicho recurso, lo que permitiría una regulación explícita acerca del agotamiento de una temporada de captura, favoreciendo la certeza de los administrados.

15. 19. Regulación de las caducidades de las autorizaciones, permisos extraordinarios y licencias transables de pesca.

Por otra parte, modifica el artículo 143 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, efectuando ciertas precisiones en lo relativo a los distintos instrumentos jurídicos que regulan la pesca. Asimismo, incorpora una sanción consistente en la caducidad por el no pago de la patente pesquera y del impuesto específico de las licencias transables de pesca.

16. 20. Panel de Expertos Pesqueros.

En esta materia, el Mensaje propone reemplazar el Párrafo 3° del Título XII de la Ley General de Pesca y Acuicultura, creando, al efecto, un organismo asesor de la administración pesquera denominado Panel de Expertos Pesqueros. Dicha entidad estará integrada por cinco miembros, tres de los cuales deberán provenir de carreras relacionadas con las ciencias del mar, uno de las ciencias económicas y uno del área ambiental, los que serán nombrados por el Presidente de la República, tres de ellos a propuesta del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, uno a propuesta del Ministerio de Medio Ambiente y uno por el Consejo Nacional de Pesca. A su respecto, describe la iniciativa, se aplicarán causales de cesación en su cargo y se contemplan inhabilidades para asumir el cargo.

Asimismo, los miembros del Panel recibirían una dieta por cada sesión a las que asistan, la que asciende a 30 Unidades Tributarias Mensuales, sin que pueda exceder de 90 Unidades Tributarias al mes. Tales normas se justifican, explica, por la relevancia de las funciones que ejerce dicho organismo, dentro de las cuales destaca la propuesta de los rangos para el establecimiento de la cuota global de captura, propuesta que es vinculante para la Autoridad Pesquera. 

17. 21. De los Comités Científicos Técnicos

En esta materia, se propone la incorporación de un Párrafo 4° en el Título XII de la Ley General de Pesca y Acuicultura, con el objeto de regular la facultad de la Subsecretaría de crear los Comités Científicos Técnicos. Tales organismos realizarán labores de asesoría y consulta a los  respectivos órganos administrativos.  Al efecto, dispone que se podrá crear un Comité Científico Técnico por pesquería o grupo de ellas. Su funcionamiento deberá ser financiado por la Subsecretaría, la que podrá delegar su administración.

18. 22. Función Pública del Instituto de Fomento Pesquero

Mediante la incorporación en el Párrafo 5° del Título XII, del Instituto de Fomento Pesquero, la iniciativa pretende reconocer en el referido cuerpo normativo la función pública de dicho Instituto, toda vez que, enfatiza, se trata de un organismo especializado en investigación científica en materia de pesquerías y acuicultura. Destaca que realiza labores de colaboración permanente en la toma de decisiones con respecto al uso sustentable de los recursos pesqueros y la conservación del medio ambiente marino.

Asimismo, explica que se le encomienda la tarea de administrar las bases de datos generadas en actividades de investigación y monitoreo de las pesquerías y de la acuicultura, lo que resulta ser de suyo relevante al constituir parte del patrimonio científico del país.

Finalmente, indica que a su respecto se consagra un procedimiento de revisión de calidad a través de la permanente revisión por parte de instituciones similares.

19. 23. Modificación del Fondo de Administración Pesquero

Respecto a los objetivos de la referida entidad, se introducen cambios a objeto de establecer las bases de una plataforma social para los trabajadores de la industria pesquera. 

Al efecto, el proyecto pretende regular los programas de reinserción laboral para los trabajadores que hayan perdido su fuente laboral como consecuencia de la aplicación de la ley, como también respecto de las becas de estudio para los hijos de dichos trabajadores. Añade que ambos beneficios tendrán una duración de tres años a contar de su entrada en vigencia.

Asimismo, readecúa lo relativo al establecimiento no sólo de programas y proyectos de capacitación, sino que también respecto de becas de hasta un 50% del costo total de estudios técnicos de nivel superior, las que deberán destinarse al arancel de dicha carrera técnica.

Agrega que tales modificaciones no implican un detrimento en el resto de los objetivos del Fondo de Administración Pesquero, debido a la relevancia de su consecución  para la administración pesquera.

20. 24. Artículos Transitorios

Mediante estas disposiciones, la iniciativa regula la fecha de entrada en vigencia de la ley, junto a una serie de materias que incluyen la opción de los titulares de autorizaciones de pesca de pesquerías administradas con limites máximos para modificar dicho régimen por licencias transables de pesca. 

Asimismo, establece un conjunto de plazos contados desde su entrada en vigencia para determinadas materias, tales como la autorización  de perforación en el área de reserva artesanal, la exigencia del seguro de vida de los pescadores artesanales, los puntos biológicos de referencia de las pesquerías administradas con licencias transables de pesca. 

Además, establece el fraccionamiento entre el sector artesanal e industrial de la cuota global de captura de las principales pesquerías nacionales, para los años 2012 y 2013, y fija un plazo para el inicio del funcionamiento de los Comités Científico Técnicos.

- - -

VI. DISCUSIÓN EN GENERAL

Al inicio del estudio del proyecto, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, señaló que es necesario que este proyecto sea despachado en todos su trámites constitucionales, antes de fin de año, por cuanto en su idea matriz propone una solución a una temporalidad que concluye después de 10 años, que corresponde a los límites máximos de captura.  Solicitó que, en este segundo trámite constitucional, el Honorable Senado actúe como cámara revisora debido a que en la Honorable Cámara de Diputados hubo una discusión pública con las correspondientes audiencias, donde participaron más de 140 organizaciones de pescadores, tanto del sector industrial como del sector artesanal. Agregó que se requiere concordar plazos, formas y tiempos para que la participación sea tan amplia como lo fue en el primer trámite constitucional, evitando que sea reiterativa, estableciendo un horizonte y plazos de discusión para este trámite.

El Honorable Senador señor Carlos Bianchi recordó que la discusión del proyecto de ley en estudio, a través del Ministro y del Subsecretario de la Cartera, intentó hacerse  por una vía paralela, en un acuerdo entre diversos actores ligados a esta actividad, lo cual, en su concepto, no es aceptable. 

Sin perjuicio de aquello, precisó, los plazos sugeridos por el señor Ministro no obstan a que la Comisión recorra las distintas regiones y realice un trabajo acabado, y se concuerde en la Comisión un cronograma de audiencias hasta el mes de septiembre. 

Continuó el Honorable Senador, aseverando que la Comisión debe tardar el tiempo que sea necesario, en forma seria y responsable, a fin de realizar una labor acuciosa, y de manera alguna fijar plazos el mismo día que se inicia la discusión del proyecto, sino estableciendo plazos en forma autónoma, junto con un cronograma de trabajo que considere la realización de sesiones extraordinarias de la Comisión, y que, además se haga cargo del parecer de las regiones.

El Ministro señor Longueira, precisó que al asumir como Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se estaba elaborando el anteproyecto de esta iniciativa, siendo ésta una de las primeras tareas de las que tuvo que hacerse cargo. Añadió que  dado que contaba con  la experiencia adquirida como Senador en la tramitación del proyecto de ley promulgado hace 10 años, que fraccionó por primera vez cinco pesquerías y que generó gran conflictividad, estimó oportuno iniciar un proceso de diálogo que, en su opinión, fue fructífero y que se reflejó en la votación que obtuvo el proyecto en el primer trámite constitucional en la Honorable Cámara de Diputados. 

Refirió que en dicho diálogo participaron las dos Confederaciones de pescadores artesanales del país, se invitaron a las organizaciones de trabajadores más representativas, a las organizaciones de tripulantes de embarcaciones y a los industriales a través de sus organizaciones gremiales. En lo que respecta a este punto concluyó señalando que se sometió a acuerdo sólo en la medida que fue necesario para evitar  un conflicto en el sector, con el consiguiente desempleo.

Enseguida, el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se refirió al proyecto de ley, expresando que la idea matriz del proyecto es establecer en la Ley General de Pesca y Acuicultura, como principal objetivo, la sustentabilidad de los recursos pesqueros del país, concepto que se ha introducido expresamente en un artículo 1°, nuevo, para lo cual se requiere una serie de decisiones y exigencias que permitan dar coherencia a este cambio institucional que se introduce en el sector pesquero. 

Continuó señalando que a partir de ahí nacen un conjunto de instituciones y cambios que guardan  coherencia con el objetivo principal de la ley.  En este sentido, acotó, se han recogido las mejores prácticas existentes en los países pesqueros y las recomendaciones de los principales foros internacionales para el proceso de toma de decisiones en la administración pesquera. 

Es así como en el proyecto que se propone, se retiran del proceso tanto los  actores como la autoridad política pesquera, y, en su reemplazo, las decisiones de administración pesquera se adoptan en base a la mejor información científica disponible, eliminándose las facultades resolutivas que al respecto se otorgaban al Consejo Nacional de Pesca. En contrapartida, se crean 11 Comités Científico Técnico, que serán responsables de tomar las decisiones en base a antecedentes científicos, lo que denota una mayor transparencia en la toma de decisiones y en la administración de los recursos pesqueros del país.

El señor Ministro expresó que debe otorgarse certeza al  sector, el que históricamente ha tenido inestabilidad y leyes de carácter transitorio o vigencia a corto plazo,  con el objeto de lograr una mayor inversión en el sector, y la obtención de valor agregado para sus productos. 

Señaló que se trata de un sector donde cada vez hay menos recursos pesqueros, y que por años ha carecido de una  mirada que considere la sustentabilidad, agregando que para el caso de una pesquería que se encuentra  colapsada existen diversas recomendaciones de organismos internacionales especializados que debieran aplicarse, las cuales afortunadamente se encuentran contempladas en este proyecto de ley, con el objeto de lograr el rendimiento máximo sostenible en cada pesquería, la cual se traduce en el óptimo biológico y económico de cada una de ellas.

El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira hizo presente que en ningún país del mundo existe la clasificación entre sector industrial y artesanal, siendo ésta una  distinción creada en Chile. Agregó que desde el punto de vista de la sustentabilidad de los recursos es indiferente el tamaño de las naves, como ocurre en la legislación actualmente vigente, debiendo existir parámetros iguales para todos los actores que participan en el sector. 

Refirió que el año 2011,  fue el primer año en que el sector artesanal del país extrajo más de la mitad de los recursos pesqueros, puntualizando que con el fraccionamiento que propone el proyecto de ley, a partir del 1° de enero del año 2013, el sector artesanal extraerá el 55% de los recursos, en tanto que el sector industrial obtendrá el  45% de ellos. 

Aseveró que el cambio en el diseño institucional que se pretende realizar, no sólo impone exigencias al sector industrial sino también al sector artesanal, puntualizando que la aprobación de este proyecto de ley posibilitará que la participación del sector industrial alcance al 45% de los desembarcos, con 384 naves (naves de más de 18 metros de eslora); y 55% de participación del sector artesanal con 13.073 naves, 11.805 de las cuales son de menos de 12 metros de eslora y 1.268 naves de más de 12 metros y menos de 18 metros de eslora. Estas últimas 1.268 naves, también llamadas naves semindustriales (más de 12 metros y menos de 18 metros de eslora) obtendrán, a partir de este fraccionamiento, el 50% del desembarco en Chile. Lo anterior, precisó, significa que el 10% de las embarcaciones captura el 90% de los recursos correspondientes al sector artesanal, y 50% del total de los recursos pesqueros del país. Por lo tanto, si no se introducen  mecanismos eficientes de fiscalización a la actividad de estos actores (naves semiindustriales) que permitan garantizar la sustentabilidad de los recursos, no tiene sentido hacer este cambio en la institucionalidad. 

El Honorable Senador señor Fulvio Rossi señaló que dado lo expuesto por el señor Ministro sería razonable efectuar la distinción entre pescadores artesanales propiamente tal y pescadores semiindustriales (más de 12 metros y menos de 18 metros de eslora), y consignar estas categorías en el texto de esta iniciativa.
Continuó el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo señalando que coincide con lo planteado por el Honorable Senador señor Rossi, y en respuesta a otras consultas efectuadas por los Honorables Senadores,  refirió que de acuerdo a la legislación vigente una persona no puede ser titular de más de dos embarcaciones, sin embargo algunas llegan a tener más de 14 embarcaciones, a través de terceros o familiares. 

Afirmó que si a las autorizaciones que se otorgan para extraer el 50% de los recursos pesqueros del país no se les impone exigencia alguna como ocurre actualmente, es imposible garantizar la sustentabilidad de los recursos pesqueros.

Para garantizar la sustentabilidad se requiere saber con precisión qué pesca, cuanto pesca y donde pesca el referido 50% del sector pesquero, añadiendo que para establecer tales exigencias es preciso fijar plazos. Afirmó  que existen pesquerías en que todo lo que se extrae es ilegal, como ocurre con la pesca del bacalao; además cada pescador  declara lo que quiere, si traen un recurso declaran otro; a su vez, el armador no declara la cantidad efectiva, siempre declara menos. 

También determinar donde se pesca es prácticamente imposible, para ello la iniciativa establece la exigencia de contar con  posicionadores satelitales en las naves y obtener certificaciones para tener respuesta a estas inquietudes. 

El Ministro señor Longueira prosiguió señalando que, además, este proyecto establece un cobro de patente, a diferencia de la legislación vigente que no considera cobro alguno, el que para las naves de 12 a 15 metros de eslora asciende a 0,2 UTM. Puntualiza que el objetivo de este cobro no es el de recaudar sino que prioritariamente el de ordenar al sector. En efecto, agregó que para ello el proyecto contempla que el  100% del costo del posicionador satelital pueda descontarse de la patente y, adicionalmente, el 50% del gasto de mantención del mismo y de las certificaciones también puedan imputarse como crédito ante la patente. 

Enseguida, se refirió a la incorporación en el proyecto de ley de una forma de medir los distintos estados en los cuales se encuentran las pesquerías. Para ello, consideró el concepto de los puntos biológicos de referencia, que es un concepto  ampliamente utilizado en el mundo para esos efectos, señalando que el artículo 2°, letra g),  define  cada uno de los cuatro estados en que se puede encontrar una pesquería, a saber: colapsada, sobreexplotada, plena explotación e incipiente. 

Continuó señalando que, posteriormente, a través de los puntos biológicos de referencia se establecen los Rendimientos Máximos Sostenibles (RMS), entendiendo por tal el mayor nivel promedio que se puede obtener de una población o pesquería en forma sostenible en el tiempo y bajo las condiciones ecológicas y ambientales predominantes. Añadió que el Rendimiento Máximo Sostenible será el objetivo a tener en cuenta al establecer una cuota de captura. 

Respecto a los Planes de Manejo señaló que la iniciativa establece que éstos deben contener exigencias y planes de recuperación. 

El Honorable Senador señor Rossi consultó qué ocurre si la autoridad adopta una decisión territorial en base al informe del respectivo Comité Científico, el que además debe contar con el acuerdo de los pescadores y éste no se logra.

Al respecto, el señor Ministro señaló que para el cruce de una zona contigua a la otra, el proyecto en análisis no establece una prohibición absoluta, ya que en la práctica es inviable, estableciéndose un procedimiento que considera el acuerdo entre las regiones, tratándose de la primera milla.

A continuación el Ministro señor Longueira se refirió  al acceso a la actividad pesquera industrial, señalando que éste es otro pilar fundamental del proyecto, y que en la materia se ha incorporado la recomendación normativa del Tribunal de la Libre Competencia con ocasión de un requerimiento formulado por una empresa pesquera nacional, fallo Rol ERN 12-10, de 27 de enero de 2011. En este sentido, la iniciativa establece la existencia de Licencias Transables de Pesca (LTP), plenamente trasferibles, divisibles, de carácter indefinidas, lo cual busca promover la libre competencia y la entrada de nuevos actores al sector, y no vinculadas a las naves de pesca como ocurre en la legislación actual.

Agregó que se establecen 3 categorías de licencias. Así, de acuerdo a las recomendaciones internacionales, si se está en presencia de una pesquería colapsada no es posible el ingreso de nuevos actores, y lo mismo ocurre si una determinada pesquería está sobreexplotada, añadiendo que una vez salvaguardado el principio de la sustentabilidad se considera el acceso de nuevos actores a la actividad pesquera nacional a través del mecanismo de la licitación.

Señaló que las licencias se gatillan en pesquerías cuando se está por debajo del Rendimiento Máximo Sostenible (RMS), el cual opera como rango. Las Licencias Transables de Pesca (LTP) clase A (85%) son iguales a las de clase B (15%), pero son distintas por 10 años, por cuanto, éstas son fruto de licitaciones y se otorgan por 10 años. Sin embargo, a partir del año 11 esas licencias se convierten en clase A, pagando patente, impuesto específico y son indefinidas. Cuando una pesquería está por sobre su Rendimiento Máximo Sostenible (RMS), se otorgan LTP de clase C por un año, que son el excedente que existe del Rendimiento Máximo Sostenible (RMS). 

Sin embargo, en el primer trámite constitucional ante la Cámara de Diputados se modificó lo relativo a las licitaciones, aseverando que éstas se gatillarán, una vez que durante 3 años consecutivos, o 3 años en 5 años se alcance el rendimiento máximo sostenible (RMS), siendo desde el punto de vista de la sustentabilidad más exigente.

El Ministro señor Longueira expresó que la recaudación fiscal en el sector pesquero se llevará a cabo sólo a través del sector industrial, ya que se propone eliminar el cobro por área de manejo, privilegiándose tal opción a fin de que el pescador utilice esos dineros en resguardo y seguridad de su área de manejo. 

Enseguida se refirió al pago de patentes en el sector industrial, señalando que éste pago es muy alto,  ya que se vincula a naves de una antigüedad de 10 años que hoy no realizan esfuerzo  pesquero, añadiendo que el proyecto modifica tal concepto, y que además considera  una transitoriedad en que se combina patente, calculada por los TRG reales que ejercen el esfuerzo pesquero para obtener la cuota que le otorga la licencia, y el Impuesto Específico que se crea en la iniciativa, estableciendo una transitoriedad.
Señaló que producto de lo anterior, se espera una mayor recaudación en el tiempo, agregando que en la medida que se recuperen los recursos la recaudación fiscal será mayor.

La Asesora Legal de la Subsecretaría de Pesca, señora María Alicia Baltierra, se refirió a dos enmiendas efectuadas en la Honorable Cámara de Diputados y que guardan relación con los regímenes de desarrollo incipiente y de recuperación, con el propósito de permitir la participación artesanal en dichos regímenes. Agregó que en el régimen de recuperación los artesanales tienen el mismo porcentaje que tenían antes de la veda. A su vez, en el régimen de desarrollo incipiente los artesanales tienen un 50% de la cuota por un plazo de 3 años, pero lo no capturado en ese período acrece la cuota licitada.

Continuó refiriéndose a las cinco millas y aguas interiores, señalando que la Honorable Cámara de Diputados mantuvo,  en el primer trámite constitucional, que las  naves industriales puedan perforar dicha zona a lo largo de todo el territorio nacional, midiéndose ésta desde los puntos más salientes de la costa, añadiendo que el Ejecutivo insistirá en la fórmula propuesta en el Mensaje, que mantiene el cierre de las cinco millas y de las aguas interiores desde la Región de Valparaíso al sur. No obstante ello, aseveró, se permite que en las regiones XV, I, II y IV se autoricen perforaciones de los industriales, con acuerdo de los artesanales y sólo respecto de algunos recursos, y si ello no se logra, se aplicaría el procedimiento que establece la ley actual.

Enseguida señaló que la iniciativa legal reserva la primera milla para embarcaciones menores de 12 metros de eslora y que, excepcionalmente, se permiten las perforaciones con el acuerdo de los pescadores artesanales y si ello no se logra, con el acuerdo del Consejo Zonal de Pesca. Esta regulación, agregó,  entra en vigor un año después de la vigencia de la ley. En consecuencia, la señalada regulación se efectúa sobre la base de los acuerdos, al igual como ocurre en el caso de las perforaciones entre regiones, y perforación de industriales dentro de las 5 millas.

Indicó que en lo relativo al fraccionamiento de las pesquerías compartidas, el proyecto en análisis mantiene el criterio del acuerdo adoptado en la mesa de trabajo con los  pescadores artesanales, lo que implica, para el año 2013, una transferencia de U$34 millones al año del sector industrial al sector artesanal, que también fue aceptado por los tripulantes de naves industriales y por los sindicatos de plantas procesadoras.

El Honorable Senador señor Carlos Bianchi expresó que si bien no puede estar en desacuerdo con el consenso que se obtuvo en la mesa de trabajo en un tema tan complejo como el fraccionamiento, hubiera sido  deseable incorporar en este diálogo a los parlamentarios de las Comisiones de Intereses Marítimos de las respectivas Cámaras.

A su vez, el Honorable Senador señor Fulvio Rossi preguntó cómo se potencia la pesca artesanal de naves pequeñas y de qué manera se puede estimular la creación de valor agregado a partir del recurso marino.

El Honorable Senador señor Alejandro García-Huidobro señaló que el proceso de tramitación y votación de la Ley de Pesca y Acuicultura en actual vigencia  fue bastante engorroso y conflictivo, de manera que no puede sino que alegrarse por la existencia de este acuerdo previo, que ha significado  un aporte y avance en la tramitación de esta iniciativa legal.

La Asesora Legal señora Baltierra, continuó explicando las materias relativas al régimen artesanal señalando que el Régimen Artesanal de Extracción, se realizó incorporando un procedimiento administrativo de validación de la información para la asignación de derechos en el Régimen Artesanal de Extracción (RAE). Además, se incluyeron sanciones administrativas para incumplimientos del Régimen Artesanal de Extracción (RAE) y se permite el traspaso de cuota del Régimen Artesanal de Extracción (RAE) entre artesanales, y entre artesanales e industriales.   

Respecto de la regulación de las áreas de manejo, manifestó que la iniciativa propone, con el objeto de flexibilizar su regulación, derogar la patente de éstas, agregando que actualmente existen 761 áreas de manejo en Chile, que involucran una superficie de 120.000 hectáreas, afirmando que permanentemente han existido atrasos en el pago de patentes y solicitudes  de condonaciones, por lo cual esta eliminación fue bien acogida por el mundo artesanal. 

Enseguida, se refirió al seguro de vida que establece la iniciativa para los pescadores artesanales propiamente tales, incorporándose como limitación a esta obligación la edad de 65 años, agregando que el  valor anual de la prima es de $10.000, de los cuales el Estado subsidia $7.000 y el asegurado integra los restantes $3.000.  El monto de la cobertura asciende a $2.800.000.

Indicó, respecto de otras materias, que el proyecto corrige el plazo de caducidad por no contar con certificado de navegabilidad de dos a tres años. Además, incorpora la obligación de pronunciamiento de vacantes en el Registro Pequero Artesanal  una vez al año, después de las caducidades, y se otorgan nuevas facultades al Subsecretario para controlar el esfuerzo de pesca tales como fijación de días de captura y limite de los viajes de pesca.

Añadió que se dispone el pago de patente para los armadores artesanales de embarcaciones de eslora superior a 12 metros; para embarcaciones de 12 a 15 metros de eslora el valor de la patente será equivalente a 0,2 UTM por Tonelada de Registro Grueso (TGR) y para las embarcaciones de 15 a 18 metros será de 0,4 UTM por Tonelada de Registro Grueso (TGR). Se descuenta de la patente el 100% del gasto de instalación de posicionador satelital, por una sola vez; 50% del gasto operacional del posicionador y el 50% del gasto de la certificación por el desembarque.

La Asesora Legal señora Baltierra hizo presente que la certificación de desembarques se incorpora en el proyecto de ley para todas las naves industriales, embarcaciones artesanales superiores a 12 metros y embarcaciones de transporte. Además, se establece la obligación y regulación del pesaje, agregando que ésta última obligación entra en vigor un año después de la entrada en vigencia de la ley en proyecto.

La obligación de contar con posicionador  satelital, precisó, se establece para embarcaciones artesanales de más de 15 metros de eslora y embarcaciones transportadoras, como asimismo para embarcaciones artesanales de más de 12 y hasta 15 metros inscritas en pesquerías pelágicas con arte de cerco, disposición que entrará en vigor dos años a contar de la entrada en vigencia de la esta iniciativa legal.

Manifestó que también el proyecto de ley otorga nuevas atribuciones al Servicio Nacional de Pesca, es así como una vez cumplida el 80% de la cuota global de captura, el Servicio está facultado para determinar los horarios y puerto de embarque, así como también determinar que una cuota está agotada y, en caso de existir  sospechas fundadas de pesca ilegal podrá solicitar que una embarcación vuelva a puerto. Además, se establece la obligación para el Servicio Nacional  de Pesca de realizar una  cuenta pública anual  en relación con la eficacia de su acción fiscalizadora, proponiendo para el cumplimiento de tales funciones el aumento en la dotación de su planta de personal.  

Enseguida, la asesora legal, señora María Alicia Baltierra refirió que el proyecto incorpora el Programa de Investigación Científica Nacional, el que se establece por la Subsecretaría de Pesca, el cual debe considerar, al menos, los programas de evaluación de stock; determinación de status; estrategias de sustentabilidad de los recursos pesqueros; programas de monitoreo; estado sanitario de la acuicultura; estrategias de sustentabilidad y monitoreo sistemático de la actividad. Para elaborar el programa se debe solicitar propuestas al Instituto Fomento Pesquero (IFOP), Consejo Nacional de Pesca (CNP), Consejo Zonal de Pesca (CZP) y Comité Científico Técnico (CCT). La investigación básica será efectuada por el Instituto de Fomento Pesquero y toda otra investigación debe ser efectuada a través del Fondo de Investigación Pesquera.

La asesora legal señora Baltierra indicó que la iniciativa reconoce el rol público del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), encontrándose su presupuesto en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el cual traspasará los recursos, previa firma de un Convenio. Además, se incorpora la evaluación externa a los proyectos, debiendo el Comité Científico determinar las metodologías y los casos en que deben las investigaciones  someterse a evaluación de pares. Por último, se dispone que las bases de datos del Instituto pertenecen al Estado y son de libre acceso al público.  

Respecto de la plataforma laboral, acotó, el proyecto de ley parte de la premisa que el proyecto de ley apunta a la sustentabilidad de los recursos de la recuperación de las pesquerías, en consecuencia se considera que no se debe utilizar la plataforma laboral para compensar las pérdidas de empleo a consecuencias de esta ley, lo que podrá ocurrir en el primer año, sin embargo en el futuro habrá más cuotas de pesca. Asimismo, se mantiene el Fondo de Administración Pesquera con algunas modificaciones, a saber:

- Se establecen programas de reinserción laboral para trabajadores de la industria que hayan perdido su empleo como consecuencia de la ley y beca de estudios a los hijos por dicho período. El proyecto original contemplaba un plazo 3 años, modificándose en el primer trámite constitucional por 10 años.

- Realización de acciones de capacitación para trabajadores y ex trabajadores que hayan perdido su empleo como consecuencia de la ley y becas para los hijos de los ex trabajadores durante la capacitación.

- Programas de estudios técnicos de nivel superior de trabajadores de industria, por estudios que no excedan de no más de dos años de duración y becas de estudio para los hijos en el mismo período, plazo que se amplió en la Honorable Cámara de Diputados y que el Ejecutivo pretende reponer al plazo inicial, entre otros, por motivos presupuestarios.

El Honorable Senador señor Horvath manifestó que el énfasis en la sustentabilidad de los recursos naturales, constituye la columna vertebral de este proyecto de ley, señalando que hasta la fecha en el sector pesquero los problemas sociales se han solucionado con cargo a los recursos pesqueros

Por otra parte, destacó la necesidad de avanzar en la creación de un Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal (IDEPA), como asimismo legislar en lo relativo a la sobreexplotación de las algas. 

Sin perjuicio de lo anterior, sostuvo que reponer la licitación por sobre el Rendimiento Máximo Sostenible (RMS) le parece más que atendible. 

- - -

En sesión celebrada el día 6 de agosto de 2012, la Comisión recibió en audiencia a las organizaciones no gubernamentales, ONGs medio ambientales vinculadas al sector de la pesca, quienes manifestaron sus puntos de vista en relación al proyecto.

A continuación, se efectúa una síntesis de los planteamientos efectuados:

El Director Ejecutivo de OCEANA, señor Alex Muñoz, comenzó su exposición advirtiendo sobre la crisis que afecta actualmente al sector pesquero, lo que ha transformado al presente proyecto de ley en la última oportunidad para adoptar medidas conducentes a recuperar los recursos y hacerlos sustentables.

Luego, señaló que la legislación pesquera debe basarse en tres principios elementales para asegurar su sustentabilidad: la necesidad de que las cuotas globales de pesca sean determinadas de forma científica; el cuidado adecuado del hábitat marino, y la reducción de los niveles de pesca incidental y del descarte de especies.

Respecto del primer punto, recordó que el Instituto de Fomento Pesquero efectúa recomendaciones científicas para la fijación de cuotas anuales de captura, a fin de no alterar la capacidad de recuperación del recurso, sin embargo, con posterioridad los Consejos Zonales de Pesca asignan una cuota muy superior. 

Agregó que el ejemplo más dramático de esa mala práctica se presenta en la pesquería del jurel -que solía ser la más importante desde el punto de vista económico y social del país-, que ha reducido su producción hasta en un 95%. En ese caso, incluso, se llegó a fijar cuotas que superaban en un 87% la recomendación científica. Lo mismo ocurrió con las cuotas fijadas para la merluza de cola y para la anchoveta, que llegaron a exceder dicha recomendación en un 193% y un 78,5%, respectivamente.

Por lo anterior, valoró que el proyecto de ley aborde esta situación y cree comités científicos que establecerán cuotas en base a estudios técnicos y no al arbitrio de los interesados, señalando que, a su juicio, esta es la reforma fundamental que debe contener la ley.

Sobre la propiedad de los recursos pesqueros, recalcó que debe quedar claro en la ley que las cuotas no otorgan un derecho de dominio sobre ellos, sino que sólo son una forma de administrar y ordenar la pesca. En virtud de lo expuesto, si con posterioridad se determina la necesidad de modificar las cuotas, no debe otorgarse derecho a los eventuales afectados a solicitar indemnización por ello.

En ese contexto, añadió, desde hace tres años se ha tramitado en el Congreso Nacional el proyecto que protege los Ecosistemas Marinos Vulnerables, en el que se establecen restricciones a la pesca de arrastre y a cualquier otra que afecte los referidos ecosistemas, además de consagrar la aplicación del principio precautorio sobre los montes submarinos, que son ricos en especies marinas y permiten que las pesquerías sean más productivas.

Hizo presente también que las pesquerías que se sitúan en áreas de montes submarinos son poco productivas, dañan en demasía esos hábitats y son de difícil recuperación, ya que especies como el orange roughy tienen una esperanza de vida de alrededor de 130 años.

Seguidamente, dio cuenta de que está por concluir la tramitación legislativa del proyecto que reduce el descarte y la pesca incidental, que debe aplicarse a las pesquerías comerciales. No obstante, requirió la entrega de fondos suficientes por parte del Estado para proveer un número adecuado de observadores científicos a bordo de los barcos, con la finalidad de obtener una cifra certera de las cantidades de descarte.

Respecto de las medidas adicionales para asegurar la sustentabilidad de los recursos, además de las tres principales antes mencionadas, mencionó que es oportuno discutir sobre el destino de los recursos pesqueros capturados, puesto que la mayoría de ellos son utilizados en la fabricación de harina de pescado, en desmedro del consumo humano. 

Agregó que la industria de harina de pescado, además, es poco eficiente, por cuanto de cada tonelada de pescado utilizado, sólo un 25% se aprovecha, descartándose el resto. Por lo anterior, exhortó a las autoridades a aplicar restricciones a esa industria, al menos, en algunas especies colapsadas, como el jurel.

En otro aspecto, manifestó que existen algunas especies que merecen una atención especial, como los tiburones, que estructuran ecosistemas y son parte fundamental de su buen funcionamiento. 

A ese respecto, propuso la prohibición de ciertos artes de pesca usados en la pesquería de pez espada y que tienen una alta pesca incidental de tiburones. Incluso, añadió, se da el absurdo de que dicha pesca incidental es mayor que la de la especie objetivo. Presentó el siguiente gráfico:


Finalmente, destacó que la pesca artesanal debe ser un tema fundamental que inspire la futura normativa, ya que, si bien se proponen medidas a su favor mediante el fraccionamiento de las cuotas, es necesario entender que es la pesca más eficiente desde el punto de vista social, debido a que otorga mayor cantidad de empleos y sus ingresos se reparten entre más actores.

Para ello, solicitó cuidar los caladeros históricos en que la pesca artesanal compite con la industrial, entregarles áreas exclusivas para desarrollar tranquilamente sus actividades, especialmente en el caso de la merluza y, por último, perfeccionar la legislación que impida las perforaciones industriales a la zona exclusiva de las cinco millas.

La Consejera Política de Campaña de Greenpeace, señorita Elizabeth Soto, señaló que el desafío de la nueva ley es lograr una regulación a largo plazo que asegure la sustentabilidad de las pesquerías. Para esto es necesario que se creen mecanismos de control que favorezcan una industria sustentable y que permitan asegurar la recuperación de la pesca en Chile.

Indicó que valoran los avances que se logran en este proyecto, en particular la nueva visión que busca la sustentabilidad de los recursos pesqueros, incorporando el principio precautorio y el enfoque ecosistémico intentando hacer vinculantes las recomendaciones científicas a la determinación de cuotas. Sin embargo, existen temas pendientes en esta materia, por cuanto el actual texto permite un porcentaje muy peligroso de discrecionalidad sobre las cuotas (20%), siendo deseable que sólo fuera un 10%. Además, el uso del Rendimiento Máximo Sostenible (RMS) está manipulado para que al llegar al 85%, suba al 100%, lo cual vulnera el principio precautorio. El Rendimiento Máximo Sostenible (RMS) no está diseñado para que considere el enfoque de ecosistemas, en vez de esto, se insiste en una mirada mono específica. El Rendimiento Máximo Sostenible (RMS) no es el punto que se deba alcanzar en la administración pesquera. Los valores del 85% del Rendimiento Máximo Sostenible (RMS) como límite son consistentes con el principio precautorio.

Añadió que, en materia de criterio científico en las cuotas de pesca, existen otros temas pendientes. En efecto, existe una grave omisión del rol de los descartes –hasta el 30% en volumen de pesca- que afecta en la capacidad de los Comités Científicos Técnicos (CCT) para determinar el rango de las cuotas de pesca. Además, siguen ausentes las definiciones de captura y desembarques en el texto del proyecto de ley, y se insiste gravemente en seguir usando este concepto. En este sentido, no diferenciar las capturas de los desembarques ha sido la principal razón de la situación actual de los recursos pesqueros. 

Manifestó que debe ser la captura in situ a bordo de las naves, mediante el programa de observación científica, la que se considere para contabilizar el uso de la cuota y no lo informado en el formulario de desembarque. Los observadores científicos deben ser quienes lleven un registro de capturas, entre otros datos, permitiendo conocer con total certeza las reales capturas de la flota. 

La Consejera señorita Soto precisó que se debe fortalecer el rol de los Comités Científicos Técnicos asegurando que siempre deberán ser sus recomendaciones las que determinen las cuotas de pesca. Sin embargo, el texto actual prescinde de ello en algunos casos. Adicionalmente, el Instituto de Fomento Pesquero (IFOP) debe transformarse en el “hermano grande” de la investigación científica. No obstante, no está asegurado su rol, por cuanto, aún falta un incremento en el presupuesto destinado a investigación. Sin perjuicio de lo anterior, se debe asegurar que la totalidad de las naves lleven observadores científicos al año 2017. Sin esta claridad de compromisos y requerimientos es difícil creer que la nueva visión de sustentabilidad tendrá el apoyo correspondiente.

Concluyó señalando que es de vital importancia, para asegurar la sustentabilidad de largo plazo, que el Estado tenga el control sobre los recursos hidrobiológicos. Además, deben existir claras causales de caducidad para las licencias de pesca, donde criterios de sustentabilidad que involucren buenas prácticas, renovación en tecnologías, evaluación de artes de pesca, entre otras, sean consideradas periódicamente. Actualmente se quiere entregar de forma indefinida licencias a quienes han sido los responsables del actual estado de los recursos, lo cual no da garantías a la sustentabilidad. Finalmente, el Estado debe tener propiedad sobre los recursos hidrobiológicos y debe tener el derecho de retirar licencias a quienes tengan malas prácticas.

El Director Ejecutivo de ECOCEANOS señor Juan Carlos Cárdenas expresó que este segundo trámite se inicia con la falsa premisa de que los recursos pesqueros del país son de quienes ya tienen cuotas pesqueras a través de la ley denominada de Límite Máximo de Captura por Armador. Con esto se busca consolidar un mercado cerrado en perjuicio del conjunto de la sociedad chilena, pequeñas y medianas empresas pesqueras, los derechos de los ciudadanos, pesca artesanal y pueblos costeros originarios, para beneficiar a cuatro conglomerados industriales, quienes poseen el 92% de las cuotas de pesca.

Hizo presente que tanto la conservación como la administración justa y sustentable de los recursos y sus correspondientes ecosistemas marinos, constituye uno de los principales desafíos que debe enfrentar la sociedad chilena de cara al siglo XXI. Lo anterior, en función de que los peces son vitales en la biodiversidad marina y el funcionamiento de los ecosistemas acuáticos, además de jugar un papel clave en la economía nacional, la soberanía alimentaria, la generación de empleo, el desarrollo de las regiones costeras y la identidad cultural, entre otros aspectos. En efecto, actualmente casi el 70% de las principales pesquerías que se administran bajo el sistema de cuotas individuales transferibles de pesca o Límites Máximo de Captura (LMC), se encuentran colapsadas o en proceso de sobreexplotación. Esta situación, además de evidenciar el rotundo fracaso de la institucionalidad y el manejo de las pesquerías, ha comprometido gravemente el patrimonio pesquero de la nación, aumentando por una parte la pobreza, inequidad y la exclusión social en las regiones costeras del país y, a su vez, ha profundizado la concentración económica y la "cartelización" del sector pesquero nacional.

Consideró que ésta es una mala ley, recordando que antes del presente proyecto de ley existió una propuesta más equitativa, que encabezó el anterior Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Juan Andrés Fontaine, que permitía un sistema más participativo para los actores del sector.  La actual iniciativa del Ministro Longueira, en cambio, da cuenta de uno de los mayores actos expropiatorios de bienes del Estado, lo cual profundizará la actual crisis de las pesquerías chilenas por efecto de la sobreexplotación industrial, creando inestabilidad social al vulnerar derechos, tanto de la presente como de las futuras generaciones de ciudadanos.

En cuanto a la sustentabilidad, el Director Ejecutivo de Ecocéanos, señor Cárdenas, precisó que este concepto se demoró 15 años en aparecer en la legislación pesquera chilena. Sin embargo, a pesar de estar señalado en forma discursiva como el eje del actual proyecto de ley, no se indica cómo se implementarán los conceptos de enfoque precautorio y manejo ecosistémico, lo que es preocupante cuando el 49% de las principales pesquerías del país se encuentren colapsadas y un 18% restante se encuentra en proceso de sobreexplotación.  Décadas de continuo saqueo, están dejando en evidencia que las capacidades de recuperación de las principales pesquerías -tales como jurel, merluza común, raya y congrio-, estarían siendo gravemente afectadas. 

Agregó que es contradictorio señalar objetivos de sustentabilidad pesquera y utilizar el concepto de Rendimiento Máximo Sostenible (RMS), donde no existe una mirada de conservación biológica ni de equidad social. Este enfoque, que nació hace medio siglo, ha sido superado desde todo punto de vista. Además, el vincular el Rendimiento Máximo Sostenible (RMS) a un modelo de licitación engañoso, es una burla a la recomendación del Tribunal de Protección de la Libre Competencia, y crea en la propia ley un incentivo perverso para sobreexplotar, ya que si las pesquerías no se recuperan, no hay licitaciones.  De esta forma, los grandes tenedores de cuotas pesqueras, evitarían la entrada de nuevos actores al sector y al mercado.  Asímismo, para que se alcance el Rendimiento Máximo Sostenible (RMS), se supone que el Estado cuenta con la información adecuada sobre el estado de los recursos y sus ecosistemas, lo cual dista de la realidad.  A esto se suman los graves problemas de fiscalización por parte del Servicio Nacional de Pesca y la actual política de externalizar-privatizar las funciones de control sobre el sector pesquero industrial.  Todo lo anterior, opinó, aumenta el riesgo de seguir sobreexplotando las pesquerías en aguas nacionales. 

Manifestó que se deben establecer plazos y organismos responsables para alcanzar la meta de la sustentabilidad pesquera.  El anuncio de establecer 11 comités científicos técnicos, cuyos miembros tendrán un papel consultivo y serán elegidos mayoritariamente por el gobierno, constituye más de lo mismo, por lo cual no se evita la tradicional politización de las decisiones de manejo pesquero, en favor de los grandes intereses económicos.  Uno de los mayores desafíos que tiene la sociedad chilena es el cierre temporal de aquellas pesquerías colapsadas, única herramienta que permitirá su recuperación con un 100% de tasa de éxito. Esto es conocido por los gobiernos, pero no existe voluntad política debido a que es una medida impopular, especialmente en tiempo de elecciones. 

Exigió una nueva gobernabilidad para los recursos, sosteniendo que Chile tiene 3,6 millones de kilómetros cuadrados de aguas jurisdiccionales y es el séptimo país con más desembarques pesqueros del mundo. Sin embargo, la legislación pesquera ha permitido que las autoridades de turno actúen de manera excluyente, irresponsable, discrecional y sin transparencia, en la administración de los recursos hidrobiológicos de la Nación. Chile necesita una profunda transformación de la institucionalidad pesquera, construyendo una nueva gobernabilidad para nuestro mar y sus recursos, sobre la base de una amplia alianza de ciudadanos organizados, estudiantes, pescadores artesanales, pueblos originarios, pequeños y medianos empresarios, científicos, académicos y consumidores, la cual, en lo inmediato, impida el intento expropiatorio del patrimonio pesquero del país. 

En razón de lo expuesto anteriormente, el Director Ejecutivo señor Cárdenas, propuso:

El reconocimiento de la propiedad del Estado sobre los recursos hidrobiológicos. Se debe reconocer que el Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de los recursos hidrobiológicos existentes en los espacios marítimos sometidos a su jurisdicción. 

Iniciar un amplio proceso de información pública y consulta ciudadana.

Asegurar el derecho de los pueblos originarios al acceso y uso de los recursos pesqueros. Exigió que la Comisión de Pesca y Acuicultura cumpla con la letra y el espíritu del Convenio 169 de la OIT, que a la vez debe estar en concordancia con las normas de la ley N° 20.249, que establece el uso del borde costero para las comunidades lafkenches. 

Prohibición de la pesca de arrastre en aguas chilenas. Aseveró que si este proyecto de ley pregona que su eje es la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos, se debe promover la selectividad en las artes y métodos de pesca, prohibiendo la pesca de arrastre en aguas chilenas, por afectar la conservación de los recursos pesqueros y su hábitat.

Fomentar la asignación eficiente y equitativa de los derechos de acceso y uso de recursos perteneciente a todos los chilenos. Se deben establecer mecanismos de subasta progresiva de un porcentaje de la fracción de pesca industrial, para asegurar el acceso a los recursos pesqueros de las plantas procesadoras pequeñas y medianas, pudiendo acceder empresas que sólo realicen procesamientos en territorio nacional. 

Fortalecer el papel del Estado y la participación ciudadana en las políticas de protección, acceso y uso sostenible y equitativo de los recursos hidrobiológicos y los ecosistemas acuáticos.

Integrar al sector pesquero a una estrategia nacional de seguridad alimentaria, mediante políticas de promoción de una alimentación sana a la población.

Realizar un manejo basado en el principio precautorio y enfoque ecosistémico de las pesquerías nacionales.

Fortalecer una política de investigación científica pública, autónoma y de carácter vinculante que garantice una administración pesquera sustentable.

Transparencia y control ciudadano sobre las políticas y decisiones públicas. Se requiere eliminar las facultades resolutivas de los consejos nacionales y zonales de pesca, en cuya composición están representados de manera importante y mayoritaria los intereses de los grandes industriales.

Reconocimiento y ampliación de las zonas de uso exclusivo para las actividades de la pesca artesanal. Se requiere declarar como 100% pesquería artesanal, a los recursos sardinas, anchoveta, merluzas, congrios, pejegallo, tollo, raya y jibia, entre otras. 

El Director del Programa de Conservación Marino (WWF) señor Mauricio Gálvez, indicó estar de acuerdo con la inclusión del principio precautorio y enfoque ecosistémico, no obstante lo cual deben estar presente en forma más visible. El peso de la prueba debe recaer en quienes piden la autorización. Así debiera agregarse un nuevo iii) letra b) al artículo 1ºB, del siguiente tenor: “Ante una solicitud de creación o modificación de una medida de administración, que suponga un daño o perjuicio para los recursos hidrobiológicos o su ecosistema, la carga de la prueba recaerá en el solicitante. La Subsecretaría establecerá los criterios que se utilizarán para valorar dichas pruebas y resolver”. A su vez, debiera modificarse la letra f) del artículo 1ºB para que quede del siguiente tenor: “considerar el impacto de la pesca en las especies asociadas o dependientes y la preservación del medio ambiente acuático, especialmente en la fijación de las cuotas anuales de pesca.”

Expresó que el artículo 2º numeral 59) debiera modificarse estableciendo que la definición debe estar dirigida al estado de situación de los recursos pesqueros, no al estado de situación de la pesquería. La definición propuesta se construye sobre atributos biológicos del recurso, y por lo tanto define la condición biológica del recurso pesquero.

Asímismo, el artículo 2º numeral 61) debiera disponer que el uso sustentable  es la utilización responsable de los recursos hidrobiológicos, sin comprometer las oportunidades para el desarrollo de las generaciones futuras.

Señaló que, respecto de las facultades para la administración de las pesquerías
, en el número 1, letra c) del artículo 3º debiera establecerse que en la determinación de la cuota global de captura se deberá mantener o llevar la pesquería hacia el rendimiento máximo sostenible considerando las características biológicas de los recursos explotados y los potenciales efectos de la cuota a capturar sobre las especies asociadas o dependientes y el medioambiente acuático.

Manifestó, en relación con la obligación de informar establecida en el artículo  4º A, que la Subsecretaría deberá, en el mes de marzo de cada año, elaborar un informe sobre el estado de situación de los recursos pesqueros y de cada pesquería asociada que tenga su acceso cerrado, declarada en estado de plena explotación, recuperación o desarrollo incipiente. El informe se deberá efectuar de conformidad con las definiciones del estado de situación de los recursos pesqueros contenidas en esta ley, las medidas de administración y la investigación desarrollada durante el periodo. Dicho informe deberá publicarse en su página de dominio electrónico.

El Director señor Gálvez precisó que, respecto a las áreas de manejo de pesquerías, debiera agregarse nuevos objetivos, metas y plazos, en la letra b) del artículo 8° como favorecer la conservación de los ecosistemas marinos sobre los cuales depende el recurso pesquero, la gobernanza y desempeño económico y social de la pesquería.  Además, en las estrategias para alcanzar los objetivos y metas planteados, prescritas en la letra c) del artículo 8º, debieran agregarse las acciones necesarias para favorecer el desempeño económico y social de la pesquería.  Sin perjuicio de lo anterior, para establecer un plan de manejo deberá tener en cuenta los requerimientos financieros, humanos y materiales necesarios para el diseño, ejecución y evaluación del plan de manejo, e identificación de las organizaciones o instituciones que asumirán dichos compromisos.

Añadió que en la composición de los integrantes de los Comités de Manejo se debe considerar un representante de una organización no gubernamental (ONG) de carácter ambiental con interés en la pesquería.  Además, este comité deberá establecer el periodo en el cual se evaluará dicho plan, el que no podrá exceder de dos años de su formulación eimplementación.  La Subsecretaría deberá asegurar y proveer las facilidades financieras y logísticas para desarrollar sesiones presenciales del Comité de Manejo.

Sostuvo que el programa de recuperación, deberá evaluar la eficacia de las medidas de administración y conservación y establecer los plazos y cambios que deberían introducirse a fin de lograr el objetivo de la recuperación de la pesquería. Sin embargo, de no lograr la recuperación de un recurso pesquero agotado en los plazos establecidos, dicha especie será clasificada como vulnerable bajo el Reglamento para la Clasificación de Especies a que alude el artículo 37 de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

Agregó que los programas de investigación elaborados por la Subsecretaría deberán, también, propender a la conservación de los ecosistemas marinos que sustentan estas actividades. Asimismo, el Director Ejecutivo del Fondo de Investigación Pesquera debería ser designado por el Subsecretario de Pesca a través del Sistema de Alta Dirección Pública.

Indicó que en las funciones de los Comités Científicos de las Pesquerías, en cuanto, a la determinación del rango dentro del cual se puede fijar la cuota global de captura, se propone que la amplitud de dicho rango, sea tal que el valor mínimo sea igual al que permita el cumplimiento del objetivo de manejo con cero por ciento de riesgo de no cumplirlo y el valor máximo igual al que permita el cumplimiento del objetivo de manejo con 10% de riesgo de no cumplirlo.  Además, se propone que participen en las sesiones del comité observadores externos, previa solicitud al Presidente del Comité, quien establecerá los términos y condiciones de la participación de los observadores.

Concluyó señalando respecto del financiamiento de la sustentabilidad, la necesidad de crear una Institución Financiera para financiar la transición de las pesquerías sobrexplotadas a sustentables. Esta Institución Financiera, sobre la base de planes de manejo, entregaría préstamos a los usuarios de las pesquerías para que las medidas de conservación se implementen efectivamente. Estos préstamos debieran garantizarse contra el valor futuro de los stocks recuperados, y debieran pagarse una vez que se logre cierto mínimo de rentabilidad, permitiendo que el capital original se reinvierta en la pesquería. A su vez, se propuso la creación de IDEPA que, entre otras materias, permita aprovechar las oportunidades de los mercados emergentes que  privilegian las certificaciones ambientales de pesquerías.

El representante de Marine Stewardship Council (MSC) señor Rodrigo Polanco, expresó que la actual propuesta de proyecto de modificación de la Ley General de Pesca y Acuicultura resulta ser un significativo avance para la administración de las pesquerías que, a través de la incorporación de principios y procedimientos, plenamente acordes con las mejores prácticas internacionales podrán asegurar la explotación sostenible de los recursos pesqueros nacionales.

Agregó que la administración de pesquerías y la conservación de largo plazo de las poblaciones de peces, para su uso sostenible es una situación que no solo atañe a Chile, es más bien una problemática internacional de larga data, donde países pesqueros, países consumidores de productos pesqueros, organizaciones regionales, organizaciones internacionales y otros grupos de partes interesadas han tenido que implementar directrices para la administración de pesquerías. Esto por supuesto es un proceso de mejora continua, donde se aprende y cambia, pero sin lugar a dudas, la experiencia internacional debería ser un referente para la regulación pesquera nacional, pues representa la experiencia de todos, incluido Organizaciones Internacionales, tales como Naciones Unidas, la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), que a luz de todos, busca el bien común. 

Alabó la incorporación de la conservación y el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos en el objetivo de esta ley, lo cual es concordante con las tendencias mundiales en administración pesquera, base del manejo actual y promovido por Naciones Unidas, OECD, FAO y todas las Organizaciones Regionales de ordenación pesquera. La aplicación de este objetivo por medio del enfoque precautorio y eco sistémico deberían plasmarse en los aspectos procedimentales de la nueva ley.

Destacó la necesidad de que las medidas de administración tengan objetivos de largo plazo, lo que más allá de todas las recomendaciones internacionales, parece de toda razón, pues de otro modo no es posible asegurar la conservación sostenida en el tiempo, sin entrar a consideraciones cortoplacistas, propias de la variabilidad que pueden ofrecer los sistemas biológicos.

Elogió la incorporación del Rendimiento Máximo Sostenible, como un límite para la explotación de recursos pesqueros. Este límite técnico está validado a nivel mundial e implícitamente evita que la explotación de recursos pesqueros esté sujeto a consideraciones diferentes a la máxima capacidad de explotación que una población de peces puede  resistir, sin llegar a su menoscabo, como población.  De igual manera llamó la atención acerca del valor de la investigación y de la ciencia, como base fundamental para la toma de decisiones en administración de pesquerías. Los sistemas biológico pesqueros, por encontrase en el océano, tienen por definición una limitada capacidad para obtener información y como principio general la desinformación, es fuente para la discusión tendenciosa y focalizada en los intereses personales. 

Precisó que, en el mismo sentido y fundamentado en que habrán significativos avances en la investigación e información biológica pesquera y de los ecosistemas en que viven los recursos pesqueros, el promover que la toma de decisiones se base en la mejor información científica disponible, es el camino correcto para materializar los objetivos de sustentabilidad de largo plazo, en procedimientos efectivos para alcanzar tal objetivo.

Añadió, sobre la incorporación explicita de los objetos de financiamiento del Fondo de Administración Pesquera, que parece ir en el camino correcto, pues así se evitará la utilización discrecional por parte de la Autoridad de tales fondos, sin embargo, estimó,  que su mención resulta ambigua.  Es relevante que los programas y proyectos de fomento y desarrollo a la pesca artesanal, sean consistentes con los objetivos de esta ley, evitando proyectos que promuevan la sobre capacidad de pesca o la presión indiscriminada de pesca. 

Enseguida, el Honorable Senador señor Horvath advirtió que se debe tener presente que los problemas sociales no se resuelven con asignación de recursos naturales, como se hizo en algún momento, por ejemplo, con la pesca de investigación, lo que sólo contribuyó a dañar aún más los recursos hidrobiológicos. Por lo tanto, aseveró, en la discusión de la iniciativa se debe dar énfasis a la sustentabilidad y a la recuperación de los recursos, además del establecimiento del principio precautorio para asegurar su protección.

En otro ámbito, informó que sobre la propiedad de los recursos hidrobiológicos, la Comisión ha acordado promover la discusión sobre si es pertinente o no establecer el dominio del Estado sobre éstos.

Respecto de los plazos de las asignaciones de cuotas y las fórmulas para mantenerlas, sostuvo que aquello será un tema a debatir durante la tramitación del proyecto.

También planteó que, en su oportunidad, se tratarán las siguientes situaciones que se relacionan con el presente proyecto de ley: las perforaciones que se producen entre pescadores industriales y artesanales y las que se efectúan en las zonas contiguas; otorgar mayores facultades y recursos al Instituto de Fomento Pesquero; la recuperación de los ecosistemas vinculados a las algas; la generación de una nueva institucionalidad para el sector artesanal, a través del denominado “INDAP pesquero”; la instalación de los posicionadores satelitales; respecto de los pueblos originarios destacó la dictación de la ley que crea el Espacio Marino Costero para los pueblos originarios; la regulación de la pesca de arrastre; la disminución del descarte; la protección de ecosistemas marinos vulnerables; la creación de parques y reservas marinas; la reglamentación de las áreas marinas de uso múltiple, y la integración de los comités científico técnicos.

En conclusión, manifestó que en la discusión de la iniciativa legal se deberán considerar los aspectos sociales, económicos, ambientales y culturales que caracterizan a la actividad pesquera. 

A su turno, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes, valoró las exposiciones que han realizado las organizaciones no gubernamentales y aseguró que las observaciones efectuadas serán analizadas por esa Secretaría de Estado, con la finalidad de perfeccionar el proyecto de ley en discusión.

Enseguida, enfatizó que el establecimiento del principio de la sustentabilidad en la legislación también conlleva situaciones impopulares, como por ejemplo, respecto de la implementación de los posicionadores satelitales en las embarcaciones. Por tanto, solicitó a los miembros de la Comisión mantener una posición equilibrada en la discusión, con el objetivo de lograr mayor transparencia e información en la actividad de pesca.

En cuanto a la solicitud de entrega de un mayor financiamiento del sector pesquero, el señor Ministro sostuvo que el Estado ya le destina bastantes recursos a través de la fiscalización, de la investigación y de la implementación de un aparato administrativo a su servicio, a pesar de que el Estado sólo recibe los ingresos que emanan del sector industrial mediante el pago de patentes. No obstante lo anterior, destacó que en el proyecto de ley hay un esfuerzo importante para aumentar los recursos destinados a la Subsecretaría de Pesca, al Servicio Nacional de Pesca y al Instituto de Fomento Pesquero. 

Por otra parte, adujo que se tendrá especial preocupación en promover todas aquellas medidas que tiendan a evitar la captura de la institucionalidad que se crea, con la finalidad de resguardar la mantención del objetivo principal de la iniciativa legal, que es la sustentabilidad de los recursos.

Añadió que, en general, existe una mirada muy positiva de parte de las ONG sobre el avance que se está promoviendo sobre la materia. Además, recalcó  que durante la tramitación del proyecto de ley se han logrado consensos importantes en variadas materias, que facilitarán su discusión. 

En último término, expresó su deseo de que antes que concluya el presente año quede concluida la tramitación del proyecto sobre protección de ecosistemas marinos vulnerables y de la iniciativa que regula el descarte de especies hidrobiológicas
.

A continuación, el Honorable Senador señor Bianchi expresó que en la medida que se va logrando consensos se puede dar cumplimiento al objetivo de avanzar en la tramitación este importante proyecto de ley.

Luego, reiteró su posición de acercar la discusión de la iniciativa legal a las distintas regiones, para lo cual solicitó a los miembros de la Comisión acordar un cronograma de trabajo en ese sentido.

Enseguida, el Honorable Senador señor Horvath ofreció nuevamente la palabra a las organizaciones no gubernamentales que expusieron ante la Comisión, para que realizaran sus comentarios finales.

El señor Director Ejecutivo de OCEANA, señor Alex Muñoz, reforzó la idea de que el presente proyecto de ley es la última oportunidad para recuperar los recursos pesqueros, antes de que sea demasiado tarde. También enfatizó la necesidad de que ciertos recursos que se encuentran en una situación delicada, como la merluza y el jurel, cuenten con una regulación especial que, por ejemplo, impida que sean destinados a la fabricación de harina de pescado, en favor del incentivo al consumo humano. 

En otro aspecto, recomendó seguir avanzando en el establecimiento de nuevas áreas marinas protegidas, como la ampliación del Parque marino Motu Motiro Hiva, ubicado en la isla Salas y Gómez. Además, solicitó el respaldo de las autoridades para la reglamentación de las áreas marinas de uso múltiple, que, a su juicio, no ha contado con el debido apoyo por parte del Ministerio del Medio Ambiente.

El asesor de Greenpeace, señor Samuel Leiva, destacó que se debe tener en consideración que el presente proyecto de ley definirá la administración pesquera que regirá en los próximos veinte años, por lo que es necesario otorgar mayor relevancia a la discusión sobre la sustentabilidad y recuperación de los recursos, sobre otras materias.

Agregó que no se debe perder una oportunidad histórica para generar una normativa adecuada, ya que no existe tiempo disponible para seguir aplazando los procesos de recuperación de las pesquerías.  Para ello, razonó, es necesario consolidar los mecanismos de control de los recursos hidrobiológicos por parte del Estado, ya que, de otra manera, se repetirán los errores que contiene la normativa vigente, que ha entregado sólo al mercado la regulación de la actividad pesquera, a pesar de que la evidencia empírica ha demostrado justamente lo contrario.

En ese orden de ideas, señaló que el actual panorama de la pesca es peor que el que existía diez años atrás y presenta condiciones muy adversas en la situación de las pesquerías.

Finalmente, señaló que la mayor preocupación de la entidad que representa es que se logre una visión compartida que permita consolidar el principio de sustentabilidad de los recursos, una vez asegurada la recuperación de las pesquerías.

Por su parte, el Director Ejecutivo de ECOCEANOS, señor Juan Carlos Cárdenas, reiteró que el objetivo central de la presente iniciativa es la transferencia de la propiedad de los recursos pesqueros de la nación, de manera gratuita y vitalicia, a un pequeño grupo de operadores industriales que han sido, además, los responsables de la actual crisis pesquera. En ese contexto, reflexionó, todos los otros temas tienen un carácter secundario en el proyecto.

Además, recalcó la desaparición del rol del Estado en el proceso de asignación y uso de los recursos pesqueros, transfiriéndolo al mercado, a través de las licencias transferibles de pesca. Todo aquello, opinó, junto con tener vicios de constitucionalidad, afectaría la soberanía del país y la estabilidad social.

En virtud de lo expuesto, indicó que se estaría generando una creciente preocupación en la ciudadanía, por lo que exhortó a los Honorables Senadores a escuchar la voz de la gente.

A continuación, el Coordinador del Programa Marino de la WWF, señor Mauricio Gálvez, concordó con la importancia de otorgar un mayor impulso a las iniciativas sobre creación de áreas marinas protegidas y a la que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

Seguidamente, sostuvo que la pesca, en general, es un sector altamente contencioso, lo cual es parte, a su juicio, de la naturaleza del sector.

En ese orden de ideas, manifestó que el proyecto tiene carencias en el otorgamiento de gobernanza al sector, lo que, eventualmente, haría que los problemas que actualmente se presentan en los Consejos de Pesca se trasladasen a los comités científicos propuestos en la iniciativa en discusión.

En consecuencia, añadió, es necesario  fomentar la investigación y que se establezca un sistema de administración que tome en cuenta a las bases, para lo cual se debiese fortalecer los planes de manejo participativos y otorgarles un adecuado financiamiento.

Sin perjuicio de lo anterior, reconoció que el proyecto de ley apunta en la dirección correcta al disponer como un objetivo central la sustentabilidad de los recursos pesqueros.

A su turno, el asesor de Marine Stewardship Council, señor Rodrigo Polanco, explicó, en primer lugar, que el proyecto contiene principios valorables que deben ser resguardados, por lo que exhortó a los Honorables Senadores a tenerlos en consideración al momento de decidir sus posiciones.

En ese contexto, expresó que los objetivos de sustentabilidad y la incorporación del enfoque precautorio deben ser protegidos en la tramitación del proyecto de ley. 

El Honorable Senador señor García-Huidobro consultó al señor Polanco sobre las exigencias de certificaciones por parte de los mercados más relevantes en materia de recursos pesqueros y cómo dicho proceso repercute en los competidores del sector.

El señor Polanco señaló que la existencia de certificaciones ha tenido un crecimiento exponencial en los últimos años, en razón de que la pesquería que logra una certificación determinada inmediatamente logra una diferenciación sobre los otros actores, otorgándosele un atributo especial, que es aceptable y deseable en mercados relevantes.  Lo anterior provoca, además, que los competidores también requieran esa cualidad.

En último término, mostró su conformidad con la idea que de los pescadores artesanales puedan disponer de fondos para que también puedan participar en los procesos de certificación.

El Subsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea, reconoció el aporte de las Organizaciones No Gubernamentales al presente proyecto de ley y a otras iniciativas, especialmente en el tema de la sustentabilidad de los recursos pesqueros.

Posteriormente, destacó algunas medidas que se han adoptado en ese sentido, como la creación del Parque Marino en las islas Salas y Gómez y la resolución que recientemente ha dispuesto que se destine un 100% de la producción de jibia al consumo humano.

En relación con la situación del jurel, explicó que actualmente un 85% de su captura se destina a consumo humano, lo que se debe principalmente a la disminución de su cuota.  Sin perjuicio de lo anterior, agregó que existe conciencia en la industria de que se debe agregar valor a los recursos capturados y no sólo destinarlo a la harina de pescado.

Sobre la merluza común, destacó que por primera vez se ha implementado un plan para su recuperación, en conjunto con los actores pesqueros.

Por último, respondiendo a la inquietud planteada por el señor Mauricio Gálvez, indicó que el informe financiero del proyecto en discusión contempla fondos para el financiamiento de los planes de manejo de las doce pesquerías fraccionadas por ley.

Finalmente, el Honorable Senador señor Horvath, coincidió en que el consumo humano de recursos marinos en nuestro país debe aumentarse, y aseguró que en la discusión del proyecto de ley la Comisión tendrá especial consideración en las condiciones particulares de cada zona del país.

- - -

En sesión celebrada el día 7 de agosto de 2012, la Comisión recibió en audiencia a las entidades gremiales que representan al sector pesquero artesanal, quienes expusieron sus opiniones en relación al proyecto de ley en estudio.

La Presidenta de la Confederación de Pescadores Artesanales de Chile (CONAPACH), señora Zoila Bustamante Cárdenas, expuso que la asociación que representa ha enfrentado la discusión del presente proyecto de ley organizando talleres ampliados con pescadores artesanales de las distintas caletas de pescadores, reuniones que a la fecha ya se han efectuado en las ciudades de Arica, Iquique, Antofagasta, Caldera, Huasco, Valparaíso, Coronel, Talcahuano y Puerto Montt, lo que ha permitido unificar criterios y conocer la realidad de cada región.

Asimismo, indicó que se han reunido con Honorables Diputados de diversas bancadas y partidos políticos, con representantes del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y con el señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura, para dar a conocer las demandas del sector que representa.

Agregó que la organización ha venido trabajando la presente iniciativa legal desde el inicio de la discusión legislativa en la Honorable Cámara Diputados, oportunidad en que la CONAPACH presentó más de 50 observaciones al proyecto de ley, algunas de las cuales fueron acogidas, sin perjuicio de insistir ante este Honorable Senado en aquellas que fueron rechazadas y que son emblemáticas para el sector.

Manifestó que la Confederación que representa apoya la idea de legislar porque estiman necesario avanzar en la regulación del sector pesquero, en especial, porque la actual normativa rige hasta el 31 de diciembre de este año.

Hizo presente a la Comisión que las principales demandas acordadas en la última asamblea de dirigentes sostenida en la Caleta Portales de la ciudad de Valparaíso, apuntan en gran medida a implementar los Planes de Manejo, cuyo carácter, a su juicio, debe ser obligatorio, reconociéndose en ellos los caladeros históricos de la pesquería, junto con identificar los conflictos de uso para que sean resueltos; asegurar la participación del sector artesanal, con la creación de un Comité de Manejo; y remplazar la propuesta de un panel de expertos por un Comité Científico Pesquero.

En este sentido declaró la necesidad de aumentar los cupos a ambos sectores de la actividad, con igualdad de participantes, para dar así una mayor legitimidad a las decisiones. Además, agregó, se debe circunscribir la participación sólo a los actores de la fase extractiva, sin incluir a quienes laboran en las plantas procesadoras, ya que se trata de un comité de manejo de la pesquería, que requiere la opinión de quienes ejercen directamente la actividad.

Continuó la señora Presidenta de CONAPACH expresando que las demandas más relevantes del sector pesquero artesanal buscan el reconocimiento de las principales áreas de pesca de la flota y la declaración de exclusividad para el sector en los caladeros habituales, fuera de las cinco millas, evitando la interferencia negativa del sector pesquero industrial.  En este último ámbito, manifestó, la pesquería artesanal de la zona central dedicada a la extracción de la especie merluza común se encuentra colapsada, y a su juicio, la única forma de recuperar el recurso es respetando las vedas de extracción, evitando en estos períodos el arrastre de crustáceos.

Algunas propuestas del presente proyecto de ley, recalcó, solo generarán conflictos internos entre los propios miembros afiliados a la Confederación que dirige.  Tal será el caso de la entrega de la explotación exclusiva de la primera milla marina a embarcaciones artesanales menores a 12 metros de eslora, ya que el sector artesanal que representa incluye embarcaciones de hasta 18 metros, por tanto manifestó su rechazo a la restricción.

Por otro lado, se mostró partidaria de terminar con la práctica de las perforaciones en las cinco millas marinas y de extender esta zona mediante el cambio en el método de medición, el que toma como base las puntas más salientes de los caladeros y no el borde costero, disposición que se introdujo en  la Honorable Cámara de Diputados.

Valoró también la incorporación en el proyecto de ley que se discute, de una definición del contrato de sociedad a la parte, convención típica del sector pesquero destinada a la repartición de los frutos obtenidos en la actividad extractiva.  En esta materia, acotó, es necesario incentivar el uso y escritura de este tipo de contratación que permitirá acreditar la habitualidad de la actividad, permitiendo, asimismo, el acceso de los pescadores a beneficios sociales de salud y previsión, evitando el mal uso de los armadores en la deducción de gastos indebidos en la renta.

Como observaciones al presente proyecto de ley, reiteró que la Confederación que dirige no está de acuerdo con impedir  la operación en la primera milla marina a aquellas embarcaciones mayores o iguales a 12 metros de eslora, puesto que consideró que la medida solo generará desempleo en la pesca artesanal, propiciando a su vez, un negocio ilegítimo en torno a una posible venta del acceso a operar en dicha área.

De igual forma, hizo hincapié en mejorar el sistema de declaración de vacantes y regularización de la pesquería artesanal.  En la Honorable Cámara de Diputados, indicó, se aprobó la obligación de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura de definir, anualmente, la cantidad de vacantes para la pesca artesanal.  Esta medida permitiría a un número importante de personas que hoy trabajan en la ilegalidad, postular a esos permisos vacantes.  Desde el año 2010 hasta la fecha, graficó, se han caducado 3.800 permisos, sin embargo la autoridad pesquera no efectuado el llamado para la adjudicación de  tales autorizaciones.

Un tema delicado del presente proyecto de ley, sostuvo, ha sido la iniciativa del Ejecutivo de incorporar la licitación de cuotas, propuesta a la que se han opuesto en todo momento, principalmente, porque se plantea que el sector artesanal cuide y recupere los recursos marinos para luego licitar una cuota de ellos a terceros actores.  Si existe recuperación de especies marinas, concluyó, las cuotas para extraerlas deben ser entregadas al sector pesquero artesanal.

Sobre el Registro Artesanal de Extracción se mostró de acuerdo con mantener el sistema como rige actualmente.  En su opinión, será tarea posterior de las organizaciones inscritas en este régimen alcanzar un acuerdo sobre posibles ajustes o modificaciones.

También se manifestó conforme con la idea de reservar una cuota para los pescadores artesanales en especies marinas que se declaren en régimen de desarrollo incipiente y recuperación, adelantando que en esta materia, la Confederación que preside propondrá un mecanismo para incorporar al sector artesanal a las pesquerías ya licitadas como la especie bacalao en el territorio sur del país, y langostino, en la zona norte.

Como representante del sector dedicado a la explotación de recursos bentónicos, solicitó el apoyo de los Honorables Senadores para eximir del pago patente a los artesanales dedicados a las áreas de manejo, lo que permitiría aliviar el costo surgido por la necesidad de vigilar tales áreas, las que se han visto expuestas al accionar inescrupuloso de personas que se apropian indebidamente del recurso. Como complemento, indicó, es indispensable la creación de un tipo penal que castigue la extracción no autorizada de recursos en áreas de manejo, para lo cual también requirió el apoyo de sus señorías.

Finalizando, resumió los diversos problemas que ha generado la iniciativa legal al sector que representa.  En primer término, el cierre de la primera milla marina a embarcaciones superiores a 12 metros de eslora; luego, el uso obligatorio de posicionador satelital, el que afectará a la pesca de la especies bacalao y reineta, evidenciando, a su vez, la existencia de los caladeros en las regiones contiguas; y finalmente, mantener la posibilidad de eximirse del pago de patente.

Como punto final, destacó un tema ausente en la presente iniciativa legal, que corresponde a la posible existencia a futuro de una institución que promueva el desarrollo de la pesca artesanal, promesa presidencial anunciada en el último discurso pronunciado por S. E. el Presidente de la República, el 21 de mayo recién pasado.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath valoró la reciente exposición, y agregó que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura del Senado tiene presente solicitar al Ejecutivo el envío de una iniciativa legal que establezca el Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal, para que sea tramitado paralelamente al presente proyecto de ley. Una preocupación similar manifestó por una regulación legal que permita la protección de las algas marinas, cuyo deterioro ha ido en aumento producto de la erosión del suelo marino.

Asimismo, consultó la opinión de la dirigente del sector artesanal por la incorporación de un posicionador satelital, el que, señaló, permite a la autoridad marítima conocer la ubicación geográfica de las embarcaciones pesqueras, beneficiando la seguridad de los propios pescadores.

El Honorable Senador señor Fulvio Rossi consultó acerca de la evaluación que tiene el sector artesanal respecto de los Comités Científicos que incorpora el proyecto de ley.  También solicitó aclarar las posibles diferencias que pudieren existir al interior del sector artesanal entre los dueños de embarcaciones inferiores a 12 metros de eslora y aquellas iguales o superiores a esa dimensión, ya que por una parte se exige la no perforación de las cinco millas marinas, que beneficiaría a los últimos, y por otro, se cuestiona la medida de preservar la primera milla marina para los primeros. Otro aspecto por el cual consultó fue por el contrato de sociedad a la parte, que se incluye en la iniciativa legal.

Por último, en el tema de la licitación de las cuotas, pidió precisar las razones de la organización para oponerse a ella, pues, si los recursos hidrobiológicos existentes en el territorio marítimo sujeto a la jurisdicción de Chile pertenecen a todos los nacionales, afirmó, por qué se debiera cerrar el acceso a otros actores de la industria, cuya presencia podría generar una mayor competencia en el mercado, favoreciendo mejores condiciones laborales, exigidas, desde luego, en las propias bases de licitación.

La Presidenta de la Confederación de Pescadores Artesanales de Chile (CONAPACH), señora Zoila Bustamante Cárdenas, respondió las distintas consultas efectuadas por los Honorables Senadores, refiriéndose en primer término al posicionador satelital.  Al respecto, declaró que el sector que representa observa esta medida más como una restricción que como un beneficio.  La realidad actual, apuntó, demuestra que flotas pesqueras artesanales también desarrollan la actividad fuera de las cinco millas marinas, por tanto, el acceso a esa información por la autoridad marítima solo originará sanciones para el sector, y no los beneficios de seguridad anunciados por el Ejecutivo.

Añadió también, la necesidad de diferenciar las distintas flotas que ejercen la pesca artesanal, algunas de las cuales están imposibilitadas de asumir el costo de la implementación de un posicionador satelital, independiente de la posible rebaja en el pago de la patente propuesta en el presente proyecto de ley. Flotas bentónicas y otras dedicadas a la captura del bacalao, ejemplificó, están hoy impedidas de sufragar los gastos para la adquisición de tales aparatos.

Sobre los Comités Científicos se mostró favorable a la existencia de tales organismos, cuya capacidad técnica debe ser el patrón que gobierne las decisiones sobre la determinación de las cuotas pesqueras, sumado a la existencia de Comités de Manejo que den soporte práctico a las resoluciones que se pretendan adoptar.

Respecto de la reserva de la primera milla marina para un sector de la pesca artesanal, se manifestó en contra de excluir a las embarcaciones iguales o superiores a 12 metros de eslora de esa zona, ya que tal medida solo dividiría al sector que representa. Al efecto, expresó que en la actualidad existen flotas con embarcaciones inferiores a la medida mencionada que no están desarrollando la actividad pesquera porque aguardan el establecimiento de la limitación propuesta en la iniciativa legal, para luego negociar la entrada de embarcaciones mayores a 12 metros de eslora a la zona de la primera milla marina, como lo permitiría el presente proyecto de ley. Además, recalcó que en gran parte de la zona costera del país la primera milla marina está contaminada por industrias salmoneras y de celulosa, como también por centrales termoeléctricas.

Se refirió asimismo al contrato de sociedad a la parte, donde explicó que las partes involucradas en la recolección o capturas de ciertas especies marinas, trabajan dividiéndose por porcentajes las ganancias de la actividad.  En el caso del loco, expuso, los frutos se dividen entre los buzos, los marinos y el dueño de la embarcación, asumiendo este último los gastos de la operación (combustibles, aceites, trajes especiales, etc.). El problema es que ciertos armadores deducen descuentos indebidos disminuyendo la ganancia total obtenida, lo que reduce los ingresos de los pescadores. El objetivo perseguido con la definición legal, puntualizó, es una repartición más equitativa que incluya beneficios sociales, previsión de salud y contratación de seguros personales.

Por último, en cuanto a la licitación declaró que la preocupación del sector artesanal, que como ya se ha expuesto extrae el 53% de los recursos marinos, es la posible subasta en un futuro próximo de cuotas pertenecientes a dicho sector. Recordó a los presentes, que el sector industrial ya ha manifestado la voluntad de recurrir al Tribunal Constitucional para requerir la licitación de las cuotas de todo el sector, no solamente el industrial, solicitud que en caso de resultar favorable, perjudicaría evidentemente al sector artesanal.

El Subsecretario de Pesca y Acuicultura, señor Pablo Galilea Carrillo, pidió la palabra para complementar los comentarios de la dirigente del sector artesanal. Primero, expresó que desde el inicio de la actual administración se han promovido nueve iniciativas legales que establecen beneficios directos para el sector de la pesca artesanal, los que se han trabajado de manera conjunta con las diferentes organizaciones representativas del sector.

Luego, en cuanto a la presente iniciativa legal explicó que los Comités Científicos que se proponen son once, ocho de pesca y tres de acuicultura, diferenciados por los principales tipos de especie.

Sobre el posicionador satelital acotó que hoy se trata de un instrumento tecnológico, accesible económicamente, cuyo costo varía entre $700.000.- y $1.000.000.-, inversión que será descontable en un 100% del valor de la patente, junto con la posibilidad de deducir el 50% de los gastos de implementación. Agregó que solo 1.168 de las 13.073 embarcaciones artesanales existentes en la actualidad se verían obligadas a incorporar un posicionador satelital, puesto que solo obliga el uso del aparato a las naves mayores de 12 metros de eslora que utilizan cercos y a las mayores de 15 metros que ejercen la actividad con otras artes. Respecto a las embarcaciones dedicadas a la extracción de recursos bentónicos, aclaró que el presente proyecto de ley no las obliga al uso del posicionador. La razón de obligar a las grandes embarcaciones, apuntó, radica en que el 90% de la pesca artesanal es desembarcada por este tipo de naves.

Finalmente, explicó que la propuesta de la reserva de la primera milla marina para los pequeños pescadores artesanales, es decir, para las más de 11.000 embarcaciones de menor eslora, es ayudar al sector más desvalido de la actividad pesquera y promover el desarrollo sustentable de los recursos, debido a que gran parte del proceso reproductivo de las especies se origina en esa zona. No obstante lo anterior, agregó que en cada región, sobre la base de los acuerdos entre los propios pescaderos, se puede autorizar el acceso de embarcaciones superiores a 12 metros de eslora a la primera milla marina.

El Presidente de la Confederación Nacional de Federaciones de Sindicatos de Pescadores Artesanales de Chile (CONFEPACH), señor Hugo Arancibia Zamorano, a su turno, expresó que en el país el sector de la pesca artesanal se agrupa en diferentes organizaciones, como ha quedado en evidencia en la discusión de la iniciativa legal en estudio, por ello solicitó a los presentes que cuando existan referencias a dicho sector se interprete exclusivamente la opinión de la organización que la manifiesta, y no del sector en general, porque entre las distintas asociaciones existen divergencias que cabe tener presente al momento de legislar.

Continuó la exposición señalando que la Confederación que dirige es una organización esencialmente propositiva, y que en representación de la mayoría de los pescadores artesanales organizados del país, viene en presentar a los Honorables Senadores que componen esta Comisión, los análisis y planteamientos que reflejan los diferentes ámbitos del sector, desde el nivel local al nacional, solicitando desde ya que sean considerados en el presente proyecto de ley.

Desde hace bastante tiempo, agregó, la CONFEPACH ha puesto en la discusión de la institucionalidad pesquera, la necesidad de existencia de un nuevo marco legal, aunque lamentablemente, afirmó, solo el recrudecimiento del estado de las pesquerías les ha permitido ser escuchados. Esta complicada situación, añadió, les ha motivado a participar aún más de todas las instancias de la discusión legislativa, manteniéndoles firmes en la defensa de las particularidades de la gente y del trabajo que el sector pesquero artesanal ha realizado históricamente.

Por lo anterior, conminó a sus señorías a diseñar un nuevo marco regulatorio de la actividad pesquera a través de una nueva ley de pesca y acuicultura. Los recursos hidrobiológicos, subrayó, no pueden permanecer a la espera de acuerdos sectoriales o de un clima político más conveniente.  El sector pesquero, aseveró, requiere de medidas urgentes para comenzar la recuperación de las especies marinas, y alcanzar así, la anhelada sustentabilidad.

La Confederación que representa, declaró, reconoce en el presente proyecto de ley un esfuerzo real por aprender de los errores pasados y perfeccionar la normativa pesquera vigente.  Añadió que les parece acertado que la iniciativa legal comprenda herramientas de administración de pesquerías con horizontes de tiempo a largo plazo (20 años), logrando de esta forma una mayor seguridad y garantía para avanzar en el desarrollo de la actividad pesquera artesanal.

Más en detalle, explicó que son materias de consenso del presente proyecto de ley para la CONFEPACH, el fraccionamiento de las cuotas pesqueras entre el sector artesanal e industrial, el seguro de vida obligatorio, las regulaciones al registro pesquero, el Régimen Artesanal de Extracción (RAE), las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (AMERB), los planes de manejo, entre otros.

Por otra parte, mostró preocupación por ciertos aspectos de la iniciativa legal, tales como: el posicionador satelital, el mecanismo para el acceso a recursos pesqueros por parte de nuevos actores, las incorporaciones de particularidades regionales, los caladeros históricos del sector pesquero artesanal, entre otros. Para la revisión de estos temas propuso generar nuevas discusiones, invitando a los Honorables Senadores de la Comisión a participar en los eventos regionales que la Confederación que dirige organizará para reunir, en terreno, las indicaciones finales al presente proyecto de ley.

Al pormenorizar los aspectos de la iniciativa legal que involucran al sector de la pesca artesanal, se mostró favorable a que la primera milla marina sea reservada para la operación de embarcaciones artesanales menores a 12 metros de eslora, no obstante, precisó, la aplicación debe ser focalizada, ya que ciertas zonas, regiones o macro zonas presentan distintas características, y en algunas de ellas, la medida no presenta justificación, como el caso de la zona norte. Por tanto, consideró indispensable que el presente proyecto de ley incorpore herramientas facilitadoras de la operación extractiva en la primera milla según las particularidades regionales.

Sobre las cinco millas, acotó, es de suma importancia para el sector que dirige el cierre definitivo de ellas, desde el límite norte del país hasta la latitud 41° 28.6', porque en regiones del país, como la zona norte, se mantienen todavía las perforaciones de ese límite.

Respecto de las áreas de manejo, manifestó la conformidad de la CONFEPACH con las regulaciones que pretende establecer la iniciativa legal, pues representan los planteamientos de la confederación.

En cuanto al fraccionamiento de las cuotas entre el sector artesanal e industrial, opinó que los porcentajes establecidos en el presente proyecto de ley también representan la posición de la Confederación.  El fraccionamiento propuesto, puntualizó, es idéntico al que fuera elaborado por la entidad y acordado con el sector industrial en la denominada Mesa Pesquera convocada por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.  Pese a la resistencia inicial manifestada por ciertos parlamentarios sobre la labor del grupo de trabajo convocado, hizo hincapié que el objetivo perseguido por el cometido realizado por ese grupo no fue otro que mantener las dos principales actividades laborales inmersas en el sector pesquero, pensando siempre en el bien común del país.

En el tema del posicionador satelital, estimó la necesidad de discutir una alternativa más favorable, puesto que para el sector que representa el aparato utilizado por la industria no es una buena solución. En la actualidad existen instrumentos con tecnología más avanzada en la materia que dan mayor confiabilidad en caso de ocurrir algún siniestro, por otra parte, tales avances permiten una fiscalización más eficiente de las regulaciones que se pretenden incorporar, por tal motivo propuso como opción un sistema de posicionamiento satelital, más económico y más simple. Asimismo consideró, el dispositivo debe exigirse solo en embarcaciones mayores de 12 metros de eslora, y según la pesquería en que participe, debido a que existen situaciones especiales que requieren ser consideradas, como el caso de la extracción de bacalao al sur de la latitud 47°.

Referente a la certificación de los desembarques de naves, expresó que la preocupación del sector apunta a los criterios sobre los cuáles se efectuará el cobro de dicho servicio, ya sea por salida, captura, tiempo o especie. Probablemente, indicó, el tarifado corresponderá al mismo que actualmente se aplica al sector industrial, sin embargo, refutó, la diferencia de los niveles de captura entre ambos sectores no son comparables, encareciendo innecesariamente los costos de la actividad artesanal.

En relación con las pesquerías en régimen de desarrollo incipiente, los planes de manejo de las pesquerías y las zonas contiguas se mostró de acuerdo con la fórmula aprobada en la Honorable Cámara de Diputados. Sobre la última, precisó, entre quienes históricamente se han dedicado a la pesca artesanal existe amplio consenso de no utilizar la zona contigua sin hacer las mediciones técnicas básicas, cuya responsabilidad debiera recaer en la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, manifestando además que la autorización del uso o no de la zona contigua debiera definirse en los Consejos Zonales de Pesca.

En otro ámbito, apoyó la idea de establecer un seguro de vida obligatorio para los pescadores artesanales, que cubra riesgos como la muerte accidental o la invalidez, debiendo exigirse el cumplimiento previo al zarpe de las naves. Sin perjuicio de lo anterior, estimó que debiera otorgarse un plazo de dos años para la implementación. Asimismo, agregó, la normativa sobre el seguro debiera complementarse con una legislación en materia previsional para el sector artesanal.

Sobre el Régimen Artesanal de Extracción (RAE) valoró el sistema como una herramienta efectiva para administrar pesquerías en la pesca artesanal, aunque es necesario, aseguró,  recopilar las distintas realidades regionales para implementarlo a lo largo del país.

Para el resguardo de los caladeros históricos de pesca y de las áreas de procesos biológico-pesqueros sensibles, en aguas interiores de la zona sur austral, declaró que conforme a la experiencia del sector, resulta más efectivo aplicar medidas de regulación en caladeros tradicionales de pesca que en una extensa zona o en toda una macro zona. 

Planteó también, que para delimitar las áreas de protección debiera implementarse una mesa público-privada, con participación de organizaciones de pescadores artesanales, quienes serían llamadas a constituirse como tales. Luego, señaló, se les solicitaría a las organizaciones constituidas proponer en un mapa temático las áreas potenciales de resguardo, de actividades como la acuicultura y la pesca de cerco, las cuales servirían de base para el pronunciamiento del Consejo Zonal de Pesca y la propuesta final a la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, quien, finalmente, debería emitir un dictamen determinando las áreas que serán objeto de protección.

En el caso de despidos de trabajadores de la industria pesquera, como consecuencia de la implementación de un nuevo marco regulatorio de pesca, indicó que no debe repetirse el error de años anteriores, cuando a ex trabajadores se les subsidiaba en calidad de cesantes, no obstante haberse reintegrado a la actividad como pescador artesanal. Asimismo, estimó justo contemplar los mismos beneficios y programas para los trabajadores del sector artesanal, en caso de despidos masivos o catástrofes.

En materia de fiscalización pesquera, llamó a replantear el rol hacia una orientación más preventiva. El Servicio Nacional de Pesca debe proceder con eficacia al momento de fiscalizar el cumplimiento de la normativa pesquera, y a su juicio, la    incorporación de un sistema de posicionamiento satelital no lo garantiza.

Finalmente, en cuanto a investigación pesquera, solicitó incorporar bajo la dependencia directa del Estado, al Instituto de Fomento Pesquero, sin que este pierda la facultad de investigar, cuando así sea requerido por otras instancias. Además, alegó sobre la necesidad del Estado de armar, al menos, dos buques científicos pesqueros dotados de la más alta tecnología, cuyos diseños debieran orientarse, en un caso, a la investigación en las cercanías de costas, evaluando recursos pelágicos, sobre todo en periodo de reclutamiento, y el otro, para la investigación en altamar.

Por último, acotó que la investigación pesquera debiera generar información a nivel local, para así sustentar regulaciones focalizadas que contribuyan a la recuperación de las pesquerías.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath agradeció la presentación de la CONFEPACH, y reiteró la voluntad de avanzar en un marco regulatorio pesquero basado en la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos y el fortalecimiento de la institucionalidad.

El Presidente del Consejo Nacional por la Defensa del Patrimonio Pesquero de Chile A.G., señor Nelson Estrada, por su parte, explicó en primer término, que la organización que integra nació como consecuencia de las diferencias existentes al interior de la confederación a la cual pertenecían, ya que no se sentían representados por las opiniones manifestadas por los dirigentes.

A continuación, el Director del Consejo Nacional por la Defensa del Patrimonio Pesquero de Chile A.G., señor Honorino Angulo, se refirió al presente proyecto de ley, manifestando el desacuerdo con la iniciativa, pues desde el inicio de la discusión, la opinión de quienes ejercen la actividad pesquera artesanal no fue oída, así, calificó los mentados acuerdos de la Mesa Pesquera como una realidad aparente, siendo el nuevo marco regulatorio pesquero propuesto una normativa propicia solo para el sector industrial.

A juicio del dirigente, el mayor objetivo del Consejo por la Defensa del Patrimonio Pesquero es luchar por evitar la desaparición del sector pesquero artesanal, luego que consideró que los recursos hidrobiológicos pertenecen a todos los chilenos, por tanto, la administración debe ser una obligación del Estado.

En relación con la sustentabilidad que se pregona en el presente proyecto de ley, cuestionó que dicha finalidad pueda ser alcanzada con las medidas planteadas en la iniciativa legal, dado que no se extiende a todo el país el límite de las cinco millas marinas reservadas para la pesca artesanal, no se pone fin a las perforaciones de esta reserva, se mantienen los artes de pesca, entre ellos, la pesca de arrastre, se entregan licencias indefinidas para la pesca a quienes han contribuido al deterioro de los recursos pesqueros, comprometiendo gravemente el futuro del pueblo pesquero, la cultura y la forma de vida.

Respecto a las consecuencias en materia de empleo, expresó que el presente proyecto de ley no protege los puestos de trabajo en la actividad pesquera, abriendo espacios para que las fusiones empresariales continúen produciéndose, dado que no se limita la concentración de cuotas industriales, lo que conducirá a más despidos. Aseguró que las propias cifras de la Inspección del Trabajo avalan lo declarado, ya que sólo entre los años 2010 a 2012 se registran más de 22.000 despidos.  La iniciativa legal, afirmó, condenará al sector artesanal a estancarse por 20 años, con un fraccionamiento de cuotas injusto e ilegítimo, por tal razón, indicó, con la propuesta legal solo se administrará pobreza para las 85.000 familias que viven de la pesca artesanal.

Señaló que la iniciativa en estudio se basa en hechos que no son efectivos. Por ejemplo, destacó, se ha afirmado por las autoridades del sector que los desembarques artesanales son mayores que los industriales, alcanzando un 52% de la pesca en Chile. Eso pasa hoy, alegó, sin embargo, en los últimos 10 años los desembarques industriales han superado ampliamente a los artesanales, quienes se han comprometido a ejercer la actividad de manera sustentable. En el 2011, aseveró, el sector artesanal solo desembarcó el 38% de la pesca total.

Continuó observando que otras de las afirmaciones que suele repetirse constantemente es que el arte de pesca conocido como pesca de arrastre emplea a más de 90.000 trabajadores, cifra que desconoció, ya que aseguró que en Chile no existen más de 30 embarcaciones industriales de arrastre.

Otras de las aseveraciones, prosiguió, es la licitación de las cuotas del sector artesanal, hecho que a su juicio solo fue utilizado como una herramienta para dividir al sector, y justificar el otorgamiento de las licencias de pesca al sector industrial, sin subasta previa.

Por otro lado, aseguró, el denominado acuerdo histórico de la Mesa Pesquera no constituye más que una ficción, puesto que la gran mayoría de los pescadores artesanales no tuvo representación y nada pudo acordar, desconociendo por tanto, la legitimidad del compromiso. Se ha intentado realzar el acuerdo elogiando el traspaso en cuotas de US$34 millones desde el sector industrial al artesanal, pero se ha omitido que en base al mismo acuerdo se entregan, gratuitamente, cuotas al sector industrial por US$743 millones.

Finalmente, señaló, se ha indicado que quienes se manifiestan en las calles no son pescadores artesanales pequeños, sino de mayor envergadura, semindustriales, lo que en su opinión, es solo una estrategia más para dividir al sector.

Concluyó que la propuesta de la organización que representa se dirige a un fraccionamiento de cuotas mayor entre industriales y artesanales, para dar sustento a las 85.000 familias que se dedican a labor pesquera artesanal, que en su mayoría extraen recursos marinos para consumo humano.

Como condiciones para la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos y de la actividad pesquera, solicitó la extensión a todo el territorio del país de las cinco millas marinas de reserva para la pesca artesanal, obligar al sector industrial a finalizar con las perforaciones en la zona de las cinco millas marinas mencionada, cesar el arte de pesca conocido como pesca de arrastre, rechazar las zonas contiguas sin acuerdo de los propios pescadores, y proteger a través de una mayor fiscalización las áreas de manejo de las especies bentónicas y algas.

En el ámbito de la comercialización, exigió condiciones más favorables a una sana competencia que les permita acceder a precios más justos. En la actualidad, acotó, el sector industrial fija el precio de la adquisición de los recursos marinos extraídos por el sector artesanal, creando en varios casos verdaderos monopsonios como se puede apreciar en el comercio de los productos en las regiones del norte, del Bío Bío, de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes, donde existe un solo poder comprador. Para evitar estas conductas propuso la licitación del sector industrial y la subasta de primera venta para los productos extraídos por el sector artesanal.

Observó también, la necesidad de considerar las diferencias existentes en los diversos sectores de la actividad pesquera, al momento de generar políticas públicas para regular la industria, de lo contrario, las medidas propuestas solo dividirán a los pescadores. El presente proyecto de ley, concluyó, mantiene posiciones en la administración del sector pesquero que, en su opinión, pueden ser fuente de potenciales actos de corrupción. En último término, invitó a sus señorías a visitar cada una de las regiones dedicadas a la actividad pesquera artesanal para conocer la realidad de las caletas de pescadores.

El Director del Consejo Nacional por la Defensa del Patrimonio Pesquero de Chile A.G., señor Jorge Bustos, complementando la exposición del dirigente que le antecedió en el uso de la palabra, recordó a los presentes que fue una organización de pescadores artesanales de la Décima Región la que planteó, por medio de una misiva dirigida a S.E. el Presidente de la República, la creación de un Instituto de Desarrollo Pesquero, similar al que existe en materia agropecuaria, idea que ellos respaldan, por lo que solicitó a los integrantes de la Comisión impulsar la creación de tal iniciativa.

Asimismo, hizo hincapié en la obligación del Estado de asumir la protección social de los pescadores artesanales. Concordó con los demás expositores que la creación de un seguro de vida en favor de los trabajadores de la actividad es una buena medida, pero subrayó, debe observarse exclusivamente como el primer paso hacia la búsqueda de fórmulas que permitan una protección integral del pescador y su familia, ya sea, en situaciones de vejez, muerte o accidente laboral.

El Honorable Senador señor Horvath, compartió la preocupación por la protección social de los pescadores artesanales, señalada recientemente, la que, sostuvo, no puede ser solucionada con cargo a los recursos pesqueros, dado que esa vía es la que ha deteriorado aún más la actividad pesquera.

- - -

En sesión celebrada el día 8 de agosto de 2012, la Comisión escuchó a los representantes del sector pesquero industrial, quienes expresaron sus opiniones en relación a la iniciativa en análisis.

El Representante de la Federación de Industrias Pesqueras del Sur Austral (FIPES), señor Carlos Vial, expuso que la actividad pesquera de la Federación que representa se concentra en las Regiones X, XI y XII (Macro Zona Sur Austral), dedicada a la captura de peces que constituyen la denominada Pesquería Demersal Sur Austral (PDA), actividad que ejercen aproximadamente desde fines de los años 80.

Agregó que es una industria estable dedicada a la extracción de especies marinas destinadas al consumo humano, especialmente, a recursos hidrobiológicos como la merluza austral, la merluza de cola, la merluza de tres aletas, el congrio dorado y el bacalao de profundidad. Asimismo, indicó, la industria se dedica a la extracción de la fauna acompañante de las especies antes mencionadas, específicamente a la cojinova, la reineta, la cabrilla, la brótula, recursos marinos que no cuentan con medidas de administración pesquera específicas. La captura total de todas las especies durante el año 2010, señaló, ascendió a 105 mil toneladas, cantidad que se ha mantenido estable durante los últimos años.

Continuó la presentación destacando la estabilidad del sector industrial que representa, el cual, sostuvo, se ha adaptado a las distintas normativas que han regulado la actividad pesquera. Graficó lo anterior, mostrando cómo a partir del inicio de la vigencia de la ley que estableció el Límite Máximo de Captura por Armador (LMC) en el año 1999, se diversificó la actividad extractiva hacia especies de menor valor como la merluza de tres aletas o la merluza de cola, apartándose la operación industrial de la especie merluza del sur, que era la única pesquería desarrollada por la industria a esa fecha. Con ello, subrayó, se puso término a la denominada carrera olímpica, lo que permitió enfocar esfuerzos hacia la captura de otros recursos marinos.

A su vez, hizo un diagnóstico de la Macro Zona Sur Austral, donde se desarrolla la industria de los pesqueros que representa, resaltando la capacidad del sector de integrarse a un verdadero cluster de carácter regional, formado por autoridades locales, científicos, trabajadores y pescadores artesanales. Lo anterior, acotó, ha permitido el desarrollo de una relación armónica entre la industria y el sector artesanal, en especial, porque en la mayoría de los casos, el fraccionamiento de las cuotas para la captura de especies se divide entre ambos sectores por iguales mitades, y también, por la transferibilidad de recursos hidrobiológicos que no son extraídos por un sector, habilitando al otro a capturarlas. Por lo anterior, consideró que el sistema de cuotas individuales en la zona sur austral ha funcionado correctamente.

Como punto final del análisis, recalcó la creación del Centro de Estudios Pesqueros (CEPES), que colabora en la toma de decisiones sobre la extracción de las diversas pesquerías, definiendo de forma más técnica las resoluciones sobre las cuotas de captura. Es un trabajo científico, añadió, que se ha anticipado a la necesidad del sector y que requiere una expansión.

En relación a la iniciativa legal en estudio, comentó que la opinión del sector que representa acerca de los eventuales  cambios legales del marco normativo que regula la industria pesquera, deben considerar los aspectos positivos que ha tenido la normativa vigente, manteniéndolos, y perfeccionar los ámbitos donde se ha demostrado una respuesta legislativa ineficiente. Sobre esto último, destacó tres grandes temas a enfrentar: fortalecer la institucionalidad del Estado para asegurar la sustentabilidad de los recursos; prospectar una normativa que promueva el aumento del valor de las especies capturadas, en vez de incrementar el número de desembarques; y fortalecer la actividad productiva de impacto regional.

En estos aspectos, reconoció que la iniciativa en estudio es un avance, ya que en el ámbito de la institucionalidad incorpora un mayor rigor técnico en la determinación de las cuotas de pesca, con la creación de los Comités Científicos. Asimismo, declaró, el establecimiento de los planes de manejo abre los espacios de participación y diálogo entre los actores, y se incorporan también, instrumentos de fiscalización como el posicionador satelital y la certificación de capturas. Por otro lado, apuntó, se fortalece el Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), permitiendo un mayor acceso a información científica, vital para la toma de decisiones sobre los recursos marinos.

En cuanto a una normativa que incremente el valor de las especies capturadas, valoró la asignación de los recursos a los agentes productivos, estableciendo derechos sobre las cuotas fijadas en todos los sectores de la actividad pesquera (Régimen Artesanal de Extracción, áreas de manejo y licencias transables de pesca), cuotas que adquirirían el carácter de transferible y cedible, entre los sectores y dentro de ellos, fomentando el cuidado y crecimiento de las biomasas. De igual forma, destacó la certeza, descentralización y la visión de largo plazo de las regulaciones propuestas.

Sobre el fortalecimiento de la actividad con impacto regional, destacó el reconocimiento de los acuerdos regionales arribados en la Mesa Pesquera convocada por el Ejecutivo, en especial, en materia de no licitación de cuotas industriales; fraccionamiento de cuotas entre los sectores, incrementando las del sector artesanal; transferencias de cuotas entre actores con asignación; y mantener el uso del arte de pesca conocido como pesca de arrastre.

Por otro parte, se refirió de manera más específica a las licencias transables de pesca (LTP) comprendidas en la iniciativa legal, destacando la continuidad del marco regulatorio pesquero, cuyo origen, recordó, puede encontrarse en las autorizaciones de pesca otorgadas a los armadores industriales el año 1991, cuyo carácter era indefinido y sujeto a causales de caducidad. Posteriormente, indicó, la ley 19.713 introdujo los Límites Máximos de Captura por Armador (LMC), medida que puso término a la práctica conocida como carrera olímpica, por la existencia de las cuotas globales de captura entre los distintos agentes tenedores de autorizaciones de pesca. En el presente proyecto de ley, concluyó, se perfeccionan los derechos existentes, estableciendo el carácter de divisibilidad, transferibilidad, transmisibilidad de los mismos, y la posibilidad de ser objeto de todo negocio jurídico. 

Un punto esencial para el sector que representa, enfatizó, es otorgar a las licencias transables de pesca la condición de indefinidas. En este sentido, explicó, las licencias en la iniciativa legal se presentan como una opción para los armadores industriales. Al optar, prosiguió, el titular renuncia a las condiciones actuales de la autorización de captura de especie que posee, para cambiar a un nuevo régimen, pasando de una autorización indefinida a una temporal. Si las licencias, señaló, tendrán un plazo de vencimiento, no se observa con claridad el incentivo para renunciar al derecho de pesca vigente, de carácter indefinido y sujeto a causales de caducidad, debilitando las características que facilitan las transferencias, y con ello la inversión.

Sobre los acuerdos regionales, especificó, el fraccionamiento de las cuotas de pesca entre el sector artesanal e industrial, responde al compromiso suscrito entre los actores representativos de la Pesquería Demersal  Austral en la mesa constituida legítimamente para tales efectos. Más en detalle, graficó que en la pesquería de la especie merluza austral, se acordó incrementar la fracción artesanal del 50% actual a un 60%, y en la especie congrio dorado, del 20% actual al 50%. Dichos porcentajes, solicitó, deben ser ratificados mediante la aprobación del artículo quinto transitorio propuesto en el presente proyecto de ley.

Agregó que de los US$30 millones al año que cedería el sector industrial al artesanal, si se aprobare la presente iniciativa, la zona sur austral contribuiría con un 21% de esa cesión, destacando que solo cuatro empresas, las que integran la asociación industrial que representa, aportarían un quinto del valor total transferido, no obstante disponer solo del 4,8% de las toneladas de cuotas del país.

Por otro lado, manifestó que FIPES se opone a las licitaciones de cuotas, debido a que los acuerdos de fraccionamiento adoptados en la Mesa Pesquera se lograron sobre la base de respetar otros aspectos del marco regulatorio, como la no licitación, contexto sin el cual no se habría alcanzado nunca el objetivo, por ello pidió observar los acuerdos como un todo, dado que una visión parcial podría atentar contra los compromisos mencionados. En este ámbito, añadió, temen el costo social implícito en la disrupción de la actual actividad regional — ya sea en materia de precarización o eventuales pérdidas de empleo —, pues, recordó, ciudades de la Región de Aysén dependen potentemente de la actividad pesquera. Es probable, acotó, que si se licitan las cuotas de la zona sur austral las empresas adjudicatarias de ellas no se instalen en la región, a diferencia de la realidad actual donde existen plantas de proceso de las empresas asociadas a FIPES ubicadas en Aysén y Porvenir.

Respecto a las áreas de pesca, expresó que la opinión de la asociación que dirige es que no sean modificadas, por el contrario, declaró, lo que se necesita es el fomento de los acuerdos entre los distintos actores del sector sobre la materia. Hoy, explicó, la actividad industrial se desarrolla fuera de la línea de base recta, reservándose para el sector artesanal todas las aguas interiores de las regiones X, XI y XII, sin perforaciones por parte de la flota industrial. Solicitó mantener el estado anterior sin alteraciones, por ello se mostró en desacuerdo con la propuesta legal que modifica el método de medición de las cinco millas marinas reservadas para la pesca artesanal, remplazando las líneas de base normales por las puntas más salientes de la costa, desconociendo así los acuerdos alcanzados en la Mesa Pesquera.

Referente a las transferencias de cuotas entre los distintos actores, declaró que es de suma importancia agilizar la incorporación del mecanismo en el sistema, lo que de alguna forma se reconoce en las licencias transables de pesca, y permitir  asimismo, transferencias, cesiones o arrendamientos intersectoriales. Agregó que la realidad regional donde se desenvuelve FIPES demuestra que no es conveniente asimilar la situación que acontece en el resto del país, porque cada región tiene sus propias particularidades. Más que una intervención del Estado, apuntó, lo que se debe buscar son acuerdos entre los actores del sector privado, como ha ocurrido en la Macro Zona Sur Austral.

Sobre el arte de pesca conocido como pesca de arrastre, expresó que, como es conocido por los presentes, se ha intentado en múltiples ocasiones prohibir el uso, sin embargo, aclaró que toda la actividad extractiva de especies marinas para el consumo humano se ejerce con este arte, por tanto, terminar con la pesca de arrastre significaría terminar con la actividad artesanal en la zona sur, con las repercusiones económicas y sociales que ello implica.

Finalmente, observó que la nueva causal de caducidad relacionada con prácticas antisindicales establece una sanción desproporcionada al poner término a las autorizaciones, permisos o licencias por estas malas prácticas laborales. Si bien reconoció el valor de fomentar las buenas relaciones entre empleadores y trabajadores, por medio de las distintas organizaciones sindicales y patronales que los representan, argumentó que una sanción que caduca la totalidad del permiso o licencia por haberse cometido una conducta antisindical en una sola nave, centro de cultivo o planta de proceso, no es proporcional, razón por la cual, sostuvo, solo debiera ponerse término al permiso o licencia relativo a la nave, centro o planta infractora.

A continuación, el Gerente de la Asociación de Industriales Pesqueros (ASIPES), señor Luis Felipe Moncada, expuso el punto de vista de la asociación gremial que dirige sobre el presente proyecto de ley. Primero, explicó a los presentes que tal organización fue fundada en el mes de mayo de 1950, y que representa empresas pesqueras que abarcan desde las regiones IV a X. Mediante un gráfico indicó cómo, durante las últimas décadas, la actividad industrial pesquera ha reducido sistemáticamente la participación en el sector, pasando desde un 90% en 1991 a un 30% proyectado hacia el 2013, con el consecuente crecimiento relevante del sector artesanal. Lo anterior, también se demuestra con la disminución significativa de la flota pesquera industrial, desde 147 embarcaciones en el año 2000 hacia las 52 existentes en el año 2012.

Agregó que en la zona centro sur, donde se desempeña la flota de embarcaciones de las industria que representa, muestra nítidamente los beneficios de la aplicación de los límites máximos de captura (LMC) por armador, establecido como régimen legal en el año 2000 y que regirá hasta el 31 de diciembre de 2012, tanto desde el punto de vista de la conservación, como desde la óptica de incorporar mayor valor a los productos obtenidos del mar, destinando cada vez más las capturas de especies marinas al consumo humano. El mejor ejemplo de ello, acotó, es el destino de las capturas de la especie jurel, la que pasó de un 8% destinado al consumo humano el año 1994 a un 85% en el año 2011. Asimismo, se refleja lo anterior, en el número de plantas existentes al 26 de febrero del año 2010, donde se observa un crecimiento ostensible de las plantas de proceso de alimento destinado al consumo humano, como conservas y congelados, sin construirse ninguna planta procesadora de harina de pescado entre el año 2000 y esa fecha.

Sobre el presente proyecto de ley, en particular, comentó que el marco legal que requiere el país para regular la actividad pesquera debe basarse en tres pilares fundamentales: sustentabilidad, estabilidad y solidez jurídica. Para el desarrollo de la industria, y en especial, para la subsistencia de ella, se requiere la conservación y recuperación de los recursos marinos. La estabilidad, agregó, permite fomentar la inversión y otorgar puestos de trabajo de mayor calidad. Y desde luego, añadió, la solidez jurídica entrega certeza a las inversiones de largo plazo, con los consecuentes beneficios para los trabajadores del sector.

Respecto a los aspectos positivos de la iniciativa legal, valoró en el ámbito de la conservación, la eliminación del Panel de Expertos, fortaleciendo los Comités Científicos Técnicos como organismos asesores en la administración por pesquería, cuya labor será resolver las consultas sobre aspectos esenciales de la actividad, tales como, el estado de las pesquerías, la formulación de los planes de manejo, los programas de investigación, entre otros. Dicha iniciativa recoge los planteamientos de ASIPES, recordando a su vez, que la creación del primer centro privado de investigación pesquera en Chile fue fundado por empresas asociadas a ese gremio, a fines de 1980 en la ciudad de Talcahuano.

Prosiguió, señalando que en materia de asignación de cuotas, el presente proyecto de ley reconoce el sistema de cuotas individuales como el régimen adecuado para el país, extendiendo la existencia del mismo. A su vez, indicó, perfecciona la transferibilidad de las cuotas, facilitando el ingreso de nuevos actores, tal como lo recomendaba el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (TDLC). Asimismo, declaró, siguiendo tal recomendación, la iniciativa legal crea un régimen de licencias transables de pesca (LTP) divisibles, transferibles y transmisibles. Por último, apuntó, se incluye el acuerdo de fraccionamiento de cuotas suscrito en la Mesa Pesquera.

Sostuvo también, que la estabilidad del sector pesquero en general depende de cuatro tópicos, cuya permanencia ha sido tensionada por indicaciones legales que pretenden modificarlos. Primero, señaló, es esencial la conservación del estatus jurídico de res nullius de los bienes susceptibles de ser capturados.  Luego, continuó, es importante que las licencias transables tengan el carácter de indefinidas, porque actualmente los permisos de pesca gozan de tal característica. Enseguida, indicó, la inconveniencia de la licitación de las cuotas de pesca, y finalmente, el respeto a la forma de medir las cinco millas marinas reservadas a la pesca artesanal.

Sobre el carácter fundamental de la conservación del estatus jurídico de los peces, cabe preguntarse, profundizó, la necesidad de cambiar el régimen de res nullius establecido en el Código Civil por la propiedad sobre ellos del Estado de Chile, como se planteó mediante una indicación presentada en la Honorable Cámara de Diputados, que fuera rechazada, y que se pretende insistir ante este Honorable Senado. Los peces, afirmó, en estado de libertad no pertenecen a nadie, o en estricto rigor, no son objeto de derecho de propiedad sino hasta el momento de la pesca, mediante el modo de adquirir el dominio denominado ocupación. La Ley de Pesca y Acuicultura vigente, puntualizó, establece que el Estado debe regular la actividad como un sujeto que administra, no en calidad de propietario, por tal razón aquel otorga una autorización a un sujeto de derecho para ejercer la actividad de pesca, y en definitiva, para que ese sujeto pueda adquirir los peces por ocupación.

Respecto a la importancia de otorgar a las licencias transables la condición de indefinidas, insistió en que las autorizaciones de pesca actuales son indefinidas, transferibles, transmisibles y sujetas a caducidad por causales señaladas en la ley.  Tales autorizaciones son autónomas y la vigencia no depende de los regímenes de administración pesquera que el Estado ha establecido para conservar los recursos y ordenar la captura. El presente proyecto de ley, añadió, propone a los titulares de autorizaciones de pesca sustituirlas por licencias transables de pesca (LTP), también de duración indefinida, si no fuere así, la industria no tendría incentivos para trasladarse de un sistema a otro.

Referente a la licitación de las cuotas de pesca, recordó a los presentes, que todos los actores del sector pesquero que han expuesto hasta el momento se han manifestado en contra de subastar las asignaciones. Citó como fundamento el libro “La tragedia de los comunes” (1968), del autor Garrett Hardin, quien sostenía que la razón de la extinción de los elefantes en el continente africano se debía a que no tenían propiedad, si hubiera dominio sobre ellos, agregaba el autor, el dueño se preocuparía de cuidarlos. Basado en ese razonamiento, concluyó, es indispensable asignar propiedad sobre las especies. Así, reafirmó, si todos pescan, el recurso colapsa, por tal motivo la forma de resolver el dilema en los principales países pesqueros ha sido la asignación de derechos de captura. Dichos derechos se han entregado vía cuotas a quienes históricamente los han ejercido, de lo contrario, podría incurrirse en un acto expropiatorio por parte del Estado. Ningún país pesquero perteneciente a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), acotó, licita cuotas de pesca.

En último término, solicitó mantener el mecanismo con el que actualmente se miden  las cinco millas marinas reservadas para la pesca artesanal. Recordó a los miembros de la Comisión que dicha reserva se creó para que ambos sectores, industrial y artesanal, pudiesen acceder a las mismas pesquerías, pero suprimiendo las interferencias entre ellos. No obstante lo anterior, expresó, la plataforma continental a lo largo de la costa del país es demasiado angosta, y a escasas millas marinas de ella se puede tener en Chile más de 400 metros de profundidad. Apuntó que muchos de los principales recursos marinos, como merluzas, langostinos, camarones, sardinas, anchovetas y otras especies, habitan mayoritariamente entre los 50 y 200 metros de profundidad, es decir, cerca de la plataforma continental. Por lo tanto, agregó, si se modifica la forma de medir las cinco millas marinas el sector industrial perderá tales recursos hidrobiológicos, reduciendo los puestos de trabajo del sector e impidiendo que la materia prima se comercialice en mercados extranjeros. Modificar la manera de medir las cinco millas marinas, insistió, vulnera de manera inconsulta los acuerdos de la Mesa Pesquera.

El Presidente de la Asociación de Industriales Pesqueros (ASIPES), señor Jan Stengel, complementó la exposición, ratificando el compromiso de la asociación gremial con la sustentabilidad del sector pesquero, hecho avalado por la creación del instituto de investigación pesquera financiado por ASIPES, pese a la responsabilidad que debiera asumir el Estado en la materia. Aquella, argumentó, se diluye en la burocracia administrativa sin llegar los recursos a los investigadores o fiscalizadores que necesita el sector. Hoy, apuntó, el Estado posee solo un buque de investigación científica que funciona a la mitad de la capacidad total. Por esta razón, solicitó a los miembros de la Comisión, que por su intermedio, se insista en el aumento de los montos destinados a investigación pesquera, en la discusión del presupuesto de la Nación.

En segundo término, hizo hincapié que la actividad extractiva del sector industrial en la zona centro sur destina las capturas, en un alto porcentaje, a consumo humano. Además, a los 8.000 trabajadores que representan la industria de la zona, sostuvo, se deben sumar las personas que desempeñan labores asociadas indirectamente a la pesca (empaques, diseños de productos, mantención, certificación, etc.), población que según un estudio de la Universidad de Concepción correspondería a más del doble de la cifra.

El Gerente General de la Sociedad Nacional de Pesca, señor Héctor Bacigalupo, por su parte, expuso que el país necesita un modelo de administración pesquera basado en, al menos, cuatro elementos esenciales: un marco legal de largo plazo que promueva la estabilidad económica y la certeza jurídica; una institucionalidad sólida, transparente, participativa y equilibrada; una investigación de calidad orientada al manejo de las pesquerías; y una fiscalización efectiva.

Sobre la iniciativa legal, valoró el esfuerzo desplegado por la autoridad sectorial para originar un proyecto de ley que ubica a la sustentabilidad como eje del 
manejo de los recursos pesqueros, incluyendo un fortalecimiento de la institucionalidad y la investigación. También calificó positivamente la incorporación de las sugerencias de la Fiscalía Nacional Económica (FNE) y del Tribunal de la Libre Competencia (TDLC), referentes a la necesaria estabilidad de largo plazo del sector y la transferibilidad de las cuotas de pesca. Por último, destacó el diálogo y la participación entre los distintos actores, reflejado en los acuerdos alcanzados en la Mesa Pesquera.

Sobre los aspectos centrales de un nuevo marco regulatorio para el sector pesquero, consideró indispensable otorgar el carácter indefinido a las licencias transferibles de pesca, ya que son continuadoras de los actuales permisos de pesca, cuyo carácter es permanente, sujeto a causales de caducidad legal. Aparte de lo ya expresado al respecto, mencionó que no se observa razón para diferenciar a actores de un mismo sector. Si la inscripción en el Régimen Artesanal de Extracción, aseguró, es de carácter indefinido, cuál sería el motivo para que las licencias transables no lo fueran. Lo mismo sostuvo respecto de establecer diferencias entre sectores de la economía con similares características, como el otorgamiento de derechos de agua, de frecuencias de radio y televisión, y derechos de emisión. Por último, manifestó, la recomendación del TDLC fue establecer cuotas individuales de pesca de mayor duración que la actual, no descartándose, incluso, que sean indefinidas.

Luego, abordó la propuesta de otorgar al Estado de Chile la propiedad de los recursos marinos, agregando a los argumentos ya expresados, que una iniciativa de esa índole puede acarrear, inclusive, implicancias internacionales. Un informe en derecho del abogado señor Santiago Montt, explicó, sostiene que la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (CONVEMAR) establece que la Zona Económica Exclusiva (ZEE) otorga a Chile un derecho económico, pero no de carácter patrimonial, y por tanto, estima el autor, asignar la propiedad de los peces al Estado vulneraría el acuerdo internacional.

A continuación, hizo referencia al trabajo de la Mesa Pesquera, valorando, al igual que los representantes que lo antecedieron en el uso de la palabra, los acuerdos logrados en materia de fraccionamiento de cuotas. Sin embargo, afirmó, mediante la presentación de diversas indicaciones al presente proyecto de ley se ha intentado alterar, indirectamente, los compromisos suscritos. Por ejemplo, aludió a la especificación de caladeros exclusivos para la pesca artesanal, repartición ya efectuada cuando se estableció el límite de reserva de las cinco millas marinas, por ende, modificarlos implicaría expulsar de los caladeros al sector industrial, vulnerando los acuerdos de fraccionamiento de cuotas. Misma lógica, apuntó, se observa en la ampliación de las cinco millas marinas por medio del cambio en el método de medir la extensión, y en la posible prohibición de ciertos artes de pesca, en especial, la pesca de arrastre.

Referente a la licitación de las licencias transables de pesca (LTP), concordó con las expresiones de rechazo manifestadas por los distintos actores del sector pesquero, pero destacó además, las variables geopolíticas que pudieren estar involucradas. En este sentido, teniendo presente la demanda limítrofe interpuesta por Perú ante el Tribunal de La Haya, aún sin resolución, consultó, si Chile está dispuesto a permitir que las empresas pesqueras de nacionalidad peruana participen de la licitación, involucrando recursos hidrobiológicos asociados al área marítima actualmente en disputa. 

Por otro lado, preguntó, si, considerando el Acuerdo sobre Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacífico Sur (ORP), recientemente ratificado por Chile, se dará acceso a las empresas internacionales que no respetan las medidas dispuestas por la ORP, que a su juicio han causado la  sobrexplotación de la especie jurel, a participar en las eventuales licitaciones, operando en la Zona Económica Exclusiva del país y ocupando puertos nacionales.

En el mismo ámbito, pero en materia de reciprocidad, hizo presente que las grandes potencias extranjeras incentivan el acceso a los recursos naturales de pequeños países, sin embargo, analizó, ¿pueden las empresas chilenas participar en licitaciones de países como EE. UU, Noruega, China o Japón?

Finalmente, se refirió a los tres grandes mitos que se han generado en torno al sector pesquero industrial. Primero, se ha afirmado, insistentemente, que el sector pesquero renta miles de millones de dólares al año. En este sentido, aseveró que la pesca extractiva vinculada a los límites máximos de captura (LMC) obtiene ingresos brutos del orden de US$413 millones al año (desembarques valorizados a valor sanción), con una utilidad promedio de 4,6% en los últimos 6 años, cifra inferior a otros sectores de la economía nacional.

Seguidamente, refutó también, la frase reiterada de que las cuotas de pesca se entregarían gratuitamente. Afirmó al respecto que la industria pesquera paga patentes, técnicamente impuestos específicos, más elevados que otros sectores, considerando las patentes asociadas a un derecho de uso en la economía chilena, representando las patentes pesqueras, apuntó, un 7,6% de las ventas brutas del sector pesquero industrial respecto de las cuotas asignadas.

En último término, sobre las supuestas siete familias que dominan el sector, o el denominado cartel de la pesca, expresó que el 53% de la actividad pesquera es ejercida por la pesca artesanal, el 47% restante correspondiente al sector industrial, aseveró, lo operan 35 empresas que hacen uso de los límites máximos de captura (LMC). Además de ello, manifestó, existen 500 empresas dedicadas a las plantas de procesos y cientos de ellas dedicadas a la exportación. Por otra parte, de las siete empresas más grandes del sector, todas corresponden a empresas abiertas a la bolsa de comercio, con participación accionaria de las Administradoras de Fondo de Pensiones (AFP), y extraen en su conjunto menos del 40% del total de la pesca en Chile. A modo comparativo, graficó que en los sectores más relevantes de la economía nacional (generación eléctrica, farmacias, AFP, supermercados, grandes tiendas), los tres principales actores concentran entre el 80% y el 95% del mercado, en cambio, en el sector pesquero solo asciende a un tercio del total. 

Como punto aparte, puntualizó que la licitación de las cuotas de pesca no genera el ingreso de nuevos actores, y que la propia recomendación del TDLC señala que no es estrictamente necesario implementar un mecanismo de este tipo para asignar cuotas de pesca, agregando que un sistema plenamente transferible de cuotas, plasmado en el actual proyecto de ley, es, en su opinión, la manera más simple para que nuevos actores ingresen al mercado de la pesca.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, agradeció las presentaciones, y recordó a los expositores que, como consecuencia del colapso de las principales pesquerías del país por pretender resolver problemas sociales o políticos con cargo a los recursos naturales, la Comisión ha promovido como centro de gravedad de las políticas públicas en la materia, la sustentabilidad de los recursos marinos y de los ecosistemas asociados. En este sentido, reiteró que la Comisión también ha solicitado al Ejecutivo incorporar los aspectos principales en los distintos proyectos de ley que regulen la materia, como el establecimiento del Instituto de Desarrollo Pesquero y el refuerzo del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), solicitado por los pescadores artesanales, y por otro lado, la creación de los Comités Técnicos Científicos y la recuperación y fomento para el repoblamiento de las algas, que interesa a todo el sector.

En cuanto a la propiedad de los recursos marinos, manifestó que es de su interés evitar las consecuencias que ha tenido el sistema de otorgamiento de derechos de agua en el país, que ha conducido, en la actualidad, a que todos los derechos no consuntivos pertenezcan a extranjeros.

Sobre el carácter indefinido de las licencias transables de pesca, llamó a los actores a buscar una fórmula para fomentar el ingreso de nuevos actores.

Destacó también, la participación de la industria pesquera en la Organización Regional del Pacífico Sur, incentivando la actuación de Chile en la instancia.

A su vez, consultó si la causa en el aumento del porcentaje de destinación al consumo humano de la especie jurel, se debe a la disminución sustancial de la cuota pesquera asignada, o bien, porque las plantas de proceso o el mercado se han enfocado en ello. Preguntó asimismo, por la existencia de información referente a la ubicación de los principales caladeros de pesca.

El Honorable Senador señor García-Huidobro valoró también las exposiciones efectuadas, y se comprometió a desempeñar un rol de cámara revisora en la tramitación del presente proyecto ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados. Por la importancia de la materia solicitó al Presidente de la Comisión aprobar en general la iniciativa legal, y escuchar los planteamientos restantes, en la discusión particular del proyecto.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, explicó a Su Señoría que la presente sesión no ha sido convocada con el objeto de pronunciarse sobre el presente proyecto de ley, sino con el fin de escuchar a las diferentes organizaciones. Igualmente, recordó al Honorable Senador señor García-Huidobro que a la fecha aún faltan organizaciones de diversa índole por exponer, quienes también han solicitado audiencia para plantear sus inquietudes.

El Honorable Senador señor Bianchi agradeció las presentaciones realizadas por los representantes del sector industrial, y valoró el trabajo realizado por la Mesa Pesquera convocada por el Ejecutivo, no obstante ese esfuerzo por aunar criterios y obtener consensos, declaró que hubiese preferido que el Congreso Nacional también hubiese integrado las conversaciones, lo que hubiera permitido un avance más expedito en la tramitación del presente proyecto de ley.

Con respecto a la solicitud del Honorable Senador señor García-Huidobro, manifestó su rechazo a la petición, ya que está pendiente recibir a otras organizaciones que han solicitado audiencias a la Comisión, entre ellas, la de los trabajadores de la industria pesquera.

Sobre las consultas efectuadas por los Honorables Senadores, el Gerente de la Asociación de Industriales Pesqueros (ASIPES), señor Luis Felipe Moncada, respondió que respecto al colapso de las pesquerías del país, la administración de ellas es responsabilidad del Estado, los Consejos Zonales de Pesca, apuntó, solo pueden aprobar o rechazar las propuestas que se someten a su consideración.

Respecto a la ubicación de los principales caladeros, es una información que debiera disponer la autoridad sectorial, y en su caso, los capitanes de los barcos pesqueros, quienes también están invitados a exponer la visión del presente proyecto de ley.

En cuanto al aumento del consumo humano de la especie jurel, explicó a los presentes que al momento de ocurrir el terremoto del año 2010, el jurel ya se destinaba en un 55% a 60% a consumo humano. Reconoció sí, que el incremento hasta un 85% puede verse influido por el componente de la disminución del volumen, pero la tendencia hace dos años ya era nítida, y en su opinión, irreversible.

El Presidente de la Asociación de Industriales Pesqueros (ASIPES), señor Jan Stengel, a su turno, complementó la respuesta recién expresada, señalando que con el aumento incesante de la población mundial, cada día existe mayor demanda por productos proteicos de origen marino, factor que seguirá influyendo en un aumento de la extracción pesquera con destino al consumo humano. Además de la especie jurel, afirmó que en otras especies hace muchos años el destino del consumo humano alcanza el 100%.

El Gerente de la Asociación de Industriales Pesqueros (ASIPES), señor Luis Felipe Moncada, retomó el uso de la palabra para referirse a las propuestas de supresión del arte de pesca conocido como pesca de arrastre. Al efecto, mencionó que la pesca de arrastre se ejerce en el país hace más de 60 años, si solo ella fuese la culpable de la desaparición de determinados recursos hidrobiológicos, aseveró, ellos habrían desaparecido hace bastante tiempo. Hoy, el arte de arrastre, aseguró, ha implementado importantes avances tecnológicos, por ello el daño que se le atribuye causaría, no tiene relación directa con este arte de pesca, sino más bien, con la administración de las pesquerías que han otorgado volúmenes de cuotas más allá de lo recomendable.

A propósito de los ecosistemas marinos vulnerables, manifestó que el Congreso Nacional ha discutido un proyecto de ley bastante acucioso, próximo a ser promulgado. Hizo presente a la Comisión que los ecosistemas marinos vulnerables reconocidos por las Naciones Unidas son principalmente tres: los montes submarinos, las fuentes hidrotermales y los arrecifes coralinos. Agregó que existen estudios en el país, encargados en algunos casos por el Fondo de Investigación Pesquera (FIP), que demuestran que el 97% del fondo marino de Chile corresponde a arena, fango y rocas, por tanto, no se dan en el país las características para destruir las condiciones del fondo marino, como sí pueden encontrarse en otras latitudes.

Respecto a la depredación de especies marinas, acotó que las dos principales afectadas, la merluza común y el jurel, se deben a factores exógenos. En el primer caso, expuso, estudios de la Universidad de Concepción demuestran que el gran responsable ha sido la especie jibia, molusco depredador que apareció en primera instancia en la Región de Valparaíso, y luego avanzó hacia el sur, produciendo un problema de carácter permanente. Con respecto al jurel, manifestó que el año 1996 comenzó una crisis de la extracción de la especie que se presenta con la aparición de un alto número de especies juveniles, primera señal que indica la aproximación de una crisis en la pesquería. En ese momento, indicó, el Océano Pacífico sur era azotado por uno de los eventos más intensos del fenómeno climático denominado la corriente del niño, discrepando el mundo científico si la desaparición de las especies adultas se debía a la depredación o al fenómeno mencionado. Cuando el Estado de Chile se convence de la sobrexplotación del jurel, establece el año 1999 una cuota global de captura, y luego, durante toda la primera década del siglo XXI, fija una cuota equivalente a un tercio de lo extraído a mediados de la década del 90, con el objeto de recuperar el recurso. No obstante ello, aparecen a partir del año 2003, una flota de barcos factorías fuera de la zona de las 200 millas, llegando a existir más de 50 barcos hasta hace dos años atrás. Ese motivo, sostuvo, dañó el recurso marino y no la extracción del sector industrial.

El Gerente General de la Sociedad Nacional de Pesca, señor Héctor Bacigalupo, compartió la visión del Presidente de la Comisión sobre la sustentabilidad, y señaló que el sector que representa ha colaborado en otras medidas legislativas como el proyecto de ley que regula el descarte y el marco normativo que protege los ecosistemas marinos vulnerables.

El Subsecretario de Pesca y Acuicultura, señor Pablo Galilea, ratificó el compromiso del Ejecutivo de cumplir con la creación del Instituto de Desarrollo Pesquero, anunciado en mayo pasado por el Presidente de la República, evaluándose actualmente si se incorpora en el presente proyecto de ley, o bien, en una iniciativa legal independiente.

Sobre el consumo humano de los recursos marinos, puso de manifiesto las cifras que reflejan que este año la flota artesanal desembarcará más recursos pelágicos que el sector industrial, y el 100% de ellos extraídos por la pesca artesanal, subrayó, son destinados a harina de pescado. La razón, explicó, se debe a que la flota artesanal no está preparada para asegurar la entrega del producto marino en condiciones de ser consumido por la población. Se requiere, recalcó, tomar decisiones para favorecer las inversiones necesarias que permitan, efectivamente, destinar los recursos marinos al consumo humano.

Por otro lado, si bien reconoció la responsabilidad del Estado en la administración de las pesquerías, el sector artesanal e industrial, aseguró, también son responsables del estado de los recursos.

Comentó asimismo, que en un reciente artículo de la revista The Economist, referente a la recuperación de las pesquerías en Estados Unidos, se mostraba como principal factor de tal logro, la remoción de los actores de la industria del proceso de toma de decisiones, por tal motivo, sostuvo, el marco regulatorio del sector pesquero debiera aproximarse aún más, en materia de decisiones, al ámbito científico.

El Honorable Senador señor Rossi, por su parte, mencionó que los expositores manifestaron la existencia de ciertas materias acordadas, como la no licitación de las licencias transables de pesca, comprometidas durante la negociación del fraccionamiento de las cuotas pesqueras, en la Mesa Pesquera. Al respecto, reparó que la labor representativa y de diálogo encomendada al Congreso Nacional no puede íntegramente ser remplazada, por ello justificó el malestar y desconocimiento de algunos Honorables Senadores respecto de ciertos temas que habrían sido tratados en el mencionado grupo de trabajo, solicitando para ello, que el Ejecutivo informe la efectividad de lo señalado.

- - -

En sesión celebrada el día lunes 13 de agosto de  2012, la Comisión escuchó a dirigentes del sector laboral pesquero de carácter nacional y regional, y a dirigentes de la pesca de arrastre del sector artesanal de la Región de los Lagos, oportunidad en que expusieron las personas que se señalan, en representación de las entidades que se indicarán.

La Presidenta de la Federación de Sindicatos de Trabajadores de la Industria Pesquera de la Región del Bío Bío FESIP, señora Juana Silva, coincidió con el Ejecutivo en cuanto a que  la conservación debe ser la columna vertebral de la nueva legislación que regirá al sector, ya que sólo de esta forma la actividad tendrá futuro, y en tal sentido la Federación apoya la propuesta.

Señaló que la Federación es contraria a la creación del  Panel de Expertos propuesto por el Ejecutivo en el Mensaje, siendo partidaria de reforzar los Comités Científicos Técnicos. 

Con respecto al fraccionamiento de las cuotas de pesca entre los sectores, señaló que solamente piden el estricto cumplimiento de la mesa de diálogo convocada por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en agosto del año 2011, oportunidad en la que el Ejecutivo se comprometió a incluir en el proyecto en estudio una sólida Plataforma Social. Puntualizó que en esta mesa se definió el fraccionamiento de las especies compartidas entre sector pesquero industrial y artesanal, beneficiando a éste último sector en desmedro del sector industrial, concluyendo que cualquier intento de modificar estos acuerdos repercutirá de manera directa en los empleos del sector que representa.

La señora Juana Silva, Presidenta de FESIP, se refirió a la licitación de las cuotas de pesca señalando que con la subasta se pondrá en peligro las fuentes laborales, ya que los trabajadores de las empresas que no ganen la subasta, perderán sus empleos y no habrá otra empresa que los contrate, precisando que esta situación  se sumaría a la importante baja que ha sufrido el jurel, principal recurso de la pesquería de la Octava Región. Hizo presente que la pérdida de los puestos de trabajo conllevaría la pérdida de los beneficios sociales obtenidos en las empresas que se desempeñan y que como trabajadores industriales les ha costado años obtener.

Enseguida se refirió a la disposición que modifica la forma cómo se calculan las 5 millas para la pesca artesanal, dejando fuera a caladeros históricos donde la industria ha operado por más de 70 años, lo que significará una merma en la pesca de la merluza común, de la sardina y de la anchoveta, perjudicando a los trabajadores de la pesca industrial y a las jefas de hogar que trabajan en las plantas pesqueras que procesan la merluza para consumo humano.

Aseveró que en materia social, no se ha considerado a los trabajadores de las plantas de proceso, y que el Fondo de Administración Pesquera FAP, quién tiene a su cargo la administración de los planes de mitigación social y la entrega de los beneficios económicos a los trabajadores que a consecuencias de la vigencia de esta ley perdieran su trabajo, solamente ha considerado a los trabajadores de la flota, dejando fuera a los trabajadores de plantas de proceso.

Concluyó señalando que es preciso mejorar la plataforma social que contiene el proyecto, y considerar la propuesta efectuada por la Federación que preside en orden a crear un Fondo de Estabilización, Fomento y Desarrollo para los trabajadores de la plantas de proceso, destinado a financiar un retiro administrativo (puente de jubilación) para todos los trabajadores que tengan 45 años de edad y 10 años de servicios en las plantas de procesos y sean desvinculados con posterioridad al 31 de diciembre de 2012. 

Agregó que el 80% de los trabajadores de las plantas procesadoras ha obtenido su enseñanza media y  el 20% ha logrado una tecnificación, añadiendo que  la iniciativa no ha considerado una realidad encubierta, que consiste en que cientos de mujeres son aquejadas por enfermedades profesionales que no son reconocidas por las mutuales de trabajadores, concluyendo que la creación de este Fondo vendría a otorgar una solución integral a los problemas que afectan al sector que representa.

En relación a lo expuesto, el Honorable Senador señor Horvath puntualizó que el eje de la iniciativa legal se encuentra en la recuperación de los recursos hidrobiológicos y en su mantención futura, señalando que prueba de ello es que paralelamente a esta iniciativa se está tramitando en el Congreso Nacional el proyecto de ley sobre descarte, y el que establece la obligación para las naves de contar con observadores científicos a bordo.

Agregó que también la Comisión que preside ha planteado al Ejecutivo que incorpore en el proyecto en estudio el compromiso de crear el Instituto de Desarrollo Pesquero (Indap pesquero); asimismo la Comisión está trabajando para encontrar el mecanismo jurídico que permita establecer que los  recursos pesqueros son de propiedad del Estado, y finalmente se estudia una iniciativa legal para el repoblamiento de las algas.

El Presidente de la Asociación Gremial de Oficiales de Pesca Industrial, AGOPESI, señor Jaime Acuña, señaló que la entidad que preside representa a los oficiales de la pesca de arrastre que se efectúa desde la Región de Atacama a la Región de Magallanes y la Antártica Chilena, aseverando que existe preocupación por la estabilidad laboral de sus asociados.

Expresó que la Asociación apoya una plataforma social que cubra las necesidades de los trabajadores, pero que no existe nada que pueda reemplazar al empleo, necesitando para ello una estabilidad laboral que defienda la pesca de arrastre. Hizo presente que no hay  sustento técnico para eliminar este tipo de pesca, y que, en el mundo más del 80% de la pesca para consumo humano se efectúa con arrastre. Añadió que 21.700 personas dependen de manera directa de esta actividad, y que su sector ha estado trabajando con redes de arrastre que son un arte de pesca altamente selectivo en comparación a otros (espinel, cerco, enmalle), ya que utilizan mallas de 40, 20 y mínimo 10 cms., además de mallas de escape en todos los buques, aseverando que además cuentan con posicionador satelital y llevan observadores del IFOP a bordo en todas las embarcaciones.

Continuó el señor Presidente de AGOPESI solicitando que se respete y cumpla el acuerdo de fraccionamiento alcanzado en la Mesa de Pesca, a la que convocó el Ministerio de Economía, que reunió a artesanales, industriales y al sector laboral. Precisó que el referido acuerdo aumenta la participación artesanal en las capturas de 52% a 55%, y reduce la cuota industrial de 48 a 45%, acotando que respecto de la merluza gallo ya  se hizo una entrega de un 5%, afirmando que no están en condiciones de ceder nada más, ya que lo contrario significaría pérdida de sus puestos de trabajo.

Enseguida se refirió a la licitación de las cuotas de pesca, opinando ser contrario a ellas, toda vez que les preocupa la inestabilidad laboral  que ocasionará la transferibilidad de las mismas, y el ingreso de nuevos actores que, en su opinión, son meramente capitalistas, aseverando que éstos no tendrán interés en la conservación de las pesquerías y en la generación de empleo en nuestro país. Además, el proyecto del Ejecutivo pretende licitar especies en recuperación, lo que significaría que los actuales actores estarán obligados a cuidar pesquerías que después se llevarían otros interesados.

En relación a la modificación que introdujo la Cámara de Diputados sobre la manera de medir los caladeros históricos, señaló que preocupa sobremanera al gremio que representa, ya que  si se modifica el área o los límites de los caladeros históricos que han tenido por décadas, alteraría significativamente sus áreas de pesca y también el acceso a las pesquerías que existen en dichas áreas. Señaló que no entiende la finalidad de esta norma, ya que la línea divisoria de los caladeros propuesta tampoco favorece a los pescadores artesanales, ya que actualmente puedan pescar más afuera,  en tanto que la pesca de arrastre no podría hacerlo en el futuro.  En este aspecto precisó que la pesca de arrastre no puede efectuarse más adentro de las cinco millas ya que el fondo marino en nuestro país, particularmente en el norte, es de poca profundidad, señalando que la totalidad de los peces demersales se encuentran a menos de 100 metros de profundidad.

El  señor Jaime Acuña también se refirió a la plataforma social, señalando que la mayor parte de los tripulantes del sector lleva 20 o 30 años laborando, realizando periódicamente capacitaciones para ir ascendiendo en sus puestos de trabajo, constituyendo un personal altamente calificado, no obstante lo cual, si se retiran de la actividad y pretenden desempeñarse en un trabajo en tierra se les considera solamente como egresados de la enseñanza media, lo que es preocupante para el sector. Por ello la importancia de establecer una plataforma social que considere la situación de los trabajadores de 45 o 50 años, que se han desempeñado toda su vida laboral en el sector, que son desvinculados de la actividad y no pueden acceder a otros trabajos, atendida su edad u otros factores.

La Asociación de Armadores Cerqueros de Chiloé - ASARCECHI AG; Sindicato de Pescadores Artesanales Pelágicos SIPESRAYEN; Sindicato de Trabajadores Independientes Pescadores Cerqueros PECERCAL, y Asociación Gremial de Pescadores Artesanales ASOGPESCA ANCUD AG, gremios de la Xa Región, entidades representadas por el señor Mario Carrillo, quién aseveró que representa a pescadores artesanales históricos de la Región de Los Lagos que desarrollan sus actividades en las aguas interiores, específicamente en el archipiélago de Calbuco, Chiloé y Estuario de Reloncaví. Agregó que se dedican a la extracción de pesquerías pelágicas, principalmente sardinas, anchoveta y jurel, la que realizan con 82 embarcaciones artesanales, generando un empleo indirecto para aproximadamente 1.500 personas.

Enseguida señaló que la flota está compuesta por 38 embarcaciones  menores (botes y lanchas hasta 12 metros de eslora); 17 embarcaciones medias (lancha superior a 12 metros y hasta 15 metros de eslora), y 28 embarcaciones mayores (lancha entre 15 metros y hasta 18 metros de eslora).

Precisó que esperan que esta iniciativa legal contenga normas que efectivamente garanticen la sustentabilidad y desarrollo productivo de las pesquerías pelágicas que extraen; que la adopción de decisiones en materia de administración pesquera sea debidamente fundada en información científica; que se promueva la descentralización en el manejo de la pesca artesanal; que se reconozca la diversidad de la pesca artesanal en las distintas regiones del país; que se tenga presente la diferencia existente entre la pesca artesanal e industrial, particularmente en el aspecto cultural, y la existencia de un plan de investigación integral para pesquerías artesanales y no sólo para aquellas compartidas con la pesca industrial.

Enseguida, precisó que las entidades que representa son contrarias a la restricción de operación de la primera milla para embarcaciones de eslora superior a 12 metros, por cuanto históricamente así ha operado la flota en aguas interiores de la Región de Los Lagos.

Aseveró que esta limitación carece de sustento, expresando que los mayores conflictos y efectos negativos en los ecosistemas costeros los han generado la industria del salmón, la de mitilidos y la contaminación industrial y domiciliaria. Asimismo, estimó que la restricción es contradictoria por cuanto se  permite la perforación de la flota industrial de las cinco millas en el norte y en aguas interiores del sur del país. En este aspecto concluyó señalando que la restricción de operación de la primera milla y en aguas interiores, en ningún caso debe afectar a los pescadores artesanales.

Respecto al área de reserva de la pesca artesanal, valoró la modificación que se propone para medir el área desde las puntas más sobresalientes.

A continuación, el señor Manuel Machuca, en representación de las mismas entidades, se refirió a las zonas contiguas señalando que constituye un avance que el proyecto considere la intervención de los pescadores involucrados en la toma de decisiones, acotando que se debe precisar que se trata de los pescadores artesanales que efectivamente se encuentren inscritos y operando en la pesquería respectiva, debiendo excluir la intervención de los consejos zonales de pesca.


Expresó su desacuerdo con las nuevas facultades que se otorgan al Subsecretario de Pesca en el artículo 48 A, en orden a fijar horarios, números de viajes y lugares de pesca, que se suman a la que actualmente tiene para fijar días de pesca, ya que con ellas se estaría restringiendo la operación de la flota, señalando que, además, son discriminatorias para el sector artesanal puesto que al sector industrial no se le impone este tipo de restricciones.

Respecto a la instalación de posicionador satelital en todas las embarcaciones, expresó que existen nuevas tecnologías que permiten un mejor desarrollo de la flota, señalando que sería suficiente contar con un sistema que permita saber con precisión donde se encuentran las naves. Señaló que en el caso que el posicionador deje de emitir la señal reglamentariamente la nave debe volver a puerto, consultando si el Estado se haría cargo de los costos de bencina, de personal y otros en que debió incurrir el armador o propietario de la embarcación para regresar.

Opinó que la certificación de los desembarques artesanales debe continuar siendo efectuada por el Servicio Nacional de Pesca, ya que la práctica ha dejado en evidencia que la certificación privada de desembarques industriales  no ha contribuido a la sustentabilidad de los recursos pesqueros. 

Finalmente se refirió a los Planes de Manejo, señalando que constituyen un real avance, agregando que estos deben contribuir a descentralizar la toma de decisiones, proponiendo se establezcan subplanes de carácter regional con participación de los Consejos Zonales de Pesca.

El señor Mariano Villa, en representación del Sindicato de Tripulantes de Puerto Chacabuco SINTRINAVES se refirió a la sustentabilidad, expresando que el eje central de la Ley N° 18.892, de 1991, fue la administración, el acceso y el cierre de las pesquerías, aseverando que el Consejo Nacional de Pesca hizo bien su trabajo, no así la Subsecretaría de Pesca.

Enseguida opinó que el sector artesanal debe pagar patente ya que es una actividad que genera ingresos económicos, más aún si se considera que este sector es el único beneficiado con la capacitación que otorga el Estado, agregando que los trabajadores del sector industrial también requieren de una efectiva plataforma y protección social. Respecto al posicionador satelital estimó conveniente su obligatoriedad, no obstante lo cual estima que no es equitativo que el Estado pague los costos de esta obligación al sector artesanal, ya que hay embarcaciones de más de 15 metros que ni siquiera tienen contratos de trabajo con sus empleados, en circunstancias que se trata de embarcaciones que facturan aproximadamente $ 300.000.000 anuales. 

Señaló que el acuerdo sobre fraccionamiento pesquero debe respetarse en su plenitud, vale decir debe acogerse en su integridad, señalando que éste abarca otras materias a las cuales no se ha hecho referencia. 

Concluyó manifestando su desacuerdo con la licitación de cuotas al igual que con el concepto de Rendimiento Máximo Sostenible.


El Presidente de la Federación de Trabajadores de la Industria Pesquera Región del Bío Bío, FETRAPES, señor Juan Montecinos,
 expresó que la entidad mantiene socios que se desempeñan en conserverías, transportes, congelados, plantas de harinas, tripulantes de cerco y tripulantes de arrastre e investigación pesqueras que se desempeñan en las empresas Blumar, Camanchaca, Bío Bío, Transportes Pacífico, Food Corp Chile, Lota Protein y otras de la Región.

Añadió que la Federación participa en el Consejo Nacional de Pesca, en el Consejo Zonal de Pesca, y que es vocero del Consejo de Sindicatos de Exportación y de ChilePesca.

En primer término, afirmó que esta iniciativa no resuelve las necesidades particulares de los trabajadores del sector pesquero, que es un sector esencialmente precario y presenta malas condiciones laborales, aseverando no comprender cómo el Gobierno pretende resolver el problema de empleo del sector a través de la licitación de cuotas. 

Añadió que no es efectivo que la puesta en marcha de esta ley no traerá consigo despidos, señalando que la industria funciona actualmente con un mínimo de empleados debido a la concentración industrial, al escaso valor agregado y a la sobreexplotación de los recursos por parte de los mismos empleadores. 

A continuación, solicitó a esta Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura considere incorporar una norma referida a la propiedad de los recursos pesqueros, estableciendo que son de propiedad de todos los chilenos, sin admitir que se apele a derechos históricos sobre los mismos; asimismo solicitó el fortalecimiento de la investigación y fiscalización pesquera, con miras a la sustentabilidad de los recursos.

Enseguida se refirió a la necesidad de establecer una efectiva plataforma social, la que debe considerar el respeto a los derechos laborales, el cumplimiento de la normativa sanitaria, las normas de seguridad social, y el reconocimiento de que éste es un trabajo pesado. Refirió que la legislación vigente considera a la pesca industrial como trabajo pesado, reconociendo  que por cada 5 años de desempeño deben rebajarse 2 años, agregando que lamentablemente cuando el trabajador recurre a esta ley para acogerse a jubilación no tiene fondos previsionales para obtener una pensión.

Por lo tanto, solicitó se considere las ayudas sociales para paliar aquellas situaciones en que el trabajador, debido a las propias patologías que conlleva la actividad, debe dejar su trabajo y no está en condiciones de jubilar.

Manifestó que los empleadores que no respeten los derechos laborales de los trabajadores deberían ser sancionados severamente, señalando que las cuotas de pesca deben estar asociadas al cumplimiento de la normativa laboral y de seguridad social por parte del titular de la licencia o cuota de pesca.

Señaló que debiera otorgarse a los exonerados del sector un bono puente para aquellos trabajadores mayores de 50 años y que tengan más de 15 años de antigüedad, que debiera ser financiado por el mismo sector, para lo cual, entre otras, no debiera efectuarse una rebaja tan significativa de las patentes del sector artesanal y contribuir con esos recursos al financiamiento de este bono.

Concluyó su intervención señalando que las licencias de carácter indefinidas que contempla el Mensaje impiden la fiscalización y hacen aún más precario el trabajo en el sector, preguntando qué ocurre con los trabajadores de una empresa que vende o entrega en garantía sus cuotas de pesca.

El Presidente de la Federación de Sindicatos de Trabajadores de Planta de Consumo Humano, FESTRACH, señor Raúl Morales, señaló que la entidad es una organización compuesta por Sindicatos de Trabajadores activos de la Industria Pesquera de la Región del Bio Bío, con sedes en Talcahuano y Coronel, mencionando entre sus  afiliados al Sindicato de Trabajadores ORIZON, al Sindicato de Trabajadores Congelados del Pacífico S.A., al Sindicato Nº2 El Golfo de Trabajadores BLUMAR S.A., al Sindicato Independiente de Trabajadores Nº1 GRIMAR, y al Sindicato de Trabajadores Food Corp N° 2. 

También refirió que representa a FETRAPEC “Federación de Trabajadores Pesqueros de Coronel”, quien tiene los siguientes sindicatos afiliados: Sindicato Unitario de Trabajadores Pesquera Grimar, Sindicato de Trabajadores Geomar, Sindicato de Trabajadores Alimex, Sindicato de Trabajadores Tubul, y Sindicato de Trabajadores Camanchaca y Tamarugal.

Precisó que la Federación cuenta con aproximadamente 400 trabajadores y 600 adherentes, alcanzando una cifra estimada de 1.000 trabajadores activos.

A continuación hizo una reseña de la legislación de pesca desde el año 1990 en adelante, señalando que al inicio de la década de los 90 no existía una cuota establecida de captura, lo que hacía presumir que tarde o temprano habría efectos negativos en la Industria Pesquera; es así como la Autoridad establece vedas esporádicas y por períodos, ocurriendo que al momento de levantar la veda, la captura se realizaba de forma descontrolada (Carrera Olímpica), completándose la cuota otorgada en pocos días, lo que implicaba trabajar solamente algunos días en el mes, afectando en consecuencia las remuneraciones y la estabilidad laboral de los empleados.

Además, la denominada “carrera olímpica” produjo la captura indiscriminada de los escasos recursos existentes, destinándose los recursos extraídos a la elaboración de harina de pescado lo que producía saturación de las plantas, generando malos olores y problemas medioambientales.  A su vez, la pesca descompuesta provocaba accidentes en flota y planta por el ácido sulfhídrico que generaba.

Luego, se estableció el sistema de Límite Máximo de Captura por Armador (LMC), que expira en diciembre del año 2012, cuya finalidad fue establecer un ordenamiento en el sector pesquero, asegurar la sustentabilidad de los recursos, y terminar con la carrera olímpica.  Señaló que dicha administración se basó en recopilaciones, informaciones y experiencias de otros países, con situaciones similares que concluyeron en una legislación que rebajó la cuota global de captura y cuotas por empresa.

A pesar de lo antes mencionado, el sector pesquero se ve nuevamente enfrentado a una situación compleja, cual es la escasez del recurso, debido a que el  objetivo de la ley no se cumplió, lo que atribuye principalmente a una mala administración por parte de las autoridades pesqueras de los distintos gobiernos.

A continuación señaló las deficiencias que ha habido en la administración pesquera, mencionando la entrega por parte de la autoridad pesquera de cuotas sociales disfrazadas de investigación, permisos y autorizaciones para captura de jurel bajo la talla mínima, aplicación de vedas biológicas de reproducción y desove a un solo sector, fijación de cuotas por sobre lo recomendado por los estudios, y captura indiscriminada por parte de las flotas extranjeras.

Además, la referida ley contempló la creación de un Fondo de Administración Pesquera (FAP), destinado a financiar programas de investigación;  de fomento y desarrollo a la pesca artesanal; de vigilancia; de fiscalización y administración de actividades pesqueras; de capacitación, apoyo social y reconversión laboral para los trabajadores que durante el período de vigencia de la referida ley N° 19.713 hubieren perdido su empleo, y de capacitación permanente para trabajadores activos de la industria pesquera extractiva y de procesamiento. 

Este Fondo es financiado en forma directa a través de las patentes pesqueras, cuya recaudación asciende a 32 millones de dólares anuales. 

Comentó que los trabajadores de las plantas de proceso, nunca  han sido considerados dentro de las capacitaciones que se otorgan con cargo a este Fondo, no obstante que la norma contempla como beneficiarios a los trabajadores activos de las mismas.

En cuanto a los trabajadores que fueron separados de sus cargos los años 2001 y 2002, al entrar en vigencia la ley que estableció el Límite Máximo de Captura por Armador, refirió que aquéllos no recibieron ayuda social alguna, según lo determinaban las bases  establecidas en el Consejo de Administración Pesquero, aseverando que sólo han recibido capacitaciones para trabajadores activos  y cesantes los años 2009, 2010 y 2011, las que calificó de precarias, y en lo que respecta a la ayuda social nunca se otorgó algún tipo de indemnización a sus afiliados.

Continuó refiriéndose al fraccionamiento entre sectores industrial y artesanal que estableció la LMC, con respecto a los recursos que participan, trayendo a colación que hoy estos fraccionamientos o porcentajes entre sectores artesanal e industrial, se han acordado  a través de una mesa pesquera, donde la industria traspasa parte de su cuota al sector artesanal, alcanzando éste un 55% aproximadamente, expresando que el acuerdo les merece preocupación, ya que podría afectar la continuidad de algunos puestos de trabajo por la aplicación de este nuevo fraccionamiento.

Enseguida, aludió a la licitación de los recursos pesqueros, manifestando su desacuerdo con el mecanismo, por cuanto le asiste la convicción que licitar no resuelve el tema del cuidado de las especies, y que tal procedimiento sólo apunta al ingreso de nuevos actores, sin ninguna conciencia e interés en la preservación del recurso, lo que produciría desvinculaciones e inestabilidad en la industria debido a la disminución en la proyección de tal actividad. 

Destacó la importancia de una adecuada fiscalización como asimismo el fortalecimiento de la investigación y su vinculación a las decisiones en la administración.

A continuación, el Presidente de la Federación de Sindicatos de Trabajadores de Planta de Consumo Humano, FESTRACH, señor Morales  se refirió a la pesca de arrastre, afirmando que está comprobado científicamente que en la Región del Bíobío no daña el fondo marino, añadiendo  que su prohibición o restricción ocasionaría un aumento de la cesantía afectando a numerosas familias que dependen de esta fuente laboral.

Enseguida señaló que para la Federación que representa es valioso que el proyecto considere la creación de un  “Fondo de Fomento, Desarrollo y Estabilización para los Trabajadores de las Plantas de Proceso”, de características similares al ya existente para el sector de la pesca artesanal, establecido en el artículo 56 de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura.

El señalado Fondo de Estabilización, que deberá tener la misma vigencia que la ley, debiera considerar un Subsidio de Estabilización para los Trabajadores Activos, que otorgue una indemnización  de 25 unidades de fomento al trabajador, a todo evento, y por una sola vez, en el momento de ser desvinculado, con el objeto que estos recursos cumplan la función de un capital semilla inicial.

También debe contemplar becas de estudios para los hijos de los trabajadores cesantes, y la existencia de un consejo de administración del Fondo, integrado por trabajadores e industriales que determinen los proyectos a los cuales se les asignarán los recursos.

Enseguida, se refirió a la necesidad de contemplar  la categorización de “trabajo pesado”, para efectos de enfermedades ocasionadas a causa o por efecto de la actividad laboral, debiendo establecer beneficios retroactivos a todo evento para trabajadores activos y desplazados del sector, desde Enero del año 2010  en adelante.

El Presidente del Sindicato Interempresas de Trabajadores Oficiales de Naves Especiales y Regionales de la Marina Mercante Nacional, señor Juan Carlos González, comenzó su intervención señalando que les preocupa la norma que establece una nueva forma de medir las 5 millas de la reserva artesanal, ya que dejaría al margen todos los caladeros históricos de la pesca industrial, precisando que la pesca a la cual se accede actualmente siempre se sale de las 5 millas de la reserva. Añadió que en la zona correspondiente a las Regiones IX a la XIV se pierden completamente los caladeros históricos del jurel y de la sardina anchoa, cuya consecuencia será el despido de personal que trabaja en la industria pesquera.

Afirmó que el sector que representa, ya ha sufrido un desmedro económico debido al acuerdo de fraccionamiento de la Mesa de Trabajo del Ministerio de Economía, señalando que en el caso de la sardina se rebaja la cuota de un 30% a 22%, y tratándose de jurel del 95% al 90%, situación a la cual no hace referencia el proyecto en estudio.

Luego abordó el sistema previsional al que se encuentra afecto el personal que representa, el que no reconoce la actividad como de riesgo, en crcunstancias que este oficio produce un acelerado deterioro físico, encontrándose sus afiliados en un escenario en el cual son jóvenes para jubilar y viejos para reconvertirse. Añadió que el sistema previsional actual descansa en dos grandes pilares, edad y cantidad de dinero en el fondo de pensión, destacando que la Caja de Previsión de la Marina Mercante, entidad a la que estaban afiliados, a través de su Comisión Evaluadora, determinaba si el personal estaba en condiciones de continuar desempeñándose en el mar y, además, se jubilaba por años de servicio y no por edad.

En relación a la licitación de los recursos, aseveró que no se referirá en detalles ya que ha quedado clara la posición de los trabajadores en las anteriores exposiciones, agregando que le parece injusto que los trabajadores hagan el esfuerzo por recuperar el recurso y otros actores se lo lleven.


Respecto a la plataforma social, discrepa de quienes señalan que ésta no debe incorporarse en la presente iniciativa, ya que no se puede desvincular la responsabilidad del Estado máxime si se considera que como consecuencia de la dictación de una ley habrán cantidades importantes de despidos, debiendo la misma legislación hacerse cargo de las consecuencias laborales.

El Presidente del Sindicato Interempresas de Oficiales Motoristas de la Marina Mercante Nacional, señor Eric Riffo, señaló que la entidad agrupa a más del 90% de los trabajadores de la industria pesquera de la zona centro-sur del país.

Afirmó que estima conveniente que se establezca un sistema que sea definitivo o que tenga una larga vigencia, ya que si una empresa o actividad se proyecta en el tiempo, también lo hacen sus trabajadores, manifestando que las críticas más fuertes y recurrentes que se hacen a la actual legislación se efectúan al carácter cortoplacista que tiene.

Señaló que el sindicato rechaza la licitación de las cuotas de pesca, ya que, afirmó, cada vez que se efectúa una licitación en alguna actividad los perjudicados son los trabajadores, quedando un número importante de trabajadores cesantes o bien, con trabajos precarios, perdiendo asimismo los logros obtenidos en negociaciones colectivas.

Enseguida, afirmó que el reemplazo de una regulación que ha tenido vigencia tantos años, necesariamente debe considerar aspectos laborales que resguarden los legítimos derechos e intereses de los trabajadores.

Respecto a la nueva forma de medir las cinco primeras millas que se reservan al sector artesanal, expresó que da cuenta del desconocimiento de la actividad y de la inconsistencia en el articulado del proyecto, toda vez que no se puede, por una parte, otorgar una autorización de pesca, y por la otra, impedir el acceso físico-geográfico a las zonas donde se opera sobre dicho recurso, solicitando que en este trámite constitucional se rechace dicha norma. Agregó que la norma en comento, también ocasionará un cese en la operación de una gran cantidad de la flota pesquera industrial con el consiguiente desempleo en la actividad.

Finalmente señaló que existe una deuda con el sector laboral industrial, expresando que por muchos años han solicitado se modifique el sistema previsional de los trabajadores a bordo, señalando que una buena cantidad nació al alero de un sistema acorde con la actividad, agregando que lamentablemente fueron traspasados a un sistema previsional que los deja en la indefensión, por lo cual estiman que es necesario que la nueva ley de pesca evolucione hacia una discusión de fondo en el tema previsional.

El Honorable Senador señor Horvath, expresó que la Comisión que preside solicitará al Ejecutivo una evaluación del trabajo pesado que realizan quienes se desempeñan en todas las áreas de la actividad pesquera, al igual que una revisión del régimen previsional.

Asimismo, solicitará información acerca de la manera como se ha administrado, y en qué se han utilizado los recursos del Fondo de Administración Pesquera (FAP), ya que 10 años atrás se señaló que estos recursos estaban destinados a investigación, fiscalización, capacitación y apoyo social a consecuencias de la reducción del esfuerzo pesquero ,y de la disminución de trabajadores debido a la dictación de la Ley que estableció el Límite Máximo de Captura por Armador, agregando que se ha observado una alta rotación en la Dirección del Fondo, existiendo casi un Director por año.

Puntualizó que se ha solicitado al Ejecutivo un estudio sobre la manera cómo afectará a los caladeros históricos la nueva forma propuesta para medir las cinco millas de la reserva artesanal.

- - -

En sesión efectuada el día 14 de agosto de 2012, la Comisión recibió en audiencia a los representantes de las entidades que se señalan a continuación.

El Presidente del Sindicato de Tripulantes de Naves Industriales de la Región del Bio-Bío, señor Mario Carrillo, anticipó que la preocupación principal del sector que representa, dice relación con la modificación aprobada en la Honorable Cámara de Diputados, que cambia la forma de medir las cinco millas marinas reservadas a la pesca artesanal. Sobre el particular, manifestó que los trabajadores embarcados de la VIII Región temen que la actividad que desempeñan desaparezca como consecuencia de la extensión de la zona de reserva para la pesca artesanal. Explicó que si se aplica esta medida, en conjunto con las contenidas en la iniciativa legal sobre asociación de pescadores artesanales, inscripción de recursos marinos y extensión de área de operación artesanal (Boletín N° 8.389-03), el sector industrial debiera traspasar toda la cuota de pesca al sector artesanal, perjudicando directamente al personal embarcado, por tal motivo expresó el total rechazo a la citada modificación, solicitando su revisión por el Honorable Senado.

Agregó que ingenuamente se cree que una medida como la mencionada beneficia verdaderamente al sector artesanal, no obstante, declaró, los únicos favorecidos con este cambio serán los pescadores a quienes la industria decida traspasar la cuota, en especial a una categoría minoritaria de ellos no aludida en la Ley de Pesca y Acuicultura, conocida como los lancheros: embarcaciones de mediano tamaño, intermedias entre el pequeño pescador artesanal y su bote, y el sector industrial.

A continuación se refirió a los acuerdos de la Mesa Pesquera, enfatizando que la transferencia de cuotas de pesca del sector industrial al sector artesanal hasta completar un 78% de la extracción total de recursos marinos, se traducirá en un alto número de desempleos que debe ser asumido por la denominada plataforma social. Al respecto, apuntó que los montos de los beneficios sociales ofrecidos en las distintas propuestas del Ejecutivo son insuficientes, por lo que requirieron un incremento considerable de las cantidades en la discusión del presente proyecto de ley ante este Honorable Senado. Añadió que, en el mismo ámbito de beneficios sociales, la capacitación que se propone entregar a quienes pierdan los empleos debe estar orientada a una de tipo técnico-profesional, de al menos dos años de duración, que le permita al trabajador insertarse en un rubro diferente al sector pesquero.

Luego, comentó que existe un tema pendiente acordado en la Mesa Pesquera, referido a la conformación de una mesa tripartita, integrada por el Ministerio del Trabajo y de Previsión Social, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y los trabajadores del sector pesquero. Dicha comisión, acotó, abordaría materias relacionadas con la actividad pesquera que no podían ser incorporadas en el presente proyecto de ley, y por ende, serían promovidas en iniciativas legales diferentes. No obstante ello, y encontrándose este proyecto de ley en segundo trámite constitucional, la mencionada mesa aún no ha sido convocada.

Finalmente, se mostró en desacuerdo con las licitaciones de las cuotas de pesca, debido a que el sector que representa observa con temor que la adjudicación en tales procesos corresponda a grandes empresas transnacionales, quienes ejercen la actividad pesquera mediante buques factorías, que extraen, procesan y distribuyen los recursos marinos en altamar, por tanto, acotó, nunca más los buques nacionales ejercerán la actividad de captura de las especies ni los trabajadores se desempeñarán en las plantas de proceso y comercialización existentes hoy en la zona.

El Representante de la Federación de Trabajadores de la Industria Pesquera de Aysén (FEDETRAP), señor Rubén Leal, a su turno, manifestó que a través de las diferentes normativas que regulan la actividad pesquera, se ha mantenido un constante decrecimiento en el número de trabajadores del sector industrial.  Agregó que el arte de pesca mayoritariamente utilizado en la industria corresponde a la pesca de arrastre, la que ha evolucionado, en especial, con medidas como el descarte de especies.

Posteriormente, se refirió en términos generales a la historia de la regulación pesquera nacional. En particular, mencionó que en el año 1991, con la dictación de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se fijan cuotas globales de pesca que permiten la incorporación de los contratos de temporadas en las plantas de proceso. Después, con el establecimiento de los límites máximos de captura (LMC), puntualizó, se implementan los contratos colectivos basados en las cuotas de pesca que, al menos, durarían diez años, dando cierta estabilidad a los trabajadores del sector industrial.

Como consecuencia de lo anterior, y ante la disminución en el empleo del sector pesquero, se crea el Fondo de Administración Pesquera (FAP), cuyos únicos beneficiarios han sido los pescadores artesanales, desatendiendo los problemas sociales y económicos que han afectado a los trabajadores de la industria pesquera. Por ello, reconoció los avances incorporados a la fecha que permiten a los trabajadores del sector industrial, por lo menos, postular a fondos de capacitación.

También comentó la incorporación de Chile a la Organización Regional del Pacífico Sur (ORP), solicitando a las autoridades enviar al personal científico calificado que represente de buena manera los intereses del sector pesquero nacional.

Asimismo, expresó que el cuadro normativo elaborado por la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura el año 2010 marcó un rumbo para obtener la ansiada sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos, sin embargo, precisó, se deben considerar también los estudios científicos de las universidades, de los expertos de la industria y del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP) al momento de tomar las decisiones, especialmente, en materia de vedas extractivas.

Se manifestó conforme con extender en el tiempo los límites máximos de captura (LMC), y perfeccionar la transferibilidad de las cuotas de pesca, para así garantizar la sustentabilidad de la actividad. Igualmente, se mostró de acuerdo con optimizar los recursos de las patentes pesqueras, incluyendo a los trabajadores del sector industrial en las capacitaciones, y no solo a los pescadores artesanales.

Respecto de la pesca artesanal, declaró que la exigencia del uso de posicionador satelital y el control efectivo de los desembarques, asimila los principios y normas que rigen al sector industrial, sobre todo a embarcaciones artesanales de mayores dimensiones, facilitando la fiscalización de la normativa pesquera. Sobre el Régimen Artesanal de Extracción, expresó que a los trabajadores de embarcaciones artesanales, por lo menos en el caso de la Región de Aysén, también se les han asignado cuotas de pesca, por tanto la situación socioeconómica de los mismos no es tan deteriorada como en otras zonas del país.

Solicitó asimismo, una mayor investigación en las pesquerías del sector artesanal, con el objeto de optimizar y diversificar los mercados, disminuyendo los riesgos de comercialización.

En cuanto a la plataforma social, exigió una legislación que resguarde a los trabajadores del sector pesquero.  Es inconcebible, acotó, que los derechos y obligaciones emanados de los contratos colectivos celebrados no surtan los efectos jurídicos perseguidos cuando las empresas empleadoras se fusionan entre sí.  Para tal evento, requirió un recargo de 1,5 veces la indemnización por años de servicio.  En caso de modificaciones legislativas que afecten la fuente laboral, el Estado, aseveró, debe asumir la indemnización laboral de los trabajadores despedidos cubriendo el pago de todos los años de servicios sin tope.

En el ámbito de la entrega de beneficios para los trabajadores de la actividad pesquera, compartió las inquietudes manifestadas por otros dirigentes, solicitando el fortalecimiento de la formación en competencias laborales conducentes a títulos técnicos de nivel superior, los cuales pueden ser financiados con los remanentes de los Organismos Técnicos Intermedios para la Capacitación (OTIC) pertenecientes a las empresas con Reconocimiento de Aprendizaje Previo (RAP).  De igual forma, pidió para aquellos trabajadores que postulen a una carrera técnica en un proceso normal de admisión, considerar una beca del  FAP o del fondo solidario del seguro de cesantía.  Para aquellos trabajadores que no opten por estudiar, propuso una capacitación en administración básica que les permita formar un emprendimiento, la cual podría ser financiada por el mismo FAP.

Continuó, refiriéndose a la solicitud de aporte de fondos extraordinarios, para que aquellos trabajadores del sector industrial de más 50 años de edad y que tengan  20 años de servicios puedan obtener una pensión anticipada.  El aporte, añadió, debiera efectuarlo el Estado o las empresas empleadoras a los fondos de la cuenta de Ahorro Previsional Voluntario (APV) de cada empleado beneficiado.

Relató que en un seminario sobre pensiones realizado recientemente, se aludió a dos sistemas aplicados en Argentina con posterioridad a la crisis del año 2001 y que pueden ser replicados en Chile. El primero, explicó, consiste en sumar las horas de trabajo extraordinario de cada trabajador y computarlas para el anticipo de las pensiones, utilizando una fórmula que deduce las horas de sobretiempo trabajadas de la edad legal de jubilación.  Así, un hombre en Chile cuya edad de jubilación corresponde a los 65 años, puede disminuir esa edad restando el número total de horas extraordinarias trabajadas en su vida laboral activa, anticipando la pensión.

Si no fuere procedente el sistema anterior, otro mecanismo, sugirió, podría ser el de anticipar el pago de la pensión y continuar deduciendo el descuento previsional,incrementando con ello los fondos previsionales hasta completar los 65 años.

Finalmente, respecto de las licitaciones de las cuotas de pesca, reiteró la amenaza para la estabilidad social y económica de los trabajadores de la industria, si las cuotas son asignadas a terceros y no a los actuales empleadores. 

El señor Luis Saavedra, en representación del Grupo de Sindicatos de Personal Embarcado de Arica, Iquique y Mejillones, recordó que la actividad pesquera nace en el norte del país en la década del 60 con ocasión del derrumbe de la actividad salitrera, señalando que la primera absorbió la cesantía que dejó la crisis del salitre.  Agregó que sus afiliados representan a la cuarta generación que se desempeña en el sector.

Expresó que la Zona Norte alcanzó un total acuerdo entre las Regiones XV, I y II, para el fraccionamiento y funcionamiento pesquero en la macro zona del norte, tal como quedó establecido en la Mesa de Trabajo a que convocó el Ministerio de Economía, solicitando que se respeten en su integridad los acuerdos en ella alcanzados.

Añadió que los sectores artesanal, laboral e industrial rechazaron el sistema de licitación de cuotas en la mesa pesquera, acuerdo que calificó como histórico, ya que refleja la total cohesión de los sectores que trabajan en la actividad pesquera en la zona.

Seguidamente, se refirió a las razones por las cuales se oponen a la licitación señalando que éstas atentan contra la sustentabilidad de los recursos, y que tarde o temprano se volverá a la denominada “carrera olímpica”; además, el mecanismo de subasta menoscaba la estabilidad y los ingresos del sector que representa.

Agregó que la licitación constituye la puerta de ingreso para nuevos actores que explotarán los recursos que por generaciones han cuidado, señalando que los trabajadores asociados a su Federación en el momento que observan que un recurso pesquero está en período de desove o reclutamiento, de inmediato solicitan a la autoridad pesquera su veda. Aseveró que en la micro zona del norte, la actividad pesquera siempre se detiene antes de la dictación del decreto de veda, que es dictado con un desfase de aproximadamente 10 o 15 días.

Manifestó que no divisa cuál sería el interés que podrían tener las empresas foráneas que liciten cuotas en orden a preservar los recursos, afirmando que la motivación que los guiará será la de recuperar la inversión efectuada, con la consiguiente presión sobre los recursos pesqueros.

Luego afirmó que las Licitaciones Tipo B obligarán a sus asociados a reducir para siempre sus ingresos en un 15%, debiendo,  en años malos, compartir pobreza con las nuevas empresas que liciten, en tanto que, en el caso de Licitaciones de Tipo C no podrán aumentar sus ingresos en años buenos, impidiéndoles ahorrar para los períodos negativos.

Refirió que en la macro zona han sido pioneros en materia de ajustes y fusiones de empresas, precisando que el costo lo terminan pagando los trabajadores con despidos y pérdidas de beneficios, y que estos ajustes voluntarios han permitido que la actividad se mantenga en el tiempo sin las crisis que ocurren en el sur. 

Luego hizo un recuento de la pesquería histórica y del ajuste de la flota, señalando que en la zona norte desde fines de la década del 90 hacia atrás, existían 106 barcos, en tanto que actualmente sólo cuentan con 64 naves en la flota industrial, reiterando que bajo la vigencia del LMC, al norte le correspondió sufrir la crisis del niño, obteniéndose como promedio de pesca 300.000 toneladas anuales, y es por ello que hoy se le asignan cuotas que no guardan relación con la  realidad.

Señaló que las eventuales licitaciones traerían consigo nuevos ajustes que, en definitiva, serían de cargo de los trabajadores, puesto que la reinserción laboral es un mito, agregando que los cambios de empleadores, por efecto de la licitación o posterior enajenación de las cuotas, harían perder los beneficios laborales y sindicales que han demorado años en obtener.

Luego expuso acerca de la realidad de la pesquería del norte, señalando que si bien ésta es multifacética, está basada principalmente en la anchoveta y en menor proporción en jurel y caballa, refiriendo que normalmente la anchoveta viene acompañada de entre un 30% y un 40% de jurel no deseado, el que debe ser botado para no ser objeto de sanciones. A esto se suma que no obstante la abundancia de jurel, se les otorga una cuota muy baja, lo que frena la pesca de la anchoveta e impide la pesca del jurel, el cual en la práctica está vedado para los chilenos y es aprovechado por Perú.

Enseguida comentó el desaprovechamiento de recursos en el norte, señalando que el año 2011 no se pudo capturar jurel como especie objetivo debido a que la cuota asignada fue muy baja, incluso para la mezcla con anchoveta; es así como se observó que el norte extrajo un 80% menos de dicho recurso, asumiendo el peso del ajuste de la suscripción a la Organización Regional del Pacífico Sur (ORP), en circunstancias que nuestros vecinos de Perú tuvieron una captura 15 veces superior a la del año 2010, y la flota del sur realizó pesca en el límite norte de la Región de Atacama.

Destacó que los distintos actores pesqueros del norte están de acuerdo en mantener las actuales áreas de penetración a las 5 millas, situación que nace de una convivencia armónica de más de dos décadas entre industriales y artesanales y que es propia de la zona.

Respecto a la clasificación que efectúa la ley, señaló que debe distinguirse entre artesanales, semi industriales e industriales, ya que frecuentemente se observan embarcaciones clasificadas como artesanales que compiten con el sector industrial.

En lo relativo a las sanciones, precisó, que algunas de ellas son desmedidas para la estabilidad laboral, citando la de suspensión de licencia pesquera por un año que, obviamente, dejaría al infractor sin su fuente de trabajo.

Concluyó señalando que la plataforma social debe ser eficaz, y que no divisa razón alguna para que sus disposiciones no se incluyan en esta normativa.

El Honorable Senador señor Horvath expresó que para la Comisión que preside reviste la mayor importancia diferenciar las realidades de cada Región, al igual que las materias que debe contener la plataforma social, que en su concepto, debe considerar temas como el de trabajo pesado, aspectos  previsionales, quién pagas los ajustes, y otros que, aseveró, hará presente al Gobierno.

El señor Raúl Morales, en representación de las Plantas de Proceso de la Zona Norte refirió que la industria pesquera en la zona otorga más de 6.000 empleos y que cuenta con una antigüedad de 50 años, añadiendo que la pesca es la única actividad industrial existente en la ciudad de Arica.

Enseguida, aludió a la condición limítrofe de la zona, afirmando que existe una óptica centralista de la actividad que no considera la realidad regional, y la circunstancia de que los pescadores diariamente ejercen soberanía en sus aguas. Lamentó que nuestro país, dando cumplimiento al convenio suscrito con la Organización Regional del Pacífico Sur (ORP), se hubiera autoimpuesto una baja en la captura del jurel, medida que benefició directamente a nuestro vecino país.

Manifestó el desacuerdo de los asociados con las licitaciones pesqueras, ya que éstas ocasionarán inestabilidad laboral y atentarán contra la sustentabilidad del recurso. Agregó que la sustentabilidad necesariamente debe ir asociada a un manejo diferenciado por cada macrozona, y que el norte ha sido incansable en el cuidado de los recursos, como lo prueba la circunstancia que en múltiples ocasiones han paralizado la actividad antes que la autoridad pesquera decrete la veda correspondiente. 

Expresó que el principal recurso de la zona es la anchoveta, que es eminentemente costero, razón por la cual es vital tanto para artesanales como industriales, mantener indefinidamente las 5 millas de perforación.

Señaló que la ley debe potenciar la investigación a objeto que las decisiones sean adoptadas en base a ello, siendo necesario también que se fortalezca la investigación regional, como asimismo  asegurar la participación de las regiones en los Comités Científicos, y entregar un rol resolutivo a los Consejos Zonales de Pesca.

En lo que respecta a la plataforma social enfatizó que es el momento para incluir un Fondo de Estabilización que proteja a los trabajadores desvinculados por fuerza mayor, y buscar una fórmula que permita jubilar a aquéllos trabajadores de 55 años de edad y que cuenten con recursos suficientes en sus respectivos fondos de pensiones.

El señor Héctor Souza, representante del Grupo de Sindicatos Artesanales del Norte explicó que el norte se ha formado como una macrozona, aunque no esté considerada así en la legislación.

Señaló que para su sector la reserva de la primera milla artesanal no representa un gran beneficio, ya que no se ha considerado la contaminación existente en toda la costa, especialmente la de las termoeléctricas que carecen de regulación mediombiental.

Luego aludió a la pesca desleal que ejercen pescadores artesanales provenientes del sur, quienes además de extraer recursos con artes de pesca no contemplados en la ley, comercializan grandes cantidades de pescados y mariscos provenientes del sur en sus ciudades del norte.  Añadió que en la macrozona del  norte no se producen disputas entre el sector artesanal y el industrial, ya que han trabajado de manera consensuada y sin interferencias por más de 20 años, señalando que la legislación debe considerar las diversas realidades existentes en el país.

El señor Francisco Mujica, Presidente de la Asociación de Industriales Pesqueros del Norte, inició su exposición señalando que tal como se ha planteado por los diversos representantes de la zona, ésta es una Región que tiene un gran sentido de unión, en la cual conviven armoniosamente el sector artesanal, el industrial y los trabajadores que en ellos laboran.

Expresó que el sector artesanal ha ido creciendo paulatinamente,  prueba de ello es que en la Mesa de Trabajo convocada por el Gobierno se llegó a un acuerdo final de fraccionamiento de la participación que alcanza a un 55% para el sector artesanal y a un 45% para el industrial, habiendo este último traspasado recursos por aproximadamente US$ 34 millones al sector artesanal para el año 2013.

Añadió que comúnmente se demoniza al sector industrial, señalándolo como los dueños de la pesca chilena, lo que no es así, precisando que actualmente el sector industrial representa un 45% de la pesca nacional con una flota de 384 naves, incluyendo a las plantas de proceso, las que, destacó, compran la materia prima al sector artesanal. Refirió que la incorporación de nuestro país a la Organización Regional del Pacífico Sur (ORP) trajo consigo la rebaja de la cuota de pesca del jurel, lo que para el norte ha significado el cierre de algunas plantas por inviables, dejando sin trabajo a un número importante de trabajadores.

Refirió que este proyecto tiene su origen en los Acuerdos de la Mesa Pesquera Nacional, donde se hizo especial énfasis  en la conservación y uso sustentable de los recursos hidrobiológicos, pidiendo al Congreso que se respeten estos acuerdos en su totalidad dado el carácter nacional y transversal de los consensos obtenidos.

Enseguida, refirió que los señalados acuerdos tratan de un nuevo fraccionamiento industrial artesanal y la no licitación de las pesquerías, no obstante lo cual el Ejecutivo intentó incorporar las subastas en el proyecto, siendo afortunadamente objeto de un rechazo en la Sala de la Cámara de Diputados. También los acuerdos incluyen la mantención de las actuales ventanas de perforación a las 5 millas en las Regiones XV a IV, precisando que nunca han tenido inconvenientes ni interferencias en la zona norte.

Destacó que la mantención en la zona norte de las 5 millas está refrendada en un acuerdo que debe ser respetado, advirtiendo que la norma que modifica la manera como se efectúa la medición de las referidas 5 millas, constituye una contravención al acuerdo. Continuó afirmando que la modificación aprobada en la Cámara de Diputados, que establece que  la medición se efectúa desde las puntas más salientes atenta contra el espíritu de la norma, añadiendo que la enmienda que se introdujo, además, tiene connotaciones geopolíticas que deben ser consideradas por el legislador.

El Presidente de ASIPNOR, señor Mujica reiteró lo manifestado respecto de las licencias de pesca señalando que debe continuar el sistema establecido en la ley que establece el Límite Máximo de Captura por Armador, ya que de lo contrario continuará la denominada carrera olímpica, agregando que se debe reponer el LMC otorgándole un carácter transable e indefinido, lo cual resuelve lo señalado por el Tribunal de la Libre Competencia, ya que permitirá el ingreso de nuevos actores al sector.

Precisó, además, que la licitación de las licencias de pesca tiene un carácter expropiatorio respecto de los actuales actores, indicando que en esta materia el proyecto del Ejecutivo fija un punto biológico que corresponde al promedio de captura durante un tiempo determinado, llamado Rendimiento Máximo Sostenible, señalando que desde ese punto biológico hacia arriba se efectúa la subasta con Licencias Tipo C, es decir, impide aprovechar los años buenos que tiene una pesquería, gatillando, además, el 15% en que prácticamente termina restando el 50% de la cuota a las industrias que la tienen actualmente, todo lo cual, en su opinión, lleva a que la industria actual tienda a desaparecer.

Añadió que la desaparición de la industria tiene un efecto colateral en la pesca artesanal, ya que este último sector no tendrá a quien entregar y comercializar los recursos que captura.

Respecto del impacto de las patentes y del impuesto específico, aseveró que si bien lo considera excesivo, es un aspecto en el cual no se explayará, ya que, a su juicio existen temas más relevantes como el de las licitaciones, sobre el cual es cual es preciso centrar el debate.

Enseguida se refirió a las utilidades versus patrimonio del sector, señalando que desde el año 1999 a la fecha, las utilidades arrojan un  4,7% anual, afirmando que si se efectúa una simulación que considere las licitaciones y el impacto del royalty se llegará a una rentabilidad  de -3,2% anual, de carácter permanente, con el consiguiente desempleo en el sector.

Concluyó su intervención señalando que se requiere mantener como eje del proyecto la sustentabilidad y la administración de los recursos con criterio científico; dar cumplimiento en su integridad a los acuerdos de la Mesa Pesquera Nacional, especialmente la no inclusión de las licitaciones; respetar los acuerdos de las macrozonas y, en especial, las ventanas de perforación de las 5 millas en el norte, y reponer en el proyecto las licencias de pesca de carácter indefinido y plenamente transables.

Además, opinó que el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados es considerablemente superior al presentado por el Ejecutivo, manifestando su interés por la aprobación del mismo en iguales términos.

El señor Sergio Vera, Presidente del Sindicato de Tripulantes de Naves Arrastreras de la Región del Bío Bío,  expresó que el Sindicato cuenta con 210 socios, precisando que la actividad pesquera de arrastre es ejercida a lo largo del país por 13 naves, señalando que las embarcaciones grandes son de propiedad de Pesquera  Blumar, Pesquera Bío Bío y Pesca Chile, en tanto que las naves pequeñas corresponden a la IV Región, que, en su mayoría, se dedican a la pesca del camarón y del langostino. 

Precisó que la actividad se ejerce desde el año 1960, refutando los argumentos de aquellas asociaciones de pescadores artesanales y otras entidades que señalan que la pesca de arrastre producirá el exterminio de las especies, ya que si tal afirmación fuera verídica los recursos hidrobiológicos se hubieran agotado hace tiempo.

Añadió que este arte de pesca no está prohibido en ningún país pesquero del mundo y que todas las especies que se capturan son destinadas a consumo humano, enfatizando que es la actividad que entrega más trabajo en las plantas procesadoras.

La actividad se ejerce en la zona comprendida entre la VI y IX Región principalmente, y en parte de la IV Región, ocupando el 0,3% de la superficie de la  Zona Económica Exclusiva, agregando que detractores de esta arte de pesca arguyen que los pescadores arrastreros pasan las redes de Arica a Punta Arenas, lo que no es efectivo y  se puede corroborar con estadísticas elaboradas por  la Subsecretaría de Pesca.

Discrepó de la enmienda aprobada en la Cámara de Diputados que modifica la manera como se calculan las 5 millas de la reserva artesanal, afirmando que su aprobación terminaría con la actividad que representa, ya que quedaría vedada la zona donde ejercen esta pesquería. Agregó que las naves chilenas tienen una tecnología de punta, de alta selectividad para capturar las especies que buscan.

Destacó la no interferencia con los ecosistemas marinos vulnerables, de manera que celebran la aprobación del proyecto de ley que establece su protección, señalando que si se efectúan investigaciones científicas serias que permitan demostrar que la actividad daña esos ecosistemas se abstendrían de ejercer la pesca de arrastre allí. Añadió que el único estudio sobre la materia lo realizó el año 2005 el Fondo de Investigación Pesquera, concluyendo que los fondos marinos están constituidos principalmente de roca y arena.

Por otra parte, afirmó, si se quiere cuidar la sustentabilidad de los recursos, el Estado debiera invertir más recursos en investigación,  de manera que se otorgue certeza a quienes se desempeñan en la actividad, señalando que la investigación actualmente es de buena calidad pero muy insuficiente.  Afirmó que en la materia la autoridad pesquera continúa cometiendo errores, y que prueba de ello es el aumento de la cuota de pesca en el mes de abril del recurso sardina, en circunstancias que este se encontraba en veda.

Señaló que el proyecto de ley en estudio no solo debe considerar la sustentabilidad de los recursos sino que, además, debe velar por la estabilidad de los empleos en el sector tanto industrial como artesanal, siendo relevante contemplar en la presente iniciativa una plataforma social que proteja efectivamente los derechos laborales y previsionales de los trabajadores del sector.

En lo que atañe al descarte, expresó, que es necesario disminuir las sanciones aplicables, especialmente en lo que respecta a la captura incidental de las especies prohibidas, que, a su juicio, no debiera ser objeto de sanción, proponiendo en su reemplazo, establecer la obligación de dar aviso a la autoridad competente a objeto que ésta decrete la veda correspondiente.

Se mostró partidario de la obligación que se impone a la pesca artesanal en orden a dotar a sus naves de un posicionador satelital, ya que, precisó, al entrar en vigencia este proyecto de ley  el sector artesanal desembarcará el 60% de la pesca del país, y por lo tanto deberá ser objeto de una adecuada fiscalización.

Comentó lo expuesto en el Mensaje en relación al uso indebido que se ha hecho de la pesca de investigación, manifestando que las autoridades pesqueras han sido las responsables de esta práctica.

Concluyó señalando que la entidad que representa se opone a la licitación de las cuotas, y a la plena transferibilidad de las mismas en forma separada de las naves, ya que la compra o enajenación de ellas puede llevar a los trabajadores a perder sus conquistas laborales y de seguridad social y transformar el sector en un grupo de trabajadores temporeros.Recordó que en la Mesa de Trabajo hubo un compromiso del Gobierno sobre la materia.

El Consejero Nacional de Pesca, señor Hugo Roa, señaló que hace más de diez años que integra el Consejo Nacional de Pesca y que en tal calidad representa a todos los tripulantes del país. Luego aseveró que el Consejo debe ser objeto de una reestructuración, ya que hay sectores que cuentan con una representación desproporcionada y otros, como el gremio que representa que tiene una mínima representación como ocurre con los tripulantes de naves, que sólo tienen un Consejero.

Destacó la importancia de establecer una efectiva plataforma social, señalando que el sector laboral industrial es muy vulnerable ya que si un empleado es despedido queda fuera de toda protección social. Al mismo tiempo expresó su satisfacción por cuanto aprecia que esta Comisión se encuentra sensibilizada en relación al tema.

El Honorable Senador señor Horvath acotó que para la Comisión el tema social es parte de la aprobación general del proyecto, añadiendo que si es necesario se invitará a la señora Ministro del Trabajo para debatir estas materias.

- - -

En una segunda sesión efectuada el mismo día 14 de agosto de 2012, la Comisión escuchó los planteamientos del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, en relación a una eventual consulta a los pueblos originarios, en virtud del Convenio 169 de la OIT, suscrito y ratificado por Chile.

La Coordinadora Legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Alejandra Voigt Prado, comenzó la intervención reseñando que el Ejecutivo ha trabajado desde hace dos años, en conjunto con las comunidades indígenas, en la elaboración de un reglamento que regule el procedimiento por el cual se debe hacer efectiva la consulta establecida en el Convenio Número 169 de la Organización Internacional del Trabajo, aprobado y ratificado por Chile.

Respecto de la eventual consulta que correspondería efectuar con ocasión de la tramitación del presente proyecto de ley, informó que la repartición que representa ha prestado asesoría a las comunidades indígenas, concluyéndose que no procedería la consulta en este caso, puesto que no se regulan materias específicas que puedan afectar directamente a los pueblos originarios.

En ese contexto, explicó que, de adoptarse una posición contraria, la mayoría de los proyectos de ley debiesen ser sometidos a la consulta antes señalada, por cuanto de una u otra manera pueden tener una incidencia indirecta en dichas comunidades, por ser parte de la población nacional.

Agregó que el criterio adoptado está en el marco de la interpretación seguida por la Organización Internacional del Trabajo (administradora del Convenio), por el Relator Especial de la Organización de Naciones Unidas en temas indígenas y por las legislaciones más avanzadas en la regulación de la consulta, que han determinado dos requisitos para su procedencia:

a) Que se esté dando ejecución a alguna de las disposiciones del Convenio Número 169 de la Organización de las Naciones Unidas, a fin de darles aplicación en la normativa nacional, y

b) Que en la referida aplicación de las disposiciones haya una afectación directa y específica a los pueblos indígenas.

En conformidad con lo expuesto, razonó, es pertinente distinguir si el carácter de una norma es de alcance general o específico, es decir, si pretende regular alguna de las materias de interés directo para los pueblos indígenas.

Añadió que en el caso del proyecto de ley en discusión, se ha determinado que las comunidades indígenas de identidad Lafkenche pretenden que se les conceda una cuota especial de pesca, lo que pugna con el objetivo de la iniciativa, que es regular las cuotas artesanales e industriales a nivel nacional.

Dicha pretensión, a su juicio, constituye una mera expectativa de la referida comunidad y no corresponde a una afectación directa de los intereses indígenas, lo que, en definitiva, hace improcedente la consulta.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, hizo presente que, en su oportunidad, serán escuchadas en la Comisión las comunidades indígenas que ejerzan actividad pesquera. 

El Honorable Senador señor Sabag, a su turno, agradeció la relación efectuada y comprometió un estudio acabado de los antecedentes para adoptar una posición sobre la materia, aunque adelantó que, en una primera instancia, hay argumentos importantes para sostener la opinión de que no procedería la consulta en este caso.

La Coordinadora Legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Alejandra Voigt Prado, precisó que no existe incompatibilidad para que los miembros de las comunidades indígenas, en cumplimiento de las normas generales, opten a la asignación de las cuotas de pesca artesanal, si pueden demostrar un uso pesquero consuetudinario. Añadió que no existe incompatibilidad alguna para que un integrante de una comunidad lafkenche sea pescador artesanal y, además, ejerzan los derechos asignados mediante la ley N° 20.249, que crea el espacio costero marino de los pueblos indígenas.

En ese contexto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, recordó que existen países que han otorgado, por ley, cuotas de pesca a los pueblos originarios.

La Coordinadora Legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Alejandra Voigt Prado, si bien reconoció la situación señalada por su señoría, expresó que el Ejecutivo ha adoptado una posición distinta, basada en una regulación de carácter general, que, eventualmente, puede incluir la participación de las comunidades originarias.

- - -

A la sesión celebrada el día 27 de agosto de 2012, concurrieron la Asociación Gremial de Funcionarios del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura, representantes de la Identidad Cultural Lafkenche, del Comité de Defensa del Patrimonio Pesquero, de las Autoridades Tradicionales y Dirigentes de los Pueblos Auto Convocados y de la Asociación de Profesionales Indígenas. 

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, recordó al inicio que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura  ha planteado al Ejecutivo, al menos, cinco líneas de acción para la aprobación del presente proyecto de ley. Primero, indicó, la creación del Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal, luego, incorporar en el marco normativo un proceso que facilite y estimule el repoblamiento de las algas, posteriormente, garantizar que los propietarios de los recursos hidrobiológicos y de los ecosistemas sean nacionales, además, definir una fórmula para que los permisos o licencias de pesca no sean indefinidos, y finalmente, establecer un mecanismo para que determinados porcentajes de las cuotas de pesca puedan ser licitados. 

A continuación, el Presidente de la Asociación Gremial de Funcionarios del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura (AFUS), señor Ricardo Villalobos, hizo uso de la palabra para exponer la visión general de los funcionarios de la institución sobre el presente proyecto de ley. En primer término, explicó los orígenes del organismo, señalando que el Servicio Nacional de Pesca se creó el año 1979 como organismo dependiente del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, mediante el decreto ley N° 2.442, con el objetivo de constituirse en el organismo estatal fiscalizador de las actividades pesqueras y acuícolas del país.

Continuó, expresando que con la promulgación de la ley 18.892 se encomiendan al Servicio ciertas funciones específicas, como ejecutar la política pesquera nacional y fiscalizar el cumplimiento de las normativas que regulan la actividad. Además, relató, se le encomendó velar por la calidad sanitaria de los productos pesqueros destinados a mercados internacionales, proponer planes de desarrollo para la pesca deportiva, ejercer la tuición de parques y reservas marinas, proveer estadísticas oficiales del sector pesquero chileno y dirigir el Fondo de Fomento de la Pesca Artesanal (FFPA), actuando como Secretaría Ejecutiva.

Actualmente, agregó, el presente proyecto de ley asigna una serie de nuevas tareas y funciones a la ya sobrecargada dotación del organismo, motivo por el cual solicitó un análisis detallado de la estructura del Servicio y de la dotación, atribuciones y remuneraciones del personal para afrontar los nuevos desafíos institucionales.

Para graficar la situación del personal del Servicio, comentó que el año 2011, el Ejecutivo encargó dos consultorías referidas al Servicio Nacional de Pesca, la primera, encomendada por la propia institución, abordaba el análisis de cargas de trabajo, y la segunda buscaba idear un plan de fortalecimiento institucional, solicitado en este caso por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo a la consultora JEC. Ambos estudios, acotó, concluyeron que el pilar fundamental en el accionar institucional es el recurso humano, tanto la dotación, las políticas internas en la materia como las problemáticas del personal en relación a las tareas institucionales.

Luego, se refirió a la descripción de las principales labores del organismo, conceptualizándolas en la definición de los tres procesos macros que se reflejan en el siguiente cuadro:

	PProceso
	PProducto
	CCliente/Usuarios

	AAutorización y Certificación de exportaciones
	EExportación autorizada y certificada
	· EExportadores de pesca extractiva y acuicultura

	FFiscalización de condiciones sanitarias y ambientales en la acuicultura
	CCondiciones ambientales y  sanitarias  adecuadas
	· PProductores  acuícolas
· CComunidades
· PPrestadores de Servicios

	FFiscalización de capturas en pesca extractiva
	RRecurso pesquero sustentable
	· IIndustria Pesquera
· PPescadores Artesanales
· PPescadores Recreativos


Los otros productos institucionales que complementan el cuadro, añadió, corresponden a la difusión de la normativa y las políticas pesqueras y acuícolas, la atención de usuarios en los trámites realizados ante el Servicio, el control de la pesca recreativa, la información estadística sectorial, las reservas marinas y parques, y el rescate y rehabilitación de las especies acuáticas protegidas.

Posteriormente, aludió al Plan Estratégico 2012-2017 elaborado por las autoridades del organismo en colaboración con las asociación de funcionarios que preside, en el cual se estableció como misión del Servicio Nacional de Pesca, fiscalizar el cumplimiento de las normas pesqueras y de acuicultura; proveer servicios para facilitar la correcta ejecución de las normas por parte de los usuarios, entregando información, desarrollando programas de difusión y proponiendo mejoras en la normativa; y realizar una gestión sanitaria eficaz, a fin de contribuir a la sustentabilidad del sector y a la protección de los recursos hidrobiológicos y su medio ambiente.

La visión de futuro a que aspira el organismo, afirmó, es ser reconocidos nacional e internacionalmente como una institución que contribuye a un efectivo cumplimiento de las normas, sustentado en la aplicación de un modelo integral de fiscalización y gestión sanitaria, y en la prestación de servicios de alta calidad, disponiendo de equipos humanos competentes, comprometidos y dotados de las tecnologías necesarias para todos los procesos estratégicos.

Para el año 2017, aseguró, el sector pesquero y acuícola reconocerá y valorará los logros de la institución a través de la existencia de un servicio expedito y eficiente, potenciando la imagen del organismo y la satisfacción de los usuarios. Asimismo, aseveró, se fortalecerán los procesos de fiscalización y gestión sanitaria, ya que todos los procedimientos asociados al cumplimiento de la normativa de pesca y acuicultura, y a la gestión sanitaria serán desarrollados de manera integral en pos de la eficacia y eficiencia de los mismos.

De igual forma, apuntó, existirá una gestión institucional eficiente, dado que se reforzará el área de recursos humanos, la aplicación de tecnologías de la información y se perfeccionará la infraestructura de apoyo a los servicios. Igualmente, se robustecerá el rol de la institución en la gestión de las normas, contribuyendo activamente a un buen diseño y evaluación de las mismas a nivel nacional e internacional.

Para el cumplimiento de la misión y objetivos estratégicos, prosiguió, la estructura del Servicio Nacional de Pesca se organiza por medio de una dirección centralizada y una distribución territorial que, actualmente, considera 15 Direcciones Regionales, 45 oficinas provinciales y comunales, incluidas dos oficinas insulares (Isla de Pascua y Juan Fernández) más una Oficina de Coordinación ubicada en Santiago. La dotación total de la institución, informó, es de 752 funcionarios distribuidos en las 47 oficinas a nivel nacional, con un presupuesto asignado para el año 2012 de $20.240.000.000.-, aunque, destacó, $4.000.000.000.- se destinan directamente al Fondo de Fomento de la Pesca Artesanal (FFPA). Este presupuesto, indicó, no ha registrado mayores incrementos en los últimos cinco años.

Respecto a la calidad jurídica del personal que presta servicios en la institución, reveló que solo el 7% pertenece a la planta de funcionarios, el 93% restante se divide entre funcionarios a contrata, 61%, y a honorarios, 32%. Recalcó que los funcionarios a honorarios no gozan de las atribuciones administrativas para el ejercicio de las funciones públicas ni están sujetos a la responsabilidad administrativa establecida en el estatuto que rige a los funcionarios públicos. Pese a lo anterior, subrayó la alta calificación profesional de la dotación del Servicio, pues como se observa en un gráfico entregado por el dirigente, el 88% de los funcionarios son profesionales o técnicos.

Ahora bien, en cuanto a la antigüedad de los mismos funcionarios, lamentó que el 64% de ellos haya ingresado al organismo solo hace 5 años o menos, incluso.  Tal situación, expresó, implica una rotación permanente del personal, motivada por las bajas remuneraciones y las malas condiciones laborales, optando los funcionarios por cambiarse al sector privado, en especial, en la zona sur del país.  Este panorama empeora, apuntó, si se considera que un alto número de funcionarios que renuncian a la institución han sido capacitados por ella, provocando tal retiro un perjuicio económico significativo para el Estado.

Por otra parte, señaló, la actividad pesquera registrada se divide actualmente en: Registro Nacional Industrial, 356 naves pesqueras industriales; Registro Nacional Artesanal, 10.083 botes pesqueros, 4.470 lanchas y 83.673 pescadores artesanales; y Registro de Plantas, 755 plantas. Además, apuntó, se deben considerar 2.500 centros de cultivo, 20.000 pescadores deportivos y 2.700 comercializadoras.

También, manifestó, existe otro componente correspondiente al modelo de estrategia y vigilancia sanitaria, el que funciona en dos niveles: previo al ingreso de los productos a la frontera nacional, evitando el ingreso de enfermedades; y posterior al traspaso de la frontera del país, detectando precozmente las enfermedades y eliminando los peces enfermos del agua, todo ello, afirmó, con la más oportuna información y transparencia.

En el ámbito del comercio exterior, profundizó, los controles sanitarios se efectúan en centros de cultivo, en embarcaciones, en establecimientos pesqueros y en laboratorios, verificando el cumplimiento de las normas internacionales y certificando, finalmente, los productos marinos a exportar. Durante el año 2010, acotó, se inspeccionaron 124 áreas de extracción de moluscos bivalvos, 1.268 embarcaciones, 1.726 plantas pesqueras, 167 laboratorios, practicando 1.454 muestreos y controlando 1.439 embarques.

En los últimos cinco años, recordó, la institución se ha visto enfrentada a tres contingencias de gran magnitud para todos los agentes involucrados en la cadena productiva, y lamentablemente, sostuvo, se observó un Servicio sin los recursos y competencias necesarias para afrontar los nuevos desafíos.

Los dos primeros eventos, señaló, fueron la presencia del ectoparásito Caligus y la anemia infecciosa del salmón, conocida comúnmente como virus ISA, ambas en la industria acuícola. Tales sucesos demostraron que la institucionalidad no estaba acorde con una industria en permanente desarrollo, porque ni los medios del organismo ni las normativas existentes permitían salvaguardar el patrimonio sanitario de los recursos hidrobiológicos, ni menos regular tal crecimiento en base a la sustentabilidad de la actividad económica generada.

Luego, un tercer suceso indicó, fue la aparición en algunos cursos y cuerpos de agua de la especie alga denominada Didymo, que a partir de la detección el año 2010, ha abierto un nuevo flanco institucional por ausencia de una visión gubernamental adecuada y la falta de herramientas y medios para enfrentar la diseminación en la zona sur del territorio nacional, con posible riesgo ambiental de otros cursos y cuerpos de agua, junto con la probabilidad de afectar gravemente el turismo local.

Por otro lado, agregó, las pesquerías extractivas pelágicas, demersales y bentónicas en Chile están, prácticamente, colapsadas, siendo los principales factores, a su juicio, la captura por sobre las cuotas autorizadas y la dudosa información entregada de las cantidades de pesca extraída, disminuyendo, en consecuencia, considerablemente la biomasa y originando una significativa pérdida social y económica para el país.

En cuanto a la sustentabilidad, aclaró, que una deficiente fiscalización implica una pérdida de beneficio social medible por medio de las siguientes reglas: definir con precisión los derechos de propiedad sobre los recursos hidrobiológicos y fiscalizar tales derechos para que sean efectivos.

En el presente proyecto de ley, acotó, el compromiso apunta a erigir como columna vertebral la sustentabilidad. La propuesta legal del Ejecutivo, declaró, pretende constituir una nueva gestión de la actividad pesquera nacional, cuyo objetivo es aplicar un sistema de administración y conservación con metas de largo plazo centradas en la explotación óptima del potencial productivo de los recursos hidrobiológicos, sin poner en riesgo el aprovechamiento de futuras generaciones.

Es tarea urgente del país, afirmó, comprometerse no solo con un sistema de administración pesquera basado en el rendimiento máximo sostenible, sino también con un organismo fiscalizador dotado de los recursos necesarios acorde a los nuevos tiempos. Tal proceso, aseguró, solo se logrará si se toman decisiones basadas en el ritmo de cambio de la industria, para lo cual resulta esencial reunir a todas las partes relacionadas con el correspondiente proceso decisorio. De igual forma, agregó, resulta decisiva la incorporación explícita de opiniones científicas autónomas en el proceso de toma de decisiones.

La nueva realidad del sector pesquero en Chile, aseveró, enfrenta desafíos económicos, sanitarios y sustentables, y desafortunadamente, las funciones del organismo no se han ejercido de acuerdo con las atribuciones y retribuciones que se esperan de los agentes del Estado que supervisan la actividad del sector. 

Consecuente con lo anterior, planteó a los miembros de la Comisión las expectativas de los funcionarios del Servicio Nacional de Pesca para que sean consideradas en el presente proyecto de ley. Primero, sostuvo, los medios de la institución para fiscalizar son insuficientes, por ello se necesita incrementar el presupuesto del organismo para dotarlo de los medios operativos necesarios para ejecutar tal labor en forma eficaz y eficiente, asegurando, así, la sustentabilidad de los recursos pesqueros.

Asimismo, solicitó dar el carácter fiscalizador al Servicio, concediéndole al personal las atribuciones legales y las retribuciones económicas que ello implica. Lo anterior, expresó, contribuiría a optimizar la labor fiscalizadora, incrementaría las rentas del personal, disminuiría la rotación de funcionarios, y potenciaría la anhelada sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos y de la actividad pesquera del país. El costo aproximado, estimó, correspondería a $2.000 millones.

Otra alternativa, propuso, es elevar las remuneraciones de los funcionarios por medio del ascenso de grados en los respectivos escalafones. Por ejemplo, señaló, si se sube un grado a cada funcionario, el monto de la medida ascendería a $496.000.000.-, aplicable cada tres años. Otra opción, indicó, es subir el grado de ingreso de los funcionarios, de nivel 15 a 13, en el escalafón profesional, y de nivel 18 a 16, en el escalafón técnico y administrativo, medida que costaría $540.000.000.-, estimativamente. Una tercera solución, manifestó, sería elevar el grado de ingreso de los profesionales a nivel 10, de los técnicos a nivel 13 y de los administrativos a nivel 14; asimilando las remuneraciones de los funcionarios del Servicio Nacional de Pesca a los salarios de los funcionarios de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, con un costo aproximado de $1.470.000.000.-.

Declaró además, que se requiere un presupuesto acorde para instaurar una política de recursos humanos que propenda a mantener, capacitar y perfeccionar los equipos de trabajo, con rentas similares a otras instituciones del Estado que ejercen idénticas funciones, solicitando asimismo, el desarrollo del concepto de una escuela para inspectores integrales, siguiendo el modelo del Servicio de Impuestos Internos.

Demandó también, incorporar al Servicio en calidad de contrata al 80% del personal a honorarios que actualmente ejerce funciones en programas anuales de trabajo, con los derechos, deberes y facultades que ello significa, considerando como nivel mínimo de ingreso el grado 13 de la Escala Única de Sueldos (E.U.S.). El costo total aproximado de la medida ascendería a $1.500.- millones. Asimismo, pidió contratar 115 profesionales adicionales para labores de fiscalización en terreno, medida basada en los estudios de dotación realizados el año 2011, justificó. La incorporación de los nuevos profesionales, apuntó, tendría un costo cercano a los $2.387.- millones.

En resumen, manifestó, en el presente proyecto de ley no se visualiza una intencionalidad clara del Estado de modernizar sustancialmente el Servicio Nacional de Pesca con miras a una fiscalización efectiva del marco regulatorio. Necesariamente, expresó, se requiere aplicar una reingeniería en el organismo, consolidar la planta fiscalizadora, incrementar las remuneraciones y beneficios de los funcionarios, ampliar la dotación por cada región del país y acelerar el cambio de calidad jurídica de los funcionarios a honorarios de la institución.

Si bien, reconoció, la iniciativa legal otorga recursos adicionales al Servicio, destacó que tales ingresos se destinarán a la aplicación de las nuevas facultades que se establecerán con las modificaciones legales, sin considerar las actuales demandas de los funcionarios de la institución.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, valoró la visión institucional del principal organismo fiscalizador en materia pesquera y acuícola, recordando a los presentes que, en su opinión, uno de los ejes fundamentales del nuevo marco regulatorio debe ser el fortalecimiento de dicha institucionalidad. Por otra parte, preguntó si el nivel de remuneraciones y el porcentaje de personal a honorarios es similar a otros organismos que cumplen labores fiscalizadoras como el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG).

El Honorable Senador señor García-Huidobro, a su turno, reconoció el esfuerzo de los funcionarios del organismo por mostrar la realidad institucional y proponer medidas para cumplir cabalmente con las funciones fiscalizadoras que les competen. A su vez, consultó a los dirigentes de los funcionarios si existe conocimiento de la cantidad actual de especies capturadas sobre las cuotas autorizadas, tomando en consideración que la ausencia de fiscalización por falta de recursos implica necesariamente un porcentaje de extracción superior a la permitida.

El Honorable Senador señor Sabag, por su parte, agradeció también la presentación, pero hizo presente a los dirigentes gremiales que un alto porcentaje de las medidas propuestas en la exposición son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por ello, no obstante compartir las inquietudes manifestadas, es indispensable que tales planteamientos puedan ser suscritos por el Ejecutivo, declaró.

El Presidente de la Asociación Gremial de Funcionarios del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura (AFUS), señor Ricardo Villalobos, respondió a las consultas de los Honorables Senadores. Primero se refirió a los niveles de las remuneraciones de los funcionarios y los porcentajes de personal a honorarios. Dentro del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, del cual dependen, afirmó, el nivel es el más bajo a nivel nacional. Ahora bien, acotó, en un análisis comparativo con la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, organismo relacionado y dependiente del mismo Ministerio mencionado, las diferencias en remuneraciones corresponden a las ya indicadas en la exposición, reiterando que el nivel de ingreso al escalafón de profesionales en uno y otro Servicio difiere en cinco grados.

Sobre las capturas efectuadas fuera del límite establecido en las cuotas máximas, declaró que es difícil establecer el porcentaje de extracción no autorizada, sin embargo, existen indicadores demostrativos de tal conducta. Como ejemplo, mencionó lo acontecido con el recurso jurel, cuya disminución en un año ha devenido de una cuota máxima de captura de tres millones de toneladas a una de trescientos mil. Si bien reconoció la existencia de otros factores en la reducción de la cuota, uno de los componentes implícitos es la explotación sobre los límites máximos de captura autorizados.  De acuerdo a tales factores, estimó que el monto de la extracción no autorizada de recursos marinos podría alcanzar, incluso, el 20% de las cifras oficiales en algunas especies.

El Secretario de la Asociación Gremial de Funcionarios del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura (AFUS), señor Eduardo Fuentes, complementó la respuesta, señalando que además, las cifras ocultas de cantidades de captura no autorizada se disimulan informando tales extracciones como especies distintas de las realmente capturadas, por ello, reafirmó, un organismo sin los medios suficientes para fiscalizar los desembarques solo proveerá información incompleta y no fidedigna. Los esfuerzos de los funcionarios del Servicio, apuntó, han quedado de manifiesto en sucesos graves que han debido afrontar, como el caso del funcionario que falleció en un procedimiento de fiscalización en la VIII Región, cuando la avioneta en que viajaba capotó. Otro caso delicado, sostuvo, ocurre en la VII Región, donde, sin perjuicio de la calidad de fiscalizadores que ostentan todos los funcionarios del organismo, es de público conocimiento que en la práctica solo un funcionario ejerce labores en el programa de fiscalización.

Agregó que el organismo carece también de embarcaciones propias para ejercer las funciones fiscalizadoras, dependiendo exclusivamente de la colaboración prestada por la Armada de Chile, institución con la cual existe un convenio firmado que a la fecha se ha cumplido de manera exitosa.

Por otro lado, valoró que el presente proyecto de ley radique funciones jurisdiccionales para el caso de aplicación de sanciones en materia pesquera en los Directores Regionales, ya que en el sistema actual se han iniciado una serie de procesos ante la justicia civil para perseguir la aplicación de multas en contra de infractores de la ley de pesca y acuicultura, que se han dilatado por falta de profesionales que aceleren los trámites judiciales.

A continuación, el Representante de la Comunidad Identidad Lafkenche, señor Adolfo Millabur, manifestó a los miembros de la Comisión que días atrás enviaron una misiva al Presidente del Senado, Honorable Senador señor Camilo Escalona, sin haber recibido respuesta oficial hasta el momento.

Hizo hincapié que la presencia de los representantes de la comunidad en la sesión de la Comisión, no remplaza en modo alguno, la necesidad de consulta a los pueblos originarios establecida en el Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes. La presente exposición, insistió, solo obedece a la invitación cursada por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura del Senado.

A su vez, solicitó enfáticamente que la Comisión suspenda la discusión del presente proyecto de ley, mientras no se efectúe el proceso de consulta ya mencionado. Sustentó dicha solicitud en varias razones jurídicas que pasó a exponer. Primero, sostuvo, existe una normativa vigente, la ley 20.249, que crea el Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios, zona que comprende, apuntó, del Golfo de Arauco a la Provincia de Palena.

Además de la normativa citada y del propio Convenio N° 169 de la OIT, especificó que la petición también se sostiene en: la ley 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI); en la Declaración Universal de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, especialmente en los artículos 25 y 26; el Convenio sobre la Diversidad Biológica de las Naciones Unidas; y en las palabras de Su Excelencia el Presidente de la República, quien en el discurso del 21 de mayo de 2012, anunció un nuevo trato a los pueblos originarios para integrarlos al desarrollo nacional, respetando su identidad, cultura, lengua y tradiciones.

Aseguró que de no mediar previamente el proceso de consulta, el Estado de Chile, y en el caso particular, el Senado, incurrirá en un grave vicio de ilegalidad. Al respecto, subrayó que el artículo 6° del Convenio N° 169 de la OIT establece claramente el derecho de los pueblos originarios a ser consultados respecto de todas aquellas medidas legislativas o administrativas que puedan afectarles directamente.

De acuerdo a lo anterior, consultó a los presentes si es posible sostener que la ley de pesca y acuicultura no afecta a la comunidad Lafkenche, expresión mapuche que en lengua mapudungun significa, precisamente, gente del mar. Más todavía, declaró, si la propia ley 20.249 crea un borde costero marino de los pueblos originarios, y las modificaciones a la ley de pesca y acuicultura en discusión regulan el acceso a los recursos hidrobiológicos, recursos que habitan, también, dicho borde costero marino.

Detalló que la ley 20.249 reconoce la costumbre como fuente de derecho, así, el uso consuetudinario de los espacios costeros por la comunidad Lafkenche fue reconocido. Expresó además, que a diferencia de la asignación individual de cuotas de la ley de pesca y acuicultura, aquella normativa permite la administración colectiva del espacio solicitado, y también, la coadministración con otros no indígenas (terceros), ya que, destacó, el acceso de los pueblos originarios a los recursos pesqueros convive en armonía con la pesca artesanal, porque la aspiración de las comunidades indígenas no es excluyente, menos aún, con quienes en muchos casos se vinculan familiarmente. En este sentido, afirmó, la normativa comentada respeta los derechos constituidos por terceros.

Al mismo tiempo, profundizó, no solo el Convenio N° 169 de la OIT obliga a la consulta, como se ha dicho, sino la misma ley 20.249, la que establece el ejercicio de diferentes usos en el borde costero marino de los pueblos originarios: recreativo, religioso, medicinal, simbólico y productivo. Acaso, consultó, la pesca no es un uso productivo. Y, continuó, la ley expresamente señala que los pueblos originarios pueden usar productivamente el borde costero marino, pero en la ley de pesca y acuicultura, que regula el acceso a los recursos pesqueros, los pueblos indígenas no tienen cabida. Simplemente una contradicción, concluyó.

Resumiendo, manifestó, los pueblos originarios deben ser consultados porque han usado los espacios del borde costero desde tiempos ancestrales, tanto para el sustento material como espiritual. La ley 20.249, añadió, otorgó espacios marinos para usos pesqueros, pero, paradojalmente, sin incluir la pesca de tipo pelágica.

Para ejercer el derecho de consulta en la iniciativa legal en estudio, hizo presente a los miembros de la Comisión, que desde el inicio de la tramitación del proyecto han solicitado el cumplimiento del Convenio N° 169 de la OIT, de esta forma, en noviembre de 2011 presentaron al Ministro de Economía, Fomento y Turismo una solicitud planteando la problemática, que no ha sido respondida. Luego, en igual mes se entregó idéntica petición al Presidente de la Cámara de Diputados de ese entonces, el Honorable Diputado señor Patricio Melero, también sin responder.

Posteriormente, en junio de 2012 se reunieron con el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, señor Pablo Galilea, y solicitaron por escrito la consulta previa de los pueblos originarios, requerimiento que tampoco fue contestado. En la misma fecha, también se entrevistaron con representantes de distintas bancadas parlamentarias para plantear la inquietud, sin embargo, no fueron escuchados en la Cámara de Diputados.

Seguidamente, durante los meses de junio y julio de 2012, se reunieron con la Directora del Instituto de Derechos Humanos, con el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de la Cámara de Diputados y con el Arzobispo de Concepción. En el mismo mes de julio reiteraron la petición al Presidente de la Cámara de Diputados, y finalmente, en agosto de 2012 se reunieron con el Presidente del Senado, insistiendo en la petición de consulta, que a la fecha no se ha concretado. Como se observa, finalizó, se ha perseguido perseverantemente el cumplimiento del derecho de consulta previa que les asiste, establecido en el Convenio N° 169 de la OIT, sin ser oídos.

Luego, el Dirigente de la Comunidad Identidad Lafkenche, señor Miguel Cheuqueman, ratificó los planteamientos expuestos anteriormente, y a su vez, destacó que el Instituto de Derechos Humanos evacuó un informe solicitado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de la Cámara de Diputados, donde, categóricamente, determina la necesidad de consultar a los pueblos indígenas en la tramitación del presente proyecto de ley. A ello, agregó, la Corte Suprema en una sentencia referente a la afectación de unas comunidades diaguitas por el proyecto minero Pascua Lama, resolvió de igual manera.

Lamentó que el Ejecutivo no haya aprovechado la ocasión para consultar a los pueblos originarios, no obstante, enfatizó, el Senado, como órgano autónomo del Estado de Chile, no se exime por dicha circunstancia de la obligación de efectuar la consulta. Tampoco es excusa, añadió, la ausencia de un mecanismo para proceder a la consulta, porque la necesidad de efectuarla debe mover a los poderes del Estado a generar un procedimiento, reconocido por los pueblos originarios, que permita cumplir con el Convenio N° 169 de la OIT.

Finalmente, expresó, no se comprende cómo un poder del Estado, el Congreso Nacional, puede infringir una ley, sin que ello importe consecuencias jurídicas en su contra, porque, agregó, el convenio internacional mencionado fue ratificado y suscrito por Chile, por tanto, la aplicación directa del mismo no es discrecional, sino obligatoria. Incumplimientos como estos, finalizó, crean altos grados de frustración en la sociedad.

En seguida, el Dirigente de la Comunidad Identidad Lafkenche, señor Rolando Huenchunao, ratificó los planteamientos de los otros integrantes de la comunidad y reiteró la necesidad de ser escuchados como pueblos indígenas, porque además, les asiste la convicción que como pueblos originarios costeros dedicados a la extracción de recursos marinos, deben ser incluidos en el presente proyecto de ley.

Por último, el Representante de la Comunidad Identidad Lafkenche, señor Adolfo Millabur, retomó el uso de la palabra, y puso de manifiesto que la petición específica de la comunidad es solicitar al Senado un pronunciamiento sobre la legalidad del cumplimiento del Convenio N° 169 de la OIT en la discusión de la presente iniciativa legislativa.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, aclaró a los representantes de la Comunidad Identidad Lafkenche, que la carta remitida por ellos al Presidente del Senado fue puesta en conocimiento de la Comisión, la que resolvió invitarlos para escuchar las proposiciones. A su vez, basado en la ausencia de un procedimiento para efectuar la consulta a los pueblos originarios establecida en el Convenio N° 169 de la OIT, preguntó a los representantes ¿cuál sería la fórmula, tiempo y lugar para proceder a la consulta?, porque recordó a los presentes, que para la validez del proceso, este debe ser reconocido por los pueblos indígenas. Asimismo, los conminó a presentar las indicaciones al presente proyecto de ley que reflejen la forma en que las comunidades de los pueblos originarios se sientan incorporados en la normativa, con el objeto que sean discutidas en la tramitación de la iniciativa legal en debate.

El Representante de la Comunidad Identidad Lafkenche, señor Adolfo Millabur, manifestó la voluntad total de colaborar en la creación de un instrumento válido que sea reconocido por las comunidades indígenas como proceso de consulta.

A continuación, la Presidenta de la Asociación de Profesionales Indígenas y Coordinadora del Encuentro de Autoridades Tradicionales y Dirigentes de los Pueblos Indígenas Auto Convocados, señora Sandra Huentemilla, explicó que hace más de un año la organización trabaja en asumir las dificultades que se han observado por parte del Estado de Chile, en la implementación del Convenio N° 169 de la OIT, principalmente, el deber de consultar a las autoridades representativas de los pueblos indígenas, asegurando la participación de todas las comunidades que existen en el país.

Señaló que uno de los mayores problemas que han enfrentado con respecto a la consulta, es la falla del Ejecutivo en el cumplimiento de los estándares internacionales de la aplicación del Convenio N° 169 de la OIT. Entre ellos, apuntó, principios básicos como el consentimiento previo, libre e informado, que deben estar insertos en todas las etapas de formación de una política pública o de un proyecto de ley.

Comentó que se inició un trabajo en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de ambas Cámaras, donde se finalizó en una reunión nacional de todos los pueblos indígenas, lográndose la conformación de una Comisión Bicameral para regular en los diferentes reglamentos del Poder Legislativo la consulta a los pueblos originarios, asumiendo la obligación del deber de consulta previa. Tal discusión aún se encuentra en desarrollo y solo faltaría el pronunciamiento del Presidente de la Cámara de Diputados para incorporar el procedimiento de consulta a los reglamentos de las Corporaciones.

Considerando que todavía no se ha determinado en el Congreso Nacional un proceso de consulta a los pueblos indígenas, afirmó que todos los proyectos de ley ahora en discusión no han sido consultados a las comunidades originarias, ni por el Ejecutivo ni por el Parlamento, asumiendo el Poder Judicial un rol garante al paralizar ciertos proyectos por no haberse efectuado la mencionada consulta.

Añadió que las reuniones informativas donde se solicita la opinión de los pueblos originarios es un piso mínimo, pero insuficiente para cumplir con los estándares requeridos. Los niveles de participación que involucra el Convenio N° 169 de la OIT, declaró, incluyen no solo consultar la opinión sobre un proyecto o medida, sino también codecidir, evaluar y suscribir acuerdos bilaterales que pueden ser favorables o desfavorables al tema consultado.

Lamentablemente, afirmó, a la fecha la consulta previa no ha sido considerada en un sinnúmero de proyectos relacionados con la minería, la generación eléctrica, el acceso a los recursos, entre otros, y en el caso del presente proyecto de ley, solo la presión constante de las comunidades ha permitido incorporarse tardíamente a la discusión legislativa.

El Representante del Comité de Defensa del Patrimonio Pesquero y miembro de las Autoridades Tradicionales y Dirigentes de los Pueblos Indígenas Auto Convocados, señor Boris Hualme, a su turno, expuso que representa a la comunidad indígena y pesquera de Mehuín, Región de los Ríos, comunidad que manifiesta el rechazo absoluto al acuerdo de la Mesa Pesquera por no incluir a los pueblos originarios y aceptar solo los planteamientos de las organizaciones de pescadores artesanales CONAPACH y CONFEPACH.

Reafirmó el derecho de las comunidades indígenas lafkenches para acceder a los recursos marinos, derecho que muchas veces ha sido negado, en su opinión, por intereses económicos de grupos dominantes. Los pueblos originarios, aseguró, desde tiempos inmemoriales han poblado los territorios costeros del país y explotados los recursos naturales, mucho antes, incluso, de la existencia del Estado de Chile. Asimismo, recordó a los presentes que el pueblo mapuche suscribió numerosos tratados con la Corona Española cuando el territorio nacional era parte de la colonia hispana, y acuerdos con el propio Estado chileno, como el suscrito el año 1825.

Con respecto a la consulta previa, manifestó que la participación no es solo invitar a las comunidades a exponer un punto de vista en una reunión con las autoridades representativas del Estado, requiere también, consultar a los pueblos originarios en los territorios involucrados, visitar las localidades donde habitan comunidades indígenas, respetando los estándares internacionales establecidos en la materia. Como prueba fehaciente del incumplimiento de Chile del Convenio N° 169 de la OIT, manifestó que la comunidad de Mehuín ha demandado al Estado ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Por todos los motivos referidos, solicitó, de igual forma que los representantes de las comunidades indígenas que lo antecedieron en el uso de la palabra, que se suspenda la discusión de la presente iniciativa legal, y se proceda a efectuar la consulta previa a los pueblos originarios.

El Dirigente de las Autoridades Tradicionales y Dirigentes de los Pueblos Indígenas Auto Convocados, señor Juan Valeria Quilapán, por su parte, explicó brevemente los fundamentos jurídicos que sustentan la petición, en el presente proyecto de ley, de la consulta previa, libre e informada a las comunidades indígenas.

El primer aspecto al cual se refirió fue la afectación directa de los pueblos originarios por la iniciativa legal en estudio. Sobre el particular, manifestó que el Estado de Chile no puede decidir, unilateralmente, si una medida administrativa o un proyecto ley afecta o no a una comunidad indígena, tal como fue planteado en una presentación efectuada ante esta Comisión por un funcionario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. La legislación internacional, acotó, reconoce la existencia de un pueblo cuando se acepta la presencia de una identidad con instituciones y organizaciones propias. Tal aceptación ya fue admitida en la ley 19.253 del año 1993, donde se reconoce la existencia de los pueblos originarios en Chile, reafirmado por el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y el propio Convenio N° 169 de la OIT, ya mencionado.

Asimismo, expresó que la ley 20.249, conocida también como ley lafkenche, establece nítidamente el reconocimiento del Estado chileno del derecho consuetudinario de las comunidades indígenas al uso y explotación del borde costero. Por ejemplo, agregó, el artículo 2° de la ley, define en la letra e), espacio costero marino de pueblo originario, cuya administración es entregada a comunidades indígenas. De igual forma, acotó, los artículos 3° y 6° reconocen el derecho consuetudinario de los pueblos originarios, entendiendo por tal, las prácticas o conductas realizadas por la generalidad de los integrantes de la asociación de comunidades o comunidad, según corresponda, de manera habitual, y que sean reconocidas colectivamente como manifestaciones de la cultura indígena.

Respecto al Convenio N° 169 de la OIT, declaró, los artículos 6° y 7° establecen, imperativamente, el deber de consulta previa a los pueblos originarios, especialmente, a las autoridades representativas. Además, puntualizó, se reconoce el derecho a participar de los programas, políticas y proyectos del Estado, tanto en la génesis y formulación de ellos, como en la implementación y evaluación de los mismos.

Por último, sostuvo, el Ejecutivo ha cometido un grave error al postular que el presente proyecto de ley no afecta a los pueblos originarios, por cuanto ha invocado la aplicación del Decreto N° 124, del Ministerio de Planificación, que reglamentó la consulta y la participación de los pueblos indígenas, norma inconsulta y obsoleta. Por lo demás, afirmó, el Tribunal Constitucional el año 2000 falló que los artículos 6° y 7° del Convenio N° 169 de la OIT son autoejecutables, por ende, no requieren decreto o reglamentación adicional para ser implementados, la observancia es obligatoria e inmediata.

Al finalizar la presentación, reiteró la petición expresa de la comunidad que representa de exigir el derecho a la consulta previa, libre e informada establecida en el Convenio N° 169 de la OIT.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, recordó que la invitación solo obedece al interés de la Comisión por escuchar los planteamientos de los pueblos originarios, y con el objeto de facilitar la participación hace entrega de un documento denominado “Normativa Pesquera: historia, situación actual y proyecto en discusión”, elaborado por la BCN, que se anexa al presente informe y forma parte del mismo.

- - -

A la sesión celebrada el 3 de septiembre de 2012, asistieron las siguientes entidades: Programa Legislativo del Instituto Igualdad;  Instituto de Fomento Pesquero (IFOP);  Agrupación de Sindicatos Unidos del Instituto de Fomento Pesquero IFOP;  Integración Pesquera de la Región de Coquimbo; Sector Artesanal Crustáceo (SIEPAR) de la Cuarta Región; Asociación de Armadores de Buques Pesqueros y Empresas Procesadoras de Productos del Mar ANAPESCA,  y la Asociación Gremial de Pequeños y Medianos Empresarios de la Región del Bío-Bío PYMEPES.

El Honorable Senador señor García Huidobro recordó que en dos oportunidades ha solicitado que se proceda a la votación en general del proyecto, señalando que la iniciativa se encuentra con urgencia “suma” desde el 29 de agosto en curso.  Agregó que la Comisión ha escuchado a las entidades más representativas de los sectores involucrados, pidiendo se adopte en la sesión de hoy el acuerdo para fijar la sesión en que se votará en general el proyecto.

El Honorable Senador señor Bianchi expresó que entiende que el acuerdo de la Comisión es el de efectuar visitas a regiones y, posteriormente, proceder a la votación del proyecto, ya que esa fue la respuesta que dio el Presidente de la Comisión al requerimiento del Honorable Senador señor García Huidobro.

Ante una consulta del Honorable Senador señor García Huidobro sobre el tema, la Secretaría señaló que no se ha adoptado acuerdo que supedite la votación en general a la realización de visitas a regiones, aseverando que si bien se ha señalado que la Comisión se compromete a visitar  algunas ciudades, no se ha señalado en qué oportunidad se efectuarán las visitas.

El Honorable Senador señor Bianchi expresó que ha habido conversaciones para viajar a regiones e interiorizarse de la realidad del sector en terreno, enriqueciendo de esta manera el conocimiento de los Senadores de esta Comisión, lo cual no retrasará en más de una o dos semanas la tramitación del proyecto, razón por la cual y sin el ánimo de entorpecer o dilatar, señala que no dará el acuerdo para fijar día y hora para la votación en general del proyecto, ya que se debe valorar el trabajo en regiones.

El Honorable Senador señor Sabag recordó que la ley 19.713 vence el 31 de diciembre del presente año, añadiendo que los plazos para la tramitación de esta iniciativa legal se están estrechando, máxime si se tiene presente que los meses de octubre y noviembre  se destinan casi exclusivamente a la tramitación de la Ley de Presupuestos de la Nación, razón por la cual se manifestó partidario de votar  -el día martes 4 o el día miércoles 5- la idea de legislar, sin perjuicio que con posterioridad a ello la Comisión se traslade a regiones.

A continuación, el Coordinador del Programa de Asesoría Legislativa, del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente, se refirió a la visión general que tiene el Instituto sobre el proyecto,  señalando, en primer término, que la iniciativa legal no guarda coherencia entre los propósitos expresados en el Mensaje y su expresión normativa; respecto al diagnóstico del estado de los recursos pesqueros, precisó, que no aborda ni evalúa los procesos que han llevado a la crisis actual de las pesquerías más importantes del país, y finalmente, la falta de claridad de los reales problemas que se presentan en la administración de los recursos pesqueros del sector lleva a proponer cambios que, a su juicio, son superficiales e insuficientes.

Manifestó que la administración de los recursos pesqueros debe darse dentro de un contexto en el  cual se considere que los recursos hidrobiológicos son patrimonio de todos los chilenos, como asimismo la existencia de ecosistemas involucrados, recursos naturales y sustentabilidad, geopolítica y geoeconomía, desarrollo integral del borde costero y sus comunidades. 

A continuación,  exhibió un gráfico, cuya fuente es la Subsecretaría de Pesca, que demuestra como desde el año 2002 al año 2010 se han desatendido las recomendaciones de carácter científico del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), respecto de las cuotas globales de captura, y en definitiva, la cuota final asignada por el Consejo Nacional de Pesca ha excedido con creces la cantidad recomendada científicamente, lo que prueba cómo se han administrado las pesquerías en nuestro país.

Aseveró que para avanzar en el sentido correcto es preciso mejorar la institucionalidad del sector en tres aspectos, a saber: toma de decisiones para mejorar la sustentabilidad de los recursos, investigación y fiscalización.

Respecto a la toma de decisiones, precisó, que el Ejecutivo recogió la propuesta de institucionalizar los Comités Científicos Técnicos por Pesquerías, radicando en dichos organismos la toma de decisiones en materia de determinación de la cuota global de pesca, no obstante, afirmó, si bien se trata de un avance aún es insuficiente. Expresó que falta establecer el financiamiento adecuado de los mismos, regular los conflictos de interés y establecer normas que garanticen su independencia, garantizando que sus miembros no sean capturados por ningún sector.

En relación a los Planes de Manejo, advirtió que ya se encuentran contemplados en la actual ley, que los define como un “compendio de normas y conjunto de acciones que permiten administrar una pesquería basados en el conocimiento actualizado de los aspectos bio-pesquero, económico y social que se tenga de ella”. Añadió que hasta la fecha los Planes de Manejo nunca han sido implementados por la Subsecretaría de Pesca.

Advirtió que los Planes de Manejo son una herramienta eficaz para la administración y explotación de los recursos pesqueros en la medida que sean obligatorios y vinculantes. 

En cuanto a la determinación de las cuotas, señaló que en un procedimiento óptimo la cuota debiera ser aquella que luego de una investigación determine el Instituto Científico correspondiente; luego aludió a la situación actual, señalando que el IFOP efectúa una proposición referida a la cuota recomendable a capturar, luego ésta  pasa a la Subsecretaría de Pesca, y es derivada al Consejo Nacional de Pesca, entidad que en definitiva resuelve la cuota a asignar. Destacó que el Consejo Nacional de Pesca está integrado por actores de la industria y del sector, de manera que la cuota es fijada bajo cierta presión.

Continuó señalando que el proyecto pretende innovar en cuanto a quién determina la fijación de la cuota, explicando que la determinación la efectuarán los 11 Comités Científicos Técnicos que propone el proyecto (uno por cada pesquería), de acuerdo a una propuesta que efectúan al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, advirtiendo que no obstante el avance que ello significa, le asisten dudas respecto al financiamiento, responsabilidad e independencia de los Comités señalados.

El Coordinador Legislativo de la Fundación Igualdad, se refirió también a la investigación científica, aseverando que si el objetivo del proyecto de ley es la administración sustentable de los recursos pesqueros del país, es necesario la pronta creación de un Instituto Nacional de Pesca y Acuicultura, (INPA) que debiera ser el sucesor legal del actual IFOP, afirmando que el Estado está en condiciones de crear esta entidad, máxime si se considera que la actividad pesquera es una de las principales actividades productivas del país.

Prosiguió señalando que el Instituto que se crearía debiera ser autónomo, financiado por la Ley de Presupuestos del Sector Público y en él debieran ser considerados los Comités Técnicos que se propone crear.

Señaló que el Instituto será el responsable de generar la información necesaria para la administración de las pesquerías, independiente de cualquier clase de interés, y su principal función será la de definir las cuotas para cada recurso pesquero mediante informes técnicos vinculantes para la autoridad, en el marco de un proceso transparente con la debida contrastación de resultados y base de datos de carácter público.

Afirmó que en tanto no se cree el Instituto a que aludió, se debe reforzar el rol que desempeña el IFOP en el desarrollo de la investigación científica, otorgándole los recursos financieros y los instrumentos para ello.

Luego aludió a la fiscalización, señalando que ésta debe ser fortalecida con un rediseño del Servicio Nacional de Pesca, potenciando los recursos humanos y financieros para que realice las funciones que le encomienda la ley. Acotó que en una materia de tanta relevancia como es la sustentabilidad de los recursos pesqueros, externalizar la fiscalización constituye un serio error.

Enseguida, analizó la regulación del sector pesquero industrial que el proyecto propone, calificándolo como el tema más complejo que se suscitó en el debate que hubo en el primer trámite constitucional, aseverando que no se construyeron mayorías para resolver adecuadamente esta materia. 

Enfatizó que las licencias de pesca extractiva que se otorguen deben tener un carácter transitorio, ya que es la única manera de asegurar la sustentabilidad, agregando que los recursos pesqueros pertenecen a todos los chilenos, de manera que no se entiende que éstos se entreguen de manera indefinida a particulares.

Destacó que las licencias deben estar asociadas, además, a estrictas causales de caducidad, relacionadas con la sustentabilidad,  comportamiento ambiental y laboral de las empresas, de lo contrario sería incomprensible que se renovaran licencias a quién, por ejemplo, incumple la normativa previsional.

Precisó que también hay que establecer límites a la concentración de la propiedad, debiendo crearse un mecanismo de asignación de la cuota industrial, de carácter transparente y que permita el acceso a todos los chilenos.

Señaló que la propuesta del proyecto de ley posibilita la licitación de un 15% de la cuota industrial en el evento que se produzca una medición que tiene que ver con los Rendimientos Máximos Sostenibles, esto es al llegar a una medida, que corresponde a un valor biológico, se gatillaría una decisión que, en su opinión, es de carácter económica, poniendo de relieve que la asignación de la cuota entre los que participan de esta actividad es una decisión de carácter política y económica que no debiera estar condicionada por determinantes biológicas, ya que las determinantes biológicas debieran estar al inicio, esto es al fijar la cuota global permisible.

Sostuvo que si verdaderamente se quiere permitir la entrada de nuevos actores, se debe aplicar el actual artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, haciéndolo operativo, refutando a aquellos  que creen que por esta vía se estarían vulnerando ciertos derechos, ya que la señalada disposición establece claramente que se respeta la historia de los que han estado haciendo el esfuerzo pesquero.

Enseguida abordó la recaudación, expresando que se debe estimular un mayor ingreso fiscal, aseverando que estima que se paga y se recauda poco, que las  medidas propuestas son insuficientes, incluso si se considera la incorporación del impuesto específico que se introduce en el proyecto, recordando que en el primer trámite constitucional el señalado impuesto ya fue objeto de una disminución.

El Coordinador Legislativo de la Fundación Igualdad, abogado señor Gabriel de la Fuente, se refirió finalmente al mundo de la pesca artesanal, aseverando que la visión que el Gobierno ha expuesto tanto en la Cámara de Diputados como en esta Comisión es, a su juicio, estigmatizadora y ha pretendido generar divisiones, al interior del sector, perdiendo el foco en aquello importante, cuál es cómo se genera competencia efectiva en el sector artesanal.

Precisó que el sector artesanal ha sido muy responsable en el manejo de los recursos que se le asigna y de las cuotas que la autoridad pesquera le ha entregado, relevando el hecho que quienes tienen mayor participación en las pesquerías hayan bajado su participación, precisamente, porque no han sido capaces de tener un comportamiento que permita la sustentabilidad de los recursos que se les han otorgado.

Enseguida, señaló las modificaciones que el proyecto introduce al sector artesanal, destacando las nuevas obligaciones que se les impone, tales  como la obligación de contar con seguro de vida, la de instalar posicionador satelital y la de certificar externamente las capturas.

Destacó también la diferencia que se hace respecto de quienes pueden operar en las cinco millas, que apunta a la eslora de las naves. 

Precisó que es imprescindible mejorar el fraccionamiento propuesto por el Gobierno entre artesanales e industriales, ya que existen espacios para que se destinen especies  exclusivas para el consumo humano y también para la pesca artesanal; también se debe establecer la reserva de las cinco millas para la pesca artesanal en todo el territorio nacional y el término de las perforaciones industriales; asimismo, es indispensable establecer una regulación específica para los protección de los caladeros históricos del sector; impedir legalmente la transferencia de cuotas entre sectores, salvo situaciones calificadas por ley; regular la pesca de arrastre, reemplazándola por otras artes de pesca más selectivas; regulación de zonas contiguas, en cuya fijación solamente deben tener participación los pescadores artesanales involucrados, y establecer una regulación adecuada para que los pueblos originarios puedan acceder a cuotas de pesca.

El Director Ejecutivo del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), señor Jorge Antonio Toro manifestó que el Instituto que dirige,  hoy tiene el desafío de revisarse internamente y conectarse con una discusión sobre su institucionalidad, que se plantea desde el desafío de la investigación de excelencia.

Refirió que el IFOP, desde su creación, es una Corporación de Derecho Privado, sin fines de lucro, cuyo rol público es apoyar al desarrollo sustentable del sector pesquero y acuícola del país. Durante sus primeros años, por mandato del Estado, se dedica a fomentar el crecimiento de la actividad pesquera y durante muchos años se vuelca a buscar procesos y desarrollar nuevas y distintas pesquerías. Luego que se inicia la explotación de nuevos productos, aparece en Chile algo que actualmente parece antiguo, pero que entonces no lo era, que constituyó una forma de manejar los recursos, que son las vedas biológicas, las tallas mínimas de los recursos, iniciándose así la administración y manejo de los recursos hidrobiológicos.

El manejo se puede considerar formalmente iniciado desde el momento en que el modelo de asignación de la administración de los recursos se funda en una cesión individual más que en una responsabilidad del Estado.  

Puso de relieve que el IFOP siempre ha estado dedicado a cumplir una función pública, la que ha ido cambiando de la misma manera en que han ido variando las necesidades de administración que el país tiene, de modo que parece razonable que esta discusión vuelva a ocurrir en momentos en que se plantea un nuevo modelo de administración pesquera.

El señor Toro se refirió a las tareas que efectúa el IFOP en las pesquerías, refiriendo que le corresponde evaluar el estado de los recursos pesqueros, monitorear el comportamiento de las capturas, y efectuar el seguimiento del uso de los recursos; en la acuicultura evalúa el comportamiento ambiental y sanitario de los fármacos como también los efectos ambientales de la actividad.

Además, realiza otros roles de carácter público, mencionando entre ellos el monitoreo de la presencia de marea roja conforme al Reglamento de Plagas e informa sobre ello a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, y certifica el uso de antioxidantes en harina de pescado.

Continuó señalando que hoy la investigación pesquera para el manejo de los recursos debe responder de manera más explícita ciertas variables,  que a primera vista pueden parecer obvias y que son las siguientes: a) confiable, vale decir debe utilizar metodologías propias de la investigación científica pesquera construida sobre programas de alta calidad de trabajo; b) oportuna, esto es que sus reportes estén disponibles al momento que la toma de decisiones lo requiera, debiendo ser efectivamente comunicados; c) permanente, lo que significa que se debe efectuar periódicamente garantizando información de largo plazo; d) validada, ello implica que la comunidad científica nacional y los actores interesados revisen y respalden sus métodos y resultados, y que tenga un enfoque participativo que ayude a su legitimización e implementación, y e) veraz, vale decir, debe garantizar que representa adecuadamente el estado de las pesquerías y la acuicultura estableciendo credibilidad sobre el largo plazo. 

Puntualizó que para realizar dichas tareas el IFOP cuenta con un equipo de 520 funcionarios que comprende profesionales, técnicos y administrativos que cubren el ejercicio de la actividad pesquera y la acuicultura a lo largo de todo el país, con bases instaladas en las cercanías de los puertos más importantes; además es el responsable de administrar el Buque de Investigación Abate Molina, que cuenta con una tripulación de 22 oficiales y tripulantes especializados en investigación científica; tiene 2 pisciculturas, una en Coyhaique y la otra en Puerto Chacabuco; cuenta con un laboratorio de bio-ensayos para uso de fármacos en peces ubicado en Hueihue, Chiloé, y un laboratorio para análisis de marea roja en Punta Arenas, y otro de monitoreo ambiental en Putemún, Chiloé.

Luego abordó las limitaciones que tiene el Instituto para avanzar hacia esa necesidad país en términos de investigación de excelencia a la que ya se ha referido. 

En primer término, señaló que  nunca el rol público del IFOP ha sido objeto de un mandato legal, históricamente ha sido objeto de convenios de distinta naturaleza, agregando que el Instituto no cuenta con autonomía financiera y que su financiamiento lo ha obtenido a través de convenios con distintas organizaciones como la Subsecretaría de Pesca, la Corporación de Fomento de la Producción, el Ministerio de Salud, careciendo de una estructura financiera autónoma, generándose restricciones y condicionamientos que afectan la estabilidad de su investigación

Refirió que además de estar sujeto a un modelo de convenios, el Instituto  no cuenta con un financiamiento basal que garantice la continuidad de su trabajo, permita el perfeccionamiento de sus  investigadores y técnicos, así como la actualización de su equipamiento de investigación. 

Añadió que el IFOP es miembro con derecho a voto de los consejos Zonales y Nacional de Pesca, lo cual ha contribuido a desnaturalizar su rol técnico, habiendo sido objeto de emplazamientos por participar en decisiones de manejo que son  propias de la autoridad política.

Finalmente, señaló que la información para el manejo debe estar a disposición de los científicos nacionales sin censura alguna, garantizando así la creación de una masa crítica y el acceso al mejor conocimiento disponible.

El Director, señor Jorge Toro manifestó que para obviar las deficiencias reseñadas es preciso avanzar en los siguientes aspectos: en primer término, explicitar en la ley el mandato del Instituto, asegurando la estabilidad y oportunidad de los bienes públicos que aporta, evitando la competencia con la investigación académica; dotar al Instituto de un financiamiento basal, que le otorgue autonomía financiera, y que permita  asegurar la calidad y confiabilidad en la investigación para el manejo de los recursos pesqueros, relatando que ha habido años en que ciertas pesquerías por falta de recursos financieros no han podido ser objeto de evaluación. 

Finalmente, acotó, es preciso proveerlo de independencia en la gestión de producción de información para el manejo, explicando que el Instituto debería migrar de una entidad que produce informes, a un Instituto que le presta servicios al Estado en un modelo más científico y más abierto, de manera que se produzca una discusión en la calidad de los servicios que presta el IFOP, evitando los conflictos de interés derivados de su dependencia financiera y de la evaluación de sus reportes por agentes con otros intereses. 

Destacó que en el Instituto debe recaer la responsabilidad de hacer pública la información científica para el manejo de la pesca y la acuicultura, administrando y disponiendo las bases de datos y los reportes ante la comunidad científica nacional, generando con ello la debida transparencia, que es consustancial a la ciencia.

Continuó señalando que existe una gran discusión acerca de cómo se garantiza la calidad en una entidad de esta naturaleza, señalando que el mundo científico lo resolvió hace un buen tiempo estableciendo un modelo reglado de revisión por pares, según estándares aceptados internacionalmente.  Al respecto, opinó, que la revisión por pares es una materia que debe quedar consignada en la ley. 

A continuación comentó que el proyecto incorpora elementos de uso sustentable en la explotación de los recursos hidrobiológicos, mediante la aplicación del enfoque precautorio, del enfoque ecosistémico, que es algo complejo de abordar en la regulación pesquera y la salvaguarda de los ecosistemas marinos en que existan esos recursos.

Asimismo, establece objetivos de largo plazo para la administración y el manejo de las pesquerías, incorporando, además,  dentro de la institucionalidad, la responsabilidad de establecer Planes de Manejo para cada pesquería, la  transparencia de los informes técnicos y la creación de los Comités Científicos Técnicos, como entidades técnicas en el proceso de generación de información científica.

Específicamente en lo que refiere al Instituto que dirige, acotó, el proyecto establece un mandato claro en la ley, ejecutando el programa de investigación de continuidad o básica para la regulación y el manejo de las pesquerías. Además, señala expresamente que debe contar con un presupuesto basal consultado anualmente en la Ley de Presupuestos de la Nación para la realización y ejecución de los programas de investigación.

Aseveró que no obstante los avances que incorpora el proyecto, aún subsisten carencias y, además, desde el punto de vista formal el proyecto  merece observaciones, citando el caso del artículo 91 propuesto que habla de investigación “permanente y ocasional”, en circunstancias que la investigación que se al pide al Instituto es aquella denominada “básica”.

A continuación, el Presidente de la Integración Pesquera Regional de Coquimbo, señor Jorge Santos, conminó a los integrantes de la Comisión a visitar las regiones donde se desarrolla la actividad pesquera, destacando la importancia para las comunidades locales de expresar en terreno las inquietudes que los aquejan. Luego, declaró que la agrupación que representa comprende a un número significativo de pequeños y medianos empresarios pesqueros y a las caletas pesqueras ubicadas desde el río Limarí hasta Punta de Choros, en la IV Región de Coquimbo.

Expresó que la entidad que preside representa plantas procesadoras de productos marinos que no tienen asignadas cuotas de extracción, por tanto, diariamente pugnan por acceder a la compra de los recursos.  Las personas que se desempeñan en las plantas de proceso asociadas son, aproximadamente, 800, y atendido que los recursos marinos para la producción total de las industrias asociadas se adquieren directamente a los pescadores artesanales de la zona, afirmó que en conjunto pueden sumar más de 4.000 trabajadores directos.

La opinión del sector que representa, sostuvo, es que el presente proyecto de ley no favorece en absoluto la actividad pesquera, ya que solo mantiene el statu quo de la actividad, continuando con las asignaciones arbitrarias de los recursos hidrobiológicos, sin destinar cuota alguna a los pequeños y medianos empresarios de la zona que representa. Reconoció ciertos avances de la Mesa Pesquera, pero analizando el fraccionamiento de cuotas acordado, aseguró, se puede apreciar la mezquindad del compromiso, ya que el sector industrial se desprendió de cuotas de pesca de especies prácticamente extinguidas.

La situación descrita anteriormente, subrayó, conllevó a la desaparición paulatina de la pequeña y mediana industria procesadora pesquera en la zona norte del país. De Coquimbo al norte, recalcó, la única empresa dedicada a procesar productos marinos para consumo humano está ubicada en la ciudad de Iquique, las demás son solo plantas reductoras de alimentos para animales.

Observó también, una ausencia absoluta en el presente proyecto de ley de medidas que propendan la equidad y la justicia social, y eviten las concentraciones económicas. Por el contrario, aseveró, se pretende establecer a perpetuidad los derechos de cuota de pesca asignados actualmente, sin considerar la falta de cuidado de los recursos marinos que el sector industrial pesquero ha demostrado. La única pesca sustentable en el período de vigencia de la ley de pesca y acuicultura, aseveró, ha sido la pesca artesanal.

Por último, se mostró en desacuerdo con los actuales regentes de la industria pesquera, quienes se oponen a la licitación de las cuotas de pesca, impidiendo el acceso a nuevos actores en el mercado.

El Dirigente del Sector Artesanal de Integración Pesquera Regional de Coquimbo, señor Pascual Aguilera, a su turno, expresó que en su opinión, los peces son un recurso natural perteneciente a todos los chilenos, correspondiendo al Estado la propiedad y administración.

El sector que representa, señaló, demanda al Ejecutivo incrementar, en beneficio de la pesca artesanal, el fraccionamiento de cuotas acordado en la Mesa Pesquera. Por el momento, indicó, tanto las pequeñas y medianas industrias y el sector artesanal de la Región de Coquimbo se sustentan por la explotación de la especie jibia, no obstante, declaró, se observa con preocupación el futuro de la pesca extractiva por la posible extinción o emigración de dicho recurso marino.

En el mismo ámbito, impugnó la validez y legitimidad del denominado “acuerdo nacional”, pues, afirmó, nunca se les informó los alcances de los porcentajes de cuotas de pesca transados con el sector industrial.  Los dirigentes que representaban al sector artesanal en la Mesa Pesquera, sostuvo, firmaron el acuerdo ignorando las consecuencias y sometidos a una enorme presión.  Los incrementos en el fraccionamiento de cuotas de pesca, manifestó, debieran apuntar a los recursos marinos en plena explotación, como el jurel.

Luego, declaró que la situación observada en la industria pesquera nacional, se replica en la pesca artesanal a nivel regional, concentrándose la extracción de los recursos marinos en unas cuantas embarcaciones semindustriales, con un remanente ínfimo para el resto de los pescadores artesanales de naves menores.  Así, graficó, de las 2.662 toneladas de jurel -cuota de pesca asignada al sector artesanal de la IV Región-, Cercopesca, dueña de 33 embarcaciones medianas, captura el 80% del recurso, el otro 20%, destacó, debe ser extraído por las 298 pequeñas embarcaciones artesanales restantes.

También reclamó por la determinación de precios justos en la comercialización de los recursos marinos, puesto que la concentración económica ha sometido a la pesca artesanal de la Región de Coquimbo a la fijación de precios realizada por un solo oferente. Por ello, aseveró, la licitación de la cuota industrial se avizora como una medida que permitiría el acceso de nuevos actores al mercado pesquero, estableciendo máximos a la concentración y garantizando el acceso a las pequeñas y medianas empresas pesqueras.

Criticó, a su vez, el uso del factor desempleo de los trabajadores del sector industrial como argumento para mantener las actuales asignaciones de cuotas de pesca.  En la Región de Coquimbo, afirmó, no se desempeñan más de mil personas en la industria pesquera, cifra de trabajadores bastante similar a los empleados en las pequeñas y medianas empresas y en la pesca artesanal.

Agregó que es necesario proteger el área de las cinco millas marinas reservadas para la extracción de recursos naturales por el sector artesanal.  En la IV Región, sostuvo, el sector industrial accede indirectamente a la zona reservada a la pesca artesanal a través de las embarcaciones de más de 12 metros de eslora, que si bien son artesanales, apuntó, el total de las especies extraídas son comercializadas a la única industria existente en la zona.  Por tal motivo, se manifestó a favor de la indicación aprobada en la Cámara de Diputados que modifica la forma de medir las cinco millas marinas, desde las puntas más salientes de la costa, y no de la línea de base como establece la ley vigente.

Asimismo, solicitó aprobar la indicación que reserva la primera milla marina a las embarcaciones artesanales menores a 12 metros de eslora, autorizándose solo a los pescadores artesanales involucrados a suscribir acuerdos de acceso para las embarcaciones mayores, sin la intervención de terceros.  De igual forma, pidió una mayor fiscalización para la flota de embarcaciones de 12 hasta 18 metros de eslora, aprobando las indicaciones que les exigen el uso de posicionador satelital, la certificación de pesca y el pago de patente.

Igualmente, exhortó a los integrantes de la Comisión a reflexionar sobre los artes de pesca utilizados en la industria, en particular, el arte denominado pesca de arrastre, demandando el fin de tal sistema.  La experiencia nacional e internacional, aseguró, ha demostrado el enorme daño en el ecosistema marino causado por la pesca de arrastre, siendo uno de los principales efectos nocivos, la pesca incidental.  Afirmó que un estudio del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP) mostró que 59 especies eran afectadas por la pesca de arrastre, 26 de las cuales corresponden a recursos que explota el sector pesquero artesanal de las Regiones III y IV, especialmente, las especies anguila, blanquillo, merluza, jurel, lenguado, congrio, raya y jibia.

Finalmente, solicitó la creación de un Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal, que destine el 50% de los recursos originados en las licitaciones para el establecimiento de fondos de asignación regional orientados a potenciar la actividad artesanal en cada región; y otorgar asistencia técnica, créditos y apoyo a las organizaciones de pescadores artesanales, asesorándolas para que, por ejemplo, puedan constituirse en sociedades de responsabilidad limitada o cooperativas. De igual forma, requirió el destino de recursos para fondos de retiro de los pescadores artesanales y becas para hijos de trabajadores del mar.

El Presidente del Sector Artesanal Crustáceo de la IV Región, SIEPAR, señor Gonzalo Zúñiga, relató por su parte, que el 7 de septiembre de 2011 el sector que representa, fue compelido a firmar un acuerdo de fraccionamiento de cuotas con el sector industrial, condicionados por la noticia de licitación de las cuotas asignadas actualmente al sector artesanal.

Agregó también, que la firma del acuerdo estaba sujeta al traspaso de cuotas industriales correspondientes al año 2011, que no pudieron capturarse por el cese de perforación de la zona reservada a la pesca artesanal. Las cuotas, indicó, correspondían a 260 toneladas de camarón nylon, 440 toneladas de langostino amarillo y 430 toneladas de langostino colorado, que a la fecha no han sido transferidas. 

Tales acuerdos, manifestó, ni siquiera están reflejados en el presente proyecto de ley, que mantiene las actuales cuotas de pesca del sector industrial en la Región de Coquimbo, sin fraccionamiento alguno, como sí ocurre en otras zonas del país. Los acuerdos de fraccionamiento de cuotas de pesca entre el sector artesanal y el industrial debieran estar expresados en la ley, por tanto, solicitó incorporar en el presente proyecto de ley los acuerdos relacionados con la extracción de recursos crustáceos en la Región de Coquimbo.

El dirigente del Sector Artesanal Crustáceo de la IV Región, SIEPAR, señor Mario Morozin, a su vez, planteó la inquietud del sector por la propuesta de reservar la primera milla marina para las embarcaciones menores de 12 metros de eslora. Al respecto, expresó, la medida perjudicaría a las embarcaciones dedicadas a la extracción de crustáceos, por ser de mayor dimensión que la mencionada.

Además, alegó la falta de representatividad de los pescadores artesanales dedicados a la captura de crustáceos en los Consejos Zonales de Pesca, por ello, pidió incorporar en la integración del referido consejo un representante del sector artesanal crustáceo. Asimismo, instó por el cese de la perforación de las cinco millas marinas reservadas a la pesca artesanal.

El Subsecretario de Pesca y Acuicultura, señor Pablo Galilea, declaró que la Subsecretaría ha tomado conocimiento del asunto anteriormente expuesto, y coincidió con los pescadores artesanales dedicados a la extracción de crustáceos, en incorporar en el presente proyecto de ley los acuerdos suscritos entre el sector industrial y artesanal de la Región de Coquimbo, motivo por el cual se comprometió a reunirse con los actores involucrados para definir una fórmula normativa satisfactoria para todos.

Posteriormente, el Presidente de la Asociación de Armadores de Buques y Empresas Procesadoras de Productos del Mar, ANAPESCA, señor Rodrigo Vial, expuso que los puntos esenciales del presente proyecto de ley son tres: sustentabilidad, institucionalidad y asignación de cuotas de pesca por subasta. La sustentabilidad, señaló, dependerá exclusivamente de la institucionalidad y la ciencia aplicada al servicio del sistema pesquero, apoyo científico que debiera ser público y sujeto a revisión. Si bien reconoció los avances del presente proyecto de ley en la materia, siguen siendo mínimos.

Por otro lado, la institucionalidad en la toma de decisiones de las asignaciones de cuotas y los planes de manejo, indicó, son elementos fundamentales de la administración pesquera, por ello deben ser realizados por un ente íntegramente imparcial y autónomo, sin influencia de intereses políticos ni económicos. Tal es el camino, apuntó, seguido por los países europeos, quienes han suscrito acuerdos basados exclusivamente en criterios científicos.

Hoy, afirmó, no se justifica asignar recursos por ley o por concesión graciosa del Estado. Es indispensable, sostuvo, un acceso abierto a los mercados con iguales condiciones para cualquier persona. Por ello, aseguró, se debe aplicar lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura vigente, que determina la licitación de las cuotas de pesca, en forma progresiva, de un 5% hasta un 50%. La subasta, expresó, es un método conocido en materia económica y ampliamente utilizado en diferentes mercados, así, se licitan herencias, empresas fallidas, bonos soberanos, etc., razón por la cual, desestimó los argumentos esgrimidos en contra de tales procesos.

La licitación de las cuotas de pesca, ratificó, permitirá la creación de las condiciones necesarias para la existencia de una demanda plural de los productos marinos extraídos por la pesca artesanal. En la actualidad, mencionó, los pescadores artesanales de ciertas zonas del país se han visto obligados a comercializar a una sola industria los recursos extraídos, posición económica dominante que ha influido negativamente en la determinación de los precios de compra.

Como aspecto adicional, comentó que la pesca artesanal se extinguirá si no se establecen los mecanismos de protección necesarios. Desde la experiencia acumulada durante los años trabajados en la industria, observó que uno de los problemas más serios que aquejan a los pescadores artesanales es el sobreendeudamiento contraído con las empresas. Anualmente, subrayó, aumenta sucesivamente el número de pescadores cautivos de la industria, quienes, sin capacidad de negociar, se transforman posteriormente en trabajadores de las empresas, apoderándose ellas de las cuotas de pesca pertenecientes a los pescadores. La única solución al problema, concluyó, es la subasta de cuotas de pesca artesanal.

Luego, el Gerente General de la Asociación de Armadores de Buques y Empresas Procesadoras de Productos del Mar, ANAPESCA, señor Santiago Gacitúa, concordó con los demás expositores respecto al derecho de los estados ribereños sobre los recursos marinos, establecido en la CONVEMAR, complementando lo expuesto con la recomendación de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), de licitar las cuotas de pesca en vez de asignarlas discrecionalmente, de esta forma, señaló, se permitiría obtener para la sociedad en general una parte de la renta de los recursos extraídos.

En este ámbito, refutó los supuestos derechos históricos invocados por ciertos actores para ser asignatarias de cuotas de pesca y el carácter indefinido de los mismos. Precisó que las autorizaciones de pesca, conforme a la Ley General de Pesca y Acuicultura vigente, expiran por el solo ministerio de la ley desde la fecha en que se declara una pesquería en régimen de recuperación. Asimismo, fundamentó, el artículo 14 de la misma ley, señala expresamente que el establecimiento del límite máximo de captura por armador no constituye derecho alguno en asignaciones de cualquier tipo que se efectúen en el futuro.

Por otra parte, reiteró la importancia de la sustentabilidad y la institucionalidad como ejes centrales del marco regulatorio pesquero, y afirmó que la única forma de asegurar la anhelada sustentabilidad es por medio de la creación de un Instituto Pesquero de  Chile, como una entidad autónoma, con una estructura similar a la del Banco Central. Tal instituto, insistió, debe ser independiente de los intereses políticos y económicos.

La investigación seria, independiente, pública y contrastable, continuó, debe determinar la cuota global de pesca, para luego ser administrada en forma inclusiva, transparente y responsable por la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura. Posterior a ello, debe existir una fiscalización oportuna, presencial y efectiva. Estos tres elementos, puntualizó, permitirán asegurar la sustentabilidad de los recursos marinos.

El Instituto Pesquero de Chile, prosiguió, tendría que ser el continuador legal del actual Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), y debiese ser financieramente autónomo, independiente y transparente. Además, acotó, debiera integrarse por funcionarios públicos responsables administrativamente, y tendría que encargase de determinar las cuotas globales de pesca y los planes de manejo. Las funciones del instituto, finalizó,  debiesen auditarse periódicamente.

Por otra parte, manifestó, la sustentabilidad y la asignación de recursos no tienen relación alguna. Un aspecto, afirmó, es el establecimiento científico de los límites máximos de pesca, y otro bien distinto, es la administración de tales cuotas por la autoridad. De esta forma, insistió, la licitación es el método de asignación más transparente de los recursos pesqueros.

Sobre el Rendimiento Máximo Sostenible (RMS), adelantó que tal nivel nunca se logrará con las condiciones del presente proyecto ley, porque siendo los mismos actores que explotarán los recursos marinos, siempre mantendrán un nivel por debajo del RMS para evitar así la licitación de cuotas de pesca, y con ello, el ingreso de nuevos actores al mercado.

En su lugar, propuso hacer efectivo el artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura vigente, obligando al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo a licitar el 50% de las cuotas de pesca, asegurando el ingreso de nuevos actores, sin perjuicio de la participación de las actuales empresas, siempre que ellas abonen un impuesto igual al valor promedio de las cuotas subastadas, evitando así un incremento deliberado de los precios para bloquear el acceso de nuevos actores al mercado. Mencionó que países como Estados Unidos, Islandia, Inglaterra, Nueva Zelandia, Rusia y Georgia, licitan, satisfactoriamente, cuotas de pesca.

Respecto a la pesca artesanal, coincidió con los representantes de la zona norte, en cuanto a la concentración de la compra de los productos extraídos en una o pocas empresas, fijando monopólicamente los precios y condiciones de adquisición. La solución del gremio que representa, planteó, es la subasta de primera venta, sistema de acceso abierto a los recursos marinos extraídos por la pesca artesanal, estimulando la competencia del mercado.

El Presidente de la Asociación Gremial de Pequeños y Medianos Empresarios Pesqueros, PYMEPES, señor Enrique González, expuso a su turno, que la asociación gremial que representa data del año 2006 y está integrada por 11 plantas procesadoras de recursos pesqueros destinados al consumo humano, emplazadas en la Región del Bío Bío. Los asociados del gremio, acotó, forman parte del sector Pyme pesquero del país y la actividad en temporada beneficia a más de 600 trabajadores y sus familias.

La actividad productiva de la asociación, declaró, se orienta exclusivamente al consumo humano y el área de negocios comprende la elaboración y proceso de productos en conservas, frescos y enfriados; congelados y apanados, dirigidos al mercado interno y extranjero. Concordó con el expositor anterior, en cuanto a que la principal dificultad del sector es no tener acceso formal a los recursos pesqueros, principal materia prima de la actividad.

Asimismo, reiteró lo expresado por otras organizaciones, manifestando que los recursos hidrobiológicos pertenecen a todos los chilenos, correspondiendo al Estado la propiedad y la administración, razón por la cual comparte el espíritu de la indicación presentada en la Cámara de Diputados que pretendía establecer el dominio del Estado sobre todos los recursos marinos.

Se refirió también, a la necesidad de la industria de acceder directamente a los recursos marinos. En reiteradas ocasiones, expresó, las industria procesadoras han debido importar productos del mar provenientes del extranjero para dar cumplimiento a los contratos celebrados.

En este sentido, alegó que la integración vertical de la industria pesquera ha afectado significativamente a los pequeños y medianos empresarios, así, las grandes empresas son dueñas de cuotas de captura de especies, que una vez extraídas del mar, son faenadas en plantas pertenecientes a los mismos dueños y comercializadas por empresas de su propiedad.

Continuó, señalando que la evidencia empírica demuestra a nivel país, que el sector de la pequeña y mediana empresa pesquera ha sufrido una contracción. Solo en la Región del Bío Bío, agregó, han desaparecido desde el año 2000 a la fecha, 7 de cada 10 empresas. A diferencia de lo anterior, la gran industria se ha expandido mediante la fusión de las plantas procesadoras y comercializadoras, controlando el precio de los productos e impidiendo la innovación y la competencia en el mercado pesquero.

Luego indicó que la asociación gremial que preside presentó, durante la tramitación del presente proyecto de ley en la Cámara de Diputados, una indicación solicitando reservar de manera exclusiva para empresas de menor tamaño definidas en la ley 20.416, un 5% del total de la cuota global industrial de las pesquerías en plena explotación. Si bien reconoció el apoyo suscitado en un grupo amplio de Honorables Diputados, la indicación fue finalmente rechazada, por tal motivo pidió a los Honorables Senadores respaldar la iniciativa, insistiendo en la propuesta.

De prosperar la solicitud, prosiguió, la cuota de pesca de la pequeña y mediana industria debiera ser extraída por los pescadores artesanales, socios históricos de la asociación gremial que representa.

Para la asignación de las cuotas de pesca reservada a las distintas industrias de menor tamaño, propuso llamar a licitación a los diversos actores del mercado, posibilitando el ingreso de nuevos emprendimientos. La medida, señaló, también fortalecería a las pequeñas y medianas empresas, incrementaría la elaboración de productos del mar destinados al consumo humano, generaría mayor empleo en las zonas donde funcionan las industrias procesadoras y contribuiría a la recuperación del sector artesanal.

Finalmente, lamentó la competencia desigual en el sector pesquero entre las industrias de menor tamaño y las grandes empresas del rubro, ya que ambas están sometidas a las mismas exigencias técnicas, laborales, de certificación y operación de plantas, pero la diferencia más importante, apuntó, es el acceso privilegiado de las grandes empresas a los recursos marinos, privando a los pequeños y medianos emprendedores de competir en similares condiciones.

El Gerente General de la Asociación Gremial de Pequeños y Medianos Empresarios Pesqueros, PYMEPES, señor Alfredo Irarrázaval, explicó a su vez, que los puntos principales que la asociación gremial aspira con el presente proyecto de ley, dicen relación con: el acceso de las pequeñas y medianas empresas a una cuota de pesca reservada para el sector, licitación de las cuotas de pesca del sector industrial, la sustentabilidad del sector pesquero y la creación de un Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal.

Por otro lado, consultó a los Honorables Senadores de la Comisión sobre la capacidad de Chile para constituirse en una potencia alimentaria. Al respecto, recalcó las cifras nacionales que dan cuenta del alto nivel de obesidad infantil y el bajo consumo de pescado per cápita. Tal objetivo, destacó, podría alcanzarse si las industrias procesadoras de recursos marinos, cuyos productos son destinados al consumo humano, pudiesen acceder directamente a la extracción de especies hidrobiológicas mediante la asignación de cuotas de pesca por licitación pública.

En este aspecto, reiteró la solicitud de reservar un 5% de la cuota industrial para las empresas de menor tamaño, ello impediría la integración vertical actual de las grandes empresas y reanimaría el alicaído sector artesanal.

También, exhibió a la Comisión un gráfico comparativo entre una industria dedicada a la reducción de productos del mar para la elaboración de harina de pescado y una planta procesadora de recursos marinos destinados al consumo humano. En la ilustración, puntualizó, se aprecia como 1.000 toneladas de jurel se reducen en 8 horas en una planta industrial de gran tamaño. En cambio, subrayó, con la misma materia prima las plantas dedicadas a la elaboración de productos marinos para el consumo humano pueden funcionar un año completo.

Un estudio de la Universidad de Concepción, agregó, refrenda el análisis comparativo mencionado. En dicha investigación, señaló, se analizó la cantidad de empleo generado en distintas plantas que procesaban igual cantidad de toneladas de jurel, arrojando resultados similares a los ya expuestos.

Por otro parte, recordó que en el programa de gobierno de la actual administración, se prometió un apoyo decisivo a las pequeñas y medianas empresas, comprometiéndose a no implementar ninguna nueva política, ley o reglamento que no sea evaluada previamente según el impacto en este tipo de emprendimientos.

Asimismo, llamó la atención sobre las contradicciones presentes en la iniciativa legal en estudio, que en su opinión, han dañado profundamente la paz social, generando el amplio rechazo de la ciudadanía. Más en detalle, apuntó al acuerdo originado en la Mesa Pesquera convocada por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, acuerdo que no dudó en calificar de ilegítimo.

Antes del arribo del acuerdo, recordó, la asociación gremial de empresas de menor tamaño había sostenido diversos encuentros con personeros y autoridades de gobierno, en busca de soluciones para el sector industrial pequeño y mediano, y también para el sector artesanal. Así, sostuvieron reuniones con el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, señor Pablo Galilea; la Primera Dama, señora Cecilia Morel; y el ex Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Juan Andrés Fontaine. No obstante, puntualizó, las propuestas del gremio no fueron atendidas.

Por otro lado, destacó que importantes economistas, entre ellos el ex Ministro mencionado, sostuvieron la necesidad de abrir el sector pesquero mediante la licitación de las cuotas de extracción, sin embargo, tal opinión técnica no fue considerada.

Finalmente, valoró la moción parlamentaria presentada por un conjunto de Honorables Senadores, Boletín 7926-03, sobre el fortalecimiento de la pesca artesanal y la regulación de la explotación pesquera. En dicho proyecto de ley, afirmó, se propone la licitación del 100% de la cuota industrial. Asimismo, acotó, se establecen una cuota social y una para las pequeñas y medianas empresas, y se evita la concentración de la industria, fijando como máximo de acumulación de cuotas de pesca un 15% por unidad de pesquería.

Concluida la exposición, la comisión acordó por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes señores Bianchi, García-Huidobro y Sabag, someter a votación general el presente proyecto de ley, el día 3 ó 4 de septiembre de 2012.

- - -

La Comisión en sesión celebrada el día 10 de septiembre de 2012, escuchó la opinión de los académicos invitados, el  Profesor de la Facultad de Ciencias Biológicas de la Universidad  de Chile, doctor Juan Carlos Castilla, y el Profesor de la Facultad de Medicina de la misma Casa de Estudios Superiores y Presidente de la Comisión de Medio Ambiente y Salud del Colegio Médico de Chile, doctor Andrei Tchernitchin.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath ratificó el compromiso de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca  y Acuicultura para visitar las Regiones I, VIII, IX, X, XI, XII y XIV entre el 24 y 29 de septiembre de 2012. Asimismo, informó a los presentes que ha sostenido reuniones con el Ejecutivo para acordar los temas generales que deben ser abordados en la discusión del presente proyecto de ley.

Al respecto, indicó que entre los puntos conversados están: definir la propiedad de los recursos hidrobiológicos, establecer un período de duración para las licencias de pesca, el fortalecimiento institucional de los organismos estatales vinculados a la actividad, la creación del Instituto de Desarrollo para la Pesca Artesanal, la elaboración de un programa de fomento para repoblar las algas en el borde costero submarino, la promoción de una plataforma social en ayuda de los trabajadores de la actividad pesquera, la participación de los pueblos originarios y la formulación de un mecanismo de licitación para la apertura a nuevos actores en el mercado pesquero.

Asimismo, recordó a los asistentes la voluntad de someter a aprobación general la iniciativa legal en estudio, el 3 de octubre de 2012.

A continuación, el Profesor de la Facultad de Ciencias Biológicas de la Universidad Católica de Chile, Dr. Juan Carlos Castilla, expuso en términos generales sobre las principales observaciones al presente proyecto de ley. Primero, hizo referencia a la creación de un índice de salud aplicado a los océanos para conocer el estado en que se encuentran, tema que fuera expuesto en la Comisión de Desafíos del Futuro del Senado.  Sobre el particular, destacó que concluido el análisis de los 10 indicadores más importantes (pesquerías, contaminación, acuicultura, turismo, etc.) aplicado a 177 países, Chile obtuvo una 4,2 en una escala de puntuación que va del 1 al 7.

Específicamente sobre la iniciativa legal en estudio, señaló que el análisis que expone se basa principalmente en la experiencia académica desarrollada en trabajos sobre la pesca artesanal y situaciones pesqueras de orilla, de modo que la presentación se centra en dicho núcleo.

Como precedente, se refirió a las claves principales de la Ley General de Pesca y Acuicultura aprobada el año 1991, destacando los siguientes seis elementos fundamentales: definición de las dos unidades de flotas, industrial y artesanal; reserva de las cinco primeras millas marinas para el uso exclusivo de la pesca artesanal; creación de las áreas de explotación y manejo de recursos marinos; declaración de 12 especies en régimen de explotación plena, administrando tales pesquerías mediante la asignación de cuotas; facultad del Ejecutivo de reservar anualmente el 5% de las cuotas para ser subastadas, incrementándose progresivamente hasta un 50%, disposición que no fuera utilizada; y creación del Consejo Nacional de Pesca.

Luego, mostró un gráfico de los desembarques pesqueros en Chile antes de la entrada en vigencia de la Ley General de Pesca y Acuicultura del año 1991, cuyas tendencias generales exhiben un desembarque total de 6 millones de toneladas de recursos, desglosados en 5 millones de toneladas de desembarque industrial y 1 millón de desembarque artesanal.

Si se comparan los desembarques desde el año 1970 a la fecha, apuntó, la línea gráfica de desembarques totales muestra un descenso paulatino a partir del año 1994, disminución que, a su juicio, se explica por la insostenibilidad en el tiempo de una curva infinita de producción del recurso marino, más que por la entrada en vigencia de la ley. Asimismo, acotó, se aprecia a partir de igual fecha, el declive de los desembarques industriales y el incremento sostenido, pero leve, de los desembarques pesqueros artesanales.

No obstante lo anterior, expresó, el panorama es bien diferente si en la estadísticas de los desembarque se incluye o no la especie jurel. El jurel, añadió, representaba al año 1995 el 60% del desembarque pesquero total. Si uno apreciara la extracción de los recursos marinos sin considerar la especie jurel, afirmó, es una actividad relativamente estabilizada en el tiempo.

Volviendo sobre las principales claves de la ley de pesca y acuicultura del año 1991, destacó el trabajo científico de investigación desarrollado por la Pontificia Universidad Católica de Chile, en la Estación Costera de Investigaciones Marinas, ECIM, ubicada en el sector de Las Cruces. En tal lugar, subrayó, se estudió la creación de áreas de manejo y explotación de recursos marinos administrados por la propia comunidad, idea que fuera incorporada posteriormente en dicha ley.

Explicó que en las áreas de manejo cerradas como la estación de investigación mencionada suceden repoblaciones naturales, reproducciones que se extienden hacia el exterior a través de las larvas, por ello, concluyó, generar áreas de reservas es importante para las áreas adyacentes porque en dicho lugar se encuentran los mayores reproductores de recursos hidrobiológicos. De igual manera, agregó, estudios recientes han demostrado que al interior de las áreas de manejo se incrementa la biodiversidad, objetivo que inicialmente no fuera planificado por la ley, pero que es una herramienta indispensable para el manejo y conservación de los recursos marinos.

La zonificación, como la reserva de las cinco millas náuticas o la delimitación de áreas de manejo, es un elemento de avanzada en materia de administración pesquera, por tal motivo defendió el cierre de la primera milla marina para las embarcaciones artesanales de menos de 12 metros de eslora.

Conforme al presente proyecto de ley aprobado en la Cámara de Diputados, consideró como las ratificaciones más importantes del sistema actualmente vigente, la existencia de los dos subconjuntos de flotas, industrial y artesanal; la mantención de 12 ó 13 especies en estado de plena explotación, con la necesidad de evaluar periódicamente el stock y asignar cuotas; la reserva de las primeras cinco millas marinas para el uso exclusivo de la pesca artesanal, aunque en su opinión, hubiese preferido que se extendieran a siete millas náuticas; el no ingreso de la flota pesquera industrial en el área de las cinco millas marinas por un período de 20 años, con excepción de las Regiones IV y XV; continuar con las áreas de manejo y explotación, incluyendo la iniciativa legal en estudio, la zona intermareal rocosa o de arena; y la posibilidad que el Estado licite parte de las cuotas de pesca, aunque sea aún un tema en discusión.

Por otro lado, acotó, los aspectos más novedosos corresponden a la reserva de la primera milla marina para el uso exclusivo de embarcaciones artesanales de una eslora inferior a 12 metros; la operación de embarcaciones artesanales más allá de la extensión de las cinco millas náuticas, aunque estarán obligados al uso de un posicionador satelital, medida interesante, señaló, ya que la flota artesanal en la actualidad desembarca 2 millones de toneladas, sin saber con exactitud qué cantidad proviene del interior del área de las cinco millas marinas, y cuánto proviene de fuera de tal extensión; el incremento de varios porcentajes de participación de la cuota artesanal en la cuota de captura actualmente asignada al sector industrial; el pago de una patente anual por los armadores artesanales de embarcaciones superiores a 14 metros de eslora; y la creación de un Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal.

Se refirió también a las disposiciones generales del presente proyecto de ley, señalando que continuará existiendo el Consejo Nacional de Pesca, pero se modifican varias de las atribuciones y facultades del organismo.  Se crea también, un Panel de Expertos Pesqueros. En este punto manifestó preocupación, debido a que, a su juicio, la pesca artesanal debe ser considerada como una actividad socio-biofísica, de tal modo, indicó, los expertos no son solo científicos, sino también quienes la ejercen, por lo que no debieran ser excluidos los pescadores artesanales del panel.

Asimismo, declaró que las características y potencialidades de manejo, sustentabilidad y conservación en la implementación de un área reservada para el uso exclusivo de embarcaciones artesanales menores, correspondiente a la primera milla marina, son variadas.  Primero, dicha área es la zona más accesible desde la costa, por ello, sostuvo, es de vital importancia para recolectores de orilla, buzos orilleros a resuello, buzos autónomos que acceden hasta 30-35 metros de profundidad mediante embarcaciones y hasta 100 metros por medio del uso de trampas.

Agregó que la pesca pelágica en la primera milla marina hace uso de diferentes artes de pesca (redes, enmalle, transmalle, etc.) y aparejos (espinel, anzuelos, etc.). Igualmente, acotó, en la primera milla marina operan todos los pescadores artesanales que capturan recursos bentónicos y peces de orilla.

Como segundo aspecto positivo, resaltó que la primera milla marina es biológicamente la zona de mayor biodiversidad de los océanos, ello debido, principalmente, a la ausencia de luz en las zonas más profundas. Por la misma razón, apuntó, es la zona más productiva del país, ya que se extraen la mayor cantidad de especies de uso diario y local. Las primeras cinco millas marinas de Chile y Perú, aseveró, son las más productivas del mundo.

Luego, agregó, en cuanto a pesca y áreas de manejo, la primera milla es fundamental, aunque lamentablemente, expresó, la pesca de investigación establecida en la ley de pesca y acuicultura del año 1991 fue mal utilizada, error que fue abordado por la ley 20.560, publicada en el diario oficial del 3 de enero de 2012, dado que incorpora nuevas áreas de manejo dentro de la zona de la primera milla marina que no existían en la ley 18.892.

Respecto a conservación, continuó, en la primera milla náutica están localizados todos los instrumentos legales de conservación marina costera de Chile:  Reservas Marinas, Parques Marinos, Áreas de Manejo y Explotación de Recursos Bentónicos (AMERB), zonas de concesión de investigación, etc.  Para mayor claridad, expuso a los presentes que en su opinión, entiende la conservación como el uso racional de los recursos, y no la prohibición de acceder a ellos, como mal se ha entendido por ciertos sectores, por ello es partidario de promover las áreas de conservación en la primera milla marina ya mencionadas.

Posteriormente, se refirió nuevamente a la ley 20.560, destacando como aspectos relevantes de ella, la redefinición de la pesca de investigación, que reiteró, fue mal utilizada, conceptuándose ahora como una actividad sin fines de lucro; se crea, asimismo, una nueva figura de manejo pesquero artesanal denominado Plan de Manejo Específico para parte de una Región o Regiones; se reabre la inscripción en el Registro Artesanal; y se establece la posibilidad de aplicar mecanismos novedosos dentro de los planes ya aludidos, los cuales serán sometidos a consulta pública. Si bien reconoció que esta ley es diferente a la iniciativa legal en estudio, destacó el carácter complementario de la misma.

Finalmente, aludió a ciertos aspectos negativos de la actividad pesquera en la primera milla marina. Primero, lamentó la sobrexplotación de los peces de roca.  Al respecto, señaló la existencia de estudios que demuestran la pesca indiscriminada de distintas especies de este tipo desde la Región V hacia al norte del país, deteriorando una fauna típicamente chilena. Sobre el particular, hizo presente la necesidad de recuperar esta fauna implementando medidas, que han sido recomendadas a la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, como la prohibición de la pesca de especies de roca con arpón.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, agradeció la presentación, y a su vez, instó a trabajar por la protección de la primera milla marina. Asimismo, consultó por la implementación de esta medida en la zona de Puerto Montt al sur de Chile, ya que este sector del país reviste características geográficas diferentes a las otras regiones.

Recordó asimismo, la vigencia de la legislación que promueve la Zonificación del Borde Costero, que obliga a arribar acuerdos sobre los distintos usos del borde (turismo, áreas de pesca recreativa, áreas de conservación de recursos, etc.).

También, aprovechó la ocasión para plantear al Ejecutivo el estudio de un marco legal regulatorio de las áreas marinas protegidas de borde costero de uso múltiple.

Luego, el Profesor de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile y Presidente de la Comisión de Medio Ambiente y Salud del Colegio Médico de Chile, Dr. Andrei Tchernitchin, expuso sobre los efectos en la salud humana de la contaminación en el mar.

En su presentación se refirió a los principales procesos industriales contaminantes de aguas superficiales, marinas y productos alimenticios de origen marino. Entre ellos, destacó los procesos mineros extractivos y post-extractivos; la molienda, fundición, transporte y almacenamiento de concentrados; los tranques de relaves (previo y post cierre de actividades mineras); la minería del oro (uso de mercurio); la industria celulosa, causante de dioxinas, furanos, bifenilos policlorinados; los accidentes en plantas termonucleares; la salmonicultura intensiva (que favorece la presencia de marea roja); la contaminación indirecta (cementeras, termoeléctricas), en especial, por el uso de petcoke, diesel de mala calidad, neumáticos, desechos hospitalarios, guano de ave, etc.

Como consecuencia de la contaminación, indicó la existencia de enormes daños para la salud humana. Como ejemplo, graficó lo sucedido en Japón, en la tragedia de Minamata, donde enormes concentraciones de mercurio en el mar provocaron que el consumo humano de peces contaminados causara malformación en el nacimiento de bebés.

Prosiguió, señalando que en Chile no existen mayores estudios sobre los efectos de la gran minería en la salud humana, pero expuso un reciente estudio de los posibles daños causados por los tranques de relaves de la minera Los Pelambres, en la zona de Illapel, donde se ha descubierto en los cursos de agua del sector destinados a consumo humano, enormes concentraciones de arsénico, selenio, manganeso, fierro, plomo y cadmio, sustancias nocivas para la salud.

De los efectos más dañinos, recalcó que la exposición crónica al arsénico puede producir cáncer bronco-pulmonar, enfermedades coronarias, manchas en pieles oscuras y blancas, neuropatía periférica, diversas enfermedades respiratorias y abortos. En períodos prenatal, perinatal o infantil, agregó, puede causar bronquiectasias y malformaciones congénitas. El plomo, por su parte, puede generar infertilidad.

La exposición al molibdeno, agregó, puede ocasionar cáncer broncopulmonar, mutaciones, alteraciones testiculares, vesículas seminales, epidídimo, próstata y alteraciones en los espermios, disminuir la capacidad de detoxificacion de otros compuestos, alteraciones óseas y articulares, contracción de arterias cerebrales y  daño neurológico.

A su vez, acotó, el manganeso puede causar síndrome de Parkinson, alteraciones conductuales, psicosis, déficit neurocognitivo y neumonía. La intoxicación crónica por cadmio puede generar insuficiencia renal y pulmonar, dolores reumáticos y mialgia, hipertensión arterial, aumentar la incidencia de cáncer de próstata, trastornos en la fertilidad (hombres y mujeres) y trastornos mentales.

Finalmente, advirtió, la intoxicación crónica por mercurio puede producir nefrotoxicidad, ototoxicidad (pérdida de la audición), neurotoxicidad, disminución de memoria, alteraciones psíquicas, demencia u otros desórdenes mentales, insomnio, disminución de conducción nerviosa periférica, parálisis espástica y desórdenes en el movimiento.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, destacó la presentación del profesor Tchernitchin, dado que la reserva de la primera milla marina no tendría razón de ser, si al momento de destinar el uso exclusivo de la zona para la pesca artesanal, esta ya se encuentra completamente contaminada. De ello, concluyó, es tan importante proteger la primera milla marina no solo del uso indiscriminado de los agentes, sino también de la contaminación de las actividades productivas.

El Honorable Senador señor García-Huidobro agradeció la presentación de ambos expositores, reconociendo el aporte del profesor Tchernitchin en los trabajos de descontaminación en Codelco- El Teniente, fundamentalmente, en la contaminación derivada del arsénico.

- - -

En sesión efectuada el día 12 de septiembre de 2012 , la Comisión recibió a la Empresa Lota Protein. 

La Gerente de Asuntos Corporativos de Lota Protein S.A., señora Riola Solano, comenzó su exposición señalando que el proyecto de ley en discusión marcará la forma en que el Gobierno y el Congreso Nacional administrarán los recursos naturales del país en el futuro.

Agregó que la entidad que representa tiene la convicción de que la iniciativa legal debe consagrar expresamente que los recursos pesqueros pertenecen a todos los habitantes del país. Además, debe ser el reflejo del tipo de sociedad que se pretende construir, es decir, una sociedad justa, de oportunidades y donde existan mercados competitivos, que respeten el medio ambiente y promuevan el bienestar social.

Conforme a lo expuesto, explicó, rechazan la entrega de los recursos pesqueros a un grupo privilegiado de grandes industriales y, por el contrario, apoyan decididamente las licitaciones de la cuota industrial, que reconocen que el dueño de los recursos pesqueros es Chile y su gente. 

A continuación, informó que, a su juicio, las licitaciones son el mecanismo unánimemente recomendado por los especialistas para asignar recursos naturales escasos, por cuanto se conceden a los actores más eficientes del mercado y no a los poderosos. Asimismo, dicho procedimiento permitiría allegar importantes recursos públicos, avaluados por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo en casi US$750.000.000 al año. Por ello, destacó, es un mecanismo transparente, ajeno a las presiones y que legitima la asignación de las cuotas frente al país. 

En relación a la situación de la entidad que representa, precisó que se trata de una empresa mediana de la Región del Biobío, que  captura el 1% de las cuotas industriales. Además, los sueldos que paga a sus trabajadores se encuentran entre los más altos de la industria, a pesar de tener la cuota más pequeña, junto con otorgar trabajo de calidad y con los más altos estándares a los habitantes de la ciudad de Lota.

No obstante, puntualizó que la situación que distingue a Lota Protein S.A. de sus competidores es que compran entre el 80% y el 90% de la pesca que procesan a pescadores artesanales de la referida región, a un precio de mercado.

Por lo anterior, reflexionó, la empresa no le teme a que se establezca un proceso de licitación de cuotas, puesto que sabe que la pesca es una actividad rentable, aunque deba pagarse por la materia prima. En ese sentido, culminó, Lota Protein S.A. es la prueba viviente de que Chile no necesita regalar sus recursos para tener una industria pesquera pujante y sólida.

En otro aspecto, llamó la atención sobre la actual situación del sector pesquero, toda vez que aporta apenas el 0,4% del Producto Interno Bruto del país, a pesar de que Chile es la séptima nación con más descargas pesqueras del mundo, todo lo cual da cuenta de una industria rentista que no genera el valor agregado que debiera. 

Seguidamente, hizo presente que, desde el año 2001, no ha ingresado ningún nuevo actor a la actividad, puesto que no es atractivo invertir en la pesca si no existe acceso a la materia prima. Lo anterior continuará, según su opinión, de aprobarse la iniciativa que se despachó en la Cámara de Diputados. 

Por otra parte, aseveró que se ha producido también una enorme concentración en el sector, por cuanto cuatro empresas controlan el 91,3% de las cuotas industriales. En consecuencia, es posible prever que una nueva entrega de las cuotas a los mismos actores sólo profundizará la concentración y producirá que en el resto del país pase lo mismo que actualmente ocurre en el norte, donde un solo poder comprador fija los precios de los productos artesanales.

En materia laboral, informó que, desde el mes de marzo del año 2010 a la fecha, la industria pesquera ha cursado más de 21.500 despidos, pese a que, después del servicio doméstico, la agricultura y el comercio, los trabajadores del sector tienen los ingresos más bajos de la fuerza laboral de nuestro país.

Finalmente, en cuanto a sustentabilidad de los recursos, aseguró que un pequeño grupo de empresas ha sobreexplotado los recursos a niveles nunca antes vistos.

En definitiva, concluyó, la principal causa del lamentable estado de la actividad pesquera chilena es su deficiente regulación.

Respecto de la efectividad de los procesos licitatorios, argumentó que desde el año 1991 se sabe que la política pública correcta es la licitación de la cuota industrial. Lo anterior, recordó, ya fue discutido en su oportunidad y generó un consenso que se tradujo en un acuerdo parlamentario que permitió impulsar un proyecto de acuerdo, suscrito por el entonces Senador señor Sebastián Piñera y por el fallecido Senador señor Jaime Guzmán, entre otros.

No obstante, en lugar de aquello, en el año 2001 se entregaron los recursos pesqueros a quienes los explotaban en esa época, mediante la introducción de cuotas individuales, las que, si bien dieron término a la denominada “carrera olímpica”, se traducen en una medida injusta e ineficiente, que debe ser corregida en el presente proyecto de ley.

Agregó que, felizmente, el Congreso Nacional limitó la referida entrega de los recursos a un plazo determinado, que vence este año. Sin embargo, tal como lo previó en su momento el entonces Senador señor Alejandro Foxley en la discusión parlamentaria, actualmente los beneficiados con las cuotas están usando todos los medios para que el regalo se perpetúe. 

En otro aspecto, explicó que parte de la industria ha afirmado que poseerían autodenominados derechos históricos sobre los recursos pesqueros, lo que, a su juicio, no tendría asidero, puesto que la ley N° 19.713, que estableció los límites máximos de captura por armador, en su artículo 14
 dispuso que esa asignación temporal no constituirá derecho para futuras asignaciones. Es decir, es la misma ley vigente la que priva a los actuales titulares de las cuotas de los derechos sobre la asignación que hoy debe hacer el Congreso Nacional.

Asimismo, para justificar la titularidad sobre ciertos derechos, la industria invoca también el sistema de las autorizaciones de pesca. Esta alegación, razonó, es aún más insostenible, por cuanto las referidas autorizaciones no crean derechos de propiedad sobre las cuotas, a diferencia de los permisos de pesca, que poseen otra naturaleza jurídica. 

En ese orden de ideas, enfatizó que la única razón por la cual sólo unos pocos tienen autorizaciones de pesca es porque, año a año, se dicta un decreto que suspende la recepción de solicitudes de nuevas autorizaciones, cuyo fundamento es la protección de los recursos hidrobiológicos y no la existencia de supuestos derechos de propiedad de los titulares de las autorizaciones.  En definitiva, la exclusividad deriva de una medida meramente administrativa.

En virtud de lo anteriormente expuesto, manifestó que se está en presencia de una oportunidad histórica para evitar la asignación de derechos de propiedad sobre los recursos del mar a las empresas industriales.

De ocurrir lo contrario, añadió, se generarán enormes dificultades para el país y se judicializará la tramitación de la presente iniciativa de ley, a través de demandas de los pueblos originarios basadas en sus derechos ancestrales y de todo aquel que estime afectado su derecho constitucional a desarrollar cualquier actividad económica lícita, o mediante requerimientos ante el Tribunal Constitucional, tal como aconteció en el año 1991.

En último término, adujo que la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (CONVEMAR) dispone que los países son soberanos para administrar y explotar sus recursos y, bajo ese precepto, Chile debe definir la fórmula que mejor convenga a los intereses del país.

A continuación, y luego de reiterar que las riquezas que proporciona el mar pertenecen a todos los habitantes de la nación, hizo presente que la unanimidad de los economistas independientes han apoyado la idea de licitar las cuotas de pesca industrial, toda vez que, estiman, es el sistema más eficiente de asignación de los recursos y, por otra parte, favorece el ingreso de nuevos actores, generando con ello mayor transferibilidad de las cuotas.

En ese contexto, acotó que no es suficiente la adopción de medidas destinadas a separar la cuota de pesca de la embarcación o que aquellas se puedan dividir a fin de poder transferirse pequeñísimas partes de la misma y así los industriales vendan parte de sus cuotas.  Eso es una falacia, concluyó. 

De hecho, sostuvo, es tan irreal como pensar que las cadenas de farmacias van a vender sus locales sucesivamente si así se les permite. En un mercado tan concentrado como el referido, reseñó, ninguna de las medidas que propone el proyecto para el ingreso de nuevos actores será efectiva. En cambio, mencionó que las licitaciones con límites de acumulación de cuotas sí son una herramienta efectiva para el ingreso de nuevos actores, tal como ocurrió en la licitación de la telefonía móvil de nuestro país.

Además, aseguró que los procedimientos licitatorios permiten una mayor recaudación fiscal, ya que, de acuerdo a lo que habría informado el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo ante esta Comisión, las cuotas entregadas a la industria tendrían un valor cercano a los US $ 743.000.000 anuales. Sin embargo, el proyecto propone un pago anual de apenas US$ 28.000.000, es decir, un 3,7% de la cifra anterior.

Finalmente, destacó que la propuesta de la entidad que representa es que, una vez fijada la cuota global de acuerdo a criterios científicos, ésta se licite en un proceso transparente.

Seguidamente, manifestó su opinión sobre el Consejo Científico Técnico que propone la iniciativa legal, lo cual consideró un avance. Sin perjuicio de lo anterior, reparó que sus miembros debiesen tener una remuneración acorde a la responsabilidad de sus funciones, similar al diseño con el que cuentan el Consejo del Banco Central o el Consejo para la Transparencia. 

Luego, detalló las ventajas del establecimiento de un sistema de licitación de las cuotas de pesca industriales:

1.- La licitación no afecta la sustentabilidad, porque no significa más captura. Es sólo un método de asignación de la cuota científicamente fijada. 

2.- La licitación favorece la sustentabilidad, toda vez que la fijación de una cuota seria y real es esencial para que existan interesados en participar en los procesos concursales. Este modelo de asignación es un incentivo para fijar la cuota correctamente.

3.- Las licitaciones además permiten regular cómo el país quiere que sus recursos pesqueros se exploten, pudiendo exigirse, entre otras materias, que toda la pesca asignada sea procesada en suelo chileno, para proteger el empleo; que se establezcan máximos de acumulación de cuota, para evitar la concentración del sector, y que todo aquel a quien se le asigne una cuota, deba mantener los más altos estándares en material ambiental, laboral y social, so pena de perderla. 

Por el contrario, argumentó que las licitaciones serán un incentivo a la sobre explotación si se relacionan al Rendimiento Máximo Sostenible, tal como se dispone en la iniciativa de ley, puesto que, en ese caso, quienes estén explotando una pesquería no tendrán incentivos para que ésta se recupere, ya que, de esa forma, evitarán la licitación. 

Enseguida, dio cuenta de la experiencia internacional sobre la materia. En ese contexto, señaló que a partir del año 2004 las licitaciones de las cuotas de pesca son la tendencia mundial, ya que dicho procedimiento se realiza con éxito en Nueva Zelanda, Estados Unidos, Rusia y Georgia y la única razón por la que este proceso no ha sido más rápido es porque varios países, hace 30 o 40 años, entregaron las cuotas en propiedad a las empresas industriales. 

Por ello, ejemplificó, en Nueva Zelandia sólo se licitan las pesquerías que no se entregaron en propiedad o bien las cuotas que el Estado recupera por caducidades o en el caso de aumentos de cuota. En tanto, otros países, para licitar, previamente han comprado cuotas a sus dueños, como ocurrió en el Estado de Maine, Estados Unidos, el año pasado. En Georgia, donde no se entregaron en propiedad las cuotas, se licitan desde el año 2006.

Finalmente, hizo notar que la entidad que representa pudo haber caído en el juego de ser la “octava familia” del sector industrial. Sin embargo, manifestó que tienen la convicción de que el sistema de licitaciones es el más adecuado para asignar legítimamente los recursos del mar, además de estar plenamente alineadas con el bien común. En definitiva, destacó que el único interés de Lota Protein S.A. es tener la oportunidad de competir por el acceso a los peces de un mar que le pertenece a todos los chilenos. 

Luego, recalcó que en Chile se ha comprobado que la competencia es positiva y que, en cambio, la colusión no lo es; que la actividad económica debe ser sustentable; que se debe avanzar hacia una sociedad de oportunidades, y que no se pretende una sociedad de privilegios. 

En relación a este último aspecto, planteó que, al entregársele nuevamente los recursos al reducido grupo de empresas que hoy las tienen, se les privilegia nuevamente, en perjuicio de los siguientes actores del sector: las pequeñas empresas de la industria pesquera; los pescadores artesanales, a quienes la industria, les fijará los precios de sus productos; las pequeñas y medianas empresas pesqueras que, sin acceso a la materia prima, terminarán por desaparecer; los emprendedores, para quienes el sector pesquero estará cerrado; el Fisco, que no recaudará lo que realmente valen sus riquezas pesqueras, y, finalmente, la sociedad en su conjunto. 

A su turno, el Honorable Senador señor Horvath comentó que la legislación vigente contempla la posibilidad de que se efectúen procesos licitatorios, aunque no se han utilizado de manera relevante. Incluso, agregó, ciertas pesquerías incipientes y en recuperación, como las del alfonsino, el orange roughy y la del bacalao, se han licitado y que, no obstante ello, también han colapsado.

Por lo tanto, expresó que, si bien las licitaciones permiten la entrada de nuevos actores al mercado, para que sean un mecanismo que garantice un correcto funcionamiento de la actividad, deben acompañarse de otras medidas, como la investigación y la debida fiscalización.

En último término, aclaró que la tarea prioritaria debe ser la recuperación de las pesquerías y alcanzar los rendimientos máximos sostenibles y luego debe analizarse la posibilidad de efectuar procesos licitatorios.

El Honorable Senador señor Rossi llamó la atención sobre la inexistencia de la posibilidad de que en una actividad económica puedan participar actores distintos de quienes han tenido por largo tiempo el privilegio de extraer las riquezas del mar.

En ese sentido, consultó la opinión de la empresa Lota Protein S.A. sobre el mecanismo de licitación que contempla el proyecto de ley en comento y sobre la experiencia internacional sobre la materia, en especial, respecto del procedimiento denominado “subasta de primera venta”.

Por su parte, el Honorable Senador señor García-Huidobro preguntó si los procesos de licitación propuestos también se aplicarán a la pesca artesanal. 

A su vez, el Honorable Senador señor Sabag requirió información sobre los propietarios de los capitales que conforman la empresa Lota Protein S.A. y si en el país de Noruega se efectúan procedimientos de licitación de las cuotas de pesca.

Ante dichas consultas, el Subsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea Carrillo, señaló que la posición de su repartición es que el mecanismo de licitación presentado en la iniciativa de ley tiene como base fundamental la recuperación de las pesquerías que, por lo demás, debiese ser la principal preocupación del país.

En ese ámbito, reseñó que el sistema de asignación de los recursos, independiente de la forma que adopte, no se relaciona con el actual estado de las pesquerías, que tiene como origen el hecho que el proceso de toma de decisiones se haya efectuado según consideraciones políticas y electorales y no en conformidad a principios biológicos, técnicos y científicos. Además, hizo presente que las pesquerías que se han licitado, tal como lo señaló el Honorable Senador señor Horvath, se encuentran en un estado de colapso, al igual que otras que se han asignado bajo el sistema de límite máximo de captura.

Por lo anterior, en el proyecto de ley se ha ideado un sistema que abre el ingreso a nuevos actores y fomenta la competencia, una vez alcanzados los rendimientos máximos sostenibles. En efecto, en la medida de que sea posible lograr una administración cercana a los principios técnicos se podrá licitar.

No obstante lo expuesto, el señor Subsecretario de Pesca advirtió que debe considerarse en la normativa un adecuado reconocimiento a los derechos históricos de quienes han ejercido la actividad, ya que los pescadores artesanales, que capturan más del 50% de los recursos pesqueros del país, también tienen asignados derechos indefinidos. En definitiva, razonó, debe equilibrarse adecuadamente el respeto a los derechos históricos y la posibilidad de que se licite cierto porcentaje de la cuota de pesca.

Respecto de la supuesta concentración que afectaría al mercado de la pesca, manifestó que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia ha dispuesto lo contrario, al resolver un requerimiento efectuado por empresas para solicitar la apertura de procedimientos de licitación.

Seguidamente, la señora Riola Solano sostuvo que el estado de una pesquería depende de su correcta administración y de los criterios por los cuales se fije la cuota global de captura, ya que si se establece de forma excesiva necesariamente se va a llevar la actividad a su colapso.

Por lo anterior, recalcó que para la recuperación de las pesquerías es necesario que se asegure que las cuotas se fijen bajo criterios científicos y que tengan la protección de una adecuada institucionalidad para su debido respeto.

Sin embargo, el hecho de que una pesquería se encuentre colapsada, no tiene relación con la posibilidad de que sea licitada, puesto que este procedimiento sólo es una de las formas de asignación de la cuota que se determine previamente bajo criterios técnicos. Por ello, la licitación solamente determinará quién pescará las riquezas del mar, junto con otorgar una mayor eficiencia y legitimidad al proceso de asignación.  

En otro aspecto, añadió que deben revisarse en el proyecto de ley las disposiciones que reconocen supuestos derechos históricos de pesca a ciertas empresas, puesto que los recursos marinos pertenecen a todos los chilenos. En ese contexto, destacó que su propuesta sólo contempla la licitación progresiva y periódica de las cuotas que se otorgarán al sector industrial y no de aquellas destinadas a los pescadores artesanales. 

Respecto de la afirmación del señor Subsecretario de Pesca sobre los porcentajes globales de captura del sector artesanal, puntualizó que la iniciativa en discusión sólo permite el fraccionamiento de ciertas especies y no de todas las que recolectan los artesanales, que son las que hacen que el porcentaje supere el 50% del total de la captura.

Por tanto, razonó, lo que se debe analizar es la forma en que se repartirán las cuotas entre los pescadores industriales y los artesanales, respecto de las especies que serán fraccionadas y no tomar en consideración la totalidad de los desembarques, ya que, en general, el sector artesanal lleva muchos años pescando las mismas especies, en virtud de que sus pesquerías están sanas. Por el contrario, la industria no descarga toda la cuota que se le asigna, por cuanto la mayoría de sus pesquerías se encuentran colapsadas.

En relación con la situación de la subasta de primera venta, que se aplica en el 80% de los países de Europa y en Japón, explicó que dicho procedimiento, que se originó en razón de que la mayoría de los países había entregado gran parte de los recursos al sector privado, significa que los barcos pesqueros, al desembarcar, no pueden entregar su cargamento libremente, sino que deben hacerlo al comprador que se asigne la subasta que se realice sobre esos recursos. Opinó luego que es un adecuado sistema para mantener abierto el negocio pesquero, además de permitir que los pescadores obtengan los mejores precios para la venta de las especies capturadas.

Por último, señaló que la matriz noruega de la entidad que representa no posee una cuota asignada, por lo que los recursos los obtiene de las subastas de primera venta o de la compra de los desechos que generan otras plantas procesadoras dedicadas al consumo humano, que son posteriormente convertidos en harina de pescado.

Sobre lo dictaminado por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, la señora Solano precisó que dicha instancia estudió el tema pesquero durante el año 2010, fecha en que no se habían producido las tres grandes fusiones que concentraron aún más el mercado.

Además, acotó que el referido tribunal no señaló la forma en que debían asignarse las cuotas, sino que dispuso que en el proceso de discusión parlamentaria debiera establecerse cómo la subasta podría cumplir algún fin de política pública.

Finalmente, informó que Lota Protein S.A. es una empresa de capitales noruegos cuya planta de trabajadores está compuesta en un 100% por chilenos y reside en su totalidad en la ciudad de Lota. Además, y pese a que la empresa que representa compra entre el 80% y el 90% de los recursos que procesa, aseguró que demuestra alta eficiencia y rentabilidad.

A continuación, el señor Subsecretario de Pesca indicó que, para ser coherentes con la afirmación de que las riquezas marinas pertenecen a todos los chilenos, no podría establecerse un sistema de reconocimiento de derechos históricos en favor de los pescadores artesanales, debiendo licitarse todos los recursos del mar y no sólo aquellos destinados al sector industrial.

Por último, exhortó a los miembros de la Comisión a revisar detalladamente lo dictaminado por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, ya que dichos fundamentos están recogidos en su totalidad en la presente iniciativa de ley, especialmente en lo referido a las cuotas individuales transferibles, separadas de la embarcación, que amplían la posibilidad de entrada de nuevos actores al mercado pesquero. Culminó su intervención advirtiendo que si se considera que el fallo del tribunal no recogió la situación actual del mercado, nada obsta a que se pueda realizar un nuevo requerimiento en ese sentido.

A su vez, el Honorable Senador señor Rossi recalcó que al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia no le corresponde legislar, por lo que serán los parlamentarios quienes deberán determinar los mecanismos que aumenten la competencia del sector.

Sin perjuicio de aquello, reafirmó su convicción de que en el ámbito de la pesca industrial debe implementarse un sistema que legitime la asignación de recursos que pertenecen a todos los habitantes del país,  y que derribe las barreras de entrada que posee ese mercado.

En último término, mostró su posición contraria a las normas que disponen términos indefinidos a las licencias transables de pesca.

- - -

VII. VISITA A REGIONES 

Vuestra  Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura celebró sesiones y reuniones con organizaciones vinculadas a la actividad pesquera, en diversas ciudades del sur del país.

El día 24 de septiembre de 2012, sesionó en la ciudad de Punta Arenas, con asistencia de los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath y Muñoz Aburto (Rossi). 

En la oportunidad, se escuchó la opinión de las siguientes personas:señor Óscar Muñoz Vera, miembro Consejo Zonal de Pesca de la XII Región de Magallanes y Antártica Chilena, en representación de los Armadores Artesanales, señor Víctor Aguilar, representante de los pescadores artesanales de Puerto Natales; señor Humberto Camelio Contreras, en representación de los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros; señor Heraldo Muñoz, Presidente del Sindicato de Trabajadores Independientes de Recursos Demersales-Bentónicos de Punta Arenas; señora Tamara Oyarzo Montenegro, representante de pescadores artesanales de Bahía Chilota, Porvenir; señor Dalivor Eterovic Díaz, Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT) Provincial Magallanes; señorJosé Hernández Villarroel, representante de los tripulantes de naves especiales de Punta Arenas; señor Juan Carlos Tonko, representante de la comunidad Kawesqar,  residente en Puerto Edén; señora Valeria Carvajal Oyarzo, Gerente General FIPES; señor Fernando Carmona, Presidente de Asociación Gremial de Punta Arenas y Antártica Chilena y Dirigente del Consejo Nacional por la Defensa del Patrimonio Pesquero (CONDEPP); señor Andrés Franco Enríquez, miembro del Centro de Estudios Pesqueros (CEPES), y señor Milton Ojeda, Director del Centro General de Padres del Liceo Luis Alberto Barrera.
A) SECTOR ARTESANAL
Los representantes del sector artesanal de la XII Región de Magallanes y la Antártica Chilena agradecieron la visita de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, oportunidad que les permite exponer los planteamientos particulares de la Región.

Los representantes del sector artesanal enfatizaron que la situación de la actividad pesquera en Magallanes difiere de otras zonas del país, pues, en la toma de decisiones debe considerarse el mayor costo de vida de la Región. En este sentido, tanto el sector artesanal como el industrial, resaltaron la necesidad de separar la Región de Magallanes, de la Macrozona Sur Austral, con el objeto de administrar de manera independiente las pesquerías de la zona.

Hicieron ver que en muchas localidades apartadas de la Región, como Puerto Edén, Puerto Williams o Porvenir, no existe poder comprador, que solo llega a los puertos principales, viéndose los pescadores artesanales obligados a vender sus productos al precio que ofrece el único comprador del lugar. Por tal motivo, plantearon la necesidad de generar una plataforma comercial que permita a los pescadores artesanales vender los productos extraídos a un precio justo.

Asimismo, no hubo una posición unánime sobre la obligación del uso del posicionador satelital en las embarcaciones artesanales de más de 12 metros de eslora. Por una parte, fue considerada como una herramienta eficaz para evitar que pescadores de otras regiones capturen recursos, de manera ilegal, en aguas de la Región de Magallanes. No obstante, un grupo de pescadores artesanales sugirió continuar con el uso de cuadrantes de navegación, método elaborado en conjunto con la Capitanía de Puerto de Punta Arenas, porque temen que mediante el uso de posicionador satelital se filtre la información de los caladeros históricos de pesca.

También, mostraron preocupación por la integración e independencia del Panel de Expertos y el Comité Científico Técnico, cuya constitución debe considerar a académicos de cada región y evitar la designación de  profesionales que hayan asesorado a la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura. Asimismo, insistieron en la necesidad de incrementar la investigación científica pesquera, incorporando a las Universidades.

Pusieron de manifiesto la falta de representatividad y desacuerdo con las personas que firmaron el documento de la Mesa Pesquera, puesto que ni la dirigencia de la CONAPACH ni de la CONFEPACH los interpreta.

Como observaciones generales al presente proyecto de ley, propusieron reconocer la propiedad del Estado de Chile sobre los recursos marinos, para que asigne cuotas de captura conforme a la evolución de la biomasa. 

Reclamaron por la existencia de concentración económica en la actividad pesquera nacional, sin que la iniciativa legal en estudio contemple soluciones para evitarla. De igual manera, se oponen a la entrega indefinida de las licencias transables de pesca al sector industrial, las cuales deben ser asignadas mediante licitación.

Por otro lado, solicitaron mejorar el fraccionamiento de cuotas acordado en la Mesa Pesquera, principalmente, en las especies sardina, bacalao, merluza de cola y de tres aletas, ya que, hoy, no se asignan cuotas para el sector artesanal porque fue sobreexplotada por el sector industrial. Como ejemplo, señalaron, del 10% de aumento de la cuota de merluza austral para la Macrozona Austral, solo un 14% de ese porcentaje le corresponde a Magallanes.

En otro ámbito, pidieron extender a todo el país la protección de las cinco millas marinas vigente desde el paralelo 41°S hacia el norte, y excluir a las consultoras de las labores de certificación y fiscalización, dado que tales funciones deben ser ejercidas por organismos públicos como el SERNAPESCA.

Como último punto de carácter general, expresaron preocupación por el tema social, tanto por la temporalidad de los trabajos desempeñados en las plantas pesqueras, sin que la ley provea de mecanismos para resguardar los derechos laborales, como también, por la ausencia de una plataforma social destinada a ir en ayuda de los pescadores artesanales y sus familias, mediante subsidios y capacitación.

Por todas estas razones, solicitaron retirar la urgencia al presente proyecto de ley, dado que no considera la realidad de la pesca artesanal, de esta forma, aseveraron, se puede promover un nuevo diálogo que incluya las demandas de todos los actores de la actividad.

En temas de índole regional, se mostraron inquietos por el desconocimiento de los efectos de la salmonicultura en los canales de la Región.  También reclamaron por las exiguas cuotas de productos extraídos en la zona (erizos, centollas, ostiones), para lo cual pidieron realizar investigaciones que permitan evaluar de buena forma la administración de tales recursos, en particular, en materia de fijación de vedas.  Otro tanto sucede, declararon, con la especie merluza austral, porque los informes no han sido entregados a los pescadores artesanales.

Asimismo, reclamaron el incumplimiento del artículo 12 transitorio actual, que obliga a empresas pesqueras industriales que pretendan optimizar las naves, a invertir en instalaciones terrestres y marítimas. Por ejemplo, pusieron de manifiesto la situación que acontece con las licencias provisorias otorgadas a la empresa Globalpesca, que no ha hecho ninguna inversión en el país.

Otro aspecto demandado, fue la posibilidad de sustituir las embarcaciones dedicadas a la pesca artesanal de la merluza, de bote por lancha, opción que les permite introducir una mayor habitabilidad en las naves, mejorando la situación de los pescadores embarcados. Igualmente, solicitaron no caducar la licencia de un pescador artesanal, en caso de no declarar pesca por un siniestro o reparación de la nave.

B.- SECTOR INDUSTRIAL
Los representantes del sector reiteraron las peticiones expuestas en las diferentes sesiones de la Comisión, en Valparaíso y Santiago. Principalmente, insistieron en otorgar el carácter indefinido a las licencias transables de pesca; no licitar la asignación de cuotas, y respetar el fraccionamiento, y no prohibir el arte de pesca de arrastre.

Por otra parte, representantes de la industria local dedicada a la extracción de la especie centolla, expresaron que la realidad de las Regiones de Magallanes y Aysén es similar, puesto que son dos Regiones con una presencia importante de recursos marinos, pero con pocas cuotas de pesca asignadas. En general, manifestaron, el presente proyecto de ley está destinado a Regiones de mayor extracción de recursos, como la VIII Región.  Por ello, sostuvieron, el problema es no abordar la actividad pesquera con una visión regional.

En la Región, continuaron, se ha logrado organizar los desembarques de pesca, pero la disyuntiva es opinar sobre especies cuya realidad no conocen, como la sardina anchoveta. Además, en Magallanes se han cuidado los recursos, a diferencia de otras Regiones, por ello no es posible que la asignación de cuotas sea nacional y no regional.

Sobre el posicionador satelital, declararon, no existe acuerdo, ya que, si bien muestra un lado favorable evitando que pescadores de otras regiones capturen recursos sin autorización, existe también el temor de revelar la ubicación de los caladeros históricos.

Se mostraron en desacuerdo con la creación de zonas discontinuas, y reclamaron también, por la existencia de problemas para exportar, ya que se requiere cumplir con el Programa de Sanitización de Moluscos Bivalvos (PSMB), y en la Región solo existen dos habilitados, a pesar de la abundancia de los recursos marinos.

En el caso de la extracción de centolla, la industria se provee en un 100% con la actividad ejercida por la pesca artesanal. El volumen total de captura del año 2011, fue de 4.800 toneladas de centolla.

C.- PUEBLOS ORIGINARIOS.

Finalmente, los representantes de pueblos originarios hicieron presente que la participación en la reunión no constituye consulta en los términos del artículo 6° del Convenio N° 169 de la OIT, porque no cumple con los estándares internacionales mínimos exigibles en la materia. En Magallanes, agregaron, existen pueblos originarios como los kaweskar y yaganes, por ello el Estado debe respetarlos y cumplir con el tratado internacional.

El día 25 de septiembre de 2012, la Comisión sesionó en la comuna de Puerto Aysén, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Muñoz Aburto y Walker, don Patricio, (Honorable Senador señor Sabag). 
En la oportunidad participaron las entidades que se indican, representadas por las siguientes personas: señor Rubén Leal, Presidente del Sindicato de Trabajadores de la empresa Fríosur; señor Héctor Barría, Presidente del Sindicato de Pescadores Artesanales de Puerto Aysén (Sindicato Aysén); señor Mariano Villa, Presidente del Sindicato de Tripulantes Naves Especiales de Puerto Aysén; señor Honorino Angulo, Director de la Comisión Nacional por la Defensa del Patrimonio Pesquero y Presidente de la Asociación Gremial de Organizaciones de Pescadores Artesanales de Puerto Aysén (Puerto Gala, Aguirre, Gaviota, Puyuhuapi, Melinka); señora Marcia Nahuelquín, representante de los pueblos originarios, los señores José Ascencio, Néstor Millar y José Mayorga, pescadores artesanales, y el señor Jorge Barría, Presidente Federación de Trabajadores de la Industria Salmonera.

A.-  SECTOR ARTESANAL 

Los representantes del sector agradecieron la visita a la Región, ya que por el alto costo económico y la distancia, no siempre es posible trasladarse hasta Valparaíso para exponer los planteamientos del sector.

Entre los tópicos generales, destacaron la importancia de establecer la sustentabilidad como principio rector del nuevo marco regulatorio, sin embargo, lamentaron la ausencia en el presente proyecto de ley de mecanismos reales para cautelar la sustentabilidad de  los recursos hidrobiológicos.  

Por otra parte, reclamaron la forma de asignación de cuotas de captura de pesca por Macrozona, porque de esta forma, aseveraron, se recompensa a quienes han sobreexplotado los recursos marinos, perjudicando a los actores que han preservado las especies.

Respecto a la zona reservada para el uso exclusivo de la pesca artesanal, pidieron el respaldo para mantener la modificación aprobada en la Cámara de Diputados, que mide las cinco millas marinas desde las puntas más salientes, por ello, se manifestaron en desacuerdo con el representante de los trabajadores de la industria, quien estuvo por mantener la línea de base, como punto de medición de la zona de reserva. Asimismo, demandó la extensión de las cinco millas marinas a todo el país, y no hasta el paralelo 41°S, como lo establece la ley vigente.

Por otro lado, se mostraron contrarios a la propuesta de exigir el uso de posicionador satelital a las embarcaciones artesanales de más de 12 metros de eslora, tema en el cual difieren también, con el representante de los trabajadores de la industria.

También, manifestaron la voluntad de insistir ante el Senado en la aprobación de la indicación que establece la propiedad del Estado sobre los recursos marinos, punto de vital importancia para el sector.

En el tema social, solicitaron mayor preocupación por las consecuencias socioeconómicas de la iniciativa legal en estudio. El Estado, afirmaron, debe hacerse cargo del problema, puesto que la pesca artesanal entrega un enorme aporte al país, y quienes se desempeñan como pescadores no quieren ser indigentes ni cargas del Estado, solo exigen protección social.

Solicitaron la eliminación del arte de pesca conocido como pesca de arrastre, por el grave daño que causa en los ecosistemas marinos, además, sostuvieron, otros países marítimos, como Perú y Ecuador la están eliminando, y Chile debiera seguir la misma senda.

Piden una desconcentración de la actividad económica, pues la falta de compradores los obliga a vender los productos que extraen al precio fijado por el único comprador. En este tema, reclamaron el apoyo del Estado para abrir la posibilidad a nuevos mercados, ingresando nuevos compradores que les permita ofrecer los productos a precios justos. 

Sobre el nuevo Régimen Artesanal de Extracción (RAE), alegaron la falta de consulta a los pescadores artesanales, en el nuevo sistema solo se les preguntará a los armadores para ser inscritos. Por tal motivo, demandaron la inclusión en el artículo 55 I del presente proyecto de ley, de los pescadores artesanales. Un pescador aunque no sea dueño de una embarcación, argumentaron, es de todas formas pescador. Por eso, declararon, si a un pescador sin nave se le solicita la acreditación de desembarques de pesca para ser inscrito en el nuevo RAE, no podrá justificarlo por el solo hecho de no ser propietario, injusticia que exigieron sea corregida.

Rechazan la invasión del sector industrial en aguas interiores de la Región, y alegaron, además, por los efectos de la alimentación de los salmones en especies que usualmente capturan, como es la merluza.

Al igual que en la Región de Magallanes, se quejaron por el actuar de las consultoras, y pidieron que en el presente proyecto de ley se establezca la facultad de optar entre el SERNAPESCA o la consultora.

Finalmente, si bien reconocieron la necesidad de buscar un marco regulatorio de la actividad pesquera beneficioso para el país, también reclamaron por una legislación favorable a los intereses de la Región.

B.- SECTOR LABORAL INDUSTRIAL 

Los representantes de los trabajadores de la industria también valoraron la visita de la Comisión, y reiteraron los planteamientos expuestos en las sesiones de la Comisión en que participaron. En lo principal, al igual que los representantes del sector artesanal, se mostraron a favor de establecer como principio rector de la nueva legislación pesquera, la sustentabilidad de los recursos, para lo cual, expresaron, se requiere de una investigación científica permanente.

Por otro lado, insistieron en las críticas al Fondo de Administración Pesquero (FAP); y apoyaron la exigencia del uso de posicionador satelital a las embarcaciones artesanales de una eslora superior a los 12 metros, medida indispensable para una fiscalización más efectiva. En el área reservada para el uso exclusivo de los pescadores artesanales, no estuvieron conforme con la indicación aprobada en la Cámara de Diputados, que modificó la forma de medir las cinco millas náuticas.

Plantearon como necesidad, reformular la institucionalidad del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP) y reforzar las herramientas fiscalizadoras del SERNAPESCA, que a modo de ejemplo, señalaron, posee en la Región de Aysén, una sola lancha para cumplir tales labores.

Destacaron también, la importancia de cerrar las zonas contiguas y discontinuas, en especial, para embarcaciones de las Regiones VIII y X, que pescan ilegalmente en la zona.

En el ámbito social, el presente proyecto de ley debe incorporar a los trabajadores de la industria en la plataforma social, dado que si el Estado promueve cambios legislativos que causen desempleo, debe hacerse responsable de los trabajadores cesantes. Una forma, sostuvieron, es la incorporación de los trabajadores de la industria a los programas de capacitación del Servicio Nacional de Capacitación (SENCE)

Por último, reafirmó la preocupación de los trabajadores del sector industrial, por la posibilidad de adjudicar cuotas de captura de pesca a terceros, mediante el proceso de licitación propuesto en la iniciativa legal en estudio.

C.- PUEBLOS ORIGINARIOS.

Los representantes de los pueblos originarios, hicieron presente la ausencia de consulta en el proceso legislativo del presente proyecto de ley, obligación establecida en el artículo 6° del Convenio N° 169 de la OIT. El mismo Convenio, afirmaron, habla de usos y derechos consuetudinarios, y entre ellos, destaca la pesca artesanal como medio de sobrevivencia de las comunidades indígenas de la zona.

También reclamaron la falta de difusión de la ley 20.249, que crea el espacio costero marino de los pueblos originarios, conocida también, como ley Lafkenche.

La Comisión sesionó en la ciudad de Puerto Montt, el día 25 de septiembre de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Bianchi; Horvath;  Escalona (Honorable Senador señor Rossi) y Muñoz Aburto (Honorable Senador señor Rossi), y Küschel  (Honorable Senador señor García Huidobro).

En la oportunidad participaron las personas que se indican, en representación de los organismos que se señalan: señor Pablo González, representante de las pequeñas y medianas empresas; señores Miguel Cheuqueman y Erick Vargas, representantes de la Identidad Territorial Lafkenche; señores Simón Díaz y Marco Salas, representantes de Prodelmar; señor Rodrigo Aguilar, Asociación Gremial Pescadores Artesanales Demersal Región de Los Lagos (Puerto Montt, Calbuco, Hualaihué, Palena, Chiloé); señor Juan García, representante de CooperMontt; señora Zoila Bustamante, Federación Bentónica Bahía Estaquilla, Los Muermos; señor Jorge Bustos, Presidente COREPA; señor Héctor Morales, Presidente del Consejo Provincial de Pescadores Artesanales de Chiloé; señor Sergio Mayorga, Dirigente de la pesca artesanal de Chiloé; señor Custodio Serón, Dirigente de la pesca artesanal de Maullín; señor José Verdugo, Presidente de Confesur; señor Rubén Castillo, Presidente de la Federación de Pescadores Artesanales de Maullín; señor Héctor Kol, biólogo marino y los señores José Miguel Chávez y José Montt, Merexport.

1.- SECTOR ARTESANAL

Los representantes de la pesca artesanal y de los pequeños y medianos empresarios, agradecieron, en primer término, la visita de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura del Senado. Visitar las regiones y dialogar con las bases, añadieron, enaltece la labor del Parlamento.

Respecto a los planteamientos, artesanales y pequeños empresarios estuvieron de acuerdo en destacar la riqueza pesquera concentrada desde la Bahía de Puerto Montt hasta el Cabo de Hornos, criticando la administración centralizada de los recursos. Cerca del 60% de los trabajadores de la industria pesquera y del 50% de la pesca artesanal, afirmaron, se ubica en la zona mencionada.

También estuvieron contestes en fortalecer la administración de las pesquerías;  la obligatoriedad de los Planes de Manejo; asignar las cuotas de captura conforme a criterios científicos;  respeto a las cinco millas marinas y protección total de las aguas interiores, sin excepción; la creación de un Fondo de Protección Social, independiente de los pagos de patente, royalties o posibles licitaciones;  y la creación inmediata del Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal.

En conjunto se manifestaron en contra de la entrega de licencias de pesca indefinidas para el sector industrial, proponiendo limitar a 10 años renovables las asignaciones de cuotas de pesca industriales, sujetas a metas de sustentabilidad y causales de caducidad.  De igual modo, solicitaron la licitación de las cuotas de pesca asignadas a la industria, y evitar así la concentración económica de la actividad pesquera.

Por su parte, los representantes de la pesca artesanal reclamaron, conjuntamente, la eliminación de pescadores de los registros artesanales por haber incorporado una cabina a la embarcación, medida que otorga más seguridad a la navegación. Pidieron también, la eliminación de la distinción entre botes y lanchas, proponiendo definir ambas naves como embarcaciones artesanales de hasta 12 metros de eslora.

Igualmente, exigieron la habitualidad como requisito para ser considerado pescador artesanal, el no pago de patentes para las áreas de manejo, por el gasto importante destinado a la vigilancia de las áreas; tipificar como delito el robo de especies dentro de las áreas de manejo; apoyar la medición de las cinco millas marinas desde las puntas más salientes; y reformular el Instituto de Fomento Pesquero (IFOP) y el Sernapesca.

En conjunto se mostraron en desacuerdo con la exigencia del posicionador satelital para las embarcaciones artesanales y con el uso de la pesca de arrastre como arte de pesca.

Por otro lado, criticaron firmemente el desarrollo de la industria salmonera que en sectores como Calbuco ha contaminado las aguas interiores, por una falta de regulación sanitaria en el cultivo de los peces. La gran mayoría reclamó por los productos químicos vertidos por la industria salmonera en las aguas interiores, causando la contaminación de la zona y la muerte o emigración de los recursos marinos.

Además, para procesar una tonelada de salmones solo se necesitan 10 personas, en cambio, aseguraron, para faenar la misma cantidad de erizo se necesitan 200 personas. Si se privilegia esta última industria podría existir un mayor ingreso de dineros en cada localidad, ya que los dineros obtenidos por esos trabajos se gastarían en la comuna.

La industria de la harina y el aceite de pescado, agregaron, también ha sido dañina, ya que han devastado especies como la sardina anchoveta y la anchoa, que son destinadas a la alimentación de animales en industrias de producción de cerdo, pavo y pollo, sin privilegiar el consumo humano de proteína proveniente del pescado.

Están de acuerdo con la facultad de transferir las cuotas de la pesca artesanal, pero lamentablemente, la lista de registro pesquero nunca avanzó. Los pescadores artesanales fallecen, caduca el registro y los hijos no pueden heredar la inscripción.

Insistieron en la importancia de que los pescadores artesanales de la zona sean quienes acuerden o no el ingreso de flotas pesqueras de otras Regiones. Todos conocen, aseguraron, el ingreso de un número considerable de naves provenientes de la VIII Región, porque en dicha zona existen muchas embarcaciones sin cuotas asignadas obligadas a buscar el recurso en otras Regiones del país.

Del mismo modo, hubo consideraciones dispares entre algunas organizaciones de pescadores artesanales. Por ejemplo, un grupo de ellos se mostró escéptico por la zona reservada para el uso exclusivo de la pesca artesanal, ya que, señalaron, un pequeño número de embarcaciones semindustriales, no más de 30, simularon la extracción de especies mediante cuotas de pesca de investigación, arrasando con los recursos marinos de la zona.

En cuanto a la realidad local, este mismo grupo indicó que en los últimos 35 años se han sobreexplotado los recursos en las aguas interiores (pirén, semilla de chorito, calamar) por causa de una mala administración de las pesquerías y la incorporación de la salmonicultura (alimentación y antibióticos).

Por otro lado, este grupo de representantes de la pesca artesanal alegó que por disputas entre pescadores de las Regiones X y XI, se perjudicó a los buzos bentónicos. Lamentaron de sobremanera la situación, porque localidades como Quellón y Melinka siempre trabajaron en forma unida, como consecuencia de un acuerdo entre ambos poblados. Así, graficaron, el 95% de los recursos bentónicos de Melinka son extraídos por pescadores de Quellón, producto de un Plan de Manejo pionero consensuado entre ambas zonas contiguas.

La mayor flota nómade, agregaron, pertenece a la localidad de Quellón, por ende, la derogación del artículo 50, que les reconocía el derecho a ambas localidades a trabajar en conjunto, perjudicaría a los habitantes de Melinka, porque en esa zona aislada no existe un poder comprador.

Añadieron que muchas veces los pescadores artesanales extraen los recursos hidrobiológicos y los comercializan a un precio miserable, con el único objeto de acreditar captura de especies y no ser eliminados de los registros. Por ello, sostuvo, la peor estadística del país la lleva el SERNAPESCA, puesto que las personas deben inflar las cifras para no perder los registros de pesca.

Demandaron también, la incorporación de la flota dedicada a la captura de la especie merluza, en los registros artesanales, especialmente, de raya, congrio y reineta, recuperando las cuotas de extracción perdidas con la pesca de investigación.

Igualmente, se opusieron a la asignación de cuotas de pesca para las plantas de proceso, las cuotas de captura, sostuvieron, deben ser asignadas a la pesca artesanal.

A diferencia del otro sector de la pesca artesanal, este grupo de dirigentes valoró la aprobación de la ley Miscelánea II, como también, haber aumentado las cuotas de captura del congrio y la reineta, que favorecerán a casi 2.000 pescadores artesanales de la Región. De igual forma, destacaron el fraccionamiento de cuotas con el sector industrial, que aumentó la cuota artesanal de la merluza austral del 50% al 60%.

Ahora bien, apuntaron, para una mejor distribución del incremento, las mayores cuotas deben ser otorgadas a la flota de embarcaciones de hasta 12 metros de eslora, por ello, propusieron facultar a la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura para distribuir la cuota entre botes y lanchas, impidiendo que las últimas agoten el recurso.

Finalmente, exigieron para la pesca artesanal una cuota de captura de sardina destinada a carnada y consumo humano, la que fue negada, mientras al sector industrial se les aumentaba la cuota de extracción para producir harina de pescado.

El otro grupo de representantes de la pesca artesanal, principalmente reunidos en el Consejo Nacional de la Defensa del Patrimonio Pesquero (CONDEPP), se mostró en desacuerdo con el fraccionamiento de cuotas obtenido en la Mesa Pesquera. En el mismo sentido, reclamaron por la precipitación con que se discutió el presente proyecto de ley en la Cámara de Diputados, en especial, en la última sesión celebrada hasta altas horas de la madrugada. Por lo anterior, sostuvieron, consideran indispensable suspender la tramitación de la iniciativa legal en estudio con el objeto de convenir una nueva propuesta de fraccionamiento entre el sector industrial y artesanal.

Si no se modifica sustantivamente el presente proyecto de ley, continuaron, la pesca artesanal desaparecerá en 15 años. Por ello, insistirán en reponer la indicación del artículo 1°, rechazado en la Cámara de Diputados, que considera a los recursos marinos de propiedad del Estado de Chile, disposición que consideraron fundamental para un nuevo marco regulatorio pesquero.

Entre otras peticiones, solicitaron extender las cinco millas marinas reservadas para la pesca artesanal, a todo el país, porque en la zona geográfica ubicada al sur del paralelo 41°S grandes flotas capturan especies en las salidas de los canales Guafo, Chacao, Guamblin y Darwin, disminuyendo la población de recursos marinos en las aguas interiores.

Por último, demandaron la declaración de la captación de semillas de choritos y algas como pesquerías artesanales.

B. PEQUEÑOS Y MEDIANOS EMPRESARIOS

Por su parte, un grupo de pequeños y medianos empresarios expusieron que luego de adjudicarse un proyecto financiado por el programa de fomento estatal, Capital Semilla, cuyo fin era investigar la producción de anchoa y sardina para consumo humano, fracasó, a pesar de la innovación, porque todas las especies extraídas son destinadas a la producción de alimentos para animales. En lugares de Europa, como Galicia, existe la subasta de primera venta para consumo humano.

También, pequeños y medianos empresarios dedicados a la exportación de merluza austral, afirmaron trabajar de manera conjunta con los pescadores artesanales, comprando las especies capturadas por ellos, ya que no tienen cuota de extracción, razón por la cual, solicitan se considere a las pequeñas y medianas empresas en la asignación de cuotas de pesca.

Además, indicaron que usaban embarcaciones de 18 metros de eslora para trasladar merluza austral desde la Región XI a las plantas de proceso ubicadas en Chiloé, pero el SERNAPESCA de la ciudad de Aysén prohibió dicho traslado, manifestando la disconformidad con la medida.  Además, indicaron, las lanchas para ser certificadas son obligadas a pasar por Melinka, y luego por Quellón, demorando innecesariamente el proceso de exportación.

Por último, se quejaron por el trabajo realizado por las consultoras, a quienes deben pagar $120 por kilo de merluza austral, cantidad que se descuenta del precio pagado a los pescadores artesanales. Dicha labor debiera efectuarse gratuitamente por un organismo del Estado.

En otro ámbito, el biólogo marino, señor Héctor Kol, hizo hincapié en los efectos nocivos de la manipulación de alimentos y antibióticos en la industria salmonera, permitiendo la aparición de Caligidosis en los salmones, enfermedad tratada con un insecticida conocido como Cipermetrina, que afecta la síntesis del calcio, y con efectos desconocidos para la salud humana.

C.- PUEBLOS ORIGINARIOS 

Finalmente, los representantes de los pueblos originarios, si bien agradecieron el gesto de reconocer la existencia del pueblo originario mapuche huilliche en la zona, invitándolos a participar de esta sesión, reclamaron el cumplimiento del derecho a consulta establecido en el artículo 6° del Convenio N° 169 de la OIT, para ello, solicitaron un tiempo prudente para participar de la discusión del presente proyecto de ley, por lo que exigen detener la tramitación de la iniciativa legal en estudio. Los pueblos originarios, sostuvieron, gozan de un derecho consuetudinario a la pesca, el que debe ser respetado.

- - -

La Comisión, el día 26 de septiembre de 2012, en una primera reunión, escuchó en caleta Mehuín, comuna de San José de la Mariquina, Región de los Ríos a las siguientes organizaciones y personas: señor Luis Llanquiman, Presidente de Asociación de Comunidades de Mehuín (Rehue-Lafken, Villa Nahuel, Lenfumapu, Huinculmapu, Piutril, Puringue, Nogal, Puringue Pobre y Mehuín Alto); señor Boris Hualme, representante pueblos originarios, sector Mehuín Alto; señor Jaime Nahuelpan, representante pueblos originarios, sector Rehue-Lafken; señor Gino Bavestrello, Presidente de la Federación de Pescadores Artesanales de Corral (FEPACOR), y señores René Norambuena, Gustavo Sepúlveda y Elíaf Viguera, pescadores artesanales.

Los representantes de los pueblos originarios agradecieron la visita del Presidente de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura del Senado, no obstante, lamentaron la falta de acuerdo de la comunidad para efectuar una sola reunión.  Ello, señaló, es un reflejo de la división causada por el proyecto de construcción de un ducto emisario de desechos de la industria forestal, perteneciente a la empresa Celco.

La comunidad manifestó preocupación por los temas ambientales, ya que, afirmaron, existen antecedentes de contaminación tanto del mar como de los ríos Cruces y Lingue. 

Los pueblos originarios, apuntaron, son respetuosos del ambiente donde habitan.  Mehuín, declararon, es un territorio mapuche cultural, una comunidad Lafquenche, que además de la pesca, observa en el turismo un polo de desarrollo sustentable para la comunidad. Las comunidades mapuches costeras, insistieron, viven de la pesca y las algas, recursos marinos que son destinados al consumo humano, al uso medicinal y espiritual.

Además, recordaron que los pueblos originarios gozan de un derecho consuetudinario a la pesca, por ello, es obligatorio, sostuvieron, cumplir con el derecho a consulta establecido en el artículo 6° del Convenio N° 169 de la OIT, consulta que debe ser efectuada en un tiempo prudente. El presente proceso legislativo, concluyeron, ha sido inconsulto y sin participación de las comunidades de pueblos originarios. Igualmente, sostuvieron, hoy está vigente la ley que crea el borde costero marino de los pueblos originarios, ley 20.249, que entrega recursos en administración a las comunidades, por ende, puntualizaron, se debe entregar cuotas a los pueblos originarios.

Asimismo, se manifestaron en desacuerdo con la entrega a perpetuidad de licencias de pesca al sector industrial, ya que han arrasado con la biodiversidad, comportamiento similar al desarrollado por la actividad forestal en la Región. De igual manera, solicitaron terminar con el arte de pesca conocido como pesca de arrastre.

Por otro lado, señalaron que el presente proyecto de ley, no considera el repoblamiento de los recursos en alta mar. Al respecto, reclamaron la intromisión en las aguas territoriales de la XIV Región, de flotas pesqueras provenientes de la VIII Región.

Sobre el particular, exigieron una redefinición de pescador artesanal, ya que tales flotas poseen embarcaciones de hasta 18 metros de eslora, constituyéndose en verdaderos empresarios, la distinción, agregaron, debiera incluir artesanales, semindustriales e industriales.

Más todavía, añadieron, si en los registros artesanales de la Región XIV se han caducado 2.000 permisos de pesca, sin posibilidad de renovación. En el caso de Mehuín, acotaron, también deben considerarse los ríos y lagos navegables, puesto que en opinión de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura dichas aguas interiores no entran en los espacios costeros marinos, por ende, se rechazan las solicitudes. Una alternativa, propusieron, es incorporar la categoría de pescador de río.

En otro punto, alegaron que en las solicitudes de permiso se les exige la determinación de coordenadas geográficas mediante cartografías, cuyo costo bordea los $500.000, cifra imposible de solventar.

Por otro lado, reclamaron que la autoridad regional desconoce la existencia de comunidades mapuches en la Región, y la propia Subsecretaría de Pesca y Acuicultura ha trabado la aplicación de leyes, como la ley Lafquenche. La comunidad desea un diálogo franco y directo, sin embargo, hicieron presente que, si no se reconocen los derechos de los pueblos originarios, se verán obligados a ejercer acciones nacionales e internacionales para el resguardo de sus derechos.

El representante de los pescadores artesanales compartió varios de los puntos expuestos por los dirigentes de las comunidades presentes. A ello, agregó, la importancia de declarar como propiedad del Estado los recursos hidrobiológicos.

De igual forma, estuvo de acuerdo con incorporar como principio rector del nuevo marco regulatorio, la sustentabilidad, basando las decisiones en la materia, en criterios estrictamente técnicos.

Asimismo, solicitó incrementar en favor del sector artesanal, el fraccionamiento con el sector industrial, y asignar las cuotas de captura de pesca de la industria, mediante licitación.

Por otro lado, se mostró de acuerdo con la indicación aprobada en la Cámara de Diputados, que mide las cinco millas marinas reservadas para la pesca artesanal, desde las puntas más salientes. En este punto, pidió el cierre definitivo de la zona reservada. 

Reclamó por el trabajo efectuado en la zona por las consultoras, exigiendo el ejercicio de las funciones fiscalizadoras solo por entes del Estado. Además, demandó la eliminación del arte de pesca conocido como pesca de arrastre y la redefinición del sector artesanal, que reconozca la diferencia entre las distintas embarcaciones. Por último, exigió la creación de una plataforma social que incluya a los pescadores artesanales y sus familias.

- - -

El mismo día 26 de septiembre de 2012, en una segunda reunión, se escuchó en caleta Mehuín a las siguientes organizaciones y personas: señor  Marcos Ide, Presidente de la Federación de Pescadores Artesanales de Valdivia (FIPASUR); señores Raúl González, Sergio Soulodre y José Mora, Dirigentes de la Asociación de Demersales de Valdivia (ADEMARVAL);señor Manuel Machuca, Presidente del Sindicato de Tripulantes Cerqueros de Valdivia (ACERVAL); señor Juan Santana, Presidente del Sindicato de Tripulantes Artesanales de Valdivia (SITCAM); señor Joaquín Vargas, Presidente de Federación de Pescadores Artesanales de Mehuín (FEPACOM), y señor Sergio Agüero, Presidente del Sindicato Caleta El Piojo, Niebla.
El representante de la Federación Interregional de Pescadores Artesanales del Sur-Valdivia (FIPASUR), expuso que la asociación fue fundada en Niebla, el 7 de julio de 1990, y representa en la actualidad, a más de 1.150 pescadores artesanales, asociados en 22 sindicatos, una cooperativa, y una asociación gremial.

El rango jurisdiccional de la Federación, agregó, son las 4 comunas costeras de la Región de los Ríos: San José de la Mariquina, Valdivia, Corral y La Unión.

Sobre el presente proyecto de ley, opinó que la Mesa Pesquera  debería haber sancionado y firmado acuerdos por cada una de las pesquerías fraccionadas y no haber suscrito un solo acuerdo nacional. La razón, argumentó, porque hubo disidentes, como el caso de Nelson Estrada, que solo estaban en desacuerdo con las cuotas de las especies jurel y sardina-anchoveta de la Macrozona V- X regiones. Había un acuerdo de un 85%, sostuvo.

Respecto a la propiedad de los recursos marinos, observó con precaución la solicitud de declararlos como propiedad del Estado, ya que, recordó, los permisos de pesca artesanales también son indefinidos y heredables. El Registro Artesanal de Extracción (RAE), añadió, es el símil al Límite Máximo de Captura por Armador (LMCA), por tanto, también se han entregado los recursos marinos a un grupo pequeño de armadores, como el caso de la sardina en la VIII región, allí, afirmó, el RAE tiene un plazo de vigencia de 15 años y se inscribió a 250 armadores aproximadamente.

Por otro lado, se manifestó contrario a la moción parlamentaria presentada en el Senado bajo el Boletín 7926-03. Sobre el particular, llamó la atención por la complejidad del tema, la incertidumbre y división que provoca en el sector pesquero artesanal.

Luego, se refirió a las causas del estado actual de las pesquerías, entre las cuales destacó, la falta de información pesquera para la toma de decisiones, la ausencia de fiscalización en el cumplimiento de las cuotas y de las prácticas pesqueras y la falta de voluntad política del Estado de Chile para defender en el ámbito internacional el patrimonio pesquero.

En cuanto a los temas centrales del presente proyecto de ley, resaltó la importancia de la certificación para el adecuado control de las cuotas asignadas. Luego, la necesidad del fortalecimiento de la institucionalidad pesquera, sobre todo, en materia de fiscalización y control. La iniciativa legal en estudio, agregaron, solo establece excesivas regulaciones para la pesca artesanal, en especial para el mundo pelágico.

Como ejemplos de falta de fiscalización, mencionó el caso de la especie congrio dorado, que operan en las 2 unidades de pesquerías versus las capturas fuera de la unidad de pesquería (FUP); y por otro lado, la situación de la especie raya, donde embarcaciones de otras regiones operan en la XIV Región, cuando está en veda.

Otro aspecto elemental, acotó, es la necesidad de refundar el Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), ya que, sostuvo, la institución no ha podido enfrentar los requerimientos del sector pesquero. El IFOP debe efectuar una investigación pertinente, oportuna, de calidad, trasparente y cercana.

Sobre el Régimen Artesanal de Extracción, solicitaron una distribución más equitativa entre los pescadores artesanales de los incrementos acordados en la Mesa Pesquera. A su juicio, puntualizó, las mayores cuotas de captura logradas en el acuerdo de fraccionamiento debieran destinarse a las embarcaciones menores.

Por otra parte, valoró la obligación de contratar un seguro de vida para los pescadores artesanales, pero manifestó preocupación por la situación de aquellas personas mayores de 65 años, para las cuales pidió extender el beneficio.

Expresó la complejidad de la aplicación de la norma que obligará al uso del posicionador satelital, ya que en el país existe una diversidad en la pesca artesanal y realidades pesqueras distintas en las diversas Regiones.  Como ejemplo, indicó, los bacaladeros deben cumplir con tal exigencia, para poder exportar los productos a países como Estados Unidos, no obstante, declaró, no existe unanimidad sobre el tema.

Sobre el pago de patentes, declaró que si se aprueba la modificación legal propuesta para embarcaciones artesanales, los recursos fiscales debieran incrementar el Fondo de Fomento a la Pesca Artesanal (FFPA). Asimismo, exigió la creación inmediata del Instituto de Desarrollo Pesquero.

Finalmente, solicitó el respeto absoluto de la zona reservada para la pesca artesanal, sin excepciones; extender la zona de las cinco millas marinas a todo el país; y aprobar la medición de dicha área desde las puntas más salientes de la costa.

Concluyó la exposición, abogando por la creación de un Ministerio del Mar.

Por su parte, los representantes de la organización que agrupa a los pescadores de la especie bacalao, explicaron que el recurso marino era desconocido hasta fines de 1950, y fue descubierto, precisamente, por pescadores artesanales de la zona sur austral.

Por tal motivo, lamentan la depredación del recurso marino, en especial, por el mal uso de las cuotas de captura para investigación, las que ilegalmente se destinaron a la extracción y comercialización del bacalao.

Después de 20 años, declararon, no comprenden cómo la captura de la especie continúa considerándose pesca incipiente. La Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, acotaron, se ha negado sistemáticamente al cambio de categoría, sin dar mayor razón de su actuar. 

La unidad de pesquería, expresaron, necesita medidas urgentes de resguardo. Detrás de las mencionadas cuotas para la investigación se esconde un fin económico, por ello, insistieron, no puede mantenerse en categoría de pesca incipiente. Bajo esa premisa, aseguraron, empresas como Globalpesca capturó más de 3.000 toneladas el año anterior, cifra inexplicable para un rubro de investigación.

El problema aludido, manifestaron, se complementa con la falta de información sobre la pesquería del paralelo 47°S al sur. A ello, agregaron, se suma la declaración de pesca en plena explotación, desde dicho paralelo al norte.

Como propuesta recordaron las dos indicaciones presentadas a la iniciativa legal en estudio, aprobadas en la Cámara de Diputados, donde se establecía el fraccionamiento de la cuota de captura de las especies en recuperación y desarrollo incipiente, como sería el caso del bacalao, asignando un 50% a la pesca artesanal, y el 50% restante se licitaría. Lamentablemente, apuntaron, se aprobó al mismo tiempo un artículo décimo cuarto transitorio, que establece que las modificaciones incorporadas regirán con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.

De esta forma, prosiguieron, solo podrán fraccionarse las cuotas de especies que en el futuro sean declaradas en recuperación o en desarrollo incipiente, por ende, las cuotas de captura de la especie bacalao no podrán ser distribuidas conforme a tal fraccionamiento, razón por la cual, solicitaron al Senado rechazar la indicación que incorpora el artículo décimo cuarto transitorio mencionado.

Por último, se mostraron en desacuerdo con la entrega a perpetuidad de licencias de pesca para el sector industrial, y con la administración de las cuotas de pesca de investigación, cuya forma, exigieron, debe ser revisada. Asimismo, solicitaron incorporar a los pescadores artesanales dedicados a la extracción del bacalao, pertenecientes a las Regiones XI y XII.

A su turno, los representantes de las organizaciones de pescadores artesanales pelágicos, se manifestaron en contra de la restricción para operar embarcaciones de eslora superior a los 12 metros dentro de la primera milla marina, pues, históricamente han interactuado en dichas áreas, sin que se generen conflictos con las embarcaciones menores.

Declararon que resulta contradictoria la restricción, toda vez que se permite la perforación de la flota industrial en las cinco millas marinas del norte del país y en las aguas interiores del paralelo 41S al sur.

Como propuesta, plantearon la eliminación de la restricción, estableciéndose en su lugar la facultad del Consejo Zonal respectivo para establecer zonas de exclusión para la flota mayor de 12 metros de eslora, en caso de existir conflictos con embarcaciones menores.

Asimismo, solicitaron la extensión de las cinco primeras millas náuticas a todo el país, medidas desde las puntas más salientes, tal como se aprobara en la Cámara de Diputados.

Por otro lado, se mostraron en desacuerdo con las modificaciones que el presente proyecto de ley introduce en el artículo 48 A, que permitirían a la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura fijar horarios, viajes y lugares de desembarque, restringiendo la operación de la flota. Tales limitaciones, apuntaron, ni siquiera son exigidas al sector industrial.

En este punto, proponen limitar las facultades aludidas a restringir los lugares de desembarque, solo fundado en razones de tipo sanitarias.

Asimismo, se mostraron disconformes con el procedimiento de certificación privada de desembarques que se pretende imponer al sector artesanal, dado que en el sector industrial no ha significado ningún aporte a la sustentabilidad de las pesquerías, y ha sido fuertemente cuestionado.

Si bien declararon su conformidad con el objetivo de la certificación de desembarques, el ejercicio de tal función, indicaron, debe corresponder exclusivamente al Servicio Nacional de Pesca (SERNAPESCA).

En otro ámbito, manifestaron su acuerdo con la creación de los Planes de Manejo, pero a su vez, pidieron que en caso de unidades de pesquerías extensas (reineta, jurel, sardina y anchoveta Macro- Zona V-X Regiones), los acuerdos de manejo circunscritos a ciertas Regiones deben ser adoptados solamente por los involucrados en dichas Regiones, y no por todas las Regiones involucradas en la unidad de pesquería.

Igualmente, solicitaron establecer planes regionales o birregionales con el fin de hacer más efectivas las medidas que se adopten, descentralizando así, la toma de decisiones pesqueras y potenciando los roles de los consejos zonales de pesca. Para ello, agregaron, se pueden crear subunidades de pesquerías, que colaborarían a un manejo más adecuado a una parte del territorio, ejemplo, en la fijación de vedas.

Finalmente, estuvieron en contra del nuevo artículo 55 N propuesto, que dispone una doble sanción para el caso del asignatario RAE que sobrepase la cuota asignada, imponiendo una multa y el descuento de toneladas autorizadas. Ello, sostuvieron, porque atenta contra la asignación colectiva de cuota, pilar solidario de la pesca artesanal.

A su turno, el representante de los pescadores artesanales de Mehuín, al contrario de los dirigentes que le antecedieron en el uso de la palabra, se mostró de acuerdo con la protección de la primera milla marina para las embarcaciones menores a 12 metros de eslora.

Por otro lado, rechazó el apoyo de los dirigentes a los pueblos originarios del sector, ello porque solo 5 personas, basadas en la ley 20.249, conocida como ley Lafquenche, piden la reserva de todo el borde costero de la zona de Mehuín, siendo que, afirmó, más del 70% de los pescadores inscritos en el Registro Artesanal de Pesca de la zona son descendientes indígenas. Con la misma preocupación, consultó por el futuro de la pesca artesanal, si se aprueba la solicitud de los pueblos originarios para reservar las primeras 12 millas marinas a las comunidades indígenas.

Al finalizar la reunión, el representante de la Caleta El Piojo, de Niebla, solicitó una mayor fiscalización en la zona para evitar la intromisión de flotas pesqueras provenientes de otras Regiones. Hizo hincapié también, en la dificultad que representa para los pescadores artesanales, la reconversión laboral, puesto que la preparación académica de los pescadores de Niebla y Corral es deficitaria.

El día 26 de septiembre de 2012, se escuchó en caleta Queule, comuna de Toltén, a las siguientes organizaciones y personas: señor Patricio Olivares, Presidente del Sindicato de Pescadores Artesanales de Queule; señor Aldo Ulloa, Presidente del Sindicato de Pescadores Artesanales de La Barra; señor Hernán Machuca, Presidente de la Organización de Armadores y Pescadores Artesanales de Queule (SIARPESCA); señores Manuel Garrido y César Purquillanca, Dirigentes de la Caleta Queule, y señor Alfredo Caniullán, representante de los pueblos originarios.

A la señalada visita, asistió, además, el Honorable Senador señor José García Ruminot.

En primer término, los representantes del sector artesanal, destacaron que el 80% de la biomasa pelágica del país se ubicaba en la zona de Queule, principal proveedor de estas especies en la zona centro-sur. La caleta Queule no es mono productora, afirmaron, ya que es abundante en biodiversidad (jibia, cojinova, reineta, corvina, vielagay, etc.)

Sobre el presente proyecto de ley, sostuvieron que la base del nuevo marco regulatorio debiera sustentarse en la declaración de los recursos marinos como propiedad del Estado de Chile. Por tal motivo, agregaron, rechazan la entrega a perpetuidad de licencias transables de pesca para el sector industrial.

Asimismo, declararon sentirse representados por el Consejo Nacional de Defensa del Patrimonio Pesquero (CONDEPP), por ello, apoyan las medidas solicitadas por tal organización, en especial, el rechazo al fraccionamiento de cuotas de pesca acordado entre el sector artesanal y el industrial en la Mesa Pesquera convocada por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. En la Región, aseguraron, las otras dos organizaciones no consultaron a ningún representante.

Igualmente, piden la extensión de las cinco millas marinas reservadas para el uso exclusivo de la pesca artesanal a todo el territorio nacional, sin perforaciones del sector industrial. Dicha zona reservada, alegaron, debe ser medida desde las puntas más sobresalientes, tal como se aprobó en la Cámara de Diputados. También exigen la eliminación del arte de pesca conocido como pesca de arrastre.

Un punto importante, agregaron, es la protección de la primera milla marina para embarcaciones de menor eslora. Además, expresaron que, no obstante, aprobar la exigencia de certificar los desembarques, se manifiestan en desacuerdo con el uso del posicionador satelital.

Del mismo modo, solicitan el reconocimiento de los derechos históricos de los pescadores artesanales, a quienes también debe asignarse cuotas de pesca, y no solo a los armadores.

Por otra parte, rechazan la negativa del Ejecutivo a efectuar la consulta a los pueblos originarios en los términos previstos en el Convenio N° 169 de la OIT.

Como Región, sostuvieron, rechazan categóricamente la aprobación de zonas contiguas de pesca.  Si Regiones como la VIII ó XIV, apuntaron, sufren una crisis pesquera se debe exclusivamente a la mala administración de los recursos marinos, permitida por el modelo instaurado en la actual ley de pesca y acuicultura. Es importante, afirmaron, no legislar solo para la VIII Región.

En el mismo plano, rechazaron el uso de naves transportadoras, de común ocurrencia en la zona de Queule, dada la abundancia de especies marinas en el sector.

En este aspecto, demandaron una distribución más equitativa, tanto a nivel regional como local, de los fraccionamientos que pudieren acordarse con el sector industrial, debido a que en la actualidad se aprecia una enorme diferencia entre las cuotas asignadas a la VIII Región (80%) y IX Región (0,8%). Otro ejemplo, acotaron, es la distribución de la cuota de captura de la anchoveta, donde se destina solo un 0,9% a la IX Región, siendo que la presencia de la especie es de un 60% en ambas Regiones.

En otra materia, demandaron, la apertura del Registro Artesanal de Extracción (RAE), tal como se abrió en otras Regiones del país. Además, solicitan declarar como pesquería artesanal la captura de especies salmónidas. En La Barra, apuntaron, desde hace un tiempo se ha  comenzado a extraer salmón, porque en la IX Región no existe interferencia con la industria salmonera.

Dos problemas locales que los afectan, manifestaron, es la presencia del lobo marino, pues, ni el Estado ni los privados le otorgan protección, y la presencia descontrolada de tales mamíferos causa grave daño a la pesca artesanal, por lo que urge tomar medidas de resguardo o buscarle un valor agregado a su existencia.

El otro problema, acotaron, es la prohibición de pesca en los estuarios decretada por el D.S. N° 1.184, puesto que dicha pesca es sumamente relevante para la zona de Queule, comunidad ubicada en la desembocadura de un río, y cuya actividad pesquera se confunde con el mar. Por lo anterior, solicitaron reconocer en la definición de pescador artesanal, al pescador de estuario.

Finalmente, pidieron la creación de un instituto pesquero regional, de comités científicos autónomos y el desarrollo de una política alimentaria nacional basada en el consumo proteico de pescado.

El dirigente de los pueblos originarios expresó que representa a 12 comunidades de la comuna de Toltén, donde existe preocupación por el presente proyecto de ley, el cual no ha sido consultado en los términos del Convenio N° 169 de la OIT. En el mismo acto, pidió a los legisladores someter a consideración de las comunidades las normativas que se discuten en el Parlamento, evitando así futuros conflictos ciudadanos.

El día 27 de septiembre de 2012, se escuchó en Temuco, a las siguientes organizaciones y personas: señor Moisés Vilches, representante de Identidad Lafquenche, IX Región; señores Florindo Painecura y Osvaldo Nahuelpan, representante de Identidad Lafquenche, Puerto Saavedra; señor José Felipe Huenuman, representante de Identidad Lafquenche, Teodoro Schmidt; señora Mirta Ñancuñar y señor Juan Manquehuil, representante de Identidad Lafquenche, Toltén, y señores Carlos Fleite, Alcalde (S) Puerto Saavedra, y Pedro Vera, Alcalde de Carahue.

A la reunión, asistió, el Honorable Senador señor José García Ruminot.

Los representantes de los pueblos originarios agradecieron la presencia de los Senadores en la Región, tomando en cuenta el parecer de las comunidades indígenas. No obstante, advirtieron, la voluntad de los pueblos originarios presentes es el ejercicio del derecho a consulta en los términos establecidos en el Convenio N° 169 de la OIT, es decir, una consulta de buena fe, informada y con el tiempo suficiente para conocer las normativas que se pretenden implementar. 

Reclaman que desde el mes de noviembre de 2011,  han solicitado la aplicación de la normativa internacional, sin obtener respuesta favorable. El derecho a consulta de los pueblos originarios, añadieron, será cada vez más relevante, en particular, en temas relacionados con el medio ambiente, o una posible discusión sobre un nuevo Código de Aguas.

Declararon que la falta de compromiso del Ejecutivo ha impedido el avance de temas indígenas. Por ejemplo, sostuvieron, la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura respondió negativamente una solicitud de asignación de cuotas para pueblos originarios.

Por las razones anteriores, piden al Senado suspender la tramitación del presente proyecto de ley, para efectuar una consulta a las comunidades, conforme a los procedimientos que determinan los propios pueblos originarios.

Es importante, destacaron, reconocer la variedad cultural de las comunidades indígenas costeras, acostumbradas desde hace siglos a vivir en dicha zona, desarrollando actividades productivas pesqueras, principalmente de pesca de extracción y recolección de luga.

Asimismo, el mar es para el pueblo mapuche Lafquenche una fuente de espiritualidad, donde se desarrollan distintas rogativas ancestrales que deben ser respetadas.

El desarrollo y adquisición de nuevas formas de pescar, continuaron, no prescinde de los métodos culturales propios de sus pueblos. Como comunidades, concluyeron, aspiran a la aplicación de la ley 20.249, o ley Lafquenche, reconociendo la protección de las primeras 12 millas marinas para los pueblos originarios.

A continuación, los alcaldes presentes valoraron la visita y el diálogo con las comunidades de las comunas costeras de la IX Región. Los consensos, sostuvieron, permiten la promulgación de leyes justas, y la justicia trae consigo la paz y el progreso.

Asimismo, solicitaron considerar la asignación de cuotas para los pueblos originarios, asentados en las caletas de Nehuentúe y Puerto Saavedra.

Por otro lado, valoraron la instalación de la Capitanía de Puerto Carahue, en Puerto Saavedra, pero insistieron en una mayor fiscalización.

Por último, demandaron una política de desarrollo para las zonas costeras que permita el crecimiento de las comunas y mayores oportunidades laborales, evitando así, la disminución poblacional observada en el último Censo Nacional 2012.

El día 27 de septiembre de 2012, la Comisión se reunió en Lebu, Región del Biobío con las siguientes organizaciones y personas: señores Adolfo Millabur, Carlos Huaiqui, Fernando Fren, Jaime Millán e Iván Carilao, representantes de Identidad Lafquenche, VIII Región; señor Herminio Castro, Presidente de Pescadores Artesanales de Origen Mapuche; señor Sergio Maldonado, Presidente de Asociación de Armadores de Pescadores Artesanales de Lebu; señor Leonel Lucero, Presidente de Federación de Pescadores Artesanales de Arauco (FEPARAUCO); señor Saúl Lagos, Presidente de Mesa Comunal de Pesca de Lebu, y señor Lester Chávez, asesor técnico Mesa Comunal de Pesca de Lebu.
A la señalada reunión asistieron, además, el Honorable Senador señor Mariano Ruíz-Esquide, y el Honorable Diputado señor Manuel Monsalve.

A.- PUEBLOS ORIGINARIOS

Agradecieron la visita de los Senadores y la oportunidad de ser escuchados en las propias comunidades donde viven. Afirmaron que normativas de carácter indígena, como la ley 20.249 que crea el espacio costero marino para los pueblos originarios, conocida también como ley Lafquenche, es una legislación que debiera proteger los intereses de las comunidades originarias costeras, especialmente, las comunidades que se encuentran asentadas desde el Golfo de Arauco hasta Palena.

Lamentablemente, expresaron, la participación en el presente proyecto de ley no ha sido considerada, vulnerando el Convenio N° 169 de la OIT. El Estado, sostuvieron, debe reconocer el derecho a consulta que les asiste, en los términos que establece el artículo 6° del Convenio Internacional mencionado, continuaron señalando que dicho Tratado Internacional reconoce a los pueblos originarios, por ende, si el Senado no responde a las peticiones de los mismos, continuará vulnerándose la Convención.

Deploraron también, la negativa del Ejecutivo para ser escuchados, agradeciendo de paso, la defensa infructuosa ejercida por el Diputado Monsalve, para ser oídos en la Cámara de Diputados.

Valoran la visita, no obstante ello señalaron que  en cuatro días no se puede cumplir con el derecho que les asiste a ser consultados. El propio Convenio, aludieron, exige el cumplimiento de estándares internacionales que no se han cumplido a la fecha. La consulta, sostuvieron, debe ser previa, libre e informada, de buena fe, y efectuada a través de organizaciones representativas de los pueblos originarios.

Pusieron de manifiesto que este acto no constituye consulta, y si pende un plazo de vigencia de la actual ley de pesca y acuicultura, sugirieron se dicte un ley provisoria que resuelva dicha urgencia, en tanto se efectúa la mentada consulta. Los mapuches, manifestaron, tienen códigos que respetar, y desarrollan la vida en tiempos diferentes a los demás connacionales, por ello, reclamaron el respeto del Estado chileno a la forma de tomar decisiones de las comunidades indígenas.

Les interesa sobremanera, insistieron, participar en la discusión de la iniciativa legal en estudio. Hace 130 años, apuntaron, se repartió la tierra, y solo fue entregada a nacionales y extranjeros, despojando a los pueblos originarios de sus derechos ancestrales. Tal es el ejemplo de Contulmo y Capitán Pastene. En ese tiempo fueron tratados de flojos y borrachos, y hoy son acusados de terroristas.

Solicitaron cuotas de pesca, pero se les negaron, razón por la cual se sienten condenados a vivir en la pobreza, sobre todo, si carecen de acceso a los recursos marinos.

En resumen, piden suspender la tramitación del presente proyecto de ley, con el objeto de efectuar la consulta establecida en el Convenio N° 169 de la OIT.

B. SECTOR ARTESANAL 
A su vez, los representantes de los pescadores artesanales solicitaron registrar la calidad de pescador artesanal a nivel nacional, posibilitando el ejercicio de la actividad en todo el país. Asimismo, pidieron compensaciones económicas para aquellos adultos mayores que se desempeñaron en su vida laboral activa como pescadores artesanales.

Por otro lado, manifestaron dudas sobre el uso del posicionador satelital, y pidieron, para el caso que sea aprobada la exigencia del instrumento, aplicar como criterio de exigencia el tamaño de la embarcación y los recursos que extraen.

En otro ámbito, declararon la disconformidad con la entrega a perpetuidad de licencias de pesca para el sector industrial, exigiendo a la vez, eliminar la posibilidad de dividir, trasmitir y someter a cualquier negocio jurídico, las mencionadas licencias.

Además, si bien se mostraron de acuerdo en certificar los desembarques, rechazaron la intervención de entes privados en esta materia, debiendo recaer tales funciones, exclusivamente en órganos públicos.

Pidieron la eliminación de la pesca de arrastre y enfatizaron las diferencias de los pescadores artesanales propiamente tales, de las embarcaciones mayores que operan como verdaderos pescadores semindustriales.

Finalmente, demandaron la protección de los recursos naturales de la Isla Mocha, el resguardo para las embarcaciones menores de la primera milla marina, y la declaración de la especie reineta, como altamente migratoria.

El día 28 de septiembre de 2012, se escuchó en caleta Lo Rojas, Coronel, a las siguientes organizaciones y personas: señor Rosendo Arroyo, Presidente de Sindicato de Pescadores Artesanales y Buzos de Coronel (SIPARBUCOR); señor Claudio Villarroel, Presidente de Asociación Gremial Caleta Lo Rojas, Coronel; señores Cornelio Vallejos, Miguel Anjarí y Gustavo Sansara y señoras Edita Leiva, Paola Poblete y Sara Garrido, pescadores artesanales de Caleta Lo Rojas, Coronel, Lota y Coliumo; señor Patricio Santibáñez, Presidente del Sindicato de  Pescadores de Caleta Tumbes; señor Hernán Cortés, Presidente Federación de Tripulantes de Arauco (FENASPAR), Coronel; señor Manuel Núñez, Presidente del Sindicato de Pescadores de Isla Santa María, y señor Nelson Estrada, Dirigente del Consejo Nacional por la Defensa del Patrimonio Pesquero (CONDEPP).
Los representantes de los pescadores artesanales reunidos, en general, estuvieron de acuerdo en los planteamientos  expuestos. Primero, lamentaron la desaparición de actividades extractivas extinguidas por causa de la sobrexplotación.

Señalaron que la iniciativa en estudio se discutió sin considerar la opinión de los representantes de la zona, ya que, sostuvieron, el acuerdo suscrito en la Mesa Pesquera no refleja el espíritu de la pesca artesanal, por ende, no se sienten representados. El incremento acordado en el fraccionamiento será absorbido, en opinión de los presentes, por el aumento del costo operativo debido a las nuevas exigencias para la actividad (patente y posicionador satelital). 

Además, afirmaron que no es posible aceptar situaciones como las acaecidas en el norte del país, donde una sola persona es dueña del 68% de la cuota de extracción total. Por motivos como los aludidos, pidieron prorrogar el actual sistema para buscar una fórmula más satisfactoria para todos los actores de la actividad.

Dentro de las medidas para un nuevo marco regulatorio de la actividad pesquera, solicitan fortalecer la institucionalidad, en especial del Servicio Nacional de Pesca (SERNAPESCA) y la creación de un instituto de investigación pesquero financiado por el Estado

Se refirieron también, a los altos niveles de contaminación causados por las empresas termoeléctricas ubicadas en la zona, tanto así, que dudan del real alcance de la protección de la primera milla marina, ya que, declararon, nada extrañaría que fuera destinada a la instalación de nuevas centrales termoeléctricas o para áreas de manejo asignadas al sector industrial.

Se mostraron de acuerdo con el área de reserva exclusiva de la primera milla si fuera destinada al uso exclusivo de las embarcaciones menores, no obstante, los representantes de las organizaciones de pescadores pelágicos, que usan el cerco como arte de pesca,  se oponen a la medida, ya que el 80% de los recursos marinos que capturan habitan en dicha zona, como el caso de la sardina anchoveta.

Sobre el arte de pesca conocido como pesca de arrastre, una posición mayoritaria estuvo por la eliminación, sin embargo, hubo quienes propusieron mantener el arrastre, pero reservando espacios para el repoblamiento de los recursos marinos.

En su mayoría también, estuvieron contestes en declarar la propiedad estatal de los recursos hidrobiológicos, la creación de un Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal, medir la zona de las cinco millas marinas desde las puntas más sobresalientes, y establecer como principio rector de la nueva normativa pesquera, la sustentabilidad.

Asimismo, hubo acuerdo en rechazar el uso del posicionador satelital, las cámaras de video a bordo de las embarcaciones, el pago de patentes y las certificaciones de desembarques efectuadas por entes privados.

Un aspecto que generó consenso y fue reiteradamente solicitado por las diferentes organizaciones fue la mantención del criterio de unificación de pesca de la sardina y la anchoveta, aplicada por el Servicio Nacional de Pesca (SERNAPESCA) hasta el año 2011, de lo contrario, aparecerá el descarte en la pesca artesanal y no podrán extraer completamente la cuota asignada de la especie faltante, una vez completada la cuota de captura de una de ellas.

También expresaron la disconformidad con crear una categoría intermedia entre artesanales e industriales, denominada semindustriales. Al contrario, solicitaron apoyo a las embarcaciones de mayor dimensión para posibilitar la pesca aguas afuera.

Finalmente, un representante de los boteros de la Isla Santa María, solicitó agilizar el reglamento de sustitución que lleva varios meses en estudio sin ser promulgado, petición que fue apoyada, firmemente, por los presentes. Asimismo, pidió el respeto de los acuerdos de interferencia operacional, convenidos en 10 días, acuerdo que podrían establecerse en el texto legal en discusión. Igualmente, puso énfasis en una solicitud que los aqueja desde el terremoto del año 2010, que destruyó el único muelle y rampa de la isla, y aún no se reconstruye, por ello pidió oficiar al Ministerio de Obras Públicas, o al organismo estatal correspondiente, para que se cumpla con el requerimiento de los pobladores de la isla.

Por último, los distintos dirigentes hicieron hincapié en la creación de una plataforma social, con programas de fomento para la pesca artesanal y programas de reinserción laboral para ex trabajadores de la industria.

- - -

A la sesión celebrada el día 1° de octubre de 2012, asistieron invitados por la Comisión, el Profesor de la Facultad de Ciencias Biológicas, de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Dr. Bernabé Santelices;  la Subdirectora de Operaciones del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), señora Julia Ortúzar;  el Presidente del Sindicato de Observadores Científicos del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), señor Sergio Delgado;  el Dirigente del Sindicato de Trabajadores de Lota Protein, señor Oscar Sáez, y el Dirigente del Consejo de Defensa del Patrimonio Pesquero, señor Nelson Estrada.

El Profesor de la Facultad de Ciencias Biológicas, de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Dr. Bernabé Santelices, expuso sobre el despoblamiento y repoblamiento de algas. Al respecto, se refirió a la importancia actual del mercado generado por la producción de tales organismos, cuya valoración asciende a US$ 6.000 millones anuales, con una valoración global de la industria de US$ 3.000 millones y un crecimiento anual de 4% a 6%.

El uso de las algas, indicó, se destina en un 75% a la producción de alimentos para el consumo humano. En un segundo ítem, señaló, se usan en la preparación de un gel denominado ficocoloides, extraído de las paredes celulares de los organismos. Además, se ocupan para la elaboración de nutracéuticos, en la alimentación de animales (erizos, abalones, etc.), de alimento humano fresco, como fertilizantes orgánicos y para la producción de cosméticos.

Entre los usos, destacó el consumo nacional de sushi nori, cuyo componente principal es una especie de alga relacionada con el luche. También llamó la atención sobre la capacidad de los geles extraídos de las algas, para aumentar la viscosidad de los líquidos. Asimismo, apuntó, hoy se usan gelatinas de algas para enriquecer los componentes de carnes expendidas en conocidos locales de comida rápida a nivel mundial.

En los últimos años, acotó, ha habido importantes descubrimientos de productos de importancia farmacológica derivados de las algas, tales como antibióticos, antivirales, vermífugos, fuentes de yodo y vitaminas, usos anticancerígenos, entre otros.

En cuanto a la importancia ecológica de las algas, expresó que el tamaño de las mismas origina ambientes que sirven de hábitat para diversos organismos subacuáticos. En otros casos, añadió, la presencia de algas permite la existencia de un número importante de invertebrados (jaibas, locos, poliquetos, piures, etc.), panorama apreciable en las áreas rocosas de la zona central de Chile. Por ello, puntualizó, todo uso indiscriminado repercute no solo en la vida de las algas, sino también en la fauna que habita a su alrededor.

Respecto a los usos de las algas en Chile, explicó que el principal destino es la producción de geles (agar, alginate, carrageenans). La producción nacional total, apuntó, asciende a US$ 90 millones. Si bien reconoció que se ha trabajado lentamente en la incorporación de tecnologías para el cultivo de algas, existe ya en Chile la capacidad técnica necesaria para el repoblamiento de estas especies en la superficie marina adyacente al territorio nacional. Prueba de ello, graficó, es la zona de Piedra Azul, cercana a la ciudad de Puerto Montt, donde se ha introducido la especie pelillo para el cultivo, en un sector de la bahía que favorece el trabajo debido a las aguas tranquilas del lugar.

Otro uso que destacó, fue la producción de biocombustible a base de algas mediante la generación de alcohol por la fermentación de los organismos. Con la funcionalidad múltiple de las algas, argumentó, es posible pensar en un futuro próximo en el cultivo masivo de tales especies, en especial, en la zona de Puerto Montt al sur, tal como ocurre hoy en la bahía de Tokio, en Japón. Para la zona norte y central del país, señaló, también existen soluciones tecnológicas usadas en otros países, como es el caso del cultivo en estanque utilizado en Alemania.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, reconoció el significativo aporte del doctor Santelices en la investigación del repoblamiento de algas, tema de sumo interés para la Comisión, ya que se enlaza con la preocupación por resguardar el borde costero marino. Recordó las presentaciones de los profesores Dres. Castilla y Tchernitchin, quienes expusieron sobre la necesidad de preservar la primera milla marina y evitar la contaminación del mar.

Agregó también, que se conocen antecedentes sobre la erosión del suelo marino por la extracción irresponsable de algas, como ha ocurrido en ciertas zonas de la bahía de Quintero. Por tal motivo, expresó que ha sostenido conversaciones con el Ejecutivo para incorporar en el presente proyecto de ley, mediante una moción parlamentaria, un subsidio para estimular el repoblamiento de algas, y desde luego, buscar fórmulas comerciales para agregar valor al cultivo de dichos organismos, en la misma línea que ha ilustrado a la Comisión el doctor Santelices.

El Honorable Senador señor Rossi se sumó a los reconocimientos para el profesor Santelices y consultó a su vez, por los elementos esenciales que debieran contemplarse en una posible iniciativa legal sobre el repoblamiento de algas en el mar.

El Profesor de la Facultad de Ciencias Biológicas, de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Dr. Bernabé Santelices, respondió a Su Señoría que la primera necesidad a considerar es un conocimiento científico acabado de las algas, herramienta que permitirá tomar las decisiones de políticas públicas adecuadas para elaborar un plan de manejo sustentable del recurso y un control regulado de la actividad, sin incurrir en los errores cometidos en la explotación de otras especies marinas.

El Honorable Senador Sabag preguntó por su parte, por los efectos causados por las centrales termoeléctricas instaladas a orillas del mar que vierten las aguas utilizadas en los procesos productivos a una temperatura superior al hábitat marino receptor.

El Profesor de la Facultad de Ciencias Biológicas, de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Dr. Bernabé Santelices, manifestó que el daño es nocivo, no obstante, la clave para conocer la extensión del mismo es investigar la velocidad a la cual se disipa el agua caliente vertida y el territorio al que se expande el calentamiento. Ello, explicó, porque los organismos marinos del borde costero marino viven en temperaturas que fluctúan entre los 6°C y 14°C, dependiendo de la latitud geográfica, y el agua vertida supera los 25°C, por tanto, afecta a las algas y a los organismos que viven asociados a ella. El otro efecto que debe ser estudiado, opinó, es la sobrevivencia de las especies succionadas por los ductos de las centrales termoeléctricas al extraer agua desde el mar hacia la planta, materia sobre la cual no existen estudios en Chile.

El Honorable Senador señor Bianchi manifestó, a su turno, preocupación por la poda y recolección descontrolada de algas, sin la fiscalización de los organismos estatales. Sobre el particular, expresó la necesidad de regular la actividad y establecer sanciones en caso de una explotación indiscriminada de los organismos, facultad que debiera radicarse en el Servicio Nacional de Pesca (SERNAPESCA).

El Profesor de la Facultad de Ciencias Biológicas, de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Dr. Bernabé Santelices, concordó con el Honorable Senador Bianchi, ya que no existe marco regulatorio para el cultivo y extracción de algas, y reiteró la insuficiencia de investigación científica sobre la materia. Por ejemplo, apuntó, no se conocen los calendarios de reproducción y dispersión de las algas. Además, expresó, una vez que se han estudiado los organismos y se ha creado una normativa sobre la materia, es necesario implementar los mecanismos de control, en particular, para una costa como la de Chile, con más de 6.000 kms. de longitud.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, consultó por la información actual sobre la potencialidad de las algas para generar energía. Por otro lado, con el objeto de integrar al mundo académico relacionado con las algas, hizo presente al Dr. Santelices, la restructuración del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP) y la creación del Panel de Expertos Científicos, planteadas en el presente proyecto de ley.

El Profesor de la Facultad de Ciencias Biológicas, de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Dr. Bernabé Santelices, declaró que en materia de generación energética, recientemente se ha comenzado a investigar en Chile el posible potencial de las algas como biocombustible, por tal razón, apuntó, aún se desconoce la capacidad y rentabilidad de la producción energética basada en ellas. Comentó que en países como Israel, Argentina, Estados Unidos y Alemania han funcionado los proyectos de generación energética en base a biomasa proporcionada por las algas, por ende, se confía en una pronta incorporación de Chile en el emprendimiento de tales proyectos.

El Honorable Senador señor Bianchi consultó por los efectos de la disminución de la capa de ozono en las algas del borde costero de la Región de Magallanes.

El Profesor de la Facultad de Ciencias Biológicas, de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Dr. Bernabé Santelices, reconoció la existencia de ciertos estudios emprendidos por científicos de la Universidad de Magallanes, cuyo objetivo ha sido caracterizar los mecanismos defensivos utilizados por las algas para protegerse de los rayos ultravioletas, pero declaró desconocer los resultados.

El Director del Instituto de Ecología Política, señor Manuel Baquedano, preguntó al doctor Santelices por la significación de los servicios ambientales producidos por las algas.

El Profesor de la Facultad de Ciencias Biológicas, de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Dr. Bernabé Santelices, respondió que las algas absorben una cantidad de dióxido de carbono (CO²), sin embargo, no son tan eficientes en esta materia como algunas plantas terrestres tropicales. Ahora bien, destacó que si se desarrolla un cultivo de cierta dimensión de algas se obtiene como incentivo, un derecho a bono de carbono.

A continuación, la Subdirectora de Operaciones del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), señora Julia Ortúzar, expuso sobre el Censo Pesquero y Acuícola efectuado por el organismo entre los años 2008-2009. En primer término, señaló que los datos del censo pueden complementar los antecedentes entregados por el Dr. Santelices, puesto que la información recabada entrega una estadística sobre la mano de obra dedicada a la actividad pesquera y acuícola.

Por ejemplo, indicó, el censo mostró que 71.900 personas se dedican a la pesca artesanal. En el caso de recolección de algas, acotó, el número es de 13.711 personas, que corresponde a un 18% de los trabajadores del sector pesquero artesanal. Ahora bien, expresó, si solo se considera la actividad pesquera artesanal de extracción, el porcentaje se incrementa a un 25%.

Destacó que el censo fue el primero de carácter sectorial elaborado en Chile, cuyo mandante fue la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura. El año 2007, agregó, se sostuvieron diversas reuniones entre el Instituto y la Subsecretaría con el objeto de coordinar los requerimientos del estudio solicitado. Luego, añadió, en la Ley de Presupuesto del año 2008 se incorporó un ítem específico en el erario nacional para elaborar el censo, cuyo levantamiento de datos se realizó, finalmente, entre los años 2008-2009.

El objetivo general del censo, continuó, fue disponer de información demográfica, social, cultural, económica y tecnológica, que permitiera caracterizar al sector pesquero y acuicultor del país. En cuanto a los objetivos específicos, aclaró, la idea fue cuantificar el universo de personas que participan en la actividad pesquera y acuicultora, clasificadas por: recurso, lugar, temporalidad, género y arte y/o aparejo de pesca.

Además, declaró, era importante obtener información social, económica y cultural de la población vinculada directamente a la actividad pesquera y acuicultora, como también, sobre la infraestructura física (instalaciones), equipamiento (maquinarias y equipos) y tecnología de la actividad productiva. Finalmente, resaltó, era necesario obtener información agregada sobre la producción y los costos.

Asimismo, explicó que la investigación estadística correspondió a un censo de derecho, por tanto, el empadronamiento de todas las unidades involucradas se dividió en dos grandes sectores: empresariales y no empresariales. A su vez, precisó, cada uno fue separado por los siguientes subsectores de estudio, empresariales: industria de transformación, acuicultura empresarial, armadores industriales y acuicultura de menor tamaño; por su parte, las no empresariales se agruparon en: organizaciones de pescadores artesanales y pesca artesanal.

El universo de estudio del censo pesquero y acuicultor, especificó, incluye todos los establecimientos que funcionen en el país en las actividades pesqueras empresariales: industria de transformación, acuicultura empresarial, armadores industriales y acuicultura de menor tamaño. De igual forma, acotó, incluye a todas las organizaciones de pescadores artesanales que funcionen en el país y que se relacionen con actividades pesqueras artesanales.

En el caso de la pesca artesanal, añadió, se incorporó a todos los pescadores artesanales y personas dedicadas a actividades conexas a la pesca artesanal que funcionen a lo largo del país. Por el contrario, comentó, en el caso de los trabajadores asalariados, solo se incluyó una muestra probabilística estratificada de los establecimientos cuya actividad principal correspondía a las unidades empresariales censadas.

Sobre el período de referencia del estudio, hizo presente que el levantamiento en terreno fue elaborado durante los años 2008-2009, no obstante, en lo relativo a las actividades empresariales la referencia fue el ejercicio contable del año 2007.

Para levantar la información del censo, indicó que se crearon 14 formularios enfocados a cada uno de los subsectores, que fueron elaborados y validados por los principales organismos relacionados directamente con la actividad, como por ejemplo, el Instituto Nacional de Estadísticas (INE), las mesas técnicas de trabajo con: la Subsecretaria de Pesca y Acuicultura, la Confederación Nacional de Pescadores de Chile (CONAPACH), la Confederación Nacional de Federaciones de Pescadores  Artesanales (CONFEPACH), la Sociedad Nacional de Pesca A.G. (SONAPESCA) y la Asociación Chilena de Productores de Ostras y Ostiones (APOCH).

Luego mostró los siguientes resultados generales del censo: pescadores artesanales, 71.900; organizaciones de pescadores artesanales, 895; industria de transformación de más de 10 trabajadores, 282 plantas, involucrando 226 empresas; industria de transformación de menos de 10 trabajadores, 98 empresas; buques factorías, 22 naves; armadores industriales, 70 plantas, que incluyen a 65 empresas; acuicultura empresarial, 474 plantas, correspondiendo a 180 empresas; acuicultura de menor tamaño, 507 empresas; y servicios a empresas acuícolas y pesca extractiva (Región de Los Lagos y del Bío Bío), 272 empresas.

En cuanto a la mano de obra sectorial, indicó que los resultados fueron: pesca extractiva, 75.770 personas; acuicultura, 19.000 personas; industria de transformación, 57.000 personas; buques factorías, 996 personas; servicios a empresas, 11.200 personas; sumando todos los sectores un total de 164.000 personas que trabajan en actividades relacionadas con el sector pesquero.

Respecto a la distribución regional de pescadores artesanales y actividades conexas, destacó el número de ocupados en las Regiones VIII y X, que en conjunto abarcan más del 60% de los trabajadores dedicados a la pesca artesanal del país. Otro tanto ocurre, añadió, en el número de caletas y asentamientos, donde nuevamente ambas Regiones comprenden casi el 60% del total nacional.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, agradeció la exposición y solicitó a su vez, información más específica respecto del sector artesanal, distinguiendo entre los armadores y los pescadores artesanales propiamente tales. También pidió un estudio diferenciado por dimensión de embarcaciones, en especial, por las medidas propuestas en el presente proyecto de ley que buscan  resguardar determinadas zonas para pescadores artesanales de embarcaciones menores. Por último, manifestó interés por el dato referido a las personas dedicadas a la pesca artesanal que se hayan declarado como pertenecientes a pueblos originarios.

El Presidente del Sindicato de Observadores Científicos del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), señor Sergio Delgado, observó que el número de trabajadores dedicados a la pesca extractiva y la cantidad de industrias informados por el censo pesquero y acuícola no es coincidente con la realidad diaria de la VIII Región, lugar donde se desempeña como observador científico.

El Dirigente del Consejo de Defensa del Patrimonio Pesquero, CONDEPP, señor Nelson Estrada, también criticó las cifras entregadas por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE), en particular, porque no son acordes a la realidad actual, dado que el estudio fue elaborado hace más dos años. En su opinión, el número de personas dedicadas a la pesca artesanal supera extensamente las 100.000.

El Dirigente del Sindicato de Trabajadores de Lota Protein, señor Oscar Sáez, advirtió que en el informe del censo pesquero y acuícola no se consideraron los empleos perdidos como consecuencia del terremoto acaecido el año 2010, ni la disminución de puestos de trabajo por la reducción de la cuota de captura de la especie jurel.

La Subdirectora de Operaciones del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), señora Julia Ortúzar, enfatizó ante las preguntas, que los datos del censo pesquero y acuícola son del año 2007, por ello, reconoció que el terremoto de febrero de 2010 modificó las cifras en las zonas afectadas por la catástrofe. Por el motivo anterior, recalcó que las únicas cifras existentes sobre la actividad e industria pesquera son las expresadas en el censo del año 2008-2009. Asimismo, informó a los presentes que el material de trabajo, metodologías, manuales y bases de datos del censo realizado por el organismo están disponibles, íntegramente, en la página web del servicio.

El Honorable Senador señor Bianchi consultó a la Subdirectora de Operaciones del Instituto Nacional de Estadísticas (INE) si se elaboraría en el futuro un nuevo censo pesquero y acuícola.

La Subdirectora de Operaciones del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), señora Julia Ortúzar, respondió a Su Señoría que los censos no son actividades programadas periódicamente, por el INE dado que superan la capacidad de trabajo del organismo y no existe presupuesto anual asociado a tal labor. En concreto, resumió, no se ha planificado un nuevo censo pesquero y acuícola.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Horvath, sugirió contrastar la información del censo pesquero y acuícola con la obtenida en el censo nacional del año 2012, ya que, al menos, se pueden conocer los datos relativos a las ocupaciones de las personas, y así saber si se incrementó o decreció el número de trabajadores dedicados a la pesca en general.

A continuación, el Presidente del Sindicato de Trabajadores de Lota Protein, señor Sergio Orellana, agradeció la visita a la planta procesadora de la empresa, ubicada en la ciudad de Lota, y reiteró, en términos generales, los planteamientos expuestos por la empresa en la presentación efectuada en esta Comisión.

A pesar de lo anterior, quiso resaltar las observaciones de los trabajadores de la empresa, al presente proyecto de ley. En primer término, destacó que Lota Protein es una empresa pesquera instalada desde hace casi dos décadas en la ciudad de Lota, ofreciendo oportunidades en una zona con elevados índices de pobreza. Los trabajadores de la planta son todos chilenos, afirmó, e incluso la gerencia general, se encuentra radicada en la ciudad.

Lota Protein, continuó, posee una cuota de pesca cercana al 1% del total de la captura industrial. Del total de pesca que procesa, sostuvo, el 80% proviene de la pesca artesanal y de terceros. 

A pesar del tamaño de la empresa, en términos industriales, prosiguió, Lota Protein ha operado de una manera eficiente, permitiéndole ofrecer condiciones laborales de primer nivel. Al comparar el convenio colectivo firmado por el sindicato que preside, aseguró, con los convenios suscritos por otras empresas del mismo rubro, las condiciones laborales y salariales superan al resto de las pesqueras de la zona.

La empresa, declaró, ha mantenido estándares ambientales y de producción rigurosos y excelentes condiciones laborales.  Como ejemplo, graficó, en los últimos 10 años no ha habido despidos de ningún asociado y no se han cursado infracciones por prácticas antisindicales.

Como sindicato de trabajadores, señaló, se han afiliado a la Federación de Trabajadores Pesqueros (FETRAPES), organización que congrega a más de 4.000 trabajadores de la pesca industrial. En conjunto con la federación, aseveró, están impulsando un cambio a la regulación de la pesca industrial, que incluye la creación de una plataforma social para la protección de los trabajadores de la industria pesquera, financiada con fondos de la licitación de la cuota industrial, proceso que generaría aproximadamente US$ 743 millones, cifra ampliamente superior a los US$ 28 millones que se originarán por el pago de patentes y royalty propuesto en la iniciativa legal en estudio.

Sobre los efectos del presente proyecto de ley, recordó que en la discusión de la ley actualmente vigente se prometió la conservación de los recursos y mejores condiciones para los trabajadores, sin embargo, afirmó, nada de esto se cumplió.

La concentración económica de la industria pesquera, sostuvo, implica una mayor cantidad de despidos, ya que más del 90% de la cuota industrial  se concentra solo en 4 empresas (Orizon, 52,5%; Camanchaca-Bío Bío, 18 %; Blumar, 12,0%; y Marfood, 8,1%). El proceso de fusiones de empresas en la actividad pesquera, reclamó, ha significado el despido de 2.500 trabajadores de la industria en un plazo de dos años. En este mismo período, reiteró, Lota Protein no ha despedido a ningún trabajador.

Por su parte, proponen perfeccionar la actual legislación pesquera, reconociendo la propiedad de los chilenos sobre los recursos marinos y la licitación gradual de la cuota industrial. En este sentido, planteó la licitación del 100% de la cuota industrial, evitando así la colusión y concentración de la industria pesquera, fijando como límite máximo de acumulación de cuotas de pesca, un 15% por unidad de pesquería.

La sustentabilidad, indicó, también es un objetivo que debe perseguir el nuevo marco regulatorio, para ello, solicitó que las decisiones de las cuotas de captura de pesca se adopten conforme a criterios científicos independientes.

Una licitación bien diseñada, insistió, es una oportunidad para los trabajadores de la industria, dado que podrá exigirse a los futuros adjudicatarios de cuotas de captura, en las bases respectivas, que cumplan con óptimos estándares laborales, ambientales, sanitarios y de seguridad. Para el caso de incumplimiento de las exigencias mencionadas, se debiera establecer además, la pérdida de las cuotas asignadas y el pago de una multa.

En resumen, expresó, el sindicato de trabajadores que preside solicita que el presente proyecto de ley considere a los recursos marinos como propiedad de toda la nación, establezca la sustentabilidad como principio rector, cree una plataforma social para los trabajadores e implemente la licitación progresiva de la cuota industrial.

El Dirigente del Sindicato de Observadores Científicos del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), señor Guillermo Bendel, defendió el trabajo efectuado por el organismo, en especial, por los observadores científicos de terreno. Al respecto, mostró las cifras presentadas por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de las cuotas de captura de pesca de cada unidad de pesquería correspondiente al año 2010. En el gráfico, afirmó, se aprecia que las cuotas propuestas por el IFOP son inferiores a las sugeridas por la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, y aún más, muy por debajo de las aprobadas por el Consejo Nacional de Pesca.

En su opinión, el problema está en el sistema instituido para la determinación de las cuotas de captura. Además, señaló, solo el 50% de los 530 funcionarios del Instituto se dedican a labores de observación, cifra insuficiente para la necesidad de la actividad pesquera nacional. Diariamente, aseguró, personal del IFOP se embarca para efectuar observaciones científicas o tomas de muestras.

A su vez, criticó la dirección de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura porque les impiden agregar valor a los informes del instituto, reduciéndolos a la entrega de datos de la actividad. A su juicio, se requiere una institución moderna dedicada exclusivamente a la investigación, no obstante, para ello se necesita de un reconocimiento corporativo que permita superar los obstáculos presentados en el trabajo de muestreo, y evitar la contratación de personal por bajas remuneraciones. Hoy, aseveró, la Dirección Ejecutiva del IFOP contrata personal para desempeñarse como observador científico por $220.000 mensuales.

De igual forma, lamentó la facultad de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura para encomendar a una o más instituciones la administración del sistema de observadores científicos, establecida en el artículo 106 de la ley 20.625. La calidad y objetividad de los trabajadores del IFOP, sostuvo, nunca ha sido puesta en duda, y está disposición delegaría en privados la labor que hoy desempeñan.

El Presidente del Sindicato de Observadores Científicos del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), señor Sergio Delgado, manifestó la preocupación por el ejercicio de la facultad antes mencionada, ya que podría abrir un flanco de corrupción, mediante la contratación de personal sin experiencia y a bajo sueldo. Asimismo, para evitar los inconvenientes de los observadores embarcados, sugirió otorgarles el rango de oficial a bordo.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Horvath, se comprometió a estudiar la situación e informar a los demás integrantes de la Comisión. De igual forma, recordó al Sindicato de Observadores Científicos del IFOP, que la idea es promover la creación de un Instituto Nacional de Investigación Pesquera, dedicado específicamente a tal actividad, delegando las funciones de fomento en otro órgano más apropiado.

La asesora de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, señora María Alicia Baltierra, explicó que el artículo 106 aludido, no corresponde a la iniciativa legal en estudio, sino a un proyecto de ley que ya fue aprobado y publicado como ley de la República. La idea, aclaró, es que por la naturaleza privada del Instituto de Fomento Pesquero fue expresado en la ley de esa forma, pero afirmó que, no cabe duda que la Institución encargada de asumir la administración de la observación científica es el Instituto de Fomento Pesquero (IFOP).

- - -

La sesión celebrada el día 3 de octubre de 2012, se inició con un debate centrado en torno al cumplimiento del acuerdo adoptado el día 10 de septiembre de 2012, en orden a efectuar a la votación en general del proyecto en sesión de esta fecha.

Los Honorables Senadores señores García Huidobro, Rossi y Sabag fueron de opinión de mantener el acuerdo, en tanto que los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath instaron a postergar la votación en general del proyecto para el día lunes 8 de octubre en curso.

El Honorable Senador Rossi refirió que en sesión celebrada el día 10 de septiembre pasado se acordó efectuar la votación en general del proyecto de ley en  la sesión del día de hoy, relatando que en sesión de 30 de septiembre, los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath plantearon la posibilidad de postergar la misma.  Agregó que dicha petición se fundamentó en la circunstancia que el Presidente de la Comisión sostendría el jueves 4 de octubre una reunión con el Presidente de la República, y que en la ocasión se podría avanzar en materias que han surgido durante el debate y las visitas efectuadas por la Comisión a diversas regiones.  Refirió que no otorgó su asentimiento por estimar que ello implicaba una conversación previa con el Ejecutivo, con quién la Comisión ya había concordado un cronograma.

A su vez, el Honorable Senador señor García Huidobro, recordó que en sesión de 10 de septiembre concurrió a otorgar la unanimidad para posponer la votación para la sesión de hoy.

Afirmó que es necesario cumplir el acuerdo adoptado y votar en esta sesión la idea de legislar, agregando que la Comisión ha recibido y escuchado los planteamientos de todos los sectores involucrados, que cada uno de los integrantes ya se ha formado una opinión,  lo que no obsta a continuar trabajando en el perfeccionamiento del proyecto a través de la formulación de indicaciones en el segundo informe, independiente de la reunión que sostendrá el Presidente de la Comisión con el Presidente de la República.

El Honorable Senador señor Horvath señaló que la visita efectuada a Regiones reviste gran importancia para las decisiones que adopte esta Comisión, y que es preciso informar a todos los integrantes de la Comisión que no asistieron, las conclusiones,  la realidad que se observó en los lugares visitados, y los intercambios de opinión que hubo con organizaciones y comunidades con las que  se reunió, precisando que ese es el motivo por el cual solicita se postergue para la próxima sesión la votación del proyecto. 

Refirió que las realidades que se recogen  en cada lugar son diferentes a lo que se percibe en la sede legislativa o en la capital. Luego señaló que se encuentra pendiente la visita a la ciudad de Iquique y a la Isla de Pascua. 

El Honorable Senador señor Sabag se mostró partidario de continuar avanzando en la tramitación de esta iniciativa, señalando que la ley que fija el Límite Máximo de Captura por Armador vence el 31 de diciembre del presente año, en consecuencia,  los plazos se están acortando, máxime si se considera que los meses de octubre y noviembre el Congreso Nacional los dedica casi exclusivamente a la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos de la Nación.

El Honorable Senador señor Horvath informó al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo la importancia del viaje realizado por la Comisión a Punta Arenas, Puerto Aysén, Puerto Montt, Bahía de Mehuín, Queule, Temuco, Lebu y Coronel, reiterando que la realidad que se observa en regiones es distinta a la que plantean personeros en las sesiones que aquí se realizan, aseverando que se recogieron temas e ideas relevantes para tratar y debatir en esta instancia legislativa, las que podrían ser incorporadas en el segundo informe mediante la formulación de indicaciones.

Señaló que habida consideración a la reunión que sostendrá el día jueves 4 de octubre con el Primer Mandatario, tendrá la oportunidad de plantearle las materias recogidas en las visitas, por lo cual considera legítimo solicitar la postergación de la votación.

El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes, expresó que el Ejecutivo tiene cabal conocimiento de las materias abordadas en la visita a regiones, señalando que, en general, se trata de los mismos aspectos que se plantearon durante la discusión en la Cámara de Diputados. 

Agregó que hay plazos que cumplir en la tramitación de esta iniciativa, aseverando que el Ejecutivo no ha querido imponer urgencias que violenten o coaccionen el actuar del Poder Legislativo, no obstante que por tratarse de un proyecto de ley complejo, seguramente deberá cumplir con todos los trámites constitucionales existentes. 

Enseguida, expresó que  hay aspectos planteados al interior de la Comisión y también materias expuestas por Centros de Estudios con los cuales se ha reunido, que están siendo analizados por los equipos técnicos de la Subsecretaría de Pesca,  a objeto de estudiar su pertinencia técnica e incorporarlos como indicación en esta ley, o bien en una iniciativa distinta.

Añadió que la reunión con el Presidente de la República tiene por objeto consensuar ciertas materias y sacar adelante esta iniciativa con una mirada país, citando a vía de ejemplo, el proyecto de ley sobre repoblamiento de algas, de manera que el proyecto de ley en análisis, llegue a la Sala del Senado con el menor grado de conflictividad o discrepancias posibles.

El Honorable Senador señor Horvath aclaró que lo que parecían situaciones muy polarizadas en determinadas regiones, afortunadamente se fueron resolviendo de manera adecuada, tal es el caso de las reuniones con los representantes de  los pueblos originarios, que en un comienzo presentaban una actitud muy rupturista, y que no obstante ello asistieron a reuniones con la Comisión en Bahía Mehuín, Caleta Queule y Temuco, presentando un alto grado de participación. Agregó que su aporte fue muy valioso, explicando que, no obstante ello, en todos los encuentros tanto sus dirigentes como las comunidades afirmaron que las reuniones y audiencias no suplen, de manera  alguna,  la consulta que establece el Convenio N° 169 de la OIT, suscrito y ratificado por Chile . 

El Honorable Senador señor Bianchi expresó su satisfacción por la reunión que sostendrá el Ministro y el Presidente de la Comisión con el Presidente de la República, lo que da cuenta del ánimo del Ejecutivo y de esta instancia en orden a  lograr consensos. 

Agregó que el Presidente de la Comisión llevará al Presidente de la República las inquietudes planteadas en las regiones, entendiendo que algunas pueden ser acogidas y otras no, motivo por el cual cree necesario postergar la votación en general del proyecto.

Enseguida consultó al Ministro si se considerarán las proposiciones de las regiones, ya que si no hay disposición para ello, no tendría sentido dicha postergación. 

El Ministro señor Longueira recordó que en la Cámara de Diputados suscribieron un conjunto de indicaciones solicitadas por los señores parlamentarios y no suscribieron aquellas que técnicamente no eran viables. Añadió que la Cartera a su cargo  ha  trabajado los meses de agosto y septiembre en propuestas que han surgido en el debate habido en esta Comisión, debiendo sí consultar determinadas materias con otras instancias como la Dirección de Presupuestos y el Ministerio de Hacienda, aseverando que si la votación en general se efectúa en esta sesión, no cambiaría un ápice la actitud y el ánimo que inspira al Ministro que habla. 

Concluido el debate previo, y habiendo acuerdo de la mayoría para proceder a la votación en general del proyecto, los Honorables Senadores se pronunciaron respecto del fondo de la iniciativa.

El Honorable Senador señor Rossi afirmó que durante el estudio del proyecto se escuchó a las ONGs especializadas en la preservación de los recursos hidrobiológicos y de los ecosistemas marinos, todas las cuales estuvieron contestes en que estamos en presencia de una iniciativa legal que establece el principio precautorio, y avanza en la manera como intenta lograr la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos, que constituye el principio rector del proyecto, y no, como algunos piensan, el interés particular de un determinado grupo. 

Afirmó que el proyecto avanza hacia una mejor administración de un bien o recurso que pertenece a todos los chilenos de manera justa, con prescindencia de los incumbentes, como ocurre en la legislación actual en que los Consejos de Pesca tienen atribuciones decisorias en la asignación de cuotas de pesca, prescindiendo, en la mayoría de las ocasiones, de las recomendaciones de carácter científico que entrega el Instituto de fomento Pesquero, como se evidencia en reiteradas asignaciones de cuotas otorgadas por cantidades superiores a las recomendadas desde el punto de vista de la biomasa y del stock,  situación que también ha sido señalada por los Sindicatos del IFOP.

Aseveró que los Comités Técnicos Científicos constituirán un valioso aporte, en la medida que gocen de autonomía y no sean capturados por sector alguno. Añadió Su Señoría que le asiste la certeza que se avanzará en la institucionalidad de la investigación y en lo relativo a la fiscalización y a las entidades que la realizan. 

Estima que la discusión particular será la ocasión para discutir y perfeccionar aspectos como el de la propiedad de los recursos del mar, la licitación de las cuotas de pesca, la caducidad de las licencias y otros, concluyendo que votar en contra de la idea de legislar sería amparar la continuación de la carrera olímpica en nuestros espacios marítimos.

El Honorable Senador señor Bianchi expresó que el hecho que esta iniciativa no sea promulgada con antelación al  31 de diciembre no significa volver a la carrera olímpica, sino que solamente continuar con  la situación actual.

Señaló que, a su juicio, se ha perdido una valiosa oportunidad al no considerar el trabajo que se hizo en regiones, añadiendo que es la primera vez que una Comisión realiza un trabajo tan exhaustivo en terreno, el que no ha sido conocido ni considerado por los Honorables miembros de la Comisión.

Asimismo, refirió que estando pendiente una reunión que se realizará el día de mañana, entre el Presidente de la Comisión y el Presidente de la República,  para llegar a  acuerdos y aunar criterios, no logra entender tanta premura por efectuar la votación, máxime si la misma puede realizarse el lunes 8, y de igual manera se daría cumplimiento a los plazos de tramitación del proyecto.

Concluyó señalando que por respecto a las regiones votará negativamente la idea de legislar.

El Honorable Senador señor Horvath, en primer término lamentó el tenor de la discusión de esta sesión, señalando que si se hubiera esperado el informe sobre la visita a regiones esto no hubiera ocurrido.

Enseguida, destacó las materias que a su juicio deben ser incorporados en la presente iniciativa legal para debatir en la etapa previa a la votación en general del proyecto en la Sala, toda vez que en esa instancia se logra el mayor grado de acuerdo entre el Ejecutivo y el Poder Legislativo.

Los temas que deben consignarse en la iniciativa legal en estudio son los siguientes:

1) Establecer una norma que disponga que los recursos hidrobiológicos que se encuentran en los espacios marítimos sometidos a la jurisdicción nacional, son de propiedad del Estado de Chile, evitando así que por la vía de la transferencia u otros medios éstos pasen a pertenecer a otro país.

2) Fijar un plazo de duración a las Licencias de Pesca Transferibles, de manera que no tengan el carácter de indefinidas; debiendo considerar un período razonable de tiempo que permita a las empresas recuperar sus inversiones en naves, en plantas y que garantice la continuidad laboral.  Agregó que si el titular de la licencia no ha incumplido normas laborales o atentado contra los recursos hidrobiológicos se podrá renovar la misma, también por un período limitado sin necesidad de legislar nuevamente.

3) Reafirmar que las decisiones de la administración pesquera estén sujetas estrictamente a criterios científicos, de manera de garantizar que no exista discrecionalidad alguna que pueda atentar contra la sustentabilidad de los recursos.

4) En el sector de la pesca artesanal es preciso efectuar una revisión en materia de fraccionamiento de las cuotas, ya sea entre regiones, entre los sectores o entre los mismos pescadores artesanales u otros.

5) En relación a la modificación propuesta para medir las cinco millas reservadas a la pesca artesanal, que propone cambiar la línea de referencia de las bases rectas por la de las puntas más prominentes, señaló que ésta podría tener un sentido práctico en caletas, pero no como principio general. Añadió que esta modificación sí tiene sentido para resguardar la pesca artesanal en sectores en que la han desarrollado históricamente y con antelación a la pesca industrial. 

6) En relación a la reserva de la primera milla, aseveró que puede tener un área de influencia para los pescadores artesanales que tienen naves menores a los 12 metros, pero no puede ser un principio general para toda la costa chilena, ya que hay sectores a los cuales los pescadores artesanales nunca podrán acceder.

En esta materia, precisó, debe hacerse un ajuste distinto para aquellas caletas donde efectivamente los boteros y los pescadores dueños de naves de menos de 12 metros de eslora tienen un radio de acción mayor, extendiendo la reserva más allá de la milla.

Afirmó que desde Puerto Montt hacia el Sur del paralelo 41° 28, ésta reserva no tiene sentido en torno a las islas, fiordos y canales, aseverando que sí es relevante reservar para las embarcaciones menores, áreas determinadas de ese mar interior en torno al área de influencia de las caletas y de determinados canales.Destacó que si este objetivo no se alcanza a lograr en este proyecto de ley, por lo menos la materia en comento debe quedar sujeta a zonificación.

7) En lo que respecta a los pescadores artesanales, relevó la importancia de incorporar en este proyecto de ley una contundente plataforma social, destacando la incorporación del contrato a la parte para los tripulantes, otorgándoles participación de la cuota extraída. Además, está el tema de la previsión y de los seguros.

8) Considerar en este proyecto de ley la actividad pesquera artesanal que se realiza en estuarios y zonas intermareales, efectuando una definición de la misma.

9) También en lo que respecta a los pescadores artesanales que poseen naves inferiores a 12 metros, el proyecto debe contemplar los mecanismos para mejorarlas, y de este modo otorgar mejor calidad de vida a sus tripulantes, permitiendo equipar las embarcaciones con cuchetas y otros implementos, sin que ello implique, de manera alguna,  un cambio de categoría de la nave.

10) En materia industrial, junto con realizar un reconocimiento a la actividad histórica desarrollada por la industria, opinó que es necesario garantizar el libre acceso de cualquier ciudadano a la actividad pesquera extractiva industrial. Para ello propone incorporar un mecanismo de licitación obligatorio y gradual que oportunamente detallará.

11) Asimismo, señaló que es necesario asegurar que llegue una determinada cantidad de productos del mar a las pequeñas y medianas industrias procesadoras de alimento para consumo humano, lo cual no significa asignar cuotas, pero sí establecer un mecanismo de modo de evitar la extinción de estas plantas procesadoras, como está ocurriendo actualmente.

12) Incorporar una efectiva plataforma social para los trabajadores del sector industrial, cuyo objeto será la formación y desarrollo de competencias, y la reconversión laboral.

13) Destacó que existe el compromiso del Ejecutivo en orden a ingresar en los próximos meses un proyecto de ley que crea el instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal.

14) También destacó el  compromiso del Gobierno de otorgar los recursos necesarios para el repoblamiento de las algas y presentar un proyecto de ley en la materia, destacando la importancia de reconstituir los ecosistemas costeros, tal como lo reafirmó en esta Comisión el Premio Nacional de Ciencias, doctor Bernabé Santelices.

15) Asimismo, solicitó al Gobierno la pronta realización de un estudio que determine los impactos de la pesca de arrastre, de manera de conocer la manera cómo se puede eliminar gradualmente estas artes de pesca que dañan los peces y los ecosistemas marinos.

16) Un tema especialmente sensible, aseveró, es la participación de los Pueblos Originarios, señalando que la Comisión ha tomado contacto y ha escuchado a representantes del pueblo Lafkenche, Huilliche, Kaweskar y los Rapa Nui, quienes han manifestado que en relación a este proyecto deben ser consultados en conformidad al Convenio 169 de la OIT, con todos sus requisitos y estándares. 

Agregó que la Comisión ha trabajado en la materia, haciéndoles entrega de un documento objetivo elaborado por la BCN, que contiene la historia de la normativa pesquera, la legislación actual y las disposiciones contenidas en el proyecto en estudio, a objeto que tengan la posibilidad de participar en el proceso legislativo, destacando que esta participación no sustituye a la consulta.

En esta materia, solicitó que una vez que el Ejecutivo o el Poder legislativo establezca el procedimiento para aplicar el Convenio referido, se realice una consulta relativa a materias pesqueras, borde costero, zonificación y reservas marinas. En relación a la aplicación de la ley N° 20.249, que crea el espacio costero de los pueblos originarios, señaló que una vez que las comunidades acreditan la pesca extractiva como uso consuetudinario, debiera entregárseles cuotas de pesca.

17) Fortalecer la institucionalidad de las entidades públicas del sector pesquero. Señaló que en el caso del Servicio Nacional de Pesca el régimen  laboral y de remuneraciones de su personal no se condice con la importancia económica y social del sector al que fiscalizan.

Agregó que en el caso del Instituto de Fomento Pesquero la situación aún es peor, ya que se faculta a la Subsecretaría de Pesca para encomendar a instituciones privadas la administración del sistema de observadores a bordo, y otras facultades que menoscaban la acción del personal del Instituto. Por tal razón, recabó la transformación del mismo en un Instituto Nacional de Investigación Pesquera.

Concluyó señalando que entiende que el Gobierno tiene una buena disposición para dar resolución a los temas señalados, motivo por el cual anunció su voto favorable a la iniciativa. 

- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado con los votos favorables de los Honorables Senadores señores García- Huidobro, Horvath, Rossi y Sabag, y con el voto en contra del Honorable Senador señor Bianchi.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la siguiente forma:

1) Incorpóranse los siguientes artículos 1°A y 1°B, nuevos, en el Título I:

“Artículo 1°A.- El objetivo de esta ley es propender a la conservación y al uso sustentable de los recursos hidrobiológicos, mediante la aplicación del enfoque precautorio, de un enfoque ecosistémico en la regulación pesquera y la salvaguarda de los ecosistemas marinos en que existan esos recursos. 

Artículo 1°B.- En el marco de la política pesquera nacional y para la consecución del objetivo establecido en el artículo anterior, se deberá tener en consideración al momento de adoptar las medidas de conservación y administración así como al interpretar y aplicar la ley, lo siguiente:

a) establecer objetivos de largo plazo para la conservación y administración de las pesquerías y la evaluación periódica de la eficacia de las medidas adoptadas.

b) aplicar en la administración y conservación de los recursos hidrobiológicos el principio precautorio, entendiendo por tal:

i) Se deberá ser más cauteloso en la administración y conservación de los recursos cuando la información científica sea incierta, no confiable o incompleta,y

ii) No se deberá utilizar la falta de información científica suficiente, no confiable o incompleta, como motivo para posponer o no adoptar medidas de conservación y administración.

c) aplicar el enfoque ecosistémico para la conservación y administración de los recursos pesqueros, entendiendo por tal un enfoque que considere la interrelación de las especies predominantes en un área determinada.

d) Administrar los recursos pesqueros en forma transparente, responsable e inclusiva.

e) recopilar, verificar, informar y compartir en forma sistemática, oportuna, correcta y pública los datos sobre los recursos hidrobiológicos, las pesquerías y su medio ambiente. 

f) considerar el impacto de la pesca en las especies asociadas o dependientes y la preservación del medio ambiente acuático.

g) procurar evitar o eliminar la sobreexplotación y la capacidad de pesca excesiva.

h) fiscalizar el efectivo cumplimiento de las medidas de conservación y administración.

i) procurar minimizar la extracción de fauna acompañante, los descartes, la captura ocasionada por artes o aparejos de pesca extraviados o abandonados, y el impacto de la pesca en otras especies o sobre los ecosistemas marinos más vulnerables.”.

2) En el artículo 2°:

a) Deróganse los numerales 20), 31), 32), 37) y 43).

b) Modifícase el numeral 21), agregando entre las palabras “hidrobiológicas” y “que”, la frase “que ocupan temporal o permanentemente un espacio marítimo común con la especie objetivo, y”.

c) Reemplázase en el numeral 25) la expresión “Reconstrucción” por “Turismo”.

d) Agrégase el siguiente inciso final al numeral 29):

“Las capturas obtenidas mediante pesca de investigación no serán consideradas en la determinación de las asignaciones futuras que se efectúen de acuerdo con esta ley.”.

e) Reemplázase en el numeral 46) la frase “previos informes técnicos de la Subsecretaría de Pesca y del Consejo Nacional de Pesca.” por “previo informe técnico de la Subsecretaría.”, e incorpórase la siguiente frase final, pasando el punto aparte (.) a ser seguido (.): “Un reglamento establecerá los procedimientos, metodología y criterios que se considerarán en su determinación, los que deberán propender a lograr estimaciones de alta calidad estadística.”.

f) Incorpórase el siguiente numeral 58):

“58) Punto biológico de referencia: valor o nivel estandarizado que tiene por objeto evaluar el desempeño de un recurso desde una perspectiva de la conservación biológica de un stock, pudiendo referirse a: a) biomasa, b) mortalidad por pesca, o c) tasa de explotación.

La determinación de estos puntos se deberá efectuar, mediante decreto del Ministerio, según la determinación que efectúe el Comité Científico Técnico.”.

g) Incorpórase el siguiente numeral 59):

“59) Estado de situación de las pesquerías: Pesquería subexplotada: aquella en que el punto biológico de referencia actual es mayor en caso de considerar el criterio de la biomasa, o menor en el caso de considerar los criterios de la tasa de explotación o de la mortalidad por pesca, al valor esperado del rendimiento máximo sostenible y respecto de la cual puede obtenerse potencialmente un mayor rendimiento. Pesquería en plena explotación: aquella cuyo punto biológico de referencia está en o cerca de su rendimiento máximo sostenible. Pesquería sobreexplotada: aquella en que el punto biológico de referencia actual es menor en caso de considerar el criterio de la biomasa o mayor en el caso de considerar los criterios de la tasa de explotación o de la mortalidad por pesca, al valor esperado del rendimiento máximo sostenible, la que no es sustentable en el largo plazo, sin potencial para un mayor rendimiento y con riesgo de agotarse o colapsar. Pesquería agotada o colapsada: aquella en que la biomasa del stock es inferior a la biomasa correspondiente al punto biológico de referencia límite que se haya definido para la pesquería; no tiene capacidad de ser sustentable y cuyas capturas están muy por debajo de su nivel histórico, independientemente del esfuerzo de pesca que se ejerza.”.

h) Incorpórase el siguiente numeral 60):

“60) Rendimiento máximo sostenible: mayor nivel promedio de remoción por captura que se puede obtener de un stock en forma sostenible en el tiempo y bajo las condiciones ecológicas y ambientales predominantes.”.

i) Incorpórase el siguiente numeral 61):

“61) Uso sustentable: es la utilización responsable de los recursos hidrobiológicos, de conformidad con las normas y regulaciones locales, nacionales e internacionales, según corresponda, con el fin de que los beneficios sociales y económicos derivados de esa utilización se puedan mantener en el tiempo sin comprometer las oportunidades para el crecimiento y desarrollo de las generaciones futuras.”.

j) Agrégase el siguiente numeral 62):

“62) Contrato a la parte o Sociedad a la parte: Forma de asociación destinada a la realización de actividades extractivas que considera el aporte de los socios en embarcaciones, materiales, implementos, financiamiento y trabajo y el posterior reparto de las utilidades que genera la jornada de pesca en función de la contribución que cada persona realizó.”.

k) Incorpórase el siguiente numeral 63):

“63) Embarcación de transporte: Nave utilizada para el traslado de capturas de embarcaciones pesqueras, desde la zona de pesca hasta el puerto de desembarque. Estas embarcaciones deberán inscribirse en el registro especial que para estos efectos llevará el Servicio.”.

l) Incorpóranse los siguientes numerales 64) y 65):

“64) Política Pesquera Nacional: Directrices y lineamientos mediantes los cuales el Ministerio orienta a los organismos competentes en materia pesquera en la consecución del objetivo de lograr el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos.

65) Informe Técnico: Acto administrativo mediante el cual el órgano competente expresa los fundamentos de orden científico, técnico, económico y social, si corresponde, que recomiendan la adopción de una medida de conservación o administración u otra que establezca esta ley. Los datos e información que sustentan el informe técnico serán públicos, así como el informe técnico, el que, además deberá estar publicado en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.”.

3) En el artículo 3°:

a) 
Reemplázase en el inciso primero la frase “Consejo Zonal de Pesca que corresponda” por “Comité Científico Técnico, correspondiente” y elimínanse las palabras “y aprobaciones”.

b) Modifícase el inciso segundo de la letra a), agregando a continuación de la palabra “biológicos” la expresión “que serán determinados por el respectivo Comité Científico Técnico”, e incorpórase el siguiente inciso tercero:

“Veda extractiva por especie o por sexo en un área determinada. Esta veda sólo se podrá establecer inicialmente por un periodo de hasta dos años y deberá contar con un informe técnico del Comité Científico correspondiente. En caso de renovación de la misma, se establecerá por el período que determine el Comité Científico respectivo.”.

c) Reemplázase la letra c) por la siguiente:

“c) Fijación de cuotas anuales de captura por especie en un área determinada o cuotas globales de captura. Podrán establecerse fundadamente las siguientes deducciones a la cuota global de captura:

- Cuota para investigación: Se podrá deducir para fines de investigación hasta un 2% de la cuota global de captura para cubrir necesidades de investigación. Para lo anterior, la Subsecretaría deberá informar al Consejo Nacional de Pesca los proyectos de investigación para el año calendario siguiente y las toneladas requeridas para cada uno de ellos. Dicho listado deberá publicarse en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría. 

- Cuota para imprevistos: Se podrá deducir para imprevistos hasta un 2% de la cuota global de captura al momento de establecer la cuota o durante el año calendario. Los criterios para la asignación de esta reserva por la Subsecretaría serán propuestos por ésta y aprobados por la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional de Pesca y se publicará en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.

Las deducciones a que se refieren los párrafos anteriores se efectuarán de la cuota global anual de captura en forma previa al fraccionamiento de la cuota entre el sector pesquero artesanal e industrial.

En la determinación de la cuota global de captura se deberá:

1. Mantener o llevar la pesquería hacia el rendimiento máximo sostenible considerando las características biológicas de los recursos explotados.

2. Fijar su monto dentro del rango determinado por el Comité Científico Técnico en su informe técnico, que será publicado a través de la página de dominio electrónico del propio Comité o de la Subsecretaría.

3. Cualquier modificación de la cuota global de captura que implique un aumento o disminución de la misma, deberá sustentarse en nuevos antecedentes científicos, debiendo someterse al mismo procedimiento establecido para su determinación.”.
d) Elimínanse en la letra d) las expresiones “y reservas” y “y el artículo 48 letra b)”.

e) Agrégase una nueva letra e), pasando la actual letra e) a ser letra f), del siguiente tenor:

“e) Declaración de Reservas Marinas, mediante decreto del Ministerio del Medio Ambiente.”.

4) Reemplázase en el artículo 4° la frase “del Consejo Zonal de Pesca que corresponda” por “del Comité Científico Técnico”. 

5) Agréganse los siguientes artículos 4° A y 4° B:

“Artículo 4° A.- La Subsecretaría deberá, en el mes de marzo de cada año, elaborar un informe sobre el estado de situación de cada pesquería que tenga su acceso cerrado, declarada en estado de plena explotación, recuperación o desarrollo incipiente. El informe se deberá efectuar de conformidad con las definiciones del estado de situación de las pesquerías contenidas en esta ley, las medidas de administración y la investigación desarrollada durante el periodo. Dicho informe deberá publicarse en su página de dominio electrónico.

Artículo 4° B.- El Servicio deberá, en el mes de marzo de cada año, elaborar y publicar en su página de dominio electrónico un informe sobre las actividades de fiscalización realizadas el año anterior en las pesquerías con su acceso cerrado y administradas con cuotas globales de captura, cualquiera sea la forma como se administren.”.  

6) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8°.- Para la administración y manejo de las pesquerías que tengan su acceso cerrado, así como las pesquerías declaradas en régimen de recuperación y desarrollo incipiente, la Subsecretaría deberá establecer un plan de manejo, el que deberá contener, a lo menos, los siguientes aspectos:

a) Antecedentes generales, tales como el área de aplicación, recursos involucrados, áreas o caladeros de pesca de las flotas que capturan dicho recurso y caracterización de los actores tanto artesanales como industriales y del mercado.

b) Objetivos, metas y plazos para mantener o llevar la pesquería al rendimiento máximo sostenible de los recursos involucrados en el plan.

c) Estrategias para alcanzar los objetivos y metas planteados, las que podrán contener:

i) Las medidas de conservación y administración que deberán adoptarse de conformidad a lo establecido en esta ley, y

ii) Acuerdos para resolver la interacción entre los diferentes sectores pesqueros involucrados en la pesquería.

d) Criterios de evaluación del cumplimiento de los objetivos y estrategias establecidos. 

e) Estrategias de contingencia para abordar las variables que pueden afectar la pesquería.

f) Requerimientos de investigación y de fiscalización.

g) Cualquier otra materia que se considere de interés para el cumplimiento del objetivo del plan.

Para la elaboración de la propuesta, implementación, evaluación y adecuación, si correspondiere, del plan de manejo, la Subsecretaría constituirá un Comité de Manejo que tendrá el carácter de asesor y será presidida por el funcionario que el Subsecretario designe al efecto. Dicho Comité deberá estar integrado por tres representantes de los pescadores artesanales inscritos en la pesquería involucrada, debiendo provenir de regiones distintas en caso que haya más de una involucrada; tres representantes del sector pesquero industrial que cuenten con algún título regulado en la ley sobre dicha pesquería, debiendo provenir de regiones o unidades de pesquería distintas en caso que haya más de una involucrada; un representante de las plantas de proceso de dicho recurso; y un representante del Servicio. Un reglamento determinará la forma de designación de los integrantes de dicho Comité. 

El Comité de Manejo deberá establecer el periodo en el cual se evaluará dicho plan, el que no podrá exceder de cinco años de su formulación.

La propuesta de plan de manejo deberá ser consultada al Comité Científico Técnico correspondiente, quien deberá pronunciarse en el plazo de dos meses de recibida. El Comité de Manejo recibirá la respuesta del Comité Científico y modificará la propuesta, si corresponde. La Subsecretaría aprobará el plan mediante resolución, y sus disposiciones tendrán carácter de obligatorio para todos los actores y embarcaciones regulados por esta ley que participan de la actividad.

En el plan de manejo se podrá considerar un procedimiento de certificación de la información de desembarque a que se refiere el artículo 63 de esta ley, para aquellas pesquerías que no contemplen un sistema obligatorio, el cual será efectuado conforme a las reglas establecidas en el artículo 64 E y será obligatorio para todos los participantes de la pesquería.”.

7) Derógase el artículo 9°.

8) En el artículo 9° bis:

a) Sustitúyese al final del inciso primero la expresión “artículo 9°” por “artículo 8°”.

b) Modifícase el inciso quinto de la siguiente forma:

i) Reemplázanse la expresión “una mesa de trabajo público privada” por “un Comité de Manejo”, y la expresión “Dicha mesa deberá estar integrada” por “Dicho Comité deberá estar integrado”.

ii) Incorpórase la siguiente oración final, pasando el punto aparte a ser una coma (,): “así como un representante de las plantas de proceso, un representante de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, un representante del Servicio y un representante de las comercializadoras.”.

9) Incorpórase el siguiente artículo 9°A:

“Artículo 9°A.- En los casos en que una pesquería, de conformidad con los puntos biológicos de referencia determinados, se encuentre en estado de sobreexplotación o agotada, se deberá establecer dentro del plan de manejo un programa de recuperación que deberá considerar, a lo menos, lo siguiente: 

a) Evaluar y establecer los objetivos y metas para la recuperación de la pesquería en el largo plazo y de forma transparente; y establecer un sistema de evaluación del cumplimiento de tales metas y objetivos;

b) Evaluar la eficacia de las medidas de administración y conservación y establecer los cambios que deberían introducirse a fin de lograr el objetivo de la recuperación de la pesquería;

c) Evaluar la eficacia del sistema de control de la pesquería y definir los cambios que deberían introducirse para aumentar su eficacia en caso que ésta no sea bien evaluada;

d) Evaluar la investigación científica desarrollada y establecer los cambios que deberían introducirse, si ello es pertinente;

e) Tener en cuenta los efectos económicos y sociales de la adopción de las medidas propuestas, y

f) Considerar las medidas de mitigación y compensación para pescadores artesanales, tripulantes de naves especiales y trabajadores de planta.

Una vez establecido el programa de recuperación de la pesquería, éste se deberá evaluar con la periodicidad establecida en el respectivo plan de manejo.”.

10) En el artículo 19:

a) Reemplázase en la letra a) la conjunción “y” que se encuentra entre las palabras “explotación” y “encontrarse” por la conjunción “o”, y agrégase la siguiente expresión al final de la oración: “y del Párrafo I del Título IV”.

b) Reemplázase en la letra c) la expresión “con su acceso transitoriamente cerrado” por “o con su acceso transitoriamente cerrado por los artículos 20 y 50 de esta ley”.

c) Incorpórase la siguiente letra f): 

“f) Por no tener el recurso solicitado distribución geográfica en el área solicitada conforme al informe fundado del Comité Científico Técnico correspondiente.”.

11) En el artículo 21:

a) Elimínanse las palabras “estado de”, y

b) Sustitúyese la frase “con la aprobación por mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional y del Consejo Zonal de Pesca que corresponda.” por “previa consulta al Comité Científico Técnico correspondiente, y a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda.”.

12) En el artículo 22:

a) Elimínanse las palabras “estado de”, y

b) Reemplázase la frase “semestralmente en el Diario Oficial” por “anualmente en su sitio de dominio electrónico”.

13) Reemplázase el artículo 24 por el siguiente: 

“Artículo 24.- Durante la vigencia del régimen de plena explotación se suspenderá la recepción de solicitudes y el otorgamiento de autorizaciones de pesca, así como la inscripción en el Registro Artesanal en las regiones y unidades de pesquería artesanal y su fauna acompañante, si correspondiere. Lo anterior, sin perjuicio de la declaración de vacantes en el Registro Artesanal establecido en el artículo 50.”.

14) Sustitúyese el artículo 25 por el siguiente:

“Artículo 25.- Los titulares de autorizaciones de pesca, habilitados para desarrollar actividades pesqueras en pesquerías declaradas en plena explotación o en pesquerías con su acceso transitoriamente cerrado, podrán sustituir sus naves pesqueras. Para estos efectos, el Ministerio, por decreto supremo, previo informe técnico de la Subsecretaría y consulta al Consejo Nacional de Pesca, establecerá el Reglamento que fije las normas correspondientes.”.

15) En el artículo 26:

a) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:

“Dichas cuotas se establecerán de acuerdo al procedimiento de la letra c) del artículo 3°.”.

b) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:

“Las cuotas globales anuales de captura no podrán ser objeto de modificación, a menos que existan nuevos antecedentes científicos que la funden, debiendo efectuarse con el mismo procedimiento del inciso anterior.”.

16) Derógase el artículo 27.

17) Sustitúyese el artículo 28 por el siguiente:

“Artículo 28.- Para determinar las toneladas que cada titular de licencias transables de pesca clase A puedan capturar en cada año calendario, se multiplicará el coeficiente de participación relativo por la fracción industrial de la cuota de captura de la respectiva unidad de pesquería. 

Mediante Resolución de la Subsecretaría, se establecerá, anualmente, el universo de titulares, arrendatarios y meros tenedores inscritos en el Registro de Licencias a que se refiere esta ley, al 20 de diciembre de cada año.”.

18) Incorpórase el siguiente artículo 28 A:

“Artículo 28 A.- Para los efectos tanto de la aplicación de la licencia transable de pesca como de los permisos extraordinarios de pesca, se deberá fijar anualmente una cuota global de captura para cada una de las unidades de pesquería administradas bajo este sistema, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley.”.

19) Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:

“Artículo 29.- Las naves que se utilicen para hacer efectivos los derechos provenientes de licencias transables de pesca o de los permisos extraordinarios de pesca, sea que cuenten o no con autorización de pesca de conformidad a esta ley, deberán inscribirse previamente en el Registro que para estos efectos llevará el Servicio. La inscripción en el Registro de Naves habilitará a la nave a operar en la unidad de pesquería que corresponda a la licencia transable de pesca o al permiso extraordinario de pesca, por un período equivalente al de la vigencia de dicha licencia o permiso. No obstante, en cualquier momento la nave podrá desinscribirse y volverse a inscribir ya sea por el mismo titular, o por otro.

La nave deberá estar inscrita a nombre de un solo titular en un viaje de pesca.

Las naves que se inscriban en el Registro deberán estar matriculadas en Chile y cumplir con las disposiciones de la Ley de Navegación. Asimismo, deberán cumplir con las disposiciones vigentes de esta ley y con el procedimiento que establezca el Servicio.”.

20) Sustitúyese el artículo 30 por el siguiente:

“Artículo 30.- Las licencias transables de pesca serán divisibles, transferibles, transmisibles y susceptibles de todo negocio jurídico.

Las licencias transables de pesca se deberán inscribir en un Registro Público que llevará la Subsecretaría en un soporte electrónico y estará disponible en su sitio de dominio electrónico.

Las transferencias, arriendos o cualquier acto que implique la cesión de derechos de las licencias de pesca, deberán inscribirse en el Registro señalado, previa verificación de la solicitud, a la que deberá adjuntarse el certificado del pago de la patente de pesca, y de no tener deudas por concepto de multas de las sanciones administrativas establecidas en esta ley, y de la escritura pública o del instrumento privado autorizado ante Notario, en el que conste el acto respectivo. La Subsecretaría recabará información sobre valores de transferencias y arriendos con fines estadísticos.

En el evento que la solicitud de inscripción no cumpla con los requisitos señalados en el inciso anterior, se devolverán los antecedentes al peticionario.

Los actos jurídicos a que se refiere el inciso anterior no serán oponibles a terceros mientras no sean inscritos de conformidad con el presente artículo.

La Subsecretaría tendrá un plazo de 5 días para resolver, contado desde la fecha de ingreso de la solicitud de inscripción del acto jurídico que tiene por objeto la licencia transable de pesca.

La unidad mínima de división de las licencias transables de pesca respecto de las cuales podrá recaer algún acto jurídico será un coeficiente de 0,00001.

Sin perjuicio de otros negocios jurídicos, la prenda sin desplazamiento se someterá a las normas de la ley N° 20.190.”.

21) Incorpórase el siguiente artículo 30 A:

“Artículo 30 A.- En el Registro a que se refiere el artículo anterior, se inscribirán además los embargos y prohibiciones judiciales que recaigan sobre las licencias, encontrándose la Subsecretaría impedida de inscribir cualquier acto jurídico que se solicite con posterioridad a la inscripción de las medidas antes señaladas y mientras éstas se encuentren vigentes.

La Subsecretaría deberá emitir los certificados que sean requeridos por los interesados, respecto del estado en que se encuentren las licencias transables de pesca.”.

22) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 31 la conjunción copulativa “y” por una coma (,) entre la expresión “autorización de pesca” y “el permiso”. Asimismo intercálase entre las expresiones “extraordinario de pesca” y “no garantizan” la siguiente: “y licencia transable de pesca”.

23) Sustitúyese el artículo 32 por el siguiente:

“Artículo 32.- La licencia transable de pesca se hará efectiva en las unidades de pesquerías determinadas de conformidad a esta ley con los artes y aparejos de pesca y la fauna acompañante establecidas en las autorizaciones de pesca original. Los porcentajes de fauna acompañante se fijarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° letra e) de la presente ley.”.

24) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:

“Artículo 33.- El titular de licencia transable de pesca podrá capturar las especies asociadas al arte de pesca definidas por resolución de la Subsecretaría, que no se encuentren declaradas en régimen de plena explotación, desarrollo incipiente o recuperación. 

En caso que alguna de las especies asociadas se encuentren administradas mediante licencia transable de pesca o permisos extraordinarios de pesca, el titular deberá contar con dicha licencia o permisos para hacer efectiva su operación de pesca, a lo menos en la proporción establecida por la Subsecretaría. Asimismo, el titular de una autorización de pesca deberá contar con la licencia transable de pesca o permisos extraordinarios de aquellas especies asociadas para ejercer la actividad.”.

25) Incorpórase el siguiente artículo 34 A: 

“Artículo 34 A.- Tratándose de pesquerías altamente migratorias y transzonales, según los tratados internacionales sobre la materia ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, para desarrollar actividades pesqueras extractivas en el área de alta mar aledaña a la zona económica exclusiva sobre dichas especies, se deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a) Contar con autorización de la Subsecretaría para ejercer actividades en áreas de alta mar, o aledañas a la zona económica exclusiva.

b) La nave con la cual se ejerzan dichas actividades extractivas debe estar matriculada en Chile, de conformidad con las disposiciones de la Ley de Navegación.

c) Dependiendo del régimen de administración de la pesquería, quien ejerza la actividad pesquera debe contar, ya sea con una autorización de pesca, licencia transable de pesca o permisos extraordinarios de pesca, según corresponda.

d) Cumplir con las normas de conservación, manejo y cumplimiento, establecidas de conformidad a esta ley, así como con las normas de conservación, manejo y cumplimiento que hayan sido adoptadas por tratados internacionales de los cuales Chile es parte, y que sean aplicables.”.

26) Derógase el artículo 35.

27) Intercálase en el artículo 36 entre las expresiones “permiso extraordinario” y “durante el año” la siguiente: “o licencia transable de pesca”.

28) Intercálase en el artículo 37 entre las expresiones “permiso extraordinario” y “terminare” la siguiente: “o licencia transable de pesca”.

29) Reemplázase en el artículo 38 la frase “con la aprobación por mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional y Zonal de Pesca que corresponda”, por “previo informe del Comité Científico Técnico y consulta a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda”.

30) En el artículo 39:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “con consulta al Consejo Zonal de Pesca y con la aprobación de la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional” por “y consulta al Comité Científico Técnico correspondiente y a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda”. Asimismo, reemplázase la expresión “cuota global anual de captura” por “fracción industrial de la cuota global de captura”.

b) Agrégase en el inciso segundo la siguiente frase final, pasando el punto aparte a ser punto seguido: 

“Este régimen no será aplicable a las pesquerías en plena explotación administradas con licencias transables de pesca.”.

c) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando los actuales a ser sexto, séptimo y octavo: 

“Para estos efectos, se entenderá por pesquería en recuperación aquella que se encuentra sobreexplotada y sujeta a una veda extractiva de, a lo menos tres años, con el propósito de su recuperación, y en las cuales sea posible fijar una cuota global de captura.
Declarado el régimen, se deberá determinar el fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector pesquero artesanal y aquella parte de cuota que se subastará. Para lo anterior, se deberá determinar el coeficiente de participación del sector pesquero artesanal en la pesquería con anterioridad al establecimiento de la veda. Para este efecto, se dividirá la sumatoria de las capturas efectuadas en el área de la unidad de pesquería del sector artesanal en los tres años anteriores a la fecha del establecimiento de la veda por la sumatoria de la totalidad de capturas efectuadas en dicha área.

La subasta a que se refiere este artículo se aplicará en la parte de la cuota global una vez descontada la cuota que corresponda al coeficiente de participación artesanal regulado en el inciso anterior, multiplicado por la cuota global establecida para un año determinado.”.

31) En el artículo 40:

a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “con consulta al Consejo Zonal de Pesca y con la aprobación por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional” por “y consulta al Comité Científico Técnico correspondiente y a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda”. Asimismo, reemplázase la expresión “cuota global anual de captura” por “fracción industrial de la cuota global de captura”. 

b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, y así sucesivamente:

“Se entenderá por pesquería incipiente aquella sujeta al régimen general de acceso en la cual se pueda fijar una cuota global de captura, en que no se realice esfuerzo de pesca o éste sea en términos de captura anual menor al 10% de dicha cuota.

La subasta regulada en este artículo se efectuará sobre el 50% de la cuota global de captura de la pesquería. El otro 50% de la cuota global de captura se deberá reservar para ser extraída por el sector pesquero artesanal por un periodo de tres años. Si al cabo de dicho periodo el sector pesquero artesanal no ha capturado la totalidad de la cuota asignada a dicho sector, se deducirá el porcentaje no capturado e incrementará el porcentaje licitado.”.  

c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:

“Al momento de la declaración de la pesquería en este régimen, se deberá abrir el Registro Pesquero Artesanal en las regiones correspondientes a la unidad de pesquería, por un plazo de 120 días, en caso que estuviese cerrado. Al término de dicho plazo se deberá cerrar el Registro en todas sus categorías.”.

32) Incorpórase el siguiente artículo 40 A:

“Artículo 40 A.- A los adjudicatarios de la subasta a que se refieren los artículos 39 y 40, se les otorgará un permiso extraordinario de pesca, que les dará derecho a capturar anualmente, a partir del año calendario siguiente al de la licitación, hasta un monto equivalente al resultado de multiplicar la cuota global anual de captura correspondiente por el coeficiente determinado en el permiso extraordinario de pesca en la unidad de pesquería respectiva.

A los permisos extraordinarios de pesca se les aplicará lo dispuesto en los artículos 30 y 30 A.”.

33) Agréganse en el Párrafo 4° del Título III los siguientes artículos 40 B, 40 C, 40 D y 40 E: 

“Artículo 40 B.- Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, cuyas naves inscritas sobrepasen las toneladas autorizadas a capturar para un año calendario, se le sancionará administrativamente con una multa equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por el doble del exceso, expresado en toneladas. Asimismo, lo capturado en exceso por el infractor se le descontará de las toneladas autorizadas a capturar para el año calendario siguiente. En el evento que el sancionado no cuente con una licencia o permiso extraordinario que lo habilite a realizar actividades extractivas o ésta sea insuficiente, el descuento se reemplazará por una multa equivalente a lo que resulte de multiplicar el número de toneladas que debía descontarse por cinco veces el valor de sanción de la especie respectiva.

Con todo, la sanción de descuento siempre se hará efectiva en la cuota asignada vía licencia transable de pesca o permiso extraordinario, aun cuando el infractor titular, arrendatario o mero tenedor, la haya enajenado durante la secuela del procedimiento sancionatorio o de reclamación judicial, salvo que la sanción o la existencia del procedimiento sancionatorio se haya inscrito al margen de la inscripción en el registro a que se refiere el artículo 30 con posterioridad a la enajenación, arrendamiento o cambio de tenedor.

Artículo 40 C.- Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, cuyas naves inscritas desembarquen y no informen sus capturas de acuerdo con el procedimiento a que se refiere el artículo 63; no dé cumplimiento al procedimiento de certificación a que se refiere el artículo 64 E de esta ley; o realice sus capturas con una nave no inscrita, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de la siguiente forma: a) una parte de la multa será a todo evento de 250 unidades tributarias mensuales y, b) la otra parte de la multa será equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas del recurso hidrobiológico que hayan sido objeto de la infracción.

Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, cuyas naves inscritas para capturar efectúen descartes en contravención a las normas de esta ley, o efectúen operaciones de pesca extractiva en áreas de reserva artesanal no autorizadas conforme al artículo 47 de esta ley o efectúen capturas en una unidad de pesquería distinta a la inscrita, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de conformidad con el procedimiento del inciso anterior, pero aplicando en la multiplicación el doble de las toneladas que hayan sido objeto de la infracción.

Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca que efectúe operaciones de pesca sin estar inscrito en el Registro del artículo 29, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará con el procedimiento del inciso anterior.

En caso que no puedan establecerse las toneladas objeto de la infracción, en la determinación de la multa se aplicará el resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas promedio de las capturas desembarcadas por viaje de pesca de la nave en el año inmediatamente anterior.  Si la nave no operó durante el año calendario anterior se considerará el promedio de dos naves que tengan las mayores capturas por viaje de pesca y de similares características náuticas, arte o aparejo de pesca y pesquería objeto de la infracción.  Tratándose de buques fábrica, será el promedio de las capturas informadas para un período de cinco días del período o año calendario inmediatamente anterior.

El titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, que sea condenado por práctica desleal o antisindical o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, será sancionado con una multa de 100 a 250 unidades tributarias mensuales. También se sancionará con una multa de 50 a 150 unidades tributarias mensuales al contratista o subcontratista que incurra en estas prácticas. Igual multa se aplicará a la empresa que simule la contratación de trabajadores a través de terceros o realice contratos de trabajo no señalados explícitamente en la normativa vigente.

Artículo 40 D.- En el evento de que el titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca cometa más de dos infracciones de este párrafo en dos años calendario consecutivos, cualquiera sea su naturaleza, se le sancionará con la suspensión por un año del ejercicio de su licencia de pesca, sin perjuicio de las sanciones previstas en los artículos anteriores.

Artículo 40 E.- Las sanciones administrativas serán aplicadas conforme al procedimiento contenido en el artículo 55 O y siguientes de esta ley.”.

34) En el artículo 43:

a) Reemplázase en el inciso segundo la frase “dos cuotas iguales, pagaderas en los meses de enero y julio” por “el mes de marzo”.

b) Elimínase el inciso quinto.

35) Reemplázase el artículo 43 bis por el siguiente:

“Artículo 43 bis.- Los titulares de licencias transables de pesca clase A pagarán anualmente en el mes de marzo una patente de beneficio fiscal por cada una de las naves inscritas de conformidad con el artículo 29 de la presente ley, la que será equivalente a 0,44 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves de hasta 80 toneladas de registro grueso; de 0,55 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves mayores a 80 y de hasta 100 toneladas de registro grueso; de 1,1 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves mayores a 100 y de hasta 1.200 toneladas de registro grueso; y de 1,66 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso, para naves mayores a 1.200 toneladas de registro grueso. Se exceptuarán de este pago las naves que cuenten con autorización de pesca y paguen la patente a que se refiere el artículo 43.”.

36) Agrégase el siguiente artículo 43 ter:

“Artículo 43 ter.- Los titulares de licencias transables de pesca clase A, pagarán anualmente en el mes de julio, además de la patente a que se refiere el artículo anterior, un impuesto específico cuyo monto corresponderá al número de toneladas que tengan derecho a extraer, de conformidad con el coeficiente de participación que representen sus licencias, multiplicado por el tipo de cambio observado de Estados Unidos de América al último día hábil del mes de junio anterior y multiplicado por el resultado más alto obtenido en las letras a) o b) siguientes:

a) El 3,3 por ciento del valor de sanción asociado a la especie respectiva contenido en el decreto exento N° 1108, de 2011, del Ministerio de Economía, multiplicado por el valor de la UTM a diciembre de 2011 y dividido por el valor del dólar observado de Estados Unidos de América del 30 de diciembre de 2011, ambos valores publicados por el Banco Central de Chile, multiplicado por el cuociente entre el último valor anual del índice estimado por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO) asociado a dicha especie o el que lo reemplace, y dividido por el valor de este mismo índice en el año 2011 o, a falta de éste, el más cercano a esa fecha. En el caso de la merluza de tres aletas se considerará el mismo procedimiento anterior, considerando el valor de sanción contenido en el decreto exento del Ministerio de 2012 y ajustando los valores de UTM y dólar para el año 2012.

b) El resultante de aplicar el siguiente polinomio:
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Donde:
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 es el impuesto específico unitario por especie que el titular deberá pagar por las toneladas equivalentes a sus licencias transables de pesca clase A en el año correspondiente o año, expresado en dólares de Estados Unidos de América por tonelada.
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es el impuesto específico unitario asociado al año anterior.
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 es el factor de reajuste calculado como el cuociente entre el último valor anual del índice estimado por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO) asociado a dicha especie o el que lo reemplace, dividido por el valor de este mismo índice en el año anterior.

Para los efectos de los cálculos de las letras a) y b), a cada especie se le asociará el índice que se lista a continuación:

Jurel, Anchoveta, Sardina común y Sardina española: “FAO Fish Price Index, Pelagic excluding tuna”;

Merluza común, Merluza de tres aletas, Merluza del sur, Merluza de cola y Congrio dorado: “FAO Fish Price Index, whitefish”;

Camarón naylón, Langostino colorado y Langostino amarillo: “FAO Fish Price Index, shrimp”.
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 son aquellas toneladas, de la fracción industrial de la cuota global de captura, que por subastas o cualquier otro acto o contrato que transfiera la propiedad o ceda el uso o goce temporal de licencias clase A o B, al 31 de diciembre del año anterior o t-1 se encuentran inscritas por primera vez o a nombre de un titular distinto al titular inscrito al 1 de enero de ese año en el registro a que hace referencia el artículo 30, ya sea como dueño, arrendador o titular del uso o goce a cualquier título, siempre que dichos titulares  fueren partes no relacionadas, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores. En caso que no se registren licitaciones o transacciones o éstas no produzcan el resultado señalado precedentemente, el valor de esta variable será igual a cero.
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 son las toneladas, de la fracción industrial de la cuota global de captura, que no fueron objeto de subastas o transacción alguna durante el año anterior o que, de haberlas, no produjeron el efecto señalado en la definición anterior.
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 son las toneladas de la fracción industrial de la cuota global de captura, es decir, la suma de(
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 es el promedio ponderado por toneladas de los valores de adjudicación de subasta de licencias clase B y de los precios anualizados de las enajenaciones, arriendos o cualquier acto entre partes no relacionadas, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, que implique la cesión de derechos de las licencias clase A y B, de acuerdo al Registro a que hace referencia el artículo 30, ocurridas durante el año anterior al del cálculo de la patente. Este valor deberá expresarse en dólares de Estados Unidos de América por tonelada ocupando el dólar observado del día de la transacción.

Para los efectos de anualizar los precios a que alude el inciso anterior, se utilizará un factor de descuento anual de 10 por ciento. Para el cálculo del promedio ponderado se usarán los valores equivalentes a dólares de Estados Unidos de América por tonelada.

A fin de determinar el precio de cesión de derechos de las licencias clase A y B en el caso de las enajenaciones de derechos sociales, acciones u otro título representativo del capital o utilidades de la sociedad o persona jurídica titular de la licencia, el nuevo titular deberá informar al Servicio de Impuestos Internos el precio total de la transacción y el precio que se le asignó a la o las licencias respectivas dentro de ella.  El Servicio de Impuestos Internos podrá tasar el precio asignado a la o las licencias respectivas en los términos de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario.

Para los efectos del inciso anterior, la determinación del nuevo titular en el caso de sociedades anónimas abiertas, se efectuará según lo dispuesto en el Título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores y, en el caso de las sociedades anónimas cerradas, según lo dispuesto en la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas. 

El valor del impuesto específico calculado según lo dispuesto en este artículo se informará en junio de cada año mediante Resolución del Ministerio. Este impuesto específico será de competencia del Servicio de Impuestos Internos y se regirá por las disposiciones del Código Tributario. En caso que se otorguen licencias transables de pesca clase A por primera vez en una pesquería, el impuesto específico unitario que regirá para el primer año de vigencia de dicha licencia será el establecido en el literal a).

Un reglamento regulará el procedimiento interno para el cálculo del impuesto establecido en este artículo y en el artículo 43.

Si para un año determinado, el Servicio constata que en una pesquería los desembarques totales capturados por el sector industrial fueron un 50 por ciento o menos de las toneladas que representa de la fracción industrial de la cuota global de captura, deberá informarlo públicamente antes del 31 de marzo del año siguiente mediante resolución.

Dicha constatación permitirá a todos los armadores industriales de esa pesquería, que no hayan capturado el 100% de sus licencias transables de pesca clase A, solicitar un crédito para el pago del impuesto específico del año siguiente.

Dicho crédito será igual al 50% del impuesto específico que hayan pagado por la diferencia entre las toneladas de sus licencias transables de pesca clase A y lo efectivamente capturado.”.

37) En el artículo 46:

a) Elimínase en el inciso primero la expresión “27”.

b) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Los pagos anuales correspondientes a las licencias transables de pesca a que se refiere el artículo 37 se pagarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 43 ter.”.

38) Reemplázase en el inciso primero del artículo 47 la frase “las líneas de base normales” por “las puntas más salientes de la costa”.

39) Incorpórase el siguiente artículo 47 bis:

“Artículo 47 bis.- No obstante lo establecido en el artículo anterior, la primera milla marina del área de reserva artesanal, entre el límite norte de la República y el grado 41°28,6’ de Latitud Sur quedará reservada para el desarrollo de actividades pesqueras extractivas de embarcaciones de una eslora total inferior a 12 metros.

No obstante lo establecido en el inciso anterior, cuando en una o más zonas específicas dentro del área de una milla, no haya actividad pesquera artesanal efectuada por embarcaciones de eslora inferior a 12 metros, o si la hubiere, sea posible el desarrollo de actividad pesquera artesanal por naves de mayor eslora a las establecidas en el inciso anterior, sin que interfieran con la actividad pesquera existente, podrá autorizarse transitoriamente el ejercicio de actividades por embarcaciones de una eslora mayor a 12 metros. En ningún caso podrán autorizarse actividades pesqueras artesanales que afecten el fondo marino. 

La autorización indicada en el inciso anterior se deberá efectuar a través del procedimiento contemplado en los planes de manejo, con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva. En caso que no exista acuerdo entre los pescadores artesanales que operan en el área indicada en el inciso primero, se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo del Consejo Zonal de Pesca involucrado.

Si se extiende la operación de los pescadores artesanales en los términos indicados en el inciso anterior, se deberá establecer la obligatoriedad del uso del sistema de posicionamiento satelital y de certificación de capturas de las embarcaciones que operen. Además se podrán establecer restricciones de áreas de operación, número o tamaño de las embarcaciones.”.

40) Deróganse las letras a) y b) del artículo 48.

41) Sustitúyese el artículo 48 A por el siguiente:

“Artículo 48 A.- El Subsecretario podrá, mediante resolución fundada:

a) organizar días o períodos de captura, los que podrán ser continuos o discontinuos.

b) limitar el número de viajes de pesca por día.

c) establecer horarios y lugares de desembarques. Para estos efectos se deberá considerar la habitualidad de las operaciones pesqueras extractivas, a fin de no interferir en ellas.”.

42) Sustitúyese el inciso quinto del artículo 50 por los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos, pasando los actuales a ser séptimo y octavo, y así sucesivamente:

“Podrá extenderse el área de operaciones de los pescadores artesanales a la región contigua, cuándo éstos realicen actividades pesqueras en las otras regiones. Para establecer esta excepción, se deberá efectuar a través del procedimiento contemplado en los planes de manejo, con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva y que registren desembarques en los últimos tres años, y con consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda.  En caso que no exista acuerdo entre los pescadores artesanales de las distintas regiones, se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo de los Consejos Zonales de Pesca involucrados.

En cualquier caso que se autorice, se deberá establecer la obligatoriedad del uso del sistema de posicionamiento satelital, con excepción de las embarcaciones inscritas en recursos bentónicos, y de certificación de capturas de las embarcaciones que operen. Además, se podrán establecer restricciones de áreas de operación, número o tamaño de las embarcaciones.”.

43) En el artículo 50 B:

a) Intercálase en su inciso quinto, entre las expresiones “El reemplazante deberá” y “cumplir, en todo caso,” la siguiente: “ser pescador artesanal inscrito en el Registro Artesanal en cualquiera de sus categorías y”.

b) Agrégase el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando el actual a ser octavo, y así sucesivamente: 

“El Servicio deberá llevar un Registro Público de las solicitudes y reemplazos autorizados, por región.”.

c) Elimínase su inciso final.

44) Incorpóranse los siguientes artículos 50 C y 50 D:

“Artículo 50 C.- Los pescadores artesanales propiamente tales y los buzos, deberán contar con un seguro de vida vigente contra riesgo de muerte accidental e invalidez. Se eximirá de dicha obligación a los pescadores y buzos mayores de 65 años de edad.

El pescador que no cuente con el seguro no podrá desarrollar actividades pesqueras extractivas a bordo de embarcaciones artesanales. La embarcación artesanal sólo podrá zarpar si la totalidad de su tripulación cuenta con dicho seguro.

Artículo 50 D.- Los armadores de embarcaciones artesanales de una eslora total igual o superior a 12 metros, pagarán una patente equivalente a las unidades tributarias mensuales que se determinan en las letras siguientes por cada tonelada de registro grueso de la nave:

a) 
Embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros e inferiores a 15 metros, equivalente a 0,2 unidades tributaria mensuales.

b) 
Embarcaciones de una eslora igual o superior a 15 metros, equivalente a 0,4 unidades tributarias mensuales.

El valor de la unidad tributaria mensual será el que rija al momento del pago efectivo de la patente, el que se efectuará en dos cuotas iguales pagaderas en los meses de enero y julio de cada año calendario.

Los armadores artesanales que hayan incurrido en un gasto de inversión por adquisición e instalación de un sistema de posicionador satelital de conformidad con el artículo 64 B, podrán descontar de la patente el 100% de dicho gasto, por una sola vez, durante el o los años siguientes.

Asimismo, podrán descontar hasta el 50% del gasto operacional del sistema de posicionador satelital.

Los armadores que paguen por la certificación de desembarque a que se refiere el artículo 64 E, podrán descontar del pago de la patente hasta el 50% del gasto de dicha certificación.

El Servicio deberá requerir la documentación necesaria que acredite los gastos incurridos para hacer efectivo este beneficio fiscal e informar a la Subsecretaría.

En ningún caso los descuentos establecidos en los incisos anteriores, podrán superar el valor total de la patente anual.

Asimismo, estos descuentos no serán aplicables en aquella parte en que el armador haya recibido un subsidio o asignación del Estado en la adquisición del equipo del sistema de posicionador.”.

45) En el artículo 55:

a) Intercálase la siguiente letra e) nueva, pasando la actual a ser letra f): 

“e) Si el armador artesanal no paga la patente pesquera a que se refiere el artículo 50 C por dos años consecutivos.”.

b) Reemplázase en la letra e), que pasa a ser f), la expresión “dos años” por “tres años”.

c) Agrégase el siguiente inciso final:

“En el plazo de dos meses a contar de la Resolución del Servicio a que se refiere el inciso primero, la Subsecretaría deberá dictar la Resolución estableciendo el número de vacantes, si procede de conformidad al artículo 50 inciso séptimo de esta ley.”.

46) En el inciso primero del  artículo 55 B, reemplázase la palabra “proyecto” por “plan”; agrégase, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “solicitada”, la frase “el que deberá comprender, a lo menos, un estudio de situación base de ésta en conformidad con el Reglamento a que se refiere el artículo 55 D,”, y sustitúyese la expresión “no podrá exceder del plazo de la destinación respectiva.”, por la frase “será de carácter indefinida, mientras no se incurra en las causales de caducidad establecidas en esta ley.”.

47) En el artículo 55 D:

a) En el inciso primero reemplázanse la expresión “El reglamento” por la frase “El funcionamiento de este régimen será establecido por un reglamento, el cual además”, y la palabra “proyectos” por “planes”; y agrégase a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “explotación” la frase “los informes de seguimiento que deben entregar las organizaciones de pescadores artesanales titulares del área, el cual tendrá una periodicidad de no menos de un año ni más de tres y dará cuenta de la evaluación del desempeño biológico pesquero del área, las acciones de manejo señaladas que puedan realizarse en el área respectiva, de conformidad con el plan aprobado”. 

b) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “proyecto” por “plan”, las dos veces en que aparece, y agrégase a continuación de la expresión “porción de agua” la siguiente: “y fondo de mar”.

48) Derógase el artículo 55 F.

49) Reemplázase el artículo 55 G por el siguiente:

“Artículo 55 G.- Las organizaciones de pescadores artesanales titulares de un área de manejo podrán renunciar a ella en favor de otras organizaciones de pescadores artesanales inscritas de conformidad con el artículo 55 A.

Para estos efectos, en el instrumento en el cual se efectúe la renuncia y cesión del área de manejo deberá constar la manifestación de voluntad de la mayoría absoluta de los integrantes de la respectiva organización de pescadores artesanales, debiendo, en todo caso, ser suscrito ante notario público.

Asimismo la organización de pescadores artesanales que continúe explotando el área de manejo deberá estar constituida por, a lo menos, el 80% de los integrantes de la organización de pescadores artesanales renunciante.”.

50) En el artículo 55 H:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “un área de manejo, por alguna de las causales previstas en el artículo 144” por la siguiente: “un plan de manejo y explotación, de conformidad con el artículo 144”.

b) Incorpórase el siguiente inciso tercero:

“Asimismo, en caso de caducidad del área de manejo y explotación de recursos bentónicos por alguna de las causales previstas en el artículo 144 bis, dicho sector no podrá volver a ser propuesto para su establecimiento de acuerdo al artículo 55 A, por un plazo de 5 años, contado desde la fecha de la resolución que declare la caducidad.”. 

51) Agrégase el siguiente párrafo 4° al Título IV de la ley, pasando el actual a ser Párrafo 5°: 

“Párrafo 4°

Del Régimen Artesanal de Extracción

Artículo 55 I.- Además de las facultades de administración de los recursos hidrobiológicos establecidas en el Párrafo Primero del Título II y de lo previsto en el artículo 48, en las pesquerías que tengan su acceso suspendido conforme a los artículos 50 ó 33 de esta ley, podrá establecerse por decreto, previo informe técnico de la Subsecretaría y consulta al Consejo Zonal  de  Pesca respectivo, y con consulta o a solicitud de  las organizaciones de pescadores artesanales, un sistema denominado "Régimen Artesanal de Extracción".  Este régimen consistirá en la distribución de la fracción artesanal de la cuota global de captura en una determinada Región, ya sea por área o flota, tamaño de las embarcaciones, caleta, organizaciones de pescadores artesanales o individualmente.

Para estos efectos se considerarán, según corresponda, los pescadores artesanales debidamente inscritos en el Registro Pesquero Artesanal en la respectiva pesquería, la caleta, la organización, o el tamaño de las embarcaciones.

La distribución de la fracción artesanal de la cuota global se efectuará por Resolución del Subsecretario, de acuerdo a la historia real de desembarques de la Caleta, Organización, pescador artesanal o tamaño de las embarcaciones, según corresponda, y teniendo en cuenta la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos.

No obstante lo anterior, en caso de catástrofe natural declarada por la autoridad competente, la Subsecretaría podrá no considerar el o los años durante los cuales estuvo vigente dicha declaración para efectos de determinar la historia real de desembarque. Del mismo modo, la Subsecretaría no considerará las capturas que se imputen a la reserva de la cuota global anual fijada para efectos de atender necesidades sociales urgentes, establecida de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero de la letra c) del artículo 3°.

Una vez establecido el Régimen Artesanal de Extracción, el Subsecretario podrá, por Resolución, organizar días de captura, los que podrán ser continuos o discontinuos.

Artículo 55 J.- Para la distribución de la cuota regional se considerará uno o más de los siguientes criterios:

a) desembarques informados por cada embarcación al Servicio de conformidad con el artículo 63 de esta ley en un período determinado.

b) antigüedad de la inscripción del armador artesanal o buzo inscrito en la pesquería, siempre y cuando haya registrado capturas en el mismo período.

c) habitualidad de la embarcación en la pesquería, entendiendo por tal los viajes de pesca, alternados o continuos, determinado de acuerdo al promedio anual regional de la pesquería, según se establezca por resolución del Servicio.

d) número de pescadores artesanales, número de embarcaciones artesanales o buzos inscritos en el Registro para la pesquería respectiva en la región.

No obstante lo anterior, siempre se deberá considerar el criterio contemplado en la letra a).

Para la determinación del coeficiente de participación, la Subsecretaría, mediante resolución, fijará el o los criterios y sus ponderaciones. Asimismo, podrá aplicar factores de corrección si corresponde. La información que sirva de antecedente para dicha determinación deberá publicarse por un período de un mes en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría y mantenerse disponible en las oficinas de las Direcciones Zonales de Pesca que corresponda, por igual período.

Artículo 55 K.- Los pescadores artesanales que puedan ser afectados por la resolución que se dicte en base a los antecedentes publicados según lo dispuesto en el artículo anterior, podrán interponer en el plazo de tres meses, contado desde el término del plazo de la publicación de la información que establece el artículo anterior, con antecedentes fundados, un recurso de reposición ante la Subsecretaría, y jerárquico en subsidio ante el Ministerio, el cual deberá fundarse en que la publicación de la información es inexacta, errónea o incompleta.

Dicho recurso deberá indicar y acompañar los antecedentes en los que se funda y no será admitido a trámite si no se cumple con este requisito.

La Subsecretaría deberá resolver en el plazo de un mes contado del vencimiento del plazo de interposición del recurso antes señalado y dicha resolución se notificará mediante carta certificada al interesado y se publicará en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría.

En caso que la Subsecretaría rechace el recurso y se haya interpuesto un recurso jerárquico en subsidio, deberá elevar los antecedentes al Ministerio para que resuelva el recurso jerárquico en el plazo de tres meses. La Resolución del Ministerio se notificará por carta certificada y se publicará en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.

Artículo 55 L.- Vencido el plazo de publicación de la información a que se refiere el artículo 55 J, o resueltos los recursos administrativos establecidos en el artículo anterior, en su caso, la Subsecretaría dictará una resolución que señalará los coeficientes de participación y las toneladas determinadas para el respectivo año que le corresponden a cada pescador artesanal y a cada tipo de régimen según corresponda. 

Si durante el año de establecimiento del régimen, los coeficientes de participación se modifican con posterioridad al vencimiento de los plazos, esto no alterará la asignación del resto de los asignatarios, acreciendo la cuota. 

A partir del segundo año de aplicación del régimen, la resolución se dictará una vez adoptada la cuota global de captura para la especie respectiva.

A partir del segundo año de aplicación del régimen, la resolución se dictará una vez adoptada la cuota global de captura para la especie respectiva.

Artículo 55 M.- En caso de muerte de un pescador artesanal, si no se ha reservado la vacante de conformidad con el artículo 55, su coeficiente se redistribuirá al año siguiente a prorrata entre los beneficiarios del régimen en la región.

Artículo 55 N.- Al pescador de una asignación individual artesanal o a los pescadores artesanales titulares de una asignación colectiva, cualquiera sea la forma de ésta, que sobrepasen las toneladas autorizadas a capturar para un año calendario, se les sancionará administrativamente con una multa equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por el doble del exceso, expresado en toneladas. Asimismo, lo capturado en exceso se descontará de las toneladas autorizadas a capturar para el año calendario siguiente. En el evento que el sancionado no cuente con una asignación artesanal que lo habilite a realizar actividades extractivas o ésta sea insuficiente, el descuento se reemplazará por una multa equivalente a lo que resulte de multiplicar el número de toneladas que debía descontarse por cuatro veces el valor de sanción de la especie respectiva.

Con todo, la sanción de descuento siempre se hará efectiva en la cuota asignada, aun cuando el infractor titular, arrendatario o mero tenedor, la haya enajenado durante la secuela del procedimiento sancionatorio o de reclamación judicial, salvo que la sanción o la existencia del procedimiento sancionatorio se hayan inscrito al margen de la inscripción en el registro a que se refiere el artículo 30 con posterioridad a la enajenación, arrendamiento o cambio de tenedor.

Los pescadores que sean titulares de una asignación colectiva, cualquiera sea ésta, serán solidariamente responsables de la infracción a que se refiere el inciso anterior.

Al pescador cuyas naves desembarquen y no informen sus capturas de acuerdo con el procedimiento a que se refiere el artículo 63, cuando corresponda, o no dé cumplimiento al procedimiento de certificación, cuando corresponda, a que se refiere el artículo 64 E de esta ley, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de la siguiente forma: a) una fracción de la multa a todo evento de 30 unidades tributarias mensuales en las naves de hasta 12 metros y de 60 unidades tributarias mensuales en las demás embarcaciones artesanales y, b) una fracción de la multa equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas de recurso hidrobiológico que hayan sido objeto de la infracción.

Al pescador, cuyas naves efectúen descarte en contravención a las normas de esta ley, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de conformidad con el procedimiento del inciso anterior pero aplicando en la multiplicación el doble del exceso de las toneladas descartadas que hayan sido objeto de la infracción.

En caso que no puedan establecerse las toneladas objeto de la infracción, en la determinación de la multa se aplicará el resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas promedio de las capturas desembarcadas por viaje de pesca de la nave en el año inmediatamente anterior. Si la nave no operó en el año calendario anterior será el promedio de dos naves que tengan las mayores capturas por viaje de pesca y de similares características náuticas, arte o aparejo de pesca y pesquería objeto de la infracción.”.

52) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 55 I, que pasa a ser 55 Ñ): 

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “en regiones no sometidas” por “no sometidos”.

b) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, y así sucesivamente:

“Asimismo, los titulares de asignación artesanal a que se refiere el inciso anterior podrán ceder total o parcialmente las toneladas asignadas para un año calendario a un titular de licencia transable de pesca de la especie de que se trate, quienes podrán extraerlas de acuerdo a su normativa y dentro de la unidad de pesquería autorizada, debiendo ésta siempre efectuarse dentro de la misma unidad poblacional.

En el caso de régimen artesanal de extracción por área, flota u organizaciones, en la solicitud de cesión deberá constar el acuerdo de la mayoría absoluta de los pescadores artesanales que formen parte de las distintas unidades de dicho régimen.”.

c) Intercálase en el inciso tercero que pasa a ser quinto, entre las palabras  “cedente” y la expresión “, de conformidad”, la siguiente: “, en su caso”.

53) Agréganse los siguientes artículos 55 O), 55 P), 55 Q), 55 R), 55 S) y 55 T): 

“Artículo 55 O.- Las sanciones administrativas a que se refieren los artículos anteriores, serán aplicadas de conformidad con el procedimiento previsto en el presente artículo, por resolución del Director Regional del Servicio que tenga competencia en el lugar donde tuvieren principio de ejecución los hechos que configuran la infracción.

En los casos que, a juicio del Servicio, se configure algún hecho constitutivo de infracción, notificará esta circunstancia al presunto infractor, remitiéndole el informe de infracción y de todos los antecedentes en que ésta se funda.

El procedimiento previsto en el presente artículo podrá iniciarse de oficio o a solicitud de persona interesada. 

El denunciado dispondrá de un plazo de 30 días corridos para hacer valer sus descargos y en la misma presentación, deberá fijar domicilio en el radio urbano donde funciona la Dirección Regional de Pesca competente, para efectos de practicar las notificaciones que se libren en el expediente. La omisión facultará al Servicio para notificar al denunciado o infractor a través de su sitio de dominio electrónico o por medio de un aviso publicado en un diario de circulación regional correspondiente a los días primero o quince, o al día siguiente hábil, si fueren feriados. 

Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Servicio podrá ordenar la apertura de un período de prueba, por un plazo no superior a treinta días ni inferior a diez, a fin de que puedan practicarse las medidas o diligencias que se estimen pertinentes. El presunto infractor en sus descargos, podrá proponer la realización de las medidas o diligencias probatorias, las que sólo podrán ser rechazadas cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.

Los hechos investigados podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

Las resoluciones de mero trámite en el procedimiento sancionatorio, a solicitud del infractor, podrán ser notificadas a la dirección de correo electrónico que indique en su primera presentación.

Transcurrido el plazo para hacer valer los descargos, o vencido el período de prueba, el Servicio dictará una resolución de absolución o condena, la cual deberá ser notificada al infractor por carta certificada, la que se entenderá legalmente practicada después de un plazo adicional de tres días, contado desde su despacho por la oficina de correos.

El Director Regional Respectivo deberá designar a un funcionario de su dependencia para que ejerza la función de ministro de fe, respecto de las actuaciones probatorias y las resoluciones que se libren en el procedimiento. 

Artículo 55 P.- En el evento que los pescadores artesanales cometan más de dos infracciones de este párrafo, en el plazo de dos años calendario, cualquiera sea su naturaleza, se aplicará, además, la sanción más alta contemplada para dichas infracciones.

Artículo 55 Q.- Los sancionados dispondrán de un plazo de 15 días hábiles, contado desde la notificación de la resolución sancionatoria, para reclamar de ella ante la Corte de Apelaciones que corresponda, la que deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del reclamo y si éste se ha interpuesto dentro del término legal.

Admitido el reclamo, la Corte dará traslado por 15 días hábiles al Servicio. Evacuado el traslado, la Corte ordenará traer los autos en relación, agregándose la causa en forma extraordinaria a la tabla del día siguiente, previo sorteo de la sala cuando corresponda.

La Corte dictará sentencia dentro del término de 15 días.

La resolución que expida la Corte de Apelaciones será apelable en el plazo de diez días, recurso del que conocerá en cuenta la Corte Suprema, sin esperar la comparecencia de las partes, salvo que estime conveniente traer los autos "en relación". En contra de la sentencia definitiva dictada por la Corte de Apelaciones no procederá el recurso de casación.

El Servicio tendrá siempre la facultad de hacerse parte en estos procesos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 123.

Artículo 55 R.- Las resoluciones que apliquen sanciones de conformidad con los artículos anteriores sólo deberán cumplirse una vez que éstas se encuentren ejecutoriadas. El monto de las multas impuestas por el Servicio será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que la imponga.

El pago de toda multa aplicada de conformidad a este Título deberá ser acreditado ante el Servicio, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.

El titular de una asignación artesanal será solidariamente responsable de las multas impuestas al arrendatario o mero tenedor de su asignación.

El sancionado, titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca o el armador de una asignación individual artesanal o los armadores artesanales titulares de una asignación colectiva, que no hubiere enterado la multa en tesorería dentro del término legal, como medida de apremio podrá imponérsele la suspensión de sus derechos de pesca y consecuentemente, la prohibición de zarpe de su embarcación, en tanto no haga pago íntegro de la multa impuesta. Asimismo, si el sancionado careciere de tales instrumentos o le fueren caducados, el pago de la multa será ejecutado por la Tesorería General de la República. 

El apremiado que incumpliere la medida impuesta de conformidad con el inciso anterior, será sancionado con la suspensión de la licencia, permiso o asignación individual o colectiva por un año. En caso de reincidencia dentro de los tres años desde el término de la suspensión se caducará la licencia, permiso o asignación individual o colectiva.

Artículo 55 S.- Para los efectos de prescripción tanto para la acción como de las sanciones será aplicable el artículo 132 bis.

Artículo 55 T.- En el caso que un titular de licencia transable de pesca ceda, total o parcialmente, las toneladas que represente su licencia transable de pesca, en un año calendario, a uno o más armadores artesanales inscritos en la pesquería respectiva, éste deberá inscribirse en el registro a que hace referencia el artículo 29 de esta ley y podrá extraer las toneladas cedidas dentro de la región correspondiente a su respectiva inscripción en el Registro Artesanal, dando cumplimiento a la exigencia de certificación de las capturas al momento de desembarque de conformidad con el artículo 64 E.”.

54) Incorpórase en el artículo 63, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, pasando el actual a ser sexto, y así sucesivamente:

“Tratándose de los armadores industriales, el cumplimiento de la obligación a que se refiere el inciso primero se deberá efectuar al momento del desembarque o durante la operación pesquera. Asimismo, los armadores industriales deberán llevar en sus viajes de pesca una bitácora por medios materiales o electrónicos en la que deberán anotar todas las exigencias que se establezcan en un reglamento, referidas a los lances de pesca, duración de los mismos, capturas y especies estimadas en cada uno de ellos.”.

55) Intercálase en el inciso primero del artículo 64 B entre la palabra “industriales” y la expresión “matriculadas en Chile” la oración: “de embarcaciones artesanales de una eslora total igual o superior a 15 metros y embarcaciones transportadoras, así como para las embarcaciones artesanales de una eslora total igual o superior a doce metros e inferior a quince metros inscritas en pesquerías pelágicas con el arte de cerco”, y agrégase a continuación del vocablo “mar.” la siguiente frase final: “Con excepción de las embarcaciones inscritas en recursos bentónicos.”.

56) Agréganse los siguientes artículos 64 E, 64 F, 64 G y 64 H:

“Artículo 64 E.- Los titulares de cualquier instrumento que autorice a la extracción de la fracción industrial de la cuota global o de las autorizaciones de pesca, así como los armadores artesanales de embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros y los titulares de embarcaciones transportadoras, deberán entregar la información de captura desembarcada por viaje de pesca a que se refiere el artículo 63 de esta ley, certificada por el Servicio. 

Para otorgar el certificado, se deberá pesar las capturas o productos de la pesca en su caso, a menos que el Servicio fundadamente, mediante resolución, la exceptúe por la aplicación de una metodología equivalente. El sistema de pesaje utilizado deberá estar habilitado por el Servicio.

La forma, requisitos y condiciones de la certificación y acreditación de las Entidades Auditoras y del pesaje, serán establecidos por el Servicio mediante Resolución. El Servicio deberá hacer llamados a licitación pública con el objeto de elegir a la empresa autorizada para operar en cada  zona, en base a criterios públicos y objetivos. La empresa que resulte ganadora de este proceso en cada zona será la que, cumpliendo con los requerimientos exigidos en las bases de licitación, ofrezca las mejores condiciones para el ejercicio de sus labores.

Las tarifas máximas por los servicios de certificación que deberán ser pagadas por los armadores o, en su caso, por los titulares de las embarcaciones transportadoras a las entidades auditoras, serán establecidas en pesos por tonelada de recurso o materia prima desembarcada, pudiendo contemplarse aranceles diferenciados en consideración a la especie, cantidad, horario y ubicación geográfica del desembarque, y serán fijadas en la resolución del Servicio que resuelva la contratación de la certificación.

En caso de no pago, la entidad auditora podrá suspender la certificación, previa autorización del Servicio.

El certificador que certifique un hecho falso o inexistente o el que haga una utilización maliciosa de la certificación de desembarques será sancionado con las penas establecidas en los artículos 194 ó 196 del Código Penal, según corresponda. Para todos los efectos, se entenderá que los certificados constituyen instrumento público.

Las Entidades Auditoras serán fiscalizadas por el Servicio, debiendo, entre otros, efectuar directamente, o a través de terceros, auditorías para evaluar el desempeño de las Entidades Auditoras cada dos años. Los resultados de estas auditorías deberán publicarse en el sitio de dominio electrónico de este Servicio.

Artículo 64 F.- La habilitación y control de los sistemas de pesaje utilizados para la certificación del desembarque a que se refiere el artículo anterior, corresponderá al Servicio, así como la verificación de los parámetros metrológicos e inspección de su funcionamiento y uso.

El Servicio establecerá un procedimiento de habilitación y control de los sistemas de pesaje y un periodo de calibración y verificación de los parámetros metrológicos de operación del sistema. El Servicio podrá suspender o caducar la habilitación del sistema de pesaje cuando los parámetros metrológicos están fuera de los márgenes establecidos o hayan sido adulterados.

Artículo 64 G.- Se prohíbe a los buques pesqueros y embarcaciones artesanales que operen en áreas de pesca sujetas a restricción o prohibición de artes o aparejos de pesca, llevar o mantener a bordo dichas artes o aparejos prohibidos. 

Artículo 64 H.- El Servicio a objeto de efectuar el control de cuota global de captura de una determinada pesquería, determinará con 24 horas de antelación la fecha de su cierre. Dicha información se publicará en su página de dominio electrónico y deberá ser informada por la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante a quienes se encuentren realizando faenas de pesca.”.

57) Sustitúyese el artículo 65 por el siguiente: 

“Artículo 65.- Los armadores, transportistas, elaboradores, comercializadores y distribuidores deberán portar junto con los productos, los documentos que acrediten el origen legal de los recursos hidrobiológicos y sus productos derivados.”.

58) Reemplázanse los artículos 91 y 92 por los siguientes artículos 91, 92 y 92 A: 

"Artículo 91.- La Subsecretaría elaborará el programa de investigación necesario para la regulación de la pesca y la acuicultura.

El programa generará un conjunto de observaciones sistemáticas en el tiempo y áreas geográficas determinadas, de los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas, cuyo análisis permita conocer su estado de situación, patrones y tendencias. Asimismo, tal programa comprenderá la investigación y el monitoreo y análisis de las condiciones oceanográficas, ambientales y sanitarias apropiadas para el ejercicio sustentable de la acuicultura. Los resultados de la ejecución del programa de investigación servirán de base para la fundamentación de las medidas de administración y conservación, así como, en general, del proceso de toma de decisiones para la actividad pesquera extractiva y de acuicultura.

El programa de investigación tendrá proyectos de carácter permanente y otros de carácter ocasional. Sin perjuicio de lo anterior, los permanentes podrán ser revisados en el tiempo, conforme al incremento de la demanda de conocimiento de las variables relevantes para la regulación de la actividad pesquera y de acuicultura. 

Para la elaboración del programa, la Subsecretaría podrá requerir propuestas de proyectos de investigación a los Consejos Nacional y Zonales de Pesca y a la Comisión Nacional de Acuicultura, así como al Instituto de Fomento Pesquero. Asimismo, deberá requerir propuestas a los Comités Científicos Técnicos, los que las enviarán con su respectiva priorización. La Subsecretaría efectuará el requerimiento en el mes de enero del año anterior en que deba regir el programa y los organismos requeridos tendrán hasta el 31 de marzo para enviar sus propuestas. 

Con la información obtenida, la Subsecretaría elaborará el programa de investigación priorizado, aprobándolo mediante Resolución y será publicado en su página de dominio electrónico. 

Artículo 92.- El programa de investigación básica para la regulación pesquera y de acuicultura, será efectuado por el Instituto de Fomento Pesquero y en él se deberán considerar al menos:

a) Los proyectos de evaluación directa de biomasa y abundancia de los recursos pesqueros.

b) Los programas o proyectos de evaluación de stock mediante modelamientos, con el objeto de determinar el estado de situación y posibilidades de explotación biológicamente sustentable o captura total permisible.

c) Los programas de monitoreo y seguimiento sistemático de las pesquerías.

d) Los programas o proyectos de monitoreo o seguimiento de las actividades de acuicultura, de las especies hidrobiológicas que constituyan plagas y la obtención de la información oceanográfica requerida para asegurar el ejercicio sustentable de esta última. 

e) Los programas o proyectos referidos al estado sanitario y ambiental de las áreas en que se realiza acuicultura.  

Dentro del programa de investigación básica que será ejecutado por el Instituto de Fomento Pesquero, se podrá contemplar una reserva de emergencia para financiar proyectos o actividades fundadas en cambios en las condiciones oceanográficas y ambientales que causen, a su vez, alteraciones o cambios en el comportamiento de los recursos surgidos en forma imprevista. El monto de dichos proyectos deberá imputarse al presupuesto anual de la investigación básica y no podrá exceder del 3% del mismo.

El Instituto de Fomento Pesquero podrá subcontratar la ejecución de los proyectos que constituyan el programa de investigación básica, lo que deberá efectuar mediante licitación pública. 

La investigación contenida en el programa de investigación que no esté asignada al Instituto de Fomento Pesquero será efectuada a través del Fondo de Investigación Pesquera.

Artículo 92 A.- El presupuesto del Ministerio de Economía deberá consultar anualmente recursos para financiar el programa de investigación básica pesquera y de acuicultura que realice el Instituto de Fomento Pesquero, de conformidad con los artículos anteriores.

La Subsecretaría elaborará los términos técnicos de referencia de los proyectos, informando de ello al Ministerio en la oportunidad que éste determine.

Para la aplicación de estos recursos se deberá firmar un convenio entre el organismo receptor y la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño, que incluya un programa de trabajo que defina específicamente, según sea el caso: cada uno de los conceptos a los que serán aplicados los recursos traspasados; cada uno de los estudios de investigación para determinar la situación de las distintas pesquerías, y cada uno de los estudios de investigación destinados a evaluar los efectos sanitarios y medioambientales de la acuicultura, que sean financiados con estos recursos. 

Dentro del programa de investigación deberán contemplarse fondos para la contratación de evaluación externa para cada proyecto, mediante la cual se verifique el cumplimiento de los Términos Técnicos de Referencia, y la calidad técnica de los resultados obtenidos. El reglamento determinará el procedimiento de selección de los evaluadores externos y de acreditación de su experiencia, especialización e idoneidad para llevar a cabo dicha labor. Deberá contemplarse un sistema transparente y público de selección de los evaluadores externos.”.

59) Agrégase al epígrafe del Párrafo 2° del Título VII, a continuación del vocablo “PESQUERA”, la expresión “Y DE ACUICULTURA”. 

60) Incorpórase en el artículo 93, a continuación de la palabra “Pesquera”, la primera vez que aparece, la expresión “y de Acuicultura”. 

61) Sustitúyense los artículos 94, 95 y 96 por los siguientes:

“Artículo 94.- El Fondo de Investigación Pesquera y de Acuicultura será administrado por un Consejo, integrado por las siguientes personas:

a) el Subsecretario, quien lo presidirá.

b) un representante del Comité Oceanográfico Nacional. 

c) un representante de la Sociedad Chilena de Ciencias del Mar; 

d) un representante nominado por los presidentes de los Comités Científicos Técnicos de Pesquerías. 

e) un representante nominado por los presidentes de los Comités Científicos Técnicos de Acuicultura.

f) dos científicos provenientes del ámbito pesquero, debiendo acreditar contar con título profesional de, a lo menos, 10 semestres y especialidad en ciencias del mar, elegidos por el Ministerio de una terna presentada por el Consejo Nacional de Pesca.

g) dos científicos provenientes del ámbito de la acuicultura, debiendo acreditar contar con título profesional de, a lo menos, 10 semestres y especialidad en ciencias relacionadas con la salud animal u otras carreras de ciencias con especialización en materias ambientales o recursos naturales, elegidos por el Ministerio de una terna presentada por la Comisión Nacional de Acuicultura.

Artículo 95.- Las normas de funcionamiento del Consejo y toma de decisiones se determinarán por reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas:

a) Los miembros del Consejo serán nombrados por decreto del Ministerio, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, y durarán cuatro años en sus cargos, renovándose por parcialidades cada dos años y pudiendo ser reelegidos conforme al mismo procedimiento. 

b) El quórum para sesionar será la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo. 

Los acuerdos del Consejo se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio. Los miembros del Consejo individualizados en las letras e) y g) no tendrán derecho a voto en las materias relacionadas con la actividad pesquera, así como los miembros individualizados en las letras d) y f) no tendrán derecho a voto en las materias relacionadas con las actividades de acuicultura, y en ambos casos no se considerarán en el quórum para sesionar y adoptar acuerdos. 

c) Es incompatible la función de los integrantes de las letras d), e), f) y g) del Consejo con la condición de funcionario público dependiente o asesor independiente del Ministerio de Economía o de las reparticiones públicas dependientes de éste; trabajador dependiente o asesor independiente del Instituto de Fomento Pesquero o de empresas pesqueras o de acuicultura, asociaciones gremiales de la actividad pesquera artesanal, industrial o de acuicultura o de plantas de transformación o de sus matrices, filiales o coligadas. Las personas que al momento del nombramiento detenten cualquiera de dichas condiciones deberán renunciar a ellas. 

En todo caso, el desempeño como integrante del Consejo es compatible con funciones o cargos docentes. 

d) Serán causales de cesación en el cargo de miembro del Consejo las siguientes:

a. Expiración del plazo por el cual fue designado;

b. Renuncia;

c. No asistir a dos sesiones sin causa justificada en un año calendario;

d. Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad.

En el caso de las letras c) y d), la cesación será declarada por el Ministro. En el caso de la letra b), la renuncia será aceptada por el Ministro.

Si un miembro del Consejo cesare en su cargo, podrá ser reemplazado por el mismo procedimiento contemplado en la letra a) de este artículo.

Artículo 96.- El Consejo de Investigación Pesquera y de Acuicultura tendrá las siguientes funciones:

a) Priorizar el programa anual.

b) Asignar, conforme a los mecanismos establecidos en la ley N°19.886 y sus reglamentos, los proyectos de investigación y los fondos para su ejecución.

c) Asignar, conforme al reglamento, recursos para financiar tesis de pre grado o postgrado relacionadas con las materias de su competencia.

d) Sancionar la calificación técnica de los proyectos de investigación, la que deberá efectuarse por evaluadores externos que sean de igual o superior calificación o experiencia profesional de  aquéllos que efectúen la investigación.

e) Preparar y divulgar la memoria anual de actividades.

Antes de iniciar el procedimiento de contratación, los términos técnicos de referencia de cada proyecto serán remitidos a la Subsecretaría para que ésta pueda formular sus observaciones y sugerencias en el plazo de quince días, contado desde su remisión. Si la Subsecretaría no se pronuncia en el plazo señalado, se procederá sin más trámite. En el caso de formularse observaciones o sugerencias, ellas deberán ser consideradas y sólo podrán ser rechazadas por decisión fundada del Consejo.

El reglamento establecerá las normas de inhabilidad aplicables a quienes participen en los proyectos de investigación, las debidas garantías y demás disposiciones que aseguren la calidad en la ejecución de los proyectos, así como la idoneidad e independencia de quienes se los adjudiquen. Deberá contemplarse, asimismo, el procedimiento de registro y selección de los evaluadores externos y de acreditación de su experiencia, especialización e idoneidad para llevar a cabo dicha labor. Deberá contemplarse un sistema transparente y público de selección de los evaluadores externos.

Los recursos asignados al Fondo podrán contemplar un monto destinado a financiar tesis de pregrado o postgrado en materias propias de sus actividades. El reglamento determinará los requisitos y condiciones conforme a los cuales se asignará este tipo de financiamiento.

El mecanismo de asignación de proyectos deberá considerar una mayor ponderación de aquellas instituciones regionales que participen en los concursos de investigaciones que se realicen en su zona.

El estado de avance e informes finales de cada una de las investigaciones realizadas serán entregados a la Subsecretaría y servirán de base para la adopción de las medidas de administración y conservación y, en general, al proceso de toma de decisiones. 

Artículo 96 A.- El Fondo contará con un Director Ejecutivo, que será designado por el Subsecretario de Pesca. 

Corresponderá al Director Ejecutivo:

a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo, y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones.

b) Proponer al Consejo la priorización del programa de investigación del Fondo, ejecutar el programa de investigación una vez aprobado, y proponer las modificaciones en la priorización que se requieran durante su ejecución.

c) Administrar el Fondo, sujetándose a los acuerdos e instrucciones que, al efecto, adopte el Consejo.

d) Asistir, con derecho a voz, a las sesiones del Consejo y adoptar las providencias y medidas que requiera su funcionamiento.

e) Informar periódicamente al Consejo acerca de la ejecución técnica y presupuestaria del programa de investigación y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones.

f) Ofertar, licitar, adjudicar, adquirir y contratar bienes y servicios para la adecuada marcha y funcionamiento del Fondo de Investigación Pesquera con cargo del presupuesto del Fondo asignado mediante la Ley de Presupuestos de cada año, cualquiera sea su monto. Para estos efectos, el Director Ejecutivo deberá recurrir a los mecanismos contemplados en la ley N° 19.886 y su Reglamento.

g) Otras que determinen las leyes.”.

62) Agrégase en la letra c) del artículo 110, entre las palabras “permiso” y “correspondiente” las palabras “o licencias”.

63) Agrégase el siguiente artículo 110 ter:

“Artículo 110 ter.- Los armadores cuyas naves presenten los sellos de inviolabilidad del sistema de posicionamiento satelital adulterados, serán sancionados con una multa de cuatro unidades tributarias mensuales por tonelada de registro grueso de la nave donde se cometió la infracción. En todo caso, la multa no podrá ser inferior a 150 Unidades Tributarias Mensuales.

El patrón de la nave será sancionado en el caso del inciso anterior, con la suspensión de su licencia por el término de 90 días.”.

64) Incorpórase el siguiente artículo 113 B:

“Artículo 113 B.- Será sancionado con una multa cuyo monto será equivalente al resultado de la multiplicación de las toneladas de registro grueso de la nave infractora por media unidad tributaria mensual a la fecha de la sentencia, el titular de una autorización de pesca o inscripción en el Registro Pesquero Artesanal que opere una nave alterando las características básicas consignadas en la autorización.

La nave que originó la infracción no podrá volver a operar, mientras el titular no restituya a ésta las características especificadas en dicha autorización.”.

65) Reemplázase en el inciso primero del artículo 115 la oración “una multa equivalente, en pesos oro, de cien hasta ciento cincuenta, al valor diario fijado por el Banco Central de Chile en el momento del pago, por cada tonelada de registro grueso de la nave infractora”, por “multa desde 60 hasta 400 UTM por tonelada de registro grueso, o su equivalente en unidades de arqueo”.

66) Incorpórase el siguiente artículo 120 C:

“Artículo 120 C.- Por resolución, y previo informe favorable de la Subsecretaría, el Servicio determinará los incumplimientos menores que darán lugar a disconformidades. Formulada por escrito una disconformidad, deberá ser subsanada en un plazo que no exceda de 10 días corridos. Vencido el plazo, si subsiste la disconformidad, se cursará la infracción conforme a las normas que correspondan y si ha sido subsanada, no se cursará la infracción. Las disconformidades sólo podrán formularse respecto de procedimientos, incumplimiento de plazos u otras faltas menores que no importen como resultado poner en riesgo el patrimonio ambiental y sanitario del país.”.

67) En el artículo 122:

a) Elimínase de la letra b) la frase final del párrafo primero a continuación del punto seguido (.) que pasa a ser punto aparte (.) y elimínase el párrafo segundo.

b) Agregánse las siguientes letras o), p), q), r) y s):

“o) Requerir a los órganos de la Administración del Estado la información y datos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones encomendadas en la presente ley. 

p) Ordenar a los capitanes o patrones de naves o embarcaciones pesqueras la recalada obligatoria en el puerto más cercano de la operación de la nave, en el cual pueda descargar su captura, con el objeto de inspeccionar la nave, las artes y aparejos y la captura a bordo, cuando se presuma fundadamente el incumplimiento de medidas de administración de cuota y tamaño mínimo legal. En el evento de oposición a la orden impartida, el funcionario del Servicio podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública a la Autoridad Marítima, la cual podrá apresar la nave y conducirla a puerto.

q) En caso de emergencia sanitaria, determinar el lugar de disposición final de mortalidades y residuos que los titulares de centros de cultivo deberán utilizar, previo cumplimiento de los requisitos definidos por las autoridades competentes. El titular del centro de cultivo asumirá los costos que de la disposición final se derive.

r) Controlar la inocuidad de los productos pesqueros y de acuicultura de exportación y otorgar los certificados oficiales correspondientes, cuando así lo requieran los peticionarios.

Las labores de inspección, muestreo, análisis y cobro de estos procedimientos, podrán ser encomendadas a las entidades que cumplan con los requisitos que fije el Reglamento.

s) Requerir a aquellos armadores cuyas embarcaciones realizan viajes de pesca superiores a 5 días, información de la actividad pesquera, en relación tanto a las capturas diarias y acumuladas por especie como a la elaboración de productos por especie, en el caso de los buques factoría, conforme lo determine el Servicio mediante Resolución.”.

68) Incorpórase el siguiente Artículo 139 bis:

“Artículo 139 bis.- El que extrajere o capturare por cualquier medio recursos hidrobiológicos provenientes de un área de manejo y de explotación de recursos bentónicos, sin ser titular de los derechos a que se refiere el inciso final del artículo 55 B de esta ley, será sancionado con las multas y penas establecidas para el delito de hurto, de conformidad con el artículo 446 del Código Penal, según el valor de lso recursos extraídos y, si tuviere la calidad de pescador artesanal, se suspenderá la inscripción artesanal por dos años.

El tribunal ordenará el comiso de los equipos de buceo y de las embarcaciones utilizadas en la perpetración del delito.”.

69) Sustitúyese en el artículo 108, letra e), la conjunción copulativa “y”, entre los guarismos “119” y “139”, por una coma (,) y agrégase a continuación del guarismo “139” la expresión “y 139 bis”.

70) En el artículo 143:

a) En el inciso primero:

i) Sustitúyese la conjunción “y” entre las palabras “autorizaciones” y “permisos” por una coma (,) e intercálase a continuación de la palabra “permisos”, la expresión “y licencias transables de pesca”. 

ii) Intercálase en la letra a), a continuación de la frase “permisos extraordinarios de pesca”, la expresión “y licencias transables de pesca”; y reemplázase la expresión “del título IX” por “de esta ley”.

iii) Reemplázase en la letra b) la expresión “No iniciar” por “En el caso de autorizaciones de pesca, no iniciar”.

iv) Reemplázase la letra d) por la siguiente: 

“d) Haber transcurrido treinta días desde la fecha de vencimiento del pago de la patente única pesquera a que se refiere el título III de la presente ley, así como de cualquiera de las patentes a que se refieren los artículos 43 bis y 43 ter, sin que hayan sido totalmente pagadas.”.

v) Incorpórase la siguiente letra j): 

"j) Acumular tres sanciones judicialmente ejecutoriadas por prácticas desleales o antisindicales ocurridas en un período de dos años. Las infracciones deberán haber ocurrido respecto de los trabajadores de una nave o embarcación que hayan prestado sus servicios en la época en la cual éstas se cometieron. La caducidad de la autorización, permiso o licencias transables de pesca o la fracción de éstas, según corresponda, operará respecto de aquellas infracciones cometidas en la o las naves o embarcaciones con que su titular arrendatario o mero tenedor hubiere operado dicho permiso, autorización o licencia transable de pesca al momento de cometerse la infracción.".

b) Agrégase en el inciso 2°, a continuación de la palabra “permiso”, la expresión: “, autorización o licencia transable de pesca,”. 

c) Sustitúyese en el inciso final la frase “estos permisos llamando a propuesta” por la expresión “los permisos o licencias transables de pesca llamando a subasta”.

d) Incorpórase el siguiente inciso cuarto:

“Las infracciones que dan lugar a las caducidades respecto de los permisos, autorizaciones o licencias transables de pesca, se aplicarán asimismo respecto de los sucesivos titulares de éstas, salvo que la sanción o la existencia de un procedimiento sancionatorio se haya anotado al margen de la inscripción en el registro a que alude el artículo 30, con posterioridad a la enajenación o transferencia del mismo.”.

71) Reemplázase el artículo 144 por el siguiente:

“Artículo 144.- Son causales de caducidad de los planes de manejo y explotación de las áreas de manejo las siguientes:

a) Explotar el área en contravención al plan de manejo y explotación aprobado por la Subsecretaría.

b) No pagar la patente que exige el artículo 55 F.

c) No cumplir con la entrega de los informes de seguimiento de conformidad con el artículo 55 D, por un período de 2 años desde que éste sea exigible.

d) No haber declarado actividad extractiva o no realizar ningún tipo de acciones de manejo en su interior, por un plazo de 3 años consecutivos.

Sin perjuicio de lo anterior, los plazos indicados en los literales c) y d), se suspenderán de pleno derecho en el evento que la autoridad declare zona de catástrofe en aquellos sectores en que se encuentren situadas las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos.

La caducidad será declarada, previa audiencia de la organización titular, por resolución del Subsecretario y notificada a la organización de pescadores artesanales respectiva, de conformidad con lo dispuesto en la ley N°19.880.

La organización de pescadores artesanales tendrá el plazo de 30 días contado desde la notificación para presentar recurso jerárquico al Ministro.

Una vez ejecutoriada la resolución que declara la caducidad, quedará sin efecto, por el solo ministerio de la ley el convenio de uso celebrado con la organización de pescadores artesanales respectiva.”.

72) Agrégase el siguiente artículo 144 A:

“Artículo 144 A.- Son causales de caducidad de un área de manejo y explotación de recursos bentónicos, las siguientes:

a) Que el estudio de situación base del área de manejo no dé cuenta de la existencia de un banco natural que presente las condiciones para el desarrollo de un plan de manejo y explotación de recursos bentónicos, y 

b) En caso que no se asigne el área a una organización de pescadores artesanales dentro de un plazo de 2 años desde la fecha del decreto de destinación marítima a que se refiere el artículo 55 A, o de la fecha de término del último convenio de uso vigente.

La caducidad será declarada por decreto del Ministro, suscrito “por orden del Presidente de la República”, previo informe de la Subsecretaría, y publicado de conformidad con el artículo 174 de esta ley. Caducada el área, se comunicará al Ministerio de Defensa Nacional y quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley la destinación que se haya otorgado.”.

73) Reemplázase el Párrafo 3° del Título XII por el siguiente:

“Párrafo 3°

De los Comités Científicos Técnicos

Artículo 153.- Créanse ocho Comités Científicos Técnicos pesqueros, como organismos asesores y,o de consulta de la Subsecretaría en las materias científicas relevantes para la administración y manejo de las pesquerías que tengan su acceso cerrado, así como, en aspectos ambientales y de conservación y en otras que la Subsecretaría considere necesario, pudiendo un mismo Comité abocarse a una o más pesquerías afines o materias.

Los Comités serán consultados y requeridos a través de la Subsecretaría.

Los Comités deberán determinar, entre otras, las siguientes materias:

a) El estado de situación de la pesquería.

b) Determinación de los puntos biológicos de referencia.

c) Determinación del rango dentro del cual se puede fijar la cuota global de captura, el que deberá mantener o llevar la pesquería al rendimiento máximo sostenible. La amplitud del rango será tal que el valor mínimo sea igual al valor máximo menos un 20%.

Asimismo, además de las materias contempladas en esta ley, se podrá consultar a los Comités las siguientes materias:

a) Diseño de las medidas de administración y conservación.

b) Formulación de los planes de manejo.

Para la elaboración de sus informes el Comité deberá considerar la información que provea el Instituto de Fomento Pesquero, así como la proveniente de otras fuentes.

Artículo 154.- Créanse los Comités Científicos Técnicos de Acuicultura, como organismos asesores y de consulta en las materias científicas relevantes para la administración de la actividad acuícola, pudiendo un mismo Comité abocarse a uno o más recursos hidrobiológicos o materias. Los Comités serán consultados y requeridos a través de la Subsecretaría.

Deberán existir tres Comités para las siguientes materias: ambiental, sanitario y de ordenamiento territorial.

Además de las materias contenidas en la presente ley a los Comités se les deberá consultar:

a) La metodología para clasificar los centros de cultivo y las agrupaciones de concesión, de acuerdo a su nivel de bioseguridad.

b) Las propuestas para el establecimiento de macro-zonas de acuerdo al reglamento a que se refiere el artículo 86.

c) La evaluación de los programas sanitarios a la acuicultura.

Artículo 155.- Las normas de funcionamiento, toma de decisiones y la integración de los Comités se determinarán mediante reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas: 

a) Cada Comité estará integrado por no menos de tres ni más de cinco miembros. Para participar en dicho Comité se deberá acreditar contar con un título profesional de, a lo menos, 10 semestres y especialidad en ciencias del mar relacionadas con el manejo y conservación de recursos pesqueros en caso de los Comités Científicos Técnicos Pesqueros.  En el caso de los Comités Científicos Técnicos de Acuicultura del artículo 154, se deberá acreditar contar con un título profesional de, a lo menos, 10 semestres y especialidad en ciencias del mar, medicina veterinaria u otra carrera de ciencias con especialización en materias ambientales o recursos naturales.

b) Los miembros del Comité serán nombrados previo concurso público que llevará a efecto el Ministerio, pudiendo ser reelegidos conforme al mismo procedimiento. Los miembros del Comité durarán cuatro años en sus funciones, renovándose por parcialidades cada dos años. El nombramiento se efectuará por decreto del Ministerio bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.

c) Al menos uno de sus integrantes, además de cumplir con el requisito de la letra a), deberá provenir de instituciones de investigación o universidades que tengan su sede en la o las regiones en las cuales se distribuye la principal pesquería o actividad objeto del Comité.

Tratándose del Comité Científico de las pesquerías pelágicas, al menos dos de sus integrantes deberán provenir de las dos principales regiones en las cuales se desarrolle la pesquería, en cuyo caso se permitirá aumentar en dos cupos la integración de dicho Comité.

d) Es incompatible la función de los integrantes del Comité Científico Técnico señalados en la letra a), con la condición de funcionario público dependiente o asesor independiente del Ministerio de Economía o de las reparticiones públicas dependientes de éste; trabajador dependiente o asesor independiente del Instituto de Fomento Pesquero o de empresas pesqueras, asociaciones gremiales de la actividad pesquera artesanal o industrial, o de plantas de transformación o de sus matrices filiales o coligadas. Las personas que, al momento del nombramiento detenten cualquiera de dichas condiciones, deberán renunciar a ellas. Las limitaciones contenidas se mantendrán hasta un año después de haber cesado en sus funciones de miembro del Comité. En todo caso el desempeño como integrante del Comité es compatible con funciones o cargos docentes. Los integrantes de los Comités deberán presentar la declaración de intereses regulada en los artículos 57 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, previo a asumir sus funciones.

e) Además de los integrantes señalados en la letra a), dos representantes de la Subsecretaría y dos del Instituto de Fomento Pesquero integrarán el Comité por derecho propio. Un integrante de la Subsecretaría ejercerá las funciones de Secretario, quien será responsable de las actas del Comité.

f) Los integrantes de cada Comité deberán elegir a un presidente. En caso de no existir consenso en la adopción de los acuerdos deberán quedar reflejadas todas las opiniones en los informes que se emitan.

g) El quórum para sesionar será la mayoría de los miembros en ejercicio del Comité.

h) Los acuerdos de los Comités se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio.

i) Serán causales de cesación en el cargo de miembro del Comité las siguientes:

ia) Expiración del plazo por el cual fue designado;

iib) Renuncia;

iiic) No asistir a dos sesiones sin causa justificada en un año calendario, y 

ivd) Sobreviniencia de alguna de las causales de inhabilidad contempladas en este artículo.

Si un miembro del Comité cesare en su cargo, podrá ser reemplazado por el mismo procedimiento contemplado en el literal b) por el periodo que reste al reemplazado. La cesación del cargo será declarada por el Ministro.

El Comité tendrá un plazo de 15 días corridos a contar de la fecha del requerimiento, prorrogables por otros 15 días corridos, para pronunciarse sobre las materias en las que ha sido requerido. Cumplido dicho plazo la Subsecretaría y el Ministerio podrán prescindir de dicho pronunciamiento en el proceso de toma de decisiones.

Los miembros de los Comités, a excepción de los miembros de la Subsecretaría y del Instituto, recibirán una dieta de 3 Unidades Tributarias Mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de dieta para seis sesiones dentro de un año calendario.

Asimismo, en caso que sus miembros tengan su residencia en una localidad distinta de aquella en la que sesionen, se financiarán los gastos en que incurran para asistir, así como un viático equivalente al que le corresponde a un funcionario grado 4° de la E.U.S. La Subsecretaría deberá consultar en su presupuesto anual los fondos necesarios para el financiamiento de los Comités.”.

74) Incorpórase el siguiente Párrafo 4° en el Título XII:

“Párrafo 4°

Del Instituto de Fomento Pesquero

Artículo 156 bis.- El Instituto de Fomento Pesquero, en su calidad de organismo técnico especializado en investigaciones científicas en materia de pesquerías y acuicultura, es un colaborador y asesor permanente en la toma de decisiones con respecto al uso sustentable de los recursos pesqueros y la conservación del medio ambiente marino, contribuyendo activamente con el desarrollo sustentable del país.

El Instituto realizará la investigación de continuidad definida en los programas de investigación.

El Instituto administrará las bases de datos generadas en las actividades de investigación y monitoreo de las pesquerías y de la acuicultura, conforme a las políticas que se definan por el Ministerio. Estas bases de datos serán de propiedad del Estado y de acceso público. Deberán establecerse, con consulta a los Comités Científicos Técnicos, estándares referidos a la calidad estadística, forma y contenido de los datos obtenidos en la ejecución de los programas de investigación.

Artículo 156 A.- La investigación que realice el Instituto deberá estar disponible en forma oportuna para apoyar la toma de decisiones.

Los informes emitidos por el Instituto que sustenten medidas de administración deben estar sometidos a la revisión de evaluadores externos. Asimismo, el Comité Científico Técnico de cada pesquería determinará cuándo las metodologías, toma de datos y procedimientos utilizados deban someterse a la revisión de pares externos a fin de asegurar su calidad.

Los resultados de la evaluación externa serán públicos.

Artículo 156 B.- La Subsecretaría deberá consultar anualmente en su presupuesto, recursos para financiar la realización de la investigación señalada en el artículo anterior.

Artículo 156 C.- Los informes y demás antecedentes recabados de conformidad a los artículos anteriores, deberán ser puestos a disposición del público general de forma permanente en el sitio de dominio electrónico del Instituto tan pronto como sean remitidos a la Subsecretaría.”.

75) En el artículo 173:

a) En el inciso primero:

i) Intercálase, a continuación del primer punto seguido, la expresión: “La plataforma social,” y reemplázase el artículo “La” que le sigue,  por “la”.

ii) Reemplázase el texto que va a continuación de la palabra “financiar”, hasta su punto aparte (.), que se sustituye por dos puntos (:), por el siguiente:

“a) proyectos de investigación pesquera y de acuicultura.

b) Programas de vigilancia, fiscalización y administración de las actividades pesqueras.

c) Programas y proyectos de fomento y desarrollo a la pesca artesanal.

d) Programas de reinserción laboral para los ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de esta ley o de la disminución de las capturas registradas desde el año 2010, y becas de estudio para los hijos de dichos ex trabajadores durante toda su carrera y según las reglas que se establecen en el reglamento. Ambos programas tendrán una vigencia de hasta diez años a contar de la entrada en vigencia de la ley.

e) Programas de estudios técnicos de nivel superior, destinados a trabajadores que se encuentren contratados en la industria pesquera y ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de la ley que modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la Ley 
N° 18.892 y sus modificaciones, por el valor total del costo de la carrera, la que no podrá tener una duración superior a 2 años, para la realización de estudios técnicos de nivel superior, y becas de estudio para los hijos de dichos ex trabajadores durante el período que dure el programa de estudio y según las reglas que se establecen en el reglamento. 

f) Proyectos de investigación y restauración de hábitat para especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa y programas de promoción, difusión, administración, vigilancia y fiscalización para esta actividad.

g) Programas o proyectos de promoción del consumo de recursos hidrobiológicos.

h) Programas de recuperación de las pesquerías para pescadores artesanales, tripulantes de naves especiales y trabajadores de planta.”.

b) Agrégase en el inciso tercero después de la palabra “artículo” la siguiente frase, pasando el punto aparte a ser una coma (,) “priorizándose los fines contenidos en las letra d) y e).”.

c) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Créase el Fondo de Estabilización para los trabajadores de la industria pesquera, destinado a financiar: 

a) Los recursos necesarios y complementarios asociados a los meses de baja productividad, comprendidos entre julio y diciembre de cada año. 

b) Indemnizaciones a todo evento, cuando los trabajdores (as) pierdan su empleo, por variables tales como vedas prolongadas, rebaja de cuotas pesqueras, terremoto, tsunami.

c) Indemnizacinoes asociadas al egreso de tranajadores con enfermedades profesionales, o enfermedades comunes que no puedan desarrollar la actividad pesquera. 

d) Beneficios para trabajdores de 45 a 65 años de edad, que pierdan su empleo a contar de la entrada en vigencia de la nueva ley.”.

76) Derógase el artículo 11 transitorio.

77) En el el artículo 12 transitorio: 

i) Elimínase en el inciso primero la oración: “, no paralicen sus actividades en ellas por períodos iguales o superiores a doce meses”.

ii) Elimínanse los incisos segundo y tercero.

iii) Elimínase en el inciso cuarto la  frase “acogidos a la excepción dispuesta en el artículo 11 transitorio anterior”.

Artículo 2°.- Créanse, en el Servicio Nacional de Pesca, las siguientes Subdirecciones: 

a) Subdirección de Comercio Exterior, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.

b) Subdirección de Pesquerías, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.

c) Subdirección Administrativa, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.

d) Subdirección Jurídica, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.”.

Artículo 3°.- Agrégase el siguiente artículo 17 bis al decreto con fuerza de ley N°5, de 1983, del Ministerio de Economía y Fomento: 

“Artículo 17 bis.- La Subsecretaría, previo a proponer al Ministerio la dictación de normas legales y reglamentarias, así como las medidas de conservación y administración que sean establecidas por primera vez en una determinada pesquería, que incidan en la fiscalización, deberá solicitar un informe técnico al Servicio, el cual se pronunciará dentro del plazo de 10 días, respecto del alcance e impacto que la normativa propuesta implica para la fiscalización.”.

Artículo 4°.- Créanse cuatro cargos de Subdirector, grado 4 en la planta de personal de Directivos del Servicio Nacional de Pesca, contenida en el artículo único del decreto con fuerza de ley N°6, de  1990, del Ministerio de Economía y Fomento, y sus normas complementarias.

Artículo 5º.- Créase en la planta de directivos de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, un cargo de Jefe de Departamento, grado 4 E.U.S., correspondiente a Director Ejecutivo del Fondo de Investigación Pesquera.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Esta ley entrará en vigencia el 1 de enero del año 2013.

Artículo segundo.- En el plazo de 6 meses contado desde la entrada en vigencia de la presente  ley, los armadores titulares de autorizaciones de pesca de pesquerías administradas mediante límite máximo de captura por armador, de conformidad con la ley N°19.713, podrán optar por cambiar sus autorizaciones de pesca por licencias transables de pesca clase A con las regulaciones del Título III de la presente ley.

La opción se deberá ejercer por un armador para todas las autorizaciones de pesca de que sea titular respecto de la o las pesquerías que se encontraban administradas por la ley N°19.713, modificándose dichas autorizaciones de pesca en el sentido de eliminar el recurso sujeto a licencia transable de pesca.

Los titulares de certificados del artículo 9° de la ley N°19.713, podrán, asimismo, ejercer dicha opción. En este caso, si no se ejerce la opción anterior, el certificado quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley.

Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la autorización de pesca regulada en el artículo 12 transitorio de esta ley, seguirá vigente a efectos de la autorización de la operación de los buques fábrica de conformidad con la regulación establecida en dicho artículo.

Las licencias transables de pesca otorgadas de conformidad a este artículo en una determinada pesquería, serán equivalentes a la sumatoria de los coeficientes de participación relativo de cada una de sus embarcaciones de conformidad con la ley N°19.713. 

Si el armador no opta dentro del plazo establecido en el inciso primero, mantendrá vigentes sus autorizaciones de pesca con las regulaciones contenidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura y las hará efectivas en el remanente de cuota de la fracción industrial una vez efectuados los descuentos de todos aquellos que hayan optado por cambiar las autorizaciones de pesca por licencias transables de pesca y por los descuentos que puedan efectuarse por la regulación del artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

Asimismo, las naves de aquellos armadores que no opten por las licencias transables de pesca mantengan autorizadas en las pesquerías administradas con licencias transables de pesca, pagarán la patente a que se refiere el artículo 43 incrementada en un 110%.

En el evento de que uno o más titulares de autorizaciones de pesca no ejerzan la opción regulada en los incisos anteriores, igualmente se deberán efectuar las licitaciones contempladas en el artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, si se da cumplimiento a los supuestos contemplados en dicho artículo.

El área de las unidades de pesquerías a que hace referencia este artículo, se extenderá hacia el oeste a toda la zona económica exclusiva de la República.

Durante el plazo de tres meses que otorga este artículo y sin perjuicio de lo establecido en la ley N°19.713 se mantendrán vigentes los límites máximos de captura.

Artículo tercero.- La obligación establecida en el artículo 50 C para los pescadores artesanales, será exigible al cabo de dos años de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo cuarto.- En el plazo de dos años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, la Subsecretaría deberá determinar los puntos biológicos de referencia de las pesquerías que se administren con licencias transables de pesca.

Artículo quinto.- El fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector pesquero artesanal e industrial entre los años 2013 y 2032, ambos años inclusive, en los recursos hidrobiológicos y áreas que a continuación se indican, será el siguiente:

a) Sardina española (Sardinops sagax) y Anchoveta (Engraulis ringens), en el área marítima entre el límite norte de la XV Región y el límite sur de la II Región: De la suma de ambas cuotas globales: Hasta 500.000 toneladas, el 16% para el sector pesquero artesanal y 84% para el sector pesquero industrial. Entre 500.000 y 1.000.000 de toneladas al monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 12% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 500.000 toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Entre las 1.000.000 a 1.500.000 toneladas el monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 8% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 1.000.000 de toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Sobre 1.500.000 toneladas un 12% de la cuota global de captura para el sector pesquero artesanal y 88% para el sector pesquero industrial.

No obstante lo anterior, la cuota correspondiente al sector artesanal de la II región se incrementará en un 1% de lo que le corresponde según el inciso anterior al sector industrial decreciendo la fracción industrial en la misma proporción.

b) Jurel (Trachurus murphy) en el área marítima comprendida entre el límite norte de la XV Región al límite sur de la X Región, 10% para el sector pesquero artesanal y 90% para el sector pesquero industrial.

No obstante lo anterior, la fracción de la cuota artesanal para el área comprendida entre el límite norte de la XV región y el límite sur de la II región, corresponde a un 5% para el sector artesanal y 95% para el sector industrial.

c) Anchoveta (Engraulis ringens), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región al límite sur de la X Región, 78% para el sector pesquero artesanal y 22% para el sector pesquero industrial.

d) Sardina común (Strangomera benticki), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región al límite sur de la X Región, 78% para el sector pesquero artesanal y 22% para el sector pesquero industrial.

e) Anchoveta (Engraulis ringens), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la III Región al límite sur de la IV Región, 50% para el sector pesquero artesanal y 50% para el sector pesquero industrial.

f) Sardina común (Strangomera benticki), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la III Región al límite sur de la IV Región, 50% para el sector pesquero artesanal y 50% para el sector pesquero industrial.

g) Merluza Común (Merluccius gayi) en el área marítima comprendida entre el límite norte de la IV Región al paralelo 41°28,6’ de latitud sur, 40% para el sector pesquero artesanal y 60% para el sector pesquero industrial.

h) Merluza del sur (Merluccius australis), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la X Región al límite sur de la XII Región para el sector pesquero artesanal y entre el 41°28,6’ latitud sur al 57° latitud sur para el sector pesquero industrial, 60% para el sector pesquero artesanal y 40% para el sector pesquero industrial.

i) Congrio dorado (Genypterus blacodes), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la X Región al límite sur de la XII Región para el sector pesquero artesanal y entre el 41°28,6’ latitud sur al 57° latitud sur para el sector pesquero industrial, 50% para el sector pesquero artesanal y 50% para el sector pesquero industrial.

j) Camarón naylon (Heterocarpus reedi), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la II Región y el límite sur de la VIII Región: Hasta las 600 toneladas el total de la cuota global será para el sector pesquero artesanal. Entre 600 y 4.000 toneladas al monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 5,88% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 600 toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Sobre 4.000 toneladas de la cuota global un 20% será para el sector pesquero artesanal y 80% para el sector pesquero industrial.

De la fracción artesanal el 75% será distribuido en las Regiones que comprenden la unidad de pesquería considerando las capturas desembarcadas durante los dos años anteriores al año de aplicación de la distribución.

k) Langostino Colorado (Pleuroncodes monodon), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la I Región y el límite sur de la IV Región: hasta las 700 toneladas el total de la cuota global será para el sector pesquero artesanal. Entre 701 y 2.100 toneladas, el sector pesquero artesanal conservará una fracción de 700 toneladas, siendo el exceso para el sector pesquero industrial. Sobre las 2.100 toneladas, el 30% de la cuota global será para el sector pesquero artesanal y 70% para el sector pesquero industrial.

De la fracción artesanal el 75% será distribuido en las Regiones que comprenden la unidad de pesquería considerando las capturas desembarcadas durante los dos años anteriores al año de aplicación de la distribución.

l) Langostino amarillo (Cervimunida johni), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la III Región y el límite sur de la IV Región: hasta las 350 toneladas el total de la cuota global será para el sector pesquero artesanal. Entre 350 y 1.350 toneladas al monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 10% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 350 toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Sobre 1.350 toneladas de cuota global un 33% será para el sector pesquero artesanal y 67% para el sector pesquero industrial.

De la fracción artesanal el 75% será distribuido en las Regiones que comprenden la unidad de pesquería considerando las capturas desembarcadas durante los dos años anteriores al año de aplicación de la distribución.

El porcentaje de la fracción artesanal que acrece con este artículo, se distribuirá preferentemente en aquella Región en que se registren los mayores desembarques por parte del sector industrial.

Artículo sexto.- Los programas de reinserción laboral a que hace referencia la letra d) del artículo 173 que se incorpora en la Ley General de Pesca a través de la presente ley, se podrán aplicar por el plazo de un año, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, a los trabajadores que hayan perdido su trabajo con posterioridad al 27 de febrero de 2010, por causas no imputables a su voluntad.

Artículo séptimo.- Mientras no se establezcan por resolución de la Subsecretaría, los planes de manejo a que se refiere el artículo 9º de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se entenderán vigentes aquellos establecidos sobre recursos bentónicos y algas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley Nº20.560 aprobados por la Resolución N° 540, de 2005, modificada por Resolución N° 194 de 2011, ambas de la Subsecretaría de Pesca, respecto de los recursos almeja, erizo y luga roja en las regiones de Los Lagos y de Aysén y aprobado por Resolución N° 2187, de 2010, de la Subsecretaría de Pesca, respecto del recurso Huiro en la Región de Atacama.

Artículo octavo.- Facúltase al Presidente de la República, por el plazo de un año a contar de la publicación de la presente ley, para establecer la reestructuración orgánica del Servicio y las funciones de los Subdirectores. Tal facultad la ejercerá mediante decreto con fuerza de ley, dictado a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

Artículo noveno.- Las inscripciones de los pescadores artesanales propiamente tales que sean asignatarios de los regímenes artesanales de extracción, establecidos de conformidad con el artículo 48 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, con anterioridad a la publicación de esta ley, podrán ser objeto de reemplazo o transmisión en beneficio de otro pescador artesanal propiamente tal inscrito en la misma pesquería y sometido al mismo régimen.

Artículo decimo.- Dentro del plazo de seis meses a contar de la entrada en vigor de la presente ley, se deberá modificar el estatuto del Instituto de Fomento Pesquero, en el sentido de adecuarlo a las modificaciones contempladas en la presente ley. 

Artículo undécimo.- En el primer nombramiento de los miembros de los Comités Científicos Técnicos, se deberá determinar aquellos miembros cuyo período durará dos años, para efectos de lo dispuesto en la letra b) del artículo 155 de la Ley General de Pesca y Acuicultura y sus modificaciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto supremo N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

Artículo duodécimo.- La obligación establecida en el artículo 64 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura, modificado por esta ley, para las embarcaciones artesanales será exigible a contar de dos años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo décimo tercero.- La obligación establecida en el artículo 64 E incorporado en la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante la presente ley, para las embarcaciones artesanales será exigible a contar de un año de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo décimo cuarto.- Las modificaciones incorporadas a los artículos 39 y 40 de la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante la presente ley, regirán respecto de las pesquerías que se declaren en régimen de recuperación y desarrollo incipiente con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo décimo quinto.- En el caso que se autorice la operación extractiva por naves industriales  en  la  franja  de  cinco millas, éstas no podrán contemplar un área mayor a la autorizada en las Resoluciones de autorización vigente a la fecha de entrada en vigor de la presente ley.

Artículo décimo sexto.- Para los efectos del pago al que se refiere el artículo 43 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura, sustituido por la presente ley, se aplicarán durante los 10 primeros años de vigencia de esta ley, los guarismos correspondientes multiplicados por los siguientes factores:

Primer y segundo año:
1,7

Tercer y cuarto año:

1,6

Quinto y sexto año:

1,5

Séptimo y octavo año:

1,3

Noveno y décimo año:

1,1

Para los efectos del artículo 43 ter de la Ley General de Pesca y Acuicultura, incorporado por la presente ley, durante los 10 primeros años de vigencia de esta ley, el guarismo 3,3% contenido en su numeral a) se reemplazará por la cifra siguiente:

Primer y segundo año: 
0,0%

Tercer y cuarto año: 

0,7%

Quinto y sexto año:

1,5%

Séptimo y octavo año:

2,2%

Noveno y décimo año: 
2,9%

Artículo décimo séptimo.- En el plazo de seis meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, el Ministerio dictará el reglamento para el establecimiento de caladeros a que se refiere el artículo 67, inciso quinto, de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

Artículo décimo octavo.- La regulación de la reserva de la primera milla contenida en el artículo 47 bis, incorporado en la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante la presente ley, entrará en vigor un año después de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo décimo noveno.- Los planes de  manejo  respecto de las pesquerías que se encuentren en estado de sobreexplotación o colapso deberán estar aprobados 18 meses después de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo vigésimo.- Los Comités Científicos Técnicos deberán comenzar su funcionamiento en el plazo de seis meses a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 1°, 6, 7, 8, 13 y 14 (10:30 a 12:00) de agosto de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Fulvio Rossi Ciocca y Hosaín Sabag Castillo; 14 (15.00 a 16.00), y 27 de agosto de 2012, con   asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente),  Alejandro García Huidobro Sanfuentes y Hosaín Sabag Castillo; 3 de septiembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag Castillo (Presidente Accidental), Carlos Bianchi Chelech y Alejandro García Huidobro Sanfuentes;   5, y 10 de septiembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Fulvio Rossi Ciocca y Hosaín Sabag Castillo;  13 de septiembre de 2012  con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Fulvio Rossi Ciocca y Hosaín Sabag Castillo;  24 de septiembre de 2012, en la ciudad de Punta Arenas, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss, (Presidente), Carlos Bianchi Chelech y Pedro Muñoz Aburto (Fulvio Rossi Ciocca);  25 de septiembre de 2012, con asistencia de los Honorable Senadores señores Antonio HorvatH Kiss; Carlos Bianchi Chelech, Pedro Muñoz Aburto (Fulvio Rossi Ciocca); 26 de septiembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente); Carlos Bianchi Chelech,  Camilo Escalona Medina (Fulvio Rossi Ciocca), Carlos Küschel Silva (Alejandro García Huidobro Sanfuentes), y Pedro Muñoz Aburto (Fulvio Rossi Ciocca); y los días 1° y 3 de octubre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Antonio Horvath Kiss (Presidente), y señores Carlos Bianchi Chelech, Alejandro García- Huidobro Sanfuentes, Hosaín Sabag Castillo, y Fulvio Rossi Ciocca.

Sala de la Comisión, a 9 de octubre de 2012.

(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa,

Secretaria de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

_____________________________________________________________

PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA, ACERCA DEL proyecto de ley QUE MODIFICA EN EL ÁMBITO DE LA SUSTENTABILIAD DE RECURSOS HDROBIOLOGICOS, ACCESO A LA ACTIVIDAD PESQUERA INDUSTRIAL Y ARTESANAL Y REGULACIONES PARA LA INVESTIGACION Y FISCALIZACION, LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA CONTENIDA EN LA LEY N° 18.892 Y SUS MODIFICACIONES.

(boletin nº 8.091-21)

I. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: La iniciativa tiene como objetivo central la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos, para la cual propone un sistema de administración y gestión a largo plazo, que considera la explotación óptima de los recursos pesqueros en armonía con el medio ambiente.

II. ACUERDOS: aprobado en general ( 4x1).

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta de cinco artículos permanentes y veinte artículos transitorios. 

IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: de rango Orgánico Constitucional, las siguientes disposiciones: Artículo 1° número 53 (Artículo 55Q); 70 (Artículos 153 y 154); de Quorum Calificado, las siguientes disposiciones: Artículo 1° números 1; 2; 4 letra c; 14; 16 letras a, b y c; 18; 19; 21; 22; 26; 31; 32; 33; 39; 40; 42; 45; 52; 53 en todos los artículos contenidos en este número, salvo el artículo 55Q; Artículo 2° Transitorio; Artículo 5° Transitorio y Artículo 14° Transitorio.

V. URGENCIA: suma.

VI: ORIGEN: Mensaje de S.E. el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique.

VI. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.

VII. APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: 61votos a favor; 42 en contra, y 2 abstenciones (aprobación en general).

VIII.TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe.

IX. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 31 de julio de 2012.

X. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:

1.- La ley N° 18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura, de 23 de diciembre de 1989, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto N °430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 

2.- El decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación.

3.- La ley N° 19.713, que establece como medida de administración el límite máximo de captura por armador de las principales pesquerías industriales nacionales y la regularización del Registro Pesquero Artesanal.

4.- La ley N° 20.416, que fija normas para las empresas de menor tamaño.

5.- La ley N° 20.249, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios.

Valparaíso, 9 de octubre de 2012.

MAGDALENA PALUMBO OSSA

Secretaria de la Comisión

ANEXO

Normativa Pesquera: 

historia, situación actual y proyecto en discusión

Desde hace varios miles de años que el ser humano aprovecha la riqueza de los mares de Chile, y a la llegada de los españoles, existían varios grupos humanos diferenciados que vivían fundamentalmente de la pesca y la recolección de moluscos, muchos de ellos con continuidad desarrollando una verdadera adaptación marítima, y un fuerte arraigo a la costa; los changos en el norte, los Rapa Nui en Isla de Pascua, los Chonos, los Kawashkar o Alacalufes, los Yámana o Yaganes en los canales australes, y los mapuche de la franja costera (Lafkenches), vivían fundamentalmente de la pesca y la recolección de moluscos. En sus inicios la actividad pesquera estuvo orientada a la subsistencia y el intercambio, y con la llegada de los españoles no se introdujeron grandes cambios en el sector. Es a partir  de mediados del siglo XIX que en el país se inicia una acción por parte de la Armada de Chile y de científicos, para investigar las aguas y las especies marinas. Como resultado de ello, se genera un aumento de la actividad pesquera, y  aparecen los primeros desarrollos de una industria en el rubro; alrededor de 1860 se establece la primera industria conservera de mariscos, surgen los primeros ensayos de introducción de especies extranjeras, y aumenta considerablemente la distribución de pescados y mariscos gracias al desarrollo de los ferrocarriles.

La historia pesquera nacional da cuenta de una industria que ha tenido una expansión, en los últimos 60 años incentivado por variadas medidas de fomento a la instalación de empresas y el ingreso de embarcaciones a las unidades de pesquerías.

A partir de la década de los ochenta comienzan a presentarse las primeras medidas de restricción de acceso y asignación de cuotas de captura, las que hicieron que los desembarques llegaran a máximos históricos y generaran problemas de sobreinversión pesquera que desembocaron en problemas con los recursos y la necesidad de reorganizar el sector. 

Uno de los aportes de la actual Ley General de Pesca y Acuicultura del año 1991 y sus modificaciones, fue la instauración de los consejos de pesca, organismos de apoyo y organismos asesores como el Consejo Nacional de Pesca (CNP), los Consejos Zonales de Pesca (CZP) y los Consejos Regionales de Pesca (CRP), todos ellos con atribuciones consultivas o resolutivas dependiendo de la materia tratada, la categorización de los pescadores en industriales y artesanales, el establecimiento de un área de reserva de 5 millas para la pesca artesanal, el manejo de pesquerías por cuotas de captura, la regionalización de las operaciones de los pescadores artesanales y el establecimiento de áreas de manejo para la pesca artesanal para el aprovechamiento de los recursos bentónicos (aquellos que se extraen del fondo acuático), sentar las bases para la acuicultura y el establecimiento de zonas protegidas (áreas marinas y reservas). 

La sobreinversión de la flota de captura sumada a fenómenos ambientales tales como “el niño” de los años 1997-1998 provocó una crisis que afectó principalmente al recurso jurel. Al respecto y producto además de movilizaciones sociales, se generó un espacio que dio origen a la Ley que introdujo los límites máximos de captura (conocida como ley N° 19.713 de 2001) que cambió la forma de asignar las cuotas pasando de un sistema global a un sistema de cuotas individuales que pretendía eliminar la forma de pescar llamada “Carrera Olímpica” y, de paso, bajar el número de naves en operación. 

Dentro de los impactos que trajo la ley N° 19.713 se encuentran la tendencia del uso de embarcaciones más nuevas y con tecnología habilitada para mantener las especies en buen estado. Además, la programación de las capturas ha facilitado la extensión de los viajes de pesca hacia la captura de especies con características específicas y mejor refrigeradas a partir de nuevas tecnologías de conservación en las embarcaciones. Esto último ha favorecido la orientación hacia nuevas líneas de producción y la minimización de desechos.

En relación con los efectos medioambientales, la calidad del entorno de los sitios de desembarque y procesamiento de los recursos ha mejorado notoriamente, ya que la acumulación permanente que evita el tener una cuota programable y gestionable provoca un efecto colateral positivo en el medio ambiente, por la menor presión de pesca puntual.

Con respecto al ámbito laboral, el empleo en flota tuvo, a partir de la aplicación del LMCA (límite máximo de captura por armador), importantes cambios debido a los ajustes reductores que afectaron a la gran cantidad de embarcaciones disponibles para operar. Esta reducción de las embarcaciones produjo una disminución en la cantidad de mano de obra (tripulantes) contratada por las empresas, lo anterior fue tratado de paliar mediante el Fondo de Administración Pesquera con resultados poco positivos a juicio de los integrantes de la comisión de pesca de la Cámara de Diputados. 

La ley N° 19.713 y sus modificaciones tiene como fecha final de vigencia el 31 de diciembre de 2012. En prevención de esto y en atención a una serie de temas pendientes asociados al desarrollo del sector pesquero, el 14 de diciembre de 2011, el ejecutivo envió un mensaje que inicia la tramitación del proyecto de ley (boletín N° 8091) que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura. Al respecto, a agosto de 2012 se describen los principales aspectos tramitados en la Cámara de Diputados en relación con dicho proyecto de ley. Los tópicos tratados, se relacionan con: nuevos conceptos biológico pesqueros y de manejo, la incorporación de licencias transables de pesca, la reserva de la primera milla para los botes y una nueva definición del área de reserva para la pesca artesanal, el uso de posicionadores satelitales en algunas embarcaciones artesanales, el pago de patente por parte del sector artesanal y la certificación de sus desembarques, la creación de Comité Científico Técnico en la determinación de cuotas de captura y de validación de planes de manejo, la consideración de función pública del IFOP y una plataforma de reinserción, capacitación y promoción del consumo de recursos marinos.
Introducción

El objetivo de este documento es poner en contexto la actualmente normativa pesquera, dando cuenta de su evolución y algunos de sus resultados. Para ello, se consideraron análisis históricos de la operación pesquera y su normativa y, así como algunos proyectos del Fondo de Investigación Pesquera que dan cuenta de la evaluación del impacto. 
También, se describen los cambios que se están efectuando a la ley de pesca, a partir del primer informe de la tramitación que está teniendo el proyecto en la Cámara de Diputados. 

I. La pesca en un contexto histórico

Primeros ocupantes 

Alrededor de los 9 mil años antes del presente, la costa de Chile ya estaba ocupada por grupos humanos que cazaban y recolectaban los recursos de orilla del litoral, y que, hacia el 7 mil años antes del presente, surgen en el norte los verdaderos pescadores, quienes gracias al anzuelo, acceden a la profundidad del mar, y luego con la balsa lo pueden navegar
. 

A la llegada de los españoles existían varios grupos humanos diferenciados, que habían desarrollado una verdadera adaptación marítima, y un fuerte arraigo a la costa
; los changos en el norte, los rapa nui en Isla de Pascua, los chonos, los kawashkar o alacalufes, los yámana o yaganes en los canales australes, y los  mapuche de la franja costera (lafkenches)
. Estos pueblos vivían fundamentalmente de la pesca y la recolección de moluscos
 
. La actividad estaba orientada fundamentalmente a la  subsistencia y en el intercambio con otros grupos
, dando a cada producto obtenido múltiples usos y funciones (económico, alimenticio, medicinal, religioso, herramientas, materiales de construcción, etc.). La evidencia actual da cuenta de que esta relación integral con el medio ha determinado la configuración de toda su cultura y orden social
.

Hacia el desarrollo de una industria 

A pesar de los abundantes y variado recursos marinos de nuestro mar, durante el período de la conquista y la colonia la economía no gira en torno a la pesca
. Los españoles adoptan la balsa y otras técnicas desarrolladas por los pueblos originarios, introduciendo también las suyas,  sin embargo no se advierte un gran desarrollo del sector
. 

A comienzos del siglo XIX, gran parte de los recursos del mar chileno eran todavía explotados por extranjeros, en provecho de la economía de sus países. Es a partir  de mediados del siglo XIX que en el país se inicia una acción por parte de la Armada de Chile y de científicos, para investigar las aguas y las especies marinas. Como resultado de ello, se genera un aumento de la actividad pesquera, y  aparecen los primeros desarrollos de una industria en el rubro; alrededor del año 1860 se establece la primera industria conservera de mariscos (en las Guaitecas), surgen también los primeros ensayos de introducción de especies extranjeras, y aumenta considerablemente la distribución de pescados y mariscos gracias al desarrollo de los ferrocarriles
. 

También se establecen disposiciones de veda y control para algunas especies, y se estudia la fundación de la primera escuela para la pesca en Chile. En 1945 se funda el Instituto de Biología Marina de Montemar y en la década del 50 se inicia la formación de profesionales a nivel universitario
.

II. Los principales recursos pesqueros

21. Las principales especies desembarcadas 

De acuerdo al último Anuario Estadístico de Pesca
, en Chile al año 2010 las capturas de recursos marinos fueron sobre 158 especies, de estas, 13 son algas, 87 son peces, 35 son moluscos, 20 son crustáceos y 3 pertenecen a otras categorías. Al respecto las principales pesquerías explotadas son: Merluza de cola, Merluza común, Jurel, Anchoveta, Sardina común, Congrio dorado, Merluza de tres aletas, Merluza del sur, Sardina española, Langostino amarillo, Langostino colorado y Camarón nailon, dentro de los moluscos se destacan el Chorito y la Jibia y en las algas la principal es el Huiro negro, estas 15 especies reflejan el 74% de los desembarques totales de Chile y corresponden a recursos con alguna medida de administración pesquera (talla mínima, cuota de captura, veda etc.). 

22. La situación pesquera actual de los recursos administrados 

De acuerdo a información de la Subsecretaría de Pesca
, el sector pesquero chileno es responsable del 0,4% del Producto Interno Bruto (PIB), con un empleo aproximado de 128 mil personas que laboran en flota industrial (5 mil), plantas de proceso (32 mil), pescadores artesanales (86 mil) y empleo indirecto artesanal (5 mil). De los US$ 4.889 millones que Chile exporta entre acuicultura y pesca extractiva, este último contribuyó con US$ 1.401 millones.

Toda esta actividad está basada en algunos recursos hidrobiológicos sobre los cuales el mensaje del proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura
 en su parte inicial da cuenta, señalando que “el estado de las principales pesquerías nacionales es preocupante, ya que las pesquerías se encuentran en su mayoría sobreexplotadas e incluso algunas en estado de colapso, por lo que se hace muy relevante poner la sustentabilidad de los recursos como uno de los criterios rectores de la regulación que debe regir a la actividad en el futuro”
. Para ser más específicos la propia Subsecretaría de Pesca señala en junio de 2012 que los recursos Sardina común, Merluza de tres aletas, Anchoveta
 y Sardina española, Langostino amarillo y Camarón nailon se encuentran en plena explotación en un estado estable; en el caso de los recursos Merluza de cola, Anchoveta
 y Langostino colorado se encuentran en plena explotación en un estado en riesgo; finalmente los recursos Jurel, Merluza común, Merluza del sur y Congrio dorado se encuentran en plena explotación en un estado de sobreexplotación o colapso
. Esta información se grafica además en el siguiente cuadro.

Figura 1. Estado de las principales pesquerías
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Fuente: Ministerio de Economía 2012

Razones de esta crítica situación fueron, la fijación de cuotas globales mayores a las que indica la sustentabilidad, a la falta de investigación permanente que sustente la fijación de esta cuota y algunos elementos adicionales como son la escasa fiscalización y control, la baja responsabilidad en cuanto al ejercicio de la actividad, los fenómenos climáticos asociados al Niño y la Niña, y la proliferación de algunas especies como la jibia, todos factores interrelacionados
.

III. La historia previa a la actual normativa vigente

Desde el punto de vista de la regulación del acceso a pesquerías, se tienen antecedentes que desde 1956 se comienzan a exigir permisos para la explotación pesquera
. A su vez, como incentivo a la llegada de nuevas empresas, el Decreto con Fuerza de Ley N° 266 de 1960 generaba amplísimas franquicias y exenciones tributarias a personas jurídicas que en forma exclusiva se dedicaran a la extracción, pesca o caza de seres que vivieran bajo el mar, o bien a la congelación, conservación, elaboración y transformación de estas especies, como asimismo a la industria de la construcción y reparación naval
. 

Lo anterior motivó la aparición de plantas productoras de harina y aceite de pescado en la zona norte y de plantas de producción para consumo humano en la zona centro sur. En atención a lo anterior, los D.L 597 de 1960
 y D.L de 1964
 reglamentaron el establecimiento de industrias pesqueras en el país y se comenzaron a vincular los permisos de explotación al cumplimiento de cuotas anuales permisibles de pesca, una situación que, de acuerdo a Julio Peña
, fue más una señal a la industria de la época que una cuota a cumplir, ya que los objetivos de la época eran la promoción de la industria y la mejora del conocimiento de la biología de los peces. Así, sólo existían restricciones a la entrada mediante asignación de permisos de pesca.

En lo relacionado con el control de la flota extranjera que operaba frente a las costas nacionales, el Decreto Ley N° 500 de 1974 (D.O. 7 de junio de 1974) estableció un régimen provisional para las operaciones de pesca de barcos de bandera extranjera en aguas bajo la jurisdicción nacional en la cual se establecían permisos para operar dentro de las 200 millas (previo pago de una matrícula de US$1.000.- y US$60. por cada TRG de la nave) al Sur de los 37° S. 

En la década de los setenta, en tanto, continuaron las normas de fomento de la actividad pesquera artesanal. Así, el Decreto Ley N° 1678 de 1977, exime de derechos, tasas y demás gravámenes que afectan la importación de implementos y motores destinados a la pesca artesanal así como la de repuestos y accesorios. Previamente, el Decreto Ley N° 1606 de 1976 había reglamentado el otorgamiento de franquicias a la importación de implementos y motores destinados a la pesca artesanal.

23. Las regulaciones de manejo y control de las pesquerías 

A partir de la creación de la Subsecretaría de Pesca (SUBPESCA) en 1976 mediante el Decreto Ley N° 1.626, con funciones y atribuciones establecidas mediante el Decreto Ley 2442
 de 1978, y, además, de la creación del Consejo Nacional de Pesca y el Servicio Nacional de Pesca, comienza a generarse una sistematización de las acciones de manejo y control sobre el sector pesquero -que desde 1931 se encontraban bajo la responsabilidad de la Dirección General de Pesca y Caza
 y de la Dirección de Agricultura y Pesca dependientes del Ministerio de Agricultura
. Con la creación de la Subsecretaria de Pesca, se dejó la dependencia de la administración pesquera del Ministerio de Agricultura, y se comienza a funcionar bajo la tutela del Ministerio de Economía (actualmente de Economía, Fomento y Turismo).

Le corresponde al Servicio Nacional de Pesca (Sernapesca), hacer efectiva la política pesquera establecida por las autoridades competentes, controlando el cumplimiento de la normativa pesquera, acuícola y ambiental, así como los acuerdos internacionales que regulan la actividad, con el fin de conservar los recursos hidrobiológicos y contribuir al desarrollo sustentable del sector y al crecimiento económico del país.

Para ordenar, agilizar, simplificar y adecuar las normativas que regulaban las actividades pesqueras se aprobó mediante el Decreto N° 175 de 1980 el Reglamento para realizar actividades pesqueras el cual “omitía en forma explícita a las cuotas globales y no especificaba un compromiso claro con el principio del libre acceso”
 dando a la Subsecretaria de Pesca los derechos de emisión de permisos de pesca, pero sin condiciones explícitas. Así, se procedió de hecho, a abrir todas las pesquerías y con ello permitir el ingreso a nuevos inversionistas que se hicieron cargo del incremento en los niveles de captura
.

Figura 2. Desembarques pesqueros en Chile entre 1970-1990 (93)

[image: image24.png]Desembarques (ton X 106)

Antes de la Ley de Pesca

A Desembarques totales.
@ Desembarques Industriales

4@ Desembarquse Artesanales

1970 1975 1980 1985
Ao

1990




Fuente: Dr. Juan Carlos Castilla PUC

En 1981, se genera la primera normativa que asigna las cuotas pesqueras de la industria mediante el D.S. 460 que estableció una política de cuotas de captura globales en la pesquería pelágica de la zona norte. En 1982 se expandió la implementación de cuotas globales de pesca en las pesquerías demersales (merluza común y merluza austral).

A finales de 1989, se promulgó una nueva ley pesquera denominada “Ley Merino”, que en la práctica se implementaría en marzo de 1990. 

Ley General de Pesca y Acuicultura y la administración pesquera

En Marzo de 1990 el Congreso le exigió al Ministro de Economía de la época Carlos Ominami comprometerse con un proyecto integral, ante la alternativa de aprobar la Ley de Pesca de 1989. Al respecto, el gobierno del Presidente Patricio Aylwin propuso su postergación con el compromiso de una revisión de la estructura de esta Ley
, la cual fue discutida en el Congreso hasta su promulgación en 1991 conocida como la actual Ley General de Pesca y Acuicultura
.

a) Instituciones de apoyo a la administración

Las medidas de administración establecidas en la actual Ley general de Pesca, se basaron en una institucionalidad creada que cuenta con organismos de apoyo – organismos asesores – como lo son el Consejo Nacional de Pesca (CNP), los Consejos Zonales de Pesca (CZP) y los Consejos Regionales de Pesca (CRP), todos ellos con atribuciones consultivas o resolutivas dependiendo de la materia tratada. Dichos consejos están integrados por representantes de la institucionalidad (Subpesca, Sernapesca), Universidades, representantes de la industria, flota y pescadores artesanales.

Reserva Lafken Mapu Lahual
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Se cuenta además con instituciones destinadas a la investigación y al fomento de la misma. En la primera categoría de encuentra el Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), -que desde su creación en 1964- esta llamado a elaborar y proveer los antecedentes técnicos y las bases científicas para la regulación de las pesquerías y la acuicultura, y la conservación de los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas; otras instituciones de investigación son Fundación Chile o Universidades e Institutos interesados en el sector. Finalmente, entre las instituciones que fomentan la investigación en el sector pesquero se debe citar al Fondo de Investigación Pesquera (FIP) que está destinado a financiar estudios, necesarios para fundamentar la adopción de medidas de administración de las pesquerías y de las actividades de acuicultura. Para el fomento y desarrollo de la actividad pesquera artesanal se creó el Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal (FFPA).

b) Las principales medidas de administración implementadas

De acuerdo al Premio Nacional de Ciencias Dr. Juan Carlos Castilla
 la Ley de Pesca estableció seis reglas claves para la gobernanza pesquera:

1. Se definieron  2 unidades de flota y estas se organizaron en un Registro de agentes extractivos de pesca a cargo de Sernapesca: 

(a) Registro Pesquero Artesanal (pequeña y mediana escala) 

(b) Registro Pesquero Industrial (embarcaciones sobre los 18 m de eslora y/o 50 toneladas de TRG
)

2. Para las 12 especies declaradas en Explotación Plena (sardina, anchoveta, jurel, merluzas y langostinos) se propende el manejo pesquero basado en cuotas globales de captura. No existe la transferencia de las cuotas al interior de la flota artesanal  y es muy reducida al interior de la flota industrial.

3. En los casos anteriores el gobierno tiene la opción de hacer subasta pública de las cuotas, con un sistema de 5% anual, hasta completar un 50%. 

4. Se crea el Consejo Nacional de Pesca (CNP) como órgano resolutivo en materias pesqueras como por ejemplo la fijación de cuotas.

5. Se restringen las primeras 5 millas (entre los paralelos 18ºS a 41ºS y en torno a islas oceánicas) para uso exclusivo del sector artesanal.

6. Se restringe al sector pesquero artesanal la operación pesquera en múltiples regiones y se generan derechos de uso territorial para recursos bentónicos (como por ejemplo el Loco) para uso exclusivo a organizaciones de pescadores organizados en la forma de Áreas de Manejo y Explotación de Recursos Bentónicos (AMERBs).

Figura 4: Áreas protegidas y reservadas
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Fuente: Dr. Juan Carlos Castilla PUC

Además la ley facultó a la Subsecretaría de pesca la declaración de áreas específicas y delimitadas denominadas Parques Marinos, destinadas a “preservar unidades ecológicas de interés” para la ciencia y cautelar áreas que aseguren la mantención y diversidad de especies hidrobiológica”
. Además se sentaron las bases para la acuicultura.

En el caso de las pesquerías industriales, se determinaron cuatro regímenes relacionados con el estado biológico en que cada pesquería se encuentre: régimen general de acceso
 para aquellas pesquerías que podían aceptar la llegada de nuevas embarcaciones pesqueras, régimen de plena explotación
 que implicaba que el recurso había llegado a su máximo nivel de extracción y no se puede ingresar una embarcación mas, régimen en recuperación
 en aquellas pesquerías que alcanzaron el colapso y muestran indicios de mejoría y régimen de pesquería de desarrollo incipiente
 para las pesquerías nuevas. 

Para mantener los recursos en un estado adecuado se facultó el establecimiento de cuotas de captura para aquellas especies declaradas en plena explotación, y la fijación de las dimensiones y características de las artes y los aparejos de pesca.

En relación con la limitación de operaciones pesqueras para el sector artesanal, la Ley de Pesca, considerando la existencia de operaciones en zonas límites entre regiones, contempló la extensión de operación a la región contigua a la de su domicilio permanente y base de operaciones, cuando éstos realicen frecuentemente actividades pesqueras en dicha región contigua
.

c) La evaluación de la normativa

De acuerdo al profesor de la PUCV Msc René Cerda
, los mecanismos que se observaban en 1997 de la Ley General de Pesca y Acuicultura eran “decisionales”, de conservación de recursos, de acceso a la actividad, de información (fundado en la investigación) y de fiscalización. Todos estos tenían acciones respecto al recurso y su esfuerzo de pesca y del desembarque de éste y sus resultados dependían de la coordinación que los distintos actores debían tener en la operación pesquera, gestión, investigación y fiscalización.

Al respecto, en los noventa existieron normativas transitorias que pretendieron fomentar el desarrollo de un polo industrial pesquero en San Antonio, la flota industrial creció y con ello la sobreinversión de la flota (en especial la dedicada al recurso jurel) lo que trajo el desequilibrio entre la capacidad de extracción
 y la biomasa disponible, todo ello agravado por fenómenos ambientales de gran magnitud como lo fue El Niño entre 1997-1998
 (considerado el más fuerte de los últimos 40 años) que afectó la disponibilidad de recurso pesquero. 

Lo anterior se tradujo en una crisis pesquera a finales de los noventa que determinó la necesidad de mejorar los sistemas de asignación de cuotas pesqueras al sector industrial. Esto se tradujo en una nueva propuesta legislativa cuyo mensaje señalaba que se “establecía como medida de Administración el límite máximo de captura por armador a las principales pesquerías industriales nacionales y regularización del Registro Pesquero Artesanal”. 

d) La incorporación de los Límites Máximos de Captura por Armador (LMCA)

El mensaje que dio origen a la Ley 19713 fue presentado en agosto del año 2000 tenía como principal objetivo la aplicación de una medida de administración denominada Límite Máximo de Captura por Armador (LMCA) a las principales pesquerías nacionales. En éste se señalaba que la “legislación […] ha incentivado a los diferentes agentes que participan en las distintas pesquerías a establecer líneas de acción que han generado varios problemas. Entre otros, cabe mencionar la explotación irracional de los recursos pesqueros; la exagerada sobreinversión en esfuerzo de pesca; la política extractiva de los recursos absolutamente contraria a un desarrollo armónico que optimice las ventajas comparativas del país; la política de objetivos de corto plazo en la que se procesa la materia prima sin maximizar un adecuado valor agregado, y la inestabilidad laboral, con empleo temporal y gran inseguridad social”
.

En la práctica, se propuso una medida de administración para el sector industrial que establecía un porcentaje de esta cuota anual, constituido entre una ponderación de la historia pesquera de extracción y las autorizaciones que tienen evitando de esta manera la pesca tipo “Carrera olímpica” (una cuota global que se consume en la medida que los actores van desembarcando, quien más pesca más porcentaje de la cuota utiliza). De esta manera, el sistema entre 1991 y 2001, al fijar una cuota global anual por especie significó que los recursos fueron de quien los pescó primero, teniendo lo anterior como impactos negativos: la sobreinversión en flota de pesca, disminución de incentivos para el desarrollo de una industria innovadoras, períodos cortos de pesca, presión para sobreexplotar los recursos
.

Figura 5: Parking boat de Valdivia
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Fuente: Boat Parking S.A.

Así, con la introducción del sistema de LMCA se otorgaron cuotas individuales sobre la explotación del recurso. En este sentido el artículo 14° de la Ley N° 19713 especifica que “el establecimiento del límite máximo de captura por armador … no constituirá derecho alguno en asignaciones de cualquier tipo que se efectúen en el futuro”. 
 Además, se establecieron requerimientos de certificación de desembarque, nuevas facultades de fiscalización de las medidas establecidas y se fijan cuotas por especies anuales y un fraccionamiento de la cuota entre pescadores artesanales e industriales
.

La Ley N° 19.849 que extendió el plazo de la Ley N° 19713 hasta el 31 de diciembre de 2012, hace referencia al sistema RAE “Régimen Artesanal de Extracción” que consiste en la distribución de la fracción artesanal de la cuota global de captura en una determinada región, ya sea por área, tamaño de las embarcaciones, caleta, organizaciones de pescadores artesanales o individualmente. La distribución de la fracción artesanal se efectúa de acuerdo a la historia real de desembarques considerando, los pescadores artesanales debidamente inscritos en el Registro de Pesca Artesanal, en la respectiva pesquería, caleta, organización, o el tamaño de las embarcaciones.

Las ventajas que tiene fijar una cuota anual distribuida es que permite regular y disminuir el esfuerzo pesquero
, lo que da el tiempo para contratar personas en forma permanente durante todo el año, agregarle valor a los recursos y propender al consumo humano de éstos.

· La evolución del LMCA

Un informe de la Universidad de Concepción que evalúa el impacto de la aplicación de lmca para la industria extractiva
, señala que esta norma -vigente hasta el 31 de diciembre del año 2012-, autorizaba a uno o más armadores a someterse conjuntamente a la medida de administración para utilizar la cuota individual asignada, permitiendo además que, sin que necesariamente el armador reduzca su participación porcentual en los LMCA, se incorporaran mecanismos para facilitar la salida de naves y con ello, bajar el esfuerzo de pesca y mejorar los rendimientos de las flotas que operan. Con ello, la flota industrial se redujo desde 174 embarcaciones con una capacidad de bodega total de 133.829 m3 hasta a 60 naves con una capacidad de bodega total de 73.790 en 2010
 exhibiendo una tendencia decreciente desde el año 1997. No obstante, la reducción más significativa de naves totales operando se produce a partir del año 2000. El efecto social por la reducción de personas (tripulantes), se amortiguó a través del Fondo de Administración Pesquera establecido en la Ley 19.849 promoviendo con un alza de las patentes que entre sus objetivos mejor control, investigación, capacitación y un apoyo social para las personas que dejan la actividad, lo que en los hechos no se ha aplicado en forma satisfactoria
.

· Impactos del LMCA 

Con respecto a la Industria Pesquera Pelágica Norte (Anchoveta y Jurel I y II Regiones), el informe de la Universidad de Concepción concluyó “que el cambio regulatorio no generó mayores incentivos a que las empresas se fusionaran” ya que se ha concentrado, en forma similar a lo ocurrido en períodos anteriores a la introducción de los LMCA, donde esta unidad de pesquería mostraba altos niveles de concentración y desigualdad como consecuencia de un proceso activo de fusiones el cual se llevó a cabo antes de la introducción de los LMCA. Sin embargo, el estudio de la Universidad de Concepción visualiza una disminución de empresas en operación con respecto al período sin LMCA, lo que se debió particularmente como consecuencia
 de la reducción de la cuota asignada a las empresas más pequeñas como por la asignación de los LMCA, que generó que “algunas empresas no operaran de forma directa ya que no les era rentable hacerlo”
.

En el caso de las pesquería centro sur (Jurel, Sardina, Anchoveta y Merluzas), uno de los efectos que ha producido el LMCA y que ha tenido un alto consenso
 al asociarlo al régimen es la disminución del tamaño de la flota operativa y en la forma de programar la actividad de dicha flota, lo que ha obligado a una reducción de la sobreinversión producida en el contexto de la “carrera olímpica” y por otra parte, “por la operación de este nuevo sistema que al permitir una planificación de los recursos disponibles, favorece la creación de estrategias de optimización de los activos y reducción de los costos de operación”
.

En el ámbito de los LMCA, la tendencia ha sido al uso de embarcaciones más nuevas y con tecnología habilitada para mantener las especies en buen estado. Además, la programación de las capturas ha facilitado la extensión de los viajes de pesca hacia la captura de especies con características específicas y mejor refrigeradas a partir de nuevas tecnologías de conservación en las embarcaciones. Esto último ha favorecido la orientación hacia nuevas líneas de producción y la minimización de desechos
.

Figura 6: Línea de producción con destino consumo humano
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Fuente: Chile Azul

En relación con los efectos medioambientales, la calidad del entorno de los sitios de desembarque y procesamiento de los recursos ha mejorado notoriamente, ya que la acumulación permanente que evita el tener una cuota programable y gestionable provoca un efecto colateral positivo en el medio ambiente, por la menor presión de pesca puntual.

Con respecto al ámbito laboral, el empleo en flota tuvo, a partir de la aplicación del LMCA, importantes cambios debido a los ajustes reductores que afectaron a la gran cantidad de embarcaciones disponibles para operar. Esta reducción de las embarcaciones produjo una disminución en la cantidad de mano de obra (tripulantes) contratada por las empresas. Las empresas trabajan con cuotas de pesca específicas y ya no operan bajo el concepto de “pescar antes que el vecino”, lo que sin duda, afectaba los volúmenes y la forma de operación de las flotas
.

Figura 7: Desembarque pesquero total
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Fuente: Dr. Juan Carlos Castilla PUC

IV. Las modificaciones que trae el proyecto en tramitación

La Ley 18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura desde su promulgación hace mas de 30 años, ha sido modificada 45 veces en alguno de los distintos tópicos que abarca. En esta ocasión el proyecto en actual tramitación reconoce que este sector depende de la sustentabilidad de los recursos, por ello busca establecer los incentivos para avanzar hacia el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos
. Al respecto, se resumen a continuación algunos de los principales temas incorporados a este proyecto en su tramitación por la Cámara de Diputados
:

24. Nuevos conceptos para la administración

Incorporación de nuevos conceptos y principios biológicos no considerados en la normativa pesquera vigente: Enfoque ecosistémico
, principio precautorio
 y sustentabilidad. Nuevas definiciones de pesquería sobreexplotada y pesquería colapsada. Consideraciones de Puntos Biológicos de Referencia (PBR)
 y Rendimiento Máximo Sostenible (RMS)
.

En relación con la administración, se eliminan facultades del Consejo Nacional de Pesca (órgano auxiliar de la administración pesquera, integrado por miembros que representan a las organizaciones gremiales de pescadores artesanales, industriales y trabajadores, así como representantes de las Entidades públicas pesqueras y, representantes del Presidente de la República). Se pretende restringir la atribución de la definición de la cuota global de captura.

Se respeta el nuevo fraccionamiento de la Cuota Global entre el sector artesanal e industrial acordado en septiembre de 2011. Este acuerdo fue producto de la mesa de negociación liderada por el ministro de Economía y produjo el incremento de la participación artesanal en las pesquerías de jurel, anchoveta, sardina común, merluza común, merluza austral, camarón nailon entre otros recursos.

Para mejorar la institucionalidad fiscalizadora del Servicio Nacional de Pesca, Sernapesca, se crean cuatro subdirecciones.

25. Pesca Artesanal

Se reserva la primera milla para la operación exclusiva de las embarcaciones menores a 12 metros de eslora, que equivalen al 90% de las embarcaciones pesqueras artesanales de Chile y cuyo desembarque es sólo el 18% del total de este sector
. El área de reserva para la pesca artesanal de 5 millas se redefine a partir de las puntas más salientes de la costa, y no como líneas de base rectas, lo cual incrementa se área. Por otro lado, podrá extenderse el área de operaciones de los pescadores artesanales a la región contigua, cuándo éstos realicen actividades pesqueras en las otras regiones. Para esto cumplirá el procedimiento contemplado en los planes de manejo, con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva y que registren desembarques en los últimos tres años, y con consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda.

Desde el punto de vista económico, se incorpora el pago de patente a naves artesanales superiores a 12 metros de eslora. Actualmente el sector pesquero artesanal no paga patente por las naves. El monto se desglosará en las siguientes categorías: Embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros e inferiores a 15 metros equivalentes a 0,2 unidades tributarias mensuales. Embarcaciones de una eslora igual o superior a 15 metros equivalente a 0,4 unidades tributarias mensuales.

Figura 8: Pescadores artesanales
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Fuente: Subsecretaría de Pesca

Se elimina el cobro de la patente de las Áreas de Manejo y Explotación de Recursos Bentónicos (AMERBS), de 0.18 UTM por Há. 

Se incorpora el posicionador satelital
 para embarcaciones mayores de 15 metros de eslora. Se exige que el sistema “deberá garantizar, a lo menos, la transmisión automática de la posición geográfica actualizada de la nave. El dispositivo de posicionamiento deberá siempre mantenerse en funcionamiento a bordo de la nave, desde el zarpe hasta la recalada en puerto habilitado”. El sector artesanal ha ocupado este sistema en casos muy particulares, ahora se generalizaría para todas las embarcaciones cuya eslora sea superior a 15 metros, donde el costo de instalación y operación es de cargo de cada armador artesanal. Esto regiría también para las embarcaciones artesanales de una eslora total igual o superior a 12 metros e inferior a 15 metros inscritas en pesquerías pelágicas con el arte de cerco. Se exceptuarán de esta medida las embarcaciones inscritas en recursos bentónicos.

Los armadores artesanales que hayan incurrido en un gasto de inversión por adquisición e instalación de un sistema de posicionador satelital de conformidad con el artículo 64 B, podrán descontar de la patente el 100% de dicho gasto, por una sola vez, durante el o los años siguientes. Asimismo, podrán descontar hasta el 50% del gasto operacional del sistema de posicionador satelital.

Se exigirá la certificación y pesaje de desembarques para embarcaciones artesanales superiores a 12 metros de eslora y los titulares de embarcaciones transportadoras. Actualmente, en algunas pesquerías sometidas al Régimen Artesanal de Extracción, los desembarques son verificados por personal de Sernapesca (sin costo para los pescadores). Ahora se incorpora este costo. Los armadores que paguen por la certificación de desembarque a que se refiere el artículo 64 E, podrán descontar del pago de la patente hasta el 50% del gasto de dicha certificación.

Se exigirá un seguro de vida para los pescadores artesanales (tripulantes y buzos), con excepción de los mayores de 65 años.

26. Industria pesquera

El límite máximo de captura por armador como medida de asignación, cambia a licencias transables de pesca clase A que serán indefinidas y equivaldrán al coeficiente de participación de cada armador expresado en porcentaje con siete decimales. 

Los titulares de estas licencias pagarán anualmente en el mes de marzo una patente de beneficio fiscal por cada una de las naves inscritas
, la que será equivalente a 0,44 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves de hasta 80 toneladas de registro grueso; de 0,55 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves mayores a 80 y de hasta 100 toneladas de registro grueso; de 1,1 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves mayores a 100 y de hasta 1.200 toneladas de registro grueso; y de 1,66 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso, para naves mayores a 1.200 toneladas de registro grueso.

27. Comités científicos

Se propone la creación de un Comité Científico Técnico como un organismo asesor de la administración pesquera, cuya finalidad sea establecer los rangos sobre los cuales se pueden adoptar determinadas medidas de conservación. Específicamente serían los encargados de establecer la limitación en el monto de la cuota global de captura. También serían responsables de pronunciarse de las propuestas de planes de manejo de pesquerías, definir distribución geográfica de los recursos hidrobiológicos para causales denegatorias de solicitudes de autorización. Se crean 11 Comités Científicos Técnicos, integrados por científicos especialistas y representantes de Subpesca e Instituto de Fomento Pesquero IFOP. Sus miembros son elegidos por Concurso Público
.
28. Plataforma Social

Al respecto se busca financiar una base para una plataforma social y capacitación y levantamiento de competencias. La actual Ley contempla parcialmente esto mediante recursos del Fondo de Administración Pesquero (FAP). Al respecto se busca apoyar:

a) Proyectos de investigación pesquera y de acuicultura.

b) Programas de vigilancia, fiscalización y administración de las actividades pesqueras.

c) Programas y proyectos de fomento y desarrollo a la pesca artesanal.

d) Programas de reinserción laboral para los ex trabajadores de la industria pesquera y becas de estudio para los hijos de dichos ex trabajadores durante toda su carrera. Ambos programas tendrán una vigencia de hasta diez años a contar de la entrada en vigencia de la ley.

e) Acciones de capacitación tanto para trabajadores que se encuentren contratados en la industria pesquera como para ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de la ley.

f) Programas de estudios técnicos de nivel superior, destinados a trabajadores que se encuentren contratados en la industria pesquera y ex trabajadores de la industria pesquera, por el valor total del costo de la carrera, la que no podrá tener una duración superior a 2 años, para la realización de estudios técnicos de nivel superior, y becas de estudio para los hijos de dichos ex trabajadores durante el período que dure el programa de estudio. 

g) Proyectos de investigación y restauración de hábitat para especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa y programas de promoción, difusión, administración, vigilancia y fiscalización para esta actividad.

h) Programas o proyectos de promoción del consumo de recursos hidrobiológicos.

29. Institucionalidad científica

Se le da una función pública al Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), que actualmente es una corporación de derecho privado que realiza la investigación relacionada con la determinación de cuotas de pesca. Ahora será un colaborador y asesor permanente en la toma de decisiones con respecto al uso sustentable de los recursos pesqueros y la conservación del medio ambiente marino. Su carácter estratégico en la investigación pesquera no había sido contemplado anteriormente.

V. Temas Generales para la discusión propuestos en el Senado

El presidente de la comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura ha señalado en sesiones realizadas, que existen 6 líneas de trabajo previos a la votación en general de este proyecto de ley, estas son:

1.  Asegurar la institucionalidad del IDEPA, Instituto de Desarrollo para la Pesca Artesanal.

2.  Incorporar procedimientos que facilite y fomente el repoblamiento de macroalgas.

3.  Se reconozca que los recursos hidrobiológicos queden garantizados como patrimonio nacional.

4.  Establecer fórmulas para que las licencias no sean indefinidas.

5.  Buscar mecanismos para determinar porcentajes de cuotas de pesca para asignarse bajo licitación.

6.  Asegurar un fortalecimiento de la institucionalidad pesquera. Manejo, fiscalización e investigación.

7. Desarrollar una experiencia piloto que permita establecer bases para conocer las demandas de los pueblos originarios respecto de los impactos que les traería este proyecto de ley.

VI. Ley de espacio costero marino de los pueblos originarios

1. Antecedentes 

El año 1993, se publicó la ley Nº 19.253, con la cual el Estado chileno reconoce la existencia de los pueblos indígenas de Chile, y crea la CONADI. Junto con valorar su existencia, y su integridad y desarrollo de acuerdo a sus  costumbres y valores, la Ley Indígena señala que es deber de la sociedad en general y del Estado en particular, proteger y promover el desarrollo de los indígenas, sus culturas, familias y comunidades, adoptando medidas adecuadas para tales fines, y proteger las tierras indígenas, propendiendo a su ampliación. Sin embargo, no dispone de medidas respecto a los espacios costeros marinos, también habitados desde tiempos ancestrales por varios de dichos pueblos, y que son espacios que quedan sometidos a la normativa genérica, lo que genera la necesidad de establecer un reconocimiento y un marco legal adecuado a esta situación
.   

2. La ley 20.249

La Ley 20.249 (2008)
 y su reglamento (2008)
, crea la figura jurídica del espacio costero marino de los pueblos originarios (ECPMO), con el objeto de preservar el uso consuetudinario de dichos espacios, a fin de mantener las tradiciones y el uso de los recursos naturales por parte de las comunidades indígenas vinculadas al borde costero. 

Conforme a esta ley, se destina un espacio marino delimitado, cuya administración es entregada a comunidades indígenas o asociaciones de ellas, cuyos integrantes han ejercido de manera habitual prácticas o conductas que reconocen como manifestaciones de su cultura. 

Se trata de una suerte de espacio marino protegido, en tanto se permiten distintos usos tradicionales – pesquero, medicinal, religioso, recreativo, entre otros-, y a la vez, se destaca que la administración de estos espacios debe asegurar la conservación de los recursos naturales comprendidos en él, y propender al bienestar de las comunidades, conforme a un plan de administración que debe presentarse a la Subsecretaría de Pesca.
La ley resguarda los derechos de concesiones de acuicultura o áreas de manejo otorgadas a terceros, con anterioridad a la solicitud de constitución de este espacio marino especial. 

De esta manera, se reconoce que la legislación de pesca no se hace cargo de los Pueblos originarios y ese es su principal objetivo, reconocer una nueva forma de acceder a la actividad de estos pueblos. En el caso de tratase de una solicitud de espacio costero marino para uso pesquero, la institucionalidad sigue su regla habitual a través de Subsecretaría de Pesca, Fuerzas Armadas y Sernapesca.
3. Procedimiento para otorgar la administración de un espacio costero marino.

La Subsecretaría de Pesca
 verifica, en el plazo de dos meses, si el espacio costero marino solicitado se sobrepone a concesiones de acuicultura, marítimas o áreas de manejo otorgadas a otras personas. En caso de que no exista sobreposición, envía la solicitud a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (Conadi).

La Conadi, en el plazo de un mes, emite un informe que acredite el uso consuetudinario invocado por el solicitante. Si el informe acredita el uso consuetudinario, entonces la Conadi somete a consulta de las comunidades indígenas próximas al espacio costero marino la solicitud. También debe informar sobre esta solicitud a la comunidad regional a través de mensaje radial y una publicación en un diario de circulación regional.

Una vez hecha la consulta a las comunidades indígenas, la Conadi remite el resultado a la Subsecretaría de Pesca en el plazo de dos meses.

La Subsecretaría de Pesca somete el establecimiento del espacio costero a la Comisión Regional de Uso del Borde Costero.

Dicha comisión puede, en el plazo de un mes, aprobar, rechazar o proponer modificaciones fundadas al espacio costero marino, las que serán consideradas por la Subsecretaría.

Si la comisión aprueba el espacio costero marino, la Subsecretaría de Pesca debe presentar los antecedentes a la Subsecretaría de Marina del Ministerio de Defensa Nacional. La que mediante decreto, podrá entregar en destinación el espacio costero marino solicitado a la Subsecretaría de Pesca.

Para que la Subsecretaría de Pesca pueda entregar la administración del espacio costero marino a la asociación de comunidades o la comunidad solicitante, ésta debe presentar, en el plazo de un año, un plan de administración con los usos y las actividades que desarrollará en él. Si no se entrega este plan, no se destinará el espacio costero marino solicitado.

El plan de administración debe ser aprobado en el plazo de dos meses por una comisión intersectorial conformada por representantes del Ministerio de Planificación, de las Subsecretarías de Marina y de Pesca, de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante y de la Conadi.

Una vez aprobado el plan de administración y el plan de manejo, en caso de que se exploten recursos marinos, la Subsecretaría de Pesca suscribe un convenio de uso con la asociación de comunidades o comunidad asignataria.

VII. Glosario

Área de Reserva para la Pesca Artesanal (ARPA): franja marina a lo largo de la costa nacional, comprendida entre las líneas de base recta y una distancia de 5 millas náuticas, y que comprende las aguas interiores entre la X y XI Región. Esta área es de uso exclusivo para la realización de actividades pesqueras artesanales. 

Artes de pesca: sistema o artificio de pesca preparado para la captura de recursos hidrobiológicos, formado principalmente con paños de redes.

Autorización de pesca: es el acto administrativo mediante el cual la Subsecretaría faculta a una persona natural o jurídica, por tiempo indefinido, para realizar actividades pesqueras extractivas con una determinada nave, condicionada al cumplimiento de las obligaciones que en la respectiva resolución se establezcan.

Caladero de pesca: área marítima que se caracteriza por configurar el hábitat de los recursos hidrobiológicos, presentar una habitual agregación de los mismos y donde se desarrolla o se ha desarrollado actividad pesquera extractiva de manera recurrente.

Captura Total Autorizada (TAC): Medida de gestión que limita la captura total anual de un recurso pesquero con el fin de limitar indirectamente la mortalidad por pesca. El TAC puede ser repartido en Cuotas (Q) usando criterios diferentes tales como Zonas, regiones, flotas o embarcaciones.

Consejo Nacional de Pesca: Tiene como objetivo hacer efectiva la participación de los agentes del sector pesquero en el nivel nacional en materias relacionadas con la actividad de la pesca y de la acuicultura.

El Consejo Nacional de Pesca tendrá carácter resolutivo, consultivo y asesor en aquellas materias que la ley establece. Emitirá sus opiniones, recomendaciones, proposiciones e informes técnicos debidamente fundamentados a la Subsecretaría, en todas aquellas materias que en esta ley se señalan, así como en cualquier otra de interés sectorial

Consejo Zonal de Pesca: Tienen como objetivo descentralizar las medidas administrativas que adopte la autoridad y a hacer efectiva la participación de los agentes del sector pesquero en el nivel zonal, en materias relacionadas con la actividad de pesca y acuicultura. Tendrán carácter consultivo o resolutivo, según corresponda. Actualmente existen 8 de estos consejos

Consejo Regional de Pesca: Las Intendencias Regionales crearán Consejos Regionales de Pesca cuando en la respectiva región exista actividad significativa de pesca o de acuicultura. La función principal de los Consejos Regionales consiste en identificar los problemas del sector pesquero en el nivel regional, debatirlos y elaborar propuestas de solución e informes técnicamente fundamentados, que se harán llegar, a través del Intendente Regional, a la Subsecretaría y al Consejo Zonal de Pesca que corresponda.

Convemar: La Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar es el instrumento multilateral más importante desde la aprobación de la Carta de la ONU, confirma el derecho internacional del mar vigente, es considerado como "la Constitución de los océanos". Uno de los principales aportes de la CONVEMAR fue la consagración definitiva de la zona económica exclusiva (ZEE) de 200 millas y la concesión de derechos soberanos a los Estados ribereños sobre sus recursos naturales, vivos y no vivos.

Esfuerzo pesquero: acción desarrollada por una unidad de pesca durante un tiempo definido y sobre un recurso hidrobiológico determinado. Es una medida de intensidad de las operaciones de pesca. 

Línea de base recta: Para que un Estado Ribereño pueda determinar la extensión de sus espacios marítimos, se establece el concepto de Líneas de Base normales o rectas, según la configuración de la costa. A partir de estas líneas se mide la anchura del Mar Territorial, la Zona Contigua, la Plataforma Continental y la Zona Económica Exclusiva. En el caso de las líneas de base rectas estas unen puntos apropiados, conforme al derecho internacional, en los lugares en que la costa tiene profundas aberturas y escotaduras, o en los que hay una franja de islas a lo largo de la costa situada en su proximidad inmediata.

Observador Científico: Persona natural, encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de naves pesqueras, puntos de desembarque o en plantas de proceso, exclusivamente para la investigación con fines de conservación y administración de los recursos hidrobiológicos. 

Pescador artesanal: Es aquel que se desempeña como patrón o tripulante en una embarcación artesanal, cualquiera que sea su régimen de retribución.

Pescador industrial, 

Pesca industrial: actividad pesquera extractiva realizada por armadores industriales, utilizando naves o embarcaciones pesqueras, de conformidad con esta ley

Posicionador satelital: Es un sistema que debe garantizar, a lo menos, la transmisión automática de la posición geográfica actualizada de la nave. El dispositivo de posicionamiento debe siempre mantenerse en funcionamiento a bordo de la nave, desde el zarpe hasta la recalada en puerto habilitado”. En Chile, la forma, requisitos y condiciones de aplicación de esta exigencia establecida son determinados por el Decreto N° 139 de 1998 y sus modificaciones.

Régimen general de acceso: En el mar territorial, con excepción del área de reserva para la pesca artesanal, y en la zona económica exclusiva de la República, existirá un régimen general de acceso a la actividad pesquera extractiva industrial. En la práctica son todas aquellas que no están sometidas a la medida de administración de cuotas.

Régimen de plena explotación: es aquella situación en que la pesquería llega a un nivel de explotación tal que, con la captura de las unidades extractivas autorizadas, ya no existe superávit en los excedentes productivos de la especie hidrobiológica.

Régimen de pesquerías en recuperación: Son aquellas pesquerías en estado de sobre-explotación, en las cuales se demuestre que el recurso hidrobiológico se encontrare en recuperación. En este caso se han administrado las pesquerías de langostinos y camarones

Régimen de pesquerías en desarrollo incipiente: Aquellas que mediante acciones de investigación se ha determinado su viabilidad. En este caso ejemplo es la pesquería de Orange roughy. 

Registro nacional de pescadores artesanales o registro pesquero artesanal: nómina de pescadores y embarcaciones habilitadas para realizar actividades de pesca artesanal que llevará el Servicio por Regiones, Provincias, Comunas y localidades, y por categorías de pescadores y pesquerías, para los efectos de la ley.

Registro nacional pesquero industrial: nómina de las personas que realizan pesca industrial que llevará el Servicio Nacional de Pesca, para los efectos de la ley.

Zona Contigua: Lugar geográfico que presenta características favorables para la pesca que se ubica en una Región Contigua a la Región de inscripción de los pescadores interesados en explotarla. Se establece actualmente que podrá extenderse el área de operaciones de los pescadores artesanales a la región contigua, cuando éstos realicen frecuentemente actividades pesqueras en la región contigua. Para establecer esta excepción, se requerirá de la dictación de una resolución de la Subsecretaría, previos informes técnicos debidamente fundamentados de los Consejos Zonales de Pesca que corresponda, con acuerdo de la mayoría de los representantes de la Región contigua del Consejo Zonal respectivo

Zonificación del Borde Costero: es el proceso de ordenamiento y planificación de los espacios que conforman el Borde Costero del litoral, que tiene por objeto definir el territorio y establecer sus múltiples usos, expresados en usos preferentes, y graficados en planos que identifiquen, entre otros aspectos, los límites de extensión, zonificación general y las condiciones y restricciones para su administración.

Zona Económica Exclusiva: La Convemar reconoce una Zona Económica Exclusiva como un área situada más allá del Mar Territorial adyacente a éste, sujeta al régimen jurídico especifico establecido en ella. Dentro de esta Zona el Estado ribereño cuenta con; derechos de Soberanía para fines de exploración y explotación, conservación y administración de los recursos naturales, tanto vivos como no vivos de las aguas suprayacentes al lecho y del lecho y el subsuelo del mar, y con respecto a otras actividades con miras a la exploración y explotación económica de la Zona, tal como la producción de energía derivada del agua de las corrientes y de los vientos; Jurisdicción con arreglo a las disposiciones pertinentes de la Convención con respecto al establecimiento y utilización de islas artificiales, instalaciones y estructuras; la investigación marina; la protección y preservación del medio marino

En la Convemar queda establecido que la Zona Económica Exclusiva no puede extenderse más allá de las 200 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del Mar Territorial (que son 12 millas).

Tablas de desembarques

Datos de desembarques por Región de los siguientes recursos: Anchoveta, Congrio dorado Jurel, Merluza común, Merluza de cola, Merluza de tres aletas, Merluza del sur Sardina común, Sardina española, Camarón nailon, Langostino amarillo y Langostino colorado. La información fue extractada y compaginada del Servicio Nacional de Pesca
. Los datos de desembarque se entregan en toneladas y cada tabla refleja lo ocurrido en cada región para el período a analizar que corresponde a 2000 – 2011.

	Tabla 1: Desembarques por especies 2000-2011 

	Región de Arica y Parinacota

	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total 

	Anchoveta
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	201749
	216795
	177127
	89058
	331243
	1015972

	Camarón nailon
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Congrio dorado
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Jurel
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	33343
	14363
	4498
	1068
	624
	53896

	Langostino amarillo
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Langostino colorado
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza común
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza de cola
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza de tres aletas
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza del sur 
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Sardina común
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Sardina española
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	5
	4
	5
	3
	6
	23

	Total 
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	235097
	231162
	181630
	90129
	331873
	1069891

	* La información de desembarque hasta 2006 se consolidó con la Región de Tarapacá


  Fuente: Anuario Estadístico de Pesca - Servicio Nacional de Pesca.

	Tabla 2: Desembarques por especies 2000-2011 

	Región de Tarapacá

	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total 

	Anchoveta
	938911
	500528
	1069569
	326113
	1202452
	872337
	429806
	480412
	374640
	228198
	302434
	564243
	7289643

	Camarón nailon
	11
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	11

	Congrio dorado
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Jurel
	79390
	188768
	67121
	104926
	80846
	120982
	137284
	110374
	115728
	105129
	83580
	19003
	1213131

	Langostino amarillo
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Langostino colorado
	0
	39
	0
	1
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	40

	Merluza común
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza de cola
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza de tres aletas
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza del sur 
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Sardina común
	0
	1
	80
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	81

	Sardina española
	29137
	10275
	4323
	3183
	1254
	1421
	536
	328
	0
	0
	1
	0
	50458

	Total 
	1047449
	699611
	1141093
	434223
	1284552
	994740
	567626
	591114
	490368
	333327
	386015
	583246
	8553364


               Fuente: Anuario Estadístico de Pesca - Servicio Nacional de Pesca.

	Tabla 3: Desembarques por especies 2000-2011

	Región de Antofagasta

	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total 

	Anchoveta
	262211
	174204
	176455
	113171
	213271
	150888
	97037
	89709
	79359
	74402
	96332
	133059
	1660098

	Camarón nailon
	11
	2
	0
	2
	1
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	16

	Congrio dorado
	0
	0
	0
	31
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	31

	Jurel
	39344
	59329
	41606
	38351
	77810
	44644
	17972
	28984
	37167
	24395
	84364
	11198
	505164

	Langostino amarillo
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Langostino colorado
	11
	9
	4
	9
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	33

	Merluza común
	1
	0
	0
	0
	0
	6
	1
	0
	0
	0
	0
	0
	8

	Merluza de cola
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza de tres aletas
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza del sur 
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Sardina común
	35
	7
	0
	0
	4
	0
	4
	0
	1
	0
	0
	2
	53

	Sardina española
	19108
	19426
	11561
	6336
	1817
	568
	218
	246
	217
	68
	51
	46
	59662

	Total 
	320721
	252977
	229626
	157900
	292903
	196106
	115232
	118939
	116744
	98865
	180747
	144305
	2225065


Fuente: Anuario Estadístico de Pesca - Servicio Nacional de Pesca.

	Tabla 4: Desembarques por especies 2000-2011

	Región de Atacama

	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total 

	Anchoveta
	28494
	16276
	11639
	51143
	51445
	51898
	36885
	34760
	35011
	18370
	26364
	39225
	401510

	Camarón nailon
	2754
	1060
	734
	655
	425
	143
	157
	286
	98
	111
	88
	46
	6557

	Congrio dorado
	0
	0
	0
	0
	2
	0
	0
	0
	73
	3
	1
	0
	79

	Jurel
	6566
	4437
	4608
	4035
	5236
	9236
	9958
	9930
	26326
	12741
	12235
	11219
	116527

	Langostino amarillo
	1905
	875
	212
	521
	156
	263
	452
	284
	324
	366
	192
	196
	5746

	Langostino colorado
	2222
	932
	1692
	307
	24
	31
	82
	303
	82
	15
	4
	0
	5694

	Merluza común
	51
	141
	22
	11
	16
	14
	14
	27
	7
	6
	6
	9
	324

	Merluza de cola
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza de tres aletas
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza del sur 
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Sardina común
	0
	0
	2
	1
	20
	2
	3
	5
	46
	1
	0
	0
	80

	Sardina española
	2005
	1084
	110
	126
	7
	2
	0
	20
	1
	35
	0
	1
	3391

	Total 
	43997
	24805
	19019
	56799
	57331
	61589
	47551
	45615
	61968
	31648
	38890
	50696
	539908


Fuente: Anuario Estadístico de Pesca - Servicio Nacional de Pesca.

	Tabla 5: Desembarques por especies 2000-2011

	Región de Coquimbo

	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total 

	Anchoveta
	23615
	1317
	1149
	23715
	32076
	26830
	36302
	20809
	21784
	19406
	19425
	20479
	246907

	Camarón nailon
	1569
	2530
	2183
	1226
	1554
	1283
	1183
	998
	1403
	1496
	1219
	918
	17562

	Congrio dorado
	123
	6
	2
	0
	2
	2
	4
	0
	0
	0
	0
	1
	140

	Jurel
	36612
	28319
	20309
	13498
	16707
	2720
	13636
	19597
	30519
	40508
	47328
	30562
	300315

	Langostino amarillo
	2420
	1132
	503
	1485
	1544
	2493
	2554
	2524
	2800
	2482
	2710
	2362
	25009

	Langostino colorado
	338
	769
	668
	861
	753
	1017
	901
	1171
	1086
	797
	820
	944
	10125

	Merluza común
	1551
	744
	280
	63
	136
	155
	235
	445
	501
	197
	318
	357
	4982

	Merluza de cola
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza de tres aletas
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza del sur 
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Sardina común
	22
	147
	203
	191
	119
	100
	40
	14
	4
	25
	1237
	544
	2646

	Sardina española
	922
	276
	160
	331
	134
	131
	122
	69
	7
	3
	31
	15
	2201

	Total 
	67172
	35240
	25457
	41370
	53025
	34731
	54977
	45627
	58104
	64914
	73088
	56182
	609887


Fuente: Anuario Estadístico de Pesca - Servicio Nacional de Pesca.

	Tabla 6: Desembarques por especies 2000-2011

	Región de Valparaíso

	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total 

	Anchoveta
	24325
	2409
	1954
	2834
	7525
	18191
	17633
	15118
	10207
	3028
	5624
	2566
	111414

	Camarón nailon
	961
	1270
	1186
	1692
	1585
	2123
	2237
	2216
	2475
	2427
	2541
	2590
	23303

	Congrio dorado
	137
	164
	24
	14
	49
	4
	2
	0
	1
	0
	1
	4
	400

	Jurel
	2584
	1734
	5031
	1652
	5941
	3440
	5382
	4044
	878
	4323
	7294
	893
	43196

	Langostino amarillo
	580
	169
	182
	175
	167
	240
	1125
	1384
	2418
	2327
	1637
	1716
	12120

	Langostino colorado
	187
	0
	0
	0
	0
	0
	3
	18
	73
	158
	240
	1080
	1759

	Merluza común
	32458
	34271
	20539
	19874
	12889
	4912
	5718
	8051
	5219
	4090
	5245
	4988
	158254

	Merluza de cola
	12
	0
	3
	0
	277
	0
	1
	0
	0
	0
	2027
	0
	2320

	Merluza de tres aletas
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza del sur 
	0
	0
	0
	0
	28
	0
	0
	7
	0
	100
	0
	0
	135

	Sardina común
	6570
	747
	405
	85
	2764
	1713
	4714
	2052
	2067
	2899
	4929
	13667
	42612

	Sardina española
	7097
	568
	1124
	645
	186
	1404
	141
	218
	66
	9
	1
	0
	11459

	Total 
	74911
	41332
	30448
	26971
	31411
	32027
	36956
	33108
	23404
	19361
	29539
	27504
	406972


Fuente: Anuario Estadístico de Pesca - Servicio Nacional de Pesca.

	Tabla 7: Desembarques por especies 2000-2011

	Región del Libertador General Bernardo O'Higgins

	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total 

	Anchoveta
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Camarón nailon
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Congrio dorado
	16
	0
	0
	0
	1
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	17

	Jurel
	0
	0
	18
	2
	4
	6
	1
	1
	2
	1
	4
	0
	39

	Langostino amarillo
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Langostino colorado
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza común
	467
	927
	866
	537
	849
	158
	70
	210
	486
	605
	831
	1026
	7032

	Merluza de cola
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza de tres aletas
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza del sur 
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Sardina común
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Sardina española
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Total 
	483
	927
	884
	539
	854
	164
	71
	211
	488
	606
	835
	1026
	7088


Fuente: Anuario Estadístico de Pesca - Servicio Nacional de Pesca.

	Tabla 8: Desembarques por especies 2000-2011

	Región del Maule

	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total 

	Anchoveta
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	5
	9
	0
	0
	14

	Camarón nailon
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	1
	0
	0
	0
	0
	0
	1

	Congrio dorado
	67
	138
	19
	6
	10
	24
	7
	9
	7
	3
	3
	1
	294

	Jurel
	5
	9
	11
	57
	206
	314
	390
	275
	256
	198
	164
	67
	1952

	Langostino amarillo
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	1
	0
	0
	1

	Langostino colorado
	0
	0
	0
	0
	0
	2
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	2

	Merluza común
	5929
	6839
	7831
	7204
	4980
	1381
	1727
	2815
	5723
	6103
	8199
	7868
	66599

	Merluza de cola
	0
	0
	0
	4
	0
	0
	0
	0
	0
	1
	0
	0
	5

	Merluza de tres aletas
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza del sur 
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	1
	0
	2
	0
	3

	Sardina común
	0
	0
	0
	12
	1
	1
	0
	0
	9
	71
	3
	2
	99

	Sardina española
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	1
	8
	0
	0
	9

	Total 
	6001
	6986
	7861
	7283
	5197
	1722
	2125
	3099
	6002
	6394
	8371
	7938
	68979


Fuente: Anuario Estadístico de Pesca - Servicio Nacional de Pesca.

	Tabla 9: Desembarques por especies 2000-2011

	Región del Bío Bío

	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total 

	Anchoveta
	411133
	143922
	233660
	278567
	319260
	373545
	335094
	497156
	337210
	395909
	195739
	97301
	3618496

	Camarón nailon
	142
	1
	9
	14
	96
	331
	897
	981
	580
	606
	947
	949
	5553

	Congrio dorado
	683
	1545
	232
	248
	394
	91
	397
	387
	219
	149
	102
	423
	4870

	Jurel
	1052673
	1335278
	1293085
	792078
	940771
	960350
	1041163
	823658
	148057
	298321
	118374
	118602
	8922410

	Langostino amarillo
	164
	2
	28
	16
	62
	6
	57
	5
	10
	215
	589
	456
	1610

	Langostino colorado
	8371
	5
	135
	76
	32
	35
	45
	53
	95
	2357
	1722
	2449
	15375

	Merluza común
	68391
	77791
	86410
	87461
	50818
	35472
	37807
	30992
	33539
	31828
	29766
	29354
	599629

	Merluza de cola
	75515
	128741
	101494
	48924
	20210
	25907
	20826
	16594
	22488
	24897
	18995
	22761
	527352

	Merluza de tres aletas
	11
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	11

	Merluza del sur 
	636
	428
	265
	516
	899
	390
	210
	203
	97
	72
	30
	159
	3905

	Sardina común
	649507
	277454
	291001
	256836
	290949
	212553
	356301
	209069
	691182
	713019
	554166
	759750
	5261787

	Sardina española
	1910
	1351
	1278
	58
	684
	121
	84
	93
	99
	44
	1
	4
	5727

	Total 
	2269136
	1966518
	2007597
	1464794
	1624175
	1608801
	1792881
	1579191
	1233576
	1467417
	920431
	1032208
	18966725


             Fuente: Anuario Estadístico de Pesca - Servicio Nacional de Pesca.

	Tabla 10: Desembarques por especies 2000-2011

	Región de la Araucanía

	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total 

	Anchoveta
	0
	0
	0
	0
	1
	1
	3
	6
	7
	13
	10
	3
	44

	Camarón nailon
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Congrio dorado
	0
	21
	2
	0
	0
	2
	0
	0
	0
	0
	2
	20
	47

	Jurel
	0
	0
	2
	0
	0
	0
	5
	5
	9
	11
	1
	2
	35

	Langostino amarillo
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Langostino colorado
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza común
	2
	16
	17
	32
	2
	3
	3
	0
	2
	7
	11
	4
	99

	Merluza de cola
	0
	0
	10
	0
	0
	1
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	11

	Merluza de tres aletas
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza del sur 
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Sardina común
	0
	2
	0
	0
	25
	13
	12
	57
	16
	17
	92
	4
	238

	Sardina española
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Total 
	2
	39
	31
	32
	28
	20
	23
	68
	34
	48
	116
	33
	474


Fuente: Anuario Estadístico de Pesca - Servicio Nacional de Pesca.

	Tabla 11: Desembarques por especies 2000-2011

	Región de los Ríos

	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total 

	Anchoveta
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	45418
	31289
	28964
	14188
	1177
	121036

	Camarón nailon
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Congrio dorado
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	106
	51
	37
	117
	306
	617

	Jurel
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	9168
	1901
	1368
	408
	848
	13693

	Langostino amarillo
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Langostino colorado
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza común
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	2661
	2453
	4307
	4812
	1725
	15958

	Merluza de cola
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	706
	1336
	80
	313
	4746
	7181

	Merluza de tres aletas
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	18
	0
	4
	0
	22

	Merluza del sur 
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	11
	98
	0
	21
	0
	130

	Sardina común
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	65052
	87285
	120634
	157991
	103471
	534433

	Sardina española
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Total
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	123122
	124431
	155390
	177854
	112273
	693070

	* La información de desembarque hasta 2006 se consolidó con la Región de Los Lagos.


	Tabla 12: Desembarques por especies 2000-2011

	Región de los Lagos

	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total

	Anchoveta
	11951
	14133
	32446
	27637
	33541
	55102
	42485
	8589
	10441
	9724
	6196
	1927
	254172

	Camarón nailon
	0
	0
	0
	0
	2
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	2

	Congrio dorado
	985
	1072
	264
	677
	1299
	854
	1034
	1307
	948
	1234
	886
	404
	10964

	Jurel
	16764
	32059
	34121
	20587
	27310
	16517
	25627
	747
	1164
	296
	690
	704
	176586

	Langostino amarillo
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Langostino colorado
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza común
	449
	25
	7
	9
	3861
	5291
	2372
	643
	5
	0
	0
	0
	12662

	Merluza de cola
	38
	7541
	1776
	30
	3310
	8160
	6477
	3256
	0
	563
	98
	2225
	33474

	Merluza de tres aletas
	0
	0
	0
	1
	0
	0
	2
	0
	0
	0
	0
	0
	3

	Merluza del sur
	6537
	7506
	4815
	4378
	8822
	9153
	8658
	8540
	7739
	7143
	5743
	4740
	83774

	Sardina común
	66388
	46259
	55677
	46919
	62207
	75098
	79030
	5131
	14529
	18596
	32332
	9831
	511997

	Sardina española
	10
	291
	0
	0
	731
	5
	69
	0
	0
	7
	0
	0
	1113

	Total
	103122
	108886
	129106
	100238
	141083
	170180
	165754
	28213
	34826
	37563
	45945
	19831
	1084747


  Fuente: Anuario Estadístico de Pesca - Servicio Nacional de Pesca.

	Tabla 13: Desembarques por especies 2000-2011

	Región Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo

	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total

	Anchoveta
	0
	0
	0
	0
	0
	5
	4
	0
	0
	0
	0
	8
	17

	Camarón nailon
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Congrio dorado
	1881
	2462
	1665
	1125
	1063
	478
	1174
	572
	383
	325
	727
	503
	12358

	Jurel
	0
	0
	0
	0
	59
	49
	81
	41
	0
	3
	0
	0
	233

	Langostino amarillo
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Langostino colorado
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza común
	844
	446
	67
	155
	47
	44
	11
	4
	1
	1
	9
	1
	1630

	Merluza de cola
	842
	8334
	10495
	13083
	17062
	15022
	14181
	11361
	14848
	15659
	16465
	11551
	148903

	Merluza de tres aletas
	2
	0
	0
	0
	70
	67
	495
	2
	57
	0
	1
	120
	814

	Merluza del sur
	11393
	9976
	6282
	6656
	7999
	9018
	7815
	7818
	8102
	7161
	7774
	6680
	96674

	Sardina común
	0
	0
	0
	0
	0
	54
	1
	0
	0
	0
	0
	1
	56

	Sardina española
	0
	0
	0
	0
	0
	13
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	13

	Total
	14962
	21218
	18509
	21019
	26300
	24750
	23762
	19798
	23391
	23149
	24976
	18864
	260698


Fuente: Anuario Estadístico de Pesca - Servicio Nacional de Pesca.

	Tabla 14: Desembarques por especies 2000-2011

	Región de Magallanes y Antártica Chilena


	
	AÑO

	ESPECIE
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	Total 

	Anchoveta
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Camarón nailon
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Congrio dorado
	88
	23
	93
	45
	150
	186
	185
	95
	115
	80
	180
	125
	1365

	Jurel
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Langostino amarillo
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Langostino colorado
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza común
	0
	0
	1
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	1

	Merluza de cola
	0
	0
	1
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	1

	Merluza de tres aletas
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Merluza del sur 
	1827
	1917
	1875
	1643
	2340
	2085
	3307
	2754
	2008
	1843
	1689
	714
	24002

	Sardina común
	0
	0
	0
	0
	1
	0
	4
	0
	0
	0
	0
	0
	5

	Sardina española
	0
	0
	5
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	5

	Total 
	1915
	1940
	1975
	1688
	2491
	2271
	3496
	2849
	2123
	1923
	1869
	839
	25379


Fuente: Anuario Estadístico de Pesca - Servicio Nacional de Pesca.

5

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL,  QUE APRUEBA LAS ENMIENDAS A LA CONSTITUCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL PARA LAS MIGRACIONES (OIM), ADOPTADAS MEDIANTE RESOLUCIÓN NÚM. 997 (LXXVI) DEL CONSEJO DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL PARA LAS MIGRACIONES, EL 24 DE NOVIEMBRE DE 1998, EN GINEBRA, SUIZA
(8237-10)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 6 de marzo de 2012.

Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 3 de julio de 2012, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Jefe del Departamento de Planificación Migratoria Internacional de la Dirección de Política Consular, señor Pedro Hernández.

- - -

Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que durante la Conferencia Internacional sobre Migraciones, realizada en Bruselas en 1951, se creó el “Comité Intergubernamental Provisional para los Movimientos de Migrantes desde Europa”, el cual tiempo después pasó a denominarse “Comité Intergubernamental para las Migraciones Europeas (CIME)”. Añade que el 19 de octubre de 1953 se adoptó la Constitución del Comité, la que empezó a regir el 30 de noviembre de 1954, fecha a partir de la cual funciona con carácter de organización no permanente, según lo declaran los Gobiernos miembros de ésta en el Preámbulo del referido instrumento. Chile se incorporó a este organismo internacional el 20 de octubre de 1954, sobre la base de lo dispuesto en el Decreto Supremo N° 417, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 15 de septiembre de 1954, que autorizó el aporte de fondos para atender al mantenimiento del CIME.


Agrega el Ejecutivo que en 1980 el Consejo del CIME resolvió ampliar formalmente su competencia, eliminando de su nombre la alusión a Europa, para responder al fenómeno de las migraciones que rebasaba ya los límites geográficos de ese continente, por lo cual, se le conoció en adelante con el nombre de Comité Internacional para las Migraciones (CIM). En 1985, se crea un Grupo de Trabajo abierto para examinar las propuestas de  enmiendas a la Constitución del CIM. El 20 de mayo de 1987 el Consejo del Comité, en su 364ª Sesión, aprueba la Constitución Enmendada del Comité, para que, en adelante, se denominara Organización Internacional para las Migraciones (OIM). Dichas Enmiendas fueron promulgadas por Decreto Supremo N° 1.271, de 3 de diciembre de 1990, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que se publicó en el Diario Oficial de 21 de febrero de 1991.


Indica el Mensaje que, en la actualidad, la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) es la principal organización intergubernamental en el ámbito de la migración internacional que trabaja en estrecha colaboración con los Gobiernos de los Estados Miembros y organizaciones no gubernamentales, constituyendo sus objetivos centrales promover una gestión ordenada y humana de la migración internacional y la cooperación internacional sobre cuestiones migratorias; colaborar en encontrar soluciones prácticas a los problemas migratorios; y ofrecer asistencia humanitaria a los migrantes que lo necesitan, ya se trate de refugiados, personas desplazadas o desarraigadas. Añade el Ejecutivo que la Constitución de la OIM reconoce explícitamente el vínculo entre la migración y el desarrollo económico, social y cultural, así como el respeto del derecho a la libertad de movilidad de las personas.


En el curso de la 76ª reunión del Consejo de la OIM, celebrada en Ginebra, Suiza, los días 23 y 24 de noviembre de 1998, se adoptaron por consenso las enmiendas a la Constitución de la Organización Internacional para las Migraciones mediante la Resolución N°997, de 24 de noviembre de 1998. Dichas enmiendas se refieren a los requisitos para ser miembro de la Organización, aspectos sobre la participación de los Estados Miembros, la permanencia de los Directivos y los quórum de aprobación de las enmiendas a la Constitución, las cuales buscan adaptar la Organización a los nuevos desafíos y tareas que las migraciones internacionales demandan. En cumplimiento del artículo 30, inciso 2, de la Constitución del Organismo, las enmiendas entrarán en vigor para todas las Partes Contratantes cuando hayan sido adoptadas por dos tercios de los miembros, de acuerdo con sus respectivas normas constitucionales.


3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 17 de abril de 2012, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 2 de mayo de 2012 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe.


Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 21 de junio de 2012, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (80 votos a favor).


4. Instrumento Internacional.- El objetivo fundamental de las enmiendas a la Constitución de la OIM es reforzar la estructura administrativa de la Organización Internacional para las Migraciones, racionalizar el proceso de toma de decisiones, así como facultar al Consejo para restringir el derecho al voto de los miembros que se encuentren atrasados en sus cuotas financieras con la Organización.


Se modifica el artículo 2, literal b), relativo a los Miembros de la Organización Internacional de las Migraciones, en el sentido de señalar que son “miembros” quienes, entre otras cosas, acepten la Constitución de la OIM, de conformidad con sus disposiciones constitucionales.


Se modifica el numeral 1 del artículo 4 para señalar que cuando un Estado Miembro incurra en mora en el pago de sus cuotas financieras cuya suma total sea igual o superior a la de dos años anteriores completos, perderá el derecho al voto, lo cual se hará efectivo un año después de la fecha en la que el Consejo haya sido notificado de que dicho Estado ha incurrido en retardo. En todo caso, el Consejo podrá, mediante mayoría simple, mantener la medida de la pérdida del derecho de voto, o restablecerlo, si llegare a la conclusión de que la mora se debe a circunstancias ajenas a la voluntad de dicho Estado Miembro.


Se modifica el artículo 6 letra a), ampliando las funciones del Consejo el cual deberá, además de determinar, examinar y revisar la política, los programas y las actividades de la Organización.


Se modifica el numeral 1 del artículo 18 precisando que la reelección del Director General y del Director General Adjunto de la OIM podrá extenderse por un mandato adicional, exclusivamente.


Se modifica el artículo 30, numeral 2, de tal manera que su alcance consiste en establecer dos clases de enmiendas, cada una con un procedimiento distinto para su entrada en vigor: a) las que impliquen modificaciones fundamentales a la constitución que originen nuevas obligaciones para los Estado Miembros, las que entrarán en vigor cuando hayan sido adoptadas por los dos tercios de los miembros del Consejo y aceptadas por los dos tercios de los Estados miembros de la Organización, de conformidad con sus disposiciones constitucionales; y b) aquellas otras categorías de enmiendas, que a juicio del Consejo no impliquen una modificación fundamental, entrarán en vigor cuando hayan sido adoptadas por el Consejo por mayoría de dos tercios.


Las enmiendas a los artículos 5; 6; 9, párrafo 2; 10; 12; 13; 14; 15; 16; 18, párrafo 2; 21; 22; 23, párrafo 2; 24, y 29, párrafos 1, 2 y 3 suprimen, en dichas disposiciones, toda referencia o mención al Comité Ejecutivo, en especial todo el Capítulo V referido a la composición y funciones de dicho Comité. Esto implica que dentro de la estructura administrativa de la OIM el Comité Ejecutivo es eliminado y se otorga al Consejo la facultad de crear cuantos órganos subsidiarios sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier colocó en discusión el proyecto.


El Jefe del Departamento de Planificación Migratoria Internacional de la Dirección de Política Consular, señor Pedro Hernández, expresó que la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) es una Organización Intergubernamental creada en 1951, independiente de las Naciones Unidas. Añadió que está integrada por 146 Estados miembros, 97 observadores, 450 representaciones y una plantilla de 7.800 trabajadores.


Agregó que las enmiendas se refieren a tres tipos de modificaciones: membresía; simplificación de estructura, y reelección de autoridades de la organización.


Precisó que estas modificaciones no implican mayores aportes a la Organización Internacional para las Migraciones, pues sólo buscan mejorar la estructura existente. Agregó el proceso de ratificaciones ha sido largo, y que sólo faltan diez Estados miembros para que entren en vigencia las enmiendas.


Destacó que en Latinoamérica las enmiendas han sido ratificadas, entre otros, por: Colombia Nicaragua, Uruguay y México.


Por último, explicó que, en el último tiempo, la colaboración de la Organización Internacional para las Migraciones con nuestro país se ha dado en los siguientes aspectos: discusión y elaboración de una nueva política migratoria; perfil migratorio de Chile; manual de Regreso; conferencia sudamericana sobre migraciones, de la cual Chile será sede en su XII versión, y primer compendio estadístico de América Latina y Europa.


A continuación, el Honorable Senador señor Tuma consultó sobre el costo que implica mantenerse en esta organización y qué otros países, distintos a los latinoamericanos, han ratificado estas enmiendas. También preguntó si tenemos una política de migración.


El señor Hernández respondió, frente a la última consulta, que Chile ha construido una política para hacerse cargo del flujo migratorio transfronterizo, el cual ha aumentado crecientemente, en especial, desde Colombia. En este sentido, explicó que se ha impulsado una nueva política migratoria, dictándose leyes como la de protección de refugiados y la de trata de personas.


Agregó que el compendio estadístico pretende dar datos objetivos para tener la mayor documentación posible, para efectos de una nueva ley. Destacó que la Cancillería ha aportado celebrando Acuerdos Internacionales en la materia. Advirtió que, sin embargo, el desafío es saber si se puede seleccionar la migración que queremos.


El señor Hernández añadió que 85 países han ratificado estas enmiendas, entre otros, Dinamarca, el Congo Belga, Sudán y la Santa Sede. Por otra parte, indicó que la Organización Internacional para las Migraciones implica un aporte regular en membresía de U$ 71 mil anuales; U$ 40 mil en el Programa de Retorno y U$ 315 mil en Programa de Cooperación Técnica.


El Honorable Senador señor Coloma inquirió si el tema migratorio tiene que ver con el tema de desplazados y refugiados, los cuales son conocidos por la Agencia de la ONU para Refugiados (ACNUR).


El señor Hernández indicó que la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) no tiene relación con la Agencia de la ONU para Refugiados (ACNUR).


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que el tema de fondo es el migratorio. En este sentido, señaló que ha variado el enfoque en los países latinoamericanos, por cuanto el inmigrante latinoamericano está volviendo a su país de origen.


Por su parte, el Honorable Senador señor Tuma preguntó qué país destacado no forma parte de esta Organización Intergubernamental.


El señor Hernández señaló que todos los países importantes forman parte de esta Organización Intergubernamental, incluyendo Estados Unidos. Añadió que toda América forma parte de esta organización, y que el último país en ingresar fue Brasil.


Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma.

- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébanse las “Enmiendas a la Constitución de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM)”, adoptadas mediante la Resolución Núm. 997 (LXXVI) del Consejo de la Organización Internacional para las Migraciones, el 24 de noviembre de 1998, en Ginebra, Suiza.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 9 de octubre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Carlos Kuschel Silva, Jorge Pizarro Soto y Eugenio Tuma Zedán.


Sala de la Comisión, a 9 de octubre de 2012.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES MUÑOZ ABURTO, BIANCHI, ESCALONA, LARRAÍN (DON CARLOS) Y NAVARRO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO MODIFICATORIO DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS, QUE OBLIGA A LOS CANDIDATOS A CARGOS DE ELECCIÓN POPULAR A IDENTIFICAR EN SU PROPAGANDA ELECTORAL EL PARTIDO POLÍTICO O PACTO ELECTORAL QUE HAYA DECLARADO LA CANDIDATURA O, SI FUERE EL CASO, SU CALIDAD DE INDEPENDIENTE

(8617-06)

Vistos. Lo dispuesto en los artículos 1°, 5°, 15°, 18°, 19° y 63° numeral 1) de la Constitución Política de la República, en la Ley 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios y en el D.F.L. N° 1 de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Considerando:

1. Que la democracia representativa tiene su hito más significativo en los procesos electorales, en los cuales se expresa la soberanía popular y a través de los que los ciudadanos eligen a quienes desempeñarán las principales responsabilidades del Estado.

2. Que la importancia de este evento la ha rodeado de resguardos que permitan que la opinión de los electores, expresada en el voto, sea libre, vale decir exenta de presiones; secreta, sólo conocida por quien emite el sufragio e informada, esto es disponiendo de antecedentes respecto de los programas de trabajo y trayectoria de los postulantes.

3. Que para garantizar este último aspecto la legislación ha establecido, además, procedimientos y mecanismos especiales, tales como:

· La existencia de franjas televisivas de propaganda electoral para las elecciones presidenciales, parlamentarias y plebiscitos nacionales.

· La existencia de financiamiento público para las campañas electorales.

4. Que una característica relevante de las postulaciones la constituye la circunstancia de ser respaldadas o presentadas por partidos políticos o pactos electorales, bajo cuyo amparo son declaradas.

5. Que, sin embargo, la experiencia demostrada en las últimas elecciones, tanto presidenciales, como parlamentarias y municipales, demuestra que los candidatos de partidos políticos suelen minimizar o derechamente evitar informar a los ciudadanos acerca de dicha militancia, lo que constituye una falta a la buena fe.

6. Que la necesidad de que el sufragio sea informado exige garantizar que los electores conozcan los partidos políticos y pactos que respaldan las candidaturas.

7. Que con dicho objeto venimos en proponer una modificación a la ley 18.700, sobre votaciones populares y escrutinios, aplicable en materia de propaganda también a las elecciones municipales, con el objeto de exigir que la propaganda de los candidatos a cargos de elección popular contenga de forma nítida el partido político o pacto bajo cuya lista se presentan o la circunstancia de ser independientes.

La infracción a estas disposiciones se sancionará con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, según la disposición residual del artículo 142 del mismo texto.

Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único. Incorpórese el siguiente inciso final al artículo 30° de la Ley 18.700:

"La propaganda electoral que efectúen los candidatos a cualquier cargo de elección popular deberá contener el símbolo y nombre tanto del partido político como del pacto que haya declarado la candidatura o la circunstancia de constituir en uno o ambos aspectos una postulación independiente. Cada una de dichas menciones deberá ocupar al menos el 5% de la superficie de las respectivas piezas gráficas o de sus portadas, según corresponda.".

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES HORVATH, CANTERO Y GÓMEZ, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.974, SOBRE EL SISTEMA DE INTELIGENCIA DEL ESTADO Y QUE CREA LA AGENCIA NACIONAL DE INTELIGENCIA, EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PENAL DEL FUNCIONARIO PÚBLICO

(8619-07)

Fundamentos:

1.
Mediante la ley 19.974, vigente desde el 2 de octubre de 2004, se reformuló el Sistema de Inteligencia de Estado y se creó la denominada “Agencia Nacional de Inteligencia”, sucesora de la denominada “Dirección de Seguridad Pública e Informaciones”.

2.
La sucesión de eventos ocurridos desde la entrada en vigencia de la referida ley, que dan cuenta de magros resultados obtenidos frente a la reacción estatal ante diversas amenazas que, en conformidad a dicha normativa, deben ser enfrentadas con la ayuda decisiva del Sistema de Inteligencia del Estado, dan cuenta de puntos débiles que deben ser corregidos. Es así como por ejemplo, durante los últimos años diversos hechos de extrema gravedad que afectan el normal desarrollo de la convivencia social, y que incluso han sido catalogados  por diversas autoridades como “terroristas”, dando lugar a investigaciones criminales con nulos o magros resultados, las cuales han sido desechadas por múltiples resoluciones judiciales dictadas después de largos procesos en los que se han revisado exhaustivamente los antecedentes obtenidos , dando cuenta de la carencia de información relevante y de calidad para fundar la pretensión punitiva estatal. Peor aún, sumado a estos pobres resultados, se ha generado una serie de críticas y denuncias públicas relativas a procedimientos de recolección de información que se señalan como inconsistentes e incluso derechamente irregulares, con infracción de derechos y garantías.

Pero más allá de cualquier consideración, lo cierto es que estamos ante una situación en que el Estado no sólo pierde credibilidad frente a la ciudadanía en cuanto a su capacidad real de enfrentar eficazmente, en el contexto de un Estado Democrático de Derecho, las diversas amenazas que puedan existir para su normal funcionamiento, sino que además se dilapidan los importantes recursos fiscales destinados precisamente a la obtención y procesamiento de información de calidad en dicho ámbito.

3.
De esta forma resulta necesario reformar las normas sobre el Sistema de Inteligencia del Estado, a fin de darle un mayor énfasis institucional, concebido como un instrumento para garantizar la obtención de información de calidad y el procesamiento de la misma en términos competentes, en términos tales de realizar cabalmente y en forma eficaz los fines descritos por la propia ley. 

4.
En cuanto al control de los organismos de inteligencia, se establece la existencia de un mecanismo de control interno a cargo del director o jefe de cada uno de aquellos que integran el sistema, el cual en caso de ser insuficiente o inexistente, en la práctica sólo trae aparejada su “responsabilidad administrativa, conforme lo determinen las normas reglamentarias de las respectivas instituciones, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pueda afectarle.” 

Como se puede apreciar, se trata de una norma demasiado vaga en una materia de fundamental importancia, ya que se vincula con el actuar negligente de un director o jefe de un servicio que forma parte del Sistema de Inteligencia del Estado. Así las cosas, proponemos que se establezca que el incumplimiento de esta obligación traiga aparejada la inhabilidad sobreviniente del director o jefe del respectivo servicio para ejercer todo cargo o función pública, sin perjuicio de la eventual responsabilidad civil y penal aparejada. 

En cuanto al denominado control externo de los organismos de inteligencia, conforme lo establecido por el artículo 36 de la ley 19.974, este corresponde a la Contraloría General de la República y a la Cámara de Diputados. En el caso de esta última, el artículo 37 del citado cuerpo legal establece que dicha corporación en el ámbito de sus atribuciones fiscalizadoras, constituirá, en conformidad a su Reglamento, una Comisión Especial que tendrá como competencia conocer los informes y antecedentes relativos a las actividades de los servicios y organismos que integran el Sistema de Inteligencia del Estado. El Director de la Agencia Nacional de Inteligencia presentará anualmente a dicha Comisión Especial, un informe, si lo amerita secreto, sobre la labor realizada por la Agencia y respecto del funcionamiento del Sistema. Los informes y antecedentes a que se refieren los incisos precedentes, serán conocidos por esa Comisión en sesiones que tendrán el carácter de secretas.

Sobre este particular, estimamos que en atención a la importancia de la función que sirve la ANI y la entidad de las atribuciones que se le confiere por ley, la periodicidad del informe que debe dar su director a la Cámara de Diputados ha de ser semestral, lo que a su vez mejora sus posibilidades materiales para ejercer su potestad fiscalizadora.

Otra forma de garantizar un control real a los órganos que forman parte el Sistema de Inteligencia del Estado, asegurando su eficacia y precaviendo abusos, es que las reuniones del denominado “Comité de Inteligencia” integrado por los directores de todas las instituciones que lo integran, cuente con un registro contenido en un acta que de cuenta fidedigna de lo tratado. Para asegurar que la existencia de tal información no sea utilizada en términos perjudiciales para los fines de las instituciones indicadas, se establece el secreto de tales actas, y que ellas sólo puedan ser conocidas por los directores de las entidades que integran la referida instancia, además del Presidente de la República. Además podrán ser obtenidas por requerimiento judicial en causas en que se indaguen delitos establecidos en la propia ley 19.974.

5.
En relación a la obligación de secreto establecida en la ley 19.974, el artículo 41 de dicho cuerpo legal dispone que los funcionarios de los organismos de inteligencia, cualquiera que sea su rango o nivel jerárquico, tendrán derecho a mantener en secreto la identidad de las personas que han sido sus fuentes de información, las que no estarán obligados a revelar ni aún a requerimiento judicial.

Esta norma, en los términos formulados, puede dar pie a toda clase de abusos e impedir un control concreto y eficaz en relación a las ilegalidades que las personas que se desempeñan en los órganos que forman parte del Sistema de Inteligencia del Estado cometan en el ejercicio de sus funciones. Es así como frente a denuncias que sean llevadas a la justicia sobre faltar a la verdad en los fundamentos materiales invocados para sustentar las peticiones relativas a medidas intrusivas pedidas a un Ministro de Corte, o derechamente acerca de la infracción ilegal de garantías en la obtención de un antecedente cuya veracidad sea cuestionada, no se podrá establecer de manera concreta la existencia de una conducta ilícita, ya que el funcionario respectivo podrá limitarse a señalar que no dirá como o de quien obtuvo un antecedente, amparándose en la norma citada.

Consideramos que una forma de ponderar los intereses en juego, es determinar que la obligación de secreto se deberá mantener a menos que una resolución judicial ejecutoriada requiera dicha revelación en sede penal, la que en todo caso no podrá ser revelada a terceros ajenos al proceso respectivo.

6.
La ley 19.974 no establece una sanción penal específica para el caso que se infrinjan las normas relativas a los denominados “procedimientos especiales de obtención de información”, que incluye todo tipo de medias invasivas, remitiéndose en su artículo 45 a los delitos contemplados en el Código Penal, sin perjuicio de establecer en caso de condena la pena accesoria de “inhabilitación absoluta temporal en su grado medio a perpetua para el ejercicio de cargos y oficios públicos.”

Lo referido no se condice con la gravedad que importa que un funcionario de un órgano que forma parte del Sistema de Inteligencia del Estado obtenga y/o ejecute de manera ilegal medidas consistentes en la intervención de las comunicaciones telefónicas, informáticas, radiales y de la correspondencia en cualquiera de sus formas; la intervención de sistemas y redes informáticos; la escucha y grabación electrónica incluyendo la audiovisual, y la intervención de cualquier otro sistema tecnológico destinado a la transmisión, almacenamiento o procesamiento de comunicaciones o información.

Es por ello que proponemos que por consideraciones de prevención especial y general, se establezca un tipo penal especial, en atención a la calificación del agente, que sancione al funcionario que obtenga y/o ejecute alguna de las medidas señaladas en forma ilegal, con una sanción más elevada que la vigente, proporcional a la gravedad de su ilícito. Lo mismo respecto de quienes, sin ser parte del Sistema de Inteligencia del Estado, utilicen tales procedimientos.  

7.
Una legislación acerca de un sistema de inteligencia que no contemple normas que garanticen que las personas que están a cargo de los organismos que lo conforman tengan la idoneidad y competencia profesional para realizar su delicada labor, y que no establezca mecanismos que sean idóneos para garantizar una aplicación eficaz y no abusiva de las facultades que se le otorgan a tales servicios, no sólo lesiona la debida protección de los derechos y garantías establecidos en la constitución y las leyes, sino que además impide contar con información de calidad que permita evaluar en forma seria, y en su caso enfrentar de manera eficiente, las diversas amenazas que puedan existir para el normal funcionamiento de un Estado Democrático de Derecho.

Es por ello que proponemos las modificaciones que se contienen en el presente proyecto de ley, sin perjuicio de estimar que son necesarios otros cambios adicionales los cuales, por incidir en materias que son de exclusiva iniciativa legal del Poder Ejecutivo en conformidad a la Constitución, no son incluidos en este proyecto. Lo anterior, sin perjuicio de manifestar nuestra aspiración en cuanto a que dichos cambios legales sean incorporados como indicaciones por parte del Presidente de la República durante la discusión del presente proyecto de ley o a través de un proyecto diverso. Entre dichas materias, nos permitimos señalar las siguientes: 

A. 
No parece prudente que el cargo de Director de la Agencia Nacional de Inteligencia sea de exclusiva confianza del Presidente de la República, para cuyo nombramiento no exista ningún criterio objetivo en cuanto a la idoneidad de la persona a quien se designe para esa importante función. 

Es así como el actual artículo 9° de la ley 19.974 dispone que la dirección superior de la Agencia Nacional de Inteligencia corresponderá a un Director, “quien será de la exclusiva confianza del Presidente de la República”, el cual  deberá cumplir con el único requisito de contar con un título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional de Educación Superior del Estado o reconocido por éste, o título profesional de Oficial de Estado Mayor o de Ingeniero Militar Politécnico o sus equivalentes en las otras Instituciones de la Defensa Nacional, o título profesional de Oficial Graduado en el caso de Oficiales de Carabineros y título de Oficial Graduado en Investigación Criminalística en el caso de la Policía de Investigaciones.

Por otra parte, la normativa vigente establece que el Director de la Agencia Nacional de Inteligencia sólo podrá ocupar el cargo por un plazo máximo de seis años consecutivos y no podrá ser designado nuevamente antes de tres años, contados desde el término de sus funciones. Asimismo, la norma citada establece que no se aplicarán a la Agencia Nacional de Inteligencia las normas del Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley Nº 19.882.

En un contexto en que la actual ley le concede a las entidades que forman parte del Sistema de Inteligencia del Estado, y en particular a la ANI, un conjunto de importantes facultades y medios a fin de cumplir adecuadamente su misión, aparece como un asunto relevante garantizar que las personas que forman parte de tales instituciones cuenten con las competencias necesarias para un adecuado desempeño de sus funciones, y que no se trate de personas designadas,  eminentemente, a partir de consideraciones políticas según los designios del gobierno de turno. 

Es por ello que estimamos conveniente establecer que el nombramiento del Director de la Agencia Nacional de Inteligencia sea realizado por el Presidente de la República a partir del Sistema de Alta Dirección Pública, con ratificación del Senado, y cuya duración sea de 8 años sin posibilidad de designación para un nuevo periodo.

Por esta vía se aseguraría de mejor forma que hasta ahora, que la persona designada para dirigir la Agencia Nacional de Inteligencia sea una persona idónea que cuente con los antecedentes profesionales y académicos adecuados al cargo, y que tenga la experiencia necesaria para la realización eficaz y legal de su tarea,  bajo un esquema de nombramiento que vaya más allá de un régimen  propio de la designación del jefe de un servicio cualquiera.

En el mismo sentido, no existe ninguna razón real para impedir la aplicación del estatuto sobre Alta Dirección Pública a la ANI, ya que se trata de un organismo de carácter técnico que debe procesar información relevante, lo que exige que el personal que se desempeñe en dicha repartición sea de excelencia, y no llegue a trabajar por una simple consideración política o cualquiera otra ajena a la calidad del personal que se nombre. Por otra parte, un mecanismo que involucre mayor análisis de los antecedentes de quienes postulan para desempeñarse en cargos de carácter profesional o técnico al interior de esta institución sirven de mejor forma a la seguridad nacional, ya que se podrá velar de manera más exhaustiva acerca de la idoneidad de quienes forman parte de la Agencia.

B.
El actual artículo 10 de la ley 19.974 dispone que las funciones de Director de la Agencia Nacional de Inteligencia son de dedicación exclusiva e incompatibles con todo otro empleo remunerado con fondos públicos o privados, “salvo las labores docentes o de investigación, sean o no remuneradas, que se presten a universidades o instituciones de enseñanza, hasta por un máximo de seis horas semanales.”

Más allá de la realidad actual sobre la propiedad y funcionamiento concreto de las instituciones de educación superior en nuestro país, no parece adecuado que una persona que se desempeñe como Director de la Agencia Nacional de Inteligencia tenga cualquier otra actividad que lo comprometa con otras instituciones o interés que aquel relacionado con el servicio público en un organismo de inteligencia, por lo que sería adecuado en esta materia eliminar toda excepción a la regla general sobre incompatibilidad.

C.
En cuanto a los requisitos establecidos actualmente por la ley para integrar la planta de Directivos de la Agencia basta, en conformidad a lo prescrito por el artículo 15 de la ley 19.974, contar con un título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional de Educación Superior del Estado o reconocido por éste, o título profesional de Oficial de Estado Mayor o de Ingeniero Militar Politécnico o sus equivalentes en las otras Instituciones de la Defensa Nacional, o título profesional de Oficial Graduado en el caso de Oficiales de Carabineros y título de Oficial Graduado en Investigación Criminalística en el caso de la Policía de Investigaciones.

Se hace necesario a fin de garantizar el perfil técnico y de excelencia de quienes tienen a su cargo un servicio con las facultades y labor que la ley le concede de manera excepcional a la ANI, que las personas que se desempeñen como directivos de la misma cuenten con un grado de excelencia objetivo que sea compatible con la exigencia de tan importante cargo. De esta forma resulta indispensable requerir que estas personas no sólo cuenten con un título universitario o técnico de pregrado, o una condición académica equivalente, sino que además contar con a lo menos un título de post grado en materias de inteligencia.

Sin perjuicio de lo anterior, resulta necesario enfrentar la inexplicable omisión de que da cuenta la legislación vigente en cuanto a que uno de los requisitos para formar parte de la planta directiva, profesional, o técnica de ANI debería estar exento de todo antecedente penal; y en el caso de quienes se hayan desempeñado en instituciones de la Defensa Nacional, Carabineros de Chile, en la Policía de Investigaciones, o en cualquier otra repartición pública, debería ser el  contar con una hoja de vida intachable. De la misma manera, se debe contemplar la exigencia para quienes integren las plantas administrativas y de auxiliares de dicha institución, en cuanto a que estén exentos de todo antecedente penal. 

D.
En relación a los procedimientos especiales de obtención de información contemplados en la ley 19.974, todos los cuales importan medidas intrusivas que vulneran derechos y garantías establecidos por la Constitución Política de la República, el artículo 24 del referido cuerpo legal establece que se entiende por tales, aquellos que permiten el acceso a antecedentes relevantes contenidos en fuentes cerradas o que provienen de ellas, que aporten antecedentes necesarios al cumplimiento de la misión específica de cada organismo operativo, indicándose en concreto que tales procedimientos son los siguientes:

“a) La intervención de las comunicaciones telefónicas, informáticas, radiales y de la correspondencia en cualquiera de sus formas;

b) La intervención de sistemas y redes informáticos;

c) La escucha y grabación electrónica incluyendo la audiovisual, y

d) La intervención de cualesquiera otros sistemas tecnológicos destinados a la transmisión, almacenamiento o procesamiento de comunicaciones o información.”

Sobre la forma para obtener la autorización a fin de recurrir a alguna de estas medidas intrusivas, el artículo 25 de la ley 19.974 prescribe que tanto los directores como jefes de los organismos de inteligencia solicitarán, personalmente o por intermedio de un funcionario de su dependencia expresamente facultado para ello, la autorización judicial para emplear los procedimientos señalados.

En atención a la entidad de la lesión de las garantías y derechos de las personas que son sujetos a estas medidas, y en atención a la gravedad de los supuestos a partir de los cuales se permite la referida intervención, no parece razonable que esta petición pueda ser formulada indistintamente por los directores o jefes de los diversos servicios que forman parte del Sistema de Inteligencia de Estado, y más aún, que aquello se pueda hacer por interpósita persona. 

A fin de determinar de manera concreta la responsabilidad derivada del uso indebido o abusivo de esta facultad, y como forma de asegurar la necesaria seriedad en la revisión de los fundamentos de la referida solicitud, sería conveniente establecer que la posibilidad de efectuar esta petición recaiga de manera exclusiva y directa en el director del servicio respectivo, y no en funcionarios de menor rango. De esta forma se eliminaría la posibilidad que dicha petición se formule por interpósita persona, ya que en caso de imposibilidad material de formular una petición concreta por parte del director del respectivo órgano de inteligencia, la ley establece los respectivos mecanismos de suplencia en el cargo de que se trata.

En cuanto a quien otorga concretamente la autorización señalada, la norma vigente establece que será competente para pronunciarse sobre la mencionada autorización un Ministro de aquella Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional se realizará la diligencia o donde se inicie la misma. Para este efecto, el Presidente de cada Corte de Apelaciones designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de dos años, y la solicitud podrá ser presentada ante cualquiera de ellos.

No parece razonable dejar un espacio normativo para que, en los hechos,  el mismo servicio que solicita la autorización pueda determinar ante quien la presentará, toda vez que la definición sobre el lugar donde se realizará la diligencia o el lugar donde ella principie es una noción lo suficientemente vaga para permitir que sea formulada por el respectivo órgano del Sistema de Inteligencia del Estado en términos tales de elegir una jurisdicción más favorable a su pretensión. Por otra parte no parece razonable en materias de esta entidad que existan en los hechos 34 Ministros de Corte de Apelaciones, dos por cada una de ellas, los cuales puedan decretar medidas intrusivas de la intensidad señalada, sin conocimiento de los afectados ni de terceros, y bajo un estricto régimen legal de secreto.

Con la finalidad de garantizar la uniformidad de criterios sobre el otorgamiento de este tipo de medidas, y asegurar  un análisis acabado de los fundamentos en que el órgano de inteligencia solicita este tipo de medidas, resultaría conveniente establecer que sea un Ministro de la Corte Suprema el cual decida sobre esta materia.

8.
Sin perjuicio de las numerosas materias en que se puede perfeccionar nuestra legislación sobre el Sistema de Inteligencia del Estado, y que van más allá de las facultades que tenemos como parlamentarios al ser de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, creemos que las normas contenidas en este proyecto constituyen un avance sustantivo a fin de mejorar una normativa que resulta indispensable para asegurar los derechos y garantías de todos los ciudadanos, en el contexto de una persecución penal efectiva que garantice el adecuado funcionamiento del Estado de Derecho. 

Es en atención a las consideraciones señaladas que tenemos el honor de presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

MODIFICA LA LEY 19.974 SOBRE EL SISTEMA DE INTELIGENCIA DEL ESTADO Y CREA LA AGENCIA NACIONAL DE INTELIGENCIA.

Artículo único. Modifíquese la Ley N° 19.974, sobre el Sistema de Inteligencia del Estado y crea la Agencia Nacional de Inteligencia, en la forma que a continuación se indica:

1.
En su artículo 6°, agréguese un nuevo inciso final del siguiente tenor:

“De tales reuniones se levantará un acta que de cuenta fidedigna de lo tratado y resuelto en ellas, las cuales tendrán el carácter de secreta si lo ameritan, en cuyo caso sólo podrán ser conocidas por los miembros del Comité de Inteligencia y por el Presidente de la República. Asimismo, tales actas podrán ser conocidas por los intervinientes en causa criminal seguida por delitos sancionados en la presente ley, en virtud de orden judicial ejecutoriada.”

2.
En el inciso tercero de su artículo 23, reemplácese la expresión “presidio menor en cualquiera de sus grados” por “presidio menor en su grado máximo”.
3.
Agréguese el siguiente artículo 35 bis:

Artículo 35 bis.- “Las personas que siendo parte de las instituciones que integran el Sistema de Inteligencia del Estado hayan utilizado los procedimientos especiales de obtención de información señalados en el artículo 24 sin cumplir con los requisitos establecidos en esta ley, serán castigadas con presidio mayor en su grado medio, y la inhabilitación absoluta perpetua para el ejercicio de cargos y oficios públicos.”

4.
En el inciso segundo de su artículo 37, reemplácese la expresión “anualmente” por “semestralmente”.
5.
En su artículo 41 elimínese la expresión “ni aún a requerimiento judicial”.

6.
Reemplácese su artículo 43 por el siguiente:

“Artículo 43.- El funcionario de los organismos que forme parte del Sistema de Inteligencia del Estado que violare el deber de guardar secreto a que se refiere el artículo 38 de esta ley, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo y la inhabilitación absoluta perpetua para ejercer cargos y oficios públicos.

El funcionario de los organismos de Inteligencia del Sistema que utilizare la información recopilada o elaborada por dichos organismos en beneficio propio o ajeno, en perjuicio de alguna persona, autoridad u organismo, o para ejercer presiones o amenazas, será sancionado con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio y la inhabilitación absoluta perpetua para ejercer cargos y oficios públicos.”

6.
Agréguese un nuevo inciso a su artículo 47 del siguiente tenor:

“Los delitos cometidos por funcionarios de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile tipificados en la presente ley serán de competencia de la justicia ordinaria.”

7.
Incorpórese un nuevo artículo 47 bis del siguiente tenor: 

Artículo 47 bis.- “Cualquier infracción cometida por el Director de la Agencia Nacional de Inteligencia o cualquier otro órgano que forme parte del Sistema de Inteligencia del Estado a su obligación de respetar y resguardar de manera eficaz el cumplimento estricto de las normas legales establecidas para su funcionamiento, particularmente aquellas relativas a la utilización de los procedimientos especiales de obtención de información contemplados en esta ley, lleva aparejada la inhabilidad sobreviniente para el ejercicio de su cargo, sin perjuicio de la responsabilidad penal, administrativa y civil derivada de sus actuaciones y omisiones.”

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA SENADORA SEÑORA ALLENDE, CON EL QUE PIDE A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA UNA REFORMA INTEGRAL, A NIVEL CONSTITUCIONAL Y LEGAL, CON EL OBJETO DE DELIMITAR EL ALCANCE DE LOS CONTRATOS ESPECIALES DE OPERACIÓN PARA LAS SUSTANCIAS MINERALES NO CONCESIBLES

(S 1519-12)

Considerando que:

1° La Constitución Política de la República en su artículo 19 N°24 establece las bases fundamentales del régimen de la propiedad minera en Chile.

2° El ordenamiento jurídico vigente contempla la situación de minerales que no pueden ser objeto de explotación por la vía de una «concesión minera». Sin embargo, pueden dichas sustancias no concesibles llegar a ser aprovechadas por los particulares mediante regímenes mineros especiales.

3° El Decreto Ley N°2886 de 1979 establece en su artículo 5° que, exceptuando las pertenencias mineras bajo el amparo del Código de Minería de 1932, el litio queda reservado al Estado, por exigirlo el interés nacional.

4° La propia Constitución exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos que contengan sustancias no susceptibles de concesión, podrán ejecutarse directamente por el Estado o por sus empresas, o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije, para cada caso, por decreto supremo.

5° La incompatibilidad de los contratos especiales de operación del litio aprobado según D.S. N°16/2012 del Ministerio de Minería y el verdadero sentido y alcance otorgado por la Constitución Política de la República.

Por todo lo expuesto, los senadores que suscribimos venimos en someter a aprobación el siguiente proyecto de acuerdo:

Solicitar al Poder Ejecutivo una reforma integral, a nivel constitucional y legal, para delimitar el alcance de los contratos especiales de operación procedente para las sustancias minerales no concesionables.

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORAS ALLENDE Y RINCÓN Y SEÑORES HORVATH, LARRAÍN (DON CARLOS), MUÑOZ ABURTO Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON EL QUE PIDEN A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE DECLARE ZONA GEOGRÁFICA AISLADA A LAS PROVINCIAS DE LA ANTÁRTICA CHILENA, TIERRA DEL FUEGO Y ÚLTIMA ESPERANZA Y AUTORICE LA INSTALACIÓN DE UNA ZONA FRANCA EN AQUÉLLAS, EN ESPECIAL, PARA LA VENTA DE COMBUSTIBLES

(S 1520-12)

El proyecto de ley que establece incentivos especiales para las zonas extremas del país establece en su artículo séptimo una ley que en su artículo primero autoriza el establecimiento de una Zona Franca en las zonas geográficamente aisladas del país, que a la fecha de publicación de esta ley no gocen de los beneficios establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977.

El mismo artículo primero de esta ley define a las zonas geográficamente aisladas, como aquellas zonas aquellas que no cuenten con conectividad vial terrestre íntegra y por rutas nacionales con el resto del territorio nacional.

La declaración de zona geográficamente aislada se corresponde efectuarla por decreto del Ministerio de Hacienda, expedido previo informe del Ministerio de Obras Públicas.

La razón de ser de esta ley de zonas francas para zonas geográficamente aisladas, nace del reclamo de la Región de Aysén de poder contar con una zona franca que permita a sus habitantes el acceso a bienes de consumo, la mayoría de primera necesidad, a un precio se equipare al precio de dichos bienes en el resto del país.

Dicho reclamo es respaldado por diversos informes y estudios que han establecido que en dicha Región, al igual que en la región de Magallanes el costo de vida es un 30 % más caro debido a los factores de aislamiento y lejanía.

En directa relación con el alto precio de los bienes básicos de consumo, está el tema del costo de los combustibles en las regiones extremas de Aysén y Magallanes, materia que fue uno de los principales reclamos del Movimiento Social de Aysén.

Respecto al precio de los combustibles, por todos es conocido que en localidades como Puerto Williams o Porvenir o Caleta Tortel, el litro de bencina hace tiempo bordea los mil pesos, cuestión que claramente afecta en forma sensible las posibilidades de desarrollo de dichas zonas aisladas.

Por esto es que el gobierno ha propuesto que a través de la creación de estas zonas francas para zonas aisladas se pueda rebajar el costo de los combustibles para dichas zonas puesto que las ventas de dichos combustibles en dichas zonas francas estarían exenta de las tasas arancelarias y del impuesto al valor agregado.

Por esto es que mediante este proyecto de acuerdo se solicita que de acuerdo al mecanismo propuesto por esta nueva ley sobre creación de zonas francas se autorice el establecimiento de una zona franca en las zonas geográficamente aisladas de la Provincia de Última Esperanza, de Tierra del Fuego y en la Provincia de la Antártica Chilena

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de acuerdo

Solicitar a S.E Presidente de la República don Sebastián Piñera Echeñique y al señor Ministro de Hacienda don Felipe Larraín Bascuñán, la dictación del correspondiente Decreto que declare como zona geográficamente aislada a las Provincias de la Antártica Chilena, Tierra del Fuego y de Última Esperanza, para los efectos de autorizar la instalación de una zona franca en dichas Provincias, en especial para la venta de combustibles al interior de dichas Zonas Francas.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORA PÉREZ (DOÑA LILY) Y SEÑORES HORVATH, LARRAÍN (DON HERNÁN), MUÑOZ ABURTO, PÉREZ VARELA, SABAG Y TUMA, CON EL QUE PIDEN A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA LA INCLUSIÓN DE UNA GLOSA ESPECIAL EN LA PARTIDA PRESUPUESTARIA DEL MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO PARA EL AÑO 2013, QUE DÉ SOLUCIÓN A LOS DEUDORES HABITACIONALES QUE NO HAN SIDO ALCANZADOS SATISFACTORIAMENTE POR LOS MECANISMOS ESTABLECIDOS

(S 1521-12)

CONSIDERANDO:

1. Que existen miles de chilenos que tienen deuda hipotecaria.
2. Que a partir del año 2010, la Agrupación Nacional de Deudores Habitacionales (ANDHA CHILE) constituyó una mesa de trabajo junto a la ex ministra de Vivienda, la señora Magdalena Matte.

3. Como resultado de este trabajo conjunto, se logró avanzar con un nuevo decreto (Decreto Supremo N°12 de 2011).

4. En la práctica se incluyeron a los decretos 235, 44 y 62, en una postulación regular para un beneficio de subvención de un 50 y 60% por parte del Estado.
5. Se incorporó en este grupo a deudores del segundo quintil, en el que se les entrega una subvención al dividendo de 20 y 25%.
6. Con el D.S N°12, se logró hacer una revisión caso a caso, incluyéndose a los deudores de los decretos 40 y leasing habitacional que cumplieran con los siguientes requisitos:
a. El postulante debía tener ficha de protección social al 30 de noviembre de 2010.

b.
No podía tener un ingreso superior a 500 mil pesos.

c.
Quién opta a este beneficio no debía ser dueño de otra propiedad.

d.
Tener puntaje de Ficha de Protección Social menor a 11.734 puntos.

e.
Que la vivienda sujeta a beneficio, no supere las 650 UF de valor.

7. Dentro del mismo D.S N°12, se agregó una postulación especial, para aquellos deudores que fueran extremadamente vulnerables, enfermos catastróficos, con los mismos requisitos antes mencionados de los diferentes decretos, 235, 44, 62, 40 y leasing habitacional para una subvención total de la deuda.
8. Que, a mayor abundamiento, el D.S N°12 del 24 de febrero dispone:

“1.- Que se ha estimado conveniente dar una solución a aquellos deudores habitacionales que se encuentren en situación de vulnerabilidad comprendidos entre los deciles 1 al 4 de la Ficha de Protección Social, que mantengan obligaciones pecuniarias pendientes con instituciones financieras, provenientes de créditos hipotecarios o de mutuos hipotecarios endosables obtenidos para enterar el precio de la vivienda adquirida o construida con aplicación del subsidio habitacional correspondiente a programas habitacionales implementados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, con excepción de los regulados por los decretos supremos Nº 120, de 1995, Nº 40, de 2004, Nº 174, de 2005, y Nº 4, de 2009, y de los deudores a que se refiere el D.S. Nº 111, de 2007, todos de Vivienda y Urbanismo.

2.- La voluntad de entregar una ayuda especial a personas que han obtenido una vivienda que ha sido adquirida o construida con aplicación del subsidio habitacional correspondiente a programas habitacionales implementados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y que se encuentren en situación de gran vulnerabilidad.

3.- La necesidad de proteger a los beneficiarios de subsidios habitacionales que hayan aplicado dicho beneficio a la adquisición de una vivienda cuyo valor de tasación al momento de esa aplicación no supere las 650 unidades de fomento, otorgándoles un seguro de desempleo durante un periodo para hacer pago de sus dividendos hipotecarios o aportes derivados de contratos de arrendamiento de vivienda con compromiso de compraventa, según corresponda.”

9. Sin embargo, el D.S  N°12, no ha cumplido con las expectativas y el objetivo con el cual se trabajó para poder resolver el problema de todos los deudores, no considerando dentro de sus beneficiarios a personas en situación de extrema vulnerabilidad, con dramáticos problemas sociales que requieren una urgente solución.

10. El largo tiempo en el cual esta problemática subsiste y el hecho de que existan personas que incluso, debido a la bancarización de su deuda, “hayan pagado más de una vez” su casa.

11. Lo urgente de proporcionar una solución en los plazos más breves posibles.

En mérito de lo señalado precedentemente, proponemos el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

Solicitar a Su Excelencia, el Presidente de la República, contemplar una glosa especial dentro de la Partida Presupuestaria del Ministerio de Vivienda y Urbanismo para el año 2013, para dar solución a los deudores habitacionales que no se han visto alcanzados satisfactoriamente por los mecanismos establecidos por el gobierno central al efecto.

(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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� Decreto 430. ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción: fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.892, de 1989 y sus modificaciones, Ley General de Pesca y Acuicultura. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/wuvr" �http://bcn.cl/wuvr� (Septiembre de 2012)


� Presentación ante la Comisión Desafíos del Futuro del Senado de la República (Septiembre de 2012)


� TRG = Tonelaje de Registro Grueso. Medida que expresa el tamaño de la embarcación


� Presentación ante la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura del Senado de la República (Septiembre de 2012)


� Artículo 3. Ley General de Pesca y Acuicultura. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/wuvr" �http://bcn.cl/wuvr� (Septiembre 2012)


� Artículo 14. Ley General de Pesca y Acuicultura. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/wuvr" �http://bcn.cl/wuvr� (Septiembre 2012)


� Artículo 21. Ley General de Pesca y Acuicultura. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/wuvr" �http://bcn.cl/wuvr� (Septiembre 2012)


� Artículo 39. Ley General de Pesca y Acuicultura. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/wuvr" �http://bcn.cl/wuvr� (Septiembre 2012)


� Artículo 40. Ley General de Pesca y Acuicultura. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/wuvr" �http://bcn.cl/wuvr� (Septiembre 2012)


�  Ley 19.079, Art.1º, Nº 31 y la Ley Nº 19.849


� Cerda D'amico, Rene. Prof. Titular, Jornada Completa. Área de Economía de Recursos. Ingeniero de Ejecución en Pesca, Pontificia Universidad Católica de Valparaíso. Magíster en Ciencias en Economía de Recursos, Oregon State University, Oregon, EE.UU.


� La capacidad de bodega se había incrementado de 77 mil toneladas a un poco más de 135 mil toneladas. Op. cit. pp 230. ASIPES, 2000. Historia de la Industria Pesquera en la Región del Bio Bio. Investigación de Luis Salvo. Editoras: Francisca Rengifo, María José Vial y Trinidad Zaldivar. I.S.B.N. 956-7998-00-0


� Environment Canada. Comparing El Niños. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/wtc2" �http://bcn.cl/wtc2� (Septiembre 2012)


� Historia de la Ley N° 19.713. Biblioteca del Congreso Nacional. Disponible en. � HYPERLINK "http://bcn.cl/3iug" �http://bcn.cl/3iug� (Septiembre 2012)


� El Sector de Pesca Extractiva en Chile y la Libre Competencia. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/wvoo" �http://bcn.cl/wvoo� (Septiembre 2012)


� Boat Parking valdivia. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/x7uj" �http://bcn.cl/x7uj�  (Septiembre 2012)


� Ley 19713, establece como medida de administración el límite máximo de captura por armador a las principales pesquerías industriales nacionales y la regularización del registro pesquero artesanal. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/N?i=180659&f=2007-04-11&p" �http://www.leychile.cl/N?i=180659&f=2007-04-11&p�= (Septiembre 2012)


� Ley N° 19.713 que establece como medida de administración el límite máximo de captura por armador a las principales pesquerías industriales nacionales y la regularización del registro pesquero artesanal. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/3iui" �http://bcn.cl/3iui� (Septiembre 2012).


� Ley de pesca: debate e intereses. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/wvqx" �http://bcn.cl/wvqx� (Septiembre 2012)


� Dresdner, J., Chávez, C., Villena, M., Henríquez, G., Baquedano, M., Campos, N., González, N., Salazar C y Sobenes, C. “Evaluación del Impacto de la Aplicación de LMCA en la Estructura de la Industria Extractiva Industrial, en una Perspectiva Histórica”, año 2007. Informe Final. Proyecto FIP 2005-23, p. 708.


� Subsecretaría de Pesca. 2010. anexo ii. barcos por empresa considerados en el cálculo de cuota a otorgar a partir de la aplicación de la ley 19.713 y en actual operación. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/3iul" �http://bcn.cl/3iul� (Septiembre 2012)


� Discuten reducción de cuotas de pesca y cambios a institución pesquera. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/wvj1" �http://bcn.cl/wvj1� (Septiembre 2012)


� Este estudio incorporó una serie de encuestas a actores relevantes del sector pesquero, cuyas respuestas se cuantificaron y analizaron cualitativamente.


� Op. cit, Dresdner, J., Chávez, C., Villena, M., Henríquez, G., Baquedano, M., Campos, N., González, N., Salazar C y Sobenes, C. “Evaluación del Impacto de la Aplicación de LMCA en la Estructura de la Industria Extractiva Industrial, en una Perspectiva Histórica”, año 2007. Informe Final. Proyecto FIP 2005-23, p. 708.


� Por los agentes encuestados en la investigación.


� Op. cit, Dresdner, J., Chávez, C., Villena, M., Henríquez, G., Baquedano, M., Campos, N., González, N., Salazar C y Sobenes, C. “Evaluación del Impacto de la Aplicación de LMCA en la Estructura de la Industria Extractiva Industrial, en una Perspectiva Histórica”, año 2007. Informe Final.  Proyecto FIP 2005-23, p. 708.


� Canese, S. 2004. El sistema de acceso a los recursos pesqueros en Chile. Memoria de prueba para optar al grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales. Universidad de Concepción. 171 pp


� Subpesca - Chile Azul. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/x7um" �http://bcn.cl/x7um�  (Septiembre 2012)


� Op. cit, Dresdner, J., Chávez, C., Villena, M., Henríquez, G., Baquedano, M., Campos, N., González, N., Salazar C y Sobenes, C. “Evaluación del Impacto de la Aplicación de LMCA en la Estructura de la Industria Extractiva Industrial, en una Perspectiva Histórica”, año 2007. Informe Final. Proyecto FIP 2005-23, p. 708.


� Presentación ante la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura del Senado de la República (Septiembre de 2012)


� Ibídem


� Informe de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos. Disponible en: � HYPERLINK "http://sil.senado.cl/cgi-bin/sil_abredocumentos.pl?2,15210" �http://sil.senado.cl/cgi-bin/sil_abredocumentos.pl?2,15210� (Septiembre 2012)


� FAO. El enfoque ecosistémico es una estrategia para la ordenación integrada de la tierra, el agua y los recursos vivos que promueve la conservación y el uso sostenible de manera equitativa. Se basa en la aplicación de métodos científicos adecuados centrados en los niveles de organización biológica que abarca los procesos, las funciones y las interacciones esenciales entre los organismos y su ambiente, y que reconoce a los humanos, con su diversidad cultural, como un componente integrante de los ecosistemas. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/fx94" �http://bcn.cl/fx94� (Septiembre 2012).


� Frente a una eventual obra o actividad con posibles impactos negativos en el medio ambiente, permite que la decisión política que no da lugar a su realización, se base exclusivamente en indicios del posible daño sin necesidad de requerir la certeza científica absoluta.


� La construcción de un Punto de Referencia implica definir un valor convencional, derivado del análisis técnico, que representa el estado de la pesquería o de la población y cuyas características se cree que puedan ser útiles para la ordenación de la unidad poblacional. Los puntos de referencia técnicos utilizados en la ordenación pesquera están principalmente basados en modelos biológicos y econométricos.


� RMS se define en este proyecto de ley como “el mayor nivel promedio de remoción por captura que se puede obtener de un stock de manera sostenible en el tiempo y bajo condiciones ecológicas y ambientales predominantes”.


� Op. cit. Presentación del Sr. Ministro de Economía ante la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura. Agosto de 2012.


� Mujeres y hombres en el sector pesquero y acuicultor de chile 2008. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/x7vc" �http://bcn.cl/x7vc� (Septiembre 2012)


� Instaurado mediante la Ley N° 19.521 que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, estableciendo la obligación de instalar un sistema de posicionamiento geográfico automático con apoyo satelital en naves que indica. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/4sp7" �http://bcn.cl/4sp7� (Septiembre 2012).


� En un registro del Servicio Nacional de Pesca.


� Principales de cambios en la nueva Ley General de Pesca y Acuicultura.24/07/2012. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/t5xx" �http://bcn.cl/t5xx� (Septiembre 2012)


� Historia de la ley 20.249 crea el espacio costero marino de los pueblos originarios. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/x7u9" �http://bcn.cl/x7u9�  (Septiembre, 2012)


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=269291" �http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=269291� (Septiembre, 2012)


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1002637" �http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1002637� (Septiembre, 2012)


� Ley fácil Guía legal sobre: Espacio costero marino de los pueblos originarios. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.bcn.cl/guias/espacio-costero" �http://www.bcn.cl/guias/espacio-costero� (Septiembre 2012)


� Anuarios estadísticos de pesca años 2000-2011. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/z5uh" �http://bcn.cl/z5uh� (Octubre de 2012).
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Hoja1

		

				Región		2003		2004		2005		2006		2007		2008		2009 (1)

				I         De Tarapacá		1,910,023		1,987,521		1,962,290		2,099,952		2,247,383		2,294,077		2,254,297

				II        De Antofagasta		3,611,890		3,761,863		3,828,905		3,894,854		4,026,283		3,983,992		3,911,377

				III       De Atacama		928,200		933,193		953,754		1,049,716		1,132,528		1,179,577		1,182,913

				IV       De Coquimbo		1,169,582		1,225,199		1,272,202		1,321,888		1,399,550		1,508,462		1,452,714

				V        De Valparaíso		4,153,434		4,395,857		4,603,733		4,866,472		4,873,998		5,114,921		5,027,897

				RMS  Región Metropolitana de Santiago		21,770,457		23,110,997		24,459,264		25,518,617		27,010,760		28,104,803		27,650,632

				VI       Del Libertador General Bernardo O'Higgins		1,899,667		2,064,317		2,181,285		2,247,056		2,260,947		2,329,951		2,360,325

				VII      Del Maule		1,799,450		1,899,088		2,055,308		2,179,263		2,125,466		2,196,908		2,185,100

				VIII     Del Biobío		4,836,088		5,118,647		5,469,454		5,649,004		5,741,048		5,824,317		5,729,637

				IX       De La Araucanía		1,213,085		1,280,005		1,367,011		1,431,395		1,518,246		1,548,619		1,504,754

				X        De Los Lagos		2,346,629		2,503,564		2,586,698		2,687,564		2,758,379		2,858,718		2,798,495

				XI       Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo		310,277		328,643		367,183		359,641		389,892		397,637		379,993

				XII      De Magallanes y de la Antártica Chilena		862,908		855,119		891,198		934,685		847,400		805,786		787,999

				Extra Regional (2)		48,638		38,583		45,797		50,670		46,046		54,138		56,195

				Subtotal regionalizado		46,860,327		49,502,596		52,044,081		54,290,776		56,377,926		58,201,905		57,282,329

				IVA , Derechos de Importación		4,296,089		4,744,223		5,218,563		5,600,195		6,268,200		6,738,527		6,565,877

				Producto Interno Bruto		51,156,415		54,246,819		57,262,645		59,890,971		62,646,126		64,940,432		63,848,206





Hoja2

		





Hoja3

		





Region 2003 2004 2005 2006 2007 2008 (1)
I De Tarapaca 1.910.023  1.987.521 1.962.290  2.099.952  2.247.383  2.289.184
o De Antofagasta 3.611.890 3.761.863 3.828.905 3.894.854 4.026.283 4.041.966
III'  De Atacama 928.200 933.193 953.754  1.049.716  1.132.528 1.179.421
IV De Coquimbo 1.169.582  1.225.199 1.272.202 1.321.888 1.399.550 1.505.357
\4 De Valparaiso 4.153.434 4.395.857 4.603.733 4.866.472 4.873.998 5.129.821
RMS Regién Metropolitana de Santiago 21.770.457 23.110.997 24.459.264 25.518.617 27.010.760 28.076.429
VI Del Libertador General Bernardo O'Higgin:  1.899.667 2.064.317 2.181.285 2.247.056  2.260.947 2.314.036
VII  Del Maule 1.799.450 1.899.088 2.055.308 2.179.263 2.125.466  2.200.554
VIII  Del Biobio 4.836.088 5.118.647 5.469.454 5.649.004 5.741.048 5.801.761
IX  DeLa Araucania 1.213.085 1.280.005 1.367.011 1.431.395 1.518.246 1.565.052
X De Los Lagos 2.346.629  2.503.564 2.586.698 2.687.564 2.758.379  2.860.072
XI  Aisén del General Carlos Ibaiiez del Campo 310.277 328.643 367.183 359.641 389.892 402.224
XII  De Magallanes y de la Antartica Chilena 862.908 855.119 891.198 934.685 847.400 801.501
Extra Regional (2) 48.638 38.583 45.797 50.670 46.046 54.138
Subtotal regionalizado 46.860.327 49.502.596 52.044.081 54.290.776 56.377.926 58.221.518
IVA , Derechos de Importacion 4.296.089 4.744.223 5.218.563 5.600.195 6.268.200 6.733.412
Producto Interno Bruto 51.156.415 54.246.819 57.262.645 59.890.971 62.646.126 64.954.930
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